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PRESENTACION 

Si concebimos como objeto de estudio del derecho ambiental a aquéllas normas que 
regulan las conductas que pueden alterar el equilibrio que existe entre los elementos 
del ambiente y que pongan en peligro mediato o inmediato la continuidad de las 
distintas formas de vida, entonces nos explicaremos que el conjunto de normas 
jurídicas que integran este derecho no pueden estar sistematizadas en un s610 ordena­
miento.· 

En efecto. las nonnas que conforman al derecho ambiental, aunque tienen su origen 
común en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. se encuentran 
dispersas en distintos ordenamientos jurídicos de igual jerarquía; si bien es cierto que 
tenemos un ordenamiento rector, como lo es la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente, el cual contiene orientaciones generales de política 
anlbiental, también lo es que existe la necesidad de regulaciones específicas en los 
distintos sectores de la protección ambiental. 

Entonces, el primer problema que tenemos que resolver en el estudio del derecho 
ambiental, es el que se refiere a su dispersión en distintas leyes de igual jerarquía, tal 
es el caso de la Ley Forestal, la Ley de Aguas Nacionales, la Ley General de Salud, la 
Ley Federal del Mar, la Ley de Turismo, la Ley Federal de Metrología y Nonmaliza­
ción, los tratados internacionales ambientales, etc. 

Un segundo problema, se refiere al aspecto cuantitativo, en virtud de la gran 
cantidad de nonnas de distinta jerarquía que se derivan de las diversas leyes ambien­
tales sectoriales; así, tenemos infinidad de reglamentos ambientales, decretos y normas 
oficiales mexicanas sobre la materia. 

Un tercer problema que debemos resolver en el estudio del derecho ambiental es el 
que deriva del pacto federal . Esto es, la distribución de competencias en materia 
ambiental entre los tres niveles de gobierno que tiene su origen en el propio texto 
constitucional, ha dado lugar a un sistema nonnativo federal de protección al ambiente, 

• Brañes Ballesteros, Raúl. Derecho Ambiental Mexicano, Fundación Universo Veintiuno, A.C., pág. 
31 Y 32. 



otro estatal y otro municipal, no estando siempre definidos de manera categórica los 
límites de esos tes niveles competenciales. 

Lo anterior se complica si consideramos que en la doctrina no se han elaborado 
obras que aborden el estudio sistemático del derecho ambiental; la jurisprudencia 
tampoco nos ayuda mucho en la medida en que ha estado ausente en la interpretación 
del derecho ambiental en virtud de su escasa aplicación y dada la flexibilidad en esa 
aplicación por parte de las autoridades administrativas. 

En consecuencia, el estudio y aplicación del derecho ambiental se dificulta por su 
.complejidad, dispersión, diversidad y por la gran cantidad de normas existentes, así 
como por la carencia de orientaciones doctrinales y jurisprudenciales. 

La presente obra tiene por objeto contribuir al estudio del derecho ambiental y en 
ese sentido, auxiliar a su comprensión y aplicación; su contenido se divide en cinco 
partes: en la primera, se aborda el tema de la distribución de competencias entre los 
tres órdenes de gobierno; en la segunda, se analiza la regulación sustantiva de algunos 
temas que se han considerado de particular importancia, tal es el caso del impacto 
ambiental, emisiones atmosféricas, manejo de residuos peligrosos y realización de 
a~tividades altamente riesgosas; en una tercera, se aborda la regulaci6n de la respon­
sabilidad que trae el incumplimiento de las nonnas ambientales, identificando a la 
administrativa, la civil y la penal; en la cuarta, se tocan las fonnalidades de los visitas 
de inspección y vigilancia en materia ambiental, asf como los medios con que cuentan 
las personas que sufren actos de molestia para restablecer el orden jurídico cuando las 
autoriades ambientales se apartan de su cometido; y, finalmente, se anaJizan los 
instrumentos fiscales que el ordenamiento jurídico pone a disposición de los inversio­
nistas para incentivar la introducción de tecnologías anticontaminantes. 

Los temas que se comprenden en la presente obra se abordan a partir de un 
enfoque crítico y propositivo, que tiene como fin contribuir al perfeccionamiento 
de la regulación ambiental. En este análisis jugó un papel importante la formación 
teórico-práctica de los autores en la medida en que se conjugó la experiencia 
académica y pragmática, en virtud de que la mayoría de ellos desarrollan activida­
des docentes en una institución de educación superior y han conocido la aplicación 
del derecho ambiental y sus dificultades, por tener distintas responsabilidades en 
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. 

LA EDITORIAL 
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EL ESTADO AcruAL DEL DERECHO AMBIENTAL 
MEXICANO 

JOSE JUAN GONZALEZ MARQUEZ 

A pesar de que hacia 1917, fecha en que promulga la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos aun vigente, el país contaba únicamente con 15 millones 
de habitantes que tenían a su disposición una superficie total de casi dos millones de 
kilómetros cuadrados, bondadosos en variados recursos naturales , que hacían 
poco probable la validez de la tesis de Malthus sobre el crecimiento geométrico 
de la población; la Carta Queretana no soslayó la protección del Medio Am­
biente. 

En efecto, los constituyentes de 1917 recogierQl1 el concepto de propiedad como 
una función social, lo introdujeron en el artículo 27 de la Norma Fundamental y. al 
enterrar con ello la concepción napoleónica de la propiedad absoluta. pennitieron a la 
Nación condicionar la utilización de los recursos naturales al supremo interés definido 
por aquélla, al tiempo que dieron fundamenro a los poderes públicos para imponer 
limitaciones al desarrollo de las vocaciones económicas en aras de un desarrollo 
equilibrado. 

Bajo esta base legal fueron decretadas en México las primeras reservas de la 
biosfera, es decir: la Isla Guadalupe y Cajón del Diablo, el 27 de octubre de 1922 y ¡ 4 
de septiembre de 1937, respectivamente; y bajo el mismo fundamento el Congreso de 
la Unión aprobó leyes tales como: La Ley para Prevenir y Controlar la Contaminación 
Ambiental del 12 de marzo de 1971 y la Ley Federal de Protección al Ambiente, del 
11 de febrero de 1982. 

Así, si bien es cierto por una paate podemos señalar que la vocación ambientalista 
tiene arraigo antiguo en el orden jurídico mexicano, por la otra, es menester reconocer 
que la legislación sobre el ambiente ha sido objeto de una profunda modernización en 
los últimos doce años. 
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En efecto, en la década de los ochentas dos reformas constitucionales han 
preci sado las bases jurídicas de la protección del ambiente en la Carta Magna . 
La primera en 1982, introdujo al texto del artículo 25 constitucional claramente 
la idea del cuidado al medio ambiente, recogiendo con ello la ya universal idea del 
desarrollo sustentable. 1 

La segunda en 1987, enmendó los artfculos 27 y 73 de la Norma Fundamental para 
por una parte, ampliar la facultad de la Nación para imponer modalidades a la 
propiedad privada tendientes a la protección, preservación y restauración del equilibrio 
ecológico, y por la otra, para facultar el Congreso de la Unión a fin de expedir leyes 
que propicien la coordinación entre los tres niveles de gobierno para la atención de los 
problemas ambientales.2 

Al amparo de esta última reforma fue promulgada la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente en 1988; así como leyes locales en 29 de las 
3 1 Entidades Federativas que integran el Pacto Federal Mexicano; 5 Reglamentos a la 
Ley General y 59 Nonnas Oficiales Mexicanas, incluyendo una de carácter emergente. Lo 
anterior sin dejar de mencionar que aunque por el momento sólo se cuenta con 255 Bandos 
Municipales en la materia, pronto se habrá de completar esta tarea en los 2,389 
Municipios que integran el territorio nacional. 

Empero, la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente de 
1988 no es el único cuerpo nonnativo de rango federal que regula la protección 
ecológica. Se trata de un ordenamiento de carácter globalizador. 

En primer lugar, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente es un ordenamiento globalizador porque establece un principio rector en 
torno al cual gira todo el derecho ambiental , a saber, el relativo a la evaluación del 
impacto ambiental que en términos de su artículo 28 es una condición previa a la 
realización de obras o actividades públicas o privadas que puedan causar desequilibrios 
ecológicos o rebasar los límites o condiciones señaladas en los reglamentos y Nonnas 
Oficiales Mexicanas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad que se desarrolle 
y amén de que ésta sea objeto de otras restricciones en una ley sectorial que la regule 
específicamente. 

Las nonnas relativas a este último aspecto conllevan a la regulación de las conduc­
tas humanas que de una u otra manera pueden alterar el equilibrio de los ecosistemas 
cuyos elementos, constituyen el bien jurídico tutelado por el derecho ambiental. 

En segundo lugar, porque ha dado fundamento a 5 reglamentos sobre: Evaluación 
del Impacto Ambiental; Residuos Peligrosos; Transporte Terrestre de Residuos Peli­
grosos; Prevención y Control de Contaminación a la Atmósfera; Contaminación 
generada por los Vehículos Automotores que circulan en el D.F. , Municipios y su Zona 

1 Reformas publicadas en el Diario Oficial de la. Federación el 3 de febrero de 1983. 

2 Refonnas publica.das en el Diario Oficial de la Federación ellO de agosto de 1987. 
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Conurbada; amén de otorgar vigencia jurídica al Reglamento para la Protección y 
Control del Medio Ambiente contra la Contaminación originada por la Emisión de 
Ruido.' 

REGLAMENTOS DE LA LEY GENERAL DEL 
EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION 
AL AMBIENTE 

Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Conta­
minación Originada por la Emisión de Ruido 

Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en Materia de Impacto Ambiental 

Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protecci ón al Ambiente para la Prevención y Control de 
la Contaminación Generada por los Vehículos Automotores 
qt.e Circulan por el Distrito Federal y los Municipios de su 
Zona Conurbada 

Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en Materia de Residuos Peligrosos 

Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en Materia de Prevención y Control 
de la Contaminación de la Atmósfera 

Reglamento para el Transporte Terrestre de Materiales y Re­
siduos Peligrosos 

FECHA DE 
PUBLICACION 

ENELD.O.F. 

06.12.82 

07.06.88 

25.11.88 

25.11.88 

25.11.88 

07.04.93 

3 EJ artículo tercero Transitorio de la Ley Genernl. del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 
establece que mientras se expiden las disposiciones reglamentarias de la misma seguirán en vigor las que 
han regido hasta la fecha de su expedición, en lo que no la contravenga. y las referencias legales o 
reglamentarias a la Ley Federnl de ProleCción al Ambiente, se entienden hechas en lo aplicable ala nueva 
Ley. Por esta rozón el Reglamento sobre Ruido que derivó de la Ley Federal de Protección al Ambiente 
de 1982, se encuentr.l vigente. 
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En tercer lugar, porque establece reglas generales sobre aspectos básicos del de­
recho ambiental que son mayormente desarrollados por las siguientes leyes: la Ley de 
Aguas Nacionales (01- 12-1992 D.O.F.), la Ley de Pesca (25-06-92 D.O.F.), la Ley 
Federal de Caza (05-01-1952 D.O.F.), la Ley General de Asentamientos Humanos 
(21 -07-1993 D.O.F.), la Ley Minera (26-06-1992 D.O.F.), la Ley General de Bienes 
Nacionales (08-01-1982 D.O.F.), Ley Federal de Sanidad Animal (18-06-1993 
D.O.F.), Ley Federal de Sanidad Vegetal (05-01-1994 D.O.F.), laLey Federal del Mar 
(08-01-1986 D.O.F.), entre otras, de las cuales también han emanado los siguientes 
reglamentos: Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales (12-01-94 D.O.F.), Regla­
mento para Prevenir y Conttolar la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos 
y otras materias (23-01-79 D.O.F.), Reglamento de la Ley Forestal (13-07- 1988 D.O.F.), 
Reglamento para el Uso y Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables. 
Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos ganados al Mar (21-08-1992 
D.O.F.), y Reglamento para Prevenir y Controlar la Contaminación del Mar por 
Vertimiento de Desechos y otras Materias (23-01-79 D.O.F.). 

Como puede observarse la mayoría de estos ordenamientos son de reciente data, 
pero ello no quiere decir que la regulación sobre los aspectos que tratan sea nueva en 
México, en todos los casos se trata de ordenamientos jurídicos que perfeccionan el 
marco regulatorio que les precedió y al cual han abrogado en cada caso concreto. 

En síntesis, podemos señalar que todas las actividades humanas que se desarrollan 
con relación a las materias reguladas en estos ordenamientos deben pasar por la 
evaluación del impacto ambiental previo a ser iniciadas y ya iniciadas sujetarse a las 
restricciones que marcan las leyes específicas. 

En cuarto lugar, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente es un ordenamiento globalizador porque al amparo de ella y con apego a lo 
dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y Normalización se han dictado 59 
Normas Oficiales Mexicanas en Materia Ecológica.4 

Las Nonnas Oficiales Mexicanas son de reciente data, entraron en vigor el 18 de 
octubre de 1993 las referentes a descarga de aguas residuales y monitoreo de la 
contaminación atmosférica, mientras que las relativas a residuos peligrosos y conta­
minación atmosférica el 22 de octubre del mismo año. Pero todas ellas sustituyeron a 
Normas Técnicas Ecológicas en las mismas materias que fueron dictadas entre 1988 
y 199 1, dando con ello un gran avance en los niveles de exigencia para contrarrestar 
los efectos de las activ idades contaminantes. 

4 A las Normas OficiaJes Mexicanas se encuentra encomendada la determinación de los parámetros 
dentro de los cuajes se garantizan las condiciones necesarias parael bienestar de la población y para asegurar 
la preservación y restauración del equilibrio ecológico y la protección aJ ambiente; es decir, si el derecho 
ambientaJ tutela como bienes jurídicos a los diversos elementos de la biosfera, las Normas Oficiales 
Mexicanas determinan hasta donde la actividad perturbadora de la conducta humana puede ser soportada 
por dichos bienes sin alterar su equilibrio. 
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NORMAS OFICIALES MEXICANAS VIGENTES 
EN MATERIA AMBIENTAL 

MATERIA FECHA DE NUMERO DE 
PUBLlCACION NORMAS 

Oescargas de Aguas O.O.F. 33 
Residuales 18.10.93 

Contaminación Atm:6férica O.O.F. 5 
Monitoreo 18.10.93 

Contaminación Atnnférica O.O.F. 13 
22 .10.93 

Norma Ern:rgente O.O.F. 
18-11-93 

Residuos Peligrosos O.O.F. 7 
22.10.93 

Total 59 

Ese amplio marco jurídico regulatorio de la protección al ambiente se encuentra 
además complementado por los Tratados Internacionales que sobre el particular 
nuestro país ha signado. 

Como es sabido, las Convenciones Internacionales a las que se adhiere el Ejecutivo 
Federal al ser ratificadas por el Senado de la República se incorporan al orden jurídico 
nacional, con el nivel jerárquico de una ley federal, sin necesidad de que medie ningún 
otro acto legislativo de implementaci6n.5 

En material ambiental México ha ratificado 58 Acuerdos Internacionales que 
abordan temas tales como: el medio ambiente en su conjunto; la atmósfera y el espacio 
ultraterrestre; aguas continentales; flora terrestre; fauna silvestre; escenarios de belle­
zas naturales y arquitectónicas; medio marino; recursos energéticos; elementos am­
bientales distintos a los recursos naturales; ambiente; salud humana y, ambiente 
construido; destacando por su importancia, el Convenio de la Paz, el Convenio de 

5 En este aspecto el derecho mexicano difiere del vigente en los Estados Unidos de América. en donde 
es práctica común la firma de los llamados "executive agreements" que para ser obligatorios requieren de 
una ley de implementación. Así por ejemplo la Convención sobre el Comercio lntemacionaJ de Especies 
Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres. a pesar de haber sido adoptada. por e l Gobierno de ese país. no es 
obligatoria en el territorio del mismo sino en las partes reguladas por su úy d~ Esp~ci~s Ame1Ulzadas de 
los Estados Unidos publicada en 1973. 
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Basilea, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, la Convención sobre el Cambio 
Climático, así como la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies 
Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres. 

Este marco jurídico ha establecido en nuestro país mecanismos de tutela legal del 
ambiente tanto preventivos como correctivos. 

Entre los primeros tenemos, la legislación mexicana relativa a la evaluación del impacto 
ambientaJ , que como hemos dicho es condición necesaria para el inicio de cualquier 
actividad que pueda alterar el equilibrio ecológico, entre los segundos, encontramos las 
distintas fannas de sanción para las conductas humanas ilícitas que afectan el ambiente. 

Universalmente son reconocidas tres fannas de responsabilidad por actos ilícitos: 
la responsabilidad civil. la administrativa y la penal. 

Si bien la responsabilidad civil no está regulada en la legislación ambiental, ésta 
tiene su fundamento jurídico en los principios generales de la responsabilidad extra­
contractual regulada en los artículos 1910 y 1913 del Código Civil, mismos que 
disponen respectivamente que: "El que obrando ilícitamente o en contra de las buenas 
costumbres cause daño a otra, está obligado a repararlo, al menos que demuestre que 
el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia inexplicable de la 
víctima"; y que "Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos 
o sustancias peligrosas por sí mismas, por la velocidad que desarrollen, por su 
naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduz­
can, o por otras causas análogas, está obligado a responder del daño que cause, aunque 
no obre ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa o 
negligencia inexcusable de la víctima".6 

En cuanto a la responsabilidad penal es necesario señalar que la legislación 
ambiental establece 14 tipos penales de carácter ambiental, sin que exista un tipo 
genérico que se denomine "delito ambiental o delito ecológico", sino tipos específicos 
de delitos, que protegen indirectamente al ambiente a través de la tutela de ciertos 
bienes jurídicos. 

Así, sin pretender hacer un análisis dogmático de los 5 tipos penales de carácter 
ambiental contemplados en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente podemos señalar que las conductas sancionadas por éstos son: 

a) Artículo 183, realización de actividades consideradas como riesgosas. 
b) Artículo 184, realización de actos con materiales o residuos peligrosos. 
cl Artículo 185, emisión de gases, humos o polvos. 
d) Artículo 186, descarga de aguas residuales, desechos o contaminantes. 
e) Artículo 187, emisión de ruido, vibraciones, energía ténnica o lumínica. 

6 La Ley Federal de Protección al Ambiente de 1981 señalaba en su artículo 63 que las sanciones 
administrativas se impondrían sin perjuicio de otro tipo de responsabilidades que swjan con apoyo en otras 
disposiciones legales. La Ley vigente no hace esta alusión porque no es necesario cuando se mira el orden 
jurídico nacional en su conjunto. 
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Estas conductas sólo son sancionadas bajo ciertas condiciones, a saber: 

- Que se realicen sin contar con autorización. 
- Violando las normas de seguridad o reglamentarias aplicables. 

Además para que sean penalmente sancionadas estas conductas deben ocasionar 
daños a: 

- La salud pública. 
- La fauna. 
- La flora . 
- Los ecosistemas. 

Amén de lo anterior, podemos señalar que existen tipos penales ambientales en 
otras leyes. Así, la Ley Forestal considera como tal el transportar, comerciar o 
transformar madera en rollo sin contar con el programa de manejo respectivo.? 

Cinco son también los tipos penales ambientales que acota la Ley de Caza: 

- Cazar animales en veda permanente. 
- Usar annas prohibidas. 
- Cazar por medios no autorizados. 
- Cazar hembras o crías de mamíferos no considerados dañinos. 
- Apropiarse o destruir nidos y aves de las aves silvestres. 

Finalmente el Código Penal Federal tipifica tres delitos: 

- Destruir recursos naturales de origen agrícola, productos industriales o medios de 
producción. 

- Ocasionar enfennedades a plantas o animales, capturar, dañar o privar de la vida a 
mamíferos o quelonios marinos. 

- Recolectar o comercializar sus productos sin la autorización correspondiente. 

Pero, sin duda uno de los mecanismos correctivos más importantes de la legislación 
ambiental está constituido pér las sanciones administrativas, consistentes en multa. 
clausura, arresto y decomiso. 

7 El Progquna de Manejo es la autorización que otorga la Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidráulicos pata el aprovechamiento de los bosques. 



22 • José Juan González Márquez 

Vale decir que las sanciones administrativas por incumplimiento de obligaciones 
en materia ambiental son las más altas del ordenamiento jurídico mexicano, destacan­
do la Ley Federal de Pesca y la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, cuyas sanciones osci lan entre 20 y 20 mil salarios mínimos en ambos 
cuerpos normativos. 

Las sanciones administrativas se aplican en lodos los casos en que existe una 
contravención a los preceptos de la Ley . de las leyes complementarias, de sus 
reglamentos o de las Normas Oficiales Mexicanas. El procedimiento para la aplicaci6n 
de sanciones en este caso se encuentra perfectamente definido por la legislación 
aplicable y se desarrolla en estricto apego a las garantías de legalidad, audiencia y 
debido proceso. 

De la misma manera en que el orden jurídico mexicano en materia ambiental ha 
venido desarrollándose, la gestión ambiental ha experimentado avances importantes 
en los últimos años. 

Al respecto, tanto a nivel federal , como en las Entidades Federativas se observan 
importantes cambios, en 1973 se crea la Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente 
dentro de la entonces Secretarfa de Salubridad y Asistencia; en 1982 se crea la 
Subsecretaría de Ecología dentro de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología; y 
en 1992, se crean el Instituto Nacional de Ecología y la Procuradurfa Federal de 
Protección al Ambiente como Organos Desconcentrados de la Secretaría de Desarrollo 
Social. 

En términos generales, puede decirse, según determina el Reglamento Interior de 
la Secretaría de Desarrollo Social, el Instituto Nacional de Ecología es el órgano 
encargado de expedir la nonnatividad aplicable a los distintos aspectos que comprende 
la materia ambiental, salvo en casos muy concretos en donde cumple funciones 
operativas, (tal es el caso de la evaluación del impacto ambiental o la administración 
de las áreas naturales protegidas). 

Por otra parte, el Acuerdo que regula la Organización y Funcionamiento Interno 
del Instituto Nacional de Ecología y de la Procuraduría Federal de Protección al 
Ambiente, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio de 1992, prevé 
la existencia de las diferentes Unidades Administrativas a través de las cuales, tanto 
el Instituto como la Procuradur.ía, ejercerán las atribuciones que les confiere el 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social y las demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 

Conforme a lo que señala el artículo 8° del Acuerdo que se comenta, el Instituto 
Nacional de Ecología cuenta con las siguientes Direcciones GeneraJes: 

- De Planeación Ecológica 
- De Normatividad Ambiental 
- De Aprovechamiento Ecológico de los Recursos Naturales 
- De Investigación y Desarrollo Tecnológico 
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En cambio, La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, según reza el 
artículo 38 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social, se convierte 
en el principal órgano de vigilancia sobre el cumplimiento de la legislación ambiental. 

Amén de 10 anterior, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, actúa 
también como un "OMBUDSMAN" especializado que puede emitir recomendaciones 
tanto a autoridades de los tres niveles de gobierno como a los sectores social y privado, 
en aquellos casos en que carece de competencia para actuar como autoridad. 

Por otra parte, en ténninos del artículo 17 del ordenamiento señalado, la Procura­
duría Federal de Protección al Ambiente cuenta con las siguientes Unidades Adminis­
trativas: 

- Subprocuraduría de Participación Social y Quejas, a la que se adscriben las Uni­
dades de Participación Social y Quejas 

- Subprocuraduría de Auditoría Ambiental, a la que se adscriben las Unidades de 
Planeación de Auditoría Ambiental y de Operación 

- Subprocuraduría de Verificación Nonnativa., a la que se adscriben las Unidades de 
Programación y Apoyo Técnico y de Verificación Normativa 

- Finalmente, la Unidad Jurídica y la Unidad de Administración son áreas de apoyo 
que se adscriben directamente al Procurador Federal 

Amén de lo anterior, otras dependencias del Gobierno Federal, tales como la Se­
cretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, la Secretaría de Pesca y la Secretaría 
de Marina tienen encomendadas también sendas atribuciones en materia de vigilancia 
sobre el cumplimiento de legislación ambiental específica. 

A nivel local se han creado Procuradurías para la defensa del Ambiente en los 
Estados de Guerrero y Morelos, mientras que en las restantes Entidades Federativas 
se cuenta también con Subsecretarías, o Direcciones Generales a las cuales se les han 
encomendado estas cuestiones. 

Por otra parte, 529 municipios cuentan ya con regidores ecológicos y otros 3 J 9 con 
algún otro tipo de unidad administrativa con funciones en la materia. 

No obstante todo lo anterior, debemos considerar que el derecho ambiental mexi­
cano enfref!ta aún varios retos. Varias de sus instituciones y los procedimientos pre­
vistos para su aplicación ameritan una seria revisión, en el caso por ejemplo de las 
disposiciones que regulan el procedimiento para la evaluación del impacto ambiental. 
o las secuelas procedimentales a que deben sujetarse las visitas de inspección . En 
materia de responsabilidad por daños ambientales, es necesario reconsiderar las limi­
taciones de un sistema civilista en donde opera el principio de causalidad entre el daño y 
la conducta personal, cuando se trata de tutelar a intereses jurídicos que son difusos. 

De la misma fonna es necesario argumentar en favor de una modificación en la 
interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto a la tipificación 
de las conductas penal mente sancionables. 

Estos y otros temas son tratados en el presente texto. 
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"Los poderes delegados al Gobierno Federal por la Constitución propuesta son 
pocos y definidos. Los que hLm de quedar en manos de los Gobiernos de los Estados 
son nwnerosos e indefinidos. Los primeros se emplearán principalmente con relación 
a objetos externos, como la gue"a. la paz. las negociaciones y el comercio extran­
jero; y es con este último con el que el poder tributario se relacionard princi­
palmente. Los poderes reselVados a los Estados se extenderán a todos los objetos 
que en el curso nonnal de las cosas interesan a las vidas, libenades y propiedades 
del puebln, y al orden interno, al progreso y a In prosperidnd de Ins Estadas. ,,1 

MADlSON. 

l . LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS PARA LEGISLAR EN MATERIA AMBIENTAL 

1.1. El sentido del federalismo 

El sistema de distribución de competencias es una necesidad propia de los estados 
federales, en el cual las entidades miembros pierden totalmente su soberanía exterior 
y ciertas facultades interiores en favor del gobierno central, pero conservan para su gobierno 
propio las facultades no otorgadas al primero. 

Ulises Schmill señala sobre el particular que: 

•• ... La unidad personificada de las normas federales es la Federación; la de las 
normas locales constituyen a los Estados locales. Es una caractenstica típica del 
Estado Federal, como de toda comunidad jurídica que su territorio se encuentre 
articulado especialmente y que los diversos círculos normativos se encuentren 
establecidos por una norma superior que los delimite en sus respectivos ámbitos 
de validez. Si en el Estado Federal existen dos clases de normas, las federales y 
las locales, tiene que existir una norma superior que delimite y especifique los 
ámbitos de validez de esos órdenes normativos, pues si esa norma no existiese 
no podría afirmarse la un idad del orden normativo en cuestión y no habría 
fundamento normati vo alguno que pennitiera la división de los distintos ámbitos 
de validez. Es decir, no se podría afirmar que esos diversos órdenes normativos 
con distintos ámbitos de validez constituyen una comunidad jurídica, es decir, 
un sólo orden estatal. Esta norma superior que delimita los ámbitos de validez 
de los órdenes jurídicos constitutivos de la Federación y de los diversos órdenes 
locales es, por regla general, la Constitución Federal del Estado.'" 

I Tomado de: "EL FEDERALISTA. XXIII". en: EL FEDERALISTA. M~xico. FCE. 1943. p. 45. 

2 Schmill Ordoñes. Ulises. "ESQUEMA CONCEPTIJAL DESCRIPTIVO DEL ESTADO FEDERAL 
Y DEL JUICIO DE AMPARO". en : El Poder Judicial de la Federación. La Suprema Corte de Justicia y el 
Pensamiento Jurídico. México. Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1985, p. 279. 
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Así, en Schmill es una norma superior tanto al orden local como al orden federal la que 
debe delimitar el reparto competencial. En otras palabras. esta cuestión no puede ser dejada 
a la legislación secundaria sino que involucra al acto mismo de "Constitución". 

Manuel Herrera y Lasso, en el mismo sentido, menciona como una característica 
del régimen federal la coex.istencia de dos jurisdicciones. lo que significa que los 
gobernados están sujetos a una doble autoridad, ejercida dentro de los límites de su 
respectiva competencia; pero agrega que si en un régimen federal la autonomía local 
se redujera al ejercicio de unas cuantas facultades de gobierno, la Federación, con todo 
y la existencia de las dos jurisdicciones, sólo tendría valor de marbete, de apariencia 
verbal desprovista de contenido, si al gobierno general le reserva facultades mínimas, 
la autonomía de cada una de las Entidades Federativas tendrá un ámbito tan estrecho 
que a pesar del señorío constituyente de ellas, no será su unión un auténtico lazo 
federativo.) De tal manera que la eficacia misma del federalismo, como modelo de 
vida política, está dada por el equilibrio que en el acto de constitución guarden las 
facultades federales y locales. 

Por otra parte, como es sabido, los origenes de nuestro federalismo difieren de la 
forma en como éste surge en los Estados Unidos de América. Mientras que para el 
vecino país del norte, durante la Convención reunida en el Palacio del Estado de 
Filadelfia en 1887 los Estados cedían parte de sus facultades a un Estado Federal ; el 
México independiente que surge en 1821, es un Estado Unitario que en la Constitución 
de 1824 cede parte de sus facultades a las regiones' 

La diferencia, dice Tena Ramírez, "proviene de que en un caso el poder central se 
formó de lo que tuvieron a bien cederles las partes, en tanto que en el otro caso fueron 
las partes las que recibieron vida y atribuciones al desmembrarse el poder central". s 

No obstante, en ambos casos, es al momento en que se asume el pacto federal cuando 
se toma entre las partes la decisión de definir sus respectivos ámbitos competenciales. 

Esta diferencia, tiene efectos prácticos. Así, sostiene Tena Ramírez: 

.. En un sistema como el norteamericano, donde el poder federal está integra· 
do por facultades expresas que se les restaron a los Estados, la duda debe 
resolverse. en favor de los Estados, no sólo porque éstos conservan la zona 
no definida, sino también porque la limitación de las facultades de la Fede· 

3 Veáse: Herrera y Lasso, Manuel . ESTUDIOS POLlTICOS y CONSTITUCIONALES.México. 
Miguel Angel Porrúa, 1986. pp. 9 1·93 

4 Jorge Muñoz Barret en su trabajo "los recurso natumles y su protección jurídica" plantea que: ..... si 
bien es cierto que existía una tendencia a la desunión. también es cierto que las raices históricas 
correspondían a un estado centralizado en el que se exigía una descentrnlización para poder mantenerse 
unido" veáse este lrabajo en: LA INDUSTRIA PETROLERA ANTE LA REGULACION 
JURIDICO·ECOLOGICA EN MEXICO. México, UNAM·PEMEX, 1992. 

S Tena Rarnirez. Felipe. DERECHO CONSTITUCIONAL MEXICANO. México, Poma, 1981 , p. 
113. 
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ración, dentro de lo que expresamente le está conferido. es principio básico 
de este sistema. En el otro sistema, la duda debe favorecer a la Federación". 6 

Nuestra Constitución, partiendo de la ficción de que el Estado Federal surge por un 
pacto entre Estados preexistentes que delegan ciertas facultades al Gobierno Central 
y se reservan las no conferidas expresamente, adoptó el sistema seguido por los Estados 
Unidos de América, consagrando en el anículo 124 lo siguiente: 

"Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución 
a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados". 

En suma, el Gobierno Federal como forma de vida política presupone, siguiendo a 
Schmill, la existencia de tres órdenes jurídicos: 

a) El orden total o Estado Federal; b) El orden federal o Federación, que es 
un conjunto normativo que vale sobre todo el territorio: y e) Los órdenes lo­
cales o Estados locales (Estados Miembros) que son diversos órdenes nor­
mativos que valen sobre partes del territorio.7 

Esto significa que el reparto competencial como esencia misma del sistema federal 
sólo puede asumirse en un acto de "Constitución" y que fonna parte del orden total. 
El reparto de competencias no puede entonces asumirse si alguna de las partes no ma­
nifiesta su voluntad y por tanto no puede ser propio de la legislación secundaria. ni 
local ni federal. 

1.2. Las reglas para la asignación de competencias 

En el fondo, el espíritu del Estado Federal es que el gobierno central tenga una 
competencia exclusiva para las cuestiones que afectan los intereses generales del país, 
y los gobiernos de los Estados el conocimiento de las relaciones privadas de los ha­
bitantes. 

Hamilton señala sobre esto último que: 

.. Los principales propósitos a que debe responder la Unión son estos: la 
defensa común de sus miembros; la conservación de la paz pública, lo 
mismo contra convulsiones internas que contra los ataques externos; 
la reglamentación del comercio con otras naciones y entre Estados; la 

6 Tena Ramírez, Felipe. Ibidem. 

7 Schmill Ordoñez, Ulises. op cil, p. 279. 
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dirección de nuestras relaciones políticas y comerciales con las naciones 
extranjeras".8 

En el mismo tenor, Madison decía que los poderes conferidos al gobierno de la Unión 
se relacionan con los siguientes objetos: 

a) Seguridad contra el peligro externo; b) Regulación de las relaciones con 
paises extranjeros; e) Mantenimiento de la armonía y de las relaciones 
adecuadas entre Estados; d) Diversos objetos de utilidad general; e) Prohibi­
ciones a los Estados de ciertos aspectos perjudiciales; f) Medidas para dar a 
todos estos poderes la eficacia debida.9 

Bajo este esquema, el federalismo por una parte excluye en principio la posibilidad 
de que las facultades locales y federales confluyan sobre una misma materia; por 
la otra, federaliza sólo aquellas funciones necesarias para la existencia misma del 
sistema federal, es decir, aquéllas que de dejarse en manos de los Estados pondrían 
en serio peligro la viabilidad del modelo. 

1.3. Facultades expresas, implícitas, concurrentes y coincidentes 

Partamos de la idea de que en la Federación los Estados miembros pierden totalmente 
su soberanía exterior y ciertas facultades interiores en favor del gobierno central, pero 
conservan para su gobierno propio las facultades no otorgadas al gobierno central. La 
cuestión por definir ahora sería cuales son las facultades que, en la Federación Me­
xicana. los Estados miembros han cedido y cuales a "contrario sensu" conservan. 

La regla básica para el reparto de facultades entre Estados y Federación la encon­
tramos en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al tenor del cual las facultades de la Federación deben estar expresamente consagradas. 
Sin embargo esta regla acepta excepción en el caso previsto por la-fracción XXX del 
artfculo 73 constitucional al tenor de la cual el Congreso Federal tiene facultad para 
"expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades 
anteriores. y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la Unión". 

De esta manera, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
aliado de las explícitas, las llamadas facultades implfcitas, es decir aquéllas que el Po­
der Legislativo Federal puede concederse así mismo o acualquierade los otros poderes 
federales como medio necesario para ejercer alguna de las facultades explícitas. 

8 Ha.milton .• "EL FEDERALISTA. XXIII". en : EL FEDERALISTA. México. Fondo de Cultura. 
Económica.. 1943. pp. 92·93. 

9 Ma.dison. "EL FEDERALISTA. XLI" en: EL FEDERALISTA. México. fondo de Cultura 
Económica.. 1943. p. 198. 



30 • José Juan González-Miguel Angel Cancino 

Pero esta excepción no rompe el principio que hemos establecido en el sentido que 
el reparto competencial es asunto del orden total o federal porque tiene que existir 
siempre una relación directa entre una facultad expresa en la Constitución y la 
necesidad de ejercer otra no expresamente mencionada. pero sin la cual el ejercicio de 
la facultad expresa seria inviable. 

Madison justificó la existencia de éstas facultades diciendo que uNingún axioma 
se halla asentado más claramente en la Ley o la razón que el que dice que donde se 
hace obligatorio el fin. están autorizados los medios; donde quiera que se concede un 
poder general para hacer una cosa, queda incluida toda la facultad particular que sea 
necesaria para efectuarla ... "lO 

Si bien , en el derecho norteamericano la cuestión de la facultades implícitas ha 
merecido serias discusiones que podemos encontrar con claridad en el caso Madison 
vs. Marbury, en el derecho mexicano la suerte ha sido distinta. lI A decir de Tena 
Ramírez, " y es que la evolución del federalismo al centralismo no se opera en México 
por medio de subterfugios ni es necesario echar mano para ese fin de interpretaciones 
fraudulentas, porque aquí los Estados nacidos en un federalismo teórico e irreal no 
presentan resistencia a los avances de la centralización ni defienden celosamente sus 
facultades, como los Estados de la Unión Americana. En México, el proceso de 
centralización se realiza francamente, mediante reformas constitucionales que merman 
las atribuciones a los Estados y éstos aceptan".1 2 

Otra excepción, al principio del reparto expreso de facultades lo encontramos en 
las llamadas facultades concurrentes, que son aquéllas que pueden ejercer los Estados 
mientras no las ejerce la Federación, titular constitucional de las mismas. 13 Marshall 
sostuvo sobre el particular que "La mera concesión de un poder al Congreso no implica 
necesariamente una prohibición a los Estados de ejercer ese poder, y si no es tal como 
para requerir su ejercicio por el Congreso exclusivamente, los Estados son libres para 
ejercerlo hasta que el Congreso haya obrado" .14 

Sin embargo, agrega Tena Ramírez que no en todos los casos es procedente esta 
facu ltad supletoria de los Estados y citando a Patterson menciona: 

"Si el asunto es nacional por su carácter y exige uniformidad de regulación, 
solamente el Congreso puede legislar. y cuando él no lo ha .hecho se deduce 
necesariamente que tal asunto debe estar exento de toda legislación, cualquie-

10 Madison. "EL FEDERALISTA XLIV" en: op. cit. p. 193 
11 Veáse el caso Madison vs. Marbury en: Louis Fisher. AMERICAN CONSTITlITIONAL LA W 

EVA, Me Grnw HiII Publishing Company. S.F. pp. 60-66 

12 Tena Ramírez. Felipe. Op.cit. p. 118 
13 Cabe mencionar que éstas no estan consagradas por la Constitución Norteamercana. sino por la 

jurisprudencia y la doctrina. 

14 Ibid. p. 120 



La distribución de competencias.... 31 

ra que sea ella. La llamada doctrina del silencio del Congreso significa esto, 
y nada más que esto. Por otra parte, s i el asunto no es nacional por su 
carácter y si las necesidades locales requieren diversidad en la regulación, 
los Estados pueden legislar y su legislación privará y será efectiva sólo hasta 
que la legislación del Congreso se sobreponga a la del Estado".' s 

Ahora bien , al adaptar esta teoría al derecho mexicano se comete un error porque el 
término "concurrencia" en castellano, significa "Junta de varias personas en un lugar ... 
Acontecimiento o concurso de varios sucesos o cosas en un mismo tiempo" .16 Esto 
quiere decir que las facultades federales y locales coinciden en un mismo tiempo y 

bajo la idea de Marshall esto nunca sucede dado que cuando la Federación legisla 
automáticamente cesan las facultades de los Estados para hacerlo. 

Así, encontramos una tercera excepción al principio de distribución expresa de 
facultades, en aquellos casos en que se presenta la facultad coincidente de legislar en 
ambos niveles de gobierno. 

Hechaestadistinción podemos decir que, mientras queel precario y ficticio régimen 
federal mexicano no hace posible la existencia de facultades concurrentes, sí se 
presentan en nuestra Constitución Política algunos casos de facultades coincidentes. 
Así lo sugiere al menos el texto constitucional cuando hace alusión a la concurrencia 
de facultades en materia de Salubridad General, Asentamientos Humanos y Medio 
Ambiente. 

En el caso que ahora nos ocupa, el del derecho ambiental, estas facultades son 
a primera vista.coincidentes (concurrentes según el lenguaje de la Carta Magna), 
en la medida en que se faculta al Congreso Federal para ..... expedir leyes que 
establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los Estados y 
de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico .. ... 

Sin embargo, una lectura cuidadosa del precepto transcrito demostrará que el texto 
constitucional reconoce que en materia ambiental no existe concurrencia (o mejor 
dicho coincidencia) de competencias ya que, al mencionar "en el ámbito de sus 
respectivas competencias", parte del supuesto de que cada uno de los tres niveles de 
gobierno es titular de distintas facultades sobre el particular. 

Queda entonces por contestar una cuestión, ¿cuál es el sentido de esta facultad 
legislativa concedida al Congreso Federal por el Poder Constituyente Permanente en 
el año de 1988? 

Esta cuestión la vamos a abordar en el apartado siguiente. 

15 Ibid. p. 122 

16 Oiccionariode la Lengua Española. REAL ACADEM IA DELA LENGUA ESPAÑOLA. Vig~sima 
edición. p. 353 
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1.4. La adición de la fracción XXIX -G al artículo 73 constitucional 

En el texto constitucional aprobado en Querétaro en 1917 no contempló como una 
facultad exclusiva del Congreso Federal el legislar sobre la protección del ambiente 
en lo concreto. Sin embargo la propia Carta Magna reconoció que distintas materias 
relacionadas con la temática que nos ocupa son de jurisdicción exclusiva de ]a 
Federación, en tanto que también puntualmente atribuyó otras al beneficio directo de 
los Municipios. 

El primer cambio que a este respecto sufrió la Constitución Política fue en 1971 , 
cuando se adicionó una base 4a. a la fracción XXVI del artículo 73 consti tucional. Este 
precepto faculta al Congreso Federal para legislar en materia de Salubridad General y 
las tres bases que lo integraban. antes de la reforma, se refieren al Consejo de 
Salubridad General y al entonces Departamento de Salubridad. J7 

La base cuarta, adicionada por la reforma referida, menciona que: 

"43. Las medidas que el Consejo haya puesto en vigor en la campaña contra 
el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenan al individuo y 
degeneran la especie humana, así como las adoptadas para prevenir y com­
batir la contaminación ambiental , serán después revisadas por el Congreso 
de la Unión, en los casos que le competan" 

De confonnidad con lo anterior, no puede concluirse que la refonna comentada diera 
en sí misma competencia al Congreso Federal para legislar en todos los aspectos 
referentes a la materia ambiental, ni siquiera puede decirse que faculta al Consejo 
General para tomar medidas administrativas sobre el particular, dado que presupone 
las puede adoptar y simplemente refiere que cuando lo haga, de ser competencia del 
Congreso de la Unión, serán sometidas a su revisión. Este apuntamiento debe tomarse 
con la reserva de señalar que en una interpretación amplia, desde antes de la refonna, 
la facultad del Congreso Federal para legislar en materia de Salubridad General 
engloba diversos aspectos del medio ambiente. 

En 1987 el entonces Presidente de la República Miguel de la Madrid envió al Poder 
Constituyente Pennanente una iniciativa de refonnas a la Constitución Política, que 
agregó una precisión al artículo 27 en esa materia, y por otra parte adicionó al artículo 
73 una fracción XXIX-G" que dió al Congreso Federal la facultad ya referida líneas 
arriba. 

La exposición de motivos no aclara nada sobre la intención de esta refonna en lo 
relativo a las fac~ltad~s ~oncurrentes. Empero, en la Cámara de Senadores se sostuvo 

17 Veáse el Diario Oficial de la Federación del 6 de julio de 1971 . 

18 Esta refonna f~ publicada en el Diario Oficial de la Federación ellO de agosto de 1979. 
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reiteradamente el criterio de que el objetivo era buscar la descentralización. Así, en su 
intervención, el Senador Villanueva Sansores, señaló: 

"La adición de una fracción al artículo 73 de la Constitución Política, for­
talece el federalismo)' contribuye a la descentralización del país; nosotros 
senadores de la República, vemos con simpatía y apoyamos plenamente el 
fortalecimiento del Pacto Federal; porque al establecerse la concurrencia 
desde el nivel municipal hasta el nivel federal en lo relativo a la protec­
c ión del ambiente y la preservación y restauración del equilibrio ecológi­
co, hará que los problemas que afectan a un s610 Municipio puedan ser 
atendidos con mayor prontitud ; a la acción municipal le enriquece su área 
de responsabilidad pues el artículo 115 constitucional, ya facultaba la 
intervenc ión y participación en la creación y administración de zonas de 
reservas ecológicas .. .',19 

La tesis del Senador Villanueva contiene tres afirmaciones que es necesario desglosar. 
En primer término señala que la modificación fortalece el Federalismo, y esto es 
relativo, porque como lo hemos establecido bajo este régimen el gobierno central ha 
de conservar sólo las atribuciones de interés nacional y la reforma que se proponía no 
alteraba para nada el reparto competencial ya existente, toda vez que. como ya lo 
señalamos, el l.exto en ese momento propuesto y luego aprobado por el Poder 
Constituyente Permanente, puntualmente aclaraba que el establecimiento de la 
"concurrenc ia" de los tres niveles de gobierno debe darse en el ámbito de sus res­
pectivas competencias. 

En segundo término, menciona que contribuye a la descentralización . Sin 
embargo, en el contexto de la reforma constitucional, al confiarse esta descentra­
lización al Congreso de la Unión, se está haciendo alusión a una descentrali zación 
de carácter administrativo y no de carácter político, ya que corno apunta Gabino 
Fraga "la primera se realiza exclusivamente en el ámbito del Poder Ejecutivo, la 
segunda implica un régimen especial de los poderes estatales frente a los poderes 
federales".2o 

En otras palabras la descentralización a que se refirió el senador Villanueva, es la 
que Andrés Serra Rojas denomina descentralización por región, y que según el autor 
citado "es una forma mixta administrativa y política, que organiza una entidad 
autónoma, hasta un cierto límite de ciertas necesidades citadinas y municipales, bajo 
un régimen jurídico especial ..... 21 

19 Tomado de: De la Madrid H .. Miguel. EL MARCO LEGISLATIVO PARA EL CAMBIO. México. 
Presidencia de la República. 1987. Tomo 30. p. 163 

20 Faga. Gabino. DERECHO ADMINISTRATIVO. México. Porrúa. 1980. p .202. 

21 SerTa Rojas. Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO. México. Porrúa. 1979. volúmen 11. p. 590. 

0203544 
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Este tipo de descentralización está prevista en el artículo 22 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal, a la luz del cual "el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos podrá celebrar convenios de coordinación de acciones con los 
gobiernos estatales y con su participación. en los casos necesarios, con los municipios, 
satisfaciendo las fannalidades legales que en cada caso procedan. a fin de favorecer 
el desarrollo integral de las propias entidades federativas". 

En cambio, la segunda fonna de descentralización a que se refiere Fraga, la política 
afecta necesariamente el Pacto Federal. Es impensable una descentralización política 
a través de una ley secundaria. 

De hecho así parece entenderlo el Senador Villanueva cuando señala que "La 
concurrencia asegura que cuando un problema tenga o pueda tener alcance a escala 
nacional, se atiende involucranda la acción de todas las instancias de Gobierno".22 

En la revisión del texto llevada a cabo por la Cámara de Diputados se comete el 
mismo error, y el dictamen respectivo reza: 

... .. La adición de la fracción XXIX-G al artículo 73. define con claridad el 
propósito descentralizador de la iniciativa .. . Tal y como lo considera el 
Senado, creemos que la aplicación del principio general de competencias 
excluyentes no parece adecuado para un problema tan complejo como el 
referente al equilibrio ecológico. pues habiendo fenómenos de carácter 
general que serán competencia de la Federación, existen otros que, al afectar 
sólo a un Estado o a un Municipio. deberán ser atendidos por ellos mismos, 
de ahí que la concurrencia aparezca como una solución adecuada para poder 
atender en los distintos ámbitos de competencia, desde el municipal hasta el 
federal, lo relativo a la protección del ambiente y a la preservación y 
restauración del equilibrio ecológico. A nuestro juicio, no cabe duda que los 
Estados y los Municipios deben participar crecientemente en la política 
ecológica. Con esta adición será posible iniciar el progresivo perfecciona­
miento del marco jurídico que ahora reserva la legislación y la acción en 
materia de ecología a la Federación" .23 

En este caso además, se profundiza la confusión ya que se menciona que el sistema de 
facultades excluyentes no sería operante, lo que refiere a facultades legislativas y no 
a las funciones administrativas, que son las que la iniciativa intenta desconcentrar. 

En su turno al estrado, la Diputada Ma. Esperanza Morelos Borja. expuso las 
aberraciones que se derivarían de una reforma que permitiese a la ley secundaria 
efectuar un reparto 'competencial: 

22 De la Madrid. Miguel . EL MARCO LEGISLATIVO PARA EL CAMBIO . México. Presidencia 
de la República, 1987. tomo JO. p. 163. 

23 Loe. cit. p. 180 
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"Por otra parte, creemos que con el texto que se propone a la fracción XXIX-O 
del artículo 73. se priva a los Estados de la facultad que tienen para legislar 
en esa materia. En efecto, el artículo 124 de la Constitución General de la 
República es categórico en el sentido que las facultades que no están expre­
samente concedidas por la Constitución a los funcionarios federales, se 
entienden reservadas a los Estados. Este dispositivo constitucional es la clave 
de nuestro sistema federal, pues crea dos esferas de poderes públicos Fede­
rales y Locales, y la distribución de las facultades entre unos y otros. Dicho 
de otra manera, al conferir esta refOnll3 al Congreso de la Unión facultades 
para legislar en materia de protección al ambiente y de preservación y 
restauración del equilibrio ecológico los Estados quedan impedidos automá­
ticamente en esta materia por imperativo expreso del citado artículo 124. Se 
nos podrá decir que la reforma confiere facultades para expedir leyes que 
establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los Estados y de los 
Municipios en el ámbito de sus respectivas competencias, pero ello, señores 
Diputados, no significa que con esta reforma se esté confiriendo a las 
legislaturas de los Estados facultad para legislar en materia de ecología. Esto 
significa que la Constitución confiere al Congreso de la Unión una compe­
tencia cerrada, esto es, sólo puede legislar en las materias específicas que 
señala el artículo 73. Se podrá objetar que la fracción XXX del artículo 73 
permite al Congreso legislar en cualquier materia, pero esto es un error, 
porque dicha fracción confiere al Congreso la facultad para expedir todas las 
leyes que sean necesarias pero "entiéndase bien", para hacer efectivas sola­
mente las facultades contenidas en las 29 fracciones anteriores y en las 
facultades que expresamente le confiera al Congreso algún otro dispositivo 
constitucional. De ahí deviene que todo lo que no esté expresamente conce­
dido como facultad legislativa al Congreso de la Unión, le corresponde como 
facultad a los Estados".24 

Aunque en este primer alegato se puede apreciar que la legisladora apoya la idea de 
no dejar todas las fac ultades para legislar en materia ambiental en manos de la 
Federación, cuestión que desde nuestro punto de vista no era lo que debía debatirse a 
la luz de la iniciativa presidencial; en un segundo momento centra a la Cámara en la 
discusión de la temática al señalar: 

..... La concurrencia, como la reforma lo propone, dará a los Estados y 
Municipios facultades en materia de ecología de tipo ejecutivo, más no 
legislativas".25 

24 Loe, cit. p. 209 

25 Loe. cit. p. 210 
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Este criterio fue también compartido por el Diputado Jesús Gal ván, quien expuso: 

.. A lo que se refiere la fracción "a" del inciso 29, es la concurrencia en materia 
ejecutiva, la concurrencia del Gobierno Federal, la de los Gobiernos de los 
Estados y la de los Municipios más, de ninguna manera, puede al aceptarse ésta 
disposición, que podrían los congresos locales legislar en materia ecológica,,?6 

En suma, nuestra Constitución Federal no establece un sistema de concurrencia de 
competencias (mejor dicho de coincidencia) en materia ambiental. 

La materia ambiental no está expresamente referida en la Constitución como 
reservada a la Federación. Sin embargo. diferentes aspectos que la conforman si han 
sido reservados a la jurisdicción federal y por tanto, los Estados se encuentran 
impedidos para legislar sobre el particular. A este respecto. basta recordar que las dos 
leyes que antecedieron a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, fueron de carácter federal , a saber: la Ley Federal para Prevenir y Controlar 
la Contami nación de 197 1, Y la Ley Federal de Protección al Ambiente de 1981. 

Cuando la fracción XXIX-G del artícu lo 73 constitucional se refiere a concurrencia 
de competencias, la única manera coherente con la teoría const ituc ional de entender 
esto, es en el sentido de coordinación de acc iones administrat ivas de gestión ambiental 
que no afecten la esfera jurídica del particular, ya que como señala Jorge Muñoz Barret 
" el marco constitucional de la di stribución de competencias puede abordarse desde 
dos perspectivas: la primera se relaciona con la eficacia del sistema normativo para 
enfrentar la problemática ambiental, en el contexto del sistema federal mexicano; la 
segunda perspectiva se refiere al respeto constitucional de competencia autoritaria, 
según la cual los actos de molestia sólo son constitucionales sí emanan de una autoridad 
competente, en caso contrario dan lugar a que el particular impugne el acto causando 
la ineficienc ia del acto jurídico"27 

Sin embargo, el anális is hecho en el seno del Constituyente Permanente nos refleja 
que lo que realmente sucedió es que este último usó inadecuadamente el concepto de 
concurrencia de los niveles de gobierno. al apuntar que éste se daría en el "ámbito de sus 
respecti vas competencias". Como lo hemos apuntado la distribución de competencias 
legislat ivas sólo puede darse en el acto de constitución. 

En una interpretación muy personal. Ruiz Massieu señala que: 

..... la Const itución es la norma que en un sistema federal distri buye la 
competencia entre los Poderes nacionales y los Estados, pero en casos 
excepcionales prev iene ell a misma que esa distribución la lleve a cabo el 

26 Loe. c it. p. 2 17 

27 Vd.S\!: Jorge Muñoz Barre!. "Principios constitucionales en la distribución de competencias I!n 
mate ri a ambientar'. en: MEMORI.A DEL CONGRESO NAC IONAL DE DERECHO ECOLOG ICO. 
México, SEDUE. wwf. protema. 1990. 
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legislador ordinario con sujeción a los principios que la propia Constitución 
establezca,,28 

Se olvida el autor citado que el Pacto Federal es un negocio jurídico a cuya formali ­
zación concurren los niveles federal y local con el objeto de fijar sus alcances y que, 
siendo la distribución de competencias uno de sus límites. este último régimen no 
puede ser alterado sino de la misma forma como fue acordado. 

En todo caso, una interpretación así s6lo puede estimarse válida cuando el Congreso 
Federal se despoja en beneficio de los niveles de gobierno restantes de facultades que le 
son propias. pero no puede servir de base para que el Congreso Federal atraiga a su 
seno facultades pertenecientes a las entidades federativas. De cualquier forma, aun el 
primer supuesto, hablamos de delegación de facultades pero nunca de reparto campe· 
tencial . 

En el mismo sentido, existen facultades para legislar en materia ambiental que 
recaen exclusivamente en el Congreso Federal esto significa que los Estados no pueden 
legislar sobre esas materias, pero no los impide, cuando para ello la propia Fe· 
deración le autoriza en ley, a aplicar dicha legislación federal. 

En consecuencia, debe hacerse una clara distinción entre lo que son las facultades 
para legislar y las atribuciones en materia de ejercicio administrativo. 

En tal sentido el reparto de facultades para legislar sólo puede ser objeto de un 
acto cons tituti vo. La distribuc ión de facultades en materia administrativa puede 
ser objeto de ley o inc luso, de convenios de coord inación en términos de la Ley de 
Planeac ión, e n este último caso siempre y cuando no afecte la esfera jurídica del 
particular. 

1.5. La facultad exclusiva de la Federación para legislar en algunos aspectos de 
la materia ambiental 

Aceptando que no es la fracción XXIX-G del artículo 73 constitucional la norma que 
se encarga de establecer la distribución de competencias en materia ambiental, sino 
una norma programática que vincula al Congreso Federal para que al ejercer su facultad 
exclusiva de legislar en la materia propicie la colaboración administrativa entre los tres 
niveles de gobierno (en ese sentido si se puede hablar de descentralización en los 
términos en que se refiere la exposición de motivos de la iniciativa que propició la 
modificación al texto constitucional); es necesario fundamentar adecuadamente en 
términos de la propia Constitución Política esa facultad exclusiva. 

28 Ruiz Massieu, Francisco, "EL CONTENIDO PROGRAMATlCO DE LA CONSTITUCION y EL 
NUEVO DERECHO DE PROTECCION DE LA SALUD", en: Ruiz Massiue, José Francisco y Diego 
Valadez. NUEVO DERECHO CONSTITUCIONAL MEXICANO. México, Poma, 1983. p. 42 1. 
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J .5. J. Materias expresamente definidas como federales 

En primer lugar. la Constitución Federal confiere expresamente al Congreso de la 
Unión la facultad de legislar sobre ciertas materias, a saber: 

a) Al tenor de la fracción IV del artículo 73, puede legislar en todo lo relativo al 
Distrito Federal, incluyendo entonces la materia ambientaL 

b) Según la fracción X del precepto citado está facultado para legislar en todo lo 
concerniente al comercio. Ahora bien, la cuestión estriba en detenninar si dentro del 
concepto comercio puede englobarse o no a la industria. Esta precisión no se encuentra 
en el texto constitucional pero si en el Código de Comercio que en la fracción VII de 
su artículo 75 reputa como actos de comercio a las empresas de fábricas y manufactu­
ras. En ese sentido, todo lo relativo a la contaminación industrial, ya sea por humos, 
polvos, ruido, residuos tóxicos o sólidos, por el manejo de sustancias peligrosas, o la 
realización de actividades altamente riesgosas es facultad del Congreso Federal. 

e) La fracción XIU del precepto en comentario ha dado fundamento a la legislación 
sobre flora y fauna, acuáticas y terrestres. Esta disposición faculta al Congreso de la 
Unión para dictar leyes según las cuales deben declararse buenas o malas las presas 
de mar y tierra. 

d) La fracción XVI del artículo 73 confiere fundamento a la legislación federal 
sobre efectos de la contaminación en la salud. 

e) La fracción XVI del precepto ya citado complementa la base legal a la legislación 
sobre transporte de residuos y sustancias tóxicas, asf como sobre el transporte de 
especies de flora y fauna, terrestres y acuáticas, amén de dar base a la legislación sobre 
la contaminación originada por fuentes móviles federales. 

f) La fracción XVII considera que la legislación sobre aguas nacionales, en los 
ténninos de lo preceptuado por el artículo 27 constitucional, debe ser emitida por la 
Federación. 

g) Al tenor de la fracción XVIII del artículo 73, el Congreso de la Unión es el 
facultado para adoptar un sistema general de pesas y medidas. Con esa base constitu­
cional fue emitida la Ley Federal sobre Metrologfa y Nonnalización que impide que 
los Estados puedan expedir estándares de alcance nacional, aunque nada obsta para 
que puedan emitir los de alcance local, siempre que no establezcan requisitos 
menores que los federales y sólo respecto a materias de carácter local. 

h) La fracción XXIX-D del artículo 73 autoriza al Congreso Federal para legislar 
en todo lo relativo a la planeación económica y con ello a regular el ordenamiento 
ecológico del territorio nacional. 

i) Finalmente, la fracción XXIX-A faculta al Congreso Federal para establecer 
contribuciones sobre comercio exterior y sobre explotación forestal . En ambos casos 
se engloban lo requisitos ecológicos que deben cumplir dichas actividades. Tal es el 
caso por ejemplo de las guías ecológicas para la importación o exportación de residuos 
peligrosos. 
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/ .5.2. Facultades de las entidades federativas para legislar efl m.t1teria ambiental 

En general, las facultades de los Congresos Locales para legislar no están expresamen­
te definidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. No sólo en 
materia ambiental, identificar esas facultades reclama un ejercicio de discriminación 
que parte de los siguientes principios: 

al A la luz del anículo 124 constitucional, los Estados pueden legislar sólo en 
aquellas materias no reservadas expresamente a la Federación. 

bl A la luz del artículo 117 constitucional, los Congresos Locales tiene prohibido 
legislar en las siguientes materias: 

• Moneda 
• Tránsito de personas y mercancías que atraviesen su territorio 
• Comercio Exterior 
• Impuestos que importen diferencias respecto de los federales por razón de la 

procedencia de las mercancías. 

c) A la luz del artículo 118 constitucional, los Estados no pueden sin consentimiento 
del Congreso de la Unión, legislar sobre derechos de tonelaje, ni de puertos ni sobre 
exportación o importación. 

t)tro elemento que ayuda a deslindar la competencia legislativa de los Congresos 
Locales es lo dispuesto por el artículo 40 constitucional, en el sentido de que la 
Federación se integra por Estados libres y soberanos en lo concerniente a su régimen 
interior. 

En otras palabras, los Congresos Locales pueden legislar en todo lo concerniente a 
su régimen interior siempre y cuando no se trate de una materia expresamente conferida 
a la Federación como es el caso por ejemplo del comercio o bien no se esté en alguno 
de los supuestos de los artículos 117 y 118 constitucionales. 

Ahora bien. la cuestión gira entorno a detenninar las fronteras de lo que puede 
denominarse régimen interior, es decir, cuales son las materias que por considerarse 
relativas del régimen interior deben ser reguladas por los Congresos Locales. 

La Constitución Federal poco aclara al respecto, no obstante, el artículo 115 
constitucional en su texto vigente proporciona otros elementos que pueden auxiliar en 
la tarea de determinar la competencia legislativa de las entidades federativas. 

A ese respecto y en primer lugar debemos destacar que el artículo 115 no faculta 
directamente a los municipios para legislar. De hecho, debe recordarse que original­
mente esta unidad territorial no se propuso sino como una instancia de organización 
administrativa. 

Así lo comentó el diputado Gerzayn Ugarte, en el seno del Constituyente de 
Querétaro, cuando al estarse discutiendo la fracción 11 del proyectado artículo 115 
constitucional referente a la autonomía hacendaria del municipio, señaló: 
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"Una de las aberraciones que padecemos con frecuencia, es que. creándose 
en nuestro cerebro una idea detenninada, para no perderla. a vueltas que le 
damos acabamos por no encontrar la salida; ahora la dificultad en la comisión 
yen los autores del voto particular, está en encontrar tal fracción 11. Es muy 
loable el propósito de crear la independencia económica del municipio; pero 
ha dicho el diputado Calderón, con mucha justicia, que no podemos crear la 
absoluta autonomía de los ayuntamientos. porque eso seria en ténninos 
claros, tanto como concederles el derecho a legislar para sí, en materias 
administrativas, hacendarias y en los demás ramos encomendados a su 
cuidado .. 29 

Posteriormente la reforma al artículo 115 aprobada por el Poder Constituyente 
Permanente el I de febrero de 1983, modificó el texto aprobado en 1976 pasando 
la fracción cuarta a ser la quinta pero con una variación en su texto del siguiente 
tenor: 

.. V. Los Municipios ... para tal efecto y de conformidad con los fines 
señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán 
los Reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarias" 

Del texto del liS fué eliminada entonces la referencia a que los reglamentos y las 
disposiciones municipales deban expedirse de conformidad con la Ley Federal de la 
materia que contenía la reforma de 1976. 

En cambio la misma enmienda de 1983 señaló en la fracción Il del 115 que: 

" ... Los ayuntamien tos poseerán facultades para expedir de acuerdo con las 
bases normativas que deberán establecer las legislaturas de los Estados 
bandos de policía y buen gobierno y los reglamentos, circulares y disposicio­
nes administrativas de observancia general, dentro de sus respectivas juris­
dicciones" 

Asimismo,la reforma de 1983 introdujo al texto del artfculo 115 la posibilidad de que 
los municipios tengan a su cargo la gestión administrativa de los siguientes servicios: 

• Agua potable y alcantarillado 
• Alumbrado público 

• Limpia 
• Mercados y centrales de abasto 
• Panteones 

29 Tomado de: Ochoa Campos, Moisés. LA REFORMA MUNICIPAL. México. Porrúa, 1979, p. 342 
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• Rastro 
• Calles, parques y jardines 
• Seguridad pública y tránsito 
• Los demás que las legislaturas locales determinen según las condiciones territo­

riales y socioeconómicas de los municipios, así como su capacidad administrativa 
y financiera.3o 

Con lo anterior, queda claro que lo que el artículo 115 confiere a los municipios es 
la gestión de los servicios y no la facultad de legis lar sobre éstos. sin embargo. los 
Congresos Locales pueden fac ultar para tales efectos a los municipios con base en la 
ya citada fracción U del artículo en comentario. 

En conclusión, las referencias que el 115 da sobre ciertas materias deben entenderse 
como atribuidas a la competencia legislativa de los Congresos Locales. 

De tal manera que las entidades federativas están facultadas para legislar sobre las 
siguientes materias : 

• Bienes muebles e inmuebles (siempre que no se trate de aspectos reservados a la 
Federación) 

• Agua potable y alcantarillado 
• Alumbrado público 
• Limpia 
• Mercados y centrales de abasto 
• Panteones 

• Rastro 
• Calles, parques y jardines 
• Seguridad pública y tránsito 
• Zonificación y planes de desarrollo urbano 
• Reservas territoriales 
• Suelo (s iempre que no se trate de aspectos reservados a la Federación) 
• Propiedad urbana 
• Construcción 
• Reservas ecológicas (siempre que no sean de interés de la Federación) 

Adicionalmente pueden legislar sobre cualquier materia no conferida expresamente 
a la Federación ni prohibida para ellas por los artículos II? y liS constitucionales. 

30 La exposición de motivos que acompañó a la respectiva iniciativa sobre el particular mencionó lo 
siguiente : ..... uno de los problemas que con mayor frecuencia y dramatismo han confrontado Ia.<; 
comunidades municipales es el inherente a la prestación de los servicios públicos a sus pobladore s, pues 
ante la ambiguedad constitucional sobre de cuales de dichos servicios les corresponden y la incapacidad 
manifiesta de algunos ayuntamientos para prestarlos. no pocos de ellos han sido absorvidos por los gobienos 
locales y la Federación" . Tomado de: De la Madrid. Miguel. Op. cit. Tomo 3, p. 20 
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Ahora bien, la práctica constitucional de las entidades federativas refleja que 
mientras la Constitución Política de los Estados de Aguascalientes, Baja Califor­
nia, Baja California Sur, Jalisco y Puebla, simplemente trasladan a su texto la 
aplicación de la regla contenida en el artículo 124 de la Constitución Federal; las 
restantes entidades federativas cuentan con Constituciones Políticas que enlistan 
algunos de los asuntos sobre los cuales los Congresos Locales tienen facultad para 
legislar. 

Dentro de este segundo grupo de entidades federativas, destacan Chiapas, cuya 
Constitución local faculta al Congreso Estatal para legislar sobre equilibrio ecológico 
y de las riquezas naturales del Estado; Durango y Nayarit que hacen lo propio respecto 
al aprovechamiento de las aguas que quedan bajo el régimen del Estado; Zacatecas 
que faculta a la legislatura local para expedir leyes para el fomento de actividades 
productivas, explotación y administración de recursos turísticos del Estado; y Sonora 
que otorga a su Congreso la facultad de dictar leyes sobre aprovechamiento de aguas 
y bosques que no sean de jurisdicción federal; y sobre el ejercicio, explotación y 
aprovechamiento de la caza. (Ver anexo) 

Tanto la Constitución chiapaneca como la sonorense son contrarias al pacto federal , 
ya que en forma genérica, como lo hemos dicho, la legislación ambiental es atribuída 
por la Constitución de 1917 a la Federación, y por otra parte, si bien existen aguas que 
no son federales, no puede hablarse de igual forma respecto de los bosques que siempre 
son federales (no debe confundirse a un parque con un bosque) ni de la actividad de 
caza reguladas ambas materias por leyes federales. 

2. EL SISTEMA DE DELEGACION DE FACULTADES ESTABLECIDO POR LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE 

2.1. La función de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente 

Como ya lo señalamos, la norma contenida en la fracción XXIX-G del artículo 73 
constitucional es una norma de carácter programático que sólo se refiere a la expedi­
ción de la legislación de rango federal y nunca a la local o municipal. Es decir, una 
indicación dirigida al legislador federal para que, al legislar sobre la materia ambiental, 
en ejercicio de la facultad que tiene para hacerlo, propicie la colaboración de las 
entidades federativas y municipios en el ejercicio de las facultades administrativas 
federales. 

En ese sentido, al emitir la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, el Congreso Federal por una parte delega, en los niveles de gobierno 
restantes, una serie de facultades administrativas que originalmente a él corresponden, 
con la finalidad de propiciar un proceso de descentralización de la vida nacional; por 
la otra, legisla en las materias que son constitucionalmente de carácter federal. Pero el 



La distribución de competencias.... 43 

Congreso Federal si bien, cede funciones administrativas, en ningún caso renuncia a 
legislar en lo que le corresponde. 

En otras palabras, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente es por una parte una Ley Federal sobre protección del ambiente, preserva­
ción y restauración del equilibrio ecológico; y por la otra una ley que descentraliza 
ciertas atribuciones en los gobiernos locales. 

Lo anterior, amerita mayor aclaración. Por una parte, existe facultad de la Federación 
para legislar sobre ciertas materias de carácter ambiental y como consecuencia de ello, 
aplicando literalmente lo dispuesto por el artículo 124 las entidades federativas no pueden 
legislar en tales materias. Empero, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, que como ya dijimos es una Ley de carácter federal, otorga en su artÍCulo 60. 
ciertas facultades de carácter ejecutivo a los Estados y Municipios. Esta disposición reza: 

"Compete a las entidades federativas y municipios, en el ámbito de sus 
circunscripciones territoriales y conforme a la distribución de atribuciones 
que se establezcan en las leyes locales ... " 

No obstante, el precepto citado hace un listado de las facultades conferidas a ambos 
niveles de gobierno. En ninguna de las catorce fracciones que integran el listado se 
señala facultad legislativa alguna sino sólo aquéllas de carácter administrativo. 

Lo anterior, es así dado que el propio mandato constitucional líneas arriba referido 
menciona que la "sui generis" concurrencia que deben establecer las leyes expedidas 
por el Gobierno Federal se desarrolla dentro del ámbito de las respectivas competen­
cias (aquí debe entenderse legislativas) de los tres niveles de gobierno. 

De forma tal que la Federación no delega su facultad de legislar sobre la materia 
ambiental federal, pero si delega, en entidades federativas y municipios, la facultad de 
aplicar sus propias leyes en los casos señalados en el artículo 60. antes apuntado. 

En otras palabras, en materia ambiental, existen facultades expresamente conferidas 
a la Federación para legislar, mientras que las entidades federativas pueden emitir leyes 
sobre todos aquellos aspectos del medio ambiente que no son de competencia federal 
o bien sobre procedimientos administrativos tendientes a hacer cumplir las facul­
tades que se les delegan. Otra cuestión diferente es la de saber quien tiene facultad 
para aplicar la ley y es sólo en este punto, donde el Congreso Federal delegó algunas 
atribuciones a los dos restantes niveles de gobierno. Aunque, por otra parte estas atri­
buciones delegadas deben cumplir plenamente con la garantía de competencia que 
dicta el artículo 16 constitucional. 

En consecuencia, las entidades federativas pueden legislar en materia ambiental 
sólo en dos casos: 

l. Cuando no se trata de una materia expresamente conferida a la Federación. 
2. Exclusivamente para establecer mecanismos administrativos que permitan 
ejercer las facultades administrativas delegadas por la Federación. 
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Bajo la tesis arriba sostenida, vamos a referirnos ahora al sistema mediante el cual la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, determina en que 
casos la aplicación de las leyes ambientales federales queda reservada a la Federación, 
y en cuales otros ésta se confía a las entidades federativas y los munic ipios. 

En ese orden de ideas, el artículo lo. frncción VII del citado ordenamiento, señala como 
uno de sus objetivos, "establecer las bases para la concurrencia del Gobierno Federal, de las 
Entidades Federativas y de los Municipios, en la materia", Asimismo, su artículo 40. prevé 
como criterios para deslindar la competencia de los tres niveles de gobierno los siguientes: 

• Son asuntos de competencia federal los de alcance general en la Nación o de 
interés de la Federación. 

• Compete a los Estados y Municipios. los asuntos que no rcunan ninguna de las 
cualidades antes anotadas, confonne a las facultades que la ley u otros ordena­
mientos les otorguen, para ejercerlos en forma exclusiva o participar en su ejer­
cicio con la Federación, en sus respectivas circunscripciones. 

Siguiendo estos criterios, es posible delimitar con toda claridad los ámbitos respecto 
de los cuales, la Federación, los Estados y los Municipios, pueden actuar exclusiva o 
coordinadamente, tratándose de cuestiones ambientales. 

2.2. Las facultades administrativas que el congreso federal conserva 

En este apartado vamos a desagregar aquellas facultades administrativas que siendo 
de origen federales, el Congreso de la Unión decide no delegar en las Entidades 
Federativas. 

Como ya se señaló, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
define como atribuciones del Gobierno Federal, los asuntos de alcance general en la Na­
ción, o de interés de la Federación; por su parte, su artículo 50. señala en veintiún fracciones, 
los diferentes aspectos y materias que corresponden a los asuntos citados. 

De dicho precepto, es posible agrupar las facultades de la Federación en tres 
categorías, que son a saber: 

a) De política y normatividad general; 
b) Atendiendo a bienes y circunscripciones territoriales específicas, y; 
c) Atendiendo a materias detenninadas. 

2.2./ . Facultades de política y normatividad general 

A) LA FORMULACtON y CONDUCCION DE LA POLITICA GENERAL DE ECOLOGtA 

Esta atribución debe ubicarse en un marco mucho más amplio, el de la planeación del 
desarrollo nacional, previsto en los artículos 25 y 26 de la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos. En efecto, con fundamento en lo establecido en dichos 
preceptos, así como en la Ley de Planeación, como ordenamiento que los reglamenta, 
se debe expedir el Plan Nacional de Desarrollo, dentro del plazo de seis meses contados 
a partir de la toma de posesión del Presidente de la República, ya que en este 
instrumento se "precisarán los objetivos nacionales, estrategia y prioridades del 
desarrollo integral del país; contendrá previsiones sobre los recursos que serán asig­
nados a tales fines; determinará los instrumentos y responsables de su ejecución; 
establecerá los lineamientos de política de carácter global. sectorial y regional; sus 
previsiones se referirán al conjunto de la actividad económica y social; y regirá el 
contenido de los programas que de él se deriven."31 

Asimismo, derivado del Plan Nacional de Desarrollo, se prevé la formulación 
de programas sectoriales que especifican los objetivos, prioridades y políticas que 
deben regir el desempeño de las actividades del sector administrativo de que se 
trate. 

En el caso de la atribución que nos ocupa, es precisamente a través de los 
instrumentos de planeación señalados en donde el Gobierno Federal establece la 
política a seguir para la preservación del equilibrio ecológico y la protección al 
ambiente.32 

B) LA FORMULACION DE CRITERIOS ECOLOOICOS y LA EXPEDICION DE NORMAS 

OFICIALES MEXICANAS 

Es indudable que una de las atribuciones más importantes para el Gobierno Federal, 
es la de regular las diversas conductas humanas que generan efectos sobre el ambiente, 
ello se hace precisamente a través de la formulación de criterios ecológicos o de la 
expedición de Normas Oficiales Mexicanas. 

Por lo que hace a los criterios ecológicos, definidos como "los lineamientos 
destinados a preservar y restaurar el equilibrio ecológico y proteger el ambiente", la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece que 
deberán dirigirse a proteger las áreas naturales, la flora y la fauna silvestre y acuáticas, 
aprovechar los recursos naturales, regular el ordenamiento ecológico del territorio y 
prevenir y controlar la contaminación del aire, agua y suelo.)) 

Desde la expedición de la Ley el 28 de enero de 1988, hasta la fecha se han emitido 
los siguientes criterios ecológicos: 

)1 Veáse artículo 21 de la ley de PIanea.ciÓn. 

)2 Si se requiriera conocer las previsiones que al respecto se encuentran vigentes. bastarfacon consultar 
el Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994 y el Programa Nacional para la Protección del Medio Ambiente 
1990-1994, publicados en el Diario Oficial de la Federación los días 31 de mayo de 1989 Y 10 de julio de 
1990. respectivnmente. 

)) Véase artículo 20. fracción VIII y 50. fracción 11. 
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• Un criterio ecológico de calidad del agua: CE-CCA-OOI/89 (D.O.F. 13-diciem­
bre-1989). 

• Cuatro criterios ecológicos de ordenamiento ecológico para el sector eléctrico: 
CE-OESE-OOI/88 (O.O.F. 14-diciembre-1988), CE-OESE-OO2/88 (O.O.F. 14-
diciembre-1988), CE-OESE-OO3/88 (O.O.F. 08-junio-1989), CE-OESE-004/88 
(O.O.F. 07-junio-1989). 

• Un criterio ecológico en materia de flora y fauna: CE-CERN-OO 1/91 (D.O.F. 
17-mayo-1992). 

Respecto de la facultad para expedir normas oficiales en materia ambiental , cabe 
señalar que su ejercicio debe darse necesariamente en términos de lo dispuesto en la 
Ley Federal sobre Metrología y Normalización. Dicho ordenamiento establece que 
las Normas Oficiales Mexicanas tendrán como finalidad, entre otras cosas, deter­
minar las características y/o especificaciones que deban cubrir los productos. 
procesos o servicios cuando éstos constituyan un riesgo para la seguridad de las 
personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente general y laboral, 
afectar la preservación de los recursos naturales; así como las características y/o 
especificaciones. criterios y procedimientos que permitan proteger y promover el 
mejoramiento del medio ambiente y los ecosistemas, así como la preservación de los 
recursos naturales. 

Asimismo, la Ley Federal sobre Metrología y Nonnalización prevé las fonnalidades, 
plazos y procedimientos que habrán de seguirse para la expedición de las Nonnas Oficiales 
Mexicanas por parte de las Dependencias de la Administración Pública Federal. 

C) EL ORDENAMIENTO ECOLOOICO GENERAL DEL TERRITORIO DEL PAIS 

Entendido como "el proceso de planeación dirigido a evaluar y programar el uso 
del suelo y el manejo de los recursos naturales en el territorio nacional y las zonas 
sobre las que la Nación ejerce su soberanía y jurisdicción, para preservar y restaurar 
el equilibrio ecológico y proteger el ambiente" ,34la determinación del ordenamien­
to ecológico se ubica dentro del tipo de facultades que se comentan, precisamente 
por que a partir de ello es que se debe regular el aprovechamiento de los recursos 
naturales, la localización de actividades productivas secundarias y de servicios y 
las acciones de fundación, conservación, crecimiento y mejoramiento de los 
centros de población. 

34 Vén..<;e ;utículo 30. fracción XX de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente. 
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D) Los ASUNTOS QUE POR SU NATURALEZA Y COMPLEJIDAD REQUIERAN DE LA PAR­

T1CIPACION DE LA FEDERACION 

Estos son asuntos que la Federación decide no delegar por su propia naturaleza, por 
ejemplo el manejo de residuos tóxicos o de sustancia peligrosas. 

2.2.2. Facultades atendielldo a bienes, zonas y circunscripciones territoriales 
especificas 

A) LAS ACCIONES PARA LA PRESERVACION y RESTAURACION DEL EQUILIBRIO ECOLO­

OICO y LA PROTECCION AL AMBIENTE. QUE SE REALICEN EN BIENES Y ZONAS DE 

JURISDICCION FEDERAL 

Para conocer los verdaderos alcances de esta facultad , es preciso determinar cuales 
son los bienes y zonas respecto de los cuales tiene jurisdicción el Gobierno Federal. 
Para ello, debemos acudir a las previsiones contenidas tanto en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. como en la legislación que en la materia se 
desprende de ella. 

El primer párrafo del artículo 27 constitucional establece los principios fundamen­
tales sobre los cuajes se organiza el sistema de propiedad en el derecho mexicano. 
Dicho precepto establece que: 

"La propiedad de las tierras yaguas comprendidas dentro de los límites del 
territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido 
y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, cons· 
tituyendo la propiedad privada". 

A efecto de la disposición señalada se constituyen los diferentes tipos y fonnas de 
propiedad comprendidos en nuestro sistema jurídico. Los bienes y zonas federales se 
ubican dentro del régimen de propiedad pública, fonnando parte de lo que se denomina 
el "Patrimonio de la Federación". 

A partir de describir claramente los bienes y zonas federales , distinguiremos entre 
aguas nacionales, recursos de jurisdicción federa] y zonas federales . 

A. I.) LAS AGUAS NACIONALES 

De acuerdo con lo dispuesto en el quinto párrafo del artículo 27 constitucional, son 
aguas nacionales las siguientes: 
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a) Las aguas del mar territorial en la extensión y términos que fije el derecho 
internacional 

La Ley Federal del Mar, reglamentaria del artículo 27 de la Carta Magna en lo relativo 
a las zonas marinas mexicanas, establece en sus artículos 24 y 25, que la anchura del 
mar territorial mexicano, es de doce millas marinas (22,224 metros), y que la soberanía 
de la Nación se extiende al espacio aéreo sobre dicho mar, así como al lecho y al 
subsuelo correspondientes. El propio ordenamiento señala la forma en que deberá ser 
delimitado el mar territorial mexicano. 

b) Las aguas marinas interiores 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36 del ordenamiento antes citado, las aguas 
marinas interiores son aquéllas que se encuentran comprendidas entre la costa y las 
líneas de base, normales o rectas a partir de las cuales se mide el mar territorial, ... y 
que incluyen : 

• La parte norte del Golfo de California, 
• Las de las bahías internas, 
• Las de los puertos, 
• Las internas de los arrecifes, y 
• Las de las desembocaduras o deltas de los ríos, lagunas y estuarios comunicados 

permanente o intermitentemente con el mar. 

c) Las aguas de las lagunas y esteros que se comuniquen permanentemente con·el mar. 
d) Las aguas de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directa­

mente a corrientes constantes. 
e) Las aguas de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto de cauce en 

que se inicien las.primeras aguas permanentes, intennitentes o torrenciales, hasta su 
desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional. 

f) Las aguas de corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o 
indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva 
de límite al territorio nacional o a dos entidades federativas, cuando pase de una 
entidad federativa a otra o cruce la Unea divisoria de la República. 

g) Las aguas de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas O riberas, estén cruzadas 
por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, O 

cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre dos Entidades Federativas o a la 
República con un país vecino. 

h) Las aguas de los manantiales que broten en playas, zonas marítimas, cauces, vasos 
o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional. 

i) Las aguas que se extraigan de las minas. 
j) Las aguas del subsuelo. 
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A.2.) RECURSOS OE JURISDlCCION FEDERAL 

Dentro de este rubro consideramos aquellos recursos que el artículo 27 constitucional 
considera como del dominio directo de la Nación y que la Ley General de Bienes 
Nacionales incluye dentro del patrimonio de la Federación, previéndose por tanto, que 
la regulación de su explotación y aprovechamiento se encuentran en ordenamientos 
de carácter federal, correspondiéndoles a las autoridades federales, su aplicación. 
Dichos recursos son: 

a) Los recursos naturales de la platafonna continental y los zócalos submarinos de . 
las islas. 

b) Los minerales o sustancias que en vetas, mantos. vasos O yacimientos constituyan 
depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos. La 
e.xploración, explotación y beneficio de estos recursos, se regula en la Ley Minera 
y su Reglamento, en cuyo artículo 40, se especifica los minerales y sustancias 
antes referidos.35 

e) El petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólido, líquidos o gaseosos. 
d) Los minerales radioactivos. 
e) Los combustibles nucleares, para la generación de energía nuclear. 

A.3) ZONAS DE JURISDICCION FEDERAL 

De acuerdo con lo establecido por los artículos 27, 42 Y 48 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se incluyen dentro de este rubro: 

35 Según el precepto señalado, dichos minerales o sustancias son: a) Minerales o suslancias de uso 
industrial que contengan antimonio, arsénico, berilio, bismuto, cadmio. cesio. cobalto, cobre. cromo, 
escandia. estaño, calio, gennanio, hasfnio, hierro. indio. iridio, litio. manganeso. mercurio. molibdeno, 
niobio, niquel, oro, osmio, paladio. plata. platino. plomo, renio. rodio, selenio, talio, tantalio, telirio, tilanio, 
tungsteno, banadio o zinc. b) Minerales de uso industrial siguientes: actinolita, alumbre, alunita, andalucita, 
anhiditra. antofilita, arfvedsonita, ascharita,azufre, barita, bauxita. loedita, boehmita, boracita, bórax, 
brusita, camal ita, celestita, cianita, colemanita, cordierita, corundo, crisotilo. cuarzo. diáspora, diatomita, 
dolomita, dumortierita, epsomita, esttonsianita, flogopita, fluorita, gibbsita. glacerita, grafito, granate, 
hidromagnesita, howlita, inderita, inyoita. kainita, kemita, kieserita, langbeinita, magnesita, mirabilita, 
muscovita, nitrato de sodio, palygorskita, pirofilita, polihaJita, priceita, quiastoHta, sassolita. sepiolita. 
sillimanita, silvita, sussexita, talco, taquidrita, thenardita, tremolita. trona, ulexita, venniculita, vivianita. 
witherita, wollastonita, yedso y ZircÓn. c) Tier.ns raras. d) Gemas minerales. e) Sal gema, asf como las sales 
y los subproductos que se obtengan de salinas formadas directamente por aguas provenientes de mares 
actuales, superficial ° subterráneamente, de modo natural o artificial. f) Productos derivados de la 
descomposición de las rocas cuya explotación se realice preponderantemente por medio de [(abajos 
subterráneos, como el caolin y las monbnorillonitas, al igual que las arenas de cuarzo, feldespatos y 
plagioclasas. g) Las materias minerales u orgánicas siguientes, susceptibles de ser utilizadas como 
fertilizantes: apatita. colofana, fosforita. fosfosiderita. francolita. variscita, waveJlita y guano. h) Los 
combustibles minerales sólidos siguientes: antracita, carbón mineral, lignito y turba. 
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a) La zona contigua. 

Regulada por la Ley Federal del Mar, la zona contigua de México se extiende a 24 
millas marinas (44, 448 metros), contadas desde la línea de base a partir de las cuales 
se mide la anchura del mar territorial mexicano. 

b) La zona económica exclusiva. 

El artículo 27 constitucional, octavo párrafo establece que ula Nación ejerce en una 
zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente a ésta, los 
d~rechos de soberanía y las jurisdicciones que determinen las leyes del Congreso. La 
zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas (374,400 metros), 
medidas a partir de la línea base desde la cual se mide el mar territoriaL ." 

Por su parte, la Ley Federal del Mar dispone en su artículo 46, que en la zona 
económica exclusiva, la Nación ejerce "Derechos de Soberanía para los fines de 
explorac ión, explotación, conservación y administración de los recursos naturales, 
tanto vivos como no vivos, ya sean renovables o no renovables, del lecho y subsuelo 
del mar y de las aguas supradyacentes, y con respecto a otras actividades con miras 
a la exploración y explotación eco nómi ca de la zona". y jurisdicció n res­
pec to al establecimiento y utili zación de islas artificiales, instalaciones y es­
tructuras, a la investigación científica marina, a la protección y preservación 
del medio marino y a otros derechos y deberes que fijen las leyes y el derecho 
internacional". 

c) La plataforma continental o insular. 

Los artículos 42 fracción IV y 48 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, señalan que dentro del territorio nacional queda comprendida la platafor­
ma continental y que ésta dependerá directamente del Gobierno Federal. 

Por su parte, la Ley Federal del Mar en sus artículos 57 y 58, dispone que los 
Derechos de Soberanía sobre las plataformas continental o insulares, es a efectos ,de 
que en forma exclusiva lleve a cabo las acciones de exploración respectivas o la 
explotación de sus recursos naturales. 

Asimismo, el artículo 62 del citado ordenamiento prevé que la plataforma conti­
nental y las plataformas insulares mexicanas comprenden "el lecho y el subsuelo de 
las áreas submarinas que se extienden más allá del mar territorial, y en todo lo largo 
de la prolongación natural del territorio nacional hasta el borde exterior del margen 
continental, o bien, hasta una distancia de doscientas millas marinas contadas desde 
las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial , en los 
casos de que el borde exterior no llegue a esa distancia, de acuerdo con el derecho 
internacional." 
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d) El territorio de las islas, cayos y arrecifes, así como sus respectivos zócalos sub­
marinos. 

Igualmente que en el caso anterior, los artículos 42, fracciones II y IV Y 48 constitu­
cionales incluyen dentro del territorio nacional a las zonas señaladas. y prevén que 
aquéllas dependerán del Gobierno Federal, con excepción de las islas respecto de las 
cuales hasta la fecha de promulgación de la Constitución (5 de febrero de 1917) 
hubieran ejercido jurisdicción los Estados. 

e) El espacio situado sobre el territorio nacional. 

f) La zona federal marítimo terrestre, las playas y los terrenos ganados al mar. 

g) Los cauces de las corrientes y los vasos de los lagos, lagunas y esteros de propie­
dad nacional. 

h) Las riberas y zonas federales de las aguas nacionales. 

i) Los inmuebles considerados monumentos históricos. artísticos o arqueológicos. 
de propiedad federal. 

j) Los caminos, ferrocarriles y puentes que constituyen vías generaJes de comunicación. 

k) Los puertos y sus diques. muelles , escaycras, malecones y demás obras. cuando 
sean de uso público. 

1) Las presas, diques , vasos, canales, drenes, bordos, zanjas, acueductos, distritos o 
unidades de riego y demás obras de infraestructura hidráulica construidas o financia­
das por el Gobierno Federal, incluyendo sus zonas de protección. 

m) Las plazas, pas~os y parques públicos cuya construcción o conservación esté a 
cargo del Gobierno Federal. 

n) Los terrenos nacionales. baldíos y los demás considerados como tajes por la Ley 
Agraria. 

o) Las áreas amparadas por todas las Instalaciones de las tenninales de transporte 
público federal , terrestre, aéreo y acuático. 

p) Los parques industriales localizados en bienes del dominio público de la Federa­
ción. 
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B) Los FENOMENOS ORIGINADOS EN OTROS PAISES QUE AFECTEN EL EQUILIBRIO ECO­

LOGlCO DENTRO DEL TERRITORIO NACIONAL O LAS WNAS SOBRE LAS QUE LA NA­

CION EJERCE DERECHOS DE SOBERANIA y JURISDlCCION 

C) Los PROBLEMAS ORIGINADOS EN EL TERRITORIO NACIONAL O LAS WNAS SOBRE 

LAS QUE LA NACION EJERCE DERECHOS DE SOBERANlA y JURISDlCCION, QUE AFEC­

TEN EL EQUILIBRIO ECOLOGICO DE OTROS PAISES 

D ) Los ASUNTOS QUE AFECTEN EL EQUILffiRIO ECOLOGICO DE DOS O MAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS 

2.2.3. Facultades relativas a materias o aspectos ambientales específicos 

A) EXCLUSIVAS 

Dentro de las atribuciones que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambienle decide no delegar a los gobiernos locales, un grupo de ellas está referido 
a aspectos ambientales específicos cuya atención le corresponde exclusivamente a 
dicho nivel de gobierno, sin que los gobiernos de las Entidades Federativas y de los 
Municipios puedan participar. Las materias o aspectos señalados son los siguientes: 

• La regulación y control de las actividades altamente riesgosas. 
• La regulación y control del manejo de los materiales y residuos peligrosos. 
• La creación, administración, organización y vigilancia de las áreas naturales 

protegidas. 
• La protección de la flora y fauna si lvestre y acuática. 
• La regulación y control del aprovechamiento racional de los recursos forestales. 
• La regulación de las acti vidades relacionadas con la exploración y explotación de 

los recursos del subsuelo que el artfculo 27 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos reserva a la Nación, en cuanto a los desequilibrios 
ecológicos o daños al ambiente que puedan originar. 

B) FACULTADES QUE EN PARTE CONOCE EL GOBIERNO FEDERAL PARTE DELEGA AL GO­

BIERNO LOCAL 

En este aspecto hay materias sobre las cuales el Congreso Federal al hacer uso de su 
facultad legislativa decidió que pueden participar los tres niveles de gobierno; sin 
embargo, los ámbitos sobre los que cada uno de los niveles puede actuar en una misma 
materia están, desde nuestro punto de vista, perfectamente determinadas. 

Las materias que incluirnos dentro de este rubro, y las facultades del Gobierno 
Federal son las sigu ientes: 
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B.I) LA PREVENCION y CONTROL DE LA CONTAM INACION ATMOSFERICA 

En relación con el ejercicio de esta facultad, es necesario reiterar aquí, que es la 
Federación a quien le corresponde, con base en las disposiciones de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización, expedir las Normas Oficiales Mexicanas que 
deberán observarse en la em isión de contaminantes a la atmósfera. 

Asimismo, es preciso reconocer que en la materia, las atribuciones se ejercen 
respecto de las zonas y fuentes emisoras de jurisdicción federal. En el primer caso, el 
de las zonas de jurisdicción federal, con anterioridad hemos realizado una descripción 
detallada de las mismas. por lo que aquí simplemente nos remitimos a ella. 

Por otra parte, para explicar lo que son las " fuentes emisoras de j urisdicción 
federal", debernos partir de considerar que existen dos tipos de fuentes emisoras: las 
fijas y las móviles. 

En términos de lo dispuesto por el artículo 60. del Reglamento de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de Prevención y 
Control de la Contaminación de la Atmósfera, se entiende por: 

"Fuente fija: Es toda instalación establecida en un solo lugar, que tenga corno 
fina lidad desarrollar operaciones o procesos industriales, o de servicios o actividades 
que generen o puedan generar emisiones contaminantes a la atmósfera", y por 

"Fuente móvil : Aviones, helicópteros, ferrocarriles, tranvías, tractocamiones, au­
tobuses integrales, cam iones. automóviles, motocicletas, embarcaciones, equipo y 
maquinaria no fijos con motores de combustión y similares, que con motivo de su 
operación generen o puedan generar emisiones contaminantes a la atmósfera". 

Como ya se dijo, la intervención del Gobierno Federal en la prevención y control 
de la contaminación atmosférica proveniente de fuentes fijas o móviles, se circunscribe 
a aquéllas que sean consideradas de jurisdicción federal. 

a) FUENTES FIJAS DE JUR ISDICCION FEDERAL 

El propio Reglamento anterionnente citado establece una relación de las fuentes fijas 
que deben ser consideradas de jurisdicción federal. Sin embargo, cabe anotar que las 
previsiones en él contenidas, deben ser complementadas tal y como se podrá apreciar 
enseguida. • 

En efecto, el artículo 11 fracción II del ordenamiento, señala que son fuentes de 
j urisdicción federal: 

• Las instalaciones, obras O activid",des industriales, comerciales y de servicios que 
realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. 

• La industria del asbesto, así corno las previstas en el artículo 29 fracción III de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 
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Como se recordará, el precepto referido enumera algunas de las actividades cuya 
realización requerirá de la previa evaluación del impacto ambiental por parte del 
Gobierno Federal. Dentro de éstas, se incluye la relacionada con las ramas industriales 
que a continuación se mencionan, y que también deben ser consideradas como fuentes 
fijas de jurisdicción federal. Dichas industrias son las siguientes: 

• Industria Química 
• Petroquírnica 
• Siderúrgica 
• Papelera 
• De bebidas 
• Del cemento 
• Automotriz, y 
• Generación y Transmisión de electricidad. 

Asimismo, para complementar la referencia a las ramas industriales, comerciales y 
de servicios que son materia federaJ, y en consecuencia las instalaciones, obras o 
establecimientos respectivos deberán ser considerados como fuentes fijas de jurisdic­
ción federal, debemos añadir a las disposiciones de la Constitución Polltica de los 
Estados Unidos Mexicanos, aunque en algunos casos, como se podrá observar, se 
presentan algunas reiteraciones. 

En primer lugar, el articulo 28 de nuestra Carta Fundamental, percibe como 
federales las siguientes áreas estratégicas: 

• Correos 

• Telégrafos 

• Radiotelegrafía 

• Comunicación vfa satélite 

• Petróleo y demás hidrocarburos 

• Petroquímica básica 

• Minerales radioactivos 

• Generación de energfa nuclear 

• Electricidad 

• Ferrocarriles 

Por otra parte, el artículo 73 constitucional, en su fracción X, señala que son fe­
derales las siguientes materias: 

• Hidrocarburos 
• Minerfa 
• Industria Cinematográfica 
• Comercio 
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• Juegos con apuestas y sorteos 
• Intermediaciones y servicios financieros 
• Energía eléctrica y nuclear 

En tercer lugar, el artículo 123 de la Constitución señala una serie de ramas 
industriales y de servicios que deben ser considerados de jurisdicción federal, siendo 
éstas las siguientes: 

• Textil 
• Eléctrica 
• Cinematográfica 

• Hulera 
• Azucarera 
• Minera 
• Metalúrgica y siderúrgica 
• Hidrocarburos 
• Petroqurmica 
• Cementera 
• Calera 
• Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas 
• Química, incluyendo la qu ímica farmacéutica y medicamentos 
• De celulosa y papel 
• De aceites y grasas vegetales 
• Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la fabricación de los que sean 

empacados. enlatados o envasados o que se destinen a ello 
• Ferrocarrilera 
• Maderera 
• Vidriera exclusivamente por lo que se refiere a la fabricación de vidrio plano, liso 

o labrado, o de envases de vidrio 

• Tabacalera 

Asimismo, debemos considerar como fuentes fijas de jurisdicción federal a aquellas 
instalaciones, obras o actividades que, en ténninos de la propia nonnatividad ambiental 
sean consideradas como altamente riesgosas o en las que se manejen materiales o 
residuos peligrosos, en virtud de que, como ya se señaló, en ambos casos se trata de 
asuntos cuya regulación y control corresponde al Gobierno Federal . 

• La industria que se localice en la zona conurbada del Distrito Federal. 
• Las obras o actividades localizadas en un Estado, cuyas emisiones a la attnósfera 

contaminen o afecten el equilibrio ecológico de otro u otros Estados, cuando así 
lo determine la SEDESOL o lo solicite a la Federación el Estado afectado por las 
emisiones de contaminantes a la atmósfera. 
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• Las obras o actividades localizadas en el territorio nacional que puedan afectar el 
equil ibrio ecológico de otros paises. 

• En el Distri to Federal, son de jurisdicción federal todas las fuentes fijas, excepto las 
que fu ncionen como establecimientos mercantiles o para espectáculos públicos. 

El Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Mercanti les y Celebración 
de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 3 1 de julio de 1989, define a los Establecimientos Mercantiles como "el 
lugar en donde desarrolle sus actividades una negociación o empresa mercantil dedicada 
a la venta o alquiler de satis factores o servicios", y a los Espectáculos Públicos como" la 
función, acto o evento que se celebra en un lugar determinado y al que se convoca al público 
fu ndamentalmente con fi nes de diversión o entretenimiento".36 

b) FUENTES MOVILES DE JURISDICCION FEDERAL 

En términos de lo d ispuesto por el Reglamento de la Ley General del Equil ibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, se consideran como fuentes móviles de 
jurisdicc ión federal las siguientes: 

• Los vehículos automotores hasta en tanto no salgan de la planta de producción. 
• El transporte público federal. 

8.2) LA REGULACION DEL A PROVECHAMIENTO DEL AGUA Y DE LOS SISTEMAS 

ACUA TlCOS y LA PREVENCION Y CONTROL DE SU CONTAMINACION 

Como podrá observarse, el ejerc icio de esta facultad por parte del Gobierno Federal 
se relac iona con dos aspectos específicos del agua y de los ecosistemas acuáticos: su 
aprovechamienlO racional y la prevención y control de su contaminac ión. Antes de 
descri bir la forma en que se desagrega esta atribuc ión, conviene señalar que en todo 
caso está referida a las aguas nacionales y las zonas y sus recursos sobre las que la 
Nación ejerce actos de soberanía y jurisdicción, las cuales a su vez quedaron descritas 
en el apartado número 1.2 del presente capítulo. 

a) EL APROVECHAMIENTO RACIONAL DEL AGUA Y DE LOS ECOSISTEMAS ACUATICOS 

Dent ro de este primer aspecto, se ubican todas aquellas activ idades que desarrolla el 
Gobierno Federal a fi n de que las aguas nacionales y los recursos que conforman los 

36 Véase articu lo 20. fracciones IV y V del Reglamento para el Funcionamiento de Eslablecimientos 
Mercantiles y Celebración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal 
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ecosistemas acuáticos sean racional y adecuadamente explotados, usados o aprove­
chados. 

En el caso de las aguas nacionales, ello se traduce en la regulación y control de su 
utilización, mediante concesiones y asignaciones, para usos público, urbano, agrícola. 
en generación de energía eléctrica y en otras actividades productivas. 

Tratándose del aprovechamiento de los ecosistemas acuáticos, las atribuciones 
respectivas se vinculan con regulación y control de las actividades de explotación, 
aprovechamiento, protección y conservación de los recursos naturales que constituyen 
la fl ora y la fauna acuát ica. 

b ) LA PREVENCION y CONTROL OE LA CONT AMINACION OEL AGUA Y DE LOS ECOSIS­

TEMAS ACUA 1lCOS 

Esta atribución se refiere básicamente a la regulación y control de las descargas de 
aguas residuales que sean: 

• Generadas en bienes y zonas de jurisdicción federal. 
• Vertidas directamente en aguas y bienes nacionales o en cualquier terreno cuando 

dichas descargas puedan contaminar el subsuelo o los acuíferos. 

Para cumplir con dichas facultades, la legislación ambiental, particularmente la Ley 
Genéral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y la Ley de Aguas 
Nacionales, prevén la obligación de llevar a cabo el tratamiento de las aguas residuales 
antes de descargarlas. observar los niveles máximos pennisibles de contaminantes y 
condiciones particulares de descarga, y la necesidad de contar con los permisos y las 
autorizaciones respectivas. 

B .3) LA REGULACION DEL APROVECHAM IENTO DEL SUELO Y LA PRÉVENCION y 

CONTROL DE SU CONT AM INACION 

En relación con el ejercicio de esta facultad, lo primero que es necesario considerar, 
es e l hecho de que la Federac ión sólo puede ac tuar cuando se trate de materias de 
carácter federal. Asimismo, como se podrá apreciar, al igual que en el caso del agua y 
de los ecosistemas acuáticos, el recurso suelo es regulado a través de dos aspectos : su 
aprovechamiento rac ional, por una parte, y la preven·ción y control de su contamina· 
ción, por otra . 

Respecto del primero de los aspectus señalados, la legis lac ión ambiental otorga al 
Gobierno Federal atribuciones que tienen que ver con la regulación de actividades 
productivas que generen efectos sobre el recurso suelo. Así, corresponde a dicho ni vel 
de gobierno atender los asuntos relativos a los aprovechamientos forestales, la explo­
rac ión, explotación y beneficio de sustancias minerales previstas en el art ículo 27 
constitucional, la realización de obras o actividades en áreas naturales protegidas. y 
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sobre actividades agrícolas o pecuarias que se lleven a cabo con apoyo técnico o 
financiero por parte de las autoridades federales. 

En materia de prevención y control de la contaminación del suelo, se consideran 
asuntos concernientes a la Federación, aquéllos que se refieren a: 

• El manejo de los residuos peligrosos respecto de la instalación y operación de los 
confinamientos o depósitos, y en general sobre cualquier actividad que implique 
su manejo y que tenga repercusiones sobre el suelo. 

• La fabricación, importación, utilización y en general todas las actividades rela~ 
cianadas con plaguicidas. fert ilizantes y sustancias tóxicas. 

Es pertinente señalar, finalmente, que la regulación tanto del aprovechamiento 
como de la prevención y control de la contaminación del suelo. se lleva a cabo a través 
de ordenamientos jurídicos referidos a materias específicas, como pueden ser la Ley 
Forestal, el Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente en Materia de Residuos Peligrosos, La Ley General de Salud y, la Ley 
Agraria, entre otras. 

B.4) L A PREVENCION y EL CONTROL DE LAS EMERGENCIAS Y CONTtNGENCtAS AM­

BIENTALES 

Esta es, sin lugar a dudas, la "clásica" de la coordinación de acciones administrativas, 
pero no de concurrencia de facultades que en materia ambiental ejercen tanto la 
Federación como los Estados y los Municipios. En efecto, las disposiciones contenidas 
en la legislación ambiental que se refieren a las emergencias y contingencias ambien­
tales, prevén la participación conjunta y coordinada de los tres ni.veles de gobierno en 
la realización de las acciones correspondientes. Sin embargo, resulta impensable que 
los estados legislen sobre contingenci2;S o emergencias ambientales. 

Lo anterior, se justifica si se considera que bajo las situaciones en que tiene lugar 
una emergencia o contingencia ambiental, lo más importante es llevar a cabo las 
medidas necesarias para dar respuesta a la problemática que en un momento determi­
nado se presente. 

2.3. La competencia administrativa de los gobiernos locales en materia 
ambiental 

Partie ndo de la premisa que establece el artículo 124 de la Constitución, así como del 
aná lisis elaborado en el apartado anterior, en principio las entidades federativas sólo 
pueden legis lar sobre aquellas materias que no han sido expresamente conferidas por 
la Carta Magna a la Federación. 

Sin embargo. siguiendo el mandato que al legislador federal impone la fracción 
XXIX-G del artículo 73 constitucional, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
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Protección al Ambiente, respetando la esfera de competencias de cada nivel de go­
bierno, establece las bases conforme las cuajes la Federación, titular original de. ciertas 
facultades administrativas, delega algunas de éstas en los restantes niveles de gobierno. 

Bajo este supuesto, la facultad legislativa de las entidades federativas abarcaría dos 
aspectos: 

• Aquéllos cuya competencia corresponde exclusivamente a dichos niveles de 
gobierno, por disposición constitucional. 

• Aquéllos cuya atención por parte de los gobiernos locales fué otorgada por el 
Congreso de la Unión en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente. En este último caso, la facultad legislativa de las entidades federa­
tivas se refiere exclusivamente al establecimiento de procedimientos administra­
tivos para ejercer tales facultades. 

A continuación describiremos las facultades administrativas que la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente otorga a los Gobiernos de las 
entidades federativas y de los municipios. 

Antes de iniciar este análisis , es conveniente comentar que la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, plantea sobre el particular una 
trampa, porque en realidad, no son tantas las funciones administrativas que delega a 
las entidades federativas y municipios. Como podrá observarse algunas de estas 
funcfones administrativas pertenecen de suyo a los niveles local y municipal, ya que 
se refieren a materias que no están expresamente conferidas a la Federación; otras en 
cambio, sí pueden considerarse verdaderas delegaciones de funciones . 

2.3. J. Facultades delegadas que coinciden con facultades propias de los niveles 
locales 

2.3.1.1. La formulación de la polftica y de los criterios ecológicos particulares 

Esta atribución debe ser entendida en el marco del sistema estatal de planeación del 
desarrollo, el cual se fundamenta en las disposiciones contenidas en los artículos 25 y 
26 de la Constitución Federal y en los relativos de las Constituciones Políticas de 
cada una de las Entidades Federativas. 

Dicha atribución se traduce en la expedición de los Planes Estatal y Municipal de 
Desarrollo y de los Programas Estatales y Municipales Sectoriales, que rigen la ac­
tu'ación de la administración pública lúCal, 

Por lo que hace a la facultad para emitir criterios ecológicos particulares, conviene señalar 
que los gobiernos locales pueden ejercer esta atribución, siempre y cuando no flexibilicen 
los establecidos por las autoridades federales y se trate de asuntos de su exclusiva com­
petencia. 
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2.3.1.2. El ordenamiento ecológico local 

En este caso también se trata de una atribución de normatividad administrativa general, 
en virtud de que a través del ordenamiento ecológico lo que se pretende es determinar 
los usos del suelo de tal manera que se prevean los impactos al ambiente que pudieran 
generarse por las acti vidades propuestas. 

En el caso de los gobiernos locales el ordenamiento ecológico se incluye en 
instrumentos de planeación de los asentamientos humanos como son los programas 
estatales, municipales y de centro de población de desarrollo urbano. Cabe señalar 
que la delimitación de las zonas sujetas a protecc ión ecológica, debe estar determi­
nada conforme al ordenamiento general del territorio establecido por las autoridades 
federales. 

2.3.2. Facultades referidas a zonas y circunscripciones territoriales especificas 

El ordenamiento que se comenta establece que corresponde a los gobiernos locales la 
preservación y restauración del equilibrio ecológico y la protección al ambiente que se rea­
licen en bienes y zonas de jurisdicción de las Entidades Federativas y de los Municipios, 
sin invadir las esferas de los asuntos otorgados a la Federación. 

Las constituciones estatales y las leyes orgánicas municipales establecen los límites 
del territorio estatal y de los municipios, a efecto de deslindar sus respectivos ámbitos 
espaciales de competencia. 

2.3.3. Facultades referidas a aspectos ambientales específicos 

Como se dijo anteriormente existen di versas materias en las cuales, las facultades 
correspondientes son ejercidas exclusivamente por los gobiernos locales, de acuerdo 
con las previsiones constitucionales. Dentro de éstas, ubicamos las siguientes: 

A) La regulación, creación y administración de los parques urbanos y las zonas sujetas 
a conservación ecológica. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente señala como 
áreas naturales protegidas de competencia estatal, las superficies dedicadas a los usos 
citados al rubro. Por su naturaleza, tanto los parques urbanos como las zonas sujetas 
a conservación ecológica son de competencia local , en virtud de que se determinan a 
través de la zonificación establecida en los planes y programas de desarrollo urbano 
de los centros de población, cuya formulación, aprobación y expedición corresponde 
exclusivamente a los gobiernos municipales, con la intervención de las autoridades 
estatales. 

B) La preservación y restauración del equilibrio ecol6gico y la protección ambiental 
en los centros de población, en relación con los efectos derivados de los servicios de 
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alcantarillado, limpia, mercados y centrales de abasto, panteones, rastros , tránsito y 
transporte locales. 

Como podrá observarse, la normatividad ambiental simplemente reitera la facultad 
de los gobiernos locales para conocer y atender todos los asuntos relacionados con la 
prestación de servicios públicos estatales y municipales. 

C) La regulación y control del aprovechamiento racional y la prevención y control de 
la contaminación de las aguas de jurisdicción estatal. 

D) La regulación con fines ecológicos del aprovechamiento de minerales O sustancias 
no reservadas a la Federación, tales como rocas o productos de su descomposición que 
sólo pueden utilizarse para la fabricación de materiales para la construcción u orna­
mento. 

E) La regulación de actividades que no sean consideradas altamente riesgosas. 

F) La regulación del manejo y disposición final de los residuos sólidos que no sean 
peligrosos. 

G) La prevención y control de la contaminación de las aguas nacionales que se 
desc?rguen en las redes de alcantarillado de los centros de población. 

2.3.4. Facultades que efectivamente la federación delega en los estados y 
municipios 

A) Prevención y control de la contaminación de la atmósfera generada en zonas o por 
fuentes de jurisdicción estatal o municipal. En realidad no existen las fuentes fijas de 
jurisdicción local, ya que como lo hemos mencionado en el apartado anterior, la 
regulación genérica de la industria pertenece al derecho mercantil y por tanto, es de 
jurisdicción federal. No sucede así por ejemplo con las fuentes móviles que sí pueden 
ser de jurisdicción local y que por virtud del artículo liS constitucional la gestión del 
servicio de tránsito está a cargo de los municipios. Por tanto, a la luz de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la prevención y control de la 
contaminación atmosférica por fuentes de las no consideradas como federales queda 
a cargo de los gobiernos locales pero ello no supone la facultad para legislar sobre el 

particular. 

B) Establecimiento de las medidas para hacer efectiva la prohibición de emisiones 
contaminantes que rebasen los niveles máximos pennisibles por ruido, vibraciones, 
energía ténnica, lumínica y olores perjudiciales al equilibrio ecológico o al ambiente, 
salvo en las zonas o fuentes emisoras de jurisdicción federal. Este es un caso que par­
ticulannente conviene rescatar porque fortalece nuestra tesis en el sentido de que el 
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Congreso de la Unión nunca delega facultades legislativas. En efecto el artículo 60. 
en su fracción VII señala que compete a las entidades federativas "el establecimiento 
de medidas para hacer efectiva la prohibición de emisiones contaminantes ..... , es decir 
para hacer efectivas las leyes federales. 

C) Prevención y contaminación de aguas nacionales que tengan concesíonadas o 
asignadas para la prestación de servicios públicos. 

2.4. Análisis del párrafo segundo del artículo segundo transitorio de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 

El análisis que hemos venido realizando en torno a la problemática que se deriva 
de la distribución de competencias legislativas y administrativas permite entender 
con claridad lo dispuesto por el párrafo segundo del Artículo Segundo Transitorio 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, que a la 
letra dice: 

"Hasta en tanto las legislaturas locales dicten las leyes, y los ayuntamientos 
las ordenanzas, reglamentos y bandos de policía y buen gobierno, pararegular 
las materias que según disposiciones de este ordenamiento son de competen­
cia de estados y municipios, corresponderá a la Federación aplicar esta Ley 
en el ámbito local , coordinándose para ello con las autoridades estatales y, 
con su participación con los municipios que corresponda, según el caso", 

En primer lugar, conviene destacar que esta norma reafirma la tesis en el sentido de 
que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente es una Ley 
Federal sobre Ambiente y Ecología. 

En segundo término también confirma que los estados y municipios pueden legislar 
sobre materias que de origen son federales y que la propia Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente les delega, pero sólo para la aplicación de la 
propia Ley, ya que se refiere a "la aplicación de esta Ley en el ámbito local". 

En consecuencia, el artículo en comentario no puede ser usado corno fundamento 
para afirmar que en donde no hay ley local o bando municipal, la Federación es la 
autoridad administrativa competente, El precepto en cuestión sólo se refiere a las 
facultades que (para usar la terminología de este trabajo) el Congreso efectivamente 
delega a los gobiernos locales y municipales y por lo tanto no puede aplicarse a 
materias que constitucionalmente están reservadas a las entidades federativas ni 
tampoco a aquéllas que sólo en apariencia la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente delega pero que en realidad de origen son locales. 
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CONCLUSIONES 

1. La distribución de competencias es una cuestión que s610 puede resolverse en el 
texto de la Constitución Política. y que por tanto no puede ser encomendada a una ley. 

2. Si bien, la materia ambiental no fué expresamente reservada a la Federación por el 
Constituyente de 1917; diversos aspectos concernientes a la misma sí fueron por 
separado encomendados a la jurisdicción federal. Así sucede con las siguientes 
materias: 

a) Legislación ambiental en el Distrito Federal. 
b) Contaminación industrial, incluyéndose en este punto la derivada de humos. pol­

vo, ruido. residuos tóxicos o sólidos, por el manejo de sustancias peligrosas o por la 
realización de actividades riesgosas. 

e) Flora y fauna acuáticas y terrestres. 
d) Efectos de la contaminación en la salud. 
e) Aguas nacionales. 
f) Nonnalización ecológica. 
g) Planeación ecológica. 
h) Barreras arancelarias y no arancelarias en materia forestal . 
i) Barreras no arancelarias tendientes a la protección ecológica. 
j) Verificación de emisiones contaminantes de fuentes móviles que circulen por 

carreteras federales . 

3. En consecuencia. sobre las materias expresadas. a la luz del artículo 124 constitu· 
cional. las Entidades Federativas no pueden legislar, y a "contrario sensu" pueden 
expedir legislaciones sobre los aspectos no contemplados en el listado anterior. 

4. La fracción XXIX-a del artículo 73 constitucional reconoce que en materia 
ambiental existen facultades determinadas para cada uno de los tres niveles de 
gobierno; pero también reconoce que en la mayoría de las materias concernientes a 
esta cuestión la competencia es federal, y por tanto, establece una norma programática 
para que cuando el Congreso Federal legisle sobre el particular procure delegar ciertas 
funciones en los gobiernos locales. Sin embargo. la técnica empleada por el Constitu­
yente Permanente no fué la . correcta y al utilizar el concepto de "concurrencia" 
introdujo una confusión, dado que en el lenguaje del derecho constitucional este 
concepto es identificado con las llamadas facultades concurrentes para legislar, cuando 
en realidad, siguiendo el espíritu de la iniciativa de reforma constitucional y de los 
debates del Constituyente Permanente, lo que la refonna buscó fué descentralizar 
algunas atribuciones que siendo originarias de la Federación, por razones de eficiencia 
administrativa, resultaba conveniente encomendar a los Estados. 
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5. A mayor abundamiento, es conveniente mencionar que la nonna programática 
contenida en el artículo 73 fracción XXIX-G, fué ejercida por el Gobierno Federal en 
un doble sentido. Por una parte, el Congreso legisló en materia ambiental; por la otra, 
estableció reglas para la delegación de algunas facultades en materia ambiental en las 
Entidades Federativas. 

6. Sobre este último punto el Congreso Federal estableció las reglas para la delegación 
de facultades a través de los siguientes mecanismos: 

a) En veintiún fracciones del artículo 5 de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente estableció las funciones que la Federación conservó para 
su ejercicio directo. 

b) En catorce fracciones del artículo 6 de la Ley citada enlistó las funciones que el 
Congreso Federal decidió delegar en los gobiernos locales. 

7. Lo anterior, debe considerarse sin dejar de tomar en cuenta que el artículo 115 
constitucional detennina que corresponde a los Municipios la administración de 
ciertos servicios, algunos de los cuales están relacionados con la materia ecológica. 
pudiendo dictar bandos u ordenanzas para su regulación, en los términos en que lo 
definan las leyes locales respectivas. 

8. En consecuencia, en materia ambiental las Entidades Federativas sólo pueden 
legislar sobre aquellos aspectos que constitucionalmente no han sido reservados a 
la Federación , o bien, sobre aquellos aspectos que el Congreso Federal les delegó 
en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y en este 
último caso sólo pueden hacerlo para establecer procedimientos administrativos que 
permitan la aplicación de la Ley Federal. 

9. Lo anterior, tiene tres consecuencias: 

a) Por una parte, si las legislaturas locales, por interpretar inadecuadamente el "sui 
generis" concepto de concurrencia a que se refiere el artículo 73 constitucional en su 
fracción XXIX-G, exceden su facuItad legislativa y se ocupan de regular materias que, 
o bien, están expresamente concedidas a la Federación o no les fueron expresamente 
delegadas por el Congreso Federal, las regulaciones que se encuentren en este caso 
han sido emitidas bajo el supuesto de inconstitucionalidad y por tanto, pueden 
legalmente ser impugnadas. 

b) Si el fundamento conforme al cual las legislaturas locales emiten regulaciones, 
es la delegación hecha por el Congreso Federal, bastaría con modificar la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para que se viera seriamente 
alterada la legislación local. 
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e) Por otra parte, dado que la facultad original para legislar en materia ambiental 
es federal , nada impide que las autoridades federales puedan aplicar sus leyes aun en 
el caso de que la autoridad local haya legislado sobre el particular, y con mayor razón 
cuando se carece de este último orden jurídico. Sin embargo. esta afirmación no puede 
ex.tenderse a los casos en los cuales la competencia legislativa, como sucede con los 
supuestos del artículo 115 constitucional , no fue expresamente reservada a la Federa­
ción. 

En estos últimos términos debe entenderse el artículo Segundo Transitorio de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

10. En suma, en materia ambiental no existe ni concurrencia ni coincidenc ia de 
facultades legislativas, cada uno de los tres niveles de gobierno tiene perfectamente 
delimitado su ámbito de atribuciones. Sin embargo. se presenta con frecuencia la 
invasión de atribuciones legislativas por parte de los congresos locales, pero como se 
ha dicho, toda regulación sin fundamento constitucional O en la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, es inconstitucional. 





ANEXO 





FACULTADES LEGISLATIVAS CONFERIDAS A LOS CONGRESOS 

LOCALES POR SUS RESPECTIVAS CONSTITUCIONES POLITICAS 

1. AaUAScALlENTES 

Art. 27.- Son facultades del Congreso: 

1. Legislar para el Estado, sobre todas las materias que no sean de competencia 
exclusiva de la Federación. 

2. BAJA CALIFORNIA 

Art. 27.- Son facultades del Congreso: 

1. Legislar sobre todos los ramos de la Administración que sean competencia 
del Estado. 

3. BAJA CALIFORNIA SUR 

Art.64.- Son facultades del Congreso: 

l. Legislar en todo 10 relativo al Gobierno del Estado. 

4. CAMPECHE 

Art. 54.- Son facultades del Congreso: 



70 • José Juan Gonzá/ez-Miguel Ángel Canclno 

IV. Expedir leyes sobre planeación estatal del desarrollo económico social y 
sobre programación. promoción, concertación y ejecución de acciones de 
orden económico. 
Expedir todas las leyes que sean necesarias para hacer efectivas las facultades 
otorgadas por esta Constitución a los Poderes del Estado. 

5. COAHUILA DE ZARAGOZA 

Arl. 67 .- Son facultades del Poder Legislativo: 

1. Expedir, reformar y derogar Leyes y Decretos, en todos los ramos de la 
administración pública Estatal y Municipal. 
XIV. Establecer, mediante una ley, las bases conforme a las cuales el Estado, 
los Municipios y las entidades paraestatales y paramunicipales. podrían 
contraer obligaciones y empréstitos. así como autorizar los conceptos y 
montos de los mismos, con observancia de lo dispuesto en la fracción VilI 
del artículo 117 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
XXXVID. Expedir las leyes y acuerdos indispensables para hacer efectivas 
las facultades que anteceden y todas las demás, que le confieran esta Consti­
tución y la General de la República. 
XLI. Expedir leyes sobre planeación del desarrollo económico y social del 
Estado. así como para el fomento de las actividades económicas. 
XLIV. Expedir conforme a lo dispuesto en el apartado B del artículo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones 
reglamentarias. leyes que rijan las relaciones de trabajo entre sí y sus 
trabajadores entre los Municipios y quienes laboran a su servicio. 
XLV. Expedir una ley sobre responsabilidades de los servidores públicos 
estatales y municipales, así como otras nonnas conducentes a sancionar a 
quienes teniendo ese carácter, incurran en responsabilidad. 

6. COLIMA 

Art.33.- Son facultades del Congreso: 

1. Del orden Federal, las que determinan la Constitución y demás leyes que 
de ella emanen. 
11. Legislar sobre todos los ramos de administración o Gobierno interiores 
que sean de la competencia del Estado, conforme a la Constitución Federal, 
y refonnar, abrogar y derogar las leyes que expidiere, así como refonnar esta 
Constitución previos los requisitos que ella misma establece. 
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XXXII. Expedir la Ley General de enseñanza primaria, elemental y superior 
o profesional. 
XXXIV. Expedir leyes electorales conforme a la presente Constitución y fijar 
días extraordinarios para que se verifiquen las elecciones que por cuaJquier 
motivo no se hubieran celebrado en los que señalen las mismas leyes. 

7. CHJAPAS 

Art. 29.- Son atribuciones del Congreso: 

I. Legislar en las materias que no estén reservadas a1 Congreso de la Unión, 
así como en aquéllas que existan facultades concurrentes, conforme a las 
Leyes Federales. 
IV. Legislar en materia económica, educativa, de seguridad pública y bene­
ficiencia pública y privada. 
VIII . Legislar sobre la organización y funcionamiento del Municipio Libre y 
dar las bases de los Reglamentos de Policía y Buen Gobierno de los Munici­
pios. 
IX. Legislar sobre el establecimiento de Instituciones para el tratamiento de 
los menores infractores y la organización del sistema penitenciario sobre la 
base del trabajo. la capacitación para el mismo y la educación como medios 
para la readaptación social. 
XV. Dictar leyes para la conservación del equilibrio ecológico y de las 
riquezas naturales del Estado. 
XL VI. Expedir todas las leyes que sean necesarias con objeto de hacer 
efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas por esta 
Constitución a los otros Poderes del Estado. 

8. CHIHUAHUA 

Art. 64.- Son facultades del Congreso: 

1. Legislar en todo lo concerniente al régimen interior del Estado, expidiendo 
cuantas leyes y decretos sean necesarios para su gobierno y administraci6n 
en todos los ramos que una y otra comprenden. 
XL. Expedir las leyes que regulen las relaciones entre el Estado, municipios, 
organismos descentralizados y sus respectivos trabajadores. 
XLDI. Expedir la ley que regulará su estructura y funcionamiento internos, 
la que determinará las formas y procedimientos para la agrupación de los 
Diputados. según su afiliaci6n de partido. a efecto de garantizar la libre 
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expresión de las corrientes ideológicas representadas en el Congreso. 
XLV. Expedir todas las leyes necesarias a fin de hacer efectivas las facultades 
anteriores y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes 
del Estado. 

9 . DURANGO 

Art. 55 .- El Congreso tiene facultades para legislar en todo aquello que no está 
expresamente establecido como atribución del Congreso de la Unión o de alguna de 
sus Cámaras y además para: 

11. Legislar en lo relativo a la administración interior del Estado. 
X. Expedir la ley que regulará su estructura y funcionamiento internos. 
XI. Expedir leyes sobre el fraccionamiento de las propiedades TÚsticas y 
urbanas. 
XV. Legislar sobre el aprovechamiento de las aguas que queden bajo el 
régimen del Estado, conforme a la Constitución General de la República. 
XIX. Legislar sobre el funcionamiento del Municipio Libre y expedir las 
bases nannativas a las que deberán sujetarse los Ayuntamientos para la 
fonnaci6n de los reglamentos respectivos. 
XXX. Expedir leyes tendientes a normar las medidas de protección y correc­
ción de conductas en su caso, de los menores, con el fin de propiciar su 
correcta incorporación al desarrol1o de la sociedad. 
XXXV. Expedir, con base en lo dispuesto en el artículo 123 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamen­
tarias, leyes que rijan las relaciones de trabajo entre el Estado y sus trabaja­
dores y entre los municipios y quienes laboran a su servicio. 

10 . GUANAJUATO 

Art. 62.- Son facultades del Congreso del Estado: 

1. Expedir las leyes y reglamentos que regulen su estructura y funcionamien­
to, las que, para su vigencia, no requerirán de promulgación del Ejecutivo. 
11. Expedir, reformar y adicionar cuantas leyes o decretos sean conducentes 
al gobierno y administración en todos los ramos que comprenden y que no 
estén, de manera exclusiva, reservados a la Federación. 
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11. GUERRERO 

Art. 47 .- Son atribuciones del Congreso del Estado: 

1. Expedir leyes y decretos en todas aquellas materias que no sean de 
la competencia exclusiva de la Federación, en términos del artículo 124 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
III. Elaborar las leyes locales cuya expedición haga obligatoria la Constitu­
ción Federal. 
V. Legislar sobre el Municipio Libre sujetándose a lo establecido por el 
artículo liS de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
VI. Dictar las disposiciones relativas a la seguridad pública del Estado. 
VII. Legislar en todo lo relativo al sistema penitenciario del estado teniendo 
como base la educación y el trabajo para lograr la readaptación social de los 
sentenciados. 
VIII. Expedir Leyes por las cuales se establezcan instituciones para el 
tratamiento de menores infractores. 
IX. Legislar en materia de expropiación por causa de utilidad pública. 
X. Legislar en materia de organismos descentralizados por servicios mediante 
la iniciativa del Jefe del Ejecutivo. 
XII. Dictar leyes para combatir enfermedades y vicios que puedan traer como 
consecuencia la degeneración de la especie humana, la disminución o pérdida 
de las facultades mentales u otro daño físico irreversible, conforme a lo 
dispuesto por las leyes federales de la materia. 
XIII. Legislar en materia de división territorial del Estado a fin de crear, 
suprimir o fusionar municipalidades o distritos, aumentar o disminuir sus 
respectivos territorios, anexándoles o segregándoles pueblos o localidades, 
para una mejor administración general, mediante iniciativa del Titular del 
Poder Ejecutivo. 
XVI. Dictar las leyes necesarias en erramo de educación pública que no sean 
de competencia de la Federación. 
XL. Expedir las leyes que rijan las relaciones laborales del Estado, los 
municipios y los organismos públicos coordinados y descentralizados del 
Estado de Guerrero, con sus trabajadores, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
sus disposiciones reglamentarias. 
XLI. Legislar en materia de Patrimonio Familiar. 
XLII. Expedir su propia Ley Orgánica. 
XLV. Expedir la Ley de Planeación del Estado. 
XL VI. Expedir las leyes que sean necesarias, a fin de hacer efectivas las 
facultades anteriores, así como cualesquiera otras concedidas por esta Cons· 
titución a los Pooeres del Estado y a los municipios. 
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12. HIDALGO 

Art. 56.- Son facultades del Congreso: 

l . Legislar en todo lo que concierne al régimen interior del Estado. 
11. Expedir las leyes que sean necesarias para hacer efectivas las facultades 
otorgadas por esta Constitución a los Poderes del Estado. 
ITI. Expedir las leyes reglamentarias y ejercer las facultades que otorga la 
Constitución General de la República. 

13. JALISCO 

Art. 23.- Son facultades del Congreso: 

1. Legislar en todas las ramas del régimen interior del Estado, expedir leyes 
y ejecutar actos sobre materias que la Constitución General encomienda a las 
legislaturas locales. 

14. EsTADO DE MEXICO 

Art. 70.- Corresponde a la Legislatura: 

1. Dictar leyes para la administración del gobierno interior del Estado, en 
todos los ramos, interpretarlas, aclararlas, reformarlas o derogarlas. 
V. Dictar todas las leyes necesarias para el funcionamiento de los Municipios, 
y establecer las bases normativas para la expedición de los bandos de po­
licía y buen gobierno. reglamentos. circulares y disposiciones administrati­
vas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones. 
VII. Dictar leyes para la planeación democrática del desarrollo del Estado. 
XVI. Expedir conforme a los principios básicos del artículo 123 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamenta­
rias, la ley que rija las relaciones de trabajo de los servidores públicos del Estado 
y Municipios. 
XXVIII. Legislar acerca de la administración, conservación o inversión de 
los bienes y capitales del Estado y autorizar la enajenación de aquellos bienes, 
cuando no sean susceptibles de aplicarse a u~ servicio público. 
XLII. Dictar leyes sobre vías de comunicación y aprovechamiento de aguas y 
bosques que no sean de jurisdicción federal. 
XLITI. Legislar sobre todo aquéllo que no se oponga a las prescripciones de 
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la Constitución General, pudiendo realizar encuestas de opinión pública 
durante los recesos de sus períodos de sesiones. 

15. MICHOACAN DE OCAMPO 

Art. 44 .- Son facultades del Congreso: 

lLegislar sobre todos los ramos de la administración que sean de la compe­
tencia del Estado y reformar y abrogar o derogar las leyes y decretos que se 
expidieren, así como participar en las refonnas de esta Constitución, obser­
vando para el caso los requisitos establecidos. 
In. Legislar sobre el fraccionamiento y expropiación de tierras, confonne a 
las bases que fija el artículo 27 de la Constitución General de la República. 
sobre educación, ejercicio de profesiones. salubridad y asistencia pública. 
VID. Dictar normas para la administración, conservación y enajenación de 
los bienes del Estado. 
IX. Expedir leyes fiscales, de planeación y programación de desarrollo 
económico y social . a nivel estatal y municipal, considerando la promoción, 
concertación y ejecución de acciones. para lograr la producción suficiente y 
oportuna de bienes y servicios social, económico y estatalmente necesarios. 
XIV. Legislar sobre toda clase de aranceles. 
XXXII. Expedir todas las leyes que sean necesarias a fin de hacer efectivas 
las facultades anteriormente expresadas, y todas las otras concedidas por esta 
Constitución a los poderes del Estado. 

16. M ORELOS 

Art . 40.- Son facultades del Congreso: 

11. Expedir, ac larar, refonnar. derogar o abrogar las leyes. decretos y acuerdos 
para el gobierno y admin istración interior del Estado. 
VI. Legislar sobre todo aquéllo que la Constitución General de la República 
no encomienda expresamente al Congreso de la Unión. 
XX. Expedir leyes relativas a la relación de trabajo entre los poderes y los 
ayuntamientos del estado y ses trabajadores y la seguridad social de dichos 
trabajadores. 
XXI. Dictar las leyes que estime pertinentes para combatir el alcoholismo y 
el uso de yerbas y sustancias enervan tes. 
XXIV. Expedir la ley relativa de la expropiación de la propiedad privada por 
causas de utilidad pública. 
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XL VI. Para expedir leyes a fin de crear organismos descentral izados y 
empresas de participación estatal. 
XL VIII. Legislar en materia de asentamientos humanos, regularización de la 
tenencia de la tierra, reservas ecológicas, territoriales y utilización del 
suelo. observando lo dispuesto por el párrafo tercero del artículo 27 constitucional 
y demás Leyes Federales. 
XLIX. Expedir las leyes orgánicas y la división territorial municipal con 
sujeción a lo establecido por esta Constitución. 

18. NAYARIT 

Are 47 .- Son atribuciones de la legislatura: 

1. Expedir las leyes relativas a todos los ramos de la administración y gobierno 
interior del Estado. 
11. Expedir las bases generales a las que deberán sujetarse los ayuntamientos 
respectivos. 
XXI. Dictar leyes sobre vías de comunicación local; sobre empresas de 
utilidad pública, y aprovechamiento de las aguas de su jurisdicción, siempre 
que no tengan carácter de propiedad federal. 
XXV. Expedir Leyes de expropiación por causa de utilidad pública. 
XXXII. Expedir todas las leyes que sean necesarias o propias para hacer 
efectivas las facultades que anteceden. 

19. NUEVO LEON 

Art. 63.- Pertenece al Congreso: 

1. Decretar las leyes relativas a la administración y gobierno interior del 
Estado en todos sus ramos, interpretarlas. refonnarlas y derogarlas en caso 
necesario. 
V. Expedir las bases generales a las que deberán sujetarse los ayuntamientos 
para la formación de los reglamentos respectivos. 

20.0AXACA 

Art. 52.- Son facultades de la Legislatura: 
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l . Dictar leyes para la administración de gobierno interior del Estado en todos 
los ramos; interpretarlas. aclararlas, y derogarlas. 
XII . Legislar acerca de la adm inistración, conservación y enajenación de los 
bienes del Estado, y de la inversión de los capitales a que éste pertenezcan. 
XXIX. Expedir leyes sobre vías de comunicación y aprovechamiento de 
aguas y bosques que no sean de j urisdicción federal. 
XXXI. Expedir leyes encaminadas a combati r el alcoholismo y el abuso de 
las drogas denominadas heroicas. 
XXXII. Expedir la Ley del Servicio Civil y la Ley General de Pensiones para 
los funcionarios y empleados públicos del Estado. 
XL . Expedir todas las leyes orgánicas que se deriven de los Artículos 27 y 
123 de la Constitución Federal. 
XLI. Legislar sobre todos los servicios públicos, oficiales y particulares 
dentro del Estado. 
XLII . Legislar sobre todo aquéllo que la Constitución General y la particular 
del Estado, no someten expresamente a las facultades de cualquier otro poder. 

2 1. PUEBLA 

Art. 57.· Son facultades del Congreso: 

1. Expedi r. reformar y derogar leyes y decretos para el buen gobierno del 
Estado y el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo. 

22. QUERET ARO 

Art. 63.- Son fac ultades y obligaciones de la Legislatura: 

XXV . Legislar en materia de organización de las fuerzas de seguridad pública 
y de tránsito del Estado y los municipios. 
XXIX. Expedir leyes, decretos y reglamentos para integrar el sistema de 
planeación democrática del desarro llo del Estado, así como para administra­
ción del gobierno interior del mismo en todos sus ramos e interpretar, aclarar, 
reformar y derogar las establecidas. 
XXXVI. Expedir las leyes snbre el trabajo. fundadas en las necesidades del 
Estado, sin contravenir las bases establecidas por el artículo 123 de la 
Constitución Federal de la República, las cuales reglamentarán los derechos 
y obligaciones de los obreros, jornaleros, empleados, domésticos y artesanos 
y de una manera general toda clase de trabajo. 
XLII . Expedi r todas las leyes que sean nec~sarias y propias para hacer 
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efectivas las facultades antecedentes y todas las que por esta Constitución y 
la Federal se le conceden. 

23. QUINTANA ROO 

Art. 75.- Son facultades de la Legislatura del Estado: 

I.Legislar en su orden interno en todo cuanto no esté reservado por la 
Constitución General de la República a los funcionarios federales. 
11. Expedir leyes reglamentarias y ejercer las facultades explícitas otorgadas 
por la Constitución General de la República, principalmente en materia 
educativa de conformidad a la Ley Federal de Educación. 

24. TAMAULIPAS 

Art. 58.- Son facultades del Congreso: 

l . Expedir, interpretar, reformar y derogar las leyes y decretos en todos los 
ramos de la Administración Pública. 
xm. Expedir leyes para la jubilación de los maestros de instrucción pública 
que lo merezcan en atención a la antigüedad y eficacia de sus servicios. 
XXII. Expedir la Ley de Organización para la guardia Nacional en el Estado, 
de conformidad con la facultad que a los Estados concede la fracción X'I del 
Artículo 73 de la Constitución General. 
XL VII. Dictar leyes tendientes a combatir con la mayor energía el alcoholismo. 
XL VIII . Dictar leyes para organizar dentro o fuera del Estado, pero dentro 
del territorio de la República, el sistema penal por colonias, sobre la base del 
trabajo como medio de regeneración. 
LV. Expedir leyes en materia de planeación. en base a lo dispuesto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Art. 54. Son facultades del Congreso: 

1. En el orden Federal, las que determine la Constitución y las Leyes Fe­
derales. 
11 . Expedir las leyes necesarias para la mejor administración y gobierno 
interior del Estado, así como aquéllas cuyos ámbitos de aplicación no sean 
de la competencia expresa de funcionarios federales . 
XII. Expedir la Ley de Hacienda y el Código Fiscal del Estado. 
X'l1. Expedir leyes que regulen las relaciones de trabajo entre los poderes 
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del Estado. los ayuntamientos y los organismos paraestatales con sus traba­
jadores, en base a lo dispuesto por los artículos 115 y 123 de la Constitución 
Federal ; así como las relativas al sistema de seguridad social que deban gozar 
éstos. 
XLV. Expedir las leyes que regulen su estructura y funcionamiento internos. 
XL VIII . Legislar en materia de defensa de los particulares frente a los actos 
de los funcionarios de la administración estatal y municipal. 
XLIX. Legislar sobre el patrimonio de familia . 
L. Expedi r las leyes para fijar la extensión máxima de la propiedad rural , en 
los términos del artículo 27 fracción XVII de la Constitución Federal. 
LI. Legislar en materias en el ámbito de su competencia sobre: educación, 
seguridad y salud pública, asentam ientos humanos. aprovechamiento de 
recursos naturales. fomento agropecuario y forestal, pesquero, industrial , 
turístico, comercial y minero. 
LIl . Legislar sobre estímulos y recompensas a la población, funcionarios y 
empleados del Estado. 
LIll . Expedir las leyes necesarias para hacer efectivas las anteriores faculta· 
des y todas las otras concedidas a los poderes del Estado. 

25. VERACRUZ 

Art. 68. Son facultades y obligaciones de la legislatura: 

1. Dar, interpretar y derogar las leyes. 
XX. Dar reglas de colonización, conforme a las bases que establezca el 
Congreso General . 
LV. Expedir las leyes que sean necesarias. a fin de hacer efectivas las 
facultades anteriores y todas las otras concedidas por esta Constitución, la 
Federal y las leyes que de ellas emanen a los poderes del Estado y a los 
municipios de la entidad. 

26. YUCATAN 

Art. 48 Son facultades y atribuciones del Congreso del Estado: 
X. Expedir los reglamentos que correspondan para fijar y cubrir el contigente 
de hombres que corresponde dar al estado para el Ejército Nacional. 
XV. Expedir leyes sobre educación pública, con sujeci6n ... 
XXXV. Expedir las bases generales de Policía y Buen Gobierno, a las que 
deberán sujetarse los ayuntamientos en la formaci6n de los reglamentos 
respectivos. 
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27.ZACATECAS 

Art. 47. Son facultades de la legislatura: 

IX. Expedir leyes y decretos concernientes a la administración y gobierno en 
cuanto a su régimen interno, reformarlas o derogarlas así como ex.pedir las leyes 
de carácter reglamentario que la Constitución General confiere a las legislaturas 
de los Estados. 
XII. Establecer las bases normativas de acuerdo a las cuales los ayuntamien­
tos expedirán los reglamentos municipales y demás disposiciones de obser­
vancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones. 
XVII. Expedir las bases para reglamentar los empleos públicos y las retribu­
ciones que deberán fijarse en los presupuestos estatales y municipales. 
XIX. Expedir las normas que regulen el proceso de planeación de desarrollo 
en el Estado de participación de los sectores público y privado en la ejecución 
de acciones y programas. 
XXXI. Expedir la ley que organice las funciones de la Contaduría Mayor de 
Hacienda, y nombrar a sus integrantes y personal técnico. 
XXXVI. Expedir las leyes que normen las relaciones de trabajo de los poderes 
estatales y de los municipios con sus trabajadores, así corno las que organice 
en el Estado el servicio civil de carrera, su capacitación y el sistema de 
seguridad social para los servidores públicos; con base en lo establecido en 
el apartado "B" del artículo 123 de la Constitución General de la República. 
XL. Expedir las leyes que sean necesarias para cumplir con los fines señala­
dos en el artículo 50. de la presente Constitución en materia de ordenación y 
regulación de los asentamientos humanos. 
XL VIII. Expedir su Ley Orgánica. 
XLIX. Expedir las normas para el fomento de actividades productivas, 
explotación y administración de recursos turísticos del Estado. 
LII. Expedir las bases sobre las cuales se ejercerá el derecho de expropiación 
y ocupación de la propiedad privada y los servicios públicos a cargo de 
particulares. 
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1. ANTECEDENTES 

Aunque en nuestro país pueden citarsL. antecedentes de disposiciones jurídicas ten­
dientes a la protección del ambiente desde los años veintes, lo cierto es que la pri­
mera Ley que intentó regular de manera integral los efectos de las perturbaciones 
ambientales generadas por la actividad humana fue la "Ley Federal para Prevenir y 
Controlar la Contaminación Ambiental", publicada en el Diario Oficial de la Fede­
rac ión del 23 de marzo de 1971. 
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La citada Ley tuvo por objeto: 

1) Prevenir y controlar la contaminación. 
2) Mejorar. conservar y restaurar el medio ambiente. 
3) Regular las actividades declaradas de interés público. 

Aunque, como podrá verse, en el ordenamiento que nos ocupa se plantea la necesidad 
de prevenir y no sólo corregir la contaminación ambiental, los mecanismos con que se 
dota al aparato de gestión administrativa para tal efecto. son más bien pocos. A tal 
dirección acaso apunta lo dispuesto por el artículo 60. que señala: 

"Las dependencias del Ejecutivo Federal a que se refiere el artículo anterior, 
dentro del ámbito de su competencia deberán estudiar, planificar, evaluar y 
clasificar, los proyectos o trabajos sobre desarrollo urbano, parques naciona­
les. áreas industriales y de trabajo y zonificación en general, fomentando en 
su caso la descentralización industrial para prevenir los problemas inhe­
rentes a la contaminaci6n ambiental" 

En esos términos, la planeaci6n ambiental que proponía la Ley en comento quedaba 
reducida a una suerte de zonificaci6n de las actividades industriales potencialmen­
te contaminantes. 1 

El 2 de enero de 1982, entró en vigor la Ley Federal de Protección al Ambiente que 
abrogó a su antecesora de 1971.2 El nuevo ordenamiento jurídico agreg6 a su objeto, 
en relaci6n con el que abrog6, "la prevenci6n y control sobre los contaminantes y las 
causas reales que los originan". 

Sin embargo, no es sino hasta por reforma a este ordenamiento legal que se publica 
en el Diario Oficial de la Federación el día 27 de enero de 1984, cuando el artículo 4° 
reconoce el concepto de " impacto ambiental", entendiéndose por tal "la alteraci6n 
del ambiente ocasionada por la acci6n del hombre o la naturaleza". 

La misma reforma mencionada introdujo a la Ley el concepto de "manifestaci6n 
del impacto ambiental", definiéndola como "el documento mediante el cuaJ se da a conocer 
con base en estudios, el impacto ambiental significativo y potencial de un proyecto y la 
forma de evitarlo o atenuarlo en caso de ser negativo". 

Empero. la obligaci6n de someter la evaluaci6n del impacto ambiental a la conside­
ración de la autoridad administrativa se establece con la reforma al artículo 70. de la Ley 
de 1982, cuyo texto quedó de la siguiente manera] 

I En su cuerpo nonnativo esta Ley reguló la conlaminaci6n de tres elementos: aire. suelo yagua. 

2 E. .. la Ley se publicó en el Diario Oficial de la Federación el lo de enero de 1982. 

3 Este precepto también rue refonnado por el decreto del 27 de enero de 1984. 
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"Los proyectos de obras públicas o de particulares, que puedan producir 
contaminación o deterioro ambiental, que excedan los límites mínimos 
previsibles marcados en los reglamentos y normas respect ivas, deberán 
presentarse a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, para que ésta los 
revise y pueda resolver sobre su aprobación, modificación y rechazo. con 
base en la información relativa a una manifestación de impacto ambiental, 
consistente en las medidas técnicas preventivas y correctivas para minimizar 
los daños ambientales durante su ejercicio o funcionamiento" . 

La Ley General del Equi librio Ecológico y la Protección al Ambiente, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 1988, retomó prácticamente en su 
artículo 28 lo dispuesto por su antecesora, pero consideró a la evaluación del impacto 
ambiental como uno de los instrumentos de la política ecológica. es decir, un instru­
mento de planeación, dedicándole una sección completa la cual, posterionnente fue 
desarroHada por el reglamento de la misma en la materia. 

Así, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece 
un requisi to que deben cubrir todas las personas físicas o morales, sean públicas o 
privadas, que pretendan iniciar una obra o actividad. 

Este requisito consiste en someter a la consideración de la autoridad administrati va 
el proyecto de la actividad u obra que se pretende poner en práctica, a fin de que esta 
última detennine si aquélla puede tener un impacto en el ambiente que pueda ser 
absorbido por la propia naturaleza o bien, sus efectos son de tal magnitud que podrán 
generar un desequilibrio y por tanto la real ización de la obra sólo puede ser aprobada si se 
sujeta a ciertas restricciones. 

En este sentido, la evaluación del impacto ambiental se convierte en un instrumento 
de planeación del desarrollo sustentable. 

2. LEGtSLACION VIGENTE EN MATERIA DE EVALUACION DEL IMPACfO AMBIENTAL 

Los efectos que sobre el ambiente pueden causar las obras o actividades, están 
regulados por una parte en la legislación federal, es decir, en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
28 de enero de 1988, su Reglamento sobre :mpacto ambiental publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 7 de j ulio del mismo año, y en diversas leyes sectoriales 
que regulan aspectos específicos del derecho ambiental. 

Por otra parte, las 29 leyes ambientales que han sido promulgadas por las entidades 
federativas, también se refieren al requisito de evaJuar el impacto antes de la rea1ización de 
obras o actividades que pueden afectar el equilibrio entre los elementos de los ecosistemas. 
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3. OBLIGATORIEDAD DE LA EVALUACION DEL IMPACTO AMBIENTAL 

EN LA LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION 

AL AMBIENTE. SU REGLAMENTO Y OTRAS LEYES 

Aunque como lo mencionamos en el numeral anterior, se considera como impacto 
ambiental a cualquier modificación provocada por la acción del hombre o de la 
naturaleza, la Ley s6lo regula aquéllas alteraciones que se provocan o pueden provo­
carse por la conducta humana. Bajo este criterio, ya en el artículo 28 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la evaluación del 
impacto ambiental aparece como un requisito previo al inicio de cualquier actividad 
humana consistente en la realización de obras o actividades de carácter público o privado. 

En efecto. el precepto en cita señala que: 

"La realización de obras o actividades públicas o privadas que puedan causar 
desequilibrios ecológicos o rebasar los límites y condiciones señaladas en los 
reglamentos y las normas técnicas ecol6gicas emitidas por la Federaci6n para 
proteger el ambiente, deberán sujetarse a la autorización previa del Gobierno 
Federal, por conducto de la Secretaría o de las entidades federativas o 
municipios, conforme a las competencias que señala esta Ley, así como al 
cumplimiento de los requisitos que se les impongan una vez evaluado el 
impacto ambiental que pudieran originar, sin perjuicios de otras autorizacio­
nes que corresponda otorgar a las autoridades competentes." 

Sin embargo, la obligaci6n de evaluar el impacto ambiental y posterionnente someter 
dicha evaluación a la consideración de la Secretaria competente para dictaminar sobre su au­
torización está detenninada por varias condicionantes. 

Es decir, para que exista la obligación de obtener la autorizaci6n del gobierno 
federal, local o municipal, consistente en someter a la consideración de alguno de éstos 
la evaluación del impacto ambiental, es necesario que la obra o actividad de que se 
trate caiga en alguna de las siguientes hipótesis: 

a) Que pueda causar desequilibrios ecol6gicos. 
b) Que pueda rebasar los límites y condiciones señaladas en: 

b 1) Los Reglamentos 
b2) Las Normas Oficiales Mexicanas 

Ciertamente, se trata de supuestos cuya valoraci6n puede considerarse subjetiva. 
pero este no es un caso privativo del derecho mexicano. Así por ejemplo, para el orden 
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jurídico de los Estados Unidos de América, la "National Environmental Policy Act" 
determina que la evaluación del impacto ambiental es necesaria cuando:4 

1) Se trata de una actividad federal, 
2) La actividad es calificada como mayor, y 
3) Tiene un impacto ambiental significativo. 

Lo que si está claro es que debe de existir una prueba previa por parte de la autoridad, 
que tienda a determinar si en un caso concreto se actualiza o no alguna de las hipótesis que 
dan nacimiento a la obligación jurídica que nos ocupa. 

Sin embargo. esta prueba previa no aparece en la Ley sino en el artículo 70. del 
Reglamento que a la letra dispone: 

" Cuando quien pretenda realizar una obra o actividad de las que requieren 
autorización previa conforme a lo dispuesto por el artículo 50. del Reglamen­
to, considere que el impacto de dicha obra o actividad no causará desequili­
brio ecológico, ni rebasará los límites y condiciones señalados en los regla­
mentos y normas técnicas ecológicas ... antes de dar inicio a la obra o actividad 
de que se trate podrá presentar a la Secretaría un informe previo ... " 

El sometimiento de la obra o actividad a esta prueba previa como condición para su 
realización, no aparece como un acto obligatorio sino más bien potestativo para el 
particular, por lo que con ello la Ley deja en sus manos elegir si pone o no a caminar 
el procedimiento, mediante el cual la autoridad podrá determinar si nace o no la 
obligación jurídica de someter a análisis la evaluación del impacto ambiental. 

Lo anterior, en virtud de que el propio artÍCulo 70. del Reglamento señala que la 
Secretaría analizará el informe preventivo y comunicará al interesado si es necesario 
que presente una evaluación del impacto ambiental. 

En otras palabras, la obligación de someter una evaluación del impacto ambiental 
ante la autoridad administrativa, nace hasta el momento en que la misma autoridad 
determina que en el caso concreto ello es necesario, pero para que tal cosa suceda se 
requiere la voluntad del particular tendiente a presentar ante la autoridad un informe 
preventivo. 

Esto significa que si bien la Ley otorga al particular que quiere dar inicio a una 
actividad la facultad de presentar el informe preventivo, ese acto de voluntad puede 
traer como consecuencia jurídica el nacimiento de una obligación. 

Entonces, la obligación de someter ¡J conocimiento de la autoridad administrativa 
una obra o actividad previa a su realización para que ésta evalúe su impacto ambiental, 

4 Sobre el particular véase: Findley, Roger y Daniela A. Farber: EnvirQnmtntal Law E.U. Wesl 
Publishing. Ca. 1992. 
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es producto no de la Ley sino de la sustanciación de un procedimiento que inició por 
voluntad el particular. 

La cuestión es ahora deslindar que sucede si el particular no da inicio al procedi­
miento. 

Es evidente que el legislador se planteó, al detenninar la evaluación del impacto 
ambiental como uno de los principales instrumentos de la poJftica ambiental , la idea 
clara de que lo preceptuado por el artículo 28 de la Ley tuviera el carácter de una 
obligación para el particular; empero, lo cierto es que la técnica seguida por aquél dista 
mucho de ser perfecta y permite con seriedad sostener la tesis deque la falta de voluntad 
del panicular para someter sus proyectos de obras o actividades a la prueba del daño 
ecológico no genera ninguna consecuencia jurídica, a menos que la autoridad deter­
mine que una obra o actividad, en un caso concreto, amerita o ameritó en su momento 
ser evaluada. 

En efecto, la norma contenida en el artículo 28 de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente es imperfecta, porque una parte señala que toda 
obra o actividad bajo los supuestos que ya hemos comentado debe someterse a la 
evaluación del impacto ambiental, pero por otra parte no prevé el mecanismo que 
permita discriminar bajo tales hipótesis en qué casos la obligación jurídica es exigible 
para el particular. 

Esta nonna complementaria aparace en el artículo 70. del Reglamento pero no con 
carácter obligatorio sino facultativo. 

Ante esta ausencia de obligatoriedad de la norma, s6lo queda un mecanismo para 
probar que una obra o actividad en lo concreto cae dentro de una o ambas hipótesis de 
las previstas en el artfculo 28, a saber la acción directa de la autoridad ya sea de oficio 
o a petición de parte en los términos del artículo 41 del Reglamento de la Ley. 

Ahora bien, el siguiente paso es determinar el momento en que la autoridad puede 
dictaminar la obligatoriedad de someter la obra o act~vidad a la evaluación del impacto 
ambiental. A ese respecto se aprecian tres momentos: 

1) Antes de que la obra o actividad se inicie. 
2) Durante la construcción de etapas preoperativas. 
3) Con la obra o actividad en funcionamiento. 

Bajo los supuestos marcados con los incisos 1 y 2, la autoridad podrá obviamente 
suspender la obra o actividad hasta en tanto se obtenga una evaluación favorable, que 
desde luego podría implicar modificaciones al proyecto original. También podría 
ocurrir que la evaluación del impacto ambiental niegue el inicio de obra. 

Todo lo anterior sin perjuicio de las sanciones de carácter pecuniario que procedie­
serio 

En cambio, s i la obra o actividad está ya en funcionamiento, la falta de una 
evaluación positiva del impacto ambiental en sí misma no puede ser causa sino de 
sanciones económicas y nunca de una clausura de la obra o actividad. Para que esto 
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último fuera posible. debe acreditarse la existencia de otros factores (manejo inade­
cuado de residuos peligrosos, realización de actividades altamente riesgosas en insta­
laciones inadecuadas, etc), que fundamenten el cierre de la fuente de contaminación 
y cuya presencia se detecte en el momento del ejercicio del acto de autoridad. 

Lo anterior, en virtud del carácter eminentemente preventivo de la evaluación del 
impacto ambiental . 

3.1. Casos en que la evaluación del impacto ambiental será detenninada como 
obligatoria por la autoridad administrativa 

No obstante lo arriba acotado, existen casos en los cuales el someter la evaluación del 
impacto ambiental al procedimiento de autorización si bien no es una obligación 
deri vada de la Ley. si será seguramente detenninada como tal por la autoridad 
administrativa. 
En efecto, e n el artículo 29 de la Ley tímidamente se sugiere que el impacto ambiental 
sea evaluado por el Gobierno FederaJ, particularmente en el caso de actividades que 
recaigan sobre ciertas áreas industriales. Empero en el artículo 50. del Reglamento. el 
enunciado adquiere tono imperativo cuando se dispone: 

" Deberán contar con previa autorización de la Secretaría, en materia de 
impacto ambiental . las personas físicas o morales que pretendan realizar 
obras o actividades públicas o privadas. que puedan causar desequilibrios 
ecológicos o rebasar los límites y condiciones señalados en los reglamentos 
y las normas técnicas ... particularmente en las siguientes ... " 

Tanto el art. 29 de la Ley como el 50. del Reglamento se refieren a las siguientes ac­
tividades: obra pública federal; obras hidrául icas, salvo en los casos de excepción que 
el propio Reglamento enlista; oleoouctos, gasoductos y carboductos; industria quími­
ca, petroquímica, siderúrgica, papelera, azucarera, de bebidas, del cemento. automo­
triz; de generación y transmisión de electricidad; exploración, extracción, tratamiento 
y refinación de sustancias minerajes y no minerales reservadas a la Federación, con 
excepción de las actividades de prospección gravimétrica, geológica superficial , 
geoeléctrica, magnetolelúrica de susceptibilidad magnética y densidad; instalaciones 
de tratamiento, confinamiento o eliminación de residuos peligrosos; desarrollos turís­
ticos federales; instalaciones de tratamiento, confinamiento o eliminación de res iduos 
radioactivos; aprovechamientos forestales de bosques y selvas de diffc il regeneración; 
obras o actividades que por su naturaJeza y complejidad requieran de la participación 
de la Federación, a petición de las autoridades estatales o municipales; actividades 
consideradas altamente riesgosas, y cuando la obra o actividad que pretenda realizarse 
pueda afectar el equilibrio ecológico de dos o más entidades federativas o de otros 
países o zonas de jurisdicción internacional. 
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En estos casos, tampoco resulta una obligación directamente derivada de la Ley o 
del Reglamento el someter la evaluación del impacto ambiental ante la consideración 
de la autoridad administrativa, empero, lo más probable es que al someterse ante 
aquélla el informe preventivo, sea requerido el dictamen de impacto ambiental. Lo 
anterior porque lo preceptuado tanto por el artículo 29 de la Ley como por el 50. del 
Reglamento constituye una recomendación para la autoridad y no para el particular. 

3.2. Casos en que la evaluación del impacto ambiental es obligatoria 

Como lo comentamos anteriormente. por regla general la Ley establece que s610 se 
podrá determinar si la evaluación del impacto ambiental es obligatoria o no, hasta el 
momento en que se haya analizado por parte de la autoridad administrativa el informe 
preventivo presentado por el interesado. Sin embargo, existen algunas excepciones a 
este principio. 

En primer lugar, en tratándose de aprovechamientos forestales, tanto la Ley como 
el Reglamento de la misma en Materia de Impacto Ambiental establecen que la 
Secretaría de Desarrollo Social está obligada a emitir dictámenes generales de impacto 
ambiental en materia forestal así como darlos a conocer a la Secretaría de Agricultura 
y Recursos Hidráulicos. En este caso se trata de una obligación que corre a cargo de 
la Administración Pública. 

Por otra parte. la fracción UI del artículo mencionado de la Ley Forestal, establece 
que en el caso de aprovechamientos forestales de las selvas tropicales y de especies de 
difícil regeneración así. como de áreas naturales protegidas, es necesario para su 
autorización, obtener previamente la autorización de la Secretaría de Desarrollo Social 
en materia de impacto ambiental. 

De tal fonna que cuando se trate de la explotación forestal de selvas tropicales y de 
especies de difícil regeneración o bien dentro de áreas naturales protegidas, la evalua­
ción del impacto ambiental siempre resulta obligatoria. La explotación forestal en 
general . también está sujeta, al tenor de lo señalado por el artículo 12 de la Ley Forestal, 
a restricciones de carácter ecológico determinadas por la Secretaría de Desarrollo 
Social, pero no a la evaluación del impacto ambiental. 

En lo que se refiere a la realización de obras o actividades en áreas naturales 
protegidas de interés de la Federación, la evaluación de la manifestación del im­
pacto ambiental aparece también como obligatoria, al disponer el artículo 36 del 
Reglamento: 

"Deberán contar con autorización previa de la Secretaría en materia de 
impacto ambiental las personas, físicas o morales , que con fines de naturaleza 
económica pretendan reaJizar actividades de exploración, explotación o aprove­
chamiento de recursos naturales. o de repoblamiento, traslocación, recuperación, 
trasplante o siembra de especies de flora o fauna silvestres o acuáticas, en 
áreas naturales protegidas de interés de la Federación ... " 
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Lo anterior es también ratificado por la propia fracción IJI del artículo 12 de la Ley 
Forestal que ya antes fue citada. 

Finalmente, en la recientemente decretada Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, 
aparece como obligatoria la evaluación del impacto ambiental al señalar la misma que: 

"Las dependencias y entidades estarán obligadas a prever los efectos sobre 
el medio ambiente que pueda causar la ejecución de la obra pública, con 
sustento en los estudios de impacto ambiental previstos por la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Los proyectos deberán 
incluir las obras necesar ias para que se preserven o restauren las condiciones 
ambientales cuando éstas pudieran deteriorarse, y se dará la intervención que 
corresponda a la Secretaría de Desarrollo Social ... " 

3.3. Informe preventivo y evaluación del impacto ambiental 

A la luz de lo anterior, resu lta necesario establecer la diferencia existente entre la 
naturaleza jurídica del informe preventivo y del dictamen de impacto ambiental . 

En primer lugar, la presentación del informe preventivo constituye un acto volun­
tario mientras que la presentación de una manifestación de impacto ambiental puede 
obedecer a un pedimento de la autoridad administrativa o bien, configurar también un 
acto voluntario cuando el interesado opta por ofrecer éste sin acogerse al beneficio del 
artículo 70. del Reglamento y sin considerar si está o no obligado a evaluar el impacto 
ambiental . 

En segundo lugar, desde el punto de vista procedimental, la resolución sobre la 
presentación del informe preventivo constituye una cuestión de previo y especial 
pronunciamiento. En estos términos, la autoridad no podrá exigir la presentación de 
una evaluación de impacto ambiental si antes no ha resuelto sobre el informe preven­
tivo en tal sentido. 

En tercer lugar, la obl igación de evaluar el impacto ambiental cuando ha s ido 
determinada por la autoridad administrativa, interrumpe la posibilidad de iniciar la 
obra o actividad hasta en tanto no se cuente con un dictamen favorable, mientras que, 
al menos desde el punto de vista estrictamente jurídico, la presentación del informe 
preventivo ampara la realización de la obra o act ividad hasta en tanto la autoridad no 
determine lo contrario. 

3.4. El procedimiento de evaluación úel impacto ambiental 

En primer lugar, tanto el informe preventivo como el dictamen de impacto ambiental 
se deben presentar en los formatos establecidos por la propia Secretaría (ver arts. 80. 
y 90. del Reglamento). 
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Según el artículo 80. del Reglamento. el infonne preventivo debe contener la 
s iguiente documentación: 

"1. Datos generales de quien pretenda realizar la obra o actividad proyectada. 
o en su caso, de quien hubiere ejecutado los proyectos o estudios previos 
correspondientes; D. Descripción de la obra o actividad proyectada; y ID. 
Descripción de las sustancias o productos que vayan a emplearse en la 
ejecución de la obra o actividad proyectada. y en los que en su caso vayan a 
obtenerse como resultado de dicha obra o actividad, incluyendo emisiones a 
la atmósfera, descargas de aguas residuales y tipo de residuos y procedimien­
tos para su disposición finaL" 

Este primer análisis que, como hemos dicho se somete a la autoridad administrativa 
para que ésta detennine si ha menester o no a la presentación de un dictamen de impacto 
ambiental , trala de investigar cuatro cuestiones: ¿la empresa o actividad manejará 
sustancias peligrosas?, ¿generará residuos peligrosos? y ¿cual será la magnitud de sus 
emisiones a la atmósfera y de sus descargas al agua? 

El análisis de estos elementos pennitirá a la autoridad determinar si es necesario o 
no evaluar el impacto ambiental . en caso de que no lo requiera, la actividad puede ser 
iniciada. 

La determinación que asume la Secretaría respecto al análisis del infonne preven­
tivo constituye una primera resolución administrativa. No obstante, ni el Reglamento 
ni la Ley determinan el plazo en que la autoridad debe resolver. Lo cierto es que en 
tanto que la autoridad no resuelva, no nace la obligación de presentar la evaluación 
del impacto ambiental y por tanto la obra o actividad puede ser iniciada porque la 
autoridad no ha' demostrado que en el caso concreto se trate de una obra o actividad 
que previo a su inicio deba someter un estudio de su posible impacto. 

La evaluación del impacto ambiental en cambio es mucho más detallada. En 
principio, puede asumir tres modalidades: general , intermedia o especrfica. 

El artículo 90. del Reglamento señala: 

.. ... En los casos del artículo 50. del Reglamento, el interesado en realizar la 
obra o actividad proyectada, deberá presentar una manifestación de impacto 
ambiental . 
La manifestación de impacto ambiental, en sus modalidades intermedia o 
específica. se presentará a requerimiento de la Secretaría, cuando las carac­
terísticas de la obra o actividad. su magnitud o considerable impacto en el 
ambiente, O las condiciones del sitio en que pretenda desarrollarse, hagan 
necesaria la presentación de diversa y más precisa información." 

Empero, como lo hemos señalado, también en los casos a que se refiere el artículo 50., 
la obligacióll de someter la evaluación del impacto ambiental a la consideración de la 
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autoridad no deriva de la Ley o del Reglamento, sino de un acto administrativo 
posterior a la evaluación del informe previo. En consecuencia, cuando la autoridad 
haya evaluado el infonne preventivo y considere necesaria la presentación de un 
dictamen de impacto ambiental, ella misma y en el mismo acto, debe señalar en qué 
modalidad lo solicita y si no lo hiciere se entenderá que lo requiere en la modalidad 
de general. 

En un segundo momento, la autoridad podrá también, habiendo requerido una 
manifestación en su modalidad de general, evaluarla y considerar que se requiere de 
una nueva manifestación en la modalidad ¡ntennedia o específica. (ver arts . 11 y 14 
del Reglamento). 

La información básica, que a la luz del artículo 10 del Reglamento debe contener 
la manifestación de impacto ambiental en su modalidad general será: 

"1. Nombre, denominación o razón social, domicilio y dirección de quien 
pretenda llevar a cabo la obra o actividad objeto de la manifestación. 
11. Descripción de la obra o actividad proyectada, desde la etapa de selección 
del sitio para la ejecución de la obra en el desarrollo de la actividad; superficie 
del terreno requerido; el programa de construcción, montaje de instalaciones 
y operación correspondiente; el tipo de actividad, volúmenes de producción 
previstos, e inversiones necesarias; la c1ac;e y cantidad de recursos naturales 
que habrán de aprovecharse, tanto en la etapa de construcción como en la 
operación de la obra o el desarrollo de la actividad; el programa para el 
manejo de residuos, tanto en la construcción y montaje como durante la 
operación o desarrollo de la actividad; y el programa para el abandono de las 
obras o el cese de las actividades; 
111. Aspectos generales del medio natural y socioeconómico del área donde 
pretenda desarrollarse la obra o actividad ; 
IV. Vinculación con las normas y regulaciones sobre uso del suelo en el área 
correspondiente; 
V. Identificación y descripción de los impactos ambientales que ocasionaría 
la ejecución del proyecto o actividad, en sus distintas etapas, y 
VI. Medidas de prevención y mitigación para los impactos ambientales 
identificados en cada una de las etapas." 

La manifestación en la modalidad de intermedia, reza el artículo II del Reglamento, 
además de contener todos y cada uno de los datos previstos en los párrafos arriba 
transcritos. deberá: 1) ampliar la información a que se refieren las fracciones 11 y nI 
arriba transcritas; 2) contener la descripción del posible escenario ambiental modifi­
cado por la obra o actividad de que se trate; y 3) las adecuaciones que la autoridad le 
solicite, cuando previamente se haya sometido a consideración una manifestación en 
la modalidad de general, respecto de las medidas de prevención y mitigación propues­
tas en la manifestación general. 
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La manifestación de impacto ambiental en su modalidad de especffica debe conte­
ner, además de los requisitos a que se refiere el articulo 10 del Reglamento, los 
siguientes: 

"1. Descripción detallada y justificada de la obra o actividad proyectada, 
desde la etapa de selección del si tio, hasta la tenninación de las obras o el 
cese de la actividad, ampliando la infonnaci6n a que se refiere la fracción II 
del artfculo lO del Reglamento; 
11. Descripción del escenario ambiental , con anterioridad a la ejecución del 
proyecto; 
IlI . Análisis y determinación de lacalidad, actual y proyectada, de los fac tores 
ambientales en el entorno del sitio que se pretende desarrollar la obra o 
activ idad proyectada, en sus distintas etapas; 
IV. Identificación y evaluación de los impactos ambientales que ocasionaría 
la ejecución del proyecto, en sus distintas etapas; 
V. Determinación del posible escenario ambiental resultante de la ejecución 
del proyecto, incluyendo las variaciones en la calidad de los factores ambien­
tales, y 
VI. Descripción de las medidas de control y mitigación para reducir los 
impactos ambientales adversos identificados en cada una de las etapas de la 
obra o actividad, y el programa de recuperación y restauración del área 
impactada, al concluir la vida útil de la obra o al ténnino de la actividad 
correspondiente. " 

Recapitulando, la evaluación del impacto ambiental inicia con la presentación del 
informe preventivo a cuya revisión puede seguir la exigencia por parte de la autoridad 
administrativa de la presentación de una manifestación del impacto ambiental en 
cualquiera de sus tres modalidades: general , intennedia o específica. 

Si el requerimiento es en el sentido de presentar una manifestación en la modalidad 
de general, a la presentación de esta etapa puede seguir la exigencia administrativa de 
presentar una manifestación intennedia o espedfica. 

Más aun, existen dos posibilidades de que la autoridad administrativa exija la 
presentación de mayor infonnación. En primer lugar, según el artfculo 13 del Regla­
mento, "La Secretaría podrá requerir al interesado infonnación adicional que comple­
mente la comprendida en la manifestación de impacto ambiental, cuando ésta no se 
presente con el detalle que haga posible su evaluación". 

En un segundo momento e inclusive ya aprobada la manifestación de impacto 
ambiental, la Secretaría puede solicitar nuevamente infonnación al interesado cuando 
tenga necesidad de evaluar nuevamente el impacto ambiental porque, ya sea debido a 
caso fortuito o de fuerza mayor, llegaren a presentarse causas supervinientes, (ver arto 
23 del Reglamento). 
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En otro orden de ideas, resulta conveniente mencionar que el Reglamento de la Ley 
contiene un capítulo que amerita una seria revisión. Nos referimos al capítulo VI "del 
registro de los prestadores de servicios consistentes en la realización de estudios de 
impacto ambiental ", que establece como requisito que el prestador de servicios 
de evaluación de impacto ambiental deba estar inscrito en el respectivo registro na­
cional que al efecto estableció la Ley. 

Dicho registro parte del supuesto de que el servicio en cuestión s610 sea prestado 
por aquéllas personas que cuentan con la capacidad técnica para ello. Lo cierto es que 
según datos del Instituto Nacional de Ecología en e l Padrón de dicho registro se en­
cuentran s610 266 prestadores de servicios que evidentemente están imposibilitados 
para atender las necesidades de l mercado. 

Por otra parte, el registro que comentamos complica el cumplimiento de una 
obligación que de suyo es poco cumplida. Según datos del propio Instituto Nacional 
de Ecología entre 1985 y 1993 se han resuelto sólo 1288 manifestaciones de impacto 
ambiental. 

Por lo anterior, sería conveniente reflexionar la idoneidad de mantener el mencio­
nado registro en una época en la cual otros registros de mayor envergadura tales como 
el de Proveedores de la Administración Pública Federal han desaparecido. 

3:5. La evaluación del impacto ambiental como acto de autoridad 

En materia administrativa, suele ocurrir que, a pesar de señalar la Ley plazos determi­
nados para que la autoridad emita la resolución que pone fin a un procedimiento, 
existe un retraso considerable en la definición de la misma. 

Para corregir lo anterior, en diversas legislaciones se han contemplado los efectos 
del llamado "silencio administrativo" en sentido negativo. Así, Manuel María Díaz 
menciona que: " .. . Como el problema de la interpretación del silencio surge con 
referencia al interés de un particular que se concreta en una reclamación destinada a 
obtener una manifestación volitiva de parte de la autoridad administrativa, el silencio 
de ésta debe entenderse en el sentido de que no se satisface el interés reclamado" . 5 A 
estas previsiones legales que otorgan los efectos positivos o negativos a la petición del 
particular cuando vence un cierto plazo sin que se obtenga respuesta suele denominar­
seles "Negativa fic ta" o "Positiva ficta" según sea el caso. La primera según Federico 
Quintana Aceves, tiene por objeto "evitar que el peticionario se vea afectado en su 
esfera jurídica ante el si lencio de la autoridad que legalmente debe emitir la resolución 
correspondiente; de suerte que no sea indefinida la conducta de abstención asumida 
por la autoridad, sino que al transcurrir cierto tiempo desde la fecha de presentación 
de la solici tud, petición o instancia, el legislador ha considerado que esa actitud 

5 maz. Manuel Maria. EL ACfO ADMINISTRATIVO. Buenos AiR:s. Tipográfica Edilora Argcnlina. 
J 956. p. J 56. 



94 • José Juan González Márquez 

pasiva del órgano hace presumir que su decisión es en sentido negativo para el 
peticionario" .6 

Sin embargo. existen casos en los cuales la Ley otorga al silencio los efectos de una 
resolución favorable. 

Como lo acota Alfonso Nava Negrete. las instituciones señaladas presuponen los 
siguientes elementos: 

" 1) Existencia de una instancia de particulares. solicitando, pidiendo o 
impugnando una resolución administrativa, ante la administración. 
2) Abstención de la autoridad administrativa de resolver la instancia del 
particular. 
3) Transcurso de cierto tiempo, previsto en la Ley, sin que las autoridades 
resuelvan. 
4) Presunción, como efecto jurídico del silencio, de que existe ya una 
resolución administrativa. 
5) La resolución administrativa prescrita, es en sentido contrario a los 
intereses de lo pedido en las instancias o en su caso favorable a ellos.,,7 

En el caso que nos ocupa, el del plazo que la autoridad tiene para resolver sobre la 
presentación del dictamen de impacto ambiental, ni la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente ni su Reglamento en esta materia contemplan 
los efectos del silencio administrativo. 

No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado sobre este 
particular que: 

" 1318. PETICION, DERECHO DE. FORMALIDADES Y REQUISITOS . 
La garantía que otorga el artículo 80. constitucional no consiste en que las 
periciones se tramiten y resuelvan sin las formalidades y requisitos que 
establecen las leyes relativas; pero si impone a las autoridades la obligación 
de dictar a toda petición hecha por escrito, esté bien o mal fundada; un acuerdo 
también por escrito, que debe hacerse saber en breve término al peticionario." 

QUINTA EPOCA. 

TOMO CXIV, página 136. Murillo Gil Osear y Coags. 
TOMO CXIV, página 498. Penagos de Coss Carlos y Coags. 
TOMO CXIV, página 965. Ram!rez Vda. de Castañeda Ma. de Jesús. 
TOMO CXV, página 116. Bravo Sandoval Jorge y Coags. 
TOMO CXV, página 883. Arpecha Islas Ignacio. 

6 Quinlana Aceves. Federico. "Negativa Ficta" . Instituto de Investigaciones Jurídicas. DICCIONARIO 
JURIDICO MEXICANO. México. UNAM· Pomía. 1992. p. 2177. 

7 Nava Negrete. Alfonso. "Silencio Administrativo". en: Instituto de Investigaciones Jurídicas . México. 
UNA M-Pomía, 1992, p. 2917. 
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Existe también sobre esta cuestión una tesis que dispone: 

"Si pasan más de cuatro meses desde que una persona presenta un ocurso y 
ningún acuerdo recae al mismo, se viola la garantía que consagra el artículo 
octavo constitucional". 
SEXTA EPOCA. TERCERA PARTE. 
Vol. XII pago 60 A.R, 1393/58. Cutberto Ramirez Castillo. Unanimidad de 
votos. 

Ahora bien, en complemento de la citada tesis encontramos el criterio siguiente, 
establecido por jurisprudencia definida: 

"1322. PETICION TERMINO PARA EMITIR EL ACUERDO. 
La tesis jurisprudencial número 767 del Apéndice de 1965 del Semanario 
Judicial de la Federación, expresa: "Atento a lo dispuesto en el artículo 8 de 
la Constitución, que ordena que a toda petición debe recaer el acuerdo 
respecti vo, es indudable que si pasan más de cuatro meses desde que una 
persona presenta un QCurso y ningún acuerdo recae a él, se viola la garantía 
que consagra el citado artículo constitucional". De los términos de esta tesis 
no se desprende que deban pasar más de cuatro meses sin contestación a una 
petición para que se considere transgredido el artículo 8 de la Constitución 
Federal, y sobre la observancia del derecho de petición debe estarse siempre 
a los términos en que esté concebido el repetido precepto." 
SEXTA EPOCA. TERCERA PARTE. 
Vol. XCVI, página 62 A.R. 1377/65. José Ruiz GÓmez. 5 votos. 
Vol. XCVI, página 62 A.R. 7286164. Angel Carreón Luna. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XCVI. página 62 A.R. 1729/65. Antonio Aguilar Reyes. 5 votos. 
Vol. C. página 36 A.R. 3686/65. Gabriel Granados Cabello. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. cn, página 26 A.R. 7536/64. Ricardo Meneses López. Unanimidad de 
4 votos. 

De conformidad con lo anterior, el silencio administrativo de la autoridad encargada 
de resolver el dictamen de impacto ambiental sólo puede conJlevar a la posibilidad de 
interponer el juicio de amparo por violación al derecho de petición, cuando han 
transcurrido cuatro meses sin respuesta. desde la fecha de la solicitud de evaluación. 

De otorgarse el amparo, la autoridad se vería obligada a resolver, ya sea en sentido 
positivo o negativo. 

Cumplidos los requisitos a que nos hemos referido en el numeral anterior, dispone 
el artículo 14 del Reglamento respectivo, que " .. .Ia Secretaría evaluará la manifestación 
del impacto ambiental en su modalidad de general, y en su caso la información 
complement~ia requerida ... " 
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El plazo genérico para emitir la resolución por parte de la Secretaría es de treinta 
días hábiles , según dispone el artículo citado en el parrafo anterior, mismos que se 
cuentan a partir de su presentación. 

Existen además tres plazos específicos que se aplican en los siguientes casos: 

• Cuarenta y cinco días hábiles cuando, según señala el artículo 19, por las carac­
terísticas de las obras o actividades de que se trate sea necesaria la participación 
de otras Dependencias o Entidades de la Administración Pública Federal, en este 
caso, la Secretaría podrá solicitar a éstas un dictamen técnico. 

• Sesenta días hábiles en el caso de la evaluación en su modalidad de intermedia. 
• Noventa días hábiles en el caso de la evaluación en la modalidad de específica. 

Ahora bien la resolución de la Secretaría puede versar en tres sentidos, a saber: 

• 1) Autorizar la realización de obra o actividad. 

• 2) Negar dicha autorización. 
• 3) Requerir la presentación de una nueva manifestación de impacto ambiental en 

la modalidad intermedia o específica. 

Por otra parte, la resolución, en el sentido de autorizar la realización de la obra o 
actividad puede a su vez asumir dos modalidades: 

• Autorizar en los términos de la evaluación presentada. 
• Autorizar en forma condicionada. 

En este último caso, la resolución que aprueba la evaluación del impacto ambiental 
sólo puede condicionarse a dos cuestiones: 

• A la modificación del proyecto. 
• A la relocalización del proyecto. 

3.6. Modificaciones a la evaluación del impacto ambiental con anterioridad a la 
emisión de la resolución 

El artículo 22 del Reglamento contempla el supuesto en el cual, con anterioridad a que 
se dicte la resolución, se presentan cambios o modificaciones en el proyecto de 
manifestación de impacto ambiental. En este caso, el interesado debe comunicar dichos 
cambios a la Secretaría para que ésta determine si procede o no la formulación de una 
nueva manifestación de impacto ambiental, y en su caso, la modalidad en que ésta debe 
presentarse. 
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El plazo para que la Secretaría resuelva sobre la petición del interesado se cuenta 
a partir de la fecha en que ésta recibe el aviso de cambio de situación y su ~x.tensi6n 
varía según las siguientes reglas: 

• Quince días hábiles en el caso de una manifestación de impacto ambiental en la 
modalidad de general. 

• Treinta días hábiles, cuando la última manifestac ión de impacto ambiental pre­
sentada corresponda a la modalidad intermedia, o si fue requerido el dictamen 
técnico de otra dependencia o entidad. 

• Cuarenta y cinco días hábiles cuando la última manifestación de impacto ambien­
tal corresponda a la modalidad específica. 

3.7. Casos en que se modifican los efectos de la resolución 

El artículo 23 del Reglamento contempla el ~aso en el cual una vez otorgada la 
manifestación de impacto ambiental, por caso fortuito o de fuerza mayor llegan a pre­
sentarse causas supervinientes de impacto ambiental no previstas en las manifestacio­
nes formuladas por los interesados. 

En este caso, no se contempla la obligaci6n de que el particular tenga que dar aviso 
a la Secretaría de las causas supervinientes. Sin embargo, se señala que la Secretaría 
podrá en cualquier tiempo evaluar nuevamente la manifestaci6n de impacto ambiental. 
Es decir, aquí se abre la posibilidad de una evaluaci6n de oficio. 

Esta última argumentaci6n se refuerza por el hecho de que, según plantea el artículo 
23 c itado, la propia Secretaría está facultada para requerir al interesado la presentación 
de información adicional necesaria para la nueva evaluaci6n. 

Al parecer, esta nueva evaJuaci6n puede presentarse en los casos en que la Secretaría 
realiza actividades de verificaci6n sobre el cumplimiento de las resoluciones de impacto 
ambiental. En este último sentido, el párrafo último del artículo comentado establece la 
secuela procedimental que debe seguir la Secretaría para llegar a una resolución, así como 
las medidas de urgente aplicaci6n (que pueden consistir en suspensión temporal, parcia] 
o total de la obra o actividad correspondiente); la cual a graodes rasgos debe sujetarse a 
las disposiciones del Capítulo [] del Título Sexto de la Ley. 

Como consecuencia de esta nueva evaluaci6n, la Secretaría podrá revalidar la 
autorizaci6n otorgada, modificarla, suspenderla o revocarla. 

4 . AUTORtDAD COMP'ITENTE PARA CONOCER SOBRE 

LA EVALUACION DEL IMPACTO AMBIENTAL 

Por lo que corresponde específicamente al impacto ambiental. el artículo 29 de la Ley 
señala que corresponde al Gobierno Federal la evaluación del impacto ambiental en 
tratándose de las siguientes materias: 
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"1. Obra pública federal; 
II. Obras hidráulicas, vías generales de comunicación, oleoductos, gasoductos y 
carboductos; 
ID. Industria química, petroquúnica, siderúrgica, papelera, azucarera, de bebidas, 
del cemento, automotriz y de generación y transmisión de electricidad; 
IV. Exploración, extracción, tratamiento y refiñación de sustancias minerales 
y no minerales, reservadas a la Federación; 
V. Desarrollos turísticos federales; 
VI. Instalaciones de tratamiento, confinamiento o eliminación de residuos 
peligrosos, así como residuos radioactivos, y 
VII. Aprovechamientos forestales de bosque y selvas tropicales y de especies 
de difícil regeneración, en los casos previstos en el segundo párrafo del 
artículo 56 de la Ley Forestal ." 

En complemento de lo anteriormente señalado, el artículo 31 de la Ley dispone que 
"corresponde a las entidades federativas y a los municipios evaluar el impacto 
ambiental en materias no comprendidas en el artículo 29 ni reservadas a la Federación 
en ésta u otras leyes". 

En otras palabras, la competencia de la autoridad federal para evaluar el impacto 
ambiental de una obra o actividad puede basarse en tres razones: 

1) Por tratarse de las listadas en el artículo 29. 
2) Por tratarse de las reservadas a la Federación en la propia Ley, por ejemplo 

cuando se trata de actividades a realizarse en áreas naturales protegidas. 
3) Por tratarse de las reservadas a la Federación en otras leyes, por ejemplo acti­

vidades en sitios en donde anidan especies en peligro de extinción que contempla la 
CITES . 

En cambio, la competencia local en esta materia se daría por exclusión a la luz de 
lo dispuesto por el artículo 30. 

No obstante, las 29 leyes estatales que en materia ambiental han sido emitidas hasta 
la fecha, tratan de establecer los asuntos que son de su competencia. 

Sobre este último punto, en el caso concreto de los Estados de Morelos, Michoacán, 
Jalisco, Hidalgo, Guanajuato, Baja California Sur, Chiapas, Oaxaca, Puebla, Veracruz, 
Tabasco. Querétaro, Nayarit , Colima y Quintana Roo, se considera como competencia 
local en la evaluación de impacto ambiental las siguientes materias: 

"1. Obra pública estatal; 
11. Caminos ruraJes; 
lll . Zonas y parques industriales; 
IV. Industria del hule y sus derivados, ladrilleras, maquiladoras, alimentarias, 
textiles. tenerías y curtiderías, del vidrio, fannacéutica y de cosméticos; 
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V. Exploración, extracción y procesamiento físico de sustancias minerales 
que constituyan depósitos de naturaleza semejante a los componentes de los 
suelos; 
VI. Desarrollos turísticos estatales y privados; 
VII. Instalación de tratamiento, confinamiento o eliminación de aguas resi­
duales y residuos sólidos no peligrosos; 
vm. Fraccionamientos, unidades habitacionales y nuevos centros de poblacion y, 
IX. Las demás que no sean competencia de la Federación. 

Por lo que respecta a los Estados de Baja California, San Luis Potosí, Nuevo León, 
Guerrero y Colima, si bien se reproduce el listado de competencias antes referido. en 
cada caso se agregan otros ámbitos competenciales, a saber: 

a) Baja California: 

• Obras y actividades de carácter público o privado destinadas a la prestación de un 
servicio público para el aprovechamiento de los recursos naturaJes no reservados 
a la Federación. 

• Vías estatales y municipales de comunicación, incluidos los caminos rurales. 
• Zonas y parques industriales, incluidas las plantas agroindustriales estatales y 

municipales y centrales de abasto. 
• Actividades que no requieren el uso de materiales radioactivos. 

b) Coahuila: 

• Obras y actividades de carácter público o privado, destinadas a la prestación de 
un servicio público o para el aprovechamiento de recursos naturales no reservados 
a la Federación. 

• Zonas y parques industriales, incluidas las plantas agroindustriales estatales o 
municipales y centrales de abasto. 

e) San Luis Potosí: 

• Obras públicas estatales destinadas a la explotación y desarrollo de los recursos 
naturales. 

• Plantas agroindustriales estatales y municipales o de organismos públicos descen­
tralizados. 

• Obras hidráulicas en aguas de jurisdicción estatal. 

d) Nuevo León: 

• Industrias o actividades que no sean consideradas altamente riesgosas por la 
Federación. 
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e) Guerrero: 

• Industrias o actividades que no sean consideradas altamente riesgosas por la 
Federación. 

A mayor abundamiento, siguiendo la filosofía plasmada en la fracción XXIX-G del 
artículo 73 constitucional en el sentido de propiciar la descentralización administrativa 
en materia ambiental, las legislaciones locales delegan ciertas facultades de la materia 
que nos ocupa en los gobiernos municipales. En este aspecto podemos distinguir los 
siguientes grupos de entidades federativas, de conformidad con la modalidad que al 
respecto aplican. 

1. Entidades federativas en las que corresponde exclusivamente al Ejecutivo 
Estatal, a través de la dependencia correspondiente, evaluar el impacto ambiental,en 
materias que no han sido reservadas a la Federación, y s610 se delega a las autoridades 
municipales la supervisión y vigilancia de las estipulaciones señaladas en la resolución 
de autorizaci6n respectiva. Se encuentran en este caso: 

• Morelos 

• Querétaro 

• Quintana Roo 

• Zacatecas 

• Yucatán 

• San Luis Potosí 

• Michoacán 

• Guerrero 

• Chiapas 

2. ErRidades federativas en las cuales es atribución exclusiva del Ejecutivo Estatal 
evaluar el impacto ambiental y los municipios no participan ni siquiera en la inspección 
y vigilancia de su cumplimiento: 

• Estado de México 
• Veracruz 
• Baja California 

3. Entidades federativas en las cuales corresponde tanto al Ejecutivo Federal como 
a los Gobiernos Municipales evaluar el impacto ambiental en materias no reservadas 
a la Federación. Tal es el caso de: 

• Oaxaca 
• Puebla 
• Coahuila 
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• Aguascalientes 
• Baja California Sur 

• Jalisco 

• Hidalgo 

• Nuevo León 

• Nayarit 

• Tabasco 

• Tamaulipas 

• Sin aloa 

• Sonora 

• Guanajuato 

• Colima 

• Durango 

Ahora bien, dentro de este tercer grupo, con excepción de los Estados de Chihua­
hua y Sonora, la ley correspondiente establece específicamente la competencia del 
gobierno local, dejando por exclusión la detenninaci6n de la competencia del muni· 
cipio. 

En el caso de los Estados de Chihuahua y Sonora, las leyes correspondientes 
mencionan expresamente tanto las materias competencia del gobierno local y las 
atribuidas a los municipios. 

En cambio, en las leyes ecológicas de los Estados de Tabasco, Puebla y Sinaloa se 
dispone que corresponde al municipio realizar la evaluación del impacto ambiental en 
las materias no previstas para el Estado; mientras que existen dos casos (Guanajuato 
y Colima) en los que la competencia estatal y municipal es coincidente. 

Finalmente, es de mencionarse que si bien es cierto, en el caso del Estado de México 
y Yucatán, la evaluación de impacto ambiental es exclusiva del gobierno local, en las 
leyes respectivas no se establece regla alguna sobre las materias específicas que se 
consideran de carácter local. 

5 . AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS FEDERALES CON FACULTADES 

EN MATERIA DE IMPACTO AMBIENTAL 

Otra de las cuestiones que resulta importante determinar con relación a la evaluación 
del impacto ambiental , es el de determinr.r cuales son las autoridades administrativas que 
gozan de facultades de autoridad a este respecto. 

De conformidad con los artículos 32, fracción XXXI de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 80., fracción IX y 90. fracción XII del Reglamento 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de 
Impacto Ambiental; y 40. fracción I del Reglamento Interior de la Secreta-
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ría de Desarrollo Social; corresponde a esta última, por conducto del Instituto Na­
cional de Ecología evaluar el impacto ambiental respecto de obras o actividades que 
sean de competencia federal; mientras que a la Procuraduría Federal de Protección al 
Ambiente se le atribuye vigilar el adecuado cumplimiento de las obligaciones en 
materia de impacto ambientaL 

6. RECURSOS QUE PROCEDEN ANTE LA RESOLUCION SOBRE 

LA EV ALUACION DEL IMPACI"O AMBIENTAL 

El capílulo VII del Reglamento de la Ley en esta materia versa sobre las "medidas de 
control y seguridad y sanciones", y es obvio que resulta aplicable el capítulo V del Título 
Sexto de la Ley, que de manera genérica señala: 

"Las resoluciones dictadas con motivo de la aplicación de esta Ley, sus regla­
mentos y disposiciones que deellaemanen, pcx:Irán serrecurridas por los interesados 
en el ténnino de quince días hábiles siguientes a la fecha de su notificación." 

TaJ Y como está redactado este precepto, se refiere a cualquier resolución que se emita con 
motivo de la aplicación de la Ley y no s610 a las que se dictan para poner fin a un 
procedimiento de inspección y vigilancia. 

Ahora bien, si por resolución administrativa entendemos que "es el acto de autoridad 
administrativa que define o da certeza a una situación legal o administrativa",8 durante el 
procedimiento de evaluación del impacto ambiental previsto por la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y su reglamento en esa materia existen dos 
resoluciones administrativas: la que recae al infonne preventivo y la que recae a la 
manifestación del impacto ambiental. Ambas entonces pueden ser recurridas ante 
la misma autoridad que dictó el acto. 

De cualquier manera, resulta conveniente aclarar que el recurso previsto en el 
artículo 176 de la Leyes de carácter optativo, y que como consecuencia de lo previsto 
por la fracción II del artículo 202 del Código Fiscal de la Federación, en concordancia 
con lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 
Federación, el juicio de nulidad no es procedente para impugnar ninguna de las dos 
resoluciones que pueden ser emitidas durante el procedimiento de evaluación del impacto 
ambiental, y por tanto, en contra de éstas, es procedente el juicio de amparo, en los ténninos 
de la fracción IV del artículo 107 constitucional que a la letra dice: 

8 Nava Negrete. Alfonso. RESOLUCION ADMINISTRATIVA. en: lnstituto de Investigaciones 
Jurídicas. Diccionario Jurídico Mexicano. México. UNAM·PolTÚa, p. 2828. 
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"En materia administrativa el amparo procede. además, contra resoluciones 
que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de 
defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la Ley que los establezca 
exija. para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que 
los que la Ley reglamentaria del juicio de amparo requiera como condición 
para decretar esa suspensión." 

Por tanto en contra de ambas resoluciones procedería la interposición del Juicio 
de Garantras . 

CONCLUStONES 

El sistema jurfdico encargado de regular a la evaluación del impacto ambiental , nos 
plantea a esta figura como un mecanismo primordial de política ecológica Un instrumento 
con la envergadura que debiera tener e! de laevaluación de impacto ambiental como condición 
previa para el inicio de obras o actividades que puedan significar potencialmente o durante 
su desarrollo desequilibrios ecológicos, queda sin embargo desnudo JX>r razones eminen­
temente fonnales. 

Como se ha visto, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente en la parte relativa a esta figura, así como el reglamento específico ameritan 
de una revisión de técnica legislativa que pennita clarificar la intención del legis lador. 
Es decir, de una manera transparente señalar en que casos este examen previo es obligatorio, 
definiendo al mismo tiempo el procedimiento administrativo que debe seguirse para llegar a 
dicha detenninación. 

Amén de lo anterior, como también se ha señalado, es necesario definir las fronteras 
entre competencia de la autoridad federa1 y de la autoridad estatal o municipal para conocer 
de los asuntos relacionados con la evaluación del impacto ambiental . 

Finalmente, hemos de considerar que una ley aún peñecta sirve de poco si el aparato 
administrativo no cuenta con los elementos necesarios para poder implementarla. En tal 
sentido, es menester dotar a las autoridades aplicadoras con los recursos materiales y 
humanos s.uficientes para atender los planteamientos de la sociedad civil en este 
particular. 
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l . ANTECEDENTES 

Es indudable que uno de los fenómenos que ha merecido la atención de la sociedad 
mexicana en los últimos años, está constituido por los altos Índices de contaminación 
atmosférica que presentan las principales ciudades de nuestro país, particularmente en 
las Zonas Metropolitanas de las Ciudades de México, Guadalajara y Monterrey, así 
como en diversas regiones dentro de las que se realizan actividades productivas 
específicas o especializadas, como es el caso por ejemplo de los centros en donde se 
llevan a cabo actividades petroleras o portuarias industriales en el Golfo de México, 
los corredores industriales del Bajío, la zona Tula-Vito-Apasco y el corredor Minati­
tlán-Coatzacoalcos, entre otros. 

En efecto, el proceso de urbanización que ha experimentado nuestro país en las 
últimas décadas, ha propiciado que en los centros de población en donde éste adquiere 
una dinámica más intensa, la problemática ambiental se incremente, fundamentalmen­
te tratándose de la contaminación atmosférica. 



106 • Miguel Ángel Canclno Agul/ar 

Al respecto, es pertinente señalar que en 1900 el porcentaje de la población total 
que ocupaba localidades de más de 15,000 habitantes, fue de 10.5% y hacia 1940 pasó 
al 20%. A partir de ese año, el proceso de urbanización se aceleró de tal manera que 
en 1960 la población urbana constituyó el 45 .9% de la población total; en 1970 el 
49.6%; en 1980 el 53.2% y en 1990 se estima en 60.6%,1 lo que confiere a México un 
perfi l predominantemente urbano. 

Asimismo. cabe mencionar que la población del país se distribuye en fanna poco 
uniforme, ya que de los cerca de 81.3 millones de habitantes, alrededor de 21.6 
millones viven en los cuatro centros urbanos más grandes del país (Zonas Metropoli­
tanas de México, Guadalajara, Monterrey y Puebla); 20.8 millones en 80 ciudades de 
entre 100 mil y un millón de habitantes (las denominadas ciudades medias); y 38.7 
millones se distribuyen en cerca de 230 ciudades entre 15 mil y 100 mil habitantes 
(ciudades pequeñas) así como en asentamientos ruraJes o semiurhanos.2 

El patrón de crecimiento urbano que han seguido nuestras ciudades, propicia que 
los procesos proouctivos se sitúen en los lugares en donde se encuentran sus fuentes 
de insumo o donde reside el mercado principal para sus productos o servicios. De esta 
manera, los centros industriales y de servicios, prefieren las ciudades en donde se 
concentra la población y el ingreso. 

En consecuencia, la concentración de las actividades productivas, principalmente 
de los sectores secundario y terciario, así como de la población, propician que la 
problemática ambiental aparezca como uno de los aspectos relevantes en los centros 
urbanos. De esta manera, las grandes zonas urbanas presentan los problemas más 
crfticos de contaminación; por ejemplo, se estima que el 40% del total de contaminan­
tes em itidos a la atmósfera se genera en las Ciudades de México, Guadalajara y 
Monterrey.) 

Por lo que se refiere a la contaminación atmosférica, esta se origina principalmente 
por las emisiones generadas en actividades industriales, comerciales y de servicio, asf 
como por el parque vehicular. Para ilustrar lo anterior, tomaremos como ejemplo la 
información respectiva para la Zona Metropolitana de la Ciudad de México. 

De acuerdo con el Informe de la Situación General en Materia de Equilibrio 
Ecológico y Protección al Ambiente 1989-1990, en el primero de esos años se 
emitieron a la atmósfera en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, 4'356,391 
toneladas de contaminantes (S02, NOX, HC, ca y PST). De ellos, las emisiones 
vehiculares representan el 76% del total; el 14% deriva de la producción, almacena­
miento y distribución de combustibles utilizados en la operación de fuentes fijas y el 
9% proviene de las centrales termoeléctricas ubicadas en el Valle de México· 

1 Programa NacionaJ de Desarrollo Urbano 1990-1994. SEDESOL 1990. p. 21 . 
2 Ibid. p. 22. 
3 Programa NacionaJ para la Protección del Medio Ambiente 1990-1994, SEDESOL 1990, p. 25 . 
4 Comisión NacionaJ de Ecología, Mt!x.ico. 1992, pp. 70-73. 
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La situación ambiental que se presenta en la zona metropolitana de la ciudad de 
México. así como en muchas otras ciudades del país, ha propiciado que la prevención 
y control de la contaminación atmosférica se convierta en una de las más altas 
prioridades del Estado, dentro de la política dirigida a preservar y restaurar el equilibrio 
ecológico y a proteger el ambiente. 

Aunque la problemática que de manera genérica ha quedado descrita con anterio­
ridad ha sido objeto de preocupación sobre todo en las últimas dos décadas, la 
regulación de la prevención y control de la contaminación del aire no es reciente, ya 
que como veremos, encontramos antecedentes legislativos desde la década de los 
treintas. 

Como podremos observar, el marco jurídico aplicable a la materia que nos ocupa 
ha venido evolucionando constantemente, sobre lodo a partir de los años setentas. Es 
pertinente señalar que la nonnatividad en un primer momento tenía por objeto 
simplemente regular las relaciones entre propietarios o poseedores, en cuyos predios 
se realizara alguna actividad industrial, posterionnente adquieren un carácter "higie­
nista", es decir, proviene de una visión sanitaria, y ya más recientemente, se ha 
regulado la protección del ai re considerando a éste como uno de los e lementos que 
hacen posible el desarro llo y evolución del conjunto de los ecosistemas existentes, 

A continuación describi remos brevemente las disposiciones que constituyen los 
antecedentes de la legislación vigente en materia de prevención y control de la 
contaminación atmosférica, 

En primer lugar, el artículo 845 del Código Civil de 1928 establece la prohibición 
para construir chimeneas cerca de una pared ajena, o para instalar establecimientos 
destinados a usos peligrosos o nocivos, sin guardar las distancias prescritas en los 
reglamentos aplicables. 

Como se observa. aunque con el objeto de regular las relaciones de vecindad 
existentes entre los propietarios o poseedores de bienes inmuebles, se establece la 
obl igación de no emitir contaminantes a la atmósfera que puedan causar perjuicio 
a la salud o a la seguridad de los habitantes asentados alrededor de)a fuente emisora, 

Otro de los ordenamientos que en los años treintas incorporó disposiciones que 
pueden considerarse antecedentes de la legislación sobre prevención y control de la 
contaminación atmosférica, es el Código Sanitario de los Estados Unidos Mexicanos 
de 1934. 

En efecto, en la parte relativa a la "Sanidad Nacional", dicho instrumento jurídico 
incluye dentro de sus capítulos "De la salud de los trabajadores" y de la "Ingeniería 
Sanitaria", preceptos que deben ser observados en las actividades industriales o 
comerciales en donde se generen emiSiones a la atmósfera, Dentro del primero de 
dichos capítulos, al regularse)as condiciones que deben cubrir los "lugares de trabajo", 
se prevé que los establecimientos se clasifican en industriales y comerciales, y en 
ambos casos pueden ser "inofensivos, molestos, insalubres y peligrosos", (artículo 
230). 
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Asimismo. se señala que las condiciones para su funcionamiento y las medidas 
necesarias para proteger a los vecinos de los establecimientos molestos, insalubres y 
peligrosos, se determinarán en los reglamentos que se expidan (artrculo 23 1). 

Por su parte, el capítulo relativo a la "Ingeniería Sanitaria" dispone que todas las 
construcciones destinadas a "fábricas, talleres o industrias" y demás edificaciones, 
deberán reunir las condiciones de ingeniería sanitaria previstas en la propia ley. así 
como las demás que se determinen en el reglamento correspondiente (artículos 262, 
264, 269, 273,275 Y 282). 

Con fundamento en los preceptos antes señalados, e l 25 de octubre de 1940 se 
expidió el Reglamento para los Establecimientos Industriales o Comerciales, Moles­
tos, Insalubres o Peligrosos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de 
noviembre del mismo año. 

Este ordenamiento parte de la definición de cada uno de los establecimientos 
citados, con base en lo cual señala las condiciones a las que deberá sujetarse su 
instalación y funcionamiento. 

En el caso de los establecimientos industriales o comerciales molestos. el Regla­
mento señala que pueden tener tal carácter por sonido. trepidaciones. cambios sensi­
bles de temperatura, luces. polvos. chispas, humos, vapores de agua o malos olores. 
Asimismo, dispone que son molestos por polvos, chispas o humos, "cuando dichos 
desprendimientos penetran a las habitaciones vecinas o ensucien sus muros o techos" 
(artículos 30. y 80.). 

Dentro de las disposiciones referidas a la regulación de emisiones contaminantes a 
la atmósfera. previstas en el citado instrumento, destacan las siguientes: 

"El aire expulsado de establecimientos industriales o comerciales que produzcan 
polvos deberán: 

a) Salir por chimeneas que tengan por lo menos cinco metros de elevación sobre 
el edific io más alto en un radio de seis metros; y 

b) No contener más de trece millones de partículas por metro cúbico, siempre que 
éstas no contengan más del cuarenta por ciento de sflice; ... .. (artículo 15). 

"Los establecimientos molestos por humos o chispas, se sujetarán a las siguientes 
disposic iones: 

Los aparatos de combustión estarán provistos de chimeneas construidas hasta de 
una altura de cinco metros cuando menos, por encima del edificio vecino más alto en 
un radio de seis metros como mínimo, y tendrán en su extremidad superior rejillas de 
alambre con el fin de evitar la salida de los cuerpos de ignición. Tendrán igualmente, 
un dispositivo para que las partículas detenidas bajen por conductos cerrados a cajas 
colectoras" (artículo 17). 

Respecto de los establecimientos insalubres, se prevé que podrán tener tal carácter 
por "el material empleado. elaborado. transportado. desprendido o de desecho." En el 
caso de que las substancias desprendidas sean polvos o gases, y puedan dañar la salud 
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de los habitantes, será requisito indispensable tratar "en forma adecuada" dichas 
sustancias antes de lanzarlas al exterior (artículos 20 y 22). 

Por otra parte, en cuanto a los establecimientos peligrosos, se dispone que ellos son 
los que dañen o puedan dañar de modo inmediato y grave la vida o la salud del 
vecindario, ya sea por la naturaleza de los trabajos ahí desarrollados o de los materiales ... 
desprendidos o de desecho, o de cualquier otra naturaleza. o por el almacenamiento de 
sustancias tóxicas. corrosivas, inflamables o explosivas (artículo 26). 

Llama la atención el hecho de que en el propio Reglamento se establecen previsio­
nes en materia de zonificación industrial. Por ejemplo, se señala que en el caso de 
establecimientos insalubres o peligrosos. no se permitirán habitaciones vecinas, 
por lo que deberán situarse fuera de las poblaciones. o a cierta distancia de ellas. 
Los artículos transitorios del ordenamiento establecen que la autoridad competente 
en un plazo determinado fijará las zonas industriales para los establecimientos 
molestos, insalubres o peligrosos. 

En complemento a las disposiciones anotadas, cabe señalar que en los artículos 
transitorios del Reglamento que se comenta, destaca el carácter federal del mismo, en 
virtud de que el ordenamiento del cual deriva también tiene ese ámbito espacial de 
aplicación. Como podremos observar más adelante, no es sino hasta 1988 cuando los 
gobiernos locales tendrán la posibilidad de aplicar disposiciones equivalentes hasta las 
aquí comentadas en materia de prevención y control de la contaminación atmosférica. 

A pesar de que las disposiciones antes anotadas son sumamente genéricas e incompletas, 
en virtud de que no establecen un marco que pennita llevar a cabo un adecuado control de 
las emisiones de contaminantes a la atmósfera, y responden a una visión fundamentalmente 
higienista o sanitaria, consti tuyen un precedente importante de la legislación en la 
materia, ya que se mantu vieron vigentes hasta finales de los años sesentas. 

Es justamente en la década de los sesentas, cuando comienza a apreciarse una 
evolución respecto de la forma de asumir el problema de la contaminación atmosférica. 
De acuerdo con Bravo Alvarez, es en ese periodo cuando se realiza la primera investiga~ 
ción en México para caracterizar el material orgánico contenido en partículas suspen~ 
didas, se reportan los resultados de muestreo del aireen la Ciudad de México. y se formulan 
diversos estudios tendientes a determinar las causas, efectos y condiciones de la contami~ 
nación de la atmósfera en la Ciudad de México.5 

Asi , la protección del aire de ser una cuestión estrictamente sanitaria, en donde lo 
relevante es propiciar las condiciones necesarias para la salud humana, se convierte 
en una preocupación de primer orden ya que se considera que la atmósfera es uno de 
los elementos esenciales para la existencia, desarrollo y transformación de todos los 
seres vivos.6 Es decir, se considera que la contaminación atmosférica afecta no solo al 

5 Bravo Alvarez, Humberto. La Contaminación del Aire en México . Ed. Universo Veintiuno, México 
1987. pp. 15-17. 

6 Brnñes, Raúl. Derecho Ambiental Mexicano. Ed. Universo Veintiuno, México 1987. pp. 359-361. 
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hombre,sino además a la flora. la fauna y a los demás elementos que componen los 
di versos ecosistemas existentes. De ahí la necesidad de estudiar sus causas y efectos, 
a fin de prevenirla y controlarla. 

En ese contexto, la legislación mexicana inicia en los años setentas un proceso de 
transformación que, desde nuestro punto de vista, aún no concluye. 

En efecto, con la expedición de la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Con­
taminación Ambiental y el Reglamento para la Prevención y Control de la Contami­
nación Originada por la Emisión de Humos y Polvos, publicados en el Diario Oficial 
de la Federación los días 23 de marzo de 1971 y 17 de septiembre de 1971 respecti­
vamente, se incorporan al orden jurídico mexicano disposiciones más detalladas que 
regulan la generación de emisiones contaminantes a la atmósfera. 

Dentro de las normas que en la materia se incluyen en dichos ordenamientos, cabe 
destacar las siguientes: 

• Se prohibe "expeler" o descargar contaminantes que alteren la atmósfera en 
perjuicio de la salud y de la vida humana, la flora, la fauna y, en general los 
recursos o bienes del Estado, o de particulares, sin sujetarse a las nonnas 
correspondientes. 

• Se definen y clasifican las fuentes emisoras de contaminantes, reconociéndose las 
naturales y las artificiales. 

• Se establece la obligación para los responsables de fuentes emisoras de contami­
nantes. de contar con licencia expedida por la autoridad federal, y observar los 
niveles máximo pennisibles que se detenninan para casos específicos. 

• Se señalan los equipos y las obras que los particulares deben instalar para controlar 
las emisiones contaminantes al aire. 

• Se reitera el carácter federal en la materia. señalándose como autoridades auxilia­
res en la aplicación de los ordenamientos. a los funcionarios de las entidades 
federativas y de los ayuntamientos. Sobre el particular destaca el hecho de que en 
el artículo 20. de la Ley que se comenta, se establece que sus disposiciones "como 
medidas de salubridad general, regirán en toda la República". Es decir sin 
abandonar su carácter higienista, los ordenamientos comienzan a manifestar la 
intención del Estado de proteger no sólo la salud humana, sino de prevenir los 
daños al ambiente en general. 

• Finalmente, el Reglamento para la Prevención y Control de la Contaminación 
Atmosférica originada por la emisión de Humos y Polvos, señala los parámetros 
a que deberán ajustarse las emisiones de contaminantes provenientes de fuentes 
en las que se realizan detenninados procesos con ciertos equipos (por ejemplo 
incineradores, equipos de combustión nuevos, motores de combustión interna, 
etc.). 

Asimismo. con base en la Ley y el Reglamento que se comentan, se expidieron 
diversas normas oficiales mexicanas sobre la prevención y control de la contaminación 
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aunosférica. por medio de las cuales se regula la emisión de partículas sólidas 
contenidas en los gases que se descargan por un conducto; el contenido de humedad 
en los gases que flu yen por un conducto-método gravimétrico; el bióxido de azufre en 
gases que fluyen por un conducto. el bióxido de carbono. monóxido de carbono y el 
oxígeno en los gases de combustión. el bióxido de azufre. trióxido de azufre. neblinas 
de ác ido sul fú rico en los gases que fluyen por un conducto; el cloro y/o cloruros con 
los gases que fluyen por un conducto en fuentes fijas ; así como para la evaluación de 
emisiones del escape de los vehículos automotores nuevos a gasolina, entre otros 
aspectos en la materia.7 

El II de febrero de 1982. se publicó en el Diario oficial de la Federación la Ley 
Federal de Protección al Ambiente. En la materia que nos ocupa. este ordenamiento 
mantiene en lo fundamental la naturaleza y características de las disposiciones relativas 
de la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental. a la cual 
abrogó. Asimismo. bajo la vigencia de la Ley Federal del Protección al Ambiente. se 
expidieron diversas normas oficiales mexicanas en la materia, en complemento a las 
ya vigentes en ese momento.8 

Precedido de las disposiciones antes referidas, a partir de 1988 se comienzan a 
expedir los ordenamientos y previsiones que van a constituir el marco jurídico vigente 
para la prevención y el contro l de la contaminación atmosférica. En efeclO, con la 
promulgación de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente9 

se sientan las bases legales en las que se fundamenta la emisión del Reglamento de 
dicho ordenamiento en materia de prevención y control de la contaminación atmosfé­
rica y las nonnas oficiales mexicanas que actualmente son aplicables. 

2. EL MARCO CONSTITUCIONAL 

Dentro de las disposiciones de nuestra Carta Magna que fundamentan la expedición 
de la legislación ambiental mexicana, resaltan por una parte, las referidas a la 
regulación de la preservación y restauración del equilibrio ecológico, y por otra al 
espacio aéreo como objeto de protección jurídica de la nonnatividad en materia de 
prevención y control de la contaminación atmosférica, veamos. 

Como se sabe. la expedición de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente se realizó con base rn los artículos 27 y 73 fracción XXIX-G 
Constitucionales, que previamente habían sido modificados. 10 En el primero de dichos 
preceptos se establece que: 

7 Ver Diarios Oficiales de la Fedemción de rechas 04-Q6. 74. 27-06-74, 02·08·78. 10-06·76. 19-08·76. 
06-09·79. 17-06-80. 08-OS-80 OS-09-80 y 28-08-80. 

8 Ver Diarios O ficiaJes de la Fedemción de fechas 14-04-86, 14-08·86. 14-11 -86 Y 24-11-86. 

9 Publicada. en el Dillrio Oficial de la Fedemción el 28 de enero de 1988. 
10 Decrelo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agoslo de 1987. 



112 • Miguel Angel Cancino AguIJar 

"La nación tendrá en todo tiempo, la facultad de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, 
en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales suscepti­
bles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la 
riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado 
del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y 
urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para o •• preservar 
y restaurar el equilibrio ecológico ... " 

Por su parte. e l artículo 73 fracción XXIX-G faculta al Congreso de la Unión para 
expedir leyes que establezcan la concurrencia de los tres niveles de gobierno en materia 
de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

En relación con la primera de las normas citadas, conviene señalar que su impor­
tancia reside en el hecho de que la autoridad, mediante la imposición de modalidades, 
podrá sujetar las actividades de los particulares que generen o puedan generar dese­
quilibrios ecológicos o afectar el interés público o social. Sin profundizar en la noción 
de "modalidad a la propiedad", basta decir que tanto los preceptos de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente que se refieren a la prevención 
y control de la contaminación del aire, su Reglamento en la materia, así como las 
normas oficiales mexicanas, contienen previsiones que deben ser observadas en la emi­
sión de contaminantes a la atmósfera, a fin de proteger los intereses de la colectividad 
en el sentido de preservar el equilibrio ecológico. 

Un ejemplo de lo que ello significa, lo encontramos en la obligación de los 
particulares para respetar los niveles máximos de emisión de contaminantes a la 
atmósfera proveniente del escape de vehículos automotores, o de equipo e instalacio­
nes industriales que sean consideradas por la normatividad ambiental como "fuentes 
fijas". 

Por otra parte, dentro de la propia Carta Magna encontramos los preceptos en los 
que se fundamenta la regulación de la prevención y control de la contaminación 
atmosférica. Así es. como lo señala Brañes,11 el objeto de protección jurídica de la 
legislación en la materia es el denominado "espacio aéreo", el cual, en términos de lo 
dispuesto por los artículos 27, 42 Y 48 constitucionales forma parte del territorio en 
donde la Nación ejerce su soberanía y jurisdicción. 

El primero de los preceptos citados establece en su párrafo cuarto que corresponde 
a la Nación el dominio directo del espacio situado sobre el territorio nacional , en la 
extensión y términos que fije el derecho internacional. 

11 Brañe~ . Raúl. Op. cit.. p. 363. 
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Por su parte. el artículo 42 de nuestra Constitución prevé dentro de los elementos 
que constituyen el territorio nacional , al espacio situado sobre él, en la extensión y 
modalidades que establezca el derecho internacional. 

Las disposiciones antes anotadas son importantes para la prevención y control de 
la contaminación atmosférica, en virtud de que a partir de ellas se fundamentan los 
actos de autoridad correspondientes, toda vez que el espacio aéreo es uno de los ám­
bitos respecto de los cuales el Estado ejerce su soberanía y jurisdicción. 

Finalmente. el artículo 48 constitucional señala que el espacio aéreo situado sobre 
el territorio nacional dependerá directamente del Gobierno de la Federación. En el caso 
de esta última disposición. es importante resaltar el hecho de que se confiere ex.presa­
mente al Gobierno Federal la facultad para conocer de todos los asuntos relativos al 
espacio aéreo, en consecuencia la protección atmosférica es una atribución ex.clusiva 
de dicho nivel de gobierno. Ello se hace manifiesto en los dos últimos ordenamientos 
que precedieron a la vigente Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, los cuales. como se recordará, tenían un carácter "federal," y la prevención 
y control de la contaminación del aire es uno de los aspectos regulados por ellos. 

Sin embargo. como se verá más adelante, la legislación ambiental vigente. otorga 
a los gobiernos estatales y municipales facultades en la materia, lo que desde nuestro 
punto de vista es incorrecto, aún cuando estemos de acuerdo en que en ciertos casos 
los gobiernos locales debieran atender directamente diversos asuntos. 12 

3. LA PREVENCIÓN Y CONTROL DE LA CONTAMINACIÓN DE LA ATMÓSFERA EN LA 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLóGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

En ténninos de lo dispuesto por el artículo 10 fracción VI del citado ordenamiento, uno de 
sus objetivos consiste precisamente en la prevención y el control de la contaminación del 
aire; para ello. se establecen en primer lugar, los criterios que deberán observarse. Dichos 
criterios son los siguientes: 

• "La calidad del aire debe ser satisfactoria en todos los asentamientos humanos y 
regiones del país," y 

• "Las emisiones de contaminantes a la atmósfera, sean de fuentes artificiales o 
naturales, fijas o móviles, deben ser reducidas y controladas, para asegurar una 
calidad del aire satisfactoria para el bienestar de la población y el equilibrio 
ecológico." (artículo 110) 

12 Otro trabajo contenido dentro de: este texto señala con mayor detaUe cuál debe ser la participación 
de la Federación. de los Gobiernos Estatales y Municipales en la protección atmosrl!rica.vl!ase el trabajo 
titulado "Distribución de Competencias en Materia Ambiental" 
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Asimismo, la Ley que se comenta otorga a las autoridades un conjunto de facultades 
encaminadas a cumplir con los criterios antes anotados. Así, por ejemplo. a la 
Federación se le asignan entre otras, las siguientes atribuciones: 

• La expedición de Normas Oficiales Mexicanas que establezcan los niveles máxi­
mos pennisibles de emisión e inmisión por contaminante y por fuente de conta­
minación ; para el establecimiento y operación de los sistemas de monitoreo de la 
calidad del aire; para la certificación de los niveles de emisión de contaminantes 
a la atmósfera; para reducir las emisiones contaminantes de origen vehicular; y 
para el establecimiento de sistemas de verificación del parque vehicular, y 

• La determinación de los equipos de control de emisiones que deberán instalar los 
responsables de las fuentes contaminantes. 

Por su parte, a los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios les 
corresponde, en sus respectivos ámbitos de competencia, ejercer las siguientes atribu­
ciones: 

• Llevar a cabo acciones de prevención y control de la contaminación del aire en 
bienes, zonas y fuentes contaminantes de jurisdicción local. 

• Incorporar los criterios para la protección de la attnósfera en las declaratorias de 
usos, destinos, reservas y provisiones que expidan: establecer y operar sistemas 
de verificación de emisiones de automotores en circulación, asf como sistemas de 
monitoreo de la calidad de aire. 

Como se podrá observar, la participación de los gobiernos locales se circunscribe 
o bien a apoyar a la Federación en la aplicación de la nonnatividad federal , o 
controlando las emisiones de contaminantes provenientes de fuentes o actividades 
cuya regulación corresponde exclusivamente a las autoridades estatales o municipales, 
en virtud de que en e~te último caso, se trata de asuntos conferidos a los gobiernos 
locales por prescripción de la Constitución General de los Estados' Unidos Mexicanos 
o de las constituciones locales; como es el caso de las actividades que constituyen 
servicios públicos en ténninos de lo dispuesto por el artículo lIS de la Carta Funda­
mental. 

Es importante destacar que es justamente a partir de la expedición de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente cuando tiene lugar la "desfede­
ralización" de la prevención y control de la eontaminación del aire. Como ya se 
mencionó, una de las caracterfsticas de la legislación anterior en la materia, era 
justamente su carácter eminentemente federal, que regulaba las emisiones provenien­
tes los mismo de "baños públicos" o "expendios de carbón", que de industrias 
siderúrgicas. 

Aunque en muchos casos la facultad nonnativa se mantiene en las autoridades 
federales; a través de la expedición de nonnas oficiales mexicanas, la aplicación o la 
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vigilancia del cumplim iento de la legislación se otorga a los gobiernos de las entidades 
federativas y de los municipios. 

Desafonunadamente. como se observará más adelante, la legislación ambiental no 
logra detenninar con toda claridad los ámbitos de actuación de los gobiernos federal 
o local , lo que ocasiona una gran confusión para su aplicación o vigilancia. A 
continuación describiremos la fonna en que a nivel federal se aborda la materia que 
nos ocupa. 

4. LA REGULACiÓN FEDERAL DE LA PREVENCiÓN Y CONTROL DE LA 

CONTAMINACiÓN ATMOSFÉRICA 

Con el propósito de desarrollar los preceptos de la Ley General del Equilibrio Eco­
lógico y la Protección al ambiente en la materia, y considerando que su artículo 50., 
fracci ón XN. expresa que la protección de la atmósfera en zonas o en casos de fuentes 
emisoras de jurisdicción federal, es un asunto de alcance general en la nación o de 
interés de la Federación, el 23 el¡: noviembre de 1988, se expidió el Reglamento del 
ordenamiento citado. en materia de Prevención y Control de la Contaminación de la 
Atmósfera13 

Según lo expresa el propio Reglamento. sus disposiciones son aplicables en todo 
el territorio nacional y las zonas donde la Nación ejerce su soberanía y jurisdicción; 
sin embargo. cabe aclarar que aunque dicho instrumento hace referencia a diversas 
atribuciones tanto del Gobierno Federal, como de los gobiernos locales, sus preceptos 
se dirigen a regular las conductas humanas a través de las cuales se pretendan realizar 
o se realicen obras o actividades por las que se emitan a la atmósfera olores. gases y/o 
panfculas sólidas o lfquidas generadas en bienes o zonas federales o que provengan 
de "fuentes federales" . 

De acuerdo con lo anterior, a fin de delimitar los ámbitos de competencia de los 
tres niveles de gobierno. es importante determinar cuáles son los bienes o zonas de 
jurisdicción federal y cúales las fuentes de jurisdicción federal. A continuación 
describiremos los criterios que permiten distinguir ambos aspectos. 

4.1. Bienes y zonas de jurisdicción federal 

Con el objeto de identificar los componentes de este aspecto, es necesario distinguir 
entre aguas nacionales, recursos de jurisdicción federal y zonas de jurisdicción federal. 

13 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2S de noviembre de 1988. 



116 • Miguel Ángel Canc/no Agullar 

4.1.1. Las aguas nacionales 

De acuerdo con lo dispuesto en el quinto párrafo del artículo 27 constitucional, son 
aguas nacionales las siguientes: 

• Las aguas del mar territorial en la extensión y términos que fije el derecho 
internacional . 

La Ley Federal del Mar, reglamentaria del artículo 27 de la Carta Magna en lo 
relativo a las zonas marinas mexicanas. establece en sus artículos 24 y 25 que la 
anchura del mar territorial mexicano. es de doce millas marinas (22,224 metros ), y 
que la soberanía de la Nación se extiende al espacio aéreo sobre dicho mar, así como 
al lecho y al subsuelo correspondientes. El propio ordenamiento señala la fonna en 
que deberá ser delimitado el mar territorial mexicano. 

• Las aguas marinas interiores. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36 del ordenamiento antes citado, las 
aguas marinas interiores son "aquellas que se encuentran comprendidas entre la costa 
y las lineas de base. normales o rectas a partir de las cuales se mide el mar territorial, 
... y que incluyen: 

+ La parte norte del Golfo de California. 
+ Las de las bahías internas. 
+ Las de los puertos. 
+ Las internas de los arrecifes, y 
+ Las de las desembocaduras o deltas de los ríos, lagunas y estuarios comunicados 

pennanente o intennitentemente con el mar. 
• Las aguas de las lagunas y esteros que se comuniquen permanentemente con el 

mar. 
• Las aguas de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directa­

mente a corrientes constantes. 
• Las aguas de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto de cauce 

en que se inicien las primeras aguas pennanentes, intermitentes o torrenciales, 
hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional. 

• Las aguas de corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o 
indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en partt": de ellas, 
sirva de Ifmite al territorio nacional o a dos entidades federativas, cuando pase de 
una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República. 
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+ Las aguas de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén 
cruzadas por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y 
un país vecino. o cuando el límite de las riberas si rva de lindero entre dos 
entidades federativas o a la República con un país vecino. 

• Las aguas de los manantiales que broten en playas, zonas marítimas, cauces, vasos 
o riberas de los lagos. lagunas o esteros de propiedad nac ional. 

+ Las aguas que se extraigan de las minas . 
+ Las aguas del subsuelo 

4. / .2. Recursos de jurisdicci6n federal 

Dentro de este rubro consideramos aquellos recursos que el artículo 27 Constitucional 
contempla como del dominio directo de la Nación y que la Ley General de Bienes 
Nac ionales incluye dentro del patrimonio de la Federación, previéndose por tanto, que 
la regulación de su explotación y aprovechamiento se encuentra en ordenamientos de 
carácter federal , correspondiéndole a las autoridades federales, su aplicación. Dichos 
recursos son : 

• Los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de 
las islas. 

• Los minerales o sustancias queen vetas, mantos, masas o yacimientos constituyan 
depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos. La 
exploración, explotac ión y beneficio de estos recursos, se regula en la Ley Minera 
y su Reglamento. en cuyo artículo 40., se especifican los minerales y sustancias 
antes referidos. 14 

14 MINERA LES Y SUSTANCIAS REGULADAS EN LA LEY MINERA 
a) Minera le~ O ~ u~tancia~ de uso induslrial que contenga antimonio. :1rsénico. beri lio. bismuto. cadmio. 
ce~ i o. cob3110. cobre. cromo. escandio. est3fio. c31io, germ:mio. hruJnio. hielTo, indio. iridio. litio. 
m3ngal\e$;0. mercurio. molibdeno. niobio. niquel. oro. osmio. paladio. plata. platino. pl omo. renio, radio. 
$;elenio. talio. laOlalio. te lirio. li tanio. tungsteno. banadio o zinc. 
b) Minerale$; de uso industrial siguieOles: actinolita. alumbre. al unita. andalucita, anhiditra. anlofilita. 
:trfvedsonita. ascharita. azufre. barita. bauxita, loedita, boehmita, boracita. bórax. brusita, camal ita, celestila. 
ci3nita. col emani ta. cordierita, corundo. cri sotilo. cuarzo, diáspora. dialomita, dolomita. dumortierita.. 
epsomil3. e.o;tronsianita. tlogopita. fluorita, gibbsita. glacerita. grafito. granate, hidromagnesita. howlita. 
inderita. ¡nyoita. k:tinita. kemita. kieserita, 13ngbeinita. magnesita. mirabilita, muscovita. ni tralo de sodio, 
palygorskita. pirofilita. polihalita. priceita. quia~lo li la. sassolita. sepiolita. sillimanita. silvita. sussexila, 
talco. t:tquidrit3. theO:lrdita. tremolíta. trona. ulexita. vermiculita. vivianita. witheri ta. woll astoni l3. yeso y 
zircÓn. 
c) Tierra.~ rara.~ . 

d) Gema.~ mineraje!' . 
e) SaJ gem3. así como las sale!' y lo!' ~ubproductos que se obtengan de ~alinas formüda. .. directümente por 
agu3~ proveniente~ de rnare~ ac tuüle~. ~upcrficial o subterráneamente. de modo nütural o artificial. 
f) Produc to.~ deri vados de 13 descomposición de las rocas cuya explotación se realice preponderante mente 
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• El petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos. 
• Los minerales radioactivos 
• Los combustibles nucleares para la generación de energía nuclear. 

4./.3. Zonas de jurisdicci6n federal 

De acuerdo con lo establecido por los artículos 27, 42 Y 48 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. se incluyen dentro de este rubro: 

• La zona contigua.-
Regulada por la Ley Federal del Mar, la rona contigua de México se extiende a 
24 millas marinas (44, 448 metros), contadas desde las líneas de base a partir de 
las cuales se mide la anchura del mar territorial mexicano. 

• La zona económica exclusiva.-
El artículo 27 Constitucional, en su párrafo octavo. establece que "la Nación ejerce 
en una zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y adyacente a 
ésta, los derechos de soberanía y las jurisdicciones que detenninen las leyes del 
Congreso. La zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas 
(374;400 metros), medidas a partir de la línea base desde la cual se mide el mar 
territorial..." Por su parte, la Ley Federal del Mar dispone en su artículo 46, que 
en la zona económica exclusiva, la Nación ejerce "Derechos de Soberanía para 
los fines de exploración, explotación, conservación y administración de los 
recursos naturales, tanto vivos como no vivos, ya sea renovables o no renovables, 
del lecho y subsuelo del mar y de las aguas supradyacentes, y con respecto a otras 
actividades con miras a la exploración y explotación económica de la zona ... y 
jurisdicción respecto al establecimiento y utilización de islas artificiales, instala­
ciones y estructuras, a la investigación científica marina, a la protección y pre­
servación del medio marino y a otros derechos y deberes que fijen las leyes y el 
derecho internacional" . 

• La platafonna continental o insular.-
Los artículos 42 fracción N y 48 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, señala que dentro del territorio nacional queda comprendida la 
plataforma continental y que ésta dependerá directamente del Gobierno Federal. 
Por su parte, la Ley Federal del Mar en sus artículos 57 y 58, dispone que los 

por medio de trabajos subterráneos, como el caolin y las mommorillonitas, al igual que las arenas de cuarzo, 
feldespatos y plagioclasas. 
g) Las materias minerales y orgánicas siguientes, susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes: apatita, 
colofana. fosforita. fosfosiderita, francolita, variscita., waveUita y guano. 
h) Los combustibles minerales sólidos siguientes: antracita, carbón mineral, lignito y turba. 
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derechos de soberanía que le corresponden sobre las platafonnas continental o 
insulares, es a efectos de que en forma exclusiva lleve a cabo las acciones de 
ex.ploración respectivas o la explotación de sus recursos naturales. Asimismo, el 
artículo 62 del citado ordenamiento prevé que la platafonna continental y las 
platafonnas insulares mexicanas comprenden "'el lecho y el subsuelo de las áreas 
submarinas que se extienden más allá del mar territorial, y en todo lo largo de la 
prolongación natural del territorio nacionaJ hasta el borde exterior del margen 
continental o bien hasta una distancia de doscientas millas marinas contadas desde 
las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial , en 
los casos de que el borde exterior no llegue a esa distancia, de acuerdo con el 
derecho internacional." 

• El territorio de las islas, cayos y arrecifes, asf como sus respectivos zócalos 
submarinos.-
Igualmente que en el caso anterior, los artículos 42, fracciones U y IV Y 48 
Constitucionales incluyen dentro del territorio nacional a las zonas señaladas, y 
prevén que aquéllas dependerán del Gobierno Federal, con excepción de aquellas 
islas respecto de las cuales hasta la fecha de promulgación de la Constitución (5 
de febrero de 1917) hubieran ejercido jurisdicción las entidades federativas. 

• El espacio situado sobre el territorio nacional. 
• La zona federal marítimo terrestre, las playas y los terrenos ganados al mar. 
• Los cauces de las corrientes y los vasos de los lagos, lagunas y esteros de propiedad 

nacional. 
• La riberas y zonas federales de las aguas nacionales. 
• Los inmuebles considerados monumentos históricos, artísticos o arqueológicos, 

de propiedad federal. 
• Los caminos, ferrocarriles y puentes que constituyen vías generales de comuni­

cación. 
• Los puertos y sus diques, muelles, escoyeras, malecones y demás obras , cuando 

sean de uso público. 
• Las presas, diques, vasos, canales, drenes, bordos, zanjas, acueductos. distritos o 

unidades de riego y demás obras de infraestructura hidráulica construidas o 
financiadas por el Gobierno Federal, incluyendo sus zonas de protección. 

• Las plazas, paseos y parques públicos cuya construcci6n o conservación esté a 
cargo del Gobierno Federal. 

• Los terrenos nacionales, baldíos y los demás considerados como tales por la Ley 
Agraria. 

• Las áreas amparadas por todas las instalaciones de las terminales de transporte 
público federal, terrestre. aéreo y acuático. 

• Los parques industriales localizados en bienes del dominio público de la 
Federación. 
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La anterior descripción de las aguas nacionales, recursos y zonas de jurisdicción 
federal es importante. en virtud de que toda emisión de partículas sólidas o líquidas, 
olores y/o gases a la atmósfera que se presenten en las mismas, cualquiera que sea su 
procedencia, será regulada y controlada por el Gobierno Federal, ya que en ellas resulta 
aplicable la legislación ambiental de carácter federal. 

4.2. Fuentes contaminantes de jurisdicción federal 

Para explicar lo que son las "fuentes emisoras de jurisdicción federal", debemos partir 
de considerar que de acuerdo con las previsiones de la legislación ambiental , existen 
dos tipos de fuentes contaminantes: las fijas y las móviles. 

En términos de lo dispuesto por el artículo 60. del Reglamento de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de Prevención y 
Control de la Contaminación de la Atmósfera, se entiende por: 

"Fuente fija: Es toda instalación establecida en un solo lugar, que tenga como 
finalidad desarrollar operaciones o procesos industriales, o de servicios o actividades 
que generen o puedan generar emisiones contaminantes a la attnósfera", y por 

"Fuente móvil: Aviones, helicópteros, ferrocarriles, tranvfas, tractocamiones, au­
tobuses integrales, camiones, automóviles, motocicletas, embarcaciones, equipo y 
maquinaria no fijos con motores de combustión y similares, que con motivo de su 
operación generen o puedan generar emisiones contaminantes a la attnósfera". 

Como ya se dijo, la intervención del Gobierno Federal en la prevención y control 
de la contaminación atmosférica proveniente de fuentes fijas o móviles , se circunscribe 
a aquellas que sean consideradas de jurisdicción federal. La determinación de estas 
fuertes emisoras es una cuestión fundamental, en virtud de que con base en ello, se 
define el ámbito de actuación de los tres niveles de gobierno. 

En efecto. la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
establece como asunto federal " la prevención y control de la contaminación atmosfé­
rica tratándose de fuentes de jurisdicción federal"; y de los gobiernos estatales o 
municipales en el caso de " fuentes de jurisdicción estatal o municipal" respectiva­
mente. 

Sin embargo, ni la propia ley ni su reglamento en la materia definen o señalan con 
presición y claridad las instalaciones o bienes y equipos que incluye cada uno de los 
conceptos citados. 

4.2. /. Fuentes Jijas de jurisdicci6n federal 

El propio Reglamento que se comenta establece una relación de las fuentes fijas que 
deben ser consideradas de jurisdicción federal. Sin embargo, cabe anotar que las 
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previsiones en él contenidas, deben ser complementadas por otros preceptos legales, 
tal y como se podrá apreciar enseguida. 

En efecto, el artículo 11, fracción 11 del ordenamiento, señala que son fuentes de 
jurisdicción federal : 

a) Las instalaciones, obras O actividades industriales, comerciales y de servicios 
que realicen las dependencias y entidades de la administración pública federal. 

b) La industria del asbesto, así como las previstas en el artículo 29, fracción III de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

El precepto de la Ley enumera algunas de las actividades cuya realización reque­
rirán de la previa evaluación del impacto ambiental por parte del Gobierno Federal. 
Dentro de éstas, se incluyen las relacionadas con las ramas industriales que a conti­
nuación se mencionan, y que también deben ser consideradas como fuentes fijas de 
jurisdicción federal. Dichas industrias son las siguientes: 

• Química 
• Petroquímica 
• Siderúrgica 
• Papelera 
• Azucarera 
• De Bebidas 
• Del Cemento 
• Automotriz 
• De generación y transmisión de electricidad 

Asimismo, para complementar la referencia a las ramas industriales, comerciales y 
de servicios que son materia federal, y en consecuencia las instalaciones, obras O 

establecimientos respectivos deberán ser considerados como fuentes fijas de juris­
dicción federal , debemos añadir algunas de las disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunque en algunos casos, como se podrá 
observar. se presentan algunas reiteraciones. 

En primer lugar, el artículo 28 de nuestra Carta Fundamental, prescribe como fe­
derales las siguientes áreas estratégicas: 

• Correos 
• Telégrafos 
• Radiotelegrafía 
• Comunicación vía satélite 
• Petróleo y demás hidrocarburos 
• Petroquímica básica 
• Minerales radioactivos 
• Generación de energía nuclear 
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• Electricidad 
• Ferrocarriles 

Por otra parte, el artículo 73 Constitucional , en su fracción X, señala que son fe­
derales las siguientes materias: 

• Hidrocarburos 
• Petroquímica 
• Minería 
• Industria Cinematográfica 
• Comercio 
• Juegos con apuestas y sorteos 
• lntennediaciones y servicios financieros 
• Energía eléctrica y nuclear 

En tercer lugar, el artículo 123 de la Constitución señala una serie de ramas 
industriales y de servicios que deben ser considerados de jurisdicción federal, siendo 
éstas las siguientes: 

• Textil 
• Cinematográfica 
• Hulera 
• Azucarera 
• Minera 
• Metalúrgica y siderúrgica 
• Hidrocarburos 
• Petroquímica 
• Cementera 
• Calera 
• Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas 
• Química, incluyendo la química fannacéutica y medicamentos 
• De celulosa y papel 
• De aceites y grasas vegetales 
• Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la fabricación de los que 

sean empacados. enlatados o envasados o que se destinen a ello 
• Ferrocarrilera 
• Maderera 
• Vidriera exclusivamente por lo que se refiere a la fabricación de vidrio plano. 

liso o labrado, o de envases de vidrio 

• Tabacalera 
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Es pertinente señalar que muchas de las actividades antes señaladas. por su propia 
naturaleza, no generan emisiones a la atmósfera y son realizadas directamente por el 
Gobierno Federal, en cuyo caso no será necesario cubrir las fonnalidades previstas en 
la legislación ambienta! , 

Asimismo, también es importante mencionar que la legislación no es lo precisa que 
se quisiera. ya que detenninar las fuentes fijas de jurisdicción federal a través de ramas 
industriales puede generar confusiones como la siguiente: dentro de la industria 
automotriz, existen sectores, como el ensamblador de autopartes, que no generan 
emisiones a la atmósfera, pero que sin embargo deben cumplir con las previsiones de 
la legislación ambiental. 

e) Asimismo, debemos considerar como fuentes fijas de jurisdicción federal a 
aquellas instalaciones, obras o actividades que, en ténninos de la propia nonnatividad 
ambiental sean consideradas como altamente riesgosas o en las que se manejen 
materiales o residuos peligrosos, en virtud de que en ambos casos, se trata de asuntos 
cuya regulación y control corresponde a! Gobierno Federal. 

d) La industria que se localice en la zona conurbada del Distrito Federal. 
e) Las obras o actividades localizadas en un Estado, cuyas emisiones a la abnósfera 

contaminen o afecten el equilibrio ecológico de otro u otros Estados, cuando así lo 
detennine la SEDESOL o lo solicite a la Federación, el Estado afectado por las 
emisiones de contaminantes a la abnÓsfera. 

f) La obras O activ idades localizadas en el territorio nacional que puedan afectar el 
eqUilibrio ecológico de otros países, 

g) En el Distrito Federal, son de jurisdicción federa! todas las fuentes fijas, excepto 
las que funcionen como establecimientos mercantiles o para espectáculos públicos. 

El Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Mercantiles y Cele­
bración de Espectáculos Públicos en el Distrito Federal. publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 31 de julio de 1989. define a los Establecimientos Mercantiles 
como "el lugar en donde desarrolle sus actividades una negociación o empresa 
mercantil dedicada a la venta o alquiler de satisfactores o servicios", y a los Espectá­
culos Públicos como "la función, acto o evento que se celebra en un lugar detenninado 
y al que se convoca al público fundamentalmente con fines de diversión o entreteni­
miento", (artículo 20" fracciones IV y V) 
Como ya se mencionó, la emisión de olores, gases, así como de partículas sólidas o 
líquidas a la atmósfera que se generen por fuentes fijas , deberán ajustarse a los niveles 
máximos permisibles de emisión e inmisión por contaminantes y por fuentes de 
contaminación que se establezcan en las Nonnas Oficiales Mexicanas que al respecto 
se expidan. 

A la fecha se encuentran vigentes seis nonnas oficiales mexicanas; una con carácter 
de emergente, que establecen los niveles antes señalados. (Ver Cuadro No. 1) 
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CUADRO No. 1 

RELACION DE NORMAS OFICIALES MEXICANAS EXPEDIDOS POR LA 
SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL PARA FUENTES FIJAS 

CLAVE OBJETO PUBLICACIÓN 
ENELD.O.F. 

NOM-CCAT- Que elitablea: los niveles mbimos permisibles de errisión a la 02. Octubre. 1993 
OOI -ECOUI93 atmósfera de bióxido y trióxido de azufre Y neblinas de ácido 

sutfWico, en plantas produclOlU de ácido sulfúrico. 

NOM-CCAT- Que establec:e 105 niveles rnbJmos permisibles de emisión ala 22. Octubre. 1993 
002-ECOI1993 atmósfera de partículas sólidas. asf como los m:¡uisilO! de control 

de emisiones fugiti vas originadas por las fuentes fijas dedicadas 
a la (aOOación de cemento. 

NOM-CCAT- Que establece 10$ niveles mú.imos permisibles de emisión I la 22. Octubre. 1993 
006-ECOU I993 atmósfera de pattfculas sólidas provenientes de fuentes fijas. 

NOM-CCAT- Que establece los niveles mú.imos permisibles de emisión a la 22. Octubre. 199) 
009-ECOU I993 atmósfera de bióxido de azufre, neblinas de bióxido de azuÍTe y 

ácido sulfllrico provenientes de procesos de producción de kido 
dodecilbencensulf6nico en fuentes fijas . 

NQM-CCAT- Que establcoc el nivel mWmo permisible en peso de azufre en el 22. Octubre. 1993 
OIS-ECOUI99J oorriJuslibleUquidodeoominadoguóleoinWstrialqueseooostma 

por las fuetlces fijas en la zona metropolitana de la Ciudad de 
~xico. 

NOM-CCAT· Norma Oficial Mexicana con cañaer de emergente que regula la 07. Abril. 1993 
0I911993(NE) conwninación attnosfi:rica en fue:oIe.s fijas Y establece lo¡ nivea 

mWmos permisibles de emisión a la ann6s.fera de partkulas (PS). 2sa. Pulicación 
on6xido de carbono (CO). óxidos de nitrógeno (NOx), óxidos de 18. Nov. 1993 
azufre (SQx) y OOmo, as{ como los requisitos y condiciones ~ 
la operación de los equipos de combustión de calentan»ento 
indirecto utilizados en las fuentes fijas. que l1WI gaseosos o 
cuaJquien de sus combinaciones 
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CLAVE OBJETO PUBLICACiÓN 
ENELD.O.F. 

NOM-PA-CCAT- Norma Oficial Mexicana con carácter de c:met¡cnle que regula ·07. Abril. 1993 
022/1993 (NE) la contaminación atmosl'bica en fuentes fijas y establece los 

requisitos, especificaciones y parámetros pan la iostaJación de 
s¡~tema de recuperación de vapores de hidrocarburos (He) en 
estaciones de servicio ubicadas en el Valle de M~xico. 

NOM-PA-CCAT- Norma Oficial Muicana con canicler de emergente que 

0231\993 (NE) establece el rnftodo de prueba pata delem'linar la eficiencia real 
en sitio, del sistema de R:CUpcnlci6n de 'Ilpocc$ en estaciones de 
servicios. 

-Estas normas no fueron prOfTogadas, por lo que dejaron de ser obligatorias el 8 de septiembre de 1993. 

4.2. J. Obligaciolles de los responsables de fuentes fijas de jurisdicción federal 

Al LICENCIA DE FUNCIONAMIENTO 

Una de las obligaciones más importantes que deben observar los responsables de las 
fuentes fijas de jurisdicción federal, consiste en contar con la licencia de funciona­
miento correspondiente. Dicha licencia será expedida por la Secretaría de Desarrollo 
Social, a través de la Dirección General de Nonnatividad Ambiental del Instituto 
Nacional de Ecología. o por las Delegaciones estatales de dicha dependencia. 

De acuerdo con las previsiones contenidas en el Reglamento que se comenta, para 
obtener la licencia de funcionamiento, los responsables de las fuentes fijas deberán 
presentar solicitud por escrito ante las áreas señaladas de la Secretaría de Desarrollo 
Social, acompañando la siguiente infonnación y documentación: (ver anexo 1). 

• Datos Generales del sol icitante. 
• Ubicación. 
• Descripción del proceso. 
• Distribución de maquinaria y equipo. 
• Materias primas o combustibles que se utilicen en su proceso y forma de almace-

namiento. 
• Transporte de materias primas o combustibles al área de proceso. 
• Transfonnación de materias primas o combustibles. 
• Productos, subproductos y desechos que vayan a generarse. 
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• Almacenamiento, transporte y distribución de productos y subproductos. 
• Cantidad y naturaleza de los contaminantes a la atmósfera esperados. 
• Equipos para el control de la contaminación a la atmósfera que vayan a utilizarse. 
• Programa de contingencias que contenga las medidas y acciones que se llevarán 

a cabo cuando las condiciones meteorológicas de la región sean desfavorables, o 
cuando se presenten emisiones de olores, gases así como de partículas sólidas y 
líquidas extraordinarias no controladas. 

La Secretaría de Desarrollo Social cuenta con la facultad para requerir, si lo estima 
necesario, información complementaria. así como para verificar la veracidad de la 
misma. El propio ordenamiento señala que dicha Dependencia tiene un plazo de 30 
días hábiles contados a partir de la fecha en que cuente con toda la infonnación 
requerida, para otorgar o negar la licencia de funcionamiento correspondiente. 

En caso de que la SEDESOL otorgue la licencia de funcionamiento, en ésta se 
precisará lo siguiente: 

a) La periodicidad con que deberá remitirse a la SEDESOL el inventario de sus 
emisiones. 

b) La periodicidad con que deberá llevarse a cabo la medición de sus emisiones 
contaminantes a la atmósfera, así como el monitoreo perimetral de las mismas. 

c) Las medidas y acciones que deberán llevarse a cabo en el caso de una 
contingencia. 

d) El equipo y aquellas otras condiciones que la SEDESOL detennine, para prevenir 
y controlar la contaminación de la atmósfera. 

e) Los niveles máximos de emisión específicos para aquellas fuentes fijas que por 
sus características especiales de construcción o por las peculiaridades en los procesos 
que comprenden no puedan encuadrarse dentro de las nonnas oficiales mexicanas en 
la materia. 

Por otra parte, en relación con la licencia de funcionamiento, es conveniente 
precisar que con el objeto de apoyar la instalación y funcionamiento de las microin­
dustrias, consideradas como tales de acuerdo a la Ley Federal para el Fomento de la 
Microindustria, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de junio de 
1990, el Acuerdo por el que se exceptúan del trámite para la obtención de la licencia 
de funcionamiento a las fuentes fijas consideradas como empresas microindustriales 
que emitan o puedan emitir olores, gases o partículas sólidas o líquidas a la atmósfera. 

En dicho Acuerdo, se señalan las actividades que no requerirán ]a obtención de la 
licencia de funcionamiento, cuando las realicen empresas microindustriales que cuen­
ten con la cédula respectiva expedida por la Secretaría de Comercio y Fomento 
Industrial. 

El último aspecto a considerar en el caso de la licencia de funcionamiento, se 
relaciona con la obligación de los responsables de las fuentes fijas que se encuentran 
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operando al momento de expedirse el Reglamento que se comenta. El artículo Tercero 
Transitorio de dicho ordenamiento establece: 

"Las Personas físicas o morales públicas o privadas que a la fecha de entrada 
en vigor de este ordenamiento (26 de noviembre de 1988), operen o admi­
nistren bajo cualquier título jurídico alguna de las fuentes de jurisdicción 
federal o de las fuentes ubicadas en zonas de jurisdicción federal ...• contarán 
con un plazo de noventa días naturales para presentar los documentos y 
cumplir con las obligaciones exigidas en el mismo. salvo cuando éstas 
hubieren sido ya satisfechas en cumplimiento de las disposiciones que se 
derogan". 

De confonnidad con el artículo Segundo Transitorio del Reglamento que se comenta, 
con su expedición se abrogó el Reglamento para la prevención y control de la 
contaminación atmosférica originada por la emisión de humos y polvos que había sido 
promulgado desde 1971. En este último ordenamiento, se establecía que la instalacion 
de nuevas industrias cuyas actividades generen contaminación atmosférica por la 
emisión de humos y polvos, requerían de la obtención de una licencia que en aquel 
entonces otorgaba la Secretaría de Salubridad y Asistencia; función que en 1982 
asumió la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología y que se hizo manifiesto en el 
Reglamento en la materia de 1988. 

En consecuencia, tooa fuente fija instalada a partir de la entrada en vigor del 
Reglamento para la prevención y control de la contaminación atmosférica origina por 
la emisión de humos y polvos, que en ténninos de su artículo Primero Transitorio fue 
el 16 de noviembre de 1971 , debe contar con la licencia respectiva. 

Ahora bien, como se podrá observar, el propio artículo Tercero Transitorio del 
Reglamento de 1988, establece un plazo de 90 días para que todas las fuentes fijas 
reguladas por él, se ajusten a sus disposiciones. Es decir, con base en dicho precepto 
los responsables de las fuentes fijas de jurisdicción federal que emitan a la atmósfera 
olores, gases y/o partículas sólidas o líquidas, deben contar con su licencia de 
funcionamiento. 

B) EMPLEAR EQUIPOS Y StSTEMAS QUE CONTROLEN LAS EMIStONES A LA ATMÓSFERA 

En ocasiones, es a través de las nonnas oficiales mexicanas en donde se detennina el 
equipo o sistema específico que se requiere para controlar las emisiones de un 
componente en una fuente fija concrda. Asimismo, como ya se dijo, en la licencia de 
funcionamiento la SEDESOL puede señalar los equipos y sistemas que es necesario 
instalar para la operación de la fuente fija correspondiente. 
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C) INTEGRAR UN INVENTARIO DE sus EMISIONES CONTAMINANTES A LA ATMOSFERA. 

PARA LO CUAL DEBERA LLEVAR A CABO LAS MEDICIONES RESPECTIVAS 

Las mediciones de emisiones contaminantes a la atmósfera, deberán realizarse confor­
me a los procedimientos establecidos en las normas oficiales mexicanas respectivas. 
y los resultados deberán ser asentados en los formatos y registros que para tales efectos 
determine la SEDESOL. 

En relación con esta obligación, la duda que podría suscitarse a partir de las 
disposiciones del Reglamento que se comenta, sería respecto de la fecha para su 
presentación ante la SEDESOL. En efecto, por una parte el artículo 21 del ordena­
miento establece que una vez otorgada la licencia de funcionamiento, el responsable 
de la fuente fija deberá remitir a la SEDESOL, en el mes de febrero de cada año, una 
cédula de operación que contenga información y documentación que en el mismo se 
señalan , y dentro de las cuajes se incluye la cantidad y naturaleza de los contaminantes 
a la atmósfera esperado. 

Esta disposición se ha interpretado en el sentido de que la comprobaci6n de las 
emisiones contaminantes debe presentarse ante la SEDESOL en el mes de febrero de 
cada año, situaci6n que es equivocada, en virtud de que como ya se dijo, al otorgarse 
la licencia de funcionamiento, en ella se precisará la periodicidad con que deberá 
remitirse a la SEDESOL el inventario de emisiones, de tal manera que corresponde a 
dicha dependencia especificar para cada fuente fija el momento en el que le deberán 
presentar dicho inventario. 

D) INSTALAR PLATAFORMAS Y PUERTOS DE MUESTREO 

Atendiendo a lo dispuesto por el artículo 6° del Reglamento, la plataforma y los puertos 
de muestreo son "las instalaciones para realizar el muestreo de gases o partículas en 
duetos o chimeneas". 

La obligaci6n que se comenta, se complementa con la prevista en los artículos 
23 y 24 del ordenamiento, que establecen que las emisiones de contaminantes a la 
atm6sfera deberán canalizarse a través de duetos o chimeneas de descarga, las 
cuales deberán contar con la altura necesaria para dispersar las emisiones conta­
minantes, misma que debe preverse en la norma oficial mexicana respectiva. 

Asimismo, se establece que cuando por razones de índole t6cnica no puedan 
canalizarse las emisiones a través de duetos o chimeneas de descarga, el responsa­
ble de la fuente fija podrá presentar a la SEDESOL un estudio justificativo para 
que decida lo conducente. Sin embargo, cabe señalar que bajo ninguna circunstan­
cia las decisiones de la dependencia podrán contradecir la normatividad ambiental 
aplicable. 
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Finalmente, cabe señalar que las platafonnas y puertos de muestreo deben ser 
conservados en condiciones de seguridad adecuadas que permitan el cumplimiento de 
su objeto. 

El LLEVAR A CABO EL MONITOREO PERIMETRAL DE SUS EMISIONES CONTAMINANTES 

A LA ATMÓSFERA 

Esta obligación deberá cumplirse cuando se trate de fuentes fijas localizadas en zonas 
urbanas o suburbanas, cuando colinden con áreas naturales protegidas y cuando por 
sus características de operación o por sus materias primas productos o subproductos. 
puedan causar grave deterioro a los ecosistemas. 

F) LLEVAR UNA BITACORA DE OPERACiÓN Y MANTENIMIENTO DE SUS EQUIPOS DE 

PROCESO Y DE CONTROL 

Gl DAR A VISO ANTICIPADO A LA SECRETARflA DEL INICIO DE OPERACiÓN DE SUS PRO­

CESOS EN EL CASO DE PAROS PROGRAMADOS. Y DE INMEDIATO. EN EL CASO DE QUE 

ESTOS SEAN CIRCUNSTANCIALES. SI ELLOS PUEDEN PROVOCAR CONTAMINACiÓN. ASI 

COMO EN EL CASO DE FALLA EN EL EQUIPO DE CONTROL 

4.2.2. Fuentes moviles de jurisdicción federal 

De confonnidad con lo dispuesto por el artículo 11 del Reglamento de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de Prevención y 
Control de la Contaminación de la Atmósfera, se consideran como fuentes móviles de 
jurisdicción federal las siguientes: . 

- Los vehículos automotores hasta en tanto no salgan de la planta de producción; y 
- El transpone público federal. 

A pesar de que los dos casos anteriores son los únicos que expresamente se señalan 
con el carácter mencionado, es pertinente aclarar que no son los únicos, yaqueel propio 
Reglamento al referirse a las fuentes móviles indica que son "aviones, helicópteros, 
ferrocarriles, tranvías , tractocamiones, autobuses integrales. camiones, automóviles, 
motocicletas, embarcaciones, equipo y maquinarias no fijos con motores de combus­
tión y similares, que con motivo de su operación generen o puedan generar emisiones 
contaminantes a la atmósfera". 

De acuerdo con ello. el Gobierno Federal está en posibilidad de regular las 
émisiones de contaminantes a la atmósfera provenientes de cualquiera de las fuentes 
antes citadas, por ejemplo, de aviones, ferrocarriles o cualquier embarcación. 

Sin embargo, a la fecha la nonnatividad que se ha expedido se refiere a las fuentes 
móviles señaladas en el artículo II del Reglamento. 
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La legislación ambiental determina que las emisiones de olores, gases. así como de 
partículas sólidas y líquidas a la atmósfera generadas por las fuentes móviles, no 
deberán rebasar los niveles máximos permisibles de emisión que establezcan las 
normas oficiales mexicanas respectivas. 

A la fecha se encuentran vigentes nueve normas oficiales mexicanas aplicables a 
fuentes móviles (Ver Cuadro No. 2), una de las cuales tiene el carácter de emergente. 

Para el caso de los vehículos automotores nuevos en planta, las normas oficiales 
mexicanas que se han expedido son las NOM-CCAT-004-ECOUI993 y NOM­
CCAT-007-ECOUI993, que establecen los niveles máximos permisibles de emisión 
de contaminantes a la aun6sfera que deberán ser observados, así como los procedi­
mientos a seguir para su verificación por parte de la Secretaría de Desarrollo Social a 
través de la Procuradurra Federal de Protección al Ambiente. 

Cabe señalar que en dichas normas se señala el tipo de contaminante regulado y el 
campo de aplicación específico, siendo para el primer caso la fabricación e importación 
de vehrculos automotores, con peso bruto vehicular de 400 a 3,857 kilogramos, y 
tratándose de la segunda norma, la fabricación e importación de los motores que se 
utilizarán para la propulsión de vehículos automotores con peso bruto vehicular mayor 
de 3,587 kilogramos. 

Respecto del transporte público federal como fuente móvil de jurisdicción federal , 
las disposiciones del Reglamento en la materia prevén por una parte, la obligación de 
los propietarios y concesionarios de dicho servicio de someter sus vehículos a la 
verificación respectiva, y por otra establece las reglas a las que se sujetará el estable­
cimiento y operación de los centros de verificación obligatoria. 

A fin de instrumentar las medidas señaladas, el 3 de mayo de 1990 se expidió el 
Acuerdo por el que se establece la verificación semestral de emisiones contaminantes 
de los vehículos de autotransporte de pasaje y carga que circulen por caminos de 
jurisdicción federal. Además, dicho instrumento dispone que los niveles máximos 
pennisibles serán los que prevean las nonnas oficiales mexicanas aplicables, debién­
dose realizar la verificación en los centros autorizados para ello por la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes. 

Como podrá observarse en el Cuadro no. 2, las nonnas oficiales mexicanas cuyas 
claves son NOM-CCAT-003-ECOUI993, NOM-CCAT-008-ECOU1993, NOM­
CCAT-OI2-ECOLlI993, NOM-CCAT-OI3-ECOUI993 Y NOM-CCAT-OI4-
ECOU1993 establecen los niveles máximos permisibles de emisión de contaminantes 
a la atmósfera provenientes de vehículos automotores en circulación, cuyas caracte­
rísticas se establecen en las mismas. Obviamente, por las peculiaridades de los 
vehículos destinados al transporte público federal sólo algunas de dichas previsiones 
resultan aplicables. 

Por otra parte, el Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en materia de Prevención y Control de la Contaminación de 
la Atmósfera, incorpora diversas nonnas referidas al establecimiento y operación de los 
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centros de verificación obligatoria de los vehículos de transporte público federaL De 
acuerdo con dicho ordenamiento, corresponde a la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes otorgar las autorizaciones para que los particulares realicen las actividades 
conducentes, atendiendo a las fonnalidades y procedimientos en él previstos. 

La nonna oficial mexicana NOM-CCAT-OlO-ECOUI993 señala las previsiones 
que deberán observarse en la operación de los centros de verificación. Dentro de las 
disposiciones respectivas destacan aquellas mediante las cuales se establecen los 
métodos para medir las emisiones provenientes de los vehículos automotores; la 
preparación del equipo para la prueba; la revisión visual del vehículo antes de la prueba; 
las condiciones y preparación del mismo para someterlo a la verificación; los procedi­
mientos de medición; y las especificaciones que debe reunir el equipo. 

Para el caso de los centros de verificación de emisiones de vehículos destinados al 
transporte público federal, es la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, la 
dependenc ia ante quien se deben realizar las gestiones necesarias para obtener las 
autorizaciones correspondientes para su establecimiento y control. 

CUADRO No. 2 

RELACION DE NORMAS OFICIALES MEXICANAS EXPEDIDAS POR LA 
SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL PARA FUENTES MOVILES 

CLAVE OBJETO PUBLICACIÓN 
ENELD.O.F. 

NOM..cCAT· Que establece los niveles mixim05 permisibles de emisión de gases 22. Octubre. 1993 
003-ECOU I993 contaminantes, provenientes del escape de los vehfculos 

automotores en circu lación que utilizan gasolina como 
combuslible. 

NOM-CCAT· 22. Octubre. 1993 
004-ECOUI993 Que establece los niveles mwmos permisibles de emisemisi6D 

de hidrocarburos no quemados. non6xido de carboao y 6xido de 
nitr6geno proveniente del escape de vehfculos automotores 
nuevos en planta, asf como de hidrocarburos evaporativos 
provenienrcs del sistema de combuslible que usan gasolina, gas 
licuado de petróleo (gas LP.), gas natural y otros combuslibles 
alternos, con peso bruto vehicular de 400 a 3,857 ki logramos. 

NOM-CCA-T 22. Octubre. 1993 
007-ECOUI993 Que establece los niveles máximos permisibles de emisi6n de 

hidrocarburos, monóK..Íao de carbono, 6xidos de nitrógeno, 
partfcu las suspendidas, totales yopacidad de humo, provenienlCS 
del escape de molares nuevos que usan diesel como combuslible 
y que se ulilizartn pan la propulsión de vehfculos automotores 
con peso bruto vehicular mayor de 3,857 ki logramos. 

NOM-CCA-
008-ECOUI993 Que establece los nive~ máximos pennisibles de opacidad del 22. Octubre. 1993 

humo provenienle del escape de vehlculos automotores en 
circulaciÓD lJUI! usan diesel como combuslible. 
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CLAVE OBIETO PUBLICACIÓN 
ENELD.O.F. 

NOM-CCAT· Que establece las caracterfsticas del equipo y el procedimienlo 22. Octubre. 1993 
OIO-ECOUJ993 de medición pan la verificación de los niveles de emisión de 

contaminantes provenientes de los vehlcuJ05 automotores en 
circulación que utilizan gasolina, gas licuado de petróleo. gas 
natural u otros combustibles alternos. 

NOM-CCAT· Que establece los niveles mb.imos permisibles de emisión de 22. Octubre. 1993 
OI1-ECOLII993 hidrocarburos. monólI:ido de carbono y humo, provenientes del 

escape de las moticicletas en circulación que utilizan gasolina o 
mezcla de gasolina-aceite como combustible. 

NOM·CCAT· Que establece las caractefÍsticas del equipo y el procedimienlo 22. Oclubre. 1993 
01 3-ECOU I 993 de medición. plra la verificación de los niveles de emisión de 

gases contaminanles, provenientes de las motocicletas en 
circu lación que utilizan gasolina o mucla de gasolina-aceite 
como combustible. 

NOM·CCAT· Que emblece los niveles máximos pemúsibles de emisión de 22. Oclubre. 1993 
OI4-ECOUI993 gases contaminanleJ provenienleS del escape de los vebrculos 

automotores en circulación que usan gas licuado de petróleo, gas 
natural y otros ccmbustibles alternos como combustibles. 

NOM·CCAT· Norma Oficial Mex.icana con car.l.clcr de emergeolc que regula '2.5. Mayo. 1993 
024-1993(NE) la contaminación almosf&ica, niveles máximos permisibles de 

emisiones de hidrocarburos y monóxido de carbono generados 
por automotores en circulación con convenidor catalítico que 
usan gasolina, gas licuado de petróleo, gas nalural y 01105 

combustibles alternos, con peso brulO vehicular de 400 a 3,000 
Kl"s. 

'Estas nonnas no rueron prorrogadas. por lo que dejaron de ser obligatorias el 8 de septimbre de 1993. 

4.3. Monitoreo atmosférico e incineración a cielo abierto 

Otro de los aspectos contemplados en la legislación ambiental, de ámbito federal, es 
el establecimiento de un sistema nacional de ¡nfonnación de la calidad del aire, el cual 
se integrará con los datos resultantes del monitoreo atmosférico que se realice tanto 
en el Distrito Federal como en cada una de las entidades federativas, ase como de los 
inventarios de las emisiones contaminantes de fuentes fijas de jurisdicción federal y 
estatal. 

De las disposiciones que sobre el particular incluye el Reglamento en la materia, 
destaca el señalamiento de que el sistema nacional de ¡nfonnación de la calidad del 
aire, pennitirá a las autoridades federales, estatales y municipales. fonnular las 
estrategias necesarias para el control de la contaminación atmosférica, Por ejemplo, 
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en el caso de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, el Plan de Contingencias 
Ambientales se aplica con base en la infonnaci6n que proporciona la red de monitoreo 
atmosférico. 

Asimismo. se prevé que los sistemas de monitoreo de la calidad del aire deberán 
sujetarse a las nOnTIas oficiales mexicanas que se expidan. A la fecha se encuentran 
en vigor cinco normas a través de las cuales se establecen los métodos de medición 
para determinar la concentración de monóxido de carbono, partfculas suspendidas 
totales, ozono, bióxido de nitrógeno y bióxido de azufre, asf como los procedimientos 
para la calibración de los equipos de medición (ver Cuadro no. 3). 

CUADRO No. 3 

RELAClON DE NORMAS OFICIALES MEXICAS EXPEDIDAS POR 
LA SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL PARA MONITOREO 

DE LA CALIDAD DEL AIRE 

CLAVE OBJIITO PUBLlCACtÓN 
EN EL D.O.F. 

NOM-CCAM- Que establece los rTlIttodos de medición pan determinar la 18. Octubre. 1993 
OOI·ECOU I993 concenttaciÓII de monóxido de carbono en el aire ambiente y los 

procedimientos panl la calibración de los equipos de medición. 

NOM-CCAM- Que establece los ml! lodos de medición para dclefminar la 18. Octubre. 1993 
002-ECOLlI993 concentraciÓn de partfculas suspendidas totales en el aire 

ambiente '1 el procedimiento para la calibraciÓn de los equipos 
de mediciÓn 

NOM-CCA-M Que establece los m.!todos de medición para detenninar la 18. Octubre. 1993 
003-ECOUI993 concentrlción de ozono en el aire ambiente '1 105 procedimientos 

para la ca1ibnción de 105 equipos de medición. 

NOM-CCAM- Que establece 10$ IlÉtodos de medición para determinar 1. 18. Octubre. 1993 
OOJ-ECQUI993 concenlraciÓll de bióxido de nitrógeno en el aire ambiente '1 los 

procedimientos para la calibración de 10$ equipos de medición. 

NOM-CCAM- Que establea: los mttodos de medición para delet'minar 1. 18. Octubre. 1993 
OOS-ECOUI993 concentración de bi6xi~(J de azufre en el aire ambiente '1 los 

procedi mientos para la calibración de los equipos de medición 
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Según información de la Secretaría de Desarrollo Social, en el año de 1992 se 
encontraban en operación 22 redes de monitoreo atmosférico en diversas ciudades del 
pars. " 

El último aspecto contenido en la legislación federal ambiental, se refiere a la 
incineración a cielo abierto. De acuerdo con lo previsto en el Reglamento en la materia. 
corresponde al Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, 
autorizar dicha actividad siempre que se cumplan dos requisitos: que se realicen en 
zonas de jurisdicción federal y tenga por objeto adiestrar y capacitar al personal 
encargado del combate de incendios. 

El propio ordenamiento señala la infonnación y documentación que se requiere 
presentar para el otorgamiento del penniso señalado. 

5 . L A REGULACiÓN LOCAL PARA LA PREVENCiÓN Y CONTROL 

DE LA CONTAMINACiÓN ATMOSFÉRICA 

Como ya se ha mencionado con anterioridad, la prevención y control de la contami­
nación del aire fue regulada hasta 1988 por ordenamientos de carácter federal, cuya 
aplicación correspondió exclusivamente a dependencias de la Administración Pública 
Federal o a instancias federales. En efecto, como una cuestión de salubridad general, 
los Códigos Sanitarios y sus reglamentos expedidos a partir de los años treintas, y aún 
la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental de 1971 y su 
Reglamento en la materia, el cual se mantuvo vigente hasta noviembre de 1988, 
establecieron claramente que la protección atmosférica era un asunto exclusivo de la 
Federación . 

Asimismo, conviene mencionar que en la legislación ambiental de esos años se 
señala que las autoridades estatales y municipales "auxiliarán a las instancias federales 
en el cumplimiento y aplicación de las disposiciones" respectivas. 

Además, en dicha legislación se regulaba desde la combustión a cielo abierto de 
cualquier material , sustancia o recurso, hasta las emisiones generadas por refinerías y 
termoeléctricas, pasando por las provenientes de vehículos automotores y baños 
públicos. Es decir, toda fuente emisora de contaminantes a la atmósfera era regulada 
por la legislación aplicable en toda la República. 

El carácter federal de las disposiciones en la materia, se fundamenta no sólo por 
tratarse de una cuestión de salubridad general, cuya regulación en términos del artículo 
73 fracción XVI de la Constitución General de la República, es una far.ultad del 
Congreso de la Unión, sino además porque el artrculo 48 de la Carta Fundamental 

I S Infonne de la Situación General en materia de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente 
1991-1992. SEDESOL. Mtxico, p. 154. 
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establece que "las islas, los cayos y arrecifes de los mares adyacentes que pertenezcan 
al territorio nacional, la platafonna continental , los zócalos submarinos de las islas, de 
los cayos y arrecifes, los mares territoriales, las aguas marítimas interiores y el espacio 
situado sobre el territorio nacional, dependerá directamente del Gobierno de la 
Federación ... " 

De acuerdo con esta última disposición. es desde la legislación que expida el 
Congreso de la Unión. en donde deben incorporarse las normas a las que deberá 
sujetarse el uso o aprovechamiento de los bienes en ella descritos. Así, por ejemplo. 
la Ley Federal del Mar, además de reiterar que sobre la mayoría de las zonas y bienes 
antes señalados la Nación tiene plena jurisdicción, regula los actos de uso y aprove­
chamiento de ellos y de sus recursos, correspondiéndole a las dependencias federales 
aplicar y vigilar el cumplimiento de las nonnas respectivas; de esta manera en dicho 
ordenamiento se prevén disposiciones para la protección del medio marino. 

En congruencia con lo anterionnente señalado. desde nuestro punto de vista, 
corresponde exclusivamente al Gobierno Federal legislar en todo lo concerniente a la 
prevención y control de la contaminación del aire, ya que ello implica una afectación 
directa al espacio situado sobre el territorio nacional, el cual, como ya se dijo en el 
apartado número dos de este trabajo, es el objeto de protección de la normatividad en 
la materia. 

A pesar de lo anteriormente planeado, como también ya se señaló, la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece que a los 
gobiernos locales les corresponde prevenir y controlar la contaminación atmósfe­
rica siempre que se trate de zonas o fuentes emisoras de jurisdicción estatal o 
municipal. Es decir. a partir de 1988. año en que se expide el citado ordenamiento, 
tiene lugar una "desfederalización" de la protección del aire, que aparentemente 
contraviene las disposiciones constitucionales ya ci tadas. 

A nuestro parecer, la participación de los gobiernos de las entidades federativas 
y de los municipios en la materia que nos ocupa. debe darse dentro del marco de 
distribución de competencias previsto en el artículo 124 de nuestra Carta Magna. 
Como se sabe. ese precepto dispone que "Las facultades que no estén expresamente 
concedidas por (la) Constitución a los funcionarios federales se entienden reservadas 
a los Estados". 

Consecuentemente. si vinculamos esta disposición con el artículo 48 Constitu­
cional, resulta que la disposición de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, de ninguna manera otorga a los gobiernos locales la posibi­
lidad de expedir nonnatividad sobre la protección del aire que rebase los Ifmites 
impuestos en la propia Ley . Es decir. en victur de que la regulación de la prevención 
y conttol de la contaminación atmosférica es una facultad del Gobierno Federal, y de que 
el pacto federal no puede modificarse en una ley secundaria como la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. la intervención de los gobiernos 
estatales en la materia debe circunscribirse a apoyar a la Federación en la aplicación 
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de la legislac ión que ésta expida, en los aspectos y ámbitos que específicamente 
le marque el Congreso de la Unión. 

De acuerdo con ello. las legislaturas locales y los ayuntamientos al emitir reglas 
en la materia, s610 pueden hacerlo para establecer instancias. mecanismos y 
procedimientos que permitan a las autoridades locales aplicar, en los ámbitos 
espaciales definidos por el legislador federal, la nonnatividad que para la protección 
del aire expida la Federación. Por tanto, como podrá observarse, esa "des federal iza­
c ión" a que nos hemos referido líneas arriba, consiste simplemente en la descen­
tralización hacia los gobiernos locales de actividades fundamentalmente 
operativas . 16 

Desafortunadamente, cuando la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec­
ción al Ambiente pretende definir los ámbitos de actuación de cada uno de los tres 
niveles de gobierno, inculTe en ambigüedades que no penniten detenninar con toda 
precisión y certidumbre su participación en la prevención y control de la contamina­
ción atmosférica y tiende más bien a crear confusiones: cuestión que se reproduce en 
la legislación estatal y municipal en la materia, lo que a su vez propicia una mayor 
vaguedad en la cuestión planteada. 

En efecto, el ordenamiento referido utiliza una fónnuladeexclusión para identificar 
las áreas de actuación de los tres niveles de gobierno. al establecer que la protección 
del aire es un asunto federal, tratándose de zonas y fuentes de jurisdicción federal , y 
de los gobiernos locales cuando las emisiones contaminantes provengan de zonas o 
fuentes 'de jurisdicción estatal y municipal. Sin embargo, no se establece qué tipo de 
áreas. instalaciones o equipos quedan comprendidas en cada una de dichas categorías. 

Si en el caso de las fuentes emisoras de jurisdicción federal , resulta diffcil su 
determinación, tratándose de las de jurisdicción estatal o municipal la cuestión es aún 
más compleja, considerando que el criterio de exclusión es el que debe ser utilizado 
para ello. 

A continuación abordaremos el problema planteado dentro del análisis de la 
legislación ambiental , estatal y municipal , que hasta la fecha ha sido expedida en 
relación con la materia que nos ocupa y que se encuentra constitufda por 29 Leyes 
Estatales de Ecología, 5 reglamentos de dichas leyes, 6 reglamentos municipales en 
materia ambiental y diversos Bandos de Policía y Buen Gobierno Municipales. (Ver 
cuadro número 4). 

16 Vb.se Cancino y González. "La distribución de competencias en materia ambiental", trabajo 
incorporado en este mismo texto en donde se realiza una amplia explicación sobre la fonna en que debe ser­
interpretado el conceplo "congruencia" dentro de la legislación ambiental. 
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5.1. Leyes estatales de ecología 

Aunque a nivel local ha existido desde siempre la posibilidad de que los órganos que 
cuentan con facultades legislativas y/o reglamentarias, expidan disposiciones ambien­
tales respecto de aquellas materias o aspectos de su competencia (fraccionamientos, 
zonificación, sistema de agua potable y alcantarillado, recolección y tratamiento de 
basura, prestac ión de servicios públicos municipales. etc.), no es sino hasta que se 
promulga la Ley General de Equilibrio Ecológico, en Marzo de 1988, cuando en las 
entidades federativas se inicia el proceso tendiente a regular, de fanna más o menos 
integral, la protección de los ecosistemas. Así, en el periodo comprendido entre mayo 
de 1988 y mayo 1992, se expidieron las 29 leyes estatales ecológicas vigentes, " siendo 
la primera la del Estado de Querétaro y la última la del Estado de Michoacán. 

La revisión y análisis de los ordenamientos citados. pennite identificar diversas 
características comunes a ellos, dentro de las que destaca el hecho de que las legisla­
turas de todas las entidades federativas ''utilizaron'' el mismo "modelo", ya que las 
deficiencias, vaguedades e inconsistencias de todas las leyes que se comentan son muy 
similares y, en muchos casos, idénticas. Desafortunadamente, lo anterior es una 
muestra de la pobreza propositiva de nuestros congresos locales. 

Es pertinente señalar que la legislación estatal sigue la estructura de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente a pesar de que en algunos casos 
se incorporan aspectos cuya regulación compete exclusivamente a la Federación, y en 
donde en consecuencia, son las autoridades de dicho nivel de Gobierno a quienes les 
corresponde ejercer las facuItades respectivas, tal es el caso de disposiciones sobre 
áreas naturales protegidas, flora y fauna silvestres y acuáticas o para la expedición de 
nOnTIas oficiales mexicanas. 

Por tanto, dentro de las leyes estatales de ecología, la regulación de la prevención 
y control de la contaminación atmosférica se realiza mediante propuestas referidas a 
la distribución de competencias entre los gobiernos locales y los gobiernos municipa­
les, así como a las acciones que éstos pueden realizar en la materia. Asimismo, es 
conveniente hacer notar que en todos los ordenamientos citados se establece que uno 
de sus objetivos es precisamente la protección del aire. 

En relación con la distribución de competencias en la materia que nos ocupa, 
siguiendo la fÓnTIula de exclusión prevista en la Ley General, las leyes locales de 
ecología establecen como asunto estatal la prevención y control de la contaminación 
atmosférica tratándose de zonas y fuentes dejurisdicción estatal, y de los municipios 
en el caso de zonas y fuentes de jurisdicción municipal. Sin embargo, salvo algunos 
casos, no se definen los conceptos an,)tados, reproduciéndose con ello la problemática 
surgida de la propia Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 

17 Aunque proxinmmente será expedida la Ley Estatal de Ecología y Protección al Ambiente para el 
Estado de l1axcala., ni en dicha entidad ni en el Estado de Campeche existen disposiciones ambientales en 
la materia. 
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Ambiente en relación con la definición de ámbitos de actuación de los tres 
niveles de gobierno . 

Las Leyes de Protección Ambiental del Estado de San Luis PotosI y del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Baja California Sur, señalan que 
las fuentes fijas comprenden las "plantas generadoras. refinerías, fábricas, fundidoras, 
hornos y calderas industriales y comerciales de todo género, asl como los hornos 
domésticos" y las fuentes móviles son las "plantas de emergencia de energla eléctrica 
y vehículos automotores de combustión interna de cualquier tipo". 

Como puede apreciarse, antes de aclarar o definir el ámbito de actuación de los 
gobiernos locales , la disposición anterior tiende más a confundir ya que la mayoría de 
los bienes e instalaciones señaJados son de jurisdicción federal. 

Por su parte, las Leyes del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente de los 
Estados de Puebla, Sinaloa, Sonora y Tabasco establecen que son zonas de jurisdicción 
estatal : 

- Los sitios ocupados por las instalaciones de las tenninales del transporte público 
estatal, y 

- Las zonas y los parques que no sean competencia de la Federación . 

Asimismo. establecen como fuentes emisoras "que le corresponde autorizar al 
Estado": 

- Las obras o actividades industriales, comerciales y de servicios que realicen las 
dependencias y entidades de la administración pública estatal ; 

- Los establecimientos industriales que no sean por su actividad productiva, 
competencia de la Federación; 

- Las obras o actividades localizadas en un Municipio cuyas emisiones a la 
atmósfera contaminen o afecten al equilibrio ecológico de otro y otros municipios, 
cuando así lo determine la Secretaria (de Ecologla o similar) o lo solicite al Goberna­
dor del Estado el Ayuntamiento afectado por las emisiones contaminantes a la 
atmósfera; 

- El transporte público estatal; 
- Las obras o actividades que por su naturaleza y complejidad requieran de la 

participación del Estado a petición de los ayuntamientos; y 
- La industria hulera, alimentaria y metal mecánica u otros giros menores. (Sólo en 

la Ley del Estado de Puebla). 
Otro grupo de leyes ecológicas, especlficamente para los Estados de Chihuahua, 

Chiapas, Morelos, Quintana Roo y Zacatecas, tratan de definir el ámbito de actuación 
de los municipios en la materia que nos ocupa, al señalar que les corresponde la 
prevención y control de la contaminación atmosférica generada por "fuentes fijas de 
giros menores, fuentes naturales, quemas y fuentes móviles, excepto el transporte 
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federal", En dichos ordenamientos no se define ninguna de las fuentes emisoras 
señaladas, ni se hace referencia específica a aquéllas que serían consideradas de 
jurisdicción estatal. 

Como se podrá observar, bajo ninguna de las fórmulas previstas en la legislación 
estatal ambiental . es posible diferenciar con toda claridad los ámbitos espaciales de 
actuación de los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios. lo anterior, 
además de crear una gran confusión a la autoridad al no quedar claro cuáles son los 
establecimientos industriales. comerciales y de servicios que pueden controlar, puede 
afectar los derechos de los particulares desde el momento en que existe incertidumbre 
respecto a la autoridad encargada de regular y vigilar el cumplimiento de la nonnati­
vidad aplicable en la materia. 

Por otro lado, las leyes ecológicas locales incluyen disposiciones en materia de 
prevención y control de la contaminación atmosférica, las cuales se refieren a los 
siguientes aspectos: 

a) Se establecen los criterios que deberán ser observados en la protección del aire, 
siendo éstos los siguientes: 

- La calidad del aire debe ser sati sfactoria en todos lo asentamientos humanos y 
regiones de la entidad; y 

- La emisión de contaminantes a la atmósfera, en la entidad, sea de fuentes 
artificiales o naturales, fijas y móviles, deben ser reducidas y controladas para asegurar 
una calidad del aire sati sfactoria para el bienestar de la población y el equilibrio 
ecológico. 

b) Se faculta a los gobiernos locales para convenir y, en su caso, obligar a quienes 
realicen actividades contaminantes e instalar equipos de control de emisiones. Es 
justamente en estos casos en los que resulta ambigua la legislación local. ya que si no 
se definen las fuentes de jurisdicción local, no se podrá detenninar a quienes se podrá 
obligar a cumplir en esta previsión. 

c) Se incorpora la posibilidad de establecer y operar sistemas de verificación de 
emisiones contaminantes a la atmósfera provenientes de vehículos en circulación. En 
la mayoría de los casos, esta función es asignada a los gobiernos municipales; cabe 
señalar que algunas legislaciones reglamentan el funcionamiento de los centros de 
verificación, estableciendo los requisitos, plazos y fonnalidades que deberán seguir 
los particulares interesados en obtener la autorización para operar dichos centros. 

Para el caso de los Estados de México, Nuevo Le6n, Aguascalientes y Ourango, la 
regulación y control de los centros de verificación vehicular corresponde a los 
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gobiernos estatales, según lo disponen las propias leyes de ecologra y los reglamentos 
de éstas que en la materia se han expedido. 

d) Se prevé que tanto los gobiernos estatales como los municipales. en el ámbito 
de sus respectivas competencias. aplicarán los criterios generales para la protección a 
la atmósfera en los planes y programas de desarrollo urbano, asr como en las 
declaratorias de provisiones, usos, destinos y reservas que se expidan en los centros 
de población. 

Atendiendo a esta disposición, los gobiernos locales deberán, a través de la 
zonificación prevista en los citados instrumentos de planeaci6n urbana, determinar 
aquellas áreas en las que se permitirá la instalación de establecimientos industriales, 
y de servicios que emitan contaminantes a la atmósfera. 

e) Se señala que en los principales centros de población se establecerán y operarán 
los sistemas de monitoreo de la calidad del aire, que permitan obtener la información 
requerida para que los gobiernos estatales y municipales adopten las decisiones 
necesarias para prevenir y controlar la contaminación atmosférica. 

t) Se establece la obligación de los gobiernos locales para integrar y mantener 
actualizado el inventario de fuentes fijas de contaminación. 

g) El último grupo de disposiciones se refiere a la facultad que tienen los gobiernos 
estatales y municipales para vigilar el cumplimiento de la legislación ambiental, 
imponiendo las sanciones y medidas de protección que en su caso procedan. 

Finalmente. es pertinente señalar que los reglamentos tanto estatales como muni­
cipales, que a la ic..:ha se han expedido (Ver Cuadro No. 4) simplemente reiteran y 
desarrollan, en algunos casos. a las disposiciones referidas a la prevención y control 
de la contaminación ambiental prevista en las legislaciones estatales de ecologfa. 
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CUADRO No. 4 

LEGISLACION ESTATAL Y MUNICIPAL AMBIENTAL 

ESTADO LEYES ESTATALES REGLAMENTOS REGLAMENTOS O 
BANDOS DE 

POLlclA Y BUEN 
GOB IERNO 

MUNICIPALES 

Aguascalie ntes - ley Eslatal del Equilibrio - Reglamento EstataJ del 
Ecológico y PrOlección al Sistema de Verificación 
Ambiente del Estado de Anticontaminante de 
Aguascalientes 26-03-89,· Automotores. 

Baja California . Ley del Equilibrio 
Ecológico y Protección al 
Ambiente del Estado de Baja 
California. 29-02-92. * 

Baja California Sur - Ley de Equilibrio Ecológico 
y Protección al Ambiente del 
Estado de Baja California Sur 
30-1 1-91· 

Campeche 

Chiapas - Ley de Equilibrio Ecológico 
y Protección al Ambiente del 
Estado de Chiapas. 31-07-
91' 

Chihuahua - Le y Ecológica para el - Reglamento de la Ley - Reglame nt o para la 
Estado de Chihuahua~ 26-10- Ecológica para el Estado protección del Ambiente en 
91' de Chihuahua el Municipio de Jiménez 

Jiménez, Olihuahua 
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ESTADO LEYES ESTATALES REGLAMENTOS REGLAMENTOS O 
BANDOS DE 

POLlclA Y BUEN 
GOBIERNO 

MUNICIPALES 

Coahuila - Ley para la Conserva-
ción Ecológica y Prote-
cción al Ambiente del Es-
tado de Coahuila de Zara-
goza. 30-01-90.· 

Colima - Ley de Preservación 
Ambiental del Estado de 
Colima. 06- 10-90.-

Durango - Ley Estatal del Equi- - Reglamento de la Ley 
librio Ecológico y la Estatal del Equilibrio 
Protección al Ambiente. Ecológico y la Protección 
20-05-90.· al Ambiente pa ra la 

Prevención y Control de 
1, Contaminación 
Generada por los 
Vehículos Automotores 
que Circulan e n el Estado 
de Du-rango. 

Guanaj ualo - Ley Ecológica para el - Reglamentos para la 
Estado de Guanaj uato . Prevención y Control de 
28-08-90,· 1, Contaminación 

Generada IX'r Vehículos 
Au-tomotores que 
Circulan en los Territorios 
de los Mu nicipios de 
Guanajuato y León 

Guerrero - Ley de Equilibrio 
Ecológico y Protección a1 
Ambiente del Estado de 
Guerrero. 19-03-91· 
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ESTADO LEYES ESTATALES REGLAMENTOS REGLAMENTOS 
O BANDOS DE 

POLlclA Y BUEN 
GOBIERNO 

MUNICIPALES 

Hida1go - Ley del Equilibrio ecológi-
co y la Protección al Am-
biente del Estado de Hidalgo. 
03.{)6.89.+ 

Jalisco - 'Ley Estatal del Equilibrio - Reglamento de la Ley 
Ecológico y la Protección al Estatal del Equilibrio 
Ambiente del Estado de Ecológico y la Prolección 
Jalisco. 06-06-89,· al Ambiente en materia 

de Impacto Ambiental; 
Explo18ción de Bancos 
de Materia Geológico; 
Yacimientos fttreros. y 
de la Contaminación de la 
Atmósfera generada por 
Fuentes fijas en el Estado 
de Jalisco. 

México - Ley de Protección al - Reglamento de la Ley 
Ambiente del Estado de de Protección al Am-
México. 14-10-91+ bien te del Estado de 

México en materia de 
Prevención y Control 
de la Contaminación de 
la Atmósfera. 

Michoacán - Ley de Protección al 
Ambiente del Estado de 
Michoacán. 07-05-92. 

Morelos . Ley del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al 
Am- biente del Estado de 
Morelos. 09..()8·89.* 
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ESTADO LEYES ESTATALES REGLAMENTOS REGLAMENTOS 
O BANDOS DE 

POLlclA Y BUEN 
GOBIERNO 

MUNIC IPALES 

Nayaril • Ley EstataJ del Equilibrio 
Ecológico y la Protección del 
Ambiente. 29-01-92· 

Nuevo León Ley del Equilibrio - Reglamento de Ley del - Reglamento de Eco-
Ecológico y la Protección al Equilibrio y la Protección logía para el Mu-
Ambiente del Estado de al Ambiente del Estado nicipio de GaJeana. 
Nuevo León. 26-06-89.· de Nuevo León AJlende. Escobedo y 

Juá=. 

Oaxaca Ley del Equilibrio - Reglamento del 
Ecológico del Estado de Municipio de Oaxaca 
Oaxaca. 12-04-91.· de Juárez en materia 

del Equilibrio Eco-
lógico y de l . 
Protecc ión .1 
Ambiente. 

Puebla - Le y de Protección a l 
Ambiente y al Equilibrio 
Eco lóg ico del Estado de 
Puebla. 22-11-91· 

Queretaro - Ley Estatal del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al 
Ambiente. 26-05-88.· 

Quintana Roo - Ley de l Equilibrio 
Ecológico y la Protección del 
Ambiente del Estado de 
Quinlana Roo 14-04-89.· 

San Luis Potosí - Ley de Protección Am-
biental del Estado de San 
Luis Potosí. 03-ü7-91 .· 
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ESTADO LEYES ESTA T Al.ES REGLAMENTOS REGLAMENTOS 
O BANDOS DE 

POL/C/A y BUEN 
GOBIERNO 

MUNICIPALES 

Sinruoa • Ley del Equilibrio &016gi- • Reglamento de Eco-
ca y la Protección al Am- logia y Protección al 
biente del Estado de Sinaloa. Ambientedel Muicipio 
12-07-9 1 ~ de Ciliacán. 

Sonora - Ley del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Am-
biente del Estado de Sonora 
03-01-91,· 

Tabasco - Ley de Equilibrio Ecológico 
y la Protección ó1I Ambiente 
del Estado de Tabasco 20-1 2-
89,-

Tamaulipas - Ley del Equilibrio Ecológi-
co y Protección al Ambiente 
del Estado de Tamaulipas 01 -
02-92~ 

llaxcala 

Veracruz - Ley Estatal del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al 
Ambiente. 22-05-90.· 

Yucatán - Ley del Equilibrio Ecológi-
co y Protección al Ambiente 
del Estado de Yucatán. 21 -
12-88,-

Zacarecas - Ley Estatal del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al 
Ambiente. 27-12-89,-

• Indica 110 f~ha de public:KiÓII en d Pl:riódicoOfoeial de JI Entilbd. 





ANEXO 1 

SEDESOL 
SECRF:TARJA DE DESARROlJ.O SOCIAL 

INSTITUTO NACIONAL DE ECOLOGIA DIRECCION GENERAL 
DE NORMA TIVIDAD AMBIENTAL 

Para ser llenado por la SEDESOL 

Clave de Identificación. 

Folio Grupo Gravitaeional _______________ _ 
Grupo Estratégico _____________________ _ 
Grupo Emisor según S.H.C.P. ________________ _ 

Ubicación Territorial . 

Región ________________________ _ 
Sistema de Distrito de Control _________________ _ 
Zona de Localizaeión _____ Tipo de ZOna __________ _ 
Unidad Planta ____________ _ 
Modificación Distrito de Control 

En cumplimiento de los Artículos 17, 18, 19 Y 21 del Reglamento de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de Prevención y 

Control de la Contaminación de la Atmósfera, se solicita ___ Licencia de Funcio-
namiento; presento __ inventario de emisiones, y/o presento __ cédula de 
operación correspondiente al año 19_ para lo cual se anexa la siguiente información . 

1. Domicilio Fiscal 

1.I El suserito __________________ -:-_-,-_,--
teléfono-:--:-::-___ -:-__________ en mi carácter de: 
(Propietario, Gerente, etc) . _ _______________ _ 

1.2 De la empresa (Razón Social) ______________ _ 

1.3 Con domicilio para recibir y oír notificaciones en: 
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Calle Colonia ____________ _ 

Municipio o Delegación 
Entidad Federativa c.P. 

1.4 Infonnación General de la Empresa 

1.4.1 Nombre o Razón Social _____________ _ 

1.4.2 Ubicación (Calle y No.) ____________ _ 

entre _______ y ___________ _ 

Colonia __________________ _ 
Municipio o Delegación ______________ _ 
Entidad Federativa ___ ~ ____________ _ 
c.P. ____ _ 

1.5 Ubicación Geográfica: Latitud norte ____________ _ 
Longitud Poniente ___________________ _ 
Altura sobre el nivel del mar _______________ _ 

1.6 Registro Federal de Contribuyentes _____________ _ 
teléfonos, ___________ . 

1.7 Licencias. 

1.7 .1 Licencia sanitaria No. ______________ _ 
Fecha. ______ _ 

1.7.2 Licencia Sedesol ________________ _ 
Fecha, _____ _ 

1.8 Cámara o Asociación a la que pertenece ___________ _ 

1.9 Fecha de inicio de operaciones ______________ _ 

1.10 Capital contable 

1.11 Personal 

1.11.1 No. de empleados 

1.11.2 No. de obreros en la planta ____________ _ 



El marco jurfdlco para la prevención y... • 149 

1.12 Actividades de la empresa ________________ _ 

1.13 Turno de trabajo: de' ______ a _______ de ___ _ 
a de a de ___ _ 

1.14 Croquis de localización. 

En una hoja tamaño carta, señalando en el ángulo superior izquierdo, el 
norte verticalmente hacia arriba. 

1.14.1 Dibujar la manzana y el lugar que ocupa el predio dentro de esta. 

1.14.2 Nombre de las cal les que rodean el predio. 

1.14.3 Tipo de zona (industrial, habitacional , etc.), donde se ubica el pre­
dio. anexando la licencia de uso del suelo correspondiente, en co­
pia. 

1.14.4 Distancia aproximada. dirección de la zona habitacional o centro 
de reunión más próximo. 

2. Descripción del Proceso. 

En anexo presentar una descripción detallada de las operaciones y procesos que realiza 
la empresa. En el diagrama de flujo se deberá indicar los puntos donde se generan 
emisiones contaminantes a la atmósfera. 

3. Maquinaria y equipo. 

Presentar relación de maquinaria y equipo indicando para cada uno: 

3.1 Nombre 

3.1.1 Especificaciones técnicas principalmente capacidad. 

3.1.2 Horas de operación de ___ ::- a _____ hrs. 
__ días/semana Semana/año, ___ _ 
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3.1.3 Anexar plano de distribución de la maquinaria y equipo dentro 
del predio. 

3.1.4 Para los equipos sujetos a presión deberá presentar la autoriza­
ción por parte de la Secretana del Trabajo y Previsión Social. 

4. Materias primas y combustibles. 

4.1 4.2 4.3 4.4 4.5 4.6 
Clave Creti Nombre Proveedor Tipo de EsUldo Consumo 

Comercial almacenamiento físico Mensual 
v Ouímico 

* Clave creti, corrosivo, reactivo, explosivo. tóxico, inflamable. 

4.7 Dispositivos de seguridad para su uso en proceso, transferencia y almace-
nrumiento. ______________________________________________ __ 

4.8 Dispositivos de seguridad personal y contra incendio. _____________ _ 
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4.9 Combustible utilizado. 

4.9.1 Combustible No. 1 ______________ _ 
Consumo mensual ________________ _ 
Equipo de combustión ______________ _ 
Capacidad _________________ _ 
Tipo de quemador _______________ _ 

Combutible No. 2 ______________ _ 
Consumo mensual ________________ _ 
Equipo de Combustión, _____________ _ 
Capacidadl _________________ _ 
Tipo de quemador ______________ _ 

Combustible No. 3 ______________ _ 
Consumo mensual _______________ _ 
Equipo de combustión ______________ _ 
Capacidadl _________________ _ 
Tipo de quemador ______________ _ 

4.9.2 Precalentamiento del combustible __________ _ 
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5. Productos y subproductos. 

5.1 Productos. 

5.1 5.1.2 5.1.3 5.1.4 5.1.5 

Clave Creti Nombre Tipo de Capacidad Producción 
Comercial almacenamiento Instalada Mensual 
Ouímico 

5.2 Subproductos. 

5.2.1 5.2.2 5.2.3 5.2.4 

Calve Creti ~~~bre Comercial Tipo de Producción 
v uímico Almacenamiento Mensual 

Ciclo de mayor producción en el año, _ ______________ _ 
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6. Emisiones contaminantes a la atmósfera 

Fases Equipo(s) Composición de Emisiones Emisiones Emisiones 
Generadores los Contaminantes Control sin Conuol Totales 

Kg/h Kg/h Kg/h 

6. 1 6.1.1 6.1.2 6.1.3 6.1.4 6.1.5 

Almacenamiento 
de mal. primas 

6.2 6.2.1 6.2.2 6.2.3 6.2.4 6.2.5 

Transporte y 
alimenlaCión 

de mat. primas 

6.3 6.3.1 6.3.2 6.3.3 6.3.4 6.3.5 

Durant. el oroc. 

6.4 6.4.1 6.4.2 6.4.3 6.4.4 6.4.5 

Dese. y Transp. 
del producto 

6.6 Si son conducidos por chimeneas. señalar: altura de ésta desde la 
base __ m; y desde el techo de la nave m, tipo, diámetro 
interior de la chiménea _ _ m. Temperatura de salida de los gases en la 
chimenea __ oC. Velocidad de salida de los gases por la chime­
néa m/seg. Dirección, frecuencia y velocidad promedio del 
promedio en la zon3 ________ _ 

6. 7 De alguna emisión es conducida. señalar las razones técnicas de tal 
situación _ ____________________ _ 



154 • Miguel Ángel Canclno Agullar 

7. Equipos y métodos de control de contaminantes 

Fases Equipo (s) Fecha de Inversión Costo de Eficiencia 
y métodos inicio de en equipo operación y (%) 
de control operaciones mantenimiento estimada (1) 

o medida (2) 

7. \ 7.1.1 7.1.2 7.1.3 7.1.4 7.\ .S 

Almacenamiento 
de mate. mimas 

7.2 7.2.1 7.2.2 7.2.3 7.2.4 7.2.5 

Transporte y 
alimentación 

de mate. primas 

7.3 7.3. \ 7.3.2 7.3.3 7.3.4 7.3.S 

Durante el 
proceso 

7.4 7.4. 1 7.4.2 7.4.3 7.4.4 7.4.5 

Descarga y 
Transpone del 
~ucto 

7.5 7.5.1 7.5.2 7.5.3 7.S.4 7.5.5 

7.6 Interrupción de la operación del equipo de control tiempo total sin avi-
so __ díaslaño tiempo total con aviso ___ días/año. 

7.7 Características técnicas del equipo anexar en hojas. 

7.7.1 Bases de diseño y memoria de cálculo. 

7.7.2 En casos de que el equipo esté en proyecto de instalación, deberá 
presentarse el calendario de obras correspondiente. 
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7.8 Tiene la empresa cualquier plan que altere radicalmente alguna de las pre­
guntas anteriores? 

Si ( ) No ( ) 

7.9 Además del equipo descrito, se destina alguna inversión para programas 
de control de la contaminación y/o mejoramiento ambiental? Si ( ) No ( ) 

En caso afirmativo especifique en qué consisten estos programas y el mon-
to de inversión para cada UOO _______________ _ 

7.10 Se requiere de financiamiento para la adquisición de la maquinaria y equi­
pos o cambios en el proceso que pennitan eliminar o mejorar las condicio­
nes ambientales? 

Si ( ) No ( ) 

7.11 Se ha utilizado anteriormente financiamiento para los fines indicados. 

Si ( ) No ( ) 

Por que cantidad $-----------------------

Nombre de la institución de crédito o lInea crediticia 

7.12 Se cuenta con personal encargado de vigilar y atender los problemas de 
contaminación? 

Si ( ) No ( ) 

Profesión o Especialidad _______________ _ 
Puesto _____________________ __ 
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8. Programas de contingencias en hojas. 

En los casos de que pueda presentar emisiones de olores, gases, así como de partículas 
sólidas o Ifq uidas extraordinarias no controladas a la atmósfera, deberá presentarse un 
programa de contingencias que contenga las medidas y acciones que se llevarán a cabo 
para el control de este tipo de situaciones (Fugas, Derrames, Explosiones, Incendios, 
Derrumbes). 

Manifestamos que la ¡nfonnación contenida en esta solicitud y sus anexos es 
verídica y quedamos enterados de que: 

En el caso de que industrias de nueva creación cuya manifestación de impacto ha 
sido aprobada (anexar dictamen), la correcta presentación de esta solicitud, y el 
cumplimiento de las dispocisiones aplicables contenidas en la legislación ambiental 
vigente. faculta el inicio de operaciones de las intalaciones motivo de la presente 
solicitud. 

Lo anterior sin menoscabo de las atrtibuciones de la SEDESOL para verificar el 
cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley General de Equilibrio Ecoló­
gico y la Protección al Ambiente, sus Reglamentos y Normas Técnicas Ecológicas; 
asr como la veracidad de los datos presentados. En caso de encontrar falsedad en la 
información y/o imcumplimiento la SEDESOL procederá a negar la licencia y/o 
aplicar las sanciones correspondientes. 

Lugar y Fecha 

ATENTAMENTE 

Nombre y firma del representante 
legal de la empresa 

Nombre y firma del responsable 
Técnico de la información 
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MARCO LEGAL DEL MANEJO DE RESIDUOS PELIGROSOS, 
DE LAS ACTIVIDADES ALTAMENTE RIESGOS AS y DE LA 

CONT AMINACION GENERADA POR RUIDO 

MVRIAM GONZÁLEZ VILLAMIL 

SUMARIO.- INTRODUCCION- 1. MARCO LEGAL DE LOS RESIDUOS PELI­
GROSOS.- 1.1. Antecedentes.- 1.2. Marco Jurídico Aplicable a los Residuos Peligro-
505. - 1.3. Ambito Personal de aplicación de las nonnas relativas a la generación y 
manejo de los Residuos Peligrosos.- 1.4. Del Generador.- 1.5. Del Almacenamiento.-
1.6. Del Transporte.- 1.7. De la Disposición Final.- 1.8. De la Importación y Exporta­
ción- 1.9. Otras disposiciones en la materia.- 2. MARCO LEGAL DE LAS ACTIVI­
DADES ALTAMENTE RIESGOSAS.- 2.1. Antecedentes.- 2.2. Marco Jurídico Apli­
cable a las Actividades Altamente riesgosas.- 2.3. SujetosObligados.- 2.4. Actividades 
Altamente Riesgosas y usos del suelo.- 2.5 . Listados de Actividades Altamente 
Riesgosas.- 2.6. El estudio de riesgo.- 2.7. El programa para la prevención de 
accidentes.- 2.8. Algunas consideraciones sobre la reglamentación de actividades 
altamente riesgosas.- 3. MARCO LEGAL DE LA CONTAMINACION ORIGINA­
DA POR LA EMISION DE RUIDO.- 3.1. Antecedentes.- 3.2. Marco Jurídico Apli­
cable a la Contaminación Generada por el Ruido.- 3.3. Sujetos Obligados.- 3.4. 
Construcción de Obras e Instalaciones.- 3.5 . Fuentes Fijas.- 3.6. Fuentes Móviles.-
3.7. Fuentes Específicas.-

INTRODtJCCION 

Actualmente, la nonnatividad que regula el equilibrio ecológico y la protección al 
ambiente es sumamente amplia y compleja. tal situación se deriva precisamente de las 
implicaciones que el tema contiene, respecto de las cuales la historia de nuestro siglo 
ha demostrado que el acelerado "progreso" humano, especialmente en las áreas 
industriales y tecnológicas, está íntimamente relacionado can la degradación y dege­
neración del entorno ecológico. 
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Tal deterioro se deriva, entre otras causas, del conjunto de actividades que corres­
ponden a los avances de la tecnología. que si bien no pueden evitarse, es necesario se 
controlen y canalicen a efecto de garantizar que su efectividad no provoque su propia 
y no muy lejana destrucción. 

En este sentido, la legislación ambiental ha tomado una tendencia hacia la codifi­
cación cada vez mas precisa de todas aquellas materias que de una u otra forma se 
interrelacionan con el equilibrio ecológico y la protección al ambiente, dando en los 
últimos años un especial énfasis a aquéllas que se refieren al desarrollo industrial y 
tecnológico. 

Lo anterior en virtud de que la fabricación, explotación. producción, construcción, 
mecanización y transformación de bienes y servicios genera, no solamente el producto 
o el servicio, sino que también provoca una serie de consecuencias, que de una u otra 
manera influyen en la estabilidad de nuestro hábitat. Es así que la regulaci6n en materia 
de residuos peligrosos, de actividades altamente riesgosas y de contaminaci6n causada 
por ruido, ha pretendido ser exhaustiva. 

También es importante destacar, que al lado de esta exhaustividad, se ha originado 
la ya mencionada complejidad de la nonnatividad ambiental, como efecto de el. alto 
grado técnico y multidisciplinario que cada una de las materias que la componen exige. 
En este sentido, por ejemplo, analizar un residuo o una sustancia peligrosos, o medir 
la contaminaci6n originada por ruido, implica el involucrar conocimientos de ingenie­
ría, de química, de biología, de derecho, etc. 

Tomando en consideraci6n la argumentaciones vertidas en los párrafos que ante­
ceden, se ha pretendido elaborar un análisis sobre las citadas materias, es decir, 
residuos peligrosos, actividades altamente riesgosas, y contaminaci6n generada por 
ruido, mismas que de una u otra forma tienen relaci6n con actividades industriales, y 
que precisamente se refieren a los actos tanto de autoridad como de los particulares, 
que en estas actividades se realizan. 

l . MARCO LEGAL DE LOS RESIDUOS PELIGROSOS 

1.1. Antecedentes 

A pesar de la importancia que el control y el manejo de residuos peligrosos tienen para 
el equilibrio ecol6gico y la protecci6n al ambiente, su regulaci6n es realmente reciente, 
incluso la bibliografía existente hasta antes de la publicación de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, enfatizaba la problemática que dicha 
situaci6n originaba, a manera de ejemplo, Pernado Ortíz Monasterio en su libro 
titulado Manejo de los Desechos Industriales Peligrosos en México señalaba que "es 
importante mencionar que no existe por ahora una delimitación precisa entre los 
contaminantes emitidos al ambiente por la industria y los des~hos peligrosos de la 
misma". 
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En este sentido, la Ley Federa! de Protección a! Ambiente publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 11 de enero de 1982, antecesora de la General del Equilibrio 
Ecológico y Proteccióna al Ambiente, trataba de manera muy superficial algunas 
disposiciones relativas a la prevención y contlOl de la contaminación ocasionada por 
activ idades vinculadas con energéticos. minerales. sustancias químicas y otros pro­
ductos que por su naturaleza causaran contaminación al ambiente; asimismo, preveía 
disposiciones relativas a sustancias contaminantes o peligrosas para el medio ambien­
te, así como respecto de residuos en general, residuos sólidos, líquidos o gaseosos, 
presentando especial atención a su naturaleza peligrosas o potencialmente peligrosa. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, superó en 
mucho. en cuanto a contenido y técnica jurídica a su antecesora, sin embargo es 
conveniente señalar que no es un cuerpo nonnativo tenninado y que requiere una 
especial atención, a fin de modificarla paraJelamente a las necesidades de la materia 
que regula y al desarrollo de las sociedades modernas. 

El artículo 30. de la Ley Genera! del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente establece dos definiciones relacionadas con el tema. y que son relevantes 
en el presente análisis. 

Por una parte señala que: 
"son residuos cualquier material generado en los procesos de extracción, beneficio, 

transformación, producción, consumo, utilización, control o tratamiento cuya calidad 
no permita usarlo nuevamente en el proceso que lo generó". 

Luego entonces, se consideran : 
"residuos peligrosos todos aquellos residuos, en cualqu ier estado físico, que por sus 

características corrosivas, tóxicas, venenosas, reactivas, explosivas. inflamables, bio­
lógicas infecciosas o irritantes, representan un peligro para el equilibrio ecológico o 
el ambiente". 

De igual manera, y en virtud de la especial atención que en el Reglamento de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección a! Ambiente otorgó a las 
actividades relacionadas con el manejo de residuos peligrosos. es relevante considerar 
su definición, no omitiendo señalar que en ella se conjuntan la mayor parte de acciones 
que se encuentran previstas como obligaciones para los sujetos responsables en el 
cuerpo normativo referido. a este respecto el artículo 90. consigna: 

"se entiende por manejo el conjunto de operaciones que incluye el almacenamiento, 
recolección. transporte, alojamiento, reUSfl, tratamiento, reciclaje. incineración y dis­
posición final de residuos peligrosos". 

Precisamente, las materias que regula la nonnatividad que analizamos en este 
apartado son las referentes a la generación, manejo y destino final de dichos residuos, 
incluyendo además la importación y la exportación. 
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1.2. Marco Juridico aplicable a los residuos peligrosos 

El control y el manejo de los residuos peligrosos se encuentra regulado a través de la 
Ley General del Equilibrio Ecológico. y la Protección al Ambiente, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de febrero de 1988. el Reglamento de la Ley en 
materia de Residuos Peligrosos publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 
de noviembre de 1988. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece 
fundamentalmente disposiciones acerca de la conceptualización. caracterización, ma­
nejo y exportación e importación de materiales y residuos peligrosos; siendo su 
Reglamento el cuerpo normativo que establece las disposiciones para el cumplimiento 
de la ley. sin embargo. este último ha sido limitado a la materia de residuos peligrosos, 
lo que ha causado serios problemas en el control de materiales peligrosos, los cuales 
a la fecha sólo han sido regulados en cuanto a su transportación, o bien por la vía de 
actividades altamente riesgosas. 

Hasta el 21 de octubre de 1993 existían once normas técnicas ecológicas en materia 
de residuos peligrosos que regulaban la detenninación y cJasificación de dichos 
residuos, la prueba de extracción, la incompatibilidad y requisitos sobre confinamien­
tos controlados. 

Actualmente se encuentran vigentes siete Nonnas Oficiales Mexicanas relativas a 
características, listados, pruebas de extracción, incompatibilidad y confinamiento. 
Estando contemplados en el Programa Nacional de Normalización 1993, 14 más 
relacionados con residuos de plaguicidas y fertilizantes, envases y recipientes de 
agroquímicos, incineración de residuos peligrosos, receptores de agroquímicos, pro­
ductos farmacéuticos caducos, residuos de pintura, reciclaje y reuso de residuos 
peligrosos, relleno industrial de residuos no peligrosos, manejo de residuos indus­
triales no peligrosos, selección de sitios, diseño, construcción y operación de rellenos 
sanitarios. 

Por lo que hace, a la materia internacional, el 27 de febrero de 199\ México ratificó 
el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los 
Desechos Peligrosos y su eliminación, mismo que surgió a raíz de la preocupación 
internacional respecto del tráfico internacional de desechos peligrosos y que puede 
repercutir tanto en la salud humana como en el ambiente, al respecto establece: 

''Teniendo presente el peligro creciente que para la salud humana y el medio 
ambiente representan la generación y la complejidad cada vez mayores de 
los desechos peligrosos y otros desechos, así como sus movimientos trans­
fronterizos ... Teniendo presente también que la manera más eficaz de proteger 
la salud humana y el medio ambiente contra los daños que entrañan tales 
desechos consiste en reducir su generación al mínimo desde el punto de vista 
de la cantidad y los peligros potenciales". 
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Dicho convenio establece en ténninos generales, disposiciones sobre obligaciones de 
los Estados parte en materia de notificación sobre prohibiciones de importación y 
exportación; reducción de la generación, eliminación, manejo; autoridades competen­
tes; movimientos transfronterizo entre Estados parte del convenio y Estados partes que 
no lo son; reimportación y tráfico ilícito, entre otras. 

En este mismo ámbito, México y los Estados Unidos de Norte América han 
celebrado un Convenio sobre Cooperación para la Protección y Mejoramiento del 
Medio Ambiente en la Zona Fronteriza, firmado en la Paz, Baja California Sur, el 14 
de agosto de 1983, en este instrumento se preven aspectos relacionados con la 
protección, el mejoramiento y conservación del medio terrestre, acuático y del aire de 
la zona fronteriza, es decir cien kilómetros de ambos lados de las lineas divisorias 
terrestres y marítimas entre las partes. Otro aspecto reglamentado mediante el acuerdo 
que nos ocupa es el relativo a sistemas de notificación para situaciones de emergencia. 

Del acuerdo derivaron tres anexos, de los cuales dos tienen relación directa con 
incidentes de contaminación por descargas de sustancias peligrosas, para lo que se 
establece la fonnulación de un plan conjunto de contingencias; y con movimientos 
transfronterizos de desechos o sustancias peligrosas. 

1.3. Ambito personal de aplicación de las normas relativas a la generación y 
manejo·de residuos peligrosos 

Conforme a lo establecido por el artículo 50. del Reglamento de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de Residuos Peligrosos. 
los sujetos obligados a cumplir con sus disposiciones son todas aquellas personas 
físicas o morales, públicas o privadas que generen, manejen, importen o exporten 
residuos peligrosos. 

Luego entonces, quien produzca residuos peligrosos esta obligado a detenninar, 
mediante las pruebas y análisis previstos en las nonnas oficiales mexicanas NOM­
CRP-OOI-ECOU93, NOM-CRP-002-EC0U93, NOM-CRP-003-EC0U93, si los re­
siduos que genera son peligrosos, y manejarlos separadamente en caso de que sean 
incompatibles.(Arts. 60. y 80. frac. III del Reglamento de la Ley en materia de 
Residuos Peligrosos). 

Las nonnas oficiales mexicanas referidas establecen los procedimientos, listados y 
características que deberán considerar quien pretenda detenninar si los residuos que 
maneja son peligrosos, a este respecto, habrá que localizar en las tablas de clasificación 
por giro industrial y proceso, en la de fuentes no específicas, o si son residuos de 
materias primas que se consideran peligrosos en la producción de pinturas y residuos 
y/o bolsas o envases de materias primas que se consideran peligrosos en la producción 
de pinturas, o bien, establecer si sus residuos son corrosivos, reactivos, explosivos, 
inflamables y/o biológicamente infecciosos, o realizar la prueba de extracción a fin de 
establecer si dichos residuos son tóxicos. 
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Asimismo, a través de la norma 003 antes señalada, se deberá determinar si los 
residuos peligrosos que se manejan son incompatibles. es decir, si presentan reacciones 
violentas y negativas para el equilibrio ecológico y para el ambiente, producidas por 
la mezcla de dos o más residuos, lo anterior a fin de darles e l debido manejo y 
disposición final. 

1.4. Del generador 

Para determinar quiénes son los sujetos obligados en materia de generación de residuos 
peligrosos. es necesario en primera instancia señalar qué se entiende por generación 
de residuos peligrosos conforme a lo estipulado por el artículo 30. del Reglamento de 
la Ley en la materia: 

"es la acción de producir residuos peligrosos. y por ende generador. es la persona 
física o moral que como resultado de sus actividades produzca residuos peligrosos". 

En cuanto a la realización de obras o actividades mediante las que se pretenda 
generar o manejar residuos peligrosos. el Reglamento prevé un estrecho contacto con 
la manifestación de impacto ambiental y la autorización respectiva, ya que tanto en 
materia de residuos peligrosos como en el impacto ambiental, se establecen las 
disposiciones necesarias a fin de prever las modificaciones al ambiente que dichas 
obras o actividades pudieren causar, situación que se entiende lógica ya que el impacto 
ambiental por la generación y manejo de residuos peligrosos debe ser estrictamente 
controlado, con el objeto de evitar en lo posible, los daños a los ecosistemas o al 
ambiente, por lo tanto de manera previa a la realización de las obras o actividades 
referidas, es necesario presentar el manifiesto respectivo y obtener la autorización que 
al efecto emita la Secretaría de Desarrollo Social, la anterior disposición se encuentra 
prescrita en el artfculo 70. del Reglamento, mismo que establece: 

"Quiénes pretendan realizar obras o actividades públicas o privadas por las 
que puedan generarse o manejarse residuos peligrosos, deberán contar con 
autorización de la Secretaría, en los términos de los artículos 28 y 29 de la 
Ley. En la manifestación de impacto ambiental correspondiente. deberán 
señalarse los residuos peligrosos que vayan a generarse o manejarse con 
motivo de la obra o actividad de que se trate asf como las cantidades de los 
mismos". 

La regulación relativa al generador de residuos peligrosos es sumamente amplia, ya 
que cualquier acción relacionada con sus residuos, tiene que apegarse al antes citado 
Reglamento, es decir, no sólo habrá de cumplir las obligaciones que en materia de 
generación establecidas en estricto sentido, sino que si los almacena, recolecta, 
transporta, etc., debe atender las disposiciones especfficas para tal efecto previstas en 
el Reglamento en la materia, tal y como lo dispone su artículo 80. con fundamento en 
el cual, el generador de residuos peligrosos está obligado a: 
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"\. Inscribirse en el registro que para tal efecto establezca la Secretaría; 
11. Llevar una bitácora mensual sobre la generación de sus residuos peligrosos; 
IIl. Dar a sus residuos peligrosos, el manejo previsto en el Reglamento y en 
las normas oficiales mexicanas correspondientes; 
IV. Manejar separadamente los residuos peligrosos que sean incompatibles 
en los términos de las normas oficiales mexicanas respectivas; 
V. Envasar sus residuos peligrosos, en recipientes que reúnan las condiciones 
de seguridad previstas en este Reglamento y en las normas oficiales mexica­
nas correspondientes; 
VI. Identificar a sus residuos peligrosos con las indicaciones previstas en este 
reglamento yen las normas oficiales mexicanas respectivas; 
VII. Almacenar sus residuos peligrosos en condiciones de seguridad y en 
áreas que reúnan los requisitos previstos en el presente Reglamento y en las 
nOnTIas oficiales mexicanas correspondientes; 
VIII. Transportar sus residuos peligrosos en los vehículos que determine la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes y bajo las condiciones previstas 
por este Reglamento y en las nonnas oficiales mexicanas que correspondan; 
LX. Dar a sus residuos peligrosos el tratamiento que corresponda de acuerdo 
con lo dispuesto en el Reglamento y en las nonnas oficiales mexicanas 
respectivas; 
X. Dar a sus residuos peligrosos la disposici6n final que corresponda de 
acuerdo con el método previsto en el reglamento y confonne a lo dispuesto 
en las nonnas oficiales mexicanas aplicables; 
XI. Remitir a la Secretaría, en el fonnato que ésta detennine, un infonne 
semestral sobre los movimientos que hubiere efectuado con sus residuos 
peligrosos durante dicho período; y 
XII. Las demás previstas en el Reglamento y en otras disposiciones aplica­
bles". 

De igual manera existen otras disposiciones en el Reglamento de la Ley que deben de 
ser atendidas en forma obligatoria por el generador de residuos peligrosos. a este 
respecto encontramos que en relación con la fracción V del citado artículo 80., el 
artículo 14 establece que el envase de los residuos peligrosos deberá estar de acuerdo 
con su estado físico, con sus características de peligrosidad, y tomando en conside­
raci6n su incompatibilidad con otros residuos en su caso, y deberá cubrir los requisitos 
respecto de condiciones de seguridad e identificaci6n. 

Por otra parte, el generador de resicuos peligrosos, para transportarlos está obligado 
a adquirir el manifiesto respectivo, y a informar a la Secretaría de Desarrollo Social 
cuando no reciba copia del mismo, si han transcurrido treinta dCas naturales contados 
a partir de la fecha en 'que entrego a la empresa de servicio de manejo los residuos 
peligrosos para su transporte. (Arts. 23 y 24 del Reglamento de la Ley en materia de 
Residuos Peligrosos). 
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Otra disposición relacionada con el generador de residuos peligrosos es aquélla que 
establece que éste y las empresas de servicios de manejo deben presentar un reporte 
mensual relativo a la disposición final de sus residuos, en el cual deberán señalar: 

"J. Cantidad, volumen y naturaleza de los residuos peligrosos depositados; 
n. Fecha de disposición final de los residuos ; 
m.Ubicación del sitio de disposición final; y 
JV. Sistemas de disposición utilizados para cada tipo de residuo."(Art. 34 del 
Reglamento). 

Finalmente, en cuanto al generador encontramos que cuando se produzca algún 
derrame, infiltración, descarga o vertido de residuos peligrosos durante cualquiera de 
las operaciones que comprenden su manejo. debe dar aviso inmediato a la Secretaría 
de Desarrollo Social a fin de que esté en posibilidad de dictar y en su caso, promover 
las medidas de seguridad que procedan, esta disposición se encuentra prevista en el 
artfculo 42 del Reglamento de la Ley en la materia. Esta obligación la debe cumplir 
también la empresa que preste algún servicio de manejo de residuos peligrosos. 

1.S. Del almacenamiento 

Otra de las materias que el Reglamento normativiza con detalle, es la relacionada con el 
almacenamiento de residuos peligrosos, a este respecto, el artículo 30. del Reglamento de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece que es: 

"la acción de retener temporalmente residuos en tanto se procesan para su aprove­
chamiento, se entregan al servicio de recolección, O se dispone de ellos," 

Al respecto, se establecen disposiciones para áreas de almacenamiento en general, 
áreas de almacenamiento cerradas y áreas de almacenamiento abiertas, según lo 
estipulado en los artículos 15 a 18 del Reglamento, mismos que establecen las 
siguientes normas: 

1. Quien diseñe, construya o posea una área de almacenamiento, está obligado a 
cumplir con las siguientes condiciones: 

• Debe estar separada de las áreas de producción. servicios, oficinas y de almacena­
miento de materias primas o productos terminados, 

• Debe estar ubicada en zonas donde se reduzcan los riesgos por posibles emisiones, 
fugas. incendios, explosiones e inundaciones, 

• Deben contar con un muro de contención, y fosas de retención para la captación de 
los residuos y de los lixiviados, 

• Los pisos deben contar con trincheras o canaletas que conduzcan los derrames a las 
fosas de retención, con capacidad para contener una quinta parte de lo almacenado, 
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• Debe contar con pasillos suficientemente amplios. que pennitan el tránsito de 
montacargas mecánicos, electrónicos o manuales, así como el movimiento de los 
grupos de seguridad y bomberos en casos de emergencia, 

• Debe contar con un sistema de extinción contra incendios. en el caso de hidratantes, 
éstos deberán mantener una presión mínima de 6 Kglcm2 durante 15 minutos. 

• Debe contar con letreros y señalamientos alusivos a la peligrosidad de los mismos. 
en lugares y formas visibles. 

II . Quien diseñe, construya o posea una área de almacenamiento cerrada, además 
de cumplir con las obligaciones señaladas en los incisos anteriores, debe cumplir con 
las siguientes condiciones: 

• No deben existir conexiones con drenajes en el piso, válvulas de drenaje. juntas de 
expansión, albañales o cualquier otro tipo de apertura que pudieran pennitir que los 
líquidos fluyan fuera del área protegida. 

• Las paredes deben estar construidas con materiales no inflamables. 
El almacén debe contar con ventilación natural o forzada, en el caso de ventilación 
forzada, ésta debe tener una capacidad de recepción de por lo menos seis cambios 
de aire por hora, 

• El almacén debe estar cubierto y protegido de la intemperie y, en su caso, contar 
con ventilación suficiente para evitar acumulación de vapores peligrosos y con 
iluminación a prueba de ex.plosión. 

In. Además de cumplir con las obligaciones previstas en el inciso 1, las áreas de 
almacenamiento abiertas deben cumplir con los siguientes requisitos: 

• No deben estar localizados en sitios por debajo del nivel de agua alcanzado en la 
mayor tormenta registrada en la zona, más un factor de seguridad de 1.5, 

• Los pisos deben ser li sos y de material impenneable en la zona donde se guarden 
los residuos peligrosos y de material antiderrapante en los pasillos, 

• El almacén abierto debe contar con pararrayos, 

• Debe contar con detectores de ga~es y vapores peligrosos con alarma audible, 
cuando se almacenen residuos volátiles, 

• Si el área de almacenamiento no está techada, no se deben almacenar residuos 
peligrosos a granel. 
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IV. Quien almacene residuos peligrosos está obligado a no almacenarlos cuando 
son incompatibles en los términos de la norma oficial mexicana NOM-CRP-003-
ECOU93, no almacenarlos en cantidades que rebasen la capacidad instalada de 
almacenamiento y/o en áreas que no reunan las condiciones previstas en los incisos 
anteriores. 

V. Quien se encargue del almacenamiento de residuos peligrosos. deberá registrar 
en una bitácora los movimientos de entrada y salida de éstos, del área de almacena­
miento; en dicha bitácora se debe indicar fecha del movimiento, origen y destino del 
residuo peligroso. 

En ténninos generales los almacenes deben de proyectarse de ta1 manera que 
cumplan con las condiciones de seguridad y construcción que prevengan accidentes y 
que aseguren el adecuado manejo de los residuos peligrosos. 

1.6. Del transporte 

Por otra parte encontramos los preceptos dirigidos allransporte de residuos peligrosos. 
en los que se establecen las previsiones relativas al movimiento de dichos materiales, 
fuera de las instalaciones en donde fueron generados y rumbo a plantas de tratamiento 
o sitios de confinamiento, estos preceptos están dirigidos tanto al generador como a la 
empresa que se dedique a prestar los servicios respectivos. 

Para realizar el transporte de residuos peligrosos el generador debe contar con un 
manifiesto de transporte expedido por la Secretaría de Desarrollo Social, éste debe 
adquirirse por cada volumen de transporte. 

El manifiesto es un documento que debe requisitarse en original y copias, de tal 
fonna que cada persona que de una u otra manera haya realizado alguna operación con 
los residuos peligrosos transportados, finnará el original, conservará una copia y 
turnará el original al generador cuando se hayan entregado los residuos peligrosos al 
destinatario. 

De igual manera, quien transporte residuos peligrosos también habrá de cumplir 
con las disposiciones que sobre seguridad e higiene en el trabajo, tránsito, comunica­
ciones y transportes correspondan. (Art. 26 frac. V). 

Por otro lado, existe una disposición dirigida al transportista que se distingue de las 
demás previstas en el Reglamento, en virtud de la distribución de competencias a nivel 
de dependencias de la Administración Pública Federal, en este sentido este sujeto, ya 
sea persona física o moral , debe registrar los vehículos que destine a esta actividad 
ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y cumplir con los requisitos que 
la misma determine.(Ver Art. 27 del Reglamento). 

No obstante lo anterior, y como se observa en el artículo 26 del Reglamento, quien 
se dedique al transporte de residuos peligrosos está obligado a contar para tal efecto 
con la autorización de la Secretaría de Desarrollo Social; así como a requisitar, frrmar 
y turnar el manifiesto para el transporte; verificar que los residuos se le entreguen 
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correctamente envasados e identificados; y presentar a la citada Secretaría informe 
semestral de los residuos recibidos para transporte durante este período. Además. el 
artículo 29 de la normatividad que se analiza establece que el transportista debe dar 
mantenimiento al equipo que utilice y contar con el equipo de protección personal 
específico para cada tipo de residuos que transporte. 

En materia de residuos peligrosos es necesario referirnos a las disposiciones que 
sobre transporte establece el Reglamento para el Transporte Terrestre de Materiales y 
Residuos Peligrosos. publicado en del Diario Oficial de la Federación el 7 de abril de 
1993. 

Este Reglamento se ocupa, como su nombre lo indica del transporte terrestre de 
materiales y residuos peligrosos. y atribuye a la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes su aplicación en vías generales de comunicaci6n terrestres y sus servicios 
auxiliares y conexos. 

Es interesante observar, que a diferencia de los otros ordenamientos vigentes en 
materia de residuos peligrosos, el Reglamento para el transporte incluye la definición 
de material peligrosos en la cual se establece que son: 

"todos aquellas sustancias peligrosas, sus remanentes, sus envases, embalajes y 
demás componentes que conforman la carga que será transportada", 

Asimismo, en el Reglamento para el transporte se define lo que se debe considerar 
por sustancia peligrosa, destacando que esta definición no coincide con la ya vigente 
contenida en los listados de actividades altamente riesgosas. 

En términos generales. señalaremos las materias consignadas en el Reglamento en 
cita, establece normas relativas a materiales y substancias peligrosas; conteniendo 
apartados sobre clasificación de substancias peligrosas; características, etiquetado y 
marcado de envases y envalajes; características, especificaciones y equipamiento de 
los vehículos motrices y de las unidades de arrastre; condiciones de seguridad; tránsito 
en vías de jurisdicción federal ; de los residuos peligrosos; de las responsabilidades; 
obligaciones específicas y sanciones. 

Por otra parte es necesario destacar que todas las reglas previstas en el Reglamento 
para el transporte deben aplicarse a los residuos peligrosos. en virtud de que en su 
artículo 102 se establece que éstos deberán clasificarse como sustancia peligrosa y 
darles el manejo respectivo, literalmente el numeral titado indica: 

"El transporte de residuos peligrosos deberá efectuarse conforme a la clase 
de substancia peligrosa de que se trate y que dió origen al residuo ... " 

Tales reglas, habrán de observarse sin.perjuicio de las obligaciones previstas en otros 
cuerpos normativos que sean competencia de otras Dependencias. 

Finalmente. el Programa Nacional de Normalización 1993, prevé la publicación de 
7 normas oficiales mexicanas. relacionadas con la materia que nos ocupa y que se 
refieren a características de las etiquetas de envases y embalajes; a envases y embalajes; 
a sistemas de verificación de unidades destinadas al transporte; a compatibilidad para 
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almacenamiento y transporte de materiales de la clase uno explosivos; y a infonnación 
de emergencia en la transportación. 

1.7. De la disposición final 

En cuanto al manejo de residuos peligrosos existen también diversas disposiciones 
acerca de la disposición final, incluso en este apartado. es en el que podemos encontrar 
la mayor regulación a través de normas oficiales mexicanas. 

Las normas en materia de disposición final se dirigen fundamentalmente a la 
selección de sitios de confinamiento y al diseño y construcción de los mismos. 

A este respecto. el artículo 31 del Reglamento establece que los sistemas para 
disposición final son tres: 

"1. Confinamiento controlado; 
11. Confinamiento en formaciones geológicas estables; y 
nI. Receptores de agroquímicos", 

Los confinamientos controlados se componen de celdas de confinamiento, de celdas 
complementarias; obras complementarias; y celdas de tratamiento. 

Las normas oficiales mexicanas en materia de confinamiento son cuatro, se deno­
minan NOM-CRP-004 a 007-ECOU93, y se refieren a sitios, diseño y construcción 
de obras complementarias; de celdas de confinamiento; y requisitos para la operación 
de un confinamiento controlado. 

La primera, regula las características que deben cubrir los sitios en que se construi­
rán las celdas de confinamiento, a este respecto especifican requisitos geohidrológicos; 
de hidrología superficial; ecológicos; climáticos; poblacionales; sísmicos; topográfi­
cos; y de acceso. 

La NOM-CRP-005-ECOU93, establece las condiciones que se deben cumplir en 
el diseño y la construcción de las obras complementarias del confinamiento controla­
do, mismas que deben cubrir requerimientos relativos a áreas de acceso y espera; cerca 
perimetral y de seguridad; casetas de vigilancia, de pesaje y báscula; laboratorio; 
caminos; área de almacenamiento temporal; área de limpieza; drenaje; instalaciones 
de energía eléctrica; señalamientos; pozos de monitoreo; área de amoniguamiento; 
taller de mantenimiento; área administrativa; servicios de primeros auxilios; servicios 
sanitarios; y colocación de accesos. 

La nonna oficial mexicana en la materia marcada con el número 006/93, se refiere 
a diseño, construcción y operación de celdas de confinamiento, incluyendo diseño y 
construcción de sistemas de captación de lixiviados; de sistemas de venteo; requisitos 
de operación de las celdas de confinamiento; y equipos de protección. 

Las estipulaciones sobre requisitos para la operación de un confinamiento contro­
lado se encuentran en la NOM-CRP-007-EC0L/93, en la cual se establece la forma 
en que se deben ejecutar las actividades relacionadas con el control y confinamiento 
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de los residuos peligrosos; en este sentido se indican nonnas sobre registros; recepción; 
pesaje; análisis; tratamiento; asignación; cierre de celdas; monitoreo de lixiviados; y 
operación de obras complementarias. 

Además de las normas antes referidas, el generador y el prestador del servicio 
de disposición final deben presentar a la Secretaría de Desarrollo Social un reporte 
mensual mediante el cual informen la cantidad, volumen y naturaleza de los 
residuos peligrosos depositados; fecha de disposición final; ubicación del sitio; y 
sistemas utilizados para la disposición final de los residuos peligrosos. (Art. 34 del 
Reglamento). 

1.8. De la importación y exportación 

La importación y exportación de residuos peligrosos. se debe apegar en primera 
instancia a la regulación general que para este tipo de operaciones prevé la Ley de 
Comercio Exterior. 

Dicha Ley determina los requisitos a que deben sujetarse las mercancías materia de 
la misma, los cuales se hacen consistir en medidas arancelarias, no arancelarias, de 
salvaguarda y cualquier otra medida administrativa establecida por las Dependencias 
de la Administración Pública Federal.(Art. 27 de la Ley de Comercio Exterior). 

Las medidas arancelarias son las cuotas de las tarifas de los impuestos generales de 
exportación e importación, los cuales podrán ser determinadas ad-valorem, específicos 
o mixtos. Dichas cuotas se encuentran previstas y habrán de ser identificadas en las 
Leyes del Impuesto General de Importación y de Exportación. 

Por otra parte, las medidas no arancelarias tienen por objeto regular o restringir la 
exportación o importación, así como la circulación o tránsito de mercancías extranjeras 
por el territorio nacional procedentes del y destinadas al extranjero. 

La imposición de medidas no arancelarias en materia ecológica está prevista en los 
artículos 15 y 16 de la Ley de Comercio Exterior, que señalan: 

"Las medidas de regulación y restricción no arancelarias a que se refieren las 
fracciones III y N del artículo 40. de esta Ley se podrán establecer en los 
siguientes casos: 
VI. Cuando se trate de situaciones no previstas por las normas oficiales 
mexicanas en lo referente a seguridad nacional, salud pública, sanidad 
fitopecuaria o ecología, de acuerdo a la legislación en la materia". 

Las medidas no arancelarias para reg\.llar o restringir la exportación o importación de 
mercancías consisten en permisos previos, cupos máximos, marcado de país de origen, 
certificaciones, cuotas compensatorias y los demás instrumentos que se consideren 
adecuados.(Art. 17 de la Ley de Comercio Exterior). 

Las medidas de salvaguarda son aquéllas que en los ténninos de la fracción II del 
artículo 40. de la Ley, regulan o restringen temporalmente la importación de mercan-
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cías idénticas, similares o directamente competitivas a las de producción nacional y 
que tienen por objeto prevenir o remediar el daño serio y facilitar el ajuste de los 
productores nacionales. (Art. 45 de la Ley de Comercio Exterior). 

Asimismo, la Ley que se analiza establece que las Dependencias y Entidades de la 
Administración Pública Federal podrán establecer otras medidas administrativas que 
tengan como propósito regular o restringir el comercio exterior del país y la circulación 
o tránsito de mercancías extranjeras. 

Es importante destacar, que independientemente del cumplimiento de las medidas 
descritas, habrá de cumplirse con las disposiciones establecidas en las nonnas oficiales 
mexicanas que al efecto se encuentren vigentes o se expidan. 

De manera específica, en materia ecológica y así como es necesario contar con 
autorización para la generación y el manejo de residuos peligrosos. también es 
necesario contar con autorización para la importación y exportación de los mismos, lo 
anterior sin evitar las autorizaciones que correspondieran a otras autoridades compe­
tentes, de conformidad a lo establecido por el artículo 43 del Reglamento. 

En esta materia la normatividad, por razones obvias es muy estricta, en virtud de 
que la comunidad internacional ha estado muy pendiente de cualquier movimiento 
internacional de éste tipo de materiales. 

La Secretaría de Desarrollo Social, detennina incluso el puerto por donde se 
autoriza la importación o exportación, y el tipo de transporte a utilizar para tal efecto. 
(Art . 44 del Reglamento). 

La autorización de importación o exportación se obtiene mediante solicitud, que 
para el caso de que sea la primera vez que se va a realizar la operación respectiva, 
se deberá presentar con cuarenta y cinco días de anticipación. y si se trata de 
operaciones subsecuentes de un mismo residuo. se podrá hacer la solicitud con 
cinco días de anticipación, según lo previsto por el artículo 45 del Reglamento de 
la Ley, en donde además se establece que en dicha solicitud se deben contener los 
siguientes requisitos: 

"l. Nombre,denominación o razón social y domicilio de quien pretende imponar; 
11. Nombre, denominación o razón social y domicilio del exportador o 
propietarios de los residuos peligrosos; 
11I. Nombre, denominación o razón social y domicilio del transportista y 
datos de identificación de los vehículos utilizados incluyendo el modo de 
transporte y el tipo de contenedor a utilizar; 
IV. Nombre, denominación o razón social del destinatario, lugardondese les procesará, 
diagrama de flujo y descripción del proceso de recic,* o reuso que se les dará; 
V. Lista, composición y cantidad detallada de los residuos peligrosos a 
exportar o importar; 
VI. Lugar de partida y destino de los transportes a utilizar y ruta que 
seguirá; 
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VIL Puerto terrestre, marítimo o aéreo por donde se solicita el ingreso o salida 
de los residuos peligrosos; 
Vill . Certificación de las autoridades competentes del país de procedencia. 
que indique el grado de peligrosidad de los residuos y los requisitos a cuyo 
cumplimiento se sujetará la autorización de exportación otorgada por las 
autoridades de dicho país y las medidas de protección; 
IX. Copia de la documentación en trámite para obtener la autorización del 
país de destino, en caso de exportación de los residuos peligrosos o la de 
origen cuando se trate de importación, traducida al español, debidamente 
certificada y legalizada; 
X. Descripción del proceso de generación de los residuos peligrosos y 
características del residuo que queda después del reciclaje; 
XI. Relación detallada de otras autorizaciones, pennisos o requisitos que se 
estén tramitando o hayan de ser satisfechos ante otfas autoridades nacionales 
competentes, en cumplimiento de otras leyes. reglamentos o disposiciones 
aplicables a la importación o exportación de que se trate, y 
XII. Descripción de las medidas de emergencia que se tomarán en el caso de 
derrames en tránsito." 

Las personas que pretendan importar o exportar residuos peligrosos además deben de 
cumplir con otros requisitos mediante los cuales se garantice el cabal cumplimiento 
de las"obligaciones contraidas por quienes realizan este tipo de operaciones, al respecto 
los artículos 46 y 47 del Reglamento establecen que deben estar domiciliadas en el 
país y otorgar las fianzas. depósitos o seguros nacionales o internacionales que les 
solicite la propia Secretaría de Desarrollo Social . 

La autorización que concede la Secretaría de Desarrollo Social puede ser 
requerida por otras autoridades relacionadas con el otorgamiento de permisos o 
autorizaciones de importación y exportación; dicha autorización tiene una vigencia 
de noventa días naturales, contados a partir de la fecha de su otorgamiento y puede 
ser prorrogada ajuicio de la citada Secretaría; una vez que se efectuó la operación 
respectiva también se deberá dar el aviso relativo a dicha autoridad. (Arts. 48 y 49 
del Reglamento). 

En materia de importación de residuos peligrosos. la Secretaría de Comercio y 
Fomento Industrial expidió el 9 de noviembre de 1988, mediante publicación en el 
Diario Oficial de la Federación un Decreto que establece la codificación y clasificación 
de mercancías cuya importación está sujeta a regulaciones sanitarias, fitozoosanitarias 
y ecológicas, en el cual se establece gue correspondía a la entonces Secretaría de 
Desarrollo Urbano y Ecología, ahora SEDESOL. la aplicación de las siguientes 
regulaciones en materia de protección ecológica y del ambiente: 

"Autorización para la movilización de materiales o residuos peligrosos provenien­
tes del extranjero con destino nacional, que expedirá la propia Dependencia a través 
de guías ecológicas .. '" 
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En este Decreto se encuentran cuarenta y cuatro mercancías, codificadas, siendo 
conveniente destacar que se encuentra en proceso de revisión un proyecto de acuerdo 
específico que identifica la clasificación arancelaria de materiales y residuos peligro­
sos cuya importación temporal o definitiva está sujeta a autorización de la Secretaría 
de Desarrollo Social y que incluiría en su caso, todos los residuos peligrosos, mismo 
que derogaría el de 1988. 

En 2a. materia que nos ocupa, también existen prohibiciones. al respecto el reglamento 
establece en su artículo 50 que no está pennitida la importación o exportación por vía 
postal, además de los señalados en el Decreto citado en párrafos anteriores. 

Por otro lado, el artículo 51 señala que no se pueden transitar residuos peligrosos 
por el territorio nacional cuando provengan del extranjero con destino a un tercer 
Estado, si no se cuenta para ello con el consentimiento de este último. Asimismo, no 
se autorizará la exportación de residuos peligrosos cuando su único objeto sea su 
disposición final en el extranjero, si no se cuenta para ello con autorización del Estado 
receptor, norma prevista en el artículo 53 del Reglamento. 

Por otra parte, se prohibe la importación cuando el único objeto de los residuos sea 
su disposición final en el territorio nacional conforme a lo señalado por el artículo 53 
del Reglamento. 

Finalmente, es conveniente señalar que la Secretaría de Desarrollo Social, cuando 
considere que aun cumpliéndose los requisitos de la solicitud no se deben importar 
o exportar ciertos residúos, puede negar la autorización respectiva. (Art. 54 del 
Reglamento). 

1.9. Otras disposiciones en la materia 

Por otra parte, la normatividad aplicable a los residuos peligrosos, establece algunas 
prohibiciones que es importante tomar en cuenta; en primer término, el artículo 19 del 
Reglamento establece que no se deben almacenar residuos peligrosos incompatibles; 
o en condiciones que rebasen la capacidad instalada del almacén respectivo: o en áreas 
que no reúnan las condiciones previstas en el propio Reglamento. 

Asimismo, el artículo 28 del citado ordenamiento establece que no se pueden 
transportar residuos peligrosos por vía aérea; y el artículo 37 señala que una 
vez depositados los residuos en algún sitio de disposición final, no deben salir 
de éste. 

Los residuos peligrosos que requieren mención especial son los bifenilos policlo­
radas, los cuales en virtud de su alta peligrosidad, reconocida a nivel mundial por su 
toxicidad y comprobados efectos cancerígenos, no deben ser confinados, sino que 
deben destruirse a través de procedimientos químicos catalíticos, o bien mediante 
incineración; respecto de estos residuos, incluso el Reglamento prevé la emisión de 
normas oficiales mexicanas específicas, las cuales no han sido programadas para 
1993, pero seguramente se hará en un corto plazo. (Art. 39 del Reglamento de la Ley 
en Materia de Residuos Peligrosos). 
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En materia de manejo de residuos peligrosos, resta señalar las disposiciones 
relativas a los productos de origen industrial y farmacéuticos que caduquen. mismos 
que por virtud del artículo 41 del Reglamento deben considerarse residuos peligrosos 
y manejarse conforme a las disposiciones aplicables a cualquier material caracterizado 
como residuo peligroso. 

Finalmente es menester referirnos a las disposiciones penales relacionadas con los 
Residuos Peligrosos. las cuales han sido incorporadas en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente. en virtud de la trascendencia que reporta el 
cumplimiento de la nonnatividad vigente en materia de control y manejo de estos 
materiales. 

Al respecto, también es importante señalar que en materia penal no se ha legislado 
exhaustivamente en el campo ecológico. habiendose originado por este motivo algunas 
polémicas en torno a la necesidad de incluir en el Código Penal. un apartado exclusivo 
para la penalización de conductas que causaren daño al equilibrio ecológico o al 
ambiente, sin embargo los detractores de esta tendencia opinan que es más adecuado 
establecer penalidades en cada unade las codificaciones que en cada materia se legisle , 
ya sea en materia ecológica o respecto de recursos naturales. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece 
como conducta punible la fabricación, elaboración, transporte, distribución, comercia­
lización, almacenamiento, posesión. uso, reuso, reciclamiento, recolección, tratamien­
to, desechamiento, descarga, disposición, o cualquier acto. sin la autorización respec­
tiva G contraviniendo los ténninos de ésta, de o con materiales o residuos peligrosos. 

El tipo contempla asimismo para la punibilidad de la conducta. que se ocasionen o 
puedan ocasionar graves daños a la salud pública. a los ecosistemas o a sus elementos. 

De igual manera, se establece como conducta punible en los mismos ténninos que 
la anterior, la importación o exportación de materiales o residuos peligrosos contravi­
niendo los ténninos de la autorización para tal efecto otorgada. 

La sanción establecida para estas conductas consiste en la imposición de tres a seis 
meses de prisión y multa por el equivalente de 1000 a 2()()()() días de salario mínimo 
general vigente en el Distrito Federal. 
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RESIDUOS 
PELIGROSOS 

ANEXO UNO 
DEL CAPITIJLO 1 

1) Autorización de la SEDESOL para la instalación y operación de 
sistemas para la recolección, almacenamiento, transporte, alojamiento, 
reuso, tratamiento, reciclaje. incineración y disposición final de residuos 
peligrosos. (art. 151 LGEEPA Y arto 10 del Reglamento de la LGEEPA 
en materia de Residuos Peligrosos). 

11) Presentar a la SEDESQL Manifestación de Impacto Ambiental cuando 
sean instalaciones específicamente para tratamiento, confinamiento o 
eliminación de residuos peligrosos, de confonnidad con lo previsto en el 
art. 28 de la LGEEPA y el Reg1ameifo en materia de Impacto Ambiental, 
esta obligación se encuentra ampliamente detallada en el apartado 
relativo a impacto ambiental de este capítulo (art. 11 del Reglamento de 
la LGEEPA en materia de Residuos Peligrosos). 

111) Autorización de la SEDESOL a las empresas de servicio de manejo. 
(art. I3 del Reglamento de la LGEEPA en materia de Residuos 
Peligrosos). 

IV) Autorización de la SEDESOL para realizar obras o actividades 
públicas o privadas por las que puedan generarse o manejarse residuos 
peligrosos; es decir, presentar la respectiva Manifestación de Impacto 
Ambiental, en la que se señalen los residuos peligrosos que vayan a 
generarse o manejarse con motivo de la obra o actividad de que se trate, 
así como las cantidades de los mismos; a dicha manifestación habrá 
de emitirse la autorización antes señalada. (art. 7 del Reglamento de la 
LGEEPA en materia de Residuos Peligrosos). 

V) La Secretaría otorgará previo pago de derechos que correspondan, 
los fonnatos de manifiesto para transpone de residuos peligrosos. (art. 
23 del Reglamento de la LGEEPA en materia de Residuos Peligrosos). 

VI) Autori7Jlción de la SEDESOL para el transportista y para las empresas 
de servicios de transporte de residuos. (art. 26 de la LGEEPA en materia de 
Residuos Peligrosos). 

VII) Autorizaclón de la SEDESOL para importar o exportar residuos 
peligrosos. (art. 43 del Reglamento de la LGEEPA en materia de 
Residuos Peligrosos). 
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ANEXO DOS 
DEL CAPITULO I 

Autorización de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transpones para el transportista y el expedidor de la 
carga de materiales y residuos peligrosos. (Art. SO) 

Autorización para la unidad de transporte que impor­
te y exporte residuos peligrosos. (Art. 52) 

Licencia federal para el transporte de materiales peli­
grosos (Art. 52) 

Autorización de la Secretaria de Desarrollo Social 
para el sistema de transporte y las instalaciones del 
destinatario de la carga. (Art. lOS) 

Licencia federal de la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes para el conductor que transporte de 
vehículos que transporten materiales y residuos peli­
grosos. (Art. 120) 

Licencia federal vigente para las tripulaciones y ofi­
ciales de los ferrocarriles que transporten materiales y 
residuos peligrosos. (Arts. 121 Y 122) 

Autorización de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transpones para los programas de capacitación de 
conductores que intervengan en el transpone de mate­
riales y residuos peligrosos. (Art. 131) 

Autorización de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transpones para la empresa ferroviaria para editar 
y actualizar publicaciones, guías y manuales con 
información concerniente al manejo de sustancias y 
residuos peligrosos. (Art. 133) 
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ANEXO TRES 
DEL CAPITULO I 

NORMAS OFICIALES MEXICANAS VIGENTES EN 
MATERIA DE RESIDUOS PELIGROSOS 

CLAVE NORMA FECHA DE PUBLICACION 

NOM-CRP-OOI-ECOLl93 NORMA Ofic ial Mexic ana que 22 de octubre de 1993. 
establece las caracteristi clS de 105 
residuo¡ peligrosos, el listado de los 
mismos y los limites que hacen a UD 

residuo peligroso por su IOllicidad al 
ambiente. 

NOM-CRP-002-ECOLI93 NORMA Oficial Mexicana que 22 de octubre de 1993. 
establea: el procedimiento pan. llevar a 
cabo la prueba de extracción para 
determinar los constituyente¡ que haceD 
a un residuo peligroso por su lOJ.icidad 
al ambiente 

NOM-CRP-003-ECOLl93 NORMA Oficia l Muiclnl que 22 de octubre de 1993. 
establece el procedimiento para 
determinar la iocompatitibilidld entre 
dos o más residuos considerados como 
peligrosos por La normaolicial mexicana 
NQM-CRNX)J · ECOl..J93. 

NOM-CRP-0Q4-ECOLl93 NORMA Oficial Mexica na que 22 de octubre de 1993. 
establece los requisitos que deben reunir 
Jos sitios destinado¡ al confinamiento 
controlado de residuos peligrosos, 
C.lccoto de los radiactivOl. 

NOM-CRP-005-ECOLI93 NORMA Oficial Mcx icaoa q ue 22 de octubre de 1993. 
establea: los requisitos pan. el disefto '1 
constru cción d. , .. ob ras 
complementarias de un confinamicnto 
conlrOlado de reaiduos peligrosos. 

NOM-CRP-006-ECOLI93 NORMA Oficial Mcxicana que 22 de octubre de 1993. 
es tablece los requisitos que deben 
obsernr$e en el dise60. coastrua::iÓII y 
operaciÓD de celdas de UD coa6oamieato 
conlrOlado pan residu05 oelilUOSOS. 

NOM-CRP-007-ECOLI93 NORMA Oficill Mexiclnl que 22 de octubre de 1993. 
establece los requisitos I*J; 11 opcnci60 
de un confinamiento controlado de 
resickios oeliDOSOS. 
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ANEXO CUATRO 
DEL CAPITIJLO 1 

NOM·CRP-OOl·EC0U93 

CLASIFICACION DE RESIDUOS PELIGROSOS: 

A. Giros Industriales y Procesos 

B. Fuentes no específicas 

C. Residuos de Materias Primas que se consideran peligrosas en la producción de 
pinturas 

D. Residuos y bolsas o envases de Materias Primas que se consideran peligrosas en 
la producción de pinturas 

E. Corrosivos. reactivos, explosivos. tóxicos, inflamables, biológico infecciosos 
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A. GIROS INDUSTRIALES Y PROCESOS 

1. Acabado de Metales y Galvanoplastia 

2. Beneficio de Metales 

3. Componentes Electrónicos 

4. Curtiduría 

S. Explosivos 

6. Producción de Hule 

7. Materiales Plásticos y Resinas 

8. Metalmecánica 

9. Minería 

10. Petróleo y Petroquímica 

11. Pinturas y Productos relacionados 

12. Plaguicidas 

13. Preservación de la Madera 

14. Producción de Baterías 

15. Química Farmacéutica 

16. Química Inorgánica 

17. Química Orgánica 

18. Textiles 



B. FUENTES NO ESPECIFICAS 
Destacan: 
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1. Envases y tambos vacíos usados en el manejo de Residuos Peligrosos 

2. Residuos provenientes de hospitales. laboratorios y consultorios médicos 

C. RESIDUOS DE MATERIAS PRIMAS QUE SE CONSIDERAN PELI­
GROSAS EN LA PRODUCCION DE PINTURAS 

MATERIAS PRIMAS: 

1. Aceites minerales. ácidos, monómeros y anhídridos 

2. Peróxidos, plastificantes, polioles y varios 

3. Pigmentos 

4. Resinas 

5. Solventes 
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D. RESIDUOS Y BOLSAS O ENVASES DE MATERIAS PRIMAS QUE SE 
CONSIDERAN PELIGROSAS EN LA PRODUCCION DE PINTURAS 

l. Acidos anhídridos. monómeros y peróxidos 

2. Secantes, pigmentos y varios 

3. Resinas 

4. Solventes 

S. Residuos de materias primas en la producción 

6. Residuos del lavado con solventes 

7. Lodos de destilación de solventes 

8. Residuos del equipo anticontaminante 

9. Lodos del tratamiento de aguas residuales 

10. Lodos de limpieza de gases en equipos de control 

Características del lixiviado que hacen peligroso a UD residuo por su 
toxicidad al ambiente. 

1. Constituyentes inorgánicos : arsénico, cadmio, níquel, etc. 

2. Constituyentes orgánicos: acrilonitrilo, toxofeno, nitrobenceno, etc. 

3. Constituyentes orgánicos volátiles: éter bis, fenol , tatueno, etc. 
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ANEXO CINCO 
DEL CAPITIJLO 1 

NOM-CRP-002-ECOU93 

Prueba de extracción para determinar los constituyentes que hacen a un 
residuo peligroso por su toxicidad al ambiente. 

Residuo 
Tóxico _o> Prueba de Extracción (PEC1) 

Lixiviado Tóxico (Tablas No. 5. 6 Y 7) 

Prueba de 
Extracciónr-> Procedimiento para detenninar constituyentes no volátiles 

FIL TRACION------EXTRACCION------RESUL T ADO 

_O> Procedimiento VMC (Volumen Muerto Cero). constituyentes volátiles 
FILTRACION------EXTRACCION------RESULTADO 

Si el resultado excede los niveles previstos por la Tabla No. S de la NOM-CRP­
OOI-EC0L/93 se considera como un Residuo Peligroso. 
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ANEXO SEIS 
DEL CAPITIJLO I 

NOM·CRP·OO3·ECOU93 

Procedimiento para determinar la incompatibilidad entre dos o más residuos 
peligrosos. 

(Esta norma es para efectos de manejo). 

Incompatibilidad: Reacción violenta y negativa para el equilibrio ecológico y el 
ambiente que se producen con motivo de la mezcla de dos o más residuos peligrosos. 

Procedimiento General: 

1. Se identifican los Residuos Peligrosos en el Anexo I 

2. Se intersectan grupos Tabla B Anexo 2 

3. Se ve Código de Reactividad Anexo3 

Procedimiento CRETffi: 

1. Se identifican los Residuos Peligrosos en Anexo 4 

2. Se intersectan grupos en Tabla A Anexo 5 

3. Se ve Código de Reactividad Anexo B 



ESTADO 

l.- Agua.~caI¡cnle~ 

2.- Baja California 
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ANEXO SIETE 
DEL CAPl1tlLO 1 

LEGISLACION ESTATAL EN MATERlA DE RESIDUOS 
SOLIDOS NO PELIGROSOS 

CAPITULO CONTENIDO 

Trrulo V De la Protección al Ambiente, Conesponde a 105 Municipios, la regulación del manejo y 
ClIprtulo V Del manejo y diSJXISici6n disposición final de los residuos sólidos que no sean 
final de residuos sólidos no peligrosos; peligrosos conforme: a la LGEEPA . 
artfculos 84 a 88. l....as autoridades estaWes y municipales. promoverin la 

racionalización de la gcnenci6n de residuos adoptarin las 
medidas conducentes para incorporar ttenica' y 
procedimientos para su miSO y reciclaje, dentro del ámbito 
de su competencia. 

Thulo V Protección al Ambiente; Conesponde al Ejcallivo estatal en el Imbito de sus 
Caprtul o IV Manejo. co ntrol y compelencias conocer de residuos sólidos no peligrosos 
disposición final de 10$ Residuos en su Estado. 
Sólidos no Peligrosos y los servicios El Estado estA facultado para prevenir y controlar la 
municipales; Sección I Definiciones, contaminación atmosftrica, aulorizar instalaciones y 
Sección 11 Di5lribu ci6nde ejercer plenamente sus atribuciones. 
competencias, y Secci6n 111 Manejo y Es competencia de los Municipios el manejo y disposici6n 
di~posici6n final de Residuos Sólidos fi nal de residuos sólidos no peligrosos. 
no Pe l igroso~: anículos 183 a 197. 

3.- Baja California Tftulo V De la Protección al AmbieDte; El Estado es" facullado para concenar acuerdos de 
So< CapItulo VII Del manejo y disposición coordinación con los Municipios para implementar y obccner 

fi Da l d< Re sidu os S6lidos ,. financiamiento para la formu laci6n, elabotaci6n evaluaci6n. 
Peliuosos; artfcu los 73 a 74. y mcjomniento, uf como la identificación de programas, 

invenwios, sistemas y allCmaÓvas para los residuos sólidos 
no peligrosos. 
El Estado Y los Municipios promover&n la utilización de 
empaques y envases. 
Los Municipios autorizan las actividada. reguladn y 
dispondrtn de res10J0s sólidos no peligrosos. 

4.- Campeche No cuentan con ley ecológica. 

S.- Colima Tltul n IV Normatividad de la C~ al Estado y a los MunicipiO$la regulación del 
Protección Ambiental ; Capitulo V manejo y disposición final de los residuos sólidos DO 

Manejo de los Residuos Sólidos DO peligrosos; reguJando las actividades ejerciendo su control, 
Peligroros: Ilftfculos 86 a 91 . y emitir las autorizaciones correspondientes al 

funcionamiento. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

6.- Coahui la Titulo VI Protección al Ambiente; C~ponde al Estado Y a la sociedad prevenir y conuolar 
Caprtu lo V Prevención y Conb'ol de la conjuntamemc la conraminación del suelo. 
Contaminación del Suelo y de la De- A los Municipios les compete la regulación del manejo y 
lerioración Ecológicacn áreas urbanas; disposición fi nal de residuos sólidos no peligrosos. 
artfculos 129 a 135. autoriundo el establecimiento de los sitios destinados 

para ese fin. 
Los Municipios solicirarán a la Seaetarfa la asescxfa Iknica 
par.l optimizar sus atribuciones conferidas. 

7.- Chiapas Trtulo V Regulación de actividades El Estado aulOrizan1 la localización y funcionamiCnlO de 
que pueden generar efcctos nocivos; los sistemas de recolección, almacenamiento, transporte, 
Capflulo IV Residuos Sólidos no alojamiento, recuperación, traramiento y disposiciÓll final 
Peligrosos: artfculos 92 a 97. de los residuol sólidos no peligrosos, ya sea operados por 

estos mismos o concesionados a particulares. 

8.- Chihuahua TIlUlo VI Regulación de actividades Queda sujeto a la autorización del Estado la locali:r.ac:i6rl, 
que puedan generar efectos nocivos; instalación y funcionamiento de los sistemas de recolec-
Capitu lo IV Residuos Sólidos ". ción, a lmace namiento. tra nsporte, aloja miento. 
Peligrosos; artículos 102 a 107. recuperación, tratamiento y disposición fi nal de los 

residuos sólidos no peligrosos. 
El Estado propondni la celebración de acuerdos de 
coordinación con el Ejecutivo Federal y deberá 
concertalos con los gobiernos municipales para implantar 
e identi ficar los sistemas de recolección y alternativas de 
reuti lizaciÓD final de los residuos sólidos no peligrosos. 

9.- Durango Capfrulo X De la PrevenciÓD y control El Estado Y los Municipios aucoriz.;rin las actividades por 
de la contaminación por Residuos las que se generen, almacenen. transporten. recob:ten, 
Sólidos no Peligrosos: artículos 52 a alojen, 1rIlCn, use, reuse, recicle o disponga de residuos 
57. sólidos no peligrosos. 

El Estado se c:oordinant con los Municipios, para evaluar, 
identificar, fonnular y elabornr sistemas de recolección. 
aJlmWivas y prograrras de reutilización e inventarios de 
residuos sólidos no peligrosos. 

10.- Estado de Mb:i- Tftulo V De la prevención y conlrol de la El Estado asesorará a los Municipios para implantar o 
00 contaminación ambienta1: Sección IV mejorar sistemas de manejo y disposición fi nal de residuos 

Aguas provenientes de plantas o sistemas sólidos municipales. 
de IIiIlafTliCfllO: Qp'b.do m Prevención y 
control de la contaminación del suelo: 
aI1ÍOJlo 'SI. 

11.- Guanajualo Tft ul o V De la protección del A los Municipios les com:sponde laregulación del manejo 
Ambiente: Capitulo V Del manejo y y disposici6rl final de los residuos sólidos no peligrosos, 
disposición final de Residuos Sólidos uf como otorgar permisos para el funcionamiento de 
no Peligrosos; artIculos 84 a 88. sistemas de recolección, almacenamiento, transporte, 

alojamiento. reuso, tratamiento y disposición final de los 
mismos. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

12.- Guerrero Trtulo V Prolección yaprovechamien- El Estado formulará las disposiciones que regulen las 
to racional del ambiente: y de sus aclividades de ~Jecci6n, In!.llImiento y disp:tSición final de 
elememos naturales; Caplrulo 11 Del los residuos sólidos no peligrosos. 
Suelo; artIculos 92 a 97. A los Municipios les corresponde controlar y emitir las 

autorizaciones respecto del funcionamienlo de los sislemas 
de recolección, aJm.acenamiento, tratamiento y los sitios para 
la disposición final de los residuos sólidos no peligrosos. 

13.- Hidalgo TItulo 111 Protección al Ambiente; Las autoridades estatales y municipaJe~ promoverán la 
Caplrulo V Manejo y disposición final rxionalización de la generación de residuos y adoptarán las 
de Residuos Sólidos no Peligrosos: medidas conducentes para incorporar Ifcnicas y 
artIculos 85 a 89. pnx:edimientos para su rcuso y reciclaje. 

Los Municipios regulartn el manejo y disposición final de 
los residuos sólidos que no sean peligrosos. 

14.- Jalisco Titulo IV Protección del Ambiente; Al Estado Y a los Municipios les compete la regulación 
Caplrulo V Del manejo y disposición del manejo y disposición fina! de los residuos sólidos no 
fina l de los Residuos Sólidos 'o peligrosos. 
Peligrosos; artfculos 74 a 78. Entre ambos promoverán la racionali zación de la 

generación de residuos y adoplarán las medidas 
conducentes para incorporar Itcnicas y procedimientos 
para su uso y reciclaje. 

J s.-Michoacán Titulo V Protección al Ambienle; Corresponde a! Estado Y a los Municipios, con aneglo a las 
Capitulo V Manejo y disposición fina! disposiciones que para lal efec to se expidan, e l 
de Residuos Sólidos no Peligrosos; funcionamiento de los sis temas de recolección , 
artfcu los 34 a 38. almacenamiento, transporte, alojamiento, recuperación, 

tratamiento y disposición final de los residuos sólidos no 
peligrosos. 
El Estado propondri acuerdos de coordinación con el 
Ejecutivo Federn.1 y con los Municipios para implantar y 
mejorar dichos sistemas, as i como alternativas de 
reutilización y disposición final de residuos sólidos, 
incluyendo respectivos inventarios. 

16.- Marelos Tftulo V Protección del Ambiente; Corresponde a! Estado Y a los Municipios, con arreglo a las 
Capirulo VIII Manejo y disposición disposiciones que para tal decto se expidan , e l 
final d, Residuos Sólidos " fun c ionamiento de los s istemas de recolecció n , 
Peligrosos; artfculos 72 a 77. almacenamiento, transporte, alojamiento, recuperación, 

tratamiento y disposición final de los residuos sólidos no 
peligrosos. 
El Estado propondrá acuerdos de coordinación con el 
Ejecutivo Federal y con los Municipios pata implantar 
y mejorar dicho! sistemas, asi como alternativas de 
reuti lización y disposición final de residuos sólidos, 
incluyendo respectivos inventarios. 

17.- Nayarü Tftulo IV Protección al Ambiente ; Corresponde a! Estado Y Municipios la regulación del 
Capitulo V Del manejo y disposición manejo y disposición final de residuos sólidos que nosean 
final d, Residuos Sólidos 'o peligroscn. 
Peligrosos; artículos 73 a 77. El Esrado Y los Municipios promoverán la racionalización 

de la generación de residuos, adoptarán las medidas 
conduoeMeS pata incorporar ttcnicas y promIimientos para 
su reuso y reciclaje. 
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ESTADO CAPlTIJLO CONTENIDO 

18.- Nuevo León Tftulo V Protección al Ambiente; A los Municipios lescorresponde la regulación del manejo 
Capítulo V Manejo y disposición final y disposición final de los residuos sólidos que no sean 
de Residuos Sólidos no Peligrosos; peligrosos. 
articulos 73 a SO. Los Municipios entre si, y eOO'e Estos Y el Gobtemo del 

Estado. podrán elaborar convenios de ooordioación para la 
recolección, amacenamienro. tn.n5pOIte, reuso,natamieoto, 
y disposición final de los residuos sólidos no peligrosos. 

19.- Ouaca TIrulo V De la Protección al Anti:rIe; Los municipios autorizarán y vigilarán la adecuada 
ú¡:fIukl m De la ~ Y adOI de la operación de 105 sistemas de manejo y disposición final 
contaminación de l ~uclo: artfculo 99. de residuos, con arreglo a las normas tknicas ecológicas 

que para tal efecto se expidan. 

20.- Puebla Tflulo IV De la Protección al Los Municipios autorizarán, con arreglo a las normas 
Ambiente ; Capflulo 111 D. l. ltcnicas ecológicas que para tal efeclo se expida la 
prevención y protección del suelo; Secrelar!a , al funcionamiento de los sis te mas de 
artfculo 112. recolección, aJmacenamiento, tnlnsporte, aJojamiento, 

reuso, tratamiento, y disposición finaJ de los residuos. 

21.- QuertlatO Tftulo VI Regulación de actividades El Estado autorizará la localización, instalación y 
que pueden generar efectos nocivos; func io namiento de los sistemas de recolección, 
Caprtu lo 11 Residuos Sólidos no almacenamiento, tnlnspone, aJojamiento, recuperación, 
Peligrosos; articulo 99 a 104. ttatamiento y disposición fi nal de los residuos sólidos 

no peligrosos, ya sea operados por los propios 
Municipios o concesionados a particu lares. 
El Estado podr:I. proponer la celebración de acuerdos de 
coordinación con el Ejecutivo Federal y con los 
Municipios. 

22.- Quintana Roo Tftulo VI Regulación de actividades El Estado autorizará la localización, instalación y 
que pueden generar efectos nocivos; funcio namiento de los sistemas de recolección , 
Caprtulo IV Residuos Sólidos ,. almacenamiento, ttanspone, aJojamiento, recuperación, 
Peligrosos; artIculos 99 a 104. tratamiento y disposición final de los residuos sólidos 

no pe li grosos, ya sea ope rados por los propios 
Municipios o concesionados a particulares. 
El Estado podri proponer la celebración de acuerdos de 
coordinación con el Ejecut ivo Federal y con los 
Murucioios. 

23.- San Luis Potosi Tftulo VI De las actividades que Los Municipios e n sus respectivas jurisdicciones 
pueden generar efectos noc ivos; podnin entre otras funciones : expedir las normas que 
Capitulo 11 De los Residuos Sólidos no regulen todas las actividades; determi nar los sitios 
Peligrosos: artIculos 40 a 43. destinados a la disposición final de los residuos sólidos; 

autorizar el financiamiento o dar e n concesión los 
sistemas de recolección, aJmacenamiento, transpone, 
alojamiento, reuso, tratamiento y disposición final de 
residuos sólidos no peligrosos. 

24 .- Sinaloa Tit ulo I V De la Protección a l Corresponde al Estado Y a sus habilanles prevenir la 
Ambiente ; Capitu lo 111 D. la contaminaciÓD del suelo. 
preven c ión y conlto l d, l . Los Municipios aulOriudn, con arreglo a las normas 
contaminación del suelo por residuos tfcnicas ecológicas que pan. ta1 efecto expida la SEDUE, 
sólidos; artículos 109 a 115. el funcionamiento de los sistemas de manejo de los 

residuos sólidos no peligrosos. 
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ESTADO CAPlTIJLO CONTENIDO 

lS.-Sonon Titul o IV De la Protección al Corresponde al Estado, Municipios y • la sociedad 
Ambiente; Caprtulo JI! De la preven- prevenir la contaminación del sucio. 
ción y control de la contaminación del El Estado o en su caso los MunicipiO! autorizado, con 
suelo por Residuos Sólidos no Peligro- arreglo a las normas ttcnicas ecológicas y conforme a lo 
5Os: anJ'culos 106. 11 2. que establezca el Reglamenfo respectivo. el funcionami-

ento de los sistemas de ~1ecci6n, aImaoenamiento. 1J'anS-

porte. alojamiento, reuso, tratamiento y disposición final de 
los residoos sólidos no peligrosos. 

26.- Tabasco Titulo IV De la Protección al los Municipios aulOriwán con amglo a las normas I6cnicas 
Ambiente; Capítulo 111 De la preven- ecológicas el funcionamiento de los sistemas de manejo de los 
dón y control de la contaminación del rcsidl.lO$ sólidos no peligrosos. 
suelo por Residuos Sólidos DO Peligro- Para la localización, instalación y funcionamiento de 
sos: artfculos 92 a 98. sistemas de manejo de residuos sólidos no peligrosos. se 

toman en cuenta el ocdcnamienlO ecológico y los planes 
de desarrollo urbano estatal, municipales y de los centros 
de población. 

21.- TI:ucala No cuenta coo ley ecológica. 

28.- Tamaulipa., Titulo V Protección del Ambiente; El Estado Y los Municipios promoverán la raciona.!izaciÓCI 
Capfllllo V Del manejo y disposición de la gencraciÓCI de residuos. 
final de Residuos Sólidos no Peligro- Los Municipios deberán eJ.pcdir autorizaciÓCI pan. el 
$05; artIculos 91 a 104. funcionamiento, de sistemas de recolección, almacena-

miento. transpone, alojamiento. re\lSO, tratamiento y dis-
posición final de los residuos sólidos no peligrosos. 

29.- Veracrut Tflulo V Protección al Ambiente; Compete al Estado la regulación de l procedimiento 
Capfllllo V Manejo y disposición final aplicable al manejo de residuos sólidos no peligrosos y el 
de los Re!iiduos Sólidos no Peligrosos. otorgamiento de asesorfa y apoyos que en la materia 

requieran 105 Municipios. 
Corresponde a los Municipios el manejo de residuos 
sólidos no peligrosos, e l otorgamiento de autorización 
para el establecimiento de 105 sitios destinados a la 
disposición final de tales residuos. el conlrOl sobre las 
instalaciones y la opet'ación 50bre confinamientos o 
depósitos de dichos residuos entre otras funcioocs. 

30.- Yucatán Tftulo 111 Protección al Ambiente: Queda sujeto a la autoriución de los Municipios, el 
eapflll lo 111 Prevención y conlrOl de la funcionamiento de los siltemas de recolección, 
cootaminación del ¡uclo; ani'culo 11 . a lmacena miento, transporte. alojamiento, reuso. 

trawniento y disposición fi.w de residuos sólidos en su 
circunsaipciÓII terrilOriaJ. 

31.- Zacarccas TItulo V Regulación de actividades El Estado autoriur' la realiución, instalación y 
que pueden generv efectos nocivos; f u ncionamiento de los sistemas de recolección, 
Capitulo IV Residuos Só lidu no almacenamiento, transpone, alojamiento, recuperación, 
Peligrosos: articules 106 a 111 . tratamiento y disposición (joaJ de residuos sólidos no 

peligrosos, ya sea conoesionados u operados por los 
propios Municipios. 
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2. MARCO LEGAL DE LAS ACTIVIDADES ALTAMENTE RIESGOSAS 

2.1. Antecedentes 

Como hemos comentado con anterioridad, la Ley Federal de Protección al Ambiente 
de 1982, fue elaborada en términos genéricos e incluso imprecisos, situación que se 
acentuó en materia de actividades altamente riesgosas. ya que en la Ley citada no se 
hacía ni una referencia a este tipo de actividades. 

Por otro lado. y a efecto de tener una idea clara del tema que nos ocupa, es necesario 
establecer la definición que sobre el particular establece la propia Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambienle. a fin de ir delimitando el problema 
señalado en el párrafo que antecede. 

Tal definición no se encuentra prevista en el apartado que sobre definiciones 
contiene el citado cuerpo normativo, sin embargo, el artículo 145 establece algunos 
elementos que podrían servir para ir apoyando el esbozo de un concepto adecuado para 
la materia, dicho numeral se refiere a: 

"industrias, comercios o servicios considerados riesgosos por la gravedad de 
los efectos que puedan generar en los ecosistemas o en el ambiente". 

Como se observa, se puede considerar con carácter de elemento primario, que se 
considera como una actividad altamente riesgosa cuando produzca consecuencias en 
los ecosistemas o en el ambiente, agregando que dichas consecuencias deben ser 
considerables; sin embargo, una mayor precisión para la determinación de lo que se 
debe entender por actividades altamente riesgosas se puede obtener del análisis de los 
listados que para lal efeclo se han publicado. mismos que detallaremos en párrafos 
subsecuentes. 

2.2. Marco Juridico aplicable a las actividades altamente riesgosas 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente es muy concreta 
al establecer las disposiciones relacionadas con las actividades altamente riesgosas, lo 
anterior no es reflejo de una presunción de poca importancia de la materia, sino que 
el propio cuerpo nonnativo referido, establece la directriz para implementar un 
Reglamento en la materia; sin embargo, a la fecha el mismo no ha sido emitido, en 
virtud de la complejidad que significa el nonnativizar cualquier actividad que pudiese 
considerarse como riesgosa. 

Actualmente, las actividades altamente riesgosas se encuentran controladas en 
forma indirecta, a través de otras disposiciones en materia ecológica o de protección 
al ambiente, tales como la regulación en materia de impacto ambiental, de residuos 
peligrosos. de contaminación del agua, etc. 
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Por otro lado. el Programa Nacional de Normalización 1993. prevé la emisión de 
Normas Oficiales Mexicanas en materia de selección de sitios destinados al almace­
namiento de un total de 34 sustancias inflamables y explosivas o para la localización 
de proyectos de desarrollo urbano en función de la distancia mínima necesaria que 
deben guardar entre si. dichos proyectos. 

2.3. Sujetos obligados 

Se consideran sujetos obligados en materia de actividades altamente riesgosas a 
quienes manejen sustancias peligrosas en volúmenes iguales o superiores a las canti­
dades de reporte preestablecidas por las autoridades competentes, luego entonces. toda 
aquella persona que use, almacene, recolecte, incinere o disponga de alguna de las 
sustancias consignadas en alguno de los listados que identifican a las sustancias 
peligrosas, y respecto de los cuales haremos referencia más adelante, están sujetos a 
la normatividad vigente en la materia. 

2.4. Actividades altamente riesgosas y usos del suelo 

La regulación en materia de actividades altamente riesgosas. versa en primer término, 
sobre cuestiones relacionadas con usos del suelo, al respecto, y a fin de analizar en un 
conte~to general los preceptos que en la materia establece la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente se considera conveniente, detallar algunas 
cuestiones en dicha materia. 

Conforme a los preceptos constitucionales, compete a los municipios en términos 
de las leyes federales y estatales formular. aprobar y administrar la zonificación y 
planes de desarrollo urbano municipal, así como controlar y vigilar la utilización del 
suelo en sus jurisdicciones territoriales; de igual manera corresponde al municipio 
otorgar licencias y permisos para construcciones. (Art. 115 Constitucional frac . V). 

De igual manera, el municipio expedirá los reglamentos y disposiciones adminis­
trativas en materia de ordenamiento de los asentamientos humanos, estableciendo 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, con el 
objeto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación. conservación. 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población; preseIVar el equilibrio 
eco/6gico y para evitar la destrucción de los elementos naturales. (Arts. 115 Y 27 
Constituci~ma1es). 

Por otro lado la Ley General de Asentamientos Humanos publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el21 de julio de 1993, establece en su artículo 30. la siguiente disposición: 

'"El ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano 
de los centros de población. tenderá a mejorar el nivel y calidad de vida de la 
población urbana y rural mediante: 
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XII. La prevención. control y atención de riesgos y contingencias ambienteles y 
urbanos en los centros de población; 
XIII. La conservación y mejoramiento del ambiente en los asentamientos humanos". 

Por otra parte el artículo 50. de la Ley en cita establece en su fracción Vill: 

"Se consideran de utilidad pública la preservación del equilibrio ecológico y 
la protección al ambiente de los centros de población." 

Es conveniente señalar que el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos 
y desarrollo urbano de los centros de población. es ejercido en fonna cbncurrente por 
los tres niveles de gobierno en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En este sentido, corresponde a la federación a través de la Secretaria de Desarrollo 
Social: formular y ejecutar el Programa Nacional de Desarrollo Urbano, así como 
promover, controlar y evaluar su cumplimiento y asesorar a los gobiernos estatales y 
municipales que lo soliciten, en la elaboración y ejecución de sus planes o programas de 
desarrollo urbano y en la capacitación técnica de su personal. A través de estos instrumen­
tos, tanto la Secretaria de Desarrollo Social como los gobiernos locales, habrán de 
detenninar las provisiones. reservas, usos o destinos de áreas y predios de los centros de 
población. (Arts. 70. Y 40. de la Ley General de Asentamientos Humanos). 

En materia de asentamientos humanos, corresponde a los gobiernos estatales entre otras 
atribuciones: legislar en materia de ordenamiento territorial de los asentamientos humanos 
y de desarrollo urbano de los centros de población y participar, conforme a la legislación 
federal y local, en la constitución y administración de reservas territoriales atendiendo el 
equilibrio ecológico de los centros de población. (Art. 80. de la Ley en cita). 

Por su parte, a los municipios corresponde, conforme al artículo 90. de la Ley que 
se analiza: 

"1. Formular, aprobar y administrar los planes o programas municipales de 
desarrollo urbano, de centros de población y los demás que de éstos deriven, 
así como evaluar y vigilar su cumplimiento deconfonnidad con la legislación 
local; 
11. Regular, controlar y vigilar las reservas, usos y destinos de áreas y predios 
en los centros de población; 
lIT. Administrar la zonificación prevista en los planes y program~ munici­
pales de desarrollo urbano, de centros de población y los demás que de éstos 
se deriven; 
x. Expedir las autorizaciones, licencias o pennisos de usos de suelo. cons­
trucción, fraccionamientos, sutxlivisiones, fusiones, relotificaciones y con­
dominios, de conformidad con las disposiciones jurídicas locales, planes o 
programas de desarrollo urbano y reservas, usos y destinos de áreas y predios; 
XI. Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urban2 en los 
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t6rminos de In legislación aplicable y de confonnidnd con los piunes o 
programas de desarrollo urbano y las reservas, usos y destinos de áreas y 
predios; 
XII. Participar en la creación y administración de reservlIs lerri torinles para 
el desarrol lo urbano, la vivienda. y la preservación ecológica. dcconformidnd 
con las disposiciones jurídicas aplicables", 

Es conveniente señalar que en el mismo numeral arriba transcrito, se es tablece que los 
municipios ejercerán las anteriores atribuciones a través de los cabi ldos de los 
ayuntamientos o con el control y evaluación de éSlos. 

De igual manera, es importante destacar que conforme al artfculo 35 de la Ley 
de Asentamientos Humanos, la zonificación establecida por los municipios en los 
planes o programas de desarrollo urbano, se determinarán. entre otras áreas: 

"VIII. Las zonas de desarrollo controlado y de sa lvaguarda , espccialrncnte 
en áreas c instalaciones en las que se reali7.an activ idades ricsgosas y se 
manejan matcriales y residuos peligrosos" , 

Como hemos podido observar, la Secretarfa de Desarrol lo Social no tiene competencia 
directa en materia de usos del suelo, sin embargo el artículo 145 de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico, y la Protección al Ambiente, establece que "promoverá que en 
la determinación de usos del sucio se especifiquen las zonas en las que se permita el 
establecimiento de industrias, comercios o servicios considerados como riesgosos por 
la gravedad de los efectos que puedan generar en los ecosistemas o en e l nmbiente 
tomándose en cons ideración: 

" 1. Las condiciones topográfi cas, meteorológicas y climatológicas de las 
zonas; 
11. Su proximidad a centros de población. previendo las tendencias de 
expansión del respectivo asentamiento y la creación de nuevos asenta­
mientos; 
111, Los impactos que tendría un posible evento extraordinario de la industria, 
comercio o servicio de que se trate, sobre los centros de población y sobre 
los recursos naturales; 
IV, La compatibilidad con otras actividades de 1a.1i zonas; 
V, La infraestructura existente y necesaria para la atención de emergencias 
ecológicas; y 
VI , La infraestructura para la dotación de servicios básicos," 

Conforme a las disposiciones descritas en los párrafos antecedentes. la Secrelaría de 
Desarrollo Social habrá de incidir en las disposiciones en materia de uso del suelo, a 
fin de qu~ se estable7..can las providencia.1i necesarias para preservar e l equilibrio 
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ecológico y lograr la protección al ambiente, que pueden ser violentados por las 
actividades altamente riesgosas. 

2.5. Listados de actividades altamente riesgosas 

Otro de los elementos regulatorios de las actividades altamente riesgosas y que 
constituyen el eje en tomo al cual gira la determinación de dichas actividades, son los 
listados de las actividades que se consideran altamente riesgosas. estos listados deben 
ser emitidos por la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Desarrollo Social 
previa opinión de las Secretarías de Energía, Minas e Industria Paraestatal, de Comer· 
cio y Fomento Industrial, de Salud, de Agricultura y Recursos Hidráulicos y del 
Trabajo y Previsión Social , como se observa estas actividades requieren de una 
atención multisectorial. y nos han mostrado la trascendencia de su atención. (Art. 146 
de la Ley) 

Actualmente, se han publicado en el Diario Oficial de la Federación dos Acuerdos 
en los que se expiden los listados sobre actividades altamente riesgosas, el primero. el 
28 de marzo de 1990 y el segundo, el4 de mayo de 1992. 

El primer listado determina Que se considerarán como actividades altamente 
riesgosas. el manejo de sustancias peligrosas en un volumen igualo superior a la 
cantidad de reporte. 

Para el efecto de la determinación señalada en el párrafo que antecede, el an(culo 
20. del Listado de referencia define: 

''Cantidad de Reporte: Cantidad núnima de sustancias peligrosas en producción, 
procesamiento, transpone, almacenamiento, uso o disposición final, o la suma 
de éstas, existentes en una instalación o medio de transpone dados, que al ser 
liberada, por causas naturales o derivadas de la actividad humana, ocasionaría 
una afectación significativa al ambiente, a la población o a sus bienes." 

Asimismo, el listado de referencia establece que son sustancias peligrosas aquéllas que 
por sus altos índices de inflamabilidad, explosividad, toxicidad, reactividad, corrosi· 
vidad o acción biológica pueda ocasionar una afectación significativa al ambiente, a 
la población o a sus bienes. Y se consideran sustancias tóxicas aquéllas que pueden 
producir en organismos vivos, lesiones, enfennedades, implicaciones genéticas o 
muerte. 

El primer listado se refiere a actividades altamente riesgosas por producción, procesa· 
miento, transpone, almacenamiento uso o disposición final de sustancias tóxicas. Para tal 
efecto, en el acuerdo referido se establece un listado de sustancias que dependiendo de la 
cantidad de reporte, que puede ir desde uno hasta un millón de kilogramos, y de su estado, 
ya sea gaseoso, líquido o sólido se constiruyen como tóxicas. 

Por otra parte, el segundo acuerdo clasifica actividades altamente riesgosas en 
función del manejo de sustancias inflamables y explosivas. 
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Considera como sustancia inflamable a aquélla que es capaz de fonnar una mezcla 
con el aire en concentraciones tales para prenderse espontáneamente o por la acción 
de una chispa. 

De igual manera, determina que son sustancias explosivas aquellas que en forma 
espontánea O por acción de alguna forma de energra. genera una gran cantidad de calor 
y energía de presión en forma casi instantánea. 

Al igual que en el primer listado, en la determinación de actividades altamente 
riesgosas incide la cantidad de reporte y el estado en que se encuentre la sustancia, en 
este caso la cantidad de reporte va desde quinientos hasta doscientos mil kilogramos 
y los estados previstos son el gaseoso, líquido y sólido, incluyendo factores de 
temperatura en algunos casos. 

2.6. El estudio de riesgo 

¿Qué es un estudio de riesgo?, éste es un cuestionamiento que se origina constante­
mente en virtud de la inexistencia de una definición jurídica que disperse las dudas en 
la materia. 

Al respecto, podemos señalar algunos elementos que se infieren de las disposiciones 
que regulan las actividades altamente riesgosas, en este sentido entenderemos que se 
trata de un escrito mediante el que se presenta un análisis detallado de las actividades 
y los recursos materiales y operativos que se utilizan en el desarrollo de la misma, en 
el cual se establezcan las repercusiones que dicha actividad implicará para el equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente, tomando en cuenta el entorno en el que se 
realizan. Conforme al artCculo 32 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, el estudio de riesgo, deberá contener las medidas técnicas 
preventivas y correctivas para mitigar los efectos adversos al equilibrio ecológico 
durante su ejecución, operación normal y en caso de accidente. 

Como se puede observar las actividades altamente riesgosas tienen vinculación 
directa con las disposiciones relativas al impacto ambiental, en virtud del dispositivo 
antes citado y del reglamento en esta última materia, en el cual, se establece que en 
caso de obras o acti vidades consideradas como altamente riesgosas, además de 
presentar ante la Secretaría de Desarrollo Social un manifiesto de impacto ambiental 
deben presentar un estudio de riesgo. en los términos de los ordenamientos que rigen 
dichas materias. (Art. 60. del Reglamento de la Ley en materia de Impacto Ambiental). 

En virtud de la falta de reglamentación en materia de estudios de riesgo ambiental, 
es decir de actividades altamente riesgosas, los lineamentos para su presentación se 
han establecido mediante prácticas administrativas, incluso para el periodo compren­
dido entre 1989 y 1990, la Comisión Nacional de EcologCa reportó " la realización del 
análisis de 206 obras y actividades en proyecto o en operación, que pudieran afectar 
a la población, a sus bienes o a los ecosistemas" (Informe de la Situación General en 
materia de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, p. 110). Como se puede 
observar el número reportado es reducido en comparación al total de industrias que 
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podrían considerarse como altamente riesgosas, teniendo en consideración el creciente 
número de industrias constituidas en el territorio nacional. 

Conforme a las prácticas administrativas antes mencionadas, se pude establecer que 
se toman en consideración para el análisis de los estudios de riesgo: 

• Concordancia con el ordenamiento ecológico; las declaratorias de áreas naturales 
protegidas; criterios ecológicos para la protección de la flora y fauna silvestres y 
acuáticas, para el aprovechamiento racional de los elementos naturales, y para la 
protección al ambiente; la regulación ecológica de los asentamientos humanos; y 
los reglamentos y las normas técnicas vigentes. 

• Concordancia con disposiciones en materia de áreas naturales protegidas. en su 
caso. 

• Tipo de tecnologías utilizadas en las actividades altamente riesgosas. 

• Riesgos potenciales que represente la actividad respecto de su entorno ecológico y 
urbano. 

• Clase de sustancias peligrosas que se generen y/o manejen. 

• Características. usos y restricciones de la zona de salvaguardia. 

• Actividades colindantes a las actividades altamente riesgosas. 

• Generación de residuos peligrosos en los términos del Reglamento en la materia. 

• Precauciones que se propongan respecto de la actividad desempeñada. 

• Infraestructura disponible de carácter público y privado existente en la zona para 
la atención de un accidente mayor. 

• Elementos de diseño de las instalaciones y equipos. 

• Infonnación sobre centros de población y sus proyecciones. 

• Medidas técnicas de seguridad preventivas y correctivas. 

Como ya lo hemos hecho notar anteriormente, los requisitos o ténninos del Estudio 
de Riesgo deben establecerse en la reglamentación correspondiente, lo cual hasta enero 
de 1994 no se ha publicado, asimismo es interesante analizar, porqué el Reglamento 
de la Ley en materia de Impacto Ambiental establece que únicamente las obras y 
actividades altamente riesgosas deben realizar el estudio de riesgo, siendo que la Ley 
no hace un señalamiento expreso al respecto. 
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2.7. El programa para la prevención de accidentes 

De igual manera, el artfculo 147 introduce la figura de los programas para la prevención 
de accidentes, como obligación de las personas físicas o morales que realicen activi­
dades altamente riesgosas. figura que también es central en la regulación jurídica de 
las actividades altamente riesgosas. en virtud de que a la fecha es uno de los 
instrumentos mediante los que se mantiene un control sobre dichas actividades. 

El programa para la prevención de accidentes lo deben realizar quiénes confomne 
a los listados, referidos en apartados anteriores, produzca o maneje sustancias tóxicas, 
explosivas o inflamables. Este programa se debe someter a la aprobación de las 
dependencias encargadas de expedir la aprobación respectiva, misma que debe ser 
precedida por una evaluación apegada a los ténninos previstos en el Reglamento que 
al efecto se expida, al que nos hemos referido en párrafos antecedentes. 

El Programa para la Prevención de Accidentes es un documento que debe ser 
analizado por una serie de Dependencias de la Administración Pública Federal que en 
virtud de la distribución de competencias prevista en su Ley Orgánica tienen incidencia 
en materias que se relacionan con actividades industriales, y por ende con cuestiones 
relacionadas con la salud humana y con el trabajo. En este sentido el artfculo 147 ya 
c itado, establece: 

"Quienes realicen actividades altamente riesgosas, elaborarán, actualizarán 
y, en ténninos del reglamento correspondiente, someterán a la aprobación de 
las Secretarías (de Desarrollo Social), de Energía, Minas e Industria Paraes­
tatal, de Salud. y del Trabajo y Previsión Social, los programas para la 
prevención de accidente en la realización de actividades, que puedan causar 
graves desequilibrios ecológicos". 

Actualmente, el Programa para la Prevención de Accidentes es evaluado a través de 
un órgano intersecretarial que se ha constituido a efecto de resolver en fonna coordi­
nada y coherente, los documentos presentados por los particulares, dicho órgano se 
denomina Comité para el análisis y aprobación de los Programas para la Prevención 
de Accidentes (Coaappa), y recibe el citado documento por medio de una ventanilla 
única, a través de la cual el interesado realiza todos los trámites relativos al programa 
de referencia. 

Si se analiza el Estudio de Riesgo y el Programa para la Prevención de Accidentes 
de una manera global, se puede observar claramente que ambos tienden hacia el 
cumplimiento del mismo fin , y que obviamente se trata de documentos complemen­
tarios; por lo tanto las regulaciones que en la materia pudieran expedirse habrán de 
tomar en cuenta este criterio. 

El Programa para la Prevención de Accidentes deberá atender los análisis y 
evaluaciones resultado del Estudio de Riesgo y con base en éstos, habrá de establecer 
y contemplar las medidas necesarias para evitar accidentes o bien para tener respuestas 
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inmediatas en caso que éstos surgieran, tanto al interior como al exterior y alrededores 
del establecimiento. 

Luego entonces, un Programa para la Prevención de Accidentes, deberá de contener 
por lo menos, dos aspectos fundamentales: por una parte prever los elementos 
relacionados con aspectos de seguridad, y por la otra, lo relacionado con la atención 
de posibles accidentes, las medias de seguridad deberán comprender tanto instalacio­
nes en general, como equipos y personal, además de los subprogramas necesarios, 
relacionados con infonnaci6n. capacitación y operación; por su parte, los planes de 
emergencia deberán responder de manera eficaz y efectiva a cualquier accidente que 
llegara a suceder, buscando evitar, mitigar, minimizar y controlar sus posibles efectos 
en el equilibrio ecológico y el ambiente a corto, mediano y largo plazo. 

2.8. Algunas consideraciones sobre la reglamentación de actividades altamente 
riesgosas 

Como hemos comentado anteriormente el artículo 147 de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, establece la obligación de expedir, por parte 
de las autoridades competentes, las disposiciones reglamentarias que de ella emanen; , 
y las normas oficiales mexicanas, relacionadas con las actividades altamente riesgosas, 
dicha regulación habrá de referirse a la realización de actividades industriales, comer· 
ciales o de servicios altamente riesgosas,las autoridades competentes a que nos hemos 
referido y que deberán expedir el Reglamento, en forma coordinada son: las Secretarías 
de Desarrollo Social, de Energía, Minas e Industria Paraestatal, de Comercio y 
Fomento Industrial, de Salud y del Trabajo y Previsión Social. 

De igual manera, en párrafos subsecuentes se hace referencia a los términos a los 
que se sujetará el programa de prevención de accidentes, mismos que deberán 
contemplarse en el reglamento correspondiente referido. 

En este apartado, es necesario hacer hincapié en la urgente necesidad de reglamentar 
las actividades altamente riesgosas, en virtud de la ya comentada trascendencia que 
tienen para la protección de la ecología y el ambiente, ya que las disposiciones 
existentes en la materia no son suficientes para controlarlas; asimismo es necesario, 
eficientar el aparato administrativo que se encarga de dicho control a efecto de que 
éste, sea real y efectivo. 

Asimismo, es importante considerar que hasta que no se expide el Reglamento de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de 
Actividades Altamente Riesgosas, ni el Estudio de Riesgo ni el Programa para la 
Prevención de Accidentes tienen el debido sustento jurídico, ya que los términos de 
ambos documentos están sujetados a la emisión de un reglamento específico. 
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ANEXO UNO 
DEL CAPl11JLO JI 

1) Aprobación de la SEDESOL, SEMIP, SE­
COFI, SS y STPS, respecto de los programas 
para la prevención de accidentes en la realiza­
ción de actividades altamente riesgosas. (art. 
147,20. párr. de la LGEEPA). 

11) Aprobación de la SEDESOL, SEMIP, SE­
COFI, SS, STPS y el DDF, con respecto a los 
programas de prevención correspondientes de 
los que realicen o vayan a realizar actividades 
altamente riesgosas en el Distrito Federal . (art. 
147, 3er. párr. de la LGEEPA). 

I1I) Autorización de la SEDESOL para la 
realización de obras o actividades públicas o 
privadas altamente riesgosas, previa presenta­
ción de una manifestación de impacto ambien­
tal que vaya acompañada de un estudio de 
riesgo de la obra. (art. 32, ler. párr. de la 
LGEEPA y arto 6 del Reglamento de la LGEE­
PA en materia de Impacto Ambiental). 
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ACTIVIDADES 
ALTAMENTE 
RIESGOSAS 

ANEXO DOS 
DEL CAPITULO II 

.> Producción, procesamiento. transporte, al­
macenamiento uso o disposición final de sus­
tancias tóxicas. 

Sustancias Tóxicas: Aquélla que puede pro­
ducir en organismos vivos, lesiones, enferme­
dades, implicaciones genéticas o muerte. 

-> Producción, procesamiento. transporte, al­
macenamiento, uso o disposición final de sus­
tancias inflamables y explosivas_ 

Sustancia inflamable: Aquélla que es capaz 
de fonnar una mezcla con el aire en concen­
traciones tales para prenderse espontáneamen­
te por la acción de una chispa. 

Sustancia Explosiva: Aquélla que en fonna 
espontánea o por acción de una formade energía, 
genera una gran cantidad de calor y energía de 
presión en forma casi instantánea. 
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ANEXO TRES 
DEL CAPITULO 1I 

RELACION DE NORMAS OFICIALES MEXICANAS 
PROGRAMADAS Y PUBLICADAS EN 17993. 

RIESGO AMBIENTAL 

PROORAMA NACIONAL DE NORMALIZACION PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACION COMO PROYECTOS DE 

NORMAS OFICIALES MEXICANAS Selección del sitio destinado al almacenamiento de las 
siguientes sustancias inflamables y esplosivas o pan la 
10000lización de proyectos de desarrollo urbano en fun-
ciÓn de la distancia RÚnima necesariaqucdeben guardar 
entre sI'. 

1.- Petróleo ct\Ido. 

2.- GiLwlina. 

3.- Kerosenos. 

4.- Heptano . 

S.- Huang. 

6.- l50propanol. 

7.- Mcmnol . 

8.- Metax.ileno. 

9.- Par:ut i\eno. 

IO.-Onoxileno. 

11 .- Tolueno. 

12.- BUlaIIo. 

13.- Etano. 

14.- Benceno. 

(NUQ: ü ...... nomlU no fuer"n publicacbs en 19113. '1 d prollallll de 1994 ellmbit'! 5U5lanCialmcnlC) 
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PROORAMA NACIONAL DE 
NORMA LlZACION 

15.- Ciclohcxano. 

16.- Etilbenccno. 

17.- Hidrógeno. 

18.- Butadieno. 

19.- Oxido de cu lena. 

20.- Propilcno. 

21.- Cloruro de vinilio. 

22.- Etileno. 

23.- Propano. 

24.- Dic\oroetano. 

25.- Estireno. 

26.- Cumeno. 

27.- Requisitos para el llcnado y descargas de los reci-
piCniCS y e nvases de amoniaco. 

28.- Requisitos para elllanado y descarga de los reci-
pienu:s y envases de cloro. 

29.- Requisitos para el almacenamiento de amoniaco. 

30.- Requisitos para el almacenamiento de cloro. 

PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACION COMO PROYECTOS DE 

NORMAS OFICIALES MEXICANAS 



PROGRAMA NACIONAL DE 
NORMALlZACION 

31 .- Requisitos quedebertn cubrir los marbetes, letreros 
y advertencias pam el amoniaco. 

32.- Requisi tO!; que debe"rán cubrir los marbetes, ¡cueros 
'Y advertencias panl el cloro. 

33.- Requisitos pan. el manejo de cloro. 

34.- Requisitos par.! el manejo de amoniaco. 
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PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACION COMO PROVEerOS DE 

NORMAS OFICIALES MEXICANAS 

ANEXO CUATRO 
DEL CAPITULO 11 

LEGISLACION ESTATAL EN MATERIA DE ACTIVIDADES 
NO CONSIDERADAS ALTAMENTE RIESGOSAS 

FSTADO CAPITULO CONTENIDO 

1.- Aguascalientes Titulo 111 Protección al Ambiente: El estado en el i mbito de su compelencia podri 
Capitulo IV Actividades consideradas reglamentar la realización de actividades que consideren 
como riesgosas: artfculo SI a 53. ricsgosas. 

El Municipi podri reglamentar cuando en las actividades 
que consideradas riesgow, se generen residuos que sean 
vertidos a los sistemas de alcantarillado de los oentros de 
población o integración a la basura. 

2.- Baja California Tflulo V Protección al Ambiente; El Estado aplican las medidas de seguridad que sean 
Capitulo VI Actividades consideradas necesarias para p!"OIeger el equilibrio ecológico y el 
como riesgous; artícu lo 202 a 2f1f: ambiente , si n perjuicio de las facultades que I la 

Federaci6n competen en la materia, cuando ellistan 
actividades consideradas como riesgO$ll o que generan 
residuos peligrosos que provoquen o puedan provocar 
contingencias ambientales o emergencias ecológicas que 
por sus efectos no rebasen el territorio del propio Eslado 
o del Municipio COtttSpOndiente. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

3,- Baja Califomia Tirulo V de la Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios reglamentarán la realización 
S" Caphu lo VI De las actividades de las actividades que 5e consideren riesgosas. cuando 

riesgosas: articulo 70 a 72. afecten el equilibrio de 10$ ecosistemas o el ambiente del 
Estado o del Municipio correspondiente. 
Es facul tad de los Municipios cuando en las actividades 
consideradas como riesgosas. se generen residuos sólidos, 
Ifquidos o gaseosos que sean vertidos a los sistemas de 
agua potable y alcanlarillado de los centros de población 
o integración a la basura. 

4.- Campeche No cuenla con ley ecológica. 

5.- Colima Titulo IV No rmati v id ad de la El Estado Y 105 Municipios regularán la realización de 
Protección Ambiental; Capflulo IV actividades que no sean consideradas altamente riesgosas. 
Actividades no consideradas ahamente cuando tsw afecten el equilibrio de 105 ecosislemas de l 
riesgosa!: artículos 83 a 85. ambiente de la entidad en genera l, o del municipio 

COITCSpondienlc. 
Los Municipios están facullados cuando en la realizaciÓll de 
actividades no considerados altamenle riesgosas, se generen 
residuos que sean venidos a los sistemas de drenaje y 
alcantari llado de los centros de población o ¡nlegrados a la 

""""-

6.- Coahuila Título VI Protección al Ambiente; El Estado regulad la realización de las actividades 
Capitulo VI Actividades consideradas consideradas como riesgosas cuando fsw afeclen o 
como rie.~gosas; articulos 137 a 143. puedan llegar a afecW los ecosislemas o el ambienle de 

la entidad e n general o tratándose de dos o más 
Municipios. 
COl1'esponde a los Municipios cuando las actividades 
consideradas como riesgosas pudieren afectar los ecosistemas 
o el ambienle de la nunicipalidad. 

7.- Chiapas Título V Regulación de actividades El Estado delemlinará y publicará en el Periódico Oficial 
que pueden generar efectos nocivos; los listados de actividades que no sean consideradas 
Capitulo I Actividades que no sean a ltamente riesgosas a que se refiere esta Ley, en 
consideradas altamente riesgosas; congruencia con los listados que publique la Federación 
articulo 88 a '89. de actividades consideradas altamenle riesgosas. para 

efecto de lo establecido en esle ordenamiento. 

8.- Chihuahua TItulo VI Regulación de actividades El Estado regulará la realización de las actividades 
que puedan generar efectos nocivos; consideradas como riesgosas cuando tstas afecten o puedan 
Caphul o 1 Acti vidades riesgosas; llegar a afeaar los ecosistemas o el ambiena::. 
articulas 96 a 99. Corresponde a los Municipios la regulación e n la 

realizaciÓll de actividades riesgosas que generen residuos 
que sean venidos a lossislemas de drenaje y alcantarillado 
de los centros de población o integrados a la basura; asi 
como cuando se ttale de actividades relacionadas con 
residuos no peligrosos generados en servicios póblicos 
cuya regulación o manejo com:spondan a los propios 
Municipios o se relacionen con dichos servicios. 

9.- Durango No cuentan con apartado de actividades no consideradas 
riesgosas. 
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10.- Estado de M~xi- No cuentan con apartado de actividades no consideradas 
<o riesgosas. 

11 . Guanajualo Título V de la Protección al Ambiente; El Eslado Y los Municipios regularán la actividad que la 
Capflulo IV De las actividades Federación no considere altamente riesgosas cuando éstas 
consideradas como riesgosas; artículo afedell o puedan afectar al equilibrio de los ecosistemas o al 
76 a 83. ambiertte de la entidad federativaen general, o del Municipio 

conupondienlr:. 
Corresponde a los Municipios el conlrol de dichas 
actividades cuando en el desarrollo de las actividades 
rieligosas se generen residuos no peligrosos, que sean 
vertidos a los sistemas de drenaje y a lcantarillado 
de los centros de pob lación, o scan integrados a la 
basura. 

12.- Guerrero Titulo V Protección yaprovechamien- Al Estado le corresponde entre otras funciones 
10 racional del ambiente y de sus controlar las acti1iidades ries gosas cuando estas 
elementos naturales; Caprlulo VIII afeclen al equilibrio de los ecosistemas o a l ambienle 
Actividades riesgosas; anfculo 119 a de más de un Municipio o que el desarrollo de ~slas 
125. se generen residuos que sean vertidos a las aguas de 

jurisdicción eSlatal. 
Los Municipios lendnin compelencia en la maleria en 
el desarrollo de las actividades riesgosas se generen 
residuos no peligrosos que sean vertidos a los sistemas 
de drenaje y alcantarillado de sus centros de población 
o sean integrados a la basura. 

13.- Hidalgo Trtu lo 111 Prolección al Ambienle; El Estado Y los Municipios regularán la actividad que la 
Caprtulo IV Actividades consideradas Federación no considere altamente riesgosas cuando~stas 
como riesgosas: artícu los 77 a 84. afeclen o puedan afectar a! equilibrio de los ecosislemas 

o al ambienle de la entidad federativa en general. o del 
Municipio COITCspondienle. 
Los Municipios lendttn compelenciaen la maleriacuando 
en el desarrollo de las actividades riesgosas se generen 
residuos no peligrosos que sean vertidos a los sislemas de 
drenaje y alcantarillado de sus centros de población o sean 
integrados a la basura. 

14.- Ja!isco Tflulo IV Protección al Ambiente; El Estado Y los Municipios regularán la actividad que la 
Capitulo IV De las actividades que no Federación no considere altamente riesgosas cuando ~stas 
son consideradas riesgosas; anfcu lo 72 afeclen o puedan afectar al equilibrio de los ecosistemas 
a 73. o al ambiente de la entidad federativa en general. o del 

Municipio corTespondiente. 

15.- Michoadn TIrulo V De la Prolección al Ambiente, El Ejecutivo del Estado y los Municipios regularán las 
Capitulo IV De las actividades actividades que consideren riesgosas, cuando hlas 
consideradas como riegosas: anf~los afecten y puedan afectar al equilibrio de los ecosistemas 
76 a 83. o a! ambiente de la entidad federativa en genera!, o del 

Municipio correspondienle. 
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16.- Morelos Títu lo V Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios ~guJarán la actividad que la 
Capitulo V Actividades que no sean Federación no considere a1wnente riesgow cuando tsw 
consideradas altamente riesgosas; afe<:tcn o puedan afectar al equilibrio de 105 ecosistemas 
articulas 68 a 69. o al ambiente de la entidad federativa en general. o del 

Municipio correspondiente. 

17.- Nayarit Trlulo IV Protección al Ambiente; El Esrado y los Municipios regularán la actividad que la 
Caphulo IV De las actividades que no federaciÓn oocoosidere altamente riesgosas cuando éstas 
son consideradas altamente riesgosas: afecten o puedan afectar al equilibrio de los ecosistemas 
anrtfculos 71 a 72. o al ambiente de la entidad federativa en general. o del 

Municipio correspondiente. 

18.-NuevoLeón Titulo V ProtecciÓn a l Ambiente; El Estado y los Municipios regularán la actividad que la 
Capitulo IV Actividades consideradas Federación no considere altamente riesgosas cuando éstas 
como ricsgosas: artIcu los 66 a 72. afecten o puedan afectar al equilibrio de los ecos.istemas 

o al ambiente de la entidad federativa en general, o del 
Municipio correspondiente. 

19.- Oaxaea Trtu lo V Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios aplicarin las medidas de 
Capftu lo IV Actividades riesgosas; seguridad necesarias en el ámbito de su competencia 
artfculos 106 a 110. para proteger e l equilibrio ecológico y el ambiente, si n 

perjuicio de las facultades que a la Federación le 
corresponden, cuando existan instalaciones riesgosas 
q ue p rovoque n o puedan provocar cont ingencias 
ambientales o emergencias ecológicas que por sus 
efectos no rebasen el territorio del Estado o Municipios. 

20.- Puebla Titulo IV De la P rotecció n a l Corresponde a los Municipios el desarrollo de las 
Ambiente; Capitulo IV Actividades actividades riesgosas cuando se generen residuos que sean 
riesgosas; artícu los li ó a 121 . vertidos a los si~mas de drenaje y alcantari llado de los 

centros de población o sean integrados a la basura. 

2!.· QuerélarO TItulo VI Regulación de actividades El Estado determinará y publican!. en e l Periódico 
que puedan generar erectos nocivos; Oficial "La Sombra de A rteaga" los li stados de 
Capítulo 1 Actividades que no sean actividades que no sean consideradas altamente 
consideradas altamente riesgosas : riesgosas a que se refiere esta Ley, en congruencia con 
articulas 95 a 96. los listados que publique la Federación de actividades 

consideradas altamente riesgosas, para efectO de lo 
establecido en este ordenamiento. 

22.- Quintana Roo Titulo VI Regulación de actividades El estado detenninani y publicad en el Periódico Oficial 
que pueden generar efectos nocivos; los listados de actividades que no sean consideradas 
Capitulo 1 Actividades que no sean altamente riesgosas a que se refiere es ta Ley, e n 
consideradas a ltamenle rie!gosas; congruencia con los listados que publique la Federación 
anfculos 95 a 96. de actividades consider.&das alwnc:nte riesgosas, para 

efecto de lo establecido en este orclcnamiento. 
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23.- San Luis Potosf Trtulo VI De las actividades que Corresponde al Estado y a 105 Municipios vigi lar y 
pueden generar efectos nocivos; controlar el cumplimiento de las exigencias que se 
Capftulo 1 De las aClÍvidades riesgosas: contemplen en la autorización del impacto ambienlal 
artículos 36 a 39. correspondiente o, en su caso de licencia estatal de uso del 

suelo, para la construcción, instalaciÓn, operación y 
mantenimiento de establecimientos dedi cados a 
actividades riesgosas, asr como la observancia de las 
medidas que en las mismas se fijen para la seguridad y el 
correcto funcionamiento de sus equipos. 

24.- Sinaloa Tflul o IV Do 1, Pr o te cció n al El Estado promoved que en la determinación de los usos del 
Ambiente : Capitu lo IV De las suelo que lleven a cabo los Municipios, se especifiquen las 
actividades consideradas riesgosas; úeas en 105 que sen. permitido el eslablecimiento de 
artfculos 1l6 a 12J. industrias. comercios y los servicios considerados nesgosos 

poc los efectos que puedan generar en los ecosisICmas o en 
el ambienle. 

25.- Sonora Titulo IV De la Protecció n al Corresponde a los Municipios el desarrollo de las , Ambiente: Capírulo IV Actividades no actividades riesgosas cuandose generen residuos que sean 
consideradas riesgow; anfculos 113 a vertidos a los sistemas de drenaje y aJcantarillado de los 
118. centros de población o sean inlegrados a la basura. 

26.- Tabasco Titulo IV De la Protecció n a l El Escado promoved que en la detemúnación de los usos del 
Ambie nte ; Capitu lo IV De las suelo que l1even a cabo los Municipios, se especifiquen las 
actividades consideradas riesgosas; áreas en los que sert permitido el establecimiento de 
anfculos 99 a 104. induslrias, corm:rcios y los servicios considerados nesgosos 

poc los efectos que puedan geuerw en los ecosistema5 o en 
el ambiente. 

27.- Tlaxcala No cueDta coa ley ecológica. 

28.- Tamaulipas Tflulo V Protección al Ambiente; El Estado promovcrt que en la determinaciÓD de los usos del 
Caprtulo IV De las actividades suelo que lleven a cabo los Municipios, se espocifiqucn las 
riesgosas; anfculos 91 a 96. áreas en los que sert permitido el estabkcimieDtO de 

industrias, comc:rcios y los servici05 considcnldos riesgosos 
por los efeaos que puedan generar en los ecosistemas o en 
el ambiente. 

29.- Veraauz - Título IV Protección aJ Ambiente; EJ Estado promoverá que en la detenninaciÓD de los usos del 
Capitulo IV Actividades riesgosas; suelo que lleven a cabo los Municipios, se especifiquen las 
anfculos 106 a 110. áreas en los que sert permitido el establecimiento de 

. induslrias, oorncmOl y los servicios considerados riesgosos 
por los efectos que puedan gmenr en los ecosistemas o en 
el antienIe. 
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30.- Yucatán Titulo 111 Protección al Ambiente; E l Estado promover' que en la 
Capitulo V Actividades riesgosas; detenn.inación de los USOI del suelo que 
anteulos 74 a 79. lleven a cabo los Muni ci pios, se 

especifiquen las 6reu en los que sen 
permitido el esta bleci miento de 
industrias, comercios '1 los servicos 
considerados riesgosos por los efectos 
que puedan generar en los ecosistemas 
o en el ambiente. 

31.- Zacatecas Titulo V Regulación de actividades que El Estado detenninaJi '1 publican!. en el 
pu eden generar efectos nocivos ; Periódi co Oficia l los li siados de 
Ca pitul o I Actividades riesgosas : actividades que no sean COf1sidenadu 
anfculos 102 a 103. a!lamente riesgOSls I que se refiere esta 

le)', en congruencia con los tislados 
que publique la Fedenci6n de 
actividades cODsidcradu ahamente 
riesgous. pan. efecto de lo establecido 
en esle Cl'denamieoto. 

3. MARCO LEGAL DE LA CONTAMINACIÓN ORIGINADA POR LA EMISION DE RUIDO 

3.1. Antecedentes 

La contaminación generada por ruido tiene antecedentes, que datan incluso de tiempo 
anterior a otras disposiciones en materia de protección ambiental, ya que desde el 
Reglamento para los Establecimientos Industriales o Comerciales Molestos. Insalu­
bres o Peligrosos publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de noviembre 
de 1940, se regulaban cuestiones relacionadas con sonidos, trepidaciones, cambios 
sensibles de temperatura, luces, polvos. chispas, humos, vapores de agua o malos 
olores, relativas a establecimientos industriales o comerciales y sus dependencias; tal 
cuerpo nonnativo señalaba que: 

"son molestos por ruido los establecimientos cuando se perciben éstos en las 
habitaciones vecinas con una intensidad mayor de sesenta y cinco decibeles de las ocho 
a las veintidós horas o mayor de treinta decibeles en el resto del dla." 

Por su parte la Ley Federal de Protección al Ambiente, contenla disposiciones que 
prohiblan la producción de emisiones contaminantes de energla ténnica, ruido y 
vibraciones perjudiciales al ambiente o salud pública, en contravención a las disposi­
ciones legales relativas; estableciendo una disposición especIfica para la construcción 
de obras o instalaciones; as! como previsiones en materia de procedimientos. vigilan­
cia, estudios e investigaciones. tendientes a la prevención de la contaminación gene­
rada por los fenómenos físicos citados. 
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Las disposiciones que regulan la contaminación generada por ruido, fueron preci­
sadas a través del Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contamina­
ci6Jl originada por la Emisión de Ruido, con lo que las disposiciones previstas en el 
Reglamento para los Establecimientos Industriales o Comerciales en materia de ruido 
quedaron derogadas. 

Por otra parte, el Reglamento vigente, define al ruido como: 

Todo sonido indeseable que moleste o perjudique a las personas. (Art. 50. 
Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminación Ori­
ginada por la Emisión del Ruido). 

Asimismo, el Reglamento en cita, define las unidades de medida, mediante la cual 
se establecen los niveles permisibles de emisión de ruido, al respecto, el propio artículo 
50., señala: 

"Bel: Índice empleado en la cuantificación de la diferencia de los logaritmos 
decimales de dos cantidades cualesquiera." 
"Decibel: décima parte de un bel; cuyo símbolo es dB; mientras que decibel 
"A" es el decibel sopesado con la malla de ponderación "A·', y su símbolo es 
dB (A):' 

Es conveniente señalar que el Reglamento, establece otras definiciones técnicas 
complementarias en materia de contaminación generada por ruido. 

3.2. Marco Jurídico aplicable a la contaminación generada por ruido 

Las emisiones de ruido se encuentran reguladas en relación con sus efectos al ambiente, 
en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y en el ya 
citado Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminación originada 
por la Emisión del Ruido. 

Asimismo, y aunque actualmente no existen nonnas técnicas ecológicas vigentes. 
se encontraban proyectadas para 1993 en el Programa Nacional de Normalización en 
el Subcomité de Energía Contaminante, cuatro nonnas queregularfan niveles máximos 
pennisibles de emisión de ruido originado por vehículos; actividades industriales. 
comerciales y de servicios; y fuentes fijas. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, norma esta 
materia en vinculación con otro tipo de emisiones, como son las vibraciones, la energía 
térmica y lumínica y la generación de contaminación visual. 

El Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminación originada 
por la Emisión del Ruido, es anterior a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, de hecho fue publicado el 6 de diciembre de 1982. 
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En cuanto a las emisiones de ruido, la Secretaría de Salud, es la dependencia 
competente para realizar los análisis, estudios, investigaciones y vigilancia necesarias 
con el objeto de localizar el origen o procedencia, naturaleza, grado. magnitud y 
frecuencia de las emisiones para determinar cuándo se producen daños a la salud. 

Por su parte, a la Secretaría de Desarrollo Social, compete expedir las Normas 
Oficiales Mexicanas que establezcan los límites máximos permisibles de emisiones 
de ruido, para cuya determinación habrá que tomar en cuenta los valores de concen­
tración máxima permisible para el ser humano de contaminación en el ambiente que 
determine la Secretaría de Salud. 

Asimismo, la Secretaría de Desarrollo Social, en coordinación con organismos 
públicos o privados. nacionales o internacionales, es competente para integrar la 
información relacionada con la emisión de contaminación por ruido, vibraciones, 
energía térmica y lumínica, y visual; así como de métodos y tecnología de control y 
tratamiento de las mismas, en virtud de lo establecido por el artículo 156 de la Ley. 

Respecto de la contaminación ambiental generada por la emisión de ruido, y en 
relación con transporte terrestre, el Reglamento establece como obligación de las 
autoridades competentes en materia de tránsito, el atender la opinión de la Secretaría 
de Salud, en cuanto a la fijación de rutas, horarios y límite de velocidad para los 
servicios de autotransporte. (Art. 28 del Reglamento). 

3.3. Sujetos obligados 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, determina en 
su artículo 155 la prohibición de emitir ruido cuando se rebasen los límites máximos 
permisibles contenidos en las normas oficiales mexicanas. Mismas que deberán ser 
publicadas considerando los valores de concentración máxima permisible para el ser 
humano de contaminantes en el ambiente determinados por la Secretaría de Salud. 

Por lo tanto, el Reglamento establece que quien sea responsable de fuentes emisoras 
de ruido deberá proporcionar a las autoridades competentes la información que se le 
requiera, respecto de sus emisiones de ruido. (Art. 80. del Reglamento). 

3.4. Construcción de obras o instalaciones 

Por otro lado, en la misma disposición se establece que en la construcción de obras o 
instalaciones que generen energfa ténnica, ruido o vibraciones, asf como aquéllas que 
se encuentren en operación o funcionamiento se deben contemplar acciones preventi­
vas y correctivas para evitar efectos nocivos. 

La edificación de construcciones para establecimientos industriales, comerciales, 
de servicio público y en general toda edificación, deberá considerarse previendo la 
fonna que pennita un aislamiento acústico suficiente para que el ruido generado en su 
interior, no rebase los niveles máximos permitidos por el Reglamento, al trascender a 
las construcciones adyacentes, a los predios colindantes o a la vía pública. Cuando esta 
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disposición prevista en el artículo 15 del Reglamento, no se pueda cumplir. por razones 
técnicas. la construcción deberá localizarse dentro del predio. de tal forma que la 
dispersión acústica se origine en un grado de molestia de 5 de una escala Likert 
modificada de 7 grados. 

A fin de vigi lar que en la construcción de obras públ icas o privadas no se rebasen 
los niveles máximos permitidos de emisión de ruido, los responsables de las fuentes 
fijas deberán presentar a la Secretaría, los siguientes datos: 

"1. Ubicación y tiempo de duración de la operación; 
11. Número y naturaleza de las posibles fuentes productoras de ruido; 
In . Localización de las mismas durante el lapso que dure la obra. y 
IV. Horario en que operarán dichas fuentes." 

3.5. Fuenles fijas 

Respecto de fuentes fijas el Reglamento consigna que se considerará en esta clasifica­
ción a: 

"todo tipo de industria, máquinas con motores de combustión, terminales y bases 
de autobuses y ferrocarriles, aeropuertos, clubs cinegéticos y polfgonos de tiro, ferias, 
tianguis. circos y otras semejantes; en donde, el nivel de emisión de ruido máximo 
permisible conforme al propio Reglamento es de 68 dB (A) de las seis a las veintidós 
horas, y de 65 dB de las veintidós a las seis horas". (Art. 11 del Reglamento). 

En el mismo artículo se señala que el grado de molestia producido por la emisión 
de ruido máx imo pennisible será de 5 en una escala de Lykert modificada de 7 grados. 

Por otro lado, el Reglamento establece en su artículo 12 un procedimiento a través 
del cual , quiénes rebasen los niveles máximos pennisibles por razones técnicas o 
socio-económicas deberán obtener autorización a fin de que se les fije un nivel 
pennitido específico; para tal efecto habrá que solicitarlo dentro de los quince días 
hábi les siguientes al inicio de la operación de la fuente respectiva. en la solicitud se 
asentarán los siguientes datos: 

"1. Ubicación; 
ll. Giro y actividad que realiza; 
ID. Origen y características del ruido que rebase los límites señalados en el 
Reglamento; 
IV. Razones por las que considere no poder reducir la emisión de ruido; 
V. Horario en el que operará dicha fuente; y 
VI. Proposición de un programa de reducción máxima de emisión de ruido 
incluyendo un nivel máximo alcanzable y un lapso de ejecución." 

Por su parte la Secretaría, fijará a la fuente solicitante un nivel máximo provisional, y 
una vez hechos los estudios correspondientes. dictará resolución debidamente fundada 
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en la que fije el nivel definitivo y las medidas que deberán adoptarse para reducir la 
emisión de ruido a ese nivel. (Art. I3 del Reglamento). 

De igual manera y con fundamento en la misma nonna jurídica. el responsable de 
la fuente emisora deberá acatar la resolución en el plazo que se le otorgue, que no podrá 
ser mayor de un año, a cuyo vencimiento se verificará su cumplimiento. sin perjuicio 
de las verificaciones tendientes a comprobar el desarrollo del programa respectivo. 

Los criterios que deberán tomar las autoridades competentes para fijar los niveles 
máximos pennisibles específicos, con fundamento en el artículo 14 del Reglamento. son: 

"1. El riesgo que signifique la emisión del ruido proveniente de la fuente 
estudiando con especial cuidado aquellos casos en que exista contaminación 
ambiental originada por la emisión de ruido. cuyo nivel máximo sea de liS 
dB (A) más menos 3 dB durante un lapso no inferior a quince minutos, o de 
duración inferior a un segundo, cuyo nivel exceda a los l40dB (A), observada 
en áreas donde exista la posibilidad de exposición personal inadvertida, no 
derivada de una relación laboral; 
11. Las repercusiones económicas y sociales que ocasionaría la implantación 
de las medidas para abatir la emisión de ruido a los límites establecidos como 
límites máximos permisibles en fuentes fijas establecidas en el Reglamento; 
III. Las posibilidades tecnológicas de control de la contaminación ambiental 
originada por la emisión de ruido, proveniente de la fuente fija; y 
IV. Las características de la zona circunvecina que se ve afectada por el ruido 
proveniente de la fuente fija." 

Por otro lado, el Reglamento establece otra posibilidad de rebasar los niveles máximos 
permitidos, lo anterior cuando en las fuentes fijas sea necesario utilizar si lbatos. 
campanas, magna voces, amplificadores de sonido, timbres y dispositivos para advertir 
el peligro en situaciones de emergencia, durante el tiempo y con la intensidad 
estrictamente necesarios para la advertencia. (Arlo 18 del Reglamento). 

En el mismo sentido, existe un nivel máximo permisible. de emisión de ruido cuando 
circos, ferias y juegos mecánicos se instalen en la cercanía de centros hospitalarios, 
guarderías, escuelas, asilos, lugares de descanso y otros sitios en donde el ruido entorpezca 
cualquier actividad, dicho nivel deberá ajustarse a 55 dB (A). (Art. 19 del Reglamento). 

En cuanto a instalaciones ferroviarias, incluyendo vías y estaciones dentro de las 
poblaciones, se deberá atender el plano regulador, la población de que se trate a fin de 
que la autoridad urbanística competente determine la ubicación de las mismas; por su 
parte, los andenes, salas de espera y servicios auxiliares, deberán proyec~e de ta1 
manera que su arquitectura y técnica ingenierística resulte conveniente para abatir y 
controlar el ruido. (Art. 26 del Reglamento). 
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3.6. Fuentes moviles 

En cuanto a emisiones de ruido generado por medios de transpone aéreo, el Regla­
mento establece diversas disposiciones relacionadas con los puertos de llegada y salida 
y las zonas espaciales de vuelo. Al respecto, se señala que en la autorización para la 
ubicación, construcción y funcionamiento de aeródromos, aeropuertos y helipuertos 
públicos y privados. el anrculo 23 del Reglamento señala que deberá de tomarse en 
cuenta la opinión de la Secretaría competente, a fin de detenninar: 

"1. La distancia a las áreas urbanas de la población; 
11. Las soluciones de ingeniería que resulten convenientes, en particular las 
distancias y ubicación de las pistas de despegue y aterrizaje. asf como de su 
intersección con las pistas de carreteo y las áreas de establecimiento de los 
aviones, y 
111. Las características de construcción de los servicios auxiliares, con objeto 
de evitar o disminuir el ruido." 

En relación con las aeronaves de hélice en la normatividad que se analiza, se establece 
que no podrán sobrevolar a una altura inferior de trescientos metros; y las de turbina 
a una altura inferior a quinientos metros sobre el nivel del suelo en zonas habita­
cionales, excepto en la operación del despegue, aproximación, estudio, investiga­
ción, búsqueda, rescate o en situaciones de emergencia. (Art. 24 del Reglamento) . 

Por otra parte, se encuentran normas dirigidas al transporte ferroviario, en donde 
también se generan altos niveles de emisiones de ruido. en este sentido el numeral 25 del 
Reglamento, consigna que quien preste servicios de transporte ferroviario, deberá cuidar 
el correcto mantenimiento de rieles, ruedas, durmientes, balasto y, en general del sistema 
de rodamiento y de enganche. así como de que las maniobras de carga y descarga y la 
operación de patio se realicen en los términos que establecen las nonnas correspondientes. 

Asimismo, el uso de dispositivos sonoros dentro de las zonas urbanas quedarán 
restringidos de las veintidós a las seis horas, salvo en casos de emergencia. con 
fundamento en el anículo 27 del Reglamento. 

En este mismo rubro el artículo 29 señala que la contaminación ambiental originada 
por la emisión de ruido de automóviles, camiones, autobuses, tractocamiones y 
similares deberán cumplir con un máximo permitido de contaminación, el cual va en 
función de su peso bruto vehicular. Este máximo será. para peso hasta de 3000 Kg.-
79 dB (A); más de 3000 y hasta I()()()() Kg.- 81 dB (A); más de I()()()() - 84 dB (A). 

Las motocicletas, las bicicletas y los triciclos motorizados, deberán emitir un nivel 
máximo permitido de 84 B (A). 

Las excepciones a los niveles máximos pennisibles para transporte terrestre se 
aceptan, por razones técnicas especiales. para hacer dicha excepción efectiva el 
responsable de la fuente deberá presentar ante la Secretaría competente, estudio técnico 
de la emisión de ruido de la misma. y deberá someterse al nivel máximo autorizado 
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para el caso particular y a las condiciones de uso u operación que emitirá aquélJa, 
previa opinión de la Secretaría de Comercio y Fomento IndustriaJ.(Art. 30 del 
Reglamento). 

Esta reglamentación prohibe la fabricación, ensamble. importación o distribución 
de vehículos que rebasen los niveles máximos permisibles de emisión de ruido. esta 
atribución corresponde a la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, con funda­
mento en el artículo 31 del Reglamento. 

Otra de las actividades reguladas por este cuerpo normativo es la referida a 
competencias deportivas y entretenimientos con vehículos automotores de transpor­
tación terrestre o acuática, mismas que deberán contar con permiso de la autoridad 
competente, en el cual se deberá señalar: 

"1. Sitio previsto, indicando límites y colindancias; 
11. Días y horarios en los que se realizarán las pruebas; 
111. Tipos y características de los vehículos a usar; 
IV . Nivel de emisión de ruido; y 
V. Público al que pretende exponer al ruido." 

Estas actividades no se podrán realizar en calles o predios sin protección acústi~a 
adecuada, o en donde puedan causarse daños ecológicos; ni se podrá circular vehículos 
de carreras en zonas urbanas, disposiciones que prevé el artículo 33 del Reglamento. 

Por otra parte, los vehículos que posean escape abierto, no podrán circular por áreas 
habitacionales, prohibición que de igual manera se detennina para aquellos vehículos 
que arrastren piezas metálicas o que produzcan ruido por la carga que transporten. (Art. 
35 del Reglamento). 

3.7. Fuentes específicas 

El artículo 10 del Reglamento en cita, señala que quien fabrique aparatos electrome· 
cánicos o maquinaria de uso doméstico, industrial, comercial o agropecuario, que por 
su destino o uso emita ruido que cause daño a la salud, está obligado a colocar en un 
lugar visible una etiqueta o señal que indique esta peligrosidad; procediendo en los 
mismos ténninos en sitios de reunión en donde el responsable deberá colocar un letrero 
en lugar visible, donde se indique la peligrosidad del lugar. 

Asimismo, los artículo 20 y 21 del Reglamento detenninan que en aquellas áreas 
colindantes a centros hospitalarios, o en general en aquellos establecimientos donde 
haya personas sujetas a tratamiento o recuperación, podran señalarse zonas de restric­
ción temporal o permanente a la emisión de ruido, esta acción podrán realizarla sólo 
las autoridades competentes, de oficio o a petición de parte. 

Para el establecimiento de estas zonas se tomarán en consideración los niveles 
máximos permitidos de dispersión acústica; la opinión previa de los interesados para 
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señalar su extensión; otros niveles máximos permitidos de emisión de ruido originado 
en la misma zona; y las medidas de prevención y control recomendables. 

Las operaciones de carga y descarga de mercancías u objetos en la vía pública, no 
deberá rebasar un nivel de emisión de ruido de 90 dB (A) de las siete a las veintidós 
horas y de 85 dB (A) de las veintidós a las siete horas; en tanto que la emisión de ruido 
producido por dispositivos sonoros como campanas, bocinas, timbres, si lbatos, etc., 
cualquiera que sea el mecanismo que requieran para su funcionamiento; asimismo 
queda totalmente prohibida. salvo en casos de emergencia; excepción hecha para los 
vehículos de bomberos, policía y ambulancias cuando realicen servicios de urgencia. 
(Arts. 36 y 37 del Reglamento). 

RUIDO 

ANEXO UNO 
DEL CA PITIlLO ID 

1) Autorización de la SEDESOL, para el responsable de 
una fuente fija que no pueda cumplir los límites máximos 
pennis ibles por razones de (ndole técnica o socioeconómi­
ca debidamente comprobadas. requerirá de autori zación 
para la fijación del nivel permitido específico para esa 
fue nte. (art. 12 del Reglamento para la Protección del 
Ambiente contra la Contaminación Originada por la Emi­
sión de Ruido). 

II) Autorización de la SEDESOL, para quienes empleen 
aparatos amplificadores de sonido y otros dispositivos 
similares que produzcan ruido en la vía pública o en el 
medio ambiente de la comunidad, siempre que no exceda 
un nivel de 75 dB (A) usados en caso de servicio de 
beneficio colectivo no comercial , requerirán de este per­
miso. (art. 22 del Reglamento para la Protección del Am­
biente contra la Contaminación Originada por la Emisión 
de Ruido). 

III) Autorización de la autoridad competente y con la 
aprobación de la SEDESOL, con respecto de las compe­
tencias deporiivas con sus entrenamientos con vehCculos 
automotores de transportación terrestre acuática. (art . 33 
del Reglamento para la Protección del Ambiente contra la 
Contaminación Originada por la Emisión de Ruido). 
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ANEXO DOS 
DEL CAPITULO III 

RELACION DE NORMAS OFICIALES MEXICANAS 
PROGRAMADAS Y PUBLICADAS EN 1993. 

PROORAMA NACIONAL DE 
NORMALIZACION 

l .- Niveles máximos permisible~ de emisión 
de ruido originado por vehfculos nuevos en 
planta. 

2.- Niveles múimos permisibles de emisión de 
ruido originado por vehfculos en circulación. 

3.- Niveles mb.imos permisibles de emisión de 
ruido originado por actividades industriales, 
comerciales y de servicios. 

4.- Niveles má.r.imos permisibles de vibracio-
nes mecánicas emitidos por fuentes fijas. 

RUIDO 

PUBLICADAS EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACION 

COMO PROYECTOS DE NORMAS 
OFICIALES MEXICANAS 
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ANEXO TRES 
DEL CAPITULO 1lI 

LEGISLACION ESTATAL EN MATERIA DE RUIDO 

ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

l .- Aguascalientes Titulo 111 Protección al Ambiente ; El ESlado y los Municipios, en e l ámbito de su 
Capitu lo V Prevención y conttol de Ja competencia, establecerán las medidas para impedir se 
contaminación por ruido, vibraciones, transgredan los limites máximos contenidos en las normas 
encrgfa ~nnica y lumínica, olores y túnicas ecológicas que para ese efecto expida Ja SEDUE, 
contaminación visual : articulo 54. en relación con las emisiones de ruido, vibraciones, 

e nergla t~rmica y lumlnica y la generación de 
contaminación vi sual. En su caso se aplicarán las 
sanciones correspondientes. 

2.- Baja California Titulo V Protección al Ambiente; El Estado y 105 Municipios adoptarán las medidas 
Capitulo JI De la prevención y conlrol necesarias para impedir que se transgredan 105 IlmiIleS 
de la co ntaminación por ruido. permitidos y, en su caso apli carán las sanciones 
vibraciones, energía !énnica, energ!a correspondienleS, cuando se violen las prohibiciones de las 
lumi nosa y o lo res perj udiciales ; emisiones de ruido, vibraciones energía !énnica y energía 
Sección I Definiciones, SecciÓn 11 luminosa que rebasen los limites máximos contenidos en 
Umitaci6n de las emisiones por ruido, las normas !écnicas ecolÓgicas que para este efecto se 
vibraciones, energía ténnica, energía expidan. 
lumi nosa y o lo res pe rjudicia les; 
articulas 153 a 160. 

3.- Baja Californi a Tetu lo V De la Protección al Ambieme; No podrá emitirse energía en cualquiera de sus formas , ni 

S" Capítulo V De la prevención y control sonidos, ni o lores que rebasen los limi tes máximos 
de la contaminac ión o riginada por contenidos en los reglamentos y las normas técnicas 
ener:;ra en cualquiera de sus formas , ecológicas correspondiemes, 
ruido, olores y contaminaciÓn visual; 
artículos 66 a 69. 

4 ,· Campeche No cuenta con leyecolÓgica, 

5.- Colima Thulo IV Normatividad de' la El Estado Y los Municipios adoplarán las medidas para 
ProtecciÓn Ambiental ; CapCtulo> VI impewr que lransgredan los Umites pennisibles y, en su 
Ruidos, vibraciones, o lores, energía caso, aplicartn las sanciones que para el efecto se señalen 
Itnnica y lumínica; artículo 92, prohibiendo las emisiones de ruido, vibraciones, olores 

energía tErmica y luminosa que rebasen los Umites 
contenidos en las normas ltcnicas ecológicas que para ese 
efecto se expidan. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

¡2.-Guerrero Titulo V Protección y aprovechamien. El Estado y 10$ Municipios, segú n su esfera de 
10 racional del ambiente y de 5U5 competencia. adoptaran las medidas necesarias para 
elementos naturales; Capitu lo V impedir que se transgreden los límites pennisibles y. en 
Prevención y conlrol de la contamina- su caso, aplicartn las unciones correspondientes, cuando 
ción ... ¡sual y de la generada por ruido. se rebasen los límites rnhimos contenidos en las normas 
vibraciones. eDCr&fa Ibm.ica, lumínica ltc:nicas que e.pida la SE~UE en materia de ruido. 
y olores; artículos 109 a I IJ. vibraciones. energra ~nnica. euergia lumfnic:a o malos 

olores. 

13.- Hidalgo Título 111 Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios. en e l imbilo de su 
Capítulo VI Ruido, vibraciones, competencia. establecerán las medida5 par.!. impedir se 
energfa ltnnica y lumínica, olores y transgredan los límites rnhimos contenidos en las normas 
contaminación visual: anfcu los 90 a ltcnicu ecológicas que para ese efecto expida la SEDUE, 
92. en relación con lu emisiones de ruido, vibraciones, 

energl. Itrmica y lumlnica y la generació n de 
contaminación visual. En su caso se podrán aplicar las 
sanOooes oorrespondientes. 

14.- Jalisco TItu lo IV Protección al Ambiente; E l ESlado y los Municipios , en el IImbito de su 
CapItulo VI Del ruido, vibraciones, competencia, establecerán las medidas para impedir se 
energfa ttrmica y lurrunica. olores y transgredan los límites mb.imos contenidos en las normas 
contaminación visual , ttcnicas ecológicas que para esteefectoexpidll la SEDUE, 

en relación con las emisiones de ru ido, vibraciones, 
e nerg ' a ttrmiCl y lumlnica y la generació n de 
contaminación visual. En su caso se podrán aplicar las 
sanciones correspondientes. 

1 S.· MichoacAn Titulo V De la ProtecciÓCl al Ambiente, E l Estado y los Municipios, en el IImbilo de su 
Capitulo 111 De la prevención y control competencia, estableccrto las medida¡ pan. impedir se 
de la cOOla minac ió n visual y la transgredan 10$ límites ITIÚimos contenidO$en las normas 
generada por ruido , vibraciones, tl:cnicas ecológicas que para ese erecto expida la SEDUE, 
energla ttrmica, lurrunica y olores; en relación con las emisiones de ru ido, vibraciones, 
articulos 71 a 75. energía ttrmic. y lum'ni ca y l a ge neració n de 

contaminación visual, En su caso se podrán aplicar las 
sanciones com:spondientes. 

16 .- Morelos Titulo V Protección al Ambiente; El ESlldo y 105 Municipios, segú n su esfera de 
CapItulo m Prevención y control de la competencia, adoparin las medidas necesarias para 
contaminación originada por ruido, impedir que se lransgredan los límites pennisibles y, en 
vibraciooes, enet¡la tbmica. energla su caso, aplicado las sanciones co"espondientes, 
lurrunica y o lores; anfculos 64 a 65. cuando se rebasen 105 limites mb imos contenidos en 

11.1 normas ttcnicas que expida la SEOUE en materia de 
ruido, vibraciones, energra ttnnica, energla lumfnica o 
malos olores. 

17.- Nayarit Título IV Protección al Ambiente; E' Estado y los Municipios, en e l 'mbi to de su 
CapItulo VI Del ruido, vibraci0fe5. CDmpeaencia. establecerán las medida¡ pan. impedir se 
energía tbmica y lumínica, olere. y transgredan los límites rnhimos contenidos en las normas 
contaminantes visuales; artículos 78 a ttcnicas ecológicas ~e pan ese efecto expida la SEOUE, 
7 • . en relación con las emisiones de ruido, vibraciones. 

ener,ra ttrmica y lum' ni ca y la ge neració n de 
contaminación visual. En su caso se podrin aplicar las 
sanciones concspondientes. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

18.- Nuevo León Titulo V Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios adoptarán las medidas 
Capflulo VI Ruido, vibraciones, neccsarias para impedir que se ltansgredan los Irmites 
energla térmica y ]uRÚnica, olores y permitidos y. en su caso aplicarán las sanciones 
contaminación visual; artículos 81 a correspondientes. cuando se violen las prohibiciones de 
84. las emisiones de ruido. vibraciones energfa t&mica y 

ene'g'a luminosa que rebasen los limites máximos 
contenidos en las normas ~nicas ecológicas que para 
cste efecto se e .. pidan. 

19.- Oa.uca TItulo V De la Protección al Ambiente; Los Municipios adoptanln las medidas ~pondiente5 
Capitulo IV Prevención y control de la cuando se excedan los ".rutes permitidos de emisiones de 
contaminación originada por ruido, ruidos, vibraciones, encrgfa ténnica, energía ¡unúnica y 
vibraciones, energf. Itnnica, energ'a olores, establecidos en los reglamentos y normas que para 
luml"nica y olores; artículos J03 a 105. tal efecto se expidan. 

20.· Puebla Titulo V De la Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios, en e l imbito de su 
Capfrulo V De la prevención y conb"ol competencia, establecen1n las medidas para impedir se 
de la contaminación originada por transgredan Io5 lfmites rnhimos contenidos en las normas 
ruido, vibraciones, energía ~rn1ica, ~cnicas ecológicas que para ese efecto expida la SEDUE, 
energía luml"nica y olores; artfculos en relación con las emisiones de ruido, vibraciones, 
122a 124. energfa térmica y lumínica y la generación de 

contaminación bvisual. En su caso se podrtn aplicar las 
sanciones conespondientes. 

21.· QuerélarO Titulo V Protección al Ambiente; Los Municipios adopwúI las medidas correspondientes 
Caphulo 111 Ruido, vi braciones, cuando se excedan los límites permitidos de emisiones de 
energía ténnica y IUml"nica; artfculo 92. ruidos, vibraciones, energía !&mica, energía lumfnica y 

olores, establecidos en kls re~nlOS y nonnas que pan. tal 
efecto se expidan. 

22.· Quintana Roo TItulo V Protección al Ambiente; Los Municipios adoptañn las medidas correspondientes 
Ca pftulo 111 Ruido , vibraciones , cuando se excedan kls límites pernitidos de emisiones de 
energfa térmica, energía lumfnica y ruidos, vibraciones, energJa ttrmica, energía radiante y 
radiante; artfculo 92. olores, establecidos en los n:glamentos y normas que para tal 

efecto se expidan. 

23.· San Luis PotosI Titulo V De la prevención y control de Los Municipios podrtn restringir la emisión de ruidos y 
la contaminación; Capitulo 111 De la vibraciones temporal o pennanentemente, en las zonas 
contaminación por ruido, vibraciones, colindantes con áreas habitaciona1es, guarderias, escuelas, 
energi"a ~rmica, energía luml"nica y asilos y lugares de descanso, hospitales y demás 
olores; artfculos 31 a 35. establecimientos dedicados al tratamiento y recuperación 

de salud. 

24.· Sinaloa TItulo V De la Protección al Ambiente; El Estado y los Municipios, en el imbito de su 
CapItulo V De la prevención y control competencia, establecettn las medidas para i~r se 
de la contaminación generada por transgredan los lfmites miximoscootenidos en las oomw 
ruido vibraciones, energía ténnica, técnicas ecológicas que para ese efecto expida la 
luml"nica y olores; artIculos 122 a 126. Federación, en relación con las emisioaes de ruido, 

vibnciooes, eoc:rgla témUca y lumfnica y la geoeraciÓfl de 
contaminación visual. En su caso se podrin aplicar las 
sanciones correspondientes. 
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ESTADO CAPITULO CONTENIDO 

25.- Sonora Titul o IV De la Prote cc ión . 1 l.o5 Municipios adoptaBn las medidas correspondienl¡es 
Ambiente ; Capítu lo VII De l. cuando se exoc:dan los IímiIeS permitidos de emisiones de 
prevención y conuol de la ruidos, vitncioocs. entrgfa támica. cnc:rgfa lunúnica y 
contaminación visual generada por olores, emb)ecjdos en los reglamentos y nonnas que pan lllI 
ruido, vibraciones, energía t&mica, efecto se expidan. 
energra lunúnica y olores; artículos 
11 9 a 122. 

26.- Tabasco Titul o IV De la Protección .1 El Estado y los Municipios adoptarán las medidas 
Ambiente : Caphul o V D, l. necesariu para impedir que se transgredan los UmileS 
pre vención y co ntro l de la permitidos y. en su caso aplicarA" las sanci ones 
contaminación generada por ruido, correspondientes, cuando se violen lu prohibiciones de las 
vibraciones. energía ttrmiCa. IUHÚnica, cmisioots de ruido. vibraciooe$, mcrgfa tmnica y energía 
olores y conwninación visual ; articulo kuniDOPl que rebasen los 1ími1cs mixilDOS contenidos enw 
l OS. normas Ifcnicas ecológM:u que pan. esre efecto se expidan. 

27.- T1axcala No cuenta con k:y ecológica. 

28.· Tamaulipu Titulo V Protección al Ambiente; Los Mun icipios e$lán (acuitados para formu lar y 
Capitulo 111 De la ~vención y conll'Ol establecer las disposiciones y medidas necesarias para 
de la contaminación generada por evitar la gene ración de contaminación por ruido, 
ruido, vibraciones, energla ttrmica, vibrac iones , energfa t~rmica, lumlnica, olores y 
lumlnica, olores y contaminación contaminación visual. 
visual: artfculos 87 a 90. 

29.- VeraCNl Trtulo IV Protección al Ambiente; E l Estado y los Municipios, en el jmbito de su 
Capfrulo 111 De la ¡nvenci6n y control competencia, establecerin las medidas pan impedir se: 
de la conta minación generada por Inlnsgn:dan los limites mú.imos contenidos en las normas 
ruido, vibraciones, energfa ttrmica, tfCniClS ecológicas que para ese efecto Cllpida la SEDUE, 
lu mínica. olores y contaminación en relación con las emisiones de ruido, vibraciones, 
visual; artfculas lOO a lOS. e ne rgía t~rmic. y l u ml nica y l a generación de 

contaminación visual . En su caso se podrán aplicar las 
sanciones correspondientes. 

30.- Yuca~ Trtulo 1II Protección al Ambiente; Los Municipios adopIarin lu medidas COITUpOndientes 
Caprru~ IV De laprevenciÓfl yoooll'Ol cuando se: ea.oedan los Ifmites pennitidos de emisiones de 
de la contaminación generada por ruidos, vibraciones, energía tbmica, eDCrgfa radiante y 
ruido, vibraciones, energfa t&mica, olores, establecidos en los reglamentos y normas que par1I 

lumfnica, olores y contaminación ta l efecto se: Cllpidan. 
visual; artfCUI05 72 a 73. 

3 1.- Zacatecas Titulo IV Protección al Ambiente; Los Municipios adopwtn las medidas correspondientes 
Ca pitu lo 111 Ruido, vibraciones, cuando se: ea.oedan los Umites pennitidos de emisiones de 
energla ttrmica y lumfnica: anícu~99. ruidos, vibraciones, energla ammca, energfa radiante y 

olores, establecidos en los ~glamentos y normas que para 
tal decto se expidan. 
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INTRODUCCION.- l . RESPONSABILIDAD CIVIL.- 1.1. Excluyentes de la respon­
sabilidad civil.- 1.2. Tipos de responsabilidad civil.- 1.2. 1. Responsabilidad subjetiva.-
1.2.2. Responsabilidad objetiva.- 1.3. Vía jurídica para exigir la indemnización al 
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nucleares.- 1.4.1. Vía para exigir la reparación del daño nuclear. 2. RESPONSABILI­
DAD ADMINISTRA TIV A.-

INTRODUCCIÓN 

Para Hans Kelsen el Derecho es " ... un sistema de normas que regulan el comporta­
miento humano",1 es decir, un sistema de actos con los cuales se ordena o se permite 
y. en especial , se autoriza un comportamiento, asimismo. señala que es un orden 
coactivo en cuanto a que al ordenar una determinada conducta humana enlaza a la 
..... contrapuesta un acto coactivo, dirigido al hombre que asf actúa .. ,"l lo cual implica 
que sus normas constituyen actos de coacción atribuibles a la comunidad jurídica. con 
lo que se protege a los individuos de la conducta de los demás, provocando una 
seguridad colectiva que garantiza el orden social . 

• Agradezco la valiosa colaboración que me proporcionaron para la realización de este trabajo a Maria del 
Carmen Alarcon Berumen. Alejandro Aldana Galban. Xavier Brisha Toscano. Maria de la Luz Cárdenas 
Martfnez. Francisco de la Torre Galindo y Leticia Martinez Benftez. 

1 Kelsen. Hans. T~oria Pura d~l ~rtcho. México. UNAM. P. 18 
2 Ibidem. P. 47 
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Asimismo, Kelsen menciona que es difícil separar la idea de justicia del concepto 
de Derecho, ya que éstos son identificados y s6lo un orden justo es llamado Derecho, 
así como .... .Ia tendencia a identificar Derecho y justicia es la tendencia a identificar un 
orden social dado".' 

Ahora bien, para él, un orden social justo es aquél que ..... regula la conducta de los 
hombres en una forma satisfactoria para todos, es decir, de tal modo que todos 
encuentran en él su felicidad'" Sin embargo, para poder lograr todo ello, el Derecho 
debe regular la conducta humana, obligando a los seres humanos a observar en ciertas 
circunstancias detenninado comportamiento. 

De acuerdo con lo anterior, un individuo está obligado a comportarse de cierta 
manera, en virtud de que ello está establecido en una nanna jurídica y. por ende, al 
comportamiento opuesto se le enlaza un acto coactivo, esto significa que al realizar 
una conducta distinta a la establecida en la normas, se está violando el Derecho y 
consecuentemente se debe aplicar una sanción, la cual está prevista en esa o en otra 
norma del mismo orden jurídico. 

En este sentido, todos los seres humanos sujetos a un orden jurídico debemos rea­
lizar las conductas previstas en las normas, de las cuales se derivan diversas obliga­
ciones que en el caso de incumplirlas existe el riesgo de que se nos imponga una 
sanción. 

Asimismo, Kelsen señala que las situaciones previstas en las normas de un orden 
jurídico no son producto arbitrario de la imaginación del jurista, sino que su contenido 
se determina por los hechos que realizan los individuos a los que se sujeta a ese orden, 
sin embargo, únicamente se dará autoridad jurídica a aquéllos por los cuales es creado 
y aplicado un orden jurídico y que en su totalidad tiene eficacia. 

Es decir, no todo el comportamiento real de un individuo se ajustará de manera 
absoluta al orden jurídico, debe haber cierto antagonismo entre la conducta real y la 
que preven las normas, con el objeto de lograr su eficacia, yaque si está completamente 
ajustado a la realidad, o bien , es totalmente contradictorio a ella, perdería su validez. 

En la actualidad, tales hechos que Kelsen señala son "revestidos" de autoridad 
jurídica, se conocen como hechos o actos jurídicos. Es decir, son aquéllos que por 
consideración del Derecho cuentan con determinadas características que pueden 
afectar el orden de las relaciones sociales y por ende, los incluye en los supuestos de 
las normas jurídicas. En otras palabras, " ... el hecho jurídico es aquel hecho cuya 
existencia en alguna forma (ya sea aislada o en función de otros hechos) es tomada 
expresamente en cuenta por el legislador en una norma donde estipula consecuencias 
jurídicas, por considerar que ese hecho no puede producirse sin ser debidamente 
ordenado. Según los hechos afectan el orden de las relaciones sociales, serán las 
consecuencias jurídicas que el legislador establecerá en sus normas". s 

J Kelsen, Hans, T~orla G~ntral d~1 D~recho y d~1 Estado. MtlI:ico. UNAM. P. 6. 
4 Ibidem. 

S Villano Toranzo. Miguel. Introducción al ~sludjo del der~cho. Mtxico. Pom1a. P. 335. 
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En este orden de ideas, la responsabilidad jurídica es entonces una solución que el 
Derecho ha establecido para que una persona ..... dé cuenta de las consecuencias de 
detenninados hechos .. :";, sin embargo, las propias leyes han establecido que para 
poder responder de tales hechos, es necesario que se le impute a alguien las conse­
cuencias del mismo, es decir que se le atribuya como su causa. 

Como se observa, la responsabilidad jurídica es responder por las consecuencias 
de los hechos previstos en las normas jurídicas, por lo que pueden ser hechos lícitos o 
ilícitos, que se apeguen a la ley o que la violen. 

En materia ambiental, la responsabilidad jurídica resulta también aplicable, y 
debido a la gran necesidad de proteger la vida sobre la tierra, el Derecho ha creado 
diversos mecanismos que responsabilizan a los sujetos de sus actos contra la vida hu­
mana y la naturaleza. 

Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico ha procurado que en todas sus ramas 
se prevea siempre una responsabilidad por la generación de daños ambientales, es 
por ello que existen, entre otras, la responsabilidad civil, prevista en los Códigos 
Civiles y la responsabilidad administrativa, regulada en las diversas leyes, regla­
mentos y decretos que sobre la materia se han expedido. En el presente capítulo, 
nos abocaremos a la explicación de estos dos tipos de responsabilidades . 

1. RESPONSABILIDAD CIVIL 

El Diccionario de la Real Academia Española, conceptúa a la responsabilidad 
como: 

, 
" l. Deuda, obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otro, a conse­
cuencia del delito, de una culpa o de otra causa legal. I 2. Cargo u obli­
gación moral que resulta para uno del posible yerro en cosa o asunto 
determinado".7 

Desde el punto de vista del Derecho, la responsabilidad es la obligación de responder por 
las conductas que causan un daño o un perjuicio, sea cual fuere su origen. 

As! pues, la responsabilidad civil es la obligación de reparar los daños y perjuicios 
causados por una conducta ilícita o lícita. Es decir, para que exista la obligación de 
resarcir debe forzosamente producirse el daño. 

En este sentido. la responsabilidad civil puede generarse a través de diversas 
maneras, ya sea por el incumplimiento de..las obligaciones contraídas en un contrato, 

6 Ibidem. P. 351 
7 Diccionario de la Lengua Española. Real Academia Española, Madrid. 1984, P. 1180. 
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por la comisión de una conducta ilícita que no implique un delito o por la utilización 
de objetos peligrosos. 

La doctrinaS ha clasificado a la responsabilidad civil de diferentes maneras, por 
ejemplo. señala que existe responsabilidad contractual o extracontractual, directa o 
subsidiaria y objetiva o subjetiva. Para el caso que nos ocupa no s abocaremos 
a I análisis de las dos últimas apbcadas a los daños ambientales· 

A saber, la responsabilidad civil cuenta con tres elementos: el daño, la relación de 
causa efecto entre el hecho y el daño y la reparación de este último. Respecto del 
primero de ellos, es considerado como la esencia de la responsabilidad misma, ya que 
si no existe éste no puede existir aquella, es decir, el primero es la condición de la 
segunda. 

Es conveniente mencionar que el término daño que utilizaremos incluye también 
al daño moral, a pesar de que el Código Civil hace una diferencia al establecer en su 
artículo 1916: "Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre en sus 
sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configura­
ción y aspectos físicos, o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás.". 

Respecto al segundo elemento a tratar que es la relación de causa efecto entre el 
hecho y el daño, es posible asegurar que no puede haber responsabilidad sino se 
produjo el daño. Es decir, si la responsabilidad significa reparar el daño, es forsoza­
mente indispensable que se genere este último, sino no nacerá la obligación. 

Sobre el particular, Rojina Villegas menciona .... .la relación de causalidad entre el 
hecho y el daño sólo es esencial, pues lógicamente no puede hacerse responsable a 
alguien de las consecuencias perjudiciales que no puedan imputarse directa o indirec­
tamente a su actividad". 10 

Lo anterior significa que es necesario que el daño haya sido directamente causado 
por detenninada conducta, por lo que no es posibl~ aceptar la responsabilidad cuando 
para la existencia del daño debieron concurrir varias acciones. 

El Código Civil plasma tal concepción en los artículos 1916 Bis y 2110 al prever: 

" 1916 Bis.-... 
... quien demande la reparación del daño moral por responsabilidad contrac­
tual o extracontractual deberá acreditar plenamente la ilicitud de la conducta 
del demandado y el daño que directamente le hubiere causado tal conducta." 
"2110.- Los daños y perjuicios deben ser consecuencia inmediata y directa 

8 Ver los trabajos que en materia civil han realizado los Ucs. Manuel Bejarano, EmeslO Gutiérrez y 
Gonz.ález y Rafael Rojina VilIegas, cuyos títulos se han señalado a lo largo de este trabajo. 

9 Es conveniente señalar que el Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 
República en Materia Federal, mismo que servicl de base para el análisis de este trabajo. divide a la 
responsabilidad civil , principalmenm en dos grandes grupos: la contractual y laexlracontractual . 

10 Rojina Villegas. Rafael. Compendio de Derecho Civil. México. Pomla. Tomo 11 , P. 296. 
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de la falta de cumplimiento de la obligación, ya sea que se hayan causado o 
que necesariamente deban causarse ." 

A mayor abundamiento. es conveniente señaJar que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha emitido diversas jurisprudencias que se relacionan con la responsabilidad civil, 
una de ellas es la que a continuación se transcribe y que alude al elemento en análisis: 

"800.' ENRIQUECIMIENTO ILEGITIMO. ELEMENTOS.- La acción de 
enriquecimiento ilegítimo a que se refieren los artículos 1882 del Código 
Civil y 26 del de Procedimientos Civiles para el Distrito y Territorios 
Federales. está constituida por los siguientes elementos: 1. Enriquecimiento 
del demandado, quien obtiene algo que no estaba en su patrimonio. 2. 
Empobrecimiento del actor, al perder algo que estaba en su patrimonio, o 
dejar de recibir lo que tenía derecho. 3. Que exista vinculo de causalidad 
entre los dos elementos anteriores, es decir, deben ser recíprocos y corre/a­
tilias, de tal manera que no pueda existir el enriquecimiento sino es como 
efecto del empobrecimiento y a la inllersa. 4. Que el desplazamiento patri­
monial carezca de causa jurídica, contractual o extracontractual, de modo que 
la persona empobrecida no tenga otro medio para obtener la indemnización. 

Quinta Epoca: 
Tomo CVTII, Página 1715. A. D. 9260/50. Guadalupe Avila Camacho de 
Velarde.5 votos. 
Tomo CXlX, Página 298. A. D. 7943/50. Librado Mijangos. 5 votos. 
Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. XV, Página 154. A. D. 5889/57. Manuel Mela Ríos. 5 votos. 
Vol. XXXII, Página 152. A. D. 2190/57. Isaac Landau Eidels. 5 votos. 
Vol. XLVI, Página 81. A. D. 7233/58. Arturo Gómez Núñez. Unanimidad 
de 4 votos." 

Asimismo, respecto a la relación de causa efecto entre el hecho y el daño en la 
responsabilidad penal, los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la N~ción han 
sido más avanzados, pero para el planteamiento de este trabajo se referirán, ya que ello 
no afecta el elemento que se analiza: 

"1652.- RESPONSABILIDAD fENAL Y CAUSALIDAD.- Para declarar 
penalmente responsable al acusado es necesario que se acredite el nexo de 
causalidad entre la conducta ilícita que se le imputa y el resultado dañoso 
producido. 

Sexta Epoca. Segunda Parte: 
Vol. XV. Página 148. A. D. 3583/58. Melesio López Alvarado. 5 votos. 
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Vol. XXV, Página 96. A. D. 3364/58. Felipe Luna Peña. 5 votos. 
Vol. XXVI, Página 133. A. D. 3927/51. Gilberto Carrillo Garcra y coags. 5 votos. 
Vol. XXXIX, Página 43 . A. D. 3633/60. Melesio Gaspariano Montes. 5 
votos. 
Vol. XL V, Página 48. A. D. 3929/60. J . Loreto Romero Casas. Unanimidad 
de 4 votos." 

"DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE DICEN RESULTADO DE LA DE­
NUNCIA DE HECHOS DELICTUOSOS.- Los daños y perjuicios deben ser 
consecuencia inmediata y directa del incumplimiento de las obligaciones. Lo 
que quiere decir que, las consecuencias ulteriores derivadas, de nuevas 
causas sobrevenidas, es decir, la apreciación de nuevas causas originativas 
o ampliatorias del daño, quitan el nexo lógico de causa a efecto que 
constituye la base de la responsabilidad. Así v.gr., si una persona lesiona a 
otra y esa lesión le impjde presentarse a su trabajo durante seis meses, es 
obvio que los salarios perdidos durante ese lapso. son consecuencia inmediata 
y directa de la lesión sufrida; no obedecen ellos a motivos sobrevenidos, a 
causas diversas de la lesión. Pero en el caso de que se trata, los perjuicios 
demandados no podrán conceptuarse como consecuencia inmediata y directa 
de la denuncia de hechos delictuosos que se imputan al demandado en el 
juicio civil; porque, de haberse realmente producido los indicados daños en 
todo caso serían consecuencia inmediata y directa de causas sobrevenidas a 
la aludida denuncia esto es, serían consecuencia inmediata y directa del 
ejercicio de la acción penal por el Agente del Ministerio Público y de la 
tramitación de la causa respectiva por parte del juez de los autos; es decir, se 
está en presencia de causas sobrevenidas originativas de los perjuicios 
reclamados, que evidentemente quitan el nexo lógico de causa a efecto entre 
los mismos y la denuncia que, como su causa originativa, se imputa al 
señalado demandado. 

Quinta Epoca: 
Suplemento de 1956, Página 188. A. D. 1463/54. Carlos Culebro Pinto. 
Unanimidad de 4 votos." 

Como se observa de lo expuesto, para que exista la responsabilidad y por ende la 
obligación de reparar el daño ocasionado, es requisito indispensable que éste haya sido 
directamente producido por un hecho o acto jurídico detenninado. 

Ahora bien, por lo que respecta al tercer elemento de la responsabilidad civil, el 
Código Civil y diversos autores que han escrito sobre este tema •. utilizan indistinta­
mente los ténninos reparación del daño e indemnización, lo cual será también usado 
para este trabajo, sin embargo, vale la pena aclarar que en este caso la indemnización 
no se aplica como en el Derecho Administrativo, ya que para éste es el justo precio 
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que se otorga a una persona a cambio de un bien que le expropió el Estado, l l A 
diferencia del Derecho Civil que establece que la indemnización "es restituir las cosas 
al Estado que guardaban antes de que se produjera el hecho dañoso Ifcito o ilícito, y 
sólo cuando ello no fuere posible, es pagar el daño y perjuicio". 

La gran diferencia entre los conceptos anotados, consiste en que para el Derecho 
Administrativo, indemnizar es entregar un dinero a cambio de un bien y para el 
Derecho Civil, significa dejar las cosas en el estado en que se encontraban antes de 
que se produjera el daño, es decir, no es s610 dar una cantidad de dinero a cambio del 
daño. sino esta opción es la última en caso de que no se puedan restitu ir las cosas a 
la situación previa a la afectación. Asimismo, el contenido de la responsabilidad es la 
indemnización o reparación del daño. 

Nuestra legislación en materia civil prevé dos fonnas de indemnizar o de reparar 
el daño: dejar las cosas en el estado en que se encontraban antes de éste, o bien, 
proporcionar un equivalente al derecho o interés afectado por la conducta. 

En efecto, el artículo 19 15 del Código Civil dispone que "La reparación del daño 
debe consistir a elección del ofendido en el establecimiento de la situación anterior, 
cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios."12 

En el supuesto de que detenninada conducta haya producido daños materiales, la 
indemnización no tiene mayor problema, pues puede sustituirse tal bien por otro, o en 
caso de que éste no pueda ser reparado, entonces puede cubrirse en dinero el importe 
del mismo. El Código Civil dispone la reparación total del daño cuando se trata de 
cosas tarrgibles, ello se observa en lo dispuesto porlos artículos 211 2, 2114 Y 2 115" 
Sin embargo, para el caso de que se haya ocasionado algún daño moral la fonna de 
indemnizar difiere, en virtud del tipo de bien que se está afectando. 

Es lógico que un daño moral no pueda ser reparado en su totalidad, ya que si 
pensamos que indemnizar significa dejar las cosas en el estado en que se encontraban 
antes de la afectación, un aspecto moral jamás podrá ser reparado. por lo tanto, no 
existe otra fonna de cubrir tal agresión sino a través de la vía económica. 

II Sobre el particular. señala Miguel Acosta Romero en su libro titulado Teoria General del Derecho 
Administrativo. p. 486 que la inderuninización "es la cantidad de dinero que el particular recibe del Estado. 
a cambio de la transferencia de su propiedad ya que es fijada conforme al valor fi scal del bien expropiado, 
o bien. mediante partes. cuando se trata de un bien que no tiene señalado valor fiscal". 

12 Es conveniente señalar que anteriormente a la norma del Código Civil. misma que entró en vigor el 
dra 23 de diciembre de 1975, el artículo 1915 establecía: "La reparación del daño debe consistir en el res­
tablecimiento de la situación anterior·a él y cuando ello sea imposible, en el pago de daños Y perjuicios: ... ", 
es decir, preveía únicamente la indemnización en dinero cuando no existiera la posibilidad de dejar las cosas 
en el estado en que se encontraban previamente a la comisión del daño. como ahora lo pennite el propio 
articulo 1915. 

13 Sobre este aspecto. los articulos referidos estipulan lo siguiente: ''2112.- Si la causa se ha perdido 
o ha sufrido un detrimento tan grave que. ajuicio de peritos, no puedaemplearse enel uso aque naturalmente 
está destinado. el dueño debe ser indemnizado de todo el valor legítimo de ella."; "2114.- El precio de la 
cosa será el que tendría al tiempo de ser devuelta al duefio. excepto en los casos en que la ley o el pacto 
señalen otra época." y; ' '2115.- Al estimar el deterioro de una cosa se entenderá no solamente a la 
disminución que é l causó en e l precio de ella, sino a los gastos que necesariamente exija la reparación." 
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El artículo 1916 del Código Civil establece que ..... cuando se produzca un daño 
moral, el fc:sponsable tendrá la obligación de repararlo mediante una indemnización 
en dinero .. . ••. Asimismo, dicha disposición observa que el monto lo debe detenninar 
el juez, considerando .... .Ios derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la 
situación económica del responsable y la de la víctima, así como las demás·circuns­
tancias del caso". 

De acuerdo con lo hasta ahora expuesto, para demandar la responsabilidad civil es 
necesario la existencia de un daño, independientemente qué sea de Índole material o 
moral , y que éste haya sido ocasionado directamente por una conducta. 

1.1. Excluyentes de la responsabilidad civil 

Una vez que se ha generado el daño y que el creador del mismo queda obligado a 
repararlo. éste puede alegar en su defensa razones por las cuales no puede exigfrsele 
la indemnización correspondiente. A éstas se les llaman excluyentes de responsabili­
dad y ellas permiten liberar al sujeto de su obligación de reparar el daño. 

A) CASO FORTUITO O FUERZA MA YOR 

El caso fortuito y la fuerza mayor consisten en acontedmientos creados por un 
hecho natural o del hombre, respectivamente, que están fuera del dominio de la 
persona que realiza el daño, los cuales no los puede prevenir o previniéndolos,. no 
le es posible evitarlos. 

Debido al caso fortuito o la fuerza mayor se pudieron generar daños, los cuales no 
pueden ser imputados al agente al que se pretende responsabilizar, ya que en ocasiones 
el daño no fue producido por él, ni su actividad contr¡buyó a ello, sino que fue un hecho 
ajeno a su vol~ntad, ya sea provocado por la naturaleza o por el hombre y surgió sin 
que el sujeto pudiera evitarlo. A~imismo, tanto el caso fortuito como la fuerza mayor 
implican la falta de voluntad del que ocasionó el daño, ya que no existió una actitud 
dolosa, deliberada o negligente que lo produjera, sino que éste se generó por causas 
ajenas al sujeto, por lo tanto, no es posible imputar la responsabilidad, toda vez que 
no tuvo culpa. 

En tales casos, el Código Civil dispone en su artículo 2111 que "Nadie está obligado 
al caso fortuito sino cuando ha dado causa o contribuido a él, cuando ha aceptado 
expresamente esa responsabilidad o cuando la ley se la impone." 

Del artículo transcrito se deduce la existencia de tres excluyentes del caso fortuito: 
1) se ha contribuido a éste; 2) se ha aceptado y; 3) la ley le impone la respor,sabilidad. 
Cuando ocurre alguna de las situaciones señaladas no es posible exonerar al sujeto de 
la responsabilidad, sino al contrario, está obligado a reparar el daño y por lo tanto, a 
indemnizar a la víctima. 
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B) CULPA INEXCUSABLE DE LA víCTIMA 

En este caso, el daño fue ocasionado principalmente por la víctima, fue su conducta 
la que provocó el hecho que lo ocasionó. Por lo que, nuestro ordenamiento jurídico ha 
pennitido que cuando el daño sea producido por culpa o falta grave e inexcusable de 
la víctima no se haga responsable a un tercero que concurrió con su conducta en la 
generación del daño y, por lo mismo, se le excluye de tal obligación. 

El Código Civil en sus artículos 1910 y 191 3 señala en su parte relativa lo siguiente: 
..... está obligado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como 
consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la vfctima." y ..... está obligado a 
responder del daño que cause, o •• a no ser que demuestre que ese daño se produjo por 
culpa o negligencia inexcusable de la víctima.", 

En consecuencia, si la víctima con su conducta negligente o inexcusable fue la que 
ocasionó su propio daño, no se puede responsabilizar a un tercero, aun cuando con su 
actitud intervino en la generación del mismo y, por lo tanto, la propia ley lo excluye 
de la obligación de reparar. 

C) EL PREVISTO EN EL ARTIcULO 1914 DEL CÓDIGO CIVIL 

El artículo 1914 del Código Civil prevé que ''Cuando sin el empleo de mecanismos. 
instrumentos, etc. a que se refiere el artículo anterior, (peligrosos) y sin culpa o 
negligencia de alguna de las partes, se producen daños, cada una de ellas los soportará 
sin derecho a indemnización". 

En este aspecto, ninguna de las partes tuvo culpa o actuó negligentemente, sin 
embargo, ambas con su conducta provocaron un daño al otro, pero en virtud de la falta 
de culpa cada una de ellas deberá absorver los daños ocasionados. 

D) PRESCRIPCIÓN 

De acuerdo con el artículo 1 135 dei Código Civil, la prescripción ..... es un medio de 
adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el transcurso del tiempo y bajo 
las condiciones establecidas por la ley.". Si como lo hemos estudiado la responsabili­
dad civil es una obligación, entonces a través de la prescripción es posible librarse de 
ella, y por lo tanto de la indemnización. 

El mismo Código Civil prevé una regla general para que prescriban las obligacio­
nes, señalando en su artículo 1159: "Fuera de los casos de excepción, se necesita el 
lapso de diez años, contado desde que una obligación pudo exigirse, para que se extinga 
el derecho de pedir su cumplimiento". 

Asimismo, el artículo 1161, fracciones IV y V dispone que la responsabilidad 
civil por injurias, por el daño causado por personas o animales y la proveniente de 
actos ilícitos que no constituyan delitos, prescribe en dos años. 
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Aunado a lo anterior, el artfculo 1934 dispone que la acción para exigir la reparación 
de los daños causados en los términos del Capítulo relativo a las obligaciones que 
nacen de los il ícitos, prescribe en dos años, contados a partir del día en que se hayan 
causado éstos. 

Para determinar el momento en que se inicia a contar la prescripción en aquellos 
casos en los cuales los daños no se materializan desde el día en que se realizó la 
conducta que lo creó, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el criterio 
que a continuación se transcribe, y que permite aclarar cualquier duda que sobre el 
particular exista: 

"DAÑOS Y PERJUICIOS, PRESCRIPCION EN CASO DE.- Es evidente 
que si confonne al artículo 1934 del Código Civil del Distrito y Territorios 
Federales, la acción para exigir la reparación de los daños causados en los 
términos del Capítulo V, Título Primero, Primera Parte del Libro Cuarto de 
ese Código, prescri be en dos años contados a partir del día en que se haya 
causado el daño, no puede empezar a contarse sino cuando ha terminado de 
causarse. El que opone la excepci6n de prescripci6n, debe acreditar que ha 
transcurrido el tiempo prescrito en la ley para ello, y ha de probar el punto 
de partida, que no puede ser, de ninguna manera, lafecha o la época en que 
empezaron a causarse los daños, sino cuando éstos han dejado de causarse. 
Desde este punto de vista, corresponde a quien propuso la excepción acreditar 
la fecha en que la prescripción comienza a correr. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. LX, Página 74. A.D. 5869/59. Annando Arbesu y Coag. 5 votos." 

Tal criterio aclara muchas posibles dudas en favor de la víctima, ya que no es aceptable 
considerar que si el daño no presenta consecuencias inmediatas, el tiempo en el que 
éste tarda en mostrarse cuente también para que transcurra la prescripción, lo cual sería 
muy injusto para el sujeto afectado. Además de que para la materia que nos ocupa 
resulta aún más eficaz, ya que los daños provocados al ambiente o a la salud de los 
individuos por el uso de objetos o sustancias peligrosas no se presentan al momento 
en que ocurrió el siniestro, sino por lo regular los efectos son mediatos y en muchas 
ocasiones a largo plazo. 

En consecuencia, una vez prescrito la responsabilidad civil no puede ser reclamada 
la indemnización o, en su caso, el responsable puede aducir la prescripción. 

1.2. Tipos de responsabilidad civil 

Como se analizó, la doctrina ha clasificado a la responsabilidad civil en diferentes 
ramas, de las cuales únicamente nos interesan la subjetiva y la objetiva. La primera se 
caracteriza en analizar la actuación del sujeto que realizó la conducta, si éste pudo o 
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no evitar el daño, así como considera a los hechos ilícitos como fuentes de la 
responsabilidad civil. La objetiva no considera tajes hechos como creadores de la 
responsabilidad y no le interesa si el sujeto que provocó el daño actuó con culpa, sino 
únicamente la producción del daño ocasionado con detenninada conducta. 

1.2.1. ResponsabilitúuJ subjetiva 

Este tipo de responsabilidad se ocupa de estudiar los hechos ilícitos como fuentes de 
las obligaciones, pero siempre analiza previamente la actitud del agente, si tuvo o no 
la intención de provocar el daño y por ello se le conoce como la teoría de la culpa. ya 
que se soporta en esa noción. 

Tal responsabilidad es muy común, ya que basta que el hecho ilícito produzca un 
daño para que exista la obligación de indemnizar, por lo que puede surgir por el 
incumplimiento de un contrato o simplemente por violar las disposiciones jurídicas. 

Asimismo, para que el hecho ilícito sea una fuente de responsabilidad debe existir 
una conducta antijurídica que produzca un daño y en la cual el sujeto haya tenido culpa, 
es decir, por negligencia o dolo se realizó la conducta y por ende, se produjo el daño. 

La conducta antijurídica, es decir,la violación de las nonnas de derecho debió haber 
tenido una intención, falta de cuidado o negligencia con la cual se generó el daño, de 
esto último es lo que se le llama conducta antijurídica culposa, ya que por ella se afectó 
a un sujeto. 

Esta teoría se basa en la actitud del sujeto que genera el daño, de ahí que para 
imputarle la responsabilidad se considere el tipo de error que ocasionó su conducta 
ilícita. 

Los artículos 1910 y 1916 del Código Civil preven la responsabilidad generada por 
un ilícito y por lo tanto, la reparación del daño ocasionado. Tales preceptos disponen 
lo siguiente: 

"1910.- El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause 
daño a otro, está obligado a repararlo ... " 
"1916.- ... Cuando un hecho u omisión ilfcitos produzcan un daño moral, el 
responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo ... " 

Como se observa, dichos artículos preven la responsabilidad del sujeto que con su 
conducta ilícita y culposa ha causado un daño y debe repararlo. 

Por lo que respecta al ambiente, es posible asegurar que la gran mayoría de los 
daños que se han causado a éste provienen de hechos ilícitos, desafortunadamente, 
con todas esas conductas antijurídicas se contamina el ambiente, pero ello implica 
todas las partes que lo confonnan, como es la atmósfera, el suelo, el agua y por ende 
la salud de los individuos. 

En virtud de ello, es que la protección al ambiente está regulada en diversos 
ordenamientos, en los que se preven las obligaciones que los particulares deben realizar 
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para evitar que el entorno ecológico se vea afectado con la conducta de los seres 
humanos, sin embargo, las violaciones a los mismos, en su gran mayoría. se ven 
castigados con sanciones administrativas. Pero elJo no impide que también sea posible 
recurrir a la reparación de un daño causado por un hecho ilícito. 

Lo anterior, significa que cuando se contamine el ambiente por una conducta ilícita 
se puede exigir la reparación del daño ocasionado a éste, además de imponer la sanción 
administrativa que corresponda. Pero para que ello opere la conducta ilícita no debe 
ser considerada como un delito, ya que para tal caso procede una pena detenninada. 

La Ley Federal de Protección al Ambiente, vigente hasta enero de 1988, preveía en 
su artículo 63: "Las sanciones establecidas en este Capítulo, se impondrán sin perjuicio 
de otro tipo de responsabilidades que surjan con apoyo en otras disposiciones legales .... 
Actualmente, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente no 
establece tal situación, sin embargo, ello no es óbice para que no pueda ser exigida la 
responsabilidad civil por daños al ambiente. 14 

. Es conveniente destacar que en la mayoría de las leyes que regulan la materia 
ambiental se preven, además de sanciones administrativas, delitos, sin embargo, éstos 
también están contemplados desde un Código Penal, a diferencia de lo que ocurre con 
la responsabilidad civil que no la regulan dichos ordenamientos jurídicos sino única­
mente el Código Civil. En este sentido, para hacer exigible este tipo de responsabilidad 
es necesario recurrir a las disposiciones jurídicas previstas por el Derecho Civil. 

Debido a ello, es que la responsabilidad civil en materia ambiental provoca dos 
tipos de problemas: uno es que debe existir el nexo causal entre e1 hecho y el daño y 
el otro, consiste en la cuestionante sobre quién es el titular del derecho cuando se 
afectan los intereses de toda una colectividad. 

Sobre el primer aspecto anotado, se analizó en su parte relativa que para poder 
exigir la reparación del daño, éste forzosamente debió ser producto del hecho 
ilícito. sin embargo, en materia ambiental la mayoría de las afectaciones no son 
generadas por un sólo acto, sino que concurren varios. Por ejemplo: una fábrica 
está ilícitamente descargando sus aguas residuales al río de un poblado; cerca del 
mismo está una granja cuya actividad es la producción de leche y todas las mañanas 
el propietario de ella lleva a sus vacas a pastar cerca del río y del cual también 
beben el agua. Lógicamente, la leche que producen está contaminada y, por ende, 
los consumidores se enferman . 

Como se observa. además de la contaminación del rfo, las personas están sufriendo 
un daño en su saJud por un acto ilícito del propietario de la fábrica, sin embargo, para 
que éste ocurriera las vacas debieron tomar el agua contaminada y tales personas la 
leche. Entonces ¿quién es el responsable? 

14 Resulta peculiar que algunas leyes en materia ecológica señalen que las sanciones administrativas 
en ellas contenidas se puedan imp:mer sin perjuicio de la responsabilidad penal que resulte, sin embargo. 
no mencionan a la responsabilidad civil. Tal situación se observa en los artículos 55, 57 y 123 de las Leyes 
Forestal. Minera y de Aguas Nacionales. respectivamente. 
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Como se desprende del ejemplo anotado, concurren varios actos y desafortunada­
mente el Derecho Civil impide que se resuelva esta clase de situaciones. ya que para 
éste el nexo causal entre el hecho y el daño debe ser directo. 

Sobre el segundo cuestionamiento apuntado, el Derecho Civil complica un poco 
más las cosas, ya que cuando una sola persona se ve afectada por un hecho ilícito no 
presenta mayor problema, pues es ella la titular del interés, pero en el caso de que sea 
una colectividad la víctima, ¿aquién le corresponde la indemnización?, esto se agrava 
ya que el Derecho Civil ordena que el actor demuestre su interés jurídico para poder 
exigir su acción, sino ésta será improcedente. 

De acuerdo con lo expuesto, el Derecho Civil no resuelve en gran manera el 
problema planteado, así como sucede con otros muchos casos en los que se producen 
daños al ambiente, ya que sus características propias de derecho privado no se adecúan 
al interés público que dicha materia acoge en la legislación respectiva. 

Por otra parte, una vez que el titular del derecho esté bien detenninado, pueden 
existir dos personas jurídicas capaces de exigir la reparación del daño proveniente de 
un ilfcito; el particular afectado en su salud o en su propiedad y/o el Estado que es 
propietario de todos los bienes de la Nación. 

De conformidad con lo previsto por la Constitución PoHtica de los Estados 
Unidos Mexicanos en su artículo 27 "La propiedad de las tierras yaguas compren­
didas dentro de los Hmites del territorio nacional corresponde originariamente a la 
Nación .... ; asimismo, tiene el dominio directo de todos los recursos naturales de 
la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; así como son de su 
propiedad las aguas de los mares territoriales, las aguas marinas interiores, las de 
las lagunas y esteros que se comuniquen permanente o intermitentemente con el 
mar; las de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente 
a las corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, 
cuando el cauce de aquéllas, en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite 
al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad 
federativa a otra o cruce Hnea divisoria de la República; las de los lagos, lagunas 
o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzados por líneas divisorias de dos 
o más entidades o entre la República y un país vecino, O cuando el límite de las 
riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la República con un país 
vecino; las de los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, 
vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las que se 
extraigan de las minas; así como los cauces, lechos o riberas de los lagos y comentes 
interiores en la extensión que fija la ley.',.5 

De acuerdo con lo anterior, si el Estado es propietario de todos los bienes de la 

's Además de lo anterior. los artículos 20. y Jo. de la Ley General de Bienes Nacionales precisan cuáles 
son los inmuebles propiedad de la Nación y sobre los que ésta ejerce su dominio y por lo tanto los tutela y 
protege. 
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Nación, y tiene el interés público l6 de velar por la conservación del ambiente y por 
ende de todos y cada uno de sus elementos, entonces tiene la facultad para exigir la 
reparación de los daños ocasionados al agua, al suelo o a cualquier otro de sus bienes. 

En consecuencia, cuando un ilícito afecte la propiedad del Estado, es éste el que 
tiene la titularidad del interés jurídico y la facultad para exigir la reparación del daño 
ocasionado al ambiente y, lógicamente. ejercerá su acción a través de uno de sus 
órganos. y de acuerdo con la competencia que cada uno tenga, es el que estará facultado 
para exigir la indemnización correspondiente. 

1.2.2. Responsabilidad objetiva 

Un avance en la responsabilidad civil es la responsabilidad objetiva. la cual no 
considera la culpa o los hechos ilícitos como requisitos de la obligación de indemnizar. 
para ello es suficiente que la conducta provoque un daño. 

A finales del siglo pasado, los industriales con sus máquinas, nuevos aparatos y 
sistemas, provocaban daños. principalmente a sus trabajadores, y la responsabilidad 
de indemnizarlos les era perdonada, toda vez que como elemento subjetivo era muy 
difícil de probar la culpa en los patrones, además de que en la mayoría de los casos se 
actuaba conforme a la ley . Es por ello que la responsabilidad subjetiva produjo muchas 
injusticias para los trabajadores y para aquéllos que en momentos se vieron afectados 
con la industrialización. 

Debido a tales injusticias, los juristas de aquella época intentaron sustituir la noción 
de culpa por la de riesgo, tratando de crear una responsabilidad que no desfavoreciera 
de tal manera a quienes sufrían daños en su persona o en sus bienes como consecuencia 
de la nueva industrialización, sostenían que "El hombre .. . debe ser responsable, no 
solamente del daño que él causa por su culpa sino aún del que es consecuencia de su 
simple hecho; desde el momento en que ejerciendo su actividad causa un daño a otro, 
le debe reparación". 17 

Con esta nueva concepción se responsabilizaba por el solo hecho de haber creado 
un riesgo en la colectividad. 

En este sentido, a partir de 1898 Francia expidió una ley laboral, por medio de la 
cual se permitía que el obrero accidentado no probara la culpa del patrón, obligándose 
a éste a indemnizar a su trabajador. 

16 Sobre el particular. el Diccionario Jurldico Mexicano, editado por la Universidad Nacional 
Autónoma de México. en su págirul 1780 e.slablec:c: ..... el intetts público es protegido por el Estado. no 
solamente mediante disposiciones legislativas. sino lambién a través de un gran número de medidas de 
carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes públicos, dirigida a satisfacer 
las necesidades colectivas ..... 

17 Cilado por Ernesto Gutiém:z y González en su libro titulado Chrecho de las Obligaciones, México. 
Cajica, P. 634. 
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En consecuencia, surge esta responsabilidad que se apoya en el hecho de causar 
daños por el uso de aparatos o instrumentos peligrosos y se le llama la teorra del riesgo 
creado porque con el uso de tales instrumentos se aumenta el riesgo de crear daños. 

Para esta teoría, quien haga uso de objetos peligrosos está obligado a responder de 
aquellos daños que se llegaren a producir con los mismos, por el simple hecho de 
utilizarlos, independientemente de que se actúe lícitamente. Es decir, no considera si hubo 
ilicitud o la conducta fue culposa, sino que el uso de tales objetos genera un riesgo, 
que en el caso de producir un daño debe repararse y se fundamenta la responsabilidad. 

Para algunos doctrinarios esta teoría cuenta con un doble fundamento : " ... el 
económico, conforme al principio que las ganancias y las pérdidas deben correspon­
derse, el social, por la aplicación del principio de solidaridad en el reparto de las 
pérdidas"l. 

La teoría de la responsabiJidad objetiva o del riesgo creado fue en principio acogida 
por el Derecho Mexicano en el artículo 123, apartado A, fracción XIV de la Constitu­
c ión de 1917 que señala: "Los empresarios serán responsables de los accidentes del 
trabajo y de las enfennedades profesionales de los trabajadores. sufridos con motivo 
o en ejercicio de la profesión o trabajo que ejecuten •... Esta responsabilidad subsistirá 
aún en el caso de que el patrón contrate el trabajo por un intennediario". 

Posteriormente, el Código Civil en su articulo 1913 consagró esta responsabilidad, 
disponiendo que: "Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos. 
aparato~ o substancias peligrosas por sr mismos. por la velocidad que desarrollen, por 
su naturaleza explosiva o inflamable. por la energra de la corriente eléctrica que 
conduzcan O por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que cause, 
aunque no obre ilfcitamente. a no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa 
o negligencia inexcusable de la víctima.". 

Aunado a lo anterior, el artrculo 1932, fracciones 1 y 1I del Código Civil prevé que 
los propietarios responderán por los daños ocasionados por la explosión de máquinas, 
inflamación de substancias explosivas y el humo de gases que sean nocivos para las 
personas o propiedades. 

Es decir, nuestro Derecho pennite la aplicación de la responsabilidad objetiva tanto 
en el ámbito laboral como en el civil, sin embargo, debido al objeto de nuestro estudio 
nos remitiremos exclusivamente a la responsabilidad objetiva en materia civil derivada 
de daños al ambiente. 

Como una crítica al artfculo 1913 del Código Civil ya transcrito, la responsabilidad 
objetiva puede surgir aun cuando se actúe de manera Jícita, sin embargo, está prevista 
dentro del Capítulo V. relativo a las obligaciones que nacen de los actos ilícitos. lo 
cual es incorrecto. ya que este tipo de fuente de obligación no es la misma a las 
establecidas en dicho Capítulo. 

18 Rojina Villegas. Rafael. ComMndio de Derecho Civil. M6xico. Pomía, T. 11. P. 276. 
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Por otra parte, de un análisis al dtado articulo, se observa que éste no pennite la 
idea de la culpa en la conducta del sujeto, es decir, prevé que se responde del daño 
aunque no se obre iHcitamente, esto es posible traducirlo de la siguiente manera: 
aunque el sujeto haya puesto todos sus sentidos en evitar el daño o haya actuado sin 
intención para producirlo y apegado a la ley, está obligado a repararlo. Ello implica, 
que la noción de la culpa en que se apoya la teoría subjetiva prevista en los artículos 
1910 y 1916 del C6digo Civil, no opera para el supuesto que se analiza. 

Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido una 
jurisprudencia y dos tesis, mismas que se trascriben a continuación: 

"1648. RESPONSABILIDAD OBJETIVA. ES INDEPENDlENlE DE LA 
CULPABILIDAD DEL AGENlE.- Para que proceda la indemnización a 
causa del daño producido por el uso de instrumentos peligrosos. no se 
requiere la existencia de un delito y ni siquiera la ejecución de un acto 
civilmente ilícito, pues lo único que debe probarse es que el daño existe, asf 
como la relaci6n de causa a efecto. Los elementos de la responsabilidad 
objetiva son: 1. Que se use un mecanismo peligroso. 2. Que se cause un daño. 
3. Que haya una relación de causa o efecto entre el hecho y el daño, y 4. Que 
no exista culpa inexcusable de la víctima. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. II. Página 166. A. D. 1324/56. Juan Palomares Silva. 5 votos. 
Vol. III, Página 164. A. D. 6205/56. Choferes Unidos de Tampico y Ciudad 
Madero, S. C. L. 5 votos. 
Vol. XVI, Página 118. A. D. 2544/56. Fulgencio Antonio Díaz. Unanimidad 
de 4 votos. 
Vol. XXXI, Página 99. A. D. 1162/59. Ignacio Martínez. 5 votos. 
Vol. XL, Página 168. A. D. 3010/59. Pedro Santillán Díaz. Unanimidad de 
4 votos .... 

"RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA.- Del hecho de que se excluya 
de responsabilidad el caso en que el daño se cause por culpa o negligencia 
inexcusable de la víctima, no se sigue que el artículo 1913 del Código 
Civil del Distrito Federal no establezca la responsabilidad objetiva o del 
riesgo creado, pues de la sola lectura de dicho pre~epto se advierte que la 
responsabilidad del autor del daño exclusivamente se hace depender del 
uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias peligrosas, por 
sí mismos o por la velocidad que desarrollen, sin tomar en cuenta si existe 
o no culpa. 
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Quinta Epoca: 
Tomo xCV. Página 1521 . Compañía de Tranvías de México, S.A. 
Tomo XCVI, Página 2740. Compañía de Tranvías de México, S.A. 
Tomo XCVII, Página 258. Compañía de Tranvías de México, S.A.". 

"RESPONSABILIDAD CIVIL. COMPETENCIA PARA CONOCER DE 
CUESTIONES RELATIVAS A LA.- Mientras el órgano del poder público 
no ejercite la acción que le ~ompete en la persecución de los delitos, ante el 
juez que corresponda, no puede hablarse del ejercicio de una acción penal, 
ni menos puede someterse ~n fonna incidental, al conocimiento de un juez 
del orden penal, la cuestión de responsabilidad civil sometida al conocimiento 
de un juez de.lo civil, y aún en el caso de que ya estuviere ejercitada la 
correspondiente acción penal, el ejercicio de una acción de responsabilidad 
civil de naturaleza objetiva, se puede deducir independientemente de la 
existencia de una acción delictuosa, ya que conforme a los artículos 1910. 
1913 Y 1915. del Código Civil vigente en el Distrito y Territorios Federales, 
la responsabilidad civil objetiva, derivada del empleo de mecanismos, ins­
trumentos. aparatos, etc .• a que se refiere la segunda de las disposiciones 
citadas. nace aun cuando no se obre ilícitamente y con independencia, de la 
imputación de culpa o negligencia. 

Quinta Epoca: 
Tomo LXX, Página 604. Cía. Telefónica y Telegráfica Mexicana.". 

Asimismo. de la jurisprudencia transcrita se observa que para que. exista la 
responsabilidad civil objetiva. el daño debe ser producto del uso de mecanismos. 
instrumentos, aparatos o su~standas peligrosas. es decir, todos aquellos objetos 
que por su simple n,aturaleza pue9an representar un peligro, En este sentido, si la 
responsabilidad objetiva se apoya en el Tiesgo que pueda crear un objeto, todo aquél 
que pueda representar un riesgo para la vida encuadra en los supuestos que 
menciona el artículo 1913, 

Las hipótesis prevista~ en el artículo en análisis nos permiten incluir todos 
aquellos objetos o, mecanis~os que causen daños, ya que ,no es limitativo-sino 
enunciativo. en tal razón'resultaría inútil hacer un listado de aquellos objetos, aparatos 
o mecanismos que pudieran ser consi.derados riesgosos, además deque la vida moderna 
provocaría que continuamente tal lista se modificara, en virtud de las constantes 
innovaciones que se presentan. 

Por otra parte, la 'Iegisl~ión ambiental prevé muchas actividades que resultan ser 
peligrosas por el slilo hecho de realizarlas, dividiéndolas en actividades altamente 
riesgosas y en las que no lo son. Para diferenciar unas de otras las Secretarías de 
Gobernación y la entonces de Desarrollo Urbano y Ecología, hoy de Desarrollo Social, 
han publi¿ado en el Diario Oficial de la Federación, los días 28 de mano de 1990 y 4 
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de mayo de 1992, dos listados en donde se enumeran las substancias, cuyo manejo 
representa una actividad altamente peligrosa, por Jo que si el uso de otras substancias 
no se encuentra en tales publicaciones se consideran actividades únicamente peligro­
sas. Ello significa que cualquiera puede contar con tal condición, por 10 que intentar 
nombrar a todas resultaría imposible. 

Es conveniente señalar que la legislación ambiental s610 regula el usade actividades 
con substancias peligrosas. y no así con aparatos o mecanismos, como prevé el Código 
Civil, sin embargo. ello no es óbice para que se pueda causar un daño al ambiente con 
aparatos o mecanismos peligrosos. 

Asimismo, es conveniente señalar que de un análisis de los ordenamientos jurídicos 
aplicables, se desprende que ninguno de ellos hace mención a la reparación de daños 
al ambiente, únicamente es en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente donde se establece en su artículo 153. fracción VII que los interesados en 
importar o exportar materiales o residuos peligrosos. para obtener la autorización 
correspondiente deberán garantizar la reparación de los daños y perjuicios que pudie­
ran causarse tanto en el territorio nacional como en el exttanjero. 

Por lo que respecta a los materiales peligrosos, aún no se ha establecido en ninguna 
disposición jurídica secundaria la fonna de garantizar tal reparación. a diferencia de 
lo que ocurre con los residuos peligrosos, ya que en términos de lo dispuesto por el 
artículo 47 del Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente en Materia de Residuos Peligrosos, el interesado en importar o exportar 
tales productos, deberá otorgar a la Secretaría de Desarrollo Social una fianza, depósito 
o seguro para reparar los daños que pudieran causarse aun en el exttanjero, con el 
objeto de que los afectados reciban la reparación que les corresponda. 

Por otra parte, como ejemplo de lo hasta ahora anotado podemos mencionar algunos 
siniesttos ecológicos que en nuestto país se han presentado por el uso de objetos y 
substancias peligrosas, entre ellos podemos considerar dos; el de PEMEX en Tabasco 
y el del Buque Tanque Betula. 

Es reconocido que la mayoría de las actividades de exploración y explotación de 
hidrocarburos realizadas por Pettóleos Mexicanos tienen graves consecuencias nega­
tivas para el ambiente, sobre todo por lo que se refiere a los ecosistemas acuáticos, 
toda vez que es en ellos en donde principalmente se llevan a cabo tales actividades. 

El caso de Tabasco ha sido muy nombrado, en virtud de los daños que se 
ocasionaron, ya que no sólo se contaminó con hidrocarburos diversos ecosistemas 
acuáticos, sino además se dañaron predios de propiedad de campesinos y ejidatarios 
de varios Municipios de ese Estado. 

A partir de 1971 , Petróleos Mexicanos intensificó sus trabajos de explotación de 
hidrocarburos, debiendo para ello construir el dren "Arroyo Verde", a través del 
sistema lagunar de ese Estado, concretamente en las lagunas "El Cannen", "Pajonal", 
"Machona" y "Redonda", provocando que las corrientes de agua en el interior de ese 
sistema se vieran ttastomadas por estancamientos, debido a los bordes que se levan­
taron en ambos lados del mencionado dreo; además de que con ello se iniciaron los 
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problemas de salinidad de dichas lagunas, que posterionnente se concretaron con la 
apenura de la "Boca de Tupilco", permitiendo que el agua de mar entrara al sistema 
lagunar y se derramara en la zona estuarina y de pastizales. creando un cambio en las 
condiciones de vida de la fauna y flora acuática, ya que hubo un reemplazo de 
las poblaciones de organismos animales y vegetales con caracterfsticas dulce-acuíco­
las o por lo menos salobres, aunado a que repercutió en las actividades productivas de los 
campesinos, al afectarse sus tierras y desaparecer los pastizales, impidiéndoles que 
continuaran con tales actividades. que eran fundamentalmente agrícolas y ganaderas, 
y consecuentemente se afectó su economía. 

Debido a ello, los campesinos afectados presentaron un escrito de queja ante la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, solicitando la indemnización de los daños 
y perjuicios por parte de Petróleos Mexicanos. 

Ese Organismo Descentralizado después de analizar la petición y reunir la infor­
mación procedente, emitió la Recomendación 100/92, en la que, entre otros aspectos, 
pidió a Petróleos Mexicanos la rehabilitación de los predios afectados, y en el caso de 
que esto no pudiera realizarse, se indemnizara a los propietarios; asimismo, requirió a 
la entonces Secretarra de Desarrollo Urbano y Ecologra, hoy de Desarrollo Social, que 
realizara una evaluación exhaustiva del impacto ecológico que se presenta en la zona 
costera del Estado de Tabasco, a efecto de que Petróleos Mexicanos llevara a cabo las 
acciones de protección y restauración ecológica procedentes. 

Como se observa del ejemplo anotado, el uso de mecanismos y aparatos peligrosos 
ocasionaron daños tanto al ambiente como perjuicios a particulares, toda vez que se 
provocó un cambio ecológico en sistemas lagunares, teniendo como consecuencia la 
muerte de especies de flora y fauna acuática e impidiendo que los campesinos 
continuaran su actividad productiva, con lo cual perdieron cualquier beneficio econó­
mico al que tenían derecho. 

Sin embargo, en virtud de que este asunto no fue ventilado ante la autoridad judicial 
competente, es difícil precisar cuál hubiera sido la resolución de dicha autoridad, toda 
vez que a pesar de que los daños y perjuicios existían, en ocasiones éstos no fueron 
realizados por un sólo acto o hecho o por el uso exclusivo de sustancias o aparatos 
peligrosos, sino que concurrieron diversas acciones que tuvieron como consecuencia 
estos daños. 

A pesar de lo anterior, se considera que las soluciones tomadas por la propia 
Comisión Nacional de Derechos Humanos fueron benéficas tanto para remediar el 
desequilibrio ecológico de la región como para indemnizar los daños y perjuicios 
provocados a los campesinos. 

Por otra parte, el caso del Buque Tanque Betula fue otro siniestro que afectó la 
propiedad de la Nación, Ello ocurrió cuando en el mes de junio de 1993, dicho Buque 
descargaba ácido sulfúrico a la empresa Fertilizantes del Bajro, antes FERTIMEX, en 
las costas del Estado de Michoacán, presentándose una falla mecánica en el mismo, 
lo que prOVocó que se derramara el ácido sulfúrico al mar y posterionnente su 
combustible. 
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Asimismo, a efecto de atender tal situación, las autoridades federales resolvieron 
prohibir la entrada de cualquier embarcación en una circunferencia de 2 kilómetros a 
partir de la ubicación del barco, lo que implicó que los pescadores no pudieran 
continuar con sus actividades productivas. 

Después de diversas pruebas tomadas por la Secretaría de Marina, se comprobó que 
no había alteraciones al ecosistema por el ácido sulfúrico, toda vez que éste se 
neutralizó con el agua sajada, sin embargo. sí hubo daños por el combustible derrama­
do. Esta situación implicaba daños a la propiedad de la Nación, sin embargo, para 
probarlos era necesario detenninar en qué consistían los mismos, además de precisar 
quién era el responsable de éstos, ya que no sólo podía imputarse esa responsabilidad 
al propietario del Buque Betula, sino también podría responsabilizarse a la misma 
empresa Fertilizantes del Bajío, la cual fue la que contrató ese servicio. 

Lo anterior, dificultaba en gran medida a quién debía exigírsele la reparación del 
daño. por lo que a efecto de que taJ situación no quedara sin castigo se inició el proceso 
penal correspondiente. situación que en un momento permitiría exigir la indemniza­
ción respectiva. 

La actual industrialización ha provocado la existencia de múltiples objetos y 
sustancias que por su sola naturaleza resultan ser peligrosos, pero tal característica está 
afectando principalmente al ambiente y por ende a la salud y bienestar del ser humano. 

Como se observa, resulta muy importante la teoría que se analiza para la protección 
del ambiente, porque los que originan el daño están obligados a repararlo y en caso de 
que sea posible dejar las cosas en el estado en que se encontraban antes de la afectación. 
la protección será mucho más efectiva. 

Anterionnente, era necesario probar que había ilicitud y culpa en la conducta, ahora 
con el simple uso de un objeto que ocasione un daño al ambiente o a la salud de la 
humanidad es posible exigir que éste se repare, ya que no es aplicable el caso fortuito 
o la fuerza mayor para exonerar al individuo, pues únicamente opera como excluyente 
de responsabilidad la culpa o negligencia inexcusable de la víctima; sobre el particular, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha mantenido este criterio en la siguiente 
jurisprudencia: 

"1639. RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA POR EL USO DE ME­
CANISMOS PELIGROSOS.- El articulo 1913 del Código Civil del Distrito 
Federal, que consagra la teoría del riesgo objetivo, impone la obligación de 
reparar el daño a la persona que use el mecanismo o aparato peligroso, por 
este sólo hecho, aun cuando no obre ilícitamente, y sólo la releva de respon­
sabilidad cuando prueba que hubo culpa o negligencia inexcusable de la 
víctima. 
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Quinta Epoca: 
Tomo LXXVI. Página 6559. TIte Mexican Light and Power Company. 
Tomo LXXVII, Página 4646. Barrón Manuel y Coag. 
Tomo LXXVII, Página 5228. TIte Mexican Light and Power Company. 
Tomo LXXXI, Página 3781. Pérez Maldonado Jesús. 
Tomo LXXXIV, Página 1663. Compañra Telefónica y Telegráfica Mexicana." 

Asimismo. en nuestros días es muy común encontrar daños al ambiente provocados 
por el uso de una substancia peligrosa. ya que como se señaló, la industrialización nos 
ha llevado a crear situaciones de riesgo constante, lo que ocasiona que en detenninadas 
circunstancias éstas se lleguen a concretizar, exponiendo los ecosistemas y la vida de 
la población en general. 

Como ejemplo de lo anterior, podemos considerar el siniestro ocurrido el día 3 de 
mayo de 1991 en la ciudad de Córdoba, Veracruz, cuando dentro de las instalaciones 
de la empresa ANA VERSA (Agricultura Nacional de Veracruz, S.A. de C.V.) se 
presentaron explosiones provocadas por las sustancias tóxicas que en ella se encontra­
ban almacenadas, ya que el giro de la misma era la producción de plaguicidas y 
fertilizantes . Tal situación provocó daños a la salud de los habitantes que vivían en la 
periferia de la empresa, en virtud de que inhalaron los vapores que se desprendían del 
lugar, adem~ de que los bomberos al intentar apagar el incendio utilizaron agua, lo 
que no ~ólo lo agravó sino que ocasionó que el agua mezclada con los productos quí­
micos corriera al alcantarillado y al drenaje que desemboca en los arroyos La Sidra, 
Tepachero y Las Conchitas, los cuales lógicamente se contaminaron . 

En este caso se comprobó que la empresa contaba con las licencias correspondien­
tes, es decir, sí estaba legalmente establecida, pero por lo riesgoso de los productos que 
utilizaba se ocasionó el siniestro. 

Al igual que en el caso de los campesinos de Tabasco, las víctimas de este siniestro 
solicitaron la intervención de la Comisión Nacional de Derechos Humanos para 
garantizar que las Secretarías de Salud y la entonces de Desarrollo Urbano y Ecología, 
hoy de Desarrollo Social, informaran y precisaran los daños al ambiente y a la salud 
pública ocasionados por tal siniestro. sin embargo, no solicitaron la indemnización 
por tales daños. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos emitió la recomendación 099/91 sin 
que en ninguno de los puntos solicitara la indenmización a las víctimas del siniestro O la 
reparación de los daños ambientales. 

A pesar de que en este caso el Estado no ha iniciado ningún proceso civil para 
obtener la reparación del daño ocasionado a los cuerpos de agua, resultaría muy 
complicado probar ello, ya que en estricto apego a lo establecido por el Código Civil 
y al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, el daño no fue una 
consecuencia directa de un hecho sino que se necesitó la presencia del agua vertida 
por los bomberos, ya que sin esta conducta es posible que la contaminación de tales 
arroyos no se hubiera presentado, porque el móvil que dirigi6 las sustancias tóxicas 
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fue precisamente el agua, y por lo tanto, la contaminación referida no fue consecuencia 
inmediata de las explosiones. resultando entonces que en ténninos de las previsiones 
anotadas no podría haber un nexo causal entre el hecho y el daño y por ende, no existiría 
responsabilidad. 

Como se observa, en cualquier momento una sustancia peligrosa puede provocar 
graves daños al ambiente, es por eUo que la responsabilidad objetiva aplicada a la 
materia ambiental resulta una vía muy conveniente para los afectados y hasta para el 
mismo Estado, ya que no es necesario que se realicen actividades contrarias a la ley 
para exigir una indemnización, pues únicamente es necesario la existencia de un 
daño al ecosistema provocado por el uso de mecanismos, aparatos o sustancias pe­
ligrosas. 

Sin embargo. a pesar del razonamiento anterior la práctica ha demostrado que esta 
vra es muy poco recurrida por los particulares y hasta por el mismo Estado, se ha podido 
observar que los particulares desconocen en su gran mayoría esta alternativa jurídica 
para que los daños ocasionados a su salud o a sus bienes sean reparados, razón por la 
cual recurren en muchas ocasiones a los órganos defensores de los derechos humanos, 
como es el caso de la Comisión Nacional de Derechos Humanos,I9 o bien, en la 
actualidad a la Procurad urCa Federal de Protección al Ambiente. 

Este tipo de medios auxiliares de la jurisdicción civil ha provocado que los 
tribunales civiles no conozcan de daños ambientales, y por ende no sean reparados los 
mismos, sin embargo, la participación de la Procuraduría Federal de Protección al 
Ambiente en este aspecto resulta muy benéfica para los particulares. 

En efecto, en términos de lo dispuesto por el artículo 194 de la Ley Genera! del 
Equilibrio Ecológico y la Protección a! Ambiente, dicha ProcuradurCa está facultada 
para emitir un dictámen técnico cuando por infracción a las previsiones de esa Ley se 
hubieren ocasionado daños o perjuicios. teniendo el valor de prueba en el caso de la 
interposición de un juicio. 

Otro aspecto con el que la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente puede 
ayudar a los particulares es emitiendo una recomendación a la autoridad o particular 
responsable del daño. solicitando que los responsables indemnicen a la víctima. 

Es conveniente señalar que aun cuando este tipo de recomendaciones pueda ser una 
alternativa para obtener la reparación de los daños al ambiente, no es muy viable, toda 

19 Cabe aclarar que anteriormente los particulares recuman ante la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos para que la misma atendiera quejas por daños al ambiente. sin embargo. la cretJ,ción de la 
Procuraduría Federa] de Protección al Ambiente ocasionó que esa Comisión dejam de conocer de quejas 
en materia ecológica. toda vez que se considera a la Procuraduría referida como un OmbUdsnuUI 
especializado en la materia. 
Asimismo. dicha creación ocasionó que en !ós anfculos 24 y 25 del Reglamento Interno de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos se esbbleciera que cuando ese Organismo recibiera una queja en materia 
ecológica debía remitirla ti. la Procurndurfa Federal de Protección al Ambiente para su atención procedente, 
siendo únicamente competente la Comisión para conocer en segunda instancia de tales quejas. siempre y 
cuando las mismas no impliquen aspectos técnicos o científicos. 
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vez que las recomendaciones no son actos de autoridad y por ende no son obligatorios 
para los destinatarios. dependiendo de ellos el atenderlas o no, y en el caso de que no 
se cumplan la Procuraduría no cuenta con ningún poder para obligar al destinatario a 
dar el cumplimiento debido. 

1.3. Víajuridica para exigir la indemnización por daños al ambiente derivada de 
la responsabilidad civil 

Para exigir la reparación de los daños ocasionados por un objeto peligroso o por un 
hecho ilícito se debe acudir ante un tribunal civil, el cual puede ser federal o local, 
dependiendo de la fuente que haya provocado el daño. 

La Constitución en su artículo 104, fracción 1, al dispone que corresponde a los 
Tribunales Federales conocer: 

"De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten sobre 
el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacio­
nales celebrados por el Estado Mexicano. Cuando dichas controversias s6lo 
afecten intereses particulares, podrán conocer también de ellos, a elección del 
actor, los jueces y tribunales del orden común de los Estados y del Distrito 
Federal. Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el 

. superior inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado;" 

Aunado a lo anterior, el artículo 54 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación establece que los Jueces de Distrito en Materia Civil conocerán : 

"De las controversias del orden civil que se susciten entre particulares con 
motivo de la aplicación de leyes federales, cuando el autor elija lajurisdicción 
federal, en los términos del artículo 104, fracción 1, de la Constitución;" 

En este orden de ideas, la responsabilidad civil se hará valer ante el Juez competente, 
pudiendo ser el del domicilio del demandado en ténninos de lo previsto en el artículo 
156, fracción IV del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.20 

Por otra parte, el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, observa 
en su artículo 25 que "Las acciones personales se deducirán para exigir el cumplimien­
to de una obligación personal, ya sea de dar, de hacer o no hacer detenninado acto". 
En consecuencia, la reparación del daño es una acción personal para exigir a una 

20 Tal precepto apunta: "Es juez competente : ... IV.- El del domicilio del demandado. si se trata del 
ejercicio de una acción sobre bienes muebles. o de acciones personales o del estado civil. Cuando sean 
varios los demandados y tuvieren diversos domicilios. será competente el juez que se encuentre en lUma 
del domicilio que escoja el actor," 
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persona que indemnice a la víctima del daño ocasionado por detenninada conducta 
lícita o ilícita. 

Anteriormente, el artCculo 430 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal preveía que la reparación de los daños oeasionaClos por responsabili M 

dad se ventilarían en juicio sumario, sin embargo, con las refonnas a tal Código, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de marzo de 1973, se 
derogaron los artículos del 430 al 442 pertenecientes al Título Séptimo relativo a los 
juicios especiales y de la vía de apremio. por lo que el juicio que se instaure para exigir 
la reparación del daño ya no será sumario sino ordinario. 

Cabe señalar que la víctima del daño ocasionado por la conducta no requiere mas 
que probar que surgió éste y no así fijar su importe, ya que ello podrá detenninarse en 
la ejecución de la sentencia, por lo que tampoco el juez que conoce del asunto está 
obligado a fijar tal cantidad. Lo anterior, se refuerza con lo establecido en la 
jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justic ia de la Nación y que prevé 
lo siguiente: 

"580. DAÑOS Y PERJUICIOS. CONDENA GENERICA.- Los artículos 
85,5 15 Y 5 16 del Código de Procedimientos Civi les para el Distrito Federal, 
y los códigos procesales de los Estados de la República que tienen iguales 
disposiciones. penniten concluir que si el actor en un juicio que tiene por 
objeto principal el pago de daños y perjuicios. prueba su existencia y su 
derecho a ser indemnizado. pero no rindió pruebas que permitan precisar su 
importe , ni establecer las bases con arreglo a las cuales deba hacerse la 
liquidación, la condena al pago genérico de los mismos es procedente, 
reservándose la detenninación de su cuantía para el procedimiento de ejecu­
ción de sentencia. 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. XI. Página 80. A.D. 1214/55 Miguel López Esnaurrizar. Unanimidad 
de 4 votos. 
Vol. XXV, Página 118. A.D. 3428/58. Virginia Guillén Román. 5 votos. 
Vol. XXIX, Página 54 . A.D. 6953/57 Sinforiano Ocejo Rfo. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XXXIII , Página 140. A.D. 5279/59. Gonzalo Téllez. Unanimidad de 4 
votos. 
Vol. LX, Página 74 . A.D. 2337/61. Irma Muro de Luyando. 5 votos." 

1.4, Responsabilidad civil por daños nucleares 

Este tipo de responsabilidad civil se ha querido tratar como un tema aparte, en virtud 
de estar previsto en una ley diferente al Código Civi l. 
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Los reactivos. substancias o combustibles nucleares y desechos de éstos, son 
también objetos peligrosos cuyo'uso, en caso de provocar un daño generan la respon­
sabilidad civil objetiva. sin embargo, por la gravedad de los mismos es probable que 
el legislador le haya querido dar un trato especial, regulándolo de manera separada y 
con condenas distintas a la responsabilidad civil objetiva prevista en el Código Civil. 

Siendo Presidente de México el C. Lic. Luis Echeverría Alvarez, el Congreso de la 
Unión emitió la Ley de Responsabilidad Civil por Daños Nucleares, la cual se publicó 
en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre de 1974. 

Su artículo lo. señala que el objeto de la misma es " ... regular la responsabilidad 
civil por daños que pueden causarse por el empleo de reactores nucleares y la 
utilización de substancias o combustibles nucleares y desechos de éstos". Es decir, 
confIrma que la responsabilidad que nace del uso de tales objetos es de índole civil , 
además de que en su artículo 40., establece que es objetiva, y responsabiliza al operador 
de una instalación nuclear de los daños que ésta ocasione. 

El artículo 30. inciso c) de la Ley citada conceptúa al daño nuclear corno: "La pérdida 
de vidas humanas, las lesiones corporales y los daños y perjuicios materiales que se 
produzcan corno resultado directo o indirecto de las propiedades radioactivas o de su 
combinación con las propiedades peligrosas de los combustibles nucleares o de los 
productos O desechos radioactivos que se encuentran en una instalación nuclear, o de las 
substancias nucleares peligrosas que se produzcan, emanen, o sean consignadas a ella.". 

Por otra parte, de un análisis de los artículos 40., 50., 60. Y 14 de la Ley en comento. 
se desprende que el operador de una instalaci6n nuclear es quien responde de los daños 
ocasionados por un accidente nuclear que ocurra en la instalaci6n a su cargo, o en los 
que intervengan substancias nucleares peligrosas producidas en ella. 

Asimismo, el porteador o transportista pueden responder de los daños que son 
imputables al operador respecto de substancias nucleares, cuando éstos satisfagan los 
requisitos establecidos en esa Ley y su Reglamento, sin embargo. los mismos no se 
preven en ella y el Reglamento aún no se expide, razón por la cual la obligaci6n 
únicamente es del operador. 

Como excepcion a la regla anterior. el artículo 24 del ordenamiento jurídico en 
análisis prevé que el operador tiene derecho a repetir en contra de las siguientes 
personas: de la física que dolosamente ocasionó los daños nucleares; de la que aceptó 
contractualmente, por la cuantía establecida en el propio contrato y; del transportista 
o porteador que sin consentimiento del operador hubiere efectuado el transporte. salvo 
que éste tuviere por objeto salvar vidas o bienes. 

La Ley en análisis establece como indemnización máxima por un accidente nuclear 
la suma de cien millones de pesos. es decir, cien mil nuevos pesos; respecto a los 
accidentes nucleares que suceden en una determinada instalaci6n nuclear dentro de un 
período de doce meses consecutivos, se fija el límite de ciento noventa y cinco millones 
de pesos, en la actualidad, ciento noventa y cinco mil nuevos pesos. 

Por otra parte, la Ley en su artículo 18 fija los importes que debe cubrirse cuando 
los daños nucleares afectaron a las personas, siendo éstos los siguientes: 
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a).- En caso de muerte el importe del salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal multiplicado por mil; 
b).- En caso de incapacidad total el salario indicado en el inciso a) 
multiplicado por mil quinientos; y. 
c).- En caso de incapacidad parcial el salario indicado en el inciso a) 
multiplicado por quinientos. 

Sin embargo, ese mismo precepto señala que el monto de la indemnización por daños 
a las personas en su integridad física no podrá exceder del límite máximo previsto en 
la Ley, es decir. de cien mil nuevos pesos o de ciento noventa y cinco mil nuevos pesos, 
yen caso de excederse se aplicará la prórrata. Asimismo. se menciona que estos daños 
serán indemnizados en los términos de las leyes laborales aplicables. 

Respecto a la prescripción para reclamar la reparación de los daños nucleares, la 
ley señala que es de diez años, contados a partir de la fecha en que se produjo el accidente 
nuclear, pero si tales daños son ocasionados por combustibles nucleares, productos o 
desechos radioacti vos que hubiesen sido objeto de robo, pérdida, echazón o abandono, 
la prescripción comenzará a contarse a partir de la fecha en que ocurrió tal situación. 

Asimismo, la prescripción puede ser de 15 años, contados a partir de que ocurrió 
el accidente nuclear, cuando se produzcan daños nucleares corporales mediatos que 
no impliquen pérdida de la vida ni su conocimiento objetivo inmediato. 

Ahora bien, por lo que se refiere a las excluyentes de responsabilidad por daños 
nucleares, la Ley en comento prevé que únicamente se puede exonerar total o parcialmente 
al operador de su responsabilidad, si éste prueba que la víctima por negligencia inexcusable 
o por acción u omisión dolosa contribuyó o produjo los daños nucleares. 

Al igual que la responsabilidad objetiva prevista en el Código Civil , esta Ley única­
mente permite que el responsable no lo seacuandoel daño lo produjo la víctima, sin embargo, 
existe una diferencia, ya que en caso de daños nucleares se puede exonerar al operador 
parcialmente y ello depende de la consideración del tribunal que conozca del asunto. 

Asimismo, esta Ley presenta otros casos en los cuales se puede exonerar al 
responsable, siendo éstos: 

"Artículo 11 .- El operador no tendrá responsabilidad por daños nucleares, 
cuando los accidentes nucleares sean directamente resultantes de acciones de 
guerra, invasión, insurrección, u otros actos bélicos, o catástrofes naturales, 
que produzan el accidente nuclear." 
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Como se observa, los hechos previstos en el artículo transcrito se refieren a casos 
de fuerza mayor que de acuerdo con lo expuesto y con la doctrina no deben ser una 
excluyente de responsabilidad, sin embargo, el legislador para estos casos sr lo 
permitió. 

J.4. J. Vía para exigir la reparación del daño nuclear 

La Leyes muy clara al señalar el Juez competente que deberá conocer sobre estos 
asuntos, previendo en su artículo 25 que corresponde a los Tribunales Federales del 
domicilio del demandado y de acuerdo con las normas del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, es decir, para laresoluci6n de la reparación de daños nucleares 
no tienen competencia los tribunales civiles locales, ni siquiera a elección de la víctima. 

2 . RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

El Poder Ejecutivo, a través de la Administración Pública, realiza las tareas sociales, 
permanentes y eficaces de interés general que la Constitución, leyes y reglamentos 
administrativos le atribuyen para satisfacer las necesidades generales de, una 
Nación, sin embargo, la función de ejecutar tales leyes no agota todos los actos de 
dicha Administración, en virtud de que esa función es más reducida que la de 
administrar. 

La Administración Pública, órgano encargado de ejecutar las tareas del Poder 
Ejecutivo, es una organización de creación social encaminada a realizar los fines del 
poder público en forma concreta, continua y en estrecha relación con la vida social, 
contando con diversos órganos a los cuajes legalmente se les asigna una actividad 
determinada, ya que en un Estado de Derecho los actos de autoridad deben ser 
debidamente regulados, razón por la cual surge el Derecho Administrativo, conside­
rado como el conjunto de normas jurídicas que regulan la estructura y funcionamiento 
de esa Administración, así corno sus relaciones con los particulares y con los entes 
públicos2l . 

Las funciones de la Administración Pública se dividen en dos grandes ramas: las 
encaminadas al provecho directo de la comunidad, v. gr.: la atención de los servicios 
y la defensa, y otras que se refieren al uso intt:mo o propio de la misma, por ejemplo, 
el manejo del personal administrativo y la contabilidad. 

21 " El derecho administrativo es la rama del derecho público intemo, constituido por el conjunto de 
estructuras y principios doctrinales, y por las nonnas que regulen las actividades directas o indirectas. de la 
administración pública como órgano del Poder Ejecutivo Federal, la organización, funcionamiento y cOnlrol 
de la cosa pública; sus relaciones con los particulares, los servicios públicos y demás actividades estatales." 
SerTa Rojas, AndJis, Derecho Administrativo. México. Pom1a, pp. 132 Y 133. 
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Debido a las numerosas materias encargadas al Poder Ejecutivo. el campo de 
aplicación del Derecho Administrativo es realmente amplio, sin embargo, de todas 
ellas la que nos interesa para fincar una responsabilidad en materia administrativa por 
daños al ambiente, es la relativa a las normas que regulan las obligaciones de los 
particulares frente a la Administración, la cual debe mantener el orden social y la 
seguridad pública. 

Todas esas normas jurídicas están principalmente previstas en las leyes y reglamen­
tos administrativos, que son las fuentes más importantes de ese Derecho. Sin embargo. 
de tales normas nos interesan aquéllas que preven la obligación de los particulares a 
observar determinado comportamiento y que por lo tanto enlazan un acto coercitivo O 

sanción que para tales efectos tendrá el carácter de administrativo. 
Asimismo. en el Derecho Administrativo existe una rama que estudia22 las infrac­

ciones administrativas. así como las sanciones con que cuenta el Estado para asegurar 
el orden público y lograr el eficaz funcionamiento de las actividades que éste realiza. 
Tiene por objeto sancionar el ilícito administrativo, lo que significa evitar las viola­
ciones al orden administrativo. Tales atribuciones son traducidas como el poder 
sancionador de la Administración Pública, la cual se fundamenta en el artículo 21 
Constitucional, sin embargo, es en otras nonnas secundarias donde se ha regulado la 
actuación de esta institución para sancionar los ilicitos administrativos. 

En efecto, toda ley administrativa se confonna de tres partes: la sustantiva, la 
procedimental y la sancionadora. En esta última, la ley establece condiciones o 
circunstancias para su ejecución, por lo que faculta a la Administración Pública a 
contar con medios administrativos para ello, a través de la aplicación de sanciones. 

Es decir, la parte fundamental de la ley administrativa es la previsión de un 
procedimiento coactivo necesario para que se cumpla con el orden jurídico y ello se 
logra mediante la imposición de sanciones administrativas. 

Ahora bien, la sanción, en su concepto genérico, es la que establece el orden jurídico 
para provocar que la conducta prevista en la nonnajurídica sea realizada por el sujeto, 
es decir, "es el acto coactivo que una nonna enlaza a detenninada conducta, cuya 
opuesta queda así jurídicamente ordenada, en cuanto contenido de una obligación 
jurídica".23 En otras palabras, es el contenido y objeto final de la coactividad y su 
propósito es conservar el orden social y el interés público. En este sentido, pueden 
existir sanciones civiles, penales o administrativas, cuya diferencia principal radica en 
el tipo de derecho del que emanen. Por lo que respecta a la sanción administrativa, se 
considera como el medio con el que cuenta la Administración Pública para que las 
obligaciones impuestas a los particulares sean ejecutados. Nace únicamente cuando se 

22 Para algunos autores como Andrés $erra Rojas. esta rama del Derecho Administrativo se le 
denomina Derecho Penal Administrativo. 

23 Kelsen, Hans. Teor(a Pura del Derecho. México. UNAM, P. 137. 
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contraviene una disposición positiva que el particular tiene hacia la Administración, 
además de que no constituyen delitos. 

Se caracteriza porque únicamente pueden ser impuestas por las autoridades admi­
nistrativas, además de estar exclusivamente previstas en leyes y reglamentos de esta 
materia, ya que solamente esas autoridades las pueden hacer efectivas.24 

Lo anterior se observa en lo previsto por el artículo 21 Constitucional , el cual señala 
que es competencia de las autoridades administrativas la aplicación de sanciones por 
infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía. los que únicamente pueden 
consistir en multa o arresto máximo de 36 horas, pero si el infractor no paga la multa 
impuesta permite que ésta se permute por el arresto con el mismo límite señalado. 

Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el siguiente 
criterio: 

" 1012. INFRACCIONES ADMINISTRATNAS . A las autoridades admi· 
nistrativas compete el castigo de las infracciones de los reglamentos guber­
nativos y de policía, el cual consiste únicamente en multa o arresto hasta por 
treinta y seis horas. 

Quinta Epoca: 
Tomo n, Página 287. Estavillo Antonia. 
Tomo n, Página 757. Méndez y Téllez Luis. 
Tomo n, Página 1650. Norwald Otto. 
Tomo m, Página 544. Spitalier Anselmo. 
Tomo IV, Página 882. Caravantes Feliciano c." 

Asimismo, el artículo 22 pennite que la autoridad judicial aplique total o parcialmente 
los bienes de una persona para el pago de la responsabilidad civil proveniente de un 
delito, para el pago de impuestos o multas, así como el decomiso de bienes para el caso 
del enriquecimiento ilfcito de los servidores públicos. Pero prohibe la multa excesiva, 
la confiscación de bienes y "cualesquiera otras penas inusitadas o trascendentales .... 

Sin embargo, tales sanciones son s6lo algunas, ya que el artículo 73, fracción XXI 
de la misma Constitución faculta al Congreso de la Unión para definir las faltas contra 
la Federación y fijar los castigos que por ellas deban imponerse. Con esto se refuerza 
la afinnación en el sentido que las sanciones administrativas deben estar previstas en 

24 Esta facultad del Poder Ejecutivo es la misma (unción que desempeñan los tribunales del poder 
judicial, sin embargo, la función judicial otorgada al Poder Ejecutivo se deriva de su facultad para obligar 
a los particulares a acatar detenninada conducta, por lo que para no debilitar esa autoridad era necesario 
que se le pennitiera hacer efectivas las obligaciones por él impuestas a tra~s de órganos propios de ese 
Poder, y no otorgar ta1 tarea a tribunales ajenos a él. Es decir. la función administrativa únicamente pudo 
lograr su propósilo en coordinación con la función judicial o jurisdiccional. 
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una ley o reglamento y que éstas no deben versar sobre las sanciones prohibidas por 
la misma Carta Magna.25 

Lo anterior, da la pauta para que en las leyes administrativas existaJi otro tipo de 
sanciones y no únicamente las previstas en el artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pero es lógico que ellas no pueden contravenir lo 
ordenado en tales disposiciones. por lo que sus principios deben ser respetados. En tal 
virtud las sanciones administrativas deben contar con dos requisitos: no podrán 
constituir una pena trascendental y estarán contenidas en una norma jurídica expedida 
por los órganos constitucionalmente facultados para eJlo. 

Tal afirmación se ve reforzada con los criterios emitidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que ha continuación se transcriben: 

"1013. INFRACCIONES. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. Si bien 
es cierto que la Constitución las faculta para castigar las infracciones a los 
reglamentos gubernativos y de policía, también lo es que la imposición de 
tales castigos debe ser, no al arbitrio de quien los impone, sino con estricta 
sujeción a lo que dispongan los mismos reglamentos u otra ley, en lo que no 
se opongan al artículo 21 constitucional. 

Quinta Epoca: 
Tomo X'I , Página 16. Garza Gutiérrez José. 
Tomo XV, Página 621. Clark Antonio Salvador. 
Tomo XVI, Página 364. González Jesús. 
Tomo XXI, Página 186. Rogelio Gómez y Hnos. 
Tomo XXI, Página 367. Vázquez Adolfo." 

" 1015. INFRACCIONES. SANCIONES IMPUESTAS POR AUTORIDA­
DES ADMINISTRATIVAS. FUNDAMENTACION. Si bien, confonne al 
artículo 21 constitucional tienen facultades para castigar las faltas, también 
lo es que deben fundar debidamente sus detenninaciones, citando la disposi­
ción municipal, gubernativa o de policía cuya infracción se atribuye al 
interesado, y si no cumplen con tales requisitos. violan las garantías consig­
nadas en el artículo 16 de la Constitución. 

Quinta Epoca: 
Tomo XXI, Página 186. Rogelio Gómez y Hnos. 
Tomo XXX, Página 222. Alva Valenzuela Ezequiel. 
Tomo xxxvn, Página 16. Tiburcio Felipe. 

2S Como se señaló. el articulo 22 Constitucional prohibe la multa excesiva, la confiscación de bienes 
y cuaJesquiera otro. que sea inusitada o trascendental. 
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Tomo XLII, Página 3575. Gómez Federico. 
Tomo XLIV, Página 2807. Suárez Petra." 

Ahora bien, por lo que respecta a la multa, ésta consiste en el pago al Estado de una 
cantidad de dinero, para su imposición es necesario. como se señaló, que la misma esté 
prevista en una ley o reglamento y que la autoridad administrativa se apegue al 
procedimiento administrativo establecido en el ordenamiento en el cual se fundamenta. 

Asimismo, la Constitución establece que en el supuesto de que la multa se imponga 
a un jornalero. obrero o trabajador. ésta no podrá exceder del importe de su jornalo 
salario de un día, así como para el caso de que sea un trabajador no asalariado. la multa 
no deberá exceder del equivalente a un día de su ingreso. 

La Constitución prohibe las multas excesivas, sin embargo, no fija un límite para 
considerar cuándo es excesiva, lo anterior se debe a que las sanciones las regulan los 
ordenamientos jurídicos secundarios, y es en ellos donde se establecen los límites 
máximos que se pueden imponer. pero siempre y cuando no constituyan una sanción 
trascendental o impliquen el "desvío de poder: '26 

En conclusión, podemos afinnar que las multas deben ser impuestas por las autoridades 
administrativas de confonnidad con lo previsto por las leyes o reglamentos administrati­
vos, respetando el procedimiento para ellos establecido y los límites fijados. 

Sobre lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha manifestado lo 

siguiente: 

" 1176. MULTAS. Si las que impongan las autoridades administrativas no se 
ajustan estrictamente a la ley. contra ellas procede conceder el amparo. 

Quinta Epoca: 
Tomo XII, Página 214. Agente del Ministerio Público del Sexto Circuito. 
Tomo xn, Página 440. Durán Carlos M. 
Tomo xm, Página 750. Agente del Ministerio Público del Sexto Circuito. 
Tomo XIV, Página 1187. Téllez Corona Francisco. 
Tomo xvm, Página 69. González Eusebio." 

"MULTAS. El artículo 21 constitucional no fija lfmite alguno a las multas que 
puedan imponer las autoridades administrativas; pero dichas multas deben 
fundarse en las disposiciones aplicables de la ley o reglamento respectivo. 

Quinta Epoca: 
Tomo XIX, Página 723. Nicandro Ortíz y Cía." 

26 Serra Rojas. Andrts. Dueclw Administrativo, México, POrTÚa, P. 437. 
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"MULTAS. El artículo 21 no fija límite alguno a las multas que pueden 
imponer las autoridades administrativas; pero si dichas multas ~e fundan, no 
en lo preceptuado por dicho artfculo, sino en alguna ley especial, a lo 
mandado en ésta habrá que atenerse para fijar la legalidad de la multa; pues 
los actos reclamados deben examinarse de acuerdo con I~ leyes en que de 
hecho se apoyan, y no de acuerdo con las que podrían serv.irles de fundamen­
to. pero que no fueron invocadas como tal, por las autoridades responsables. 

Quinta Epoca: 
Tomo XIX, Página 723. Nicandro Ortíz y Cía." 

Por otra parte. el arresto consiste en la privación de la libertad por un tiempo 
determinado, pero en el caso del arresto administrativo la Constrtución limita ese 
tiempo a treinta y seis horas , independientemente de la magnitud del ilícito cometido 
por el infractor. 

Este límite es diferente al caso de la multa, ya que no es posible que en las leyes o 
reglamentos administrativos se pueda aumentar o disminuir, en virtud de que la 
Constitución es muy clara. 

Lo anterior, ha tenido como consecuencia que a pesar de que las leyes o reglamentos 
administrativos contemplen el arresto como sanción, en la práctica muy pocas veces 
se imponga. 

En materia ambiental las sanciones están previstas en diversas disposiciones 
jurídicas, no es posible reunir a todas ellas en una sola ley, en virtud de lo cual también 
se permite que sean diversas autoridades administrativas quienes las impongan,. ello 
de acuerdo con la competencia que sobre la materia a cada una le haya sido otorgada. 

Sin embargo, todas las sanciones en materia ambiental cuentan con características 
semejantes, así como el procedimiento para su aplicación es muy similar. 

En efecto, toda la legislación ambiental prevé al menos las siguientes sanciones: 
multa, clausura y arresto. 

Respecto de la multa, se indicó que es una sanción pecuniaria, mediante la cual se 
paga al Estado una cantidad de dinero. Para su imposición el acto por el cual se 
determinó debe cumplir con los requisitos legales, mismos que consisten en la debida 
motivación y fundamentación. 

Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el siguiente 
criterio: 

"MULTAS.- REQUISITOS LEGALES QUE DEBEN CUMPLlR.- Para 
considerar que una multa impuesta a un particular cumple· con lo establecido 
por los artículos 16 y 22 constitucionales deben cumplirs~ cierto~ requisitos. 
Haciendo una síntesis de la interpretación que lajusticía f~eral ha ~echo de 
lo dispuesto en dichos preceptos, los requisitos son )ososiguientes: 1.- Que· la 
imposición de la multa esté debidamente· fundada, es decir que se exprese con 
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precisión el precepto legal aplicable al caso; 11.- Que la misma se encuentre 
debidamente motivada; que se señale con precisión las circunstancias espe­
ciales. razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 
consideración para la imposición de la multa y que exista adecuación entre 
los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, queen el caso concreto 
se configure la hipótesis normativa; nI.- Que para evitar que la multa sea 
excesiva, se tome en cuenta la gravedad de la infracción reali zada o del acto 
u omisión que haya motivado la importancia de la multa; que se tomen en 
cuenta la gravedad de los perjuicios ocasionados a la colectividad, la rei nci­
dencia y la capacidad económica del sujeto sancionado; IV.- Que tratándose 
de multas en que la sanción puede variar entre un mínimo y un máximo, se 
invoque las circunstancias y las razones por las que se considere aplicable al 
caso concreto, el mínimo, el máximo o cierto monto entre los dos. 

Revisión No. 10/85.- Resuelta en sesión de 17 de septiembre de 1985. por 
unanimidad de 8 votos.- Magistrado Ponente: Francisco Ponce GÓmez.­
Secretario: Lic. Miguel Toledo Jimeno. 
PRECEDENTES: 
Revisión No. 2645/82.- Resuelta en sesión de 6 de septiembre de 1983, por 
unanimidad de 6 votos.- Magistrado Ponente: Alfonso Cortina Gutiérrez.­
Secretaria: Lic. Ana María Mújica Reyes. 
Revisión No. 275/80.- Resuelta en sesión de 12 de febrero de 1985. por 
mayoría de 6 votos y uno en contra.- Magistrado Ponente: José Antonio 
Quintero Becerra.- Secretario: Lic. Roberto Coletti Treviño." 

Asimismo, la legislación ambiental permite que para la im posición de multas exista 
un rango, en el caso de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente éste va desde veinte a veinte mil días de salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal al momento de imponerse la sanción. Esto signi fica que no existe 
una multa determinada sino que variará dependiendo de la gravedad de la infracción 
y a juicio de la autoridad que la imponga. 

Sin embargo, para que esa facultad discrecional para determinar la cantidad de la 
multa a imponer no se convierta en un abuso de poder, en el acto por el cual se 
especifique, se debe explicar las razones en las cuales la autoridad se basó para 
considerar dicho monto. Es por ello queen casi todas las leyes y reglamentos en materia 
ambiental se señala que para la impo~ición de sanciones se tomen en cuenta los 
siguientes aspectos: la gravedad de la infracción, considerando principalmente el 
criterio de impacto en la salud pública y la generación de desequilibrios ecológicos; 
las condiciones económicas del infractor; y la reincidencia, en caso de que la hubiere. 

Asimismo, para imponer una multa cuyo monto sea el límite máximo señalado en 
la ley , la autoridad debe considerar que el infractor realizó un acto gravísimo, situación 
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que debe motivar. Sobre este aspecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
señalado los siguientes criterios, los cuales son aplicables al caso que nos ocupa: 

"MULTAS. PARA IMPONER EL MAXIMO DE LA SANCION, DEBE 
DEMOSTRARSE QUE SE ESTA EN EL CASO DE EXTREMA GRA VE­
DAD.- No basta el hecho de que una falta sea grave, para castigarla con la 
sanción máxima; y no basta la mera gravedad, porque la gravedad reviste 
grados cuando lo reconoce el legislador al establecer un extremo máximo 
y un extremo mínimo de multas y. en esas circunstancias, la sanción más 
enérgica sólo puede corresponder a los casos de extrema gravedad. Por 
tanto, no demostrándose que se está en un caso en el supuesto de la 
gravedad suma y que se haya graduado correctamente para la situación 
concreta la sanción impuesta al demandante, individualizándola. lo jurí­
dico es anular la resolución que impone, con estas deficiencias legales. el 
máximo de la sanción. 
Sexta Epoca, Tercera Parte: 
Vol. CXXXIII. Página 24. R.F. 548/63. Gustavo Fuentes Martínez. 5 
votos." 

"MULTAS ADMINISTRA TIV AS.- LA AUTORIDAD TIENE ARBITRIO 
PARA FIJAR SUS MONTOS CUANDO LA LEY SEÑALA EL MINIMO 
Y EL MAXIMO DE LAS MISMAS.- Siempre que una disposición legal 
señala el mínimo y el máximo de una multa que debe aplicarse a determinada 
infracción, la autoridad goza de arbitrio para fijar el monto de la misma, y si 
bien el artículo 37, fracción 1, del Código Fiscal de la Federación (1967) 
señala algunos de los criterios que deben justificar dicho monto cuando 
establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al imponer la 
sanción que corresponda, tomará en cuenta la importancia de la infracción, 
las condiciones del causante y la conveniencia de destruir prácticas estable­
cidas, tanto para evadir la prestación fiscal, cuanto para infringir en cualquier 
otra forma las disposiciones legales o reglamentarias, estas circunstancias 
constituyen lineamientos genéricos que la autoridad no debe ignorar. pero 
que habrá de adecuar al caso concreto, tomando en consideración las carac­
terísticas peculiares y específicas de éste, que pueden comprender otros 
elementos no mencionados explícitamente en la disposición citada, ya que 
del texto de la misma no se desprende que la intención del legisl~dor haya 
sido convertir la aplicación de las sanciones en una facultad reglada, sino sólo 
dar una pauta de carácter general que la autoridad debe seguir a fin de que la 
sanción que imponga esté debidamente motivada, y si el sancionado 
no la considera así, toca a él impugnar concretamente las razones dadas 
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por la autoridad y demostrar que las mismas son inexistentes o inadecuadas 
para apoyar la cuantificación de la sanción impuesta. 

Revisión No. 84/84.- Resuelta en sesión de 24 de agoslo de 1984, por 
unanimidad de 6 votos.- Magistrado Ponente: Alfonso Cortina Gutiérrez.­
Secretaria: María del Carmen Arroyo Moreno. 
Revisión No. 489/84.- Resuella en sesión de 12 de junio de 1985, por 
unanimidad de 7 votos.- Magistrado Ponente: Alfonso Cortina Gutiérrez.­
Secretaria: María del Carmen Arroyo Moreno. 
Revisión No. 786/84.- Resuella en sesión de 18 de septiembre de 1985, por 
unanimidad de 7 votos.- Magistrado Ponente: Alfonso Cortina Gutiérrez.­
Secretaria: María del Carmen Arroyo Moreno," 

Por lo que se refiere a la clausura, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente la considera con una doble característica: como una medida 
de seguridad y como una sanción. Algunas otras leyes en materia ambiental han 
mantenido este criterio, sin embargo, en ambos casos tienen el mismo objeto: impedir 
que la fuente de contaminación27 siga operando y con ello evitar que se continúe 
afectando el ambiente. 

Asimismo, la clausura se divide en dos clases: atendiendo a la temporalidad puede 
ser ter.1poral o definitiva; y dependiendo de las fuentes de contaminación es parcial o 
total. De estas dos clasificaciones se derivan cuatro tipo de clausuras, las cuales se 
aplicarán dependiendo de la gravedad de cada situación. 

- CLAUSURA PARCIAL TEMPORAL 

Este tipo de clausura sólo afecta una parte de las instalaciones de l estableci­
miento, es decir, sólo aquéllos que ajuicio de la autoridad están contaminando 
el ambiente o violando la norma jurídica, asimismo, se cierra por un tiempo 
determinado que, por lo regular, depende del lapso en el que se corrijan las 
anomalías observadas. 

27 La. Le)' General dcl Equlibrio Ecológico 1 1a Protección al Ambiente hace mención a dos tipos de 
fuentes contaminantes : la fija y la móvil, sin embargo, es el artículo 60. de su Reglamento en Materia de 
Prevención y Control de lól Contaminación a la Atmósfera el que las define, pero para el caso de las clausuras. 
éstas únicaJnente operan para las fuentes fijas , siendo aquellas instalaciones establecidas en un sólo lugar, 
cuya finalidad sea desarrollar operaciones o procesos industriales. comerciales, de servicios o actividades 
que generen o puedan generar emisiones contaminantes a la atmósfera. lógicamente aun cuando el 
Reglamento no lo señala por 00 ser su materia. también se incluyen contaminantes a otros elementos 
ambientales. como el ólgua o el suelo. 
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- CLAUSURA PARCIAL DEFINITIVA 

Al igual que en el caso anterior, se cierran s610 algunas partes de la empresa, pero de 
manera definitiva, porque no podrán volver a ser utilizados los elementos clausurados. 
Ello ocurre generalmente cuando no son subsanables las violaciones cometidas a la 
ley correspondiente O porque el estado de las fuentes es deplorable, de modo tal que 
es necesario modificarlas. 

- CLAUSURA TOTAL TEMPORAL 

En estos casos se cierra totalmente el establecimiento, impidiendo que se pueda realizar 
cualquier tipo de actividad en él. Sin embargo. ello s6lo durará un tiempo determinado, 
que como se señaló, dependerá del lapso en el que se subsanen las irregularidades 
observadas por la autoridad. 

Por lo general , este tipo de clausura opera cuando se observa que todos los procesos 
realizados en el establecimiento se llevan acabo ilegalmente o generan una contami­
naci6n, o bien, porque no se puede clausurar únicamente las fuentes contaminantes sin 
afectar todo el lugar. 

- CLAUSURA TOTAL DEFINITIVA 

Este tipo de clausura tiene lugar cuando se cierra totalmente el establecimiento. pero 
éste no podrá ser nuevamente abierto en ningún otro tiempo. Ello se determina en raz6n 
de que no son subsanables las violaciones cometidas a la ley o porque las fuentes 
contaminantes no tienen modo alguno de ser reparadas. 

Finalmente, existe el arresto, cuyo análisis no tiene mayor conflicto, ya que como 
se mencionó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no pennite que 
sea mayor a 36 horas, raz6n por la cual éste no puede exceder de tal límite. 

Por otra parte, la legislación ambiental establece otro tipo de sanciones que 
consisten en la suspensión del permiso, licencia, autorización o concesión. Por 
ejemplo, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en 
sus artículos 172 y 175 señala la facultad de la Secretaría de Desarrollo Social para 
promover ante las autoridades competentes la suspensi6n. revocación o cadcela­
ci6n de la concesi6n, permiso, licencia y, en general, toda autorización otorgada 
para la realización de una actividad o para el aprovect!amiento de recursos natura­
les; así como la suspensión o limitación de la instalación o funcionamiento de 
cualquier actividad que afecte o pueda afectar el ambiente o causar un desequilibrio 
ecológico. 

Una característica más común a todas las leyes en materia ambiental, es que no 
establecen sanciones específicas por la violación a determinados preceptos, sino 
que señalan de manera general las sanciones aplicables por transgredir a los 
mismos. 
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Otro aspecto a considerar, y que la mayoría de la leyes en esta materia precisan. es 
que la imposición de sanciones administrativas es independiente de la aplicación de 
otras, ya sean de tipo penal o civi l. por lo que en el caso de un daño al ambiente pueden 
incurrir varias penas para el sujeto que lo ocasionó, cJaro está que deben ser impuestas 
por las diversas autoridades competentes. 

Para concluir, se expondrán a continuación las sanciones que todos los ordenamien­
tos jurídicos aplicables establecen para evitar que se ocasione un daño al ambiente, 
todos ellos se dividirán por la materia que regulan, siendo éstas las siguientes: 

A) Impacto ambiental. 
B) Flora y fauna acuáticas. 
e) Flora silvestre y aprovechamientos forestales. 
D) Fauna silvestre. 
E) Atmósfera. 
F) Agua y ecosistemas acuáticos. 
G) Suelo. 
H) Materiales y residuos peligrosos. 
1) Ruido. 
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A) IMPACTO AMBIENTAL 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento de la Cualquier infracción que se PTocedertn las siguientes &an- SEDESOL 
Ley General de l &¡uili- cometa al Reglamento sellalado ciones: multa parel equivalenrc de 
brio Ecológico y la Pro- (An. 47). 20 a 20,000<1111 de u lario mínimo 
t ~ción al Ambiente en general vigente en el Disuito Fe-
Materia de Impacto Am- denl en el momento de imponer la 
bitntal. unciOa ; clausura ICffiponll o defi · 

niti va. parcial o tota l; suspensión O 
revocación de la autorización en 
materia de impacto ambienlll , y 
arTtSlO adminisuativo hasta por 
treinta y sesis horas. (ArI . 47). 

En caso de haber vcncido el Multapor~d!a'F1r1nscurTa SEDESOL 
plazo concedido para subsanar las sin obedear el mandato, sin que el 
infracciones '14!stas aún subsistie- total de ellas exceda de 20,000 días 
rano (An. 47). de salario mfnimo general vigente 

enel Disoito Federal en el momen-
tocle imponer la nncioo. (An. 41). 

A los reincidenleS. (An. 47 ). Multa hasta por dos veca el SEDESOl 
monlo ori¡inalmcnte impuesto, 
sin que se uceda de 40.000 dfas 
de sa1uio mil'limo genmll vigente 
enel DiwiloFedemt1lel momen· 
lo de iqlOllef la sanción. (Art. (1). 
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B) FLORA Y FAUNA ACUATICAS 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pesca. Al que realice la pesca comer- Revocación de la conCC5iÓn. SEPESCA 
cial o recolecU: de l medio naru r.al : permiso o lutoriz.ación; decomiso 
reproduCIOI'a, larva.~. posllarvas, de productos y/o imposición de 
crias. huevos. semillas o aJevinos mullA equivalente de 1001 a 2000 
de: las especies pesqueras, sin con- veces el salario oúnimo general 
lar para ello c:oo la concesión, per- diario vigcolC para el Distrito Fe-
miro o autoriuciÓfl comespon- der;¡l al momenlO de comelCrSe la 
dienlt , (Art. 24, 1). infi"1lCción, Y de acuerdo con la gra-

vedad de la falla. clausura temponJ 
de la inStalación o instalaciones '1'0 
decomiso de la embarcación o ve-
hículo. (Aru. 24. 1. 25. 26 Y 27) 

Al que opere batcos-Ubrica o Revocación de la concesión, SEPESCA 
planw flotantes sin contar con la permiso o aUloriuci6n; dei:;omiso 
concesión O permiso respectivo. de productos y/o anes de pesca y/o 
(Art. 24, 11) imposición de multa equivalente 

de 1001 a 2000 veces el salario 
mfnimo general diario vigenue 
pata el Dismto Fedenal al momen-
to de: cometerse la infracción; y de 
acuerdocon la &~vedadde la falta. 
clausura temporal de la instalación 
o instalaciones '110 decomiso de la 
errblrtación o vetúculo. (Arts. 24, 
11, 25, 26 Y 27) 

Al que eKplote , siendo titu lar Suspensión temporal de 105 SEPESCA 
de una concesión o permiso. una derechos de la concesión, permiso 
c:specieo grupo de especies, en vo- o autorización, clausura temporal 
lúmenes mayores o fue~ de lIS de las instll laciooes ylo imposición 
IlOfmIS ,"nicas y económicas es- de I1V.I lta equivalente de 1001 a 
tablecida.s. (Art. 24, IU). 2000 veces el s.alario núnimo ge-

nenl diuiovigenle panel Oismto 
Federal al rnorneftto de cometene 
la illfTacc:ión. (AlU. 24. 111, 25, 26 
'127) 

A 105 titulares que facturea o Decomiso de los produccos SEPESCA 
ampaItD productos pesqueros, que otMenidos de 11 f1OI1I Y fauna acut-
no hubieran sido obtenidos ea kIs ticas ylo de embarcaciooes o vehl-
tbminos de su ooac:esi6a, pmniso culos, artes de pesca '110 i~-
o IlUtorir.aci6n. (Art , 24. IV). d6n de rn.ahaequivalelllede 1001 

• 2000 veta el sario mlnimo le-
neraI di.o viaenle pan el Oilbito 
FcdenI al momento de c:omdene 
la infncd6a. (Arts. 24. lV, 2.5, 16 
,27) 
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DISPOSICION OBLIGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pesca. Al que pc-actique actividades Revocación de .. concesión. SEPESCA 
de pesca de fomento, didklin o permiso o IUtoriuci6n; decomiso 
deportivo-recre.ativa. sin conllT de produclOS ylo arte5 de pesca ylo 
con el permiso o autorizac:ión, imposición de multa equivalente 
seglin sea el caso. (An. 24, Y). de 20 a 100 veca el ulario mfni-

mo gtnenl diuio vigente pat;I el 
Disaito Federal allTlOmelltO de co-
mclCrsc la inrracci6n: yde lCUCfdo 
con la gnvcdad de 11 falla. clauSIn 
lCrJ1XnI de 11 ¡nsuJación o instala-
ciones ylo decomiso de la eni)ara-
ciOn o vch(culo. (AlU. 24. V, 2.5, 
26 Y 27) 

Al que simule actoS de pesca Decomiso de los prodUCIOI SEPESCA 
de consumo doméstico. de ro- obccnidos de la flora y fauna acu6-
mento deponivo-recreativa o di · ticas ylo de emban:aciones o veh(· 
dktica con el propósito de luau culos. aJW:S de pesca ylo impo&i-
con 101; productoS obtenidos de ción de multa equiva1enee de 10l a 
las capruru. (An . 2., VI) 1000 veces el salario mfnimo ce-

neral diario vigcnte panel Distrito 
federal al momento de cometersc 
l. infracción. (Ans. 24, VI, 25, 26 
,27) 

Al que tranáteta. sin aulOri- Revocación de la concesión, SEPESCA 
ución de la SEPESCA 101 dere· permiso o autorización, clausura 
ehos derivadol de las eon<:eJio- definitiva de lu iftllllac:iones ylo 
nes o permisos. (An. 24. VII). imposición de muha cquivalence 

de 1001 • 2000 veces el nluio 
mfDimo leoeral diariD vi¡ente 
para el DiSlritD federal al momen-
10 de eomclene la infracción. 
(Am. 24, VII, 25, 26 'J 21) 

Al que IMllleveabnrdnde las Suspendón ICmporal de los SEPESCA 
embaraciones la documentación dm:cboI de la COfIC\eIiÓft, permiso 
expedida por la SEPESCA pata o .. uoriución, clausun ~ 
aaeditM' la c:onoesiÓG, pmniso o de luinsraJadones y/o i~6n 
... aizaciÓG. (Art. 24, VIIJ). de multa de lO • lOO -..ecu el 

sal_o mfNmo leoeral di';o vi-
lente para el DiJlritD fedenJ al 
momeotD de cometr:ne la inlnc-
ci6A. (AlU. 24, VIII, 25, 26 'J 27) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de: Pe.\ClI. Al que efectúe operaciones de Decomiso de 10)$ productos SEPESCA 
peSO! con embMcaciones Clttranje- obtenidos de la florll y fauna aeui-
ras sin ti penniso comspondienle. bcaS y/o de las embarcaciones o 
(An. 24. IX). vet!fcuJos, artes de pesca '1'0 impo-

sición de Allllta equivalente de 
200 1 120000 veces el ulario mf· 
Rimo cenenl diario vigente pan el 
DisbÍlo ~def1ll al momcnlode co-
meterse la infracción. (An s. 24. 
IX. 2': 26 Y 27) 

Al que deKmbarque produc- Decon\Í!;O de los prodUCIOS SEPESCA 
I~ pcsquCI'Oli en el ClllTanjero o oIMenidos de 1 .. flon¡ 'J fauna I(U'-
tnansbordariosw ncootarcon laau- bUS '110 de las embarcaciones o 
torizaci6n de l. SEPESCA, $olIvo vchfcu los. artes de pesca '1'0 impo-
en c.50 de sinie.,ITO. (An 24, X) sidón de multa equinlentc de 

2001 a 20000 VCU$ el $llano mf-
nimo genenl elario vicente pan el 
Disailo Fcdcnl al momcnlO de (O-

me\efK la infracción. (Ans. 24, X. 
2S, 26 y 27) 

Al que descargue en puenos Decomiso de Ioli productos 
mCllicanos productos de pe5CII to- obtenidos de la flan 'J fauna ICuj- SEPESCA 
meteial provenientes de embarca- bas '1'0 de liS embucadooeJ o 
ciones curanjeru. sin autoriza- vchlcul05. anes de pesca y/o impo-
ción de la SEPESCA, salvo en sición de multl equivalente de 
caso de siniestro, (Art. 24, XI) 1001 a 2000 veces el salario mfni· 

mo genel"l! diario vigenlC pan el 
Distrilo Fedel"ll ll momcntodc ro-
melCrsc 11 infncción. (Art~. 24, 
XI, 2S, 26 y 27) 

Al que nodhllYisodc";bo, Suspensión lemporal de 105 SEPESCA 
cosechl o rccoIc<:ción I la 1U1Ori· derc<:hos de la COIIOC5ión, pmni50 
dad pcsqucra. IXWIformc I )o di$- o IUlor'ÍZación, clausun 1emp::n1 
pucllO en el RegllmcnlO. (Art. 24, de las inscaJac:iones ylo iftllOlición 
XII). de multa de 101 I 1000 vcc:cs el 

sabrio núimo ¡eocnI tbrio Yi. 
ce* pan el DbailO Fedml al 
momento de cornclcnC la ¡n!Be· 
dóra. (Am. 24. XII, n, 26 y 27) 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pe~ca . Al que practique la pesca en Decomiso de }os productos oh- SEPESCA 
alumar o en aguas de jurisdicción tenidos de la fkn Y fauna aculiticas 
extranjera, con embarcaciones de '110 de las embarcaciones (1 velúw-
matrícula y bandera mexic&nl5, Jos. anes de pesca ylo imposición de 
sin la lulOrización correspondien. multa equivalente de 1001 a 2fXX) 
le, con excepción de la pesca de- veces el salario mfnimo general dia-
ponivo-recreativa. (An. 24, XIII). rio vigcl'lle para el Disttito Federal 

a1l'1'1OtT1tnlO de comcterse la infrac· 
ción. (Arts . 24, xm, 2!i 16 'J 27) 

Al que 00 acate las condicio- Amonestación y multa tqui- SEPESCA 
!"leS y requisitos establecidos en las ... alcole de 200 I 1 20000 veces el 
autorizaciones (lwrgadas por go- salario núnimo general diario vi-
bierno5 eluranjer05 al gobierno geDIl!: par.a el Distrito Federal al 
TneJ;icaoo, pan la caplUra de esp!:- momento de comelCrse la ¡nfrac-
des. (An. 24, XIV). ción (Art. 24, XIV, 25, 26 Y 27) 

Al que haga uso indebido de Amones&aci6n y multa equi. SEPESCA 
hl infOllTllCión tl!cnica (1 científica valentt de 101 a 1(0) veces el 
de la SEPESCA. (An. 24, XV). salario ml"nimo cenenl diario ... i-

genle para el Dislrilo Fedem al 
momento de c:ometene la infTac-
ción. (An. 24, XV, 25, 26 Y 27) 

Al que InInsponeen embarca- Re ... ocaciÓn de la concesión, SEPESCA 
dones desti nadas I la pesca ¡nslnI- penniso o autorización; decomiso 
menlOS explosi ... os o sustancias de produClos ylo artes de pesca ylo 
contaminanlCs no autorizadas por imposición de multa equivaJenlC 
la SEPESCA. (An. 24, XIV). de 1001 a 2000 veces el salario 

minlmo general diario ... igenle 
para el DiSbit'J FedefaJ al momen-
10 de cornelCne la infrac:ción; y de 
acuerdo con la gravedad de la falta, 
clausura lemporal de l. instalación 
o instaJeciOllC5 ylo decomiso de la 
embarcación ovehfculo. (Ans. 24, 
XVI, 25, 26 Y 27) 

Al que uti lice instrumentos, Decomiso de los productos SEPESCA 
artes o ~todos de pesca prohibi- obIcnidos de la nora y fauna acuj· 
dos o no autorizados. (An. 24, ocas ylo de las embarcaciones o 
XVII). ... ehfculos, arteS de pesca ylo impo-

sición de mul ta equi .... 1enlC de 
2001 .20000 veces el salario ml-
nimo genem diario vigente panel 
DiSbico Fedem al momenlodec.o-
mclene la infrac:cioo. (Ans. 24, 
XVD, 25 26 Y 27) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pesca. Al que practique la pesca con Suspensión Itmpot.1 de los SEPESCA 
embarcaciones distintas de aque- derechos de l. concesión. permiso 
1Ias que haya aUlonudo y registra- o autorización, clausura temporal 
do la SEPESCA. (An. 24, XVIII ). de las instalaciones y/o imposición 

de multa de 101 I 1000 veccl el 
salario mfnimo gene",,' diario vi-
gente pan el Distrito Federal al 
momento de comelerse la infrac· 
ción. (AlU. 24. XVIII . 2'. 26 Y 27) 

Al que utraiga, upture. po- Revoeaei6n de la concesión . SEPESCA 
sea,lnInsporu: o comercie especies penniso o IUtOOl.IciÓfl ; decomiso 
declaradas en veda o con wla o de productos '1' anes de pesca y/o 
pe50ll inferiores al núnimo espoci- imposición de multa equi v¡ lenlt 
ficado por la SEPESCA 1I obtener- de 1001 a 2000 veces el salario 
las de lOnas o siDOS de refugio o mlnimo general diario vigente 
de reproducción. (An. 24, XIX). pU1l el Distrito Fedenl al momen· 

10 de COI'!'Iderse 1a infracción; y de 
acuerdo con la gnvcdadde la ralta, 
clausura lemponl de 1a inw.l lciÓll 
o insulacione¡ ylo decomiso de la 
embarcación o vehlculo. (Ans. 2-4 , 
XIX. 23. 26 Y 21). 

Al que capture de liberada· Revocación de b concesión. SEPESCA 
meolt o sin ajusW1e a las oormas penniso o autorización; decomiso 
Iknicas establecidas. quelooios o de prodUCtol y/o anes de pesca ylo 
mamf(eros mariOO5 y ~pccies en imposición de multa equivalenlt 
peligro de utioci6n, sio la autori - de 1001 a 2000 veces el salario 
ución de la SEPESCA . (AI1. 24, minlmo genera l diario vigente 
XX). pan el Distrito Fedenl al momen-

10 de comeltrse la io(ncaón; y de 
acuerdo con l. gnvedad de la ralta. 
clausun temporal de 1I ins.talaciÓII 
o ioSlllacionel ylo decomiso de la 
embueación o vehleulo. (Am. 24, 
XX. 23. 26 Y 21) 

Al que omita el uw de bbia- Suspensi6n temporal de los SEPESCA 

con de pesca. airen: o anote coa derec:hos de b COftClCIi6n. pmniso 
ralsedad \0$ datos !tenieos que se o IUtorizac:i6n. clausun tempnl 
asientan en la misma o no b entre· de las instalaciones ylo imposición 
gue • la autoridad denuo de Ioi de multa de 101 I 1000 veces el 
pluos que establezca el Regla- w';o rnnimo ceneral diMio vi -
meotode la Ley de Pesca.. (Art. 24, genle pan el Dimito Federal al 
XXI). momento de c:omc:tene b in(ne-

ci6II. (AtU. 24, XXI. 25. 26 Y 27) 
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D1SPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pe.~c~ . Al que no proporcione la in- Su~pensi 6n lemporal de 1m: SEPESCA 
fOfTTlación en los f~rminos y plazos derechos de la concesión. permiso 
que solicite 111 SEPESCA o incurnJ o auloriUoción. clausura temporal 
en falsedad al reOOirl"sta. (An. 24, de hu instalaciones '1'0 imposición 
XX II). de mul ta de 20 a 100 vete!! el 

Sóllario m{nillM) gcner .. ! diario vi-
gcnle para el Distrito Federal al 
momento de cometerse la infrac-
ción. (AlU. 24. XX II . 25. 26 Y 27) 

Al que instale arte~ de peliCa Decomiso de los productos SEPESCA 
fija.~ .~i n contar con la ~ ulorización obtenidos de la nora '1 fauna acu:l-
correspondiente. (An. 24, XXIII). ticas '1'0 de embarcacioocs o vehf-

culos. aMeS de pesca '110 imposi-
ción de multa equivalente de 10] 
a HXlO veces el salario mfnimo 
general diario vigente para el Dis-
trito Federal al momento de come-
ICUt la infncción. (ArIS. 24, 
XXIII. 25. 26 'J 27) 

Al que introdu.tCa o maneje: Decomiso de los productos SEPESCA 
b<ajo cualquier forma , especies o obtenidos de la flora y fauna acui-
marerial biológico en aguas de ju- ticas y/o de embarcacione~ o vehl-
ri ~d i cción federal, que C~U5en culos, anes de pesca ylo imposi-
daoo, .. Iteren o pongan en peligro ción de mull<l equivalente de 2001 
1 .. conservación de JOli recursos a 20000 vet:es el ~ario mínimo 
pesqueros. (An. 24, XXIV). gelle",1 diario vicente par1ll el Di5-

Dito Federal ,1 momento de come-
terse la infracción. (Am . 24, 
XXIV, 25, 26 Y 21) 

~I que 00 demoeslre docu- Reyocación de la COfIce.~¡ón, SEPESCA 
menwlmentc ante la SEPESCA la penniM> o autoriución ~ decomiso 
Ieg~ 1 procedencia de 105 product05 de productos y/o imposición de 
de flora Y faunaacuilicas por parte multa equivalente de 1001 a 2000 
de quieTJe~ lo poseen, alll"WlCtncn, veces el salario mfnimo gener.11 
1r.In.\poI1en o comercien. (An. 24, diario vigente para el Distrito Fe-
XXV) denl al momento de comelefK la 

i nfTacción ~ y de acuerdo con la 
C ... vedad de la falta , clausu ... tem-
poral de la insta.lación o instalacio-
nes y/o decomiso de la embarca-
ción o vetarculo. (Art!. 24, XXV, 
25, 26 Y 21) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Pesca. Cuando se conv:tan wversas in- La 5llTlci6n se aplican! como SEPESCA 
frmones ~vistas en la LLy de ~sponda a cada una de las in-
Pesca. CArt. 25). fracciones. pero e l monto total de 

la muha que se imponga no ellte-
deri • tu 20000 veces el salario 
mlnimo general diario vigentt 
para el Distrito Fcdenl al momen-
10 de COJT1elerse la infracción . {Art. ,,, 

Reglamento de ,. Cuando se causen ,rayes da· Revocación de la concesión. SEPESCA 
Ley de Pe..\C;I. I\os al ecosistema o riesgo inmi- permiso o autorización COfTe5POn-

riente que pueda ser causado. (Art. diente. (Am. 7] y 75) 
75, 1). 

Cuando se reincida cn false- Revocación de la concesión. SEPESCA 
dad u omisión al rendi r la informa- permiso o autoriz.ación correspon-
ción de pesca. (An. 75. 11) diente. (Ans. 7) y 75) 

Al que 1"10 acate , ~ n causa !tevoc¡,ción de la conoesi6n. SEPESCA 
jusófi~. las condiciones gene- permiso o aulOfiuciÓll correspon· 
raJes de orden !knico que sdiaJe diente. (Arts. 13 y 75) 
la SEPESCA, dcnuodel plan cm· 
blecido para ello (An. 75. 111). 

Al que tr1.nsfiera las autoriza- RevocaciÓll de la concesiÓll, SEPESCA 
ciol'le$ sin consentimiento de la pemiso o autorización COI'TCSjXln-
SEPESCA o transr.era los dere- diente. (ArU. 1] Y 7S). 
coos derivados de la contesiÓll o 
penniso. (An. 7S, IV). 
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C) FLORA SILVESTRE Y APROVECHAMIENTOS FORESTALES 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Forestal. 1\ quien teniendo laobligaciÓD Multa por el eq¡ivalenae de 50 SARH 
de hacerlo, no prevenga o combata • t,OOOdras de salario mfrumo ge-
los incendios forestales o las plagas neral vigente en el Distrito Federal 
o enfermedades que afecten I la al momento en que se cometa l. 
vegetación forestal. (Art. 4S, 1). infracción . (Art. 45). 

Al que en terTCnos foreltales Multa por el equivalente de SO SA RH 
establezca cultivos agrlc:olas. coceo a 1,000 dlu de m ario mfnimo ge-
muleros de ganado o labores de neral vigente en el Distrito Federal 
pllSloreo o de otra ¡ndolc, sin . pego al momento en que se cometa la 
¡ I¡~ di sposiciooes cO(lIenidas en el infracción. CAn. 45). 
propwnl de manejo autoriudo. 
(1\ 11. 45, 11). 

Al que incumpla con la obli· Multa ¡Jor el equivalente de SO SARH 
¡¡aciÓn de dar Ins avisos o solicitar a 1,000 dfas de salario rnlnimo ¡e-
las inscripciones registra tes prc- ncral vigente en el Distrito Fcdel1l1 
vistos en la Ley Forestal . (Art. 4.5 , al momento en que se cometa la 
111 ), inf'nr,cción. (Art. 4.5). 

A qu ien ejecute aprovecha. Multa porel cquivalenae de 100 SA RH 
mientos forestales en conlnlven· a 10,000 días de Wario rrírimu ,e· 
cioo a las disposiciones contenidas nenI vigenae en el Disaito Fedent.11II 
en el programa de manejo autoriu- momcmoenquc se cometa b infnc-
do. (Art. 46, 1) ción. (An. 46) 

Al que viole las disposiciones Multa por el equivalente de SARH 
contenidas en los decretos por 105 100. 10,000 días de salario mini· 
que se establezcan reservas y zonas mo genenl vi,enae en el Distrilo 
fore stales. parques nacionales y ve- Fedenl al momenlO en que se co-
das. (Art. 46. 11). meta la infracción. (Art. 46) 

Al que. en desacalO de manda- Multa por el equivalenae de SARH 
10 legitimo de las SARH. se rehuse 100 . 10,000 días de salario mini-
a prevenir o combatir los incendios mo general vigente: en el Distri to 
forestales o las plagas o enfenneda· Federal al 11"IQf'ntnlO en que se co-
de.~que afeden la vegetación foresla!. metal. inf",cción. (Art. 46) 
{An. 46. m~ 

Al que por imprudencia pro~ Multa por el eqWvalenae de 100 SARH 
que incendios en IemOOS fcestales. a IO,<XX> di .... de Wario mfrimo le-
(M 46. IV). nenI vigmae en el DisuilO Federal al 

momcnco en que se c:orneu la infrx· 
ción. (An. 46) 
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DlSPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Fore.~llll. Al propietario o poseedor de Multa por el equivalente de SARH 
terrenos afectados por un incendio 100 . 10,000 dl'u de salario mfni · 
o a los titulares de autorizaciones mo gC!len1 vigente en el Distrito 
de aprovechamiento de ~ursos Fede .... 1 .1 momento en que se ro-
roreslalcs maderables, forestación meta la infracciOn. (Art. 46) 
o reforestación de dichos terrenos 
que no den aviso del incendio a la 
SARH. (Art . 46. IV). 

Al que extraiga suelo en con· Multa por el equivalente de SARH 
trllvcnción a las normu aplicablu 100 a 10.000 dlas de ¡¡¡darlo núni· 
o realice cualquier acción que tom- mo general vigente en el Distrito 
prorncliI la regeneración y capad. Federlll t al momento en que se ro-
dad productiva de los terrenos mela la infracción , (An. 46) 
foremles, (Art. 46. VI. 

Al que intencionalmente y sin Multa por el equivalente de SA RH 
observar las normas oficiales mexi- 100 a 10,000 dlas de salano mfni· 
Canal que emita la SARH. proyo- mo gCoer;Jl vigente en el Diwilo 
que inoc:ndios en IEMIIOS forestlJes.. Feder1.1 al momento en que se: co-
(An. 46. VI). meta la infracciOn. (An. 46) 

Al que falsifIqUe la OOcumen- Multa por el equivalente de SA RH 
t.;Kión para nnsponaro almacenar 100 a 10.000 dílS de salario mlni-
mate:rills primas fOfutale:s mader.i- mo general vigente: en el Diurito 
bIes o la.~ marcas para la mader.i en Federal al momento ell que se: co-
rollo que upide la SARH. (An. 46. meta la infracción. (Art. 46) 
VII). 

Al que sill au!Oriz.aciólI realiee: Multll por el equivalente: de SARH 

cwnbio~ de uso de sueloen lern:nos 100 a 10.000 días de ",lario mini· 
f~~ta les . (An. 46, VIII). mo gel\C:r.i1 vigente: en el DisllÍlo 

Feder1.1 al momc:nlO en que se: co-
meta la infracción. (An. 46) 

Al ~ s.in aulOriución de la Mulla por el e:quivalC:ftte: de SARH 

SARH y sin haber realiudo los 100 a 10,000 días de $IIario mlni-
l:Wnite:s oonduce:nte:5 Ikvc a cabo mo general vigente: en el Distrito 
aprovechamientos de recursos Federal al momento en que se: co-
f~SUlles maderables y para la fo- meta la infracciOn. (An. 46) 
re~taCión y n:forutación en tc:m:. 
DOS fQt"C:Sta}o:¡ o de aptitud preferen-
IC:menlC: f~slll . (Am. 11 . y 46, 
IX). 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley FOfeswL Al que n.nspone o alm¡cenc Mult' por el equivalente de SARH 
materias primas f0fC51a1es madera- 100 I 10.000 días de salario mfni· 
bies sill la docUlIlelllación 'J la mar· mo genellll "'¡genle en el Di~trilo 
el que pan e l efeclo expida la Federala! momento en que .se co-
SA.RH. (AfU. 20 '146. IX). mcu l. infracciÓfl. (An. 46) 

A quienes transporten o rea li· Mulla por el equivalente de SARH 
cen ac tos de comercio o transfor- 100 a 10,000 dras de salario míni· 
mación de maleriu prima.s forestales mo general vigente en el DisbÍlo 
sin verificllfque las mismas provcn- Fcdenllal momento en que .se co<-
gon de IprovcchanVentO! para los meta ti infracción. (An . 46) 
cuales exisu: autorización conespon-
dielKe. CAns. 22)' 46. lX). 

Al que se apodere illciuunenle Multa por el equivalente de SARH 
de la documcnLición o de los mar- 100 a 10.000 dfu de salario mini · 
c~s autorizad05 por l. SARH, roo general ",¡gtllle en el Distrito 
pal1l am¡nrur el transporte 'J alma- Federal al momento en que .se 00-
cc:namiento de materias primu meLl la infracción . (An . 46) 
forestales maderables. (An. 46, X). 

A kK reincidentes de lu in· El doble de lu mulw. previs· SARH 
rr~ ccione s sei'la ladu en la Ley tu par1I cada caso. CAn. 47) 
Fore~tal. (An. 47). 

Al titll la r de un aprovecha. Suspensión loul o parcial de la SARH 
miento de reclI~s fmestales ma· alltoriución del aprovechamienlo 
derJbles, forestación o reforesta· de recursos forestales maderables , 
ción qlle por i nc ump li r lu forestación o reforestación. (An. 
obligaciones sei~aJadu en el pro- >JI 
gfllma de manejo alltoriudo tom-
prometa la biodiYeflidad de la zona, 
asl" como la regeneración y Clpitidad 
productiva de los tenenos en cues-
lión. (Art. SO). 

En taSO de uistir persisteocia Revocación de la aUloriuciÓfl SARH 
a lo sei'lalado en el ptrrafo anterior. "" aprovechamiento de recursos 
(An. 52). fore sta les madenbles, fOrtsLlción 

o refOftsLlción. (An . S2) 

Al que incumpla con lu obli· La SARH podl1 realizar los SARH 
gadones sellaladas en las autoriu· tnbajos respectivos con cargo al 
tione5u.pedidas por la SARH y no obli,.do, cuyo costo teodl1 el ti· 
haya dado cllmplimiento a las mis- tkter de cn!dito fiscal. (An. SI) 
m:¿1 en el plazo concedido por en 
dependencia. (An . 5 1). 
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D1SPOSICJON OBLIGACJON 
SANCJON AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

l..cy Fedcr~ 1 de Sani- Al que incumpla aln lo esUl- Multa de SO I 20.000 SlI larios. SARH 
dad Vc&cual. blccido en 1;L~ nOl'ma.~ ofici alc~ de- (An . 66. I) 

rivadól.~ de 11Il.cy (An. 66, 1) 

Al que movilice. importe o el- MulUl de 2.000 a 20,000 s.ala· SA RH 
pOfle YCGclillc.~ . sus productos o ri o~ (An. 66, 1) 
~ubproducto~ e insumos .~ujetos a 
control fi lo.~an Ílario sin conl¡¡r. 
cuando)OC requicrJ. del certi fi cado 
filosanibrio. (An. 66. 11 ). 

A los aGentes aduanalcs, que Multa de 2.000 a 20.000 SARH 
110 yigi len que se cumplen con las sa larios (An. 66. 111) 
disposicione.~ fi lo.~anitariu respec-
uvas. (Ans. 23. 29 Y 66. 11 1) 

A quienes imponen o moyíli- Multadc 2.000a20,OOOsala- SARH 
cen algun;¡ o "..nas de l;as mttan- rios. (An. 66. 111) 
d;a.~ que SQII Mlsccptibles de ser 
pon;.¡dofas de plagas '1 que nocum-
plan con b_~ disposiciones fi losani-
briu respectivas. (An.~. 23. 29 '1 
66. 111) 

A I que impone mat:andas que Multadc 200a20,OOO salaric:b. SA RH 
pucdlln ~r porbdor.Is de plagas (An. M . IV) 
que no cumplan con I¡¿s di liposicio-
nes fiton nha riu rtspecti Yas. 
(A" s. 30 ,/66. IV) 

A qu iel"leli no registren \os pla- Mulla de: 200 a 20.000 51la· SARH 
guicldolli e insumos de: nuDición ve- ri05. (Art. 66, V) 
getal. (Arts. )9,/66. V) 

A ~ fabricanles o l.bonIto- Mulla de: 300. ) ,000 salarios. SARH 
ri05 de: pruebu ~Iados que no (An. 66. VI) 
propordonen • 11 SARH l. infor-
maci6a Iknica lObre 11 calidad fi-
tosaniwi. de: imumos que se utili · 
cen en Iu actividades "",colu '/ 
(OftSCIles. (ans... 1 y 66, VI) 
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DISPOSICJON OBLIGACJON 
SANCJON 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Fedcf'dl de Sani· Al que upenda. adquiera o Multa de 200 a 20,000 &ala- SARH 
dad Vegetal. aplique insumos que requieran !"e- rios. (AlU. 66, VII) 

comendadOn escrita, incumplien-
do Jo dispuesto por las normas ofi-
ciales mexicanas. CAns. 42 y 66, 
VII) 

Al que no dt aviso de fundo- Multa de 200 a 2.000 salarios. SARH 
namiento para desarrollar o prestar (An. M , VIR) 
~clividades o servicios fitosani ta· 
nos. (Ans. 44 y 66. VIII) 

A las perwnas que se dediquen Multade 200a IO,OOO Alarios. SARH 
a la fabricación, formu lación, im- (An. M, IX) 
portación, aplicación y comerciali-
tildón de insumas filosanilarios y . de nunición vegetal que no solid-
len a hl5 unidades de verificación 'J 
organismos de certificación acredi-
tados que conforme a la norma ofi-
cial mclticana aplicable, corrobo-
ren la efectividad biológica '1 las 
recomendaciones sobre aplicación, 
uso y mancjoilKlicadasen la misma 
norma. (Ans. 45 y 66, IX). 

Al que incumpla con las medi · Multade 300 a lO,OOOsalarios. SARH 
das filosanitarias de emergencia (Art. 66,X) 
que establezca la auloridad eompe-
lente. (Ans. 46 y 66, X) 

A las personas que cer1ir~en Multa. de 2,000 a 20,000 sall- SARH 
o veri fiquen el cumplimiento de rios (Arts. 66, XI) 
normas oficiales mexicanas I si 
mismas o cuando lengan un inlC1!s 
direClo. (Am. 48 y 66, XI) 

Al que se niegue I PfCStIr sin Multa de 20 I 2,000 salarien. SARH 
CIUJa justificada el servicio filosa- (An. 66, XII) 
nitario solicitado I un oraanismo de 
certi ficación o unidad de verifica-
ción aprobados o acm1itados. (An. 
66, XII) 

Al que no preste los servicien Multa de 100 I 10,000 sall- SARH 
y desarrolle las actividades indica- tios. (An. 66, Xm) 
das en las normas oC"lciaJes mexica-
nas (Am. SO, I Y 66, XID) 



DISPOSICION 
JURIDICA 

Ley Federo.!1 de Sani· 
dad Vc¡;ctll . 

OBLlGACION 
ESPECIFICA 

Al que no avise a la SARH 
cuando conOlea Klbre la presencia 
de una enfermedad o plaga de ve­
,clall:$ que de acuerdo con las nor· 
mas oficiales meJl¡cana.~ respecti­
V¡U, 5ea n de notificación 
obligatoria. (Ans. SO. 11 Y 66, XllI) 

Al que no ~senlL a la SARH 
infoonc¡ MJbrt los certificados ti­
IOSll/li tari 05 que expida en la forma 
y pl~ que delem1ine el Regla­
mento de la mi~1N Ley. (An s. SO. 
111 Y 66. XIII) 

Al que no infonne periódica­
mente a la SARH sobre ~ ~i ­
ci05 filounilari()l; ~c pre¡UI (Ans. 
SO, IV Y 66, XIII) 

Al que no lUisla I la SARH en 
c.lISOS de emergencia filosanitaria. 
(An l . SO. V 'J 66. XIII). 

Al que no cumpla con sus de· 
""5 obligaciones I su cargo. (An s. 
SO. VI Y 66, XIII) 

A las pcnonas ftlicas o moraIcI 
aproNdu o acmiiradu que c:atifi· 
quen ma&eriu para las cualei no fue.. 
ron m:onoddas por la SARH (Art$. 
' J,66. XIV) 

A las uNdade5 de veri6c.ci6n 
apvb.du o ~tada:s ~ reali­
ecn verificadoncs sin ~ hay. pe­
IidÓII de parte o ea rnakrias eD las 
cuUes no fuaoa aprobadas. (Ans. 
.56 y 66. XIV) 

Al responsabk del dicwncn 
de una veri6c.ci6n ~ no lo pre­
lCfICe • 11 SARH. (Ans. 57 y 66, 
XV) 
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SANCION 

Multa dc 100a IO.OOO sal:uios. 
CM. 66, XIII) 

Mulra de 100a IO,OOOsalarios. 
(An. 66.XIII) 

Multa dc lOO. IO.OOOsalanos. 
CAn. 66. XIII) 

Multadc IOOIIO,OOOwanos. 
(Art. 66. XIII) 

Mull.ldc lOO. IO.OOOsalanos. 
(An. 66. XIII) 

Mulla de :KIO. J,OOO salIriOl. 
(An . 66. XIV) 

Mulla de 300. J,OOO ¡alariOl. 
(An. 66, XIV) 

Multa de !500. 10,000 ¡alarios. 
(An. 66, XV) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

SARH 

SA RH 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 
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DISPOSICION OBLlGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

~y Federal de Sani- Al propietario o poncador del Mulla de 200 a 20.000~lari05 . SARH 
dad Vege(¡¡1. campo agrícola, huerto. vivero, plan. (An _ 66, XVI) 

tación, aserradero. patio de concen-
tr.ICión, ~inlo, lote o vehfculo de 
tr.In5pOrte del que se haya tomado la 
mueSlra ante el ricsso de disemina-
ción de una plaga. que no guarde en 
custodia 5U bien (Ans. 60 Y 66. 
XVI). 

Al que incumpla loeslIlblecido Mulll de 50 1 15.000 salarios. SARH 
en la Ley Federal de Sanidad Vege- (An . 66. XVII) 
tal. (An. 66. XVII) 

A 105 viveros. huertos. empa- Clausura Msta por I S dlas del SARH 
cadoras, recintos, almacenes, ase· establecimiento referido. (An. 67) 
maderos, plantaciollCs, patios de 
concentración 'J cualquier otro es-
tablecimiento donde se desarrollen 
o presten actividades o 5el"Yicios 
fitosaniUlrios que no observen lo 
dispuesto en las normas oficiales 
ITlell ieanas 'J respecto I la custodia 
de muestnlS anle el riesgo de di se-
minación de una plaga. (AlU. 19. 
60,/67) 

A las p!:t$Onu que no obser- Clausura huta por I S dl'as del SARH 
ven lo previSIO en lu 00ITIl1$ oli- establecimienlo ,derido. (Art. 67) 
ciales me:oticanu plIflI la 'Plica-
ción, uso y manejo enel campo que 
debertn reunir los insumos filou-
nitarios y de nutrición veletal, uf 
como apliquen t!SIOS sin el relislro 
correspondienlt (Arts. 38, 39 Y 67) 

A los laboralarios de pruebas Suspensión lemporal de la SARH 
acreditados que formulen los estll- aprobación o permiso. (Art. 68) 
dios de efectividad biológica, que 
no se sujeten a las especificaciones, 
crilerios y prooedimienros «table-
cidosen las nomw oficiales mexi-
canas. (Aru. 40 y 68, 1) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Le)' Feder-JI de Sani· A las pem>llas aprobadas por Suspensión temporal de la SARH 
dad Vegetal. la SARH que ccnifiqucn o verifi· aprobación o permiso. (Art. 68) 

quen el cumpl imiento de normilS 
oficiales mexicanas a si miSm35 o 
cuando tengan un inlt~s directo. 
(ArtJ¡. 48 Y 68. 1) 

A los organismos nacionales Suspensión temporal de la SA RH 
de normalización. organismos de aprobación o permiso. (An. 68) 
certificación. unidades de verifica-
ción y laboratorios de pruebas 
aprobados por la SARH que 00 
presten los servicios o desarrollen 
las actividades que .se indiquen en 
las normas oficiales mexicanas que 
se c¡p;pidan .~obrc e l panicular. 
(An~. 50. I Y 68. 1) 

A los organismos nacionales Suspensión temporal de la SA RH 
de normalización, orgl\llismos de aprobación o permiso. (An. 68) 
certificación. unidades de verifica-
ción y laboratorios de pruebas 
aprobados por taSARH que noavj-
sen a eS4I dependencia cuando ro-
nozcan sobre la presencia de una 
enfermedad o plaGa de vegetales 
cuya notificación sea obligatoria. 
(An. SO. 11 'J 68, 1) 

A los orgllnismos nacionales Suspensión temporal de la SARH 
de normalización. orGanismos de aprobación o penniso. (An. 68) 
certificación, unidades de verifica-
ción 'J laboratorios de pruebu 
aprobados por la SARH que no pre-
senlen a e:;a dependencia los infor-
mes sobre 105 certificados fitO$ani-
tafios que expidan. (Anl . SO, 111 'J 
68.1) 

A 105 organismos nacionales de Suspensión temporal de la SARH 
normalización. organismos de ceni- aprobación o penniso. (Art. 68) 
ficaciÓn. unidades de verificación 'J 
laboraaorios de ¡xuebas aprobados 
por la SARH que no informen perió-
dicamenle a esa dependencia sobre 
los servicios fitosanitarios que pn:s-
len. (Ans. SO. rv 'J 68, 1). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Federoll de Sani- A los organismos nacionales Suspensión te mporal de la SARH 
dad Vegelal . de nonnalizaci6n. organismos de i!.pfobación o penniso. (An. 68) 

certificación, unidades de verifica-
ción y laboratorios de pruebas 
aprobados por la SARH que no 
a.~i.~ ... n a esa dependencia en casos 
de emerge ncia filosanit.:lria. (Ans. 
SO. V y 68. 1) 

A lo.~ organismos nacionales Suspensión temporal de la SAHR 
de nonnali~ación . organismos de aprobación o penniso. (Art . 68) 
certificación. unidades de verifica-
ción y laboratorios de pruebas 
aprobados por la SARH que no 
cumplan con las obligillciones a su 
cargo. (Art.~ . 59, V Y 68. 1). 

A las personas ffsicas o mora- Supensi6n lI;mporal de la SARH 
les aprobada.~ por la SARH que aprobación o penniso. (Art , 68) 
certifiquen en materill.'l pan las 
cuales no fue ron retonocidas. 
(Ans. 53 y 68. 1) 

A las unidades de verificación Suspensión lemporal de la SARH 
aprobadas que realicc:n verifica· ~ciÓf1 o pmniso. (An. 68) 
ciones sin que haya peneiÓn de 
parte. (An~ . 56 y 68. 11) 

Al responsable de l dictamen SuspensiÓn temporal de la SARH 
de una verificación que no lo pre. aprobación o permiso. (An. 68) 
senle a la SARH (Ans. 57 y 68. 1) 

A los paniculares que hayan Suspensión lemporal de la SARH 
obtenido de la SARH el permiso aprobación o permiso. (An. 68) 
para inst.a lar punlos de verifica· 
ciÓn inlema que no cumplan con 
las normas oficiales mex. icanas 
aplicables. (Aru. 59 y ó8. 11) 
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D) FAUNA SILVESTRE 

D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Feder.al de San.- Incumpli r 10 cst:ablecido en Multa de l00al!l,OOOdlasde SARH 
dad Anim:!.! . IlIS nonnas oficiales previsw en la ~Jario mínimo gcnenl viscn!t en 

Ley Federal de Sanidad Animal. el Distrito Federal al momento de 
(An . 54,1) cometerse la infracción. (An . 54. 

1) 

A los propietarios que no den Multa de 100 a !I,OOO dln de SARH 
aviso del inicio del funcionamicn- salario mínimo genenl vigente en 
10 de los lugares donde se concen- e! Distri to Federal 1I momento de 
~ animales, con motivo de fe- comctersc la infracción. (An . S4. 
ñas. c.:posiciones o similares: los 11) 
destinados a sacrifidO$ de anima-
Jes; los que indusrrialic:en, proce-
sen. empaquen. rdrigeren o ex-
pendion productos o subproductos 
animales pan conwmo humano: 
1m; que ratwiquen o expendan pro-
duCIO~ O MlbproduCIOS animales 
pan! conwmo humano; 105 que fa-
briquen o expencbn productos quf· 
micos. farmacéuticos o biológicos 
para uso en animales. y los hospi-
lijeS. elrnicas Yelerinarias , labor1l-
loriOlí de pnlcbu o diagnóstico y 
demh que presenlen servicios 
wosanilarios. (Arts. 18, 19 Y 54, 
11). 

Al propietario de las plantas Multa de 1,000 a 15,000 días SARH 
de sacrificio de animilles y rastros de salario mCnimo general vigente 
que no tengan a su seT'iicio un en el Dütrito Federal al momento 
mt!dico veterinario aprobado, de cometerse la infracción. (An. 
cuando ast lo hayan determinado 54, 111) 
las norml5 oficiales. (An. 54. 111) 

Al que utilice la denomina- Multa de 1.000 a 20,000 &15 SARH 
ción "Tipo Ülspet.CiÓl1 Federal", de ulario mínimo ceneral vigente 
sin conw COfI la CIIlidad zoosani- en el Distrito Federal al momento 
tuia certificada. {Arts. 20 y .54. de oomc:lCf5e la infracción, (An, 
IV). S4. JV} 

A quien nocompnlebe lael is- MultadeSOOa lO,OOOdíasde SA RH 
tencía del cenifieado wosani lario salario mínimo cenenl vicente en 
correspondiente. (An. 54. V). el Distrito Federal al momento de 

cometerse la infracción . (An. 54, 
V) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Lc:y Feder.al de Sani- Quienes importen o moyilicen Mulla de SOO a 10,000 dfas de SARH 
dad Animal. animale~, sus productos y subpro- salario mfnimo general vigente en 

duelOS y productos biológicos, quf- el Disrrito Federal al momento de 
micos, farmactuticos y ¡¡limeno- cometerse la infracción. (An. 54, 
cio~ para uso en anima les o V). 
consumo por tstos. (Art. 54, V). 

Comercializar produc tos y Multa de ] ,000 a 20,000 dfl5 SARH 
subproductos de origen animal, uf de salario mlnimo generll vigente 
como lo ~ productos biológicos, en el Disuilo Federal a l momento 
<¡ulmicos. farmacéuticos y alimen· de cometersc la infracción. (S4, VI) 
licios, par. uso en animaJe5 o con-
sumo por tSIOS. que no requieran de 
certificado zoosanitario. un men-
cionilr ostensiblemente ]as especi-
fi caciones zoosanitarias con que 
cumplen. (S4. VI). 

A quien comercialice con el Multa de 5,000 a 20,000 dfas SARH 
lote de productos de donde se Ilaya de salario mfnimo general vigente 
lomado la mlU:stra para 1 .. aplica- en el Distrilo Federal al momento 
dón de cuarentenas de productos. de cometcrse la infracción . (An. 
subproductos anim;.¡le5. productos 54. Vil) 
biológicos. qulmicos. farmacéuti -
cos y alimenticios para uso en ani-
males. (Ans. 34 y 54. VII). 

A los médicos veterinarios y Mulla de 1,000 a 20.000 dl"u SARH 
tilUlares de los organismos, unida- de salario mfnimo general vigente 
des y laboratorios. asi" como a los en el Distrito Federal al rnornento 
propietarios y adminisuadores de de cometcrse la inflECión. (An. 
tales lugares que 110 aviscn a la 54, VIII) 
SARH cuando tengan conocimien-
10 de u.,. enfermedad o plaga de 
animales. que sea de notificación 
obligatoria. de acuerdo con lu nor· 
mas oficiales mexicanas. (Ans. 43. 
JI Y 54. VIII). 

A los rrhlicos veterinarios y .Multa de 1.000 a 20.000 díu SARH 
titulares de los organismos, unida- de salario mfnimo general vigente 
des y laboratorios, asl como a los en el Distrito Federal al rnornento 
propietarios y adminisuad0re5 de de comelefse la infracción. (An, 
tales lugares que no proporcionen a 54, VIII) 
la SARH relaciones de los certifi-
cados que upidan. en la forma y 
plazoqucdetcrmine el Reglamenlo 
de la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal. (Arts. 43. 111 Y :54. VIII) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Feder .. l de S;¡¡ni - A los mtdicos veltrinariOll y Multa de 1,000. lO,OOO dl'u SARH 

dad Aniffióll. utulare~ de los organi§fTIos, unida- de )alario mfnimo gcnerll vigente 
de.~ y labor~torios. asf como a los en el Oistrilo Federal al momento 
propiCMOS 'J ;wIm¡ ni~lnIdore5 de de come~ la infncción . (A n. 
I.II IC5 lugares que no proporcionen a 54, VIII ). 
la SARH infOflTlación sobre Iosser-
vicios loosanitari05 que presten. 
(Ans. 43. IV 'J 54, VIII). 

A los rutdicos vcu:rinarios y [j- Multa de 1,000 a 20.000 días SARH 
ru lare,<¡ de los organismos, unidades de 5lI1ario mfnimo general vigentc 
y labor.uorios, Illif como a los propie- en el Distrito Federal al momento 
t:uios 'J admini~ de tales lo· de cometcfK la infracciOn. (An . 
&aJ'e!\ que no a...istan a la SARH en 54. VIII). 
ClI!IOS de emergencia zoosanilaria. 
(Art.~. 43, V 'J 54. VIII). 

A los médicos velelinariol; y ti- Multa de 1.000 a 20.000 dias SA RH 
rulaJ'e:( de los or¡anismos. unicbdes de s.:a lano mfnimo ,eneral vIgente 
y labor.luJriO!' que no cumplan con en el Dimito Federal al momento 
las dcm:b obligaciones previstas de comelent 1" infracción. (An . 
para cl~ en b lLy Feder.ll de S;uj. 54, VIII ) 
dadAnim;a1. (Art.\.4l VI Y 54, VIII ). 

A quien falsifique o altere cero Mulla de !i,OOO I 20,000 dlas SARH 
ufielldos zoo~nitarios, actas de vc- de salano mfnimo ,encraJ vigente 
rificación y demú documentos ofi- en el DiwilO Federal 1I momento 
cialcs zoosQnil.ario~. (An. 54, IX). de comctersc la infracción. (An. 

54, IX) 

Las dcmas infTllCcioncs iI la Mulla de 100 a 1,000 dlas de SARH 
Ley FedcrJI de Sanidad Animal y salario núnimo General vigente en 
cuya violación no .\e haya especifi- el Disuito Feder;¡1 al momento de 
cudo en los parrafo~ anteriores. cometerse la infracción. (An. !i4. 
(An. 54. X). Xl 

A los estl.blecimientos donde Cbusun de lo!; establceimien- SARH 
se concentren animales, con moci- t05lwta por 15 dlas, sin perjuicio 
vo de feri as, Clp05iciooes o even-- de la aplicación de 0InS mulw. 
to!! si mil¡¡R:5 que contravengan las (An. !iS, 1) 
norma5 oficiales conforme a las 
cuales dcbcrin operar tales estable· 
cimientos. (Am. 18 y SS. 1). 

A lo!; establecimientos de.só- CI:wsun de los establccimien- SARH 
nadm a SKrifici05 de animales que t05 huta por l!i Mas, dn perjuicio 
COnlr.l.VCngan las normas oficiales de la aplicación de otraS mulw. 
confonnc a las cuales deberin ape- (An. S!i,1) 
nrtalcs establecimientos. (Am. 18 
y !iS. 1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

uy FederJI de Slni· A los establecimientos que in- Clausura de los cstabJedmien· SA RH 
dad Animal. dustriaJicen, procesen, empaquen. tO$IlastI por 15 dfu,lin perjuicio 

~rri¡;eren o expendan productos o de la aplicación de otras multas. 
!>IIbproductos animales pan consu- (An. SS,!) 
mo humano que contravengan las 
normas oficiales conforme a las 
cuales debedn operar tales estable-
ci mientos. (Ans. 18 y 055, 1). 

A los establecimientos que fa- Clausura de los cstabledmicn- SARH 
bOquen o expendan alimentos procr:- 105 hura por 15 dln, si n perjuicio 
sados para consumo de arimales que de l. aplicación de otras multas. 
representen un rie.~o zoosaniwlo (An. 55, 1) 
que conlra\l'Cfl&an las nonnas olicia-
Ie$ oonformc a las cuale!i deberin 
operar Wes estabIecim.ienlO5. (Ans. 
18 Y 55,1). 

A los establecimientos que fa- Clausura de lo5establecimicn- SARH 
briqvcn o expendan producl05 quI- tos huta por l' cM'as, sin perjuicio 
miros, farmacéutiCO!i o biológicos de la aplicación de ouu mulw. 
para uso en animales que contra- (An . S5,1) 
vengan las normas oficiales confor-
me .. 1as cuaJes deberin operar tala 
~bleanienl05. (Ans. 18 Y S5, I). 

A los hospitales. ( !fnicas vete- Clausun de 101e5tablecimien- SARH 
rinarias, laboratorios de puebas o 101 huta por I S días, sin perjuicio 
diag0Ó5tico y demás que presll:n de la aplicación de 01raS mulw. 
5ef\Iici05 zoosanitarios que contra- (Art. SS, 1) 
vengan las normas oficiales confor-
me a las cuales deberán opcrartales 
establecimientos. (Arll. 18 Y SS, 1). 

A los propietarios, admini$lIa- Clausun de los tstablecimien· SARH 
dores o encargados de la admiros· 101 hasta por I S días, sin perjuicio 
!raci6n de los establecimientos en de la aplicación de otras mulw. 
donde se COIKlen~n animales, OCIO (An. SS, U) 
motiv{) de feri as. exposiciones o 
eventos similares que no avisen del 
inicio de su funcionunienlO I la 
SARH. (AlU. 18, 19 Y SS, Il). 

A los propietarios, admiroSlrJ.- Clausun de los establecimien- SARH 
dofu o encat¡ados de la admiro!- lOS hasta por 1 S dCu, sin perjuicio 
!ración de Jos establecimientos des- de la aplicación de 0I1U mulw. 
tinados a yaifici05 de animales (Art. SS, II) 
que no avisen del inicio de su fun · 
cionamiento , la SARH. (Ans. 18. 
19'J SS, 11 ). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Federd l de Sani- A los propietarios, adminislra- ClitU5Ura de los establecimien- SA RH 
dad Animal. dores o encargados de la adminis- lOS hasta por 15 días, si n perjuicio 

trdción de los establecimienlos que de la aplicación de otras mullas. 
indus tr ia licen, procesen, empa- (An. SS, 11) 
quen. refri geren o ()(pendan pro-
duclos o subprodUCIOS animales 
para consumo humano que no avi-
sen del ¡nido de su funcionamiento 
aJa SA RH. (Arts. 18. 19 Y 55, 11). 

A los propietarios. adminisUll- Clausura de los tsublecimien- SARH 
dores o encargados de la adminis- lOS huta por 15 días, sin perjuicio 
!roldón de los establecimienlos que de la aplicación de otras multas. 
fabriquen o que upendan ¡Iimen- (Art. SS. U) 
tos procesados pan! consumo de 
animales que represenlen un riesgo 
zoosanitario que no avisen del ini-
cio de su funcionamiento a la 
SARH. (Arts. 18. 19 'J SS. 11). 

A 105 propietarios, administnl- Clausun de 105 establecimien- SARH 
dores o encargados de la adminis- tos hasta por 15 dhu, sin perjuicio 
trolción de los eSUlblecimientos que de la aplicación de otras mul tas. 
fabriquen o expendan productos (An. SS, U) 
qurmicos, fannacfuti cos o biológi-
cos pan uso en animales que no 
avisen del inicio de su funci ona-
miento a la SARH. (AlU. 18, 19 Y 
SS. 11). 

A 105 propietarios, administnl- Clausura de losestablecimien- SARH 

dores o encargados de la adminis- tos hasta por lS días. sin perjuicio 
trolción de los hospi tales. cllnicas de la aplicación de otras multas. 
veterinarias, laboratOlÍos de prue- (An. SS, ]]) 
bas o diagnóstico y demás que pres-
ten servicios zoosanitarios que no 
avisen del inicio de su funciona-
miento a la SARH. (Am. 18, 19 Y 
55. 11). 

A los propietarios. adminisua- Clausura de los establecimien- SARH 

dores o encargados de la adminis- lOS hasta por 15 días, sin perjuicio 
tnlción de los e5tablecimienlos en de la aplicación de otras multas. 
donde se concentren animales, con (An. SS. m 
motivo de ferias, exposiciones o 
eventos similares que no propor-
cionen las facilidades nccesariu al 
personal de la SARH para que ve-
rifiquen el cumplimiento de las 
IlOfTTlIS oficiaks correspondientes. 
(Anl. 18, 19 Y SS, 11). 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Federal de Sani- A Jos propielarios. adminisn- CJauSWll de los establecimien- SARH 
dad Animal. dores o encargados de la administra- lOS hasta por 1 S días, sin petjuicio de 

ciÓfl de Jos estabJecimientos destina- la aplicaci6n de otras multas. (An.. 
dos a ~licios de animales que no SS, O) 
proporcionen las facilidades necesa-
Tias al pasonaI de la SARH par1l que 
verifiquen el cumpümiento de las 
normas oficiales correspondicnlCS. 
(Am. IS, 19y 55. O), 

A los propietarios, adminiSIra- Clausura de losestab1ecimien- SARH 
dores o encargados de laldminisa. lOS hasta por JS drlS. sin perjuicio 
ción de los establecimientos que in- de la aplicación de otras multas. 
dusuialicen, procesen, empaquen, (Art. SS.m 
refrigeren o expendan productos o 
subproductos animales pan c:oosu-
roo humano que no proporcionen las 
facilidades necesarias al pe:nonaJ de 
Ja SARH panque verifiquen el tun-

plimiento de las normas oficiales ~ 
nespondienleS.(Ans. 18, 19y SS. 0). 

A los propietarios. administra- Clausura de los establecimicn- SARH 
dores o encargados de la admiros- lOS hasta por IS dfas, sin perjuicio 
tradón de los eslablecimicnlos que de la aplicación de otras multas. 
fabriquen o que expendan &limen- (An. SS, 11) 
lOS procesados para consumo de 
animales que ~senten un riesgo 
:zoosanitario que no propon:ionen 
lu faci lidades nea:sarilS al ~ 
nal de la SARH pan. que verirlqUe 
el cumplimieolo de las normas 
oficiales correspondientes (Arts. 
18, 19 Y SS, 11) 

A Jos propietarios, wiminisn- Clausur1l de losesablecimien-
dofes o encargados de la IIdminiSIl'a- lOS huta pDf 15 dl'as, sin peljuicio 
ción de los estabkcimientos que fa- de Ja aplicación de otras multas. 
briquen o expendan produClos (An. SS,U) 
químicos. fill1l'llOl!uliros o biológi-
ros pan. uso en animales G1IC no 
proporcionen las faci lidades necesa-
rias al personal de la SARH pan. que 
verifique el cwnplimiemo de w nor-
mas oficiales correspondienles. 
(Aro. 18, 19y5S, D). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Fedcr.ll de Sani- A los propietarios. adminiStra- Clausu~ de los establC(:imien- SARH 
dad Animal. dores o encargados de la adminiStnI- tos haSla por I S días, sin perjuicio 

dOn de los hospiWe!i, clirúas vele- de la aplicación de ouas multas. 
rinarias. labontorios de pruebas o (Art . SS, 11) 
diagn6sóco y demás que prulen ser-
vicios zoosaniwios que no propor-
donen las facilidades necesarias al 
personal de la SARH para que veri-
fique el cumplimiento de las nonnas 
oficiales COI'Tt:Spondienles. (Ans. 18, 
19 'J 55 , 11 ). 

A las plantas de üCrificio de Clausura de los establccimien- SARH 
animales que no cuenlCn durante los hasta por I S tiras, sin perjuicio 
las horas laborables cuando menos de la aplicación de otras multas. 
con un mfdico vcterinuio aproba- (An. SS, 11) 
do, asf como I las que no cutllten 
en los casos que asf se requien con 
un m.!dioo veterinario de la SARH . 
(Arts. 20 y SS, JI) 

Lo~ establecimientos. indus- Clausura de los eSlI.bledmicn- SARH 
tr1l1lizadoras. empacadoras y fri go- lOS hasta por I S días. sin perjuicio 
rfficos que no uti licen la denomina- de la aplicación de otras multas. 
ción "Tipo Inspección Federal " (An. SS, H) 
como sfmbolo de calidad en sus 
productos y subproductos, siem¡m 
y cuando sus instilaciones y proce-
so productivo se aju5Cen a las nof-

mas oficiales y su calidad zoosani-
ta ria est~ certificada por un 
organismo de certificación aprobl-
do. (Arts. 20 y SS. 11) . 

Los rastros que no cuenlCft Clausura de losestablecimien- SARH 
cuando menos con un m6;1ico vele- tos hasta por IS dr~, sin pe!juicio 
rinano aprobado, cuando uf lo de- de la ",litación de Olra$ multas. 
terminen las normas oficialcs. (Art. SS, 11) 
(Ans. 20 y SS, 11). 

A los que incumplan las nof- Suspensión lemponll o revoca- SARH 
mas oficia1e5 en las que se estable!.- ciÓR. (M.56,I) 
can los casos en que la moviliza-
ción e imponaciÓCl de animales. sus 
productos y subproductos, u f 
como de productos biológicos, quí-
micos, farmactutiC05 y alimell!i-
dos pan. uso en animales o consu-
mo po r tstos, requ ie ran de 
certi ficado mosaniwio en ru6n 
del riesgo zoonniwio que impli-
quen.(ÁrlS. 21 y 56, 1) 
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DISPOSICION 
JURIDICA 

Ley ~r.1I de S~ni· 
dad Animal. 

OBLIGACION 
ESPECIFICA 

A los que iocumplan con los 
requisitos que se fijan en las nor­
mas oficiales correspondientes 
p~r.a l~ ClI.pcdición de los certifica­
dos zoosanitarios. (Am . 23 y 56, 1). 

A 105 que incumplan con la 
lIOffl1a oficial pa~ obtener la apro­
bación como laboratorio de prue­
bas. (Ans. 42 y 56. 1) 

A los m4!dicos veterinarios, 
que brinden servidos como toad· 
)'uvanleli de la SARH en lu fuocio­
nes de luhaenc::ia tfcnica 'J <:apici­
lació n zoouninria 11 J0 5 

produCIOfeS: que no de.QITOllen las 
actividades para las cuales se k5 
facultó conforme a las normas ofi­
ciales expedidas sobre el panicular. 
(Al1s . 37. 4) Y 56, 11). 

A los médiC05 veterilW'ios que 
brinden servicios como coadyuvan­
leS de b SARH en las funciones de 
asistencia t«:nica 'J capacitación 
loou nitaria a los productores; 
que no avisen a esa dependencil 
cuando tengan conocimiento de 
una enfermedad o pla¡a de anima­
les que ~a de notificación obliga­
loria_ CAns. 37, 43 Y 56, JI). 

A los ~cos veterinariosque 
brinden Kr'lici05 como coadyu­
vantes de la SARH en 1a.s funcionel 
de uil!encialfcnica y capacitación 
zom.anitari •• los productores; que 
no proporcionen ala SARH !al re­
laciones de 101 certificados que 
ellos upidln. (Ans. 37, 43 Y 56, 
11). 

A 101 fh!dicos veterinarios, 
que brinden servicios como coad­
yuvlnleS de la SARH ea 1a.s funcio­
nes (le uiSleaCia tfcaka Y ~tI­
ción t.oo .. aitaria a 105 pro­
d~oru; que DO propomoeeza a la 
SARH la informaci6a sobre )os 

servicios ZOOSUIitariosque pn:SlCa. 
(Aru.. 37, 43 Y 56,11). 

SANCION 

Suspcn~i6n tCfl'I9OI'1Il o revoca­
ción. (An. 56. 1) 

Suspensión temporal o revoca· 
ción. (An. 56. 1) 

Suspensión !emporal o revota­
ción. (An. 56. 11) 

Suspensión !empon.l o revoca­
ción. (An. 56, 11) 

Suspe!'lsión !emparal o revQCI­
ción. (Art. 56, 11) 

Suspetlli6n IeJT4lOflJ o revoca­
ción. CAn. 56. 11) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

SA RH 

SA RH 

SARH 

SARH 

SARH 

SAOH 



DISPOSICION 
JURIDICA 

Ley Federdl de Sanj· 
d~d Animal. 

OBLIGACION 
ESPECIFICA 

A los mtdicos veterinarios. 
que brinden servicios como coad­
yuvanle5 de la SARH en las funcio­
nes de asistencia u!cnica y capaci­
tació n zoosan itaria a los 
productores; que no asistan iI la 
SARH en casos de emergencia zoo­
sanitari a. (Ans . 37, 43 Y 56, 11). 

A los rntdicos veterinarios que 
brinden :;ervidos como coadyu­
vantes de la SARH en las funcione s 
de asistencialfcnic;¡ 'J capacitación 
zoos1omitaria a 1M productore.~; que 
no cumplllll con las demis oblil:lI' 
ciones prcvi stll.~ en la Ley Federal 
de Sólnidad Animal. (Ans. 37, 43 Y 
56. 11 ). 

A los organismos nacionales 
de nonnaliz.aciÓfl queel¡bcmn nor­
mas JfIC.II.iCaml5 de cncter ronsa­
nilario; que no desarrollen las acti­
vidades para las cuales se lu 
facultó confrone a las IIOflTlU ofi­
ciales upeditb., liObtt el particular. 
CAnso ]7, 4] Y 56, 11). 

A 10ll organismo~ nacionales 
de normalit.aci6n queelaboren nor­
lTIiL'l muicanu de caricter roosa­
nituio; que no avisen 1. la SARH 
cuando tengan conocimiento de 
una enfermedad o plaga de anima­
les que sea de ootifieaciOn obliga­
toria. (An.~. ]7, 4] Y 56, 11). 

A los organismos na.cionale.~ 
de normaliución que elaboren nor­
ma., me"iea.nas de ea.ricler lIJOQ­

nilllrio; que no proporcionen 1. la 
SARH 1 .. , relaciones de los certifi­
cado!; q~ ellos upidan. (Ans. ]7, 
4] Y 56, 11). 

A 10:'1 organismos naciona.Jes 
de normalización que daboreft nor­
mas me.ueanll.!i de ~ ZOOSI.­

nitario; que no proporcionen 1. la 
SARH la información sobre kl:s ser­
vicios ZOO5llnitlriOl que JftMCn. 
(AlU. 37, 4] Y 56, 11). 

Las Responsabilidades... • 285 

SANCION 

Suspensión temporal o revoca­
ción. (An. 56, 11). 

Suspensión lempor.11 o revoca­
ción. (Art. 56. 11). 

Suspens.ión lemporlll o revoca­
ción. (An. 56, 11). 

Suspensión Iempor.1 o revoca­
ción. (An. 56, 11). 

Suspen~ón Iemp01'l1l o revoca­
ción. (An. 56, 11) 

SuspelUi6n ICmparal o revoca.­
ciOn. (An. 56, 11) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 

SARH 



286 • Rebeca Castillo Delgadillo 

DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Fedcr .. l de Sani- A los organismos nacionales Suspensión ICmponl o revoca- SARH 
dad AnilTUll. de llOrnlaliuci6n que elaboren nor- ción. (AIt. 56. 11) 

mas mexicanas de can.cter z.oosa. 
nilario: que no asistan a la SARH 
en ClI!iOI de c:mer;encia %oosanil.ll-
ri a. (Aru . 37. 4] Y 56. 11). 

A Jos or¡anislOO5 nacion¡le$ de Suspensión ICmpara! o revOC4l- SARH 
nonn¡¡lización que elabolen normas ciÓn. (An. 56. JI) 
memnas de curác::ter lOO.QIlÍ!ario; 
que no cumplan con las demú obIi· 
g:lcioncli ~viSlaSenIaLeyFelXral 
de Sanidold Animal. (Ans. 37. 43 Y 
56. 11). 

A los organismos de unitica- Suspensión temporal o revoca- SARH 
ciÓn que ("pidan certi ficados tOO- ción (An. 56. 10 
~:¡mitari~: que no desarrollen las 
acOvidadts p;lra la.!; cuilles se les 
facultó conforme. In normu oIi· 
ci¡alcs upedidilll sobre el panicular. 
(AIt~. )7. 4) 'J 56.11). 

A los orGanismos de certifica- Suspensión ICmparal o revoca· SARH 
ciÓn que (¡¡pidan certificados:roo- ción. (Art. 56. 11) 
saniwiOll: quel'lOaviKnala SARH 
cuando lencan conocimiento de 
un¡¡ enfennecbd o plaga de anima-
le, que !U de notificación OOli,.-
toria. (An~. 31. 4) Y Só, 11). 

A. lO:I or,anismO;l de cert.irlClo- Suspensión !emparal o revoca- SA.RH 
ción que Cllpidan omific:acb zoog. ción. (An. 56. 1I) 
nitarioll: que no popackx .... a la 
SARH lu relaciones de kIs certifi-
cados que elkls upidan. (Ans. )7, 
4) Y Só, 11). 

A kili or,ani5n105 de certifica- Suspensión !emporal o revoca- SARH 
ción que upidan ccttificadof¡ z.oo- ción. (An . 56, 11) 
sanilariOll: que noproporcionea a la 
SARH llIinfonnación sobre 'ouer-
vidl» _iwia¡ que pratcn. 
CAru. )7. 4) Y 56. 11). 

A. kN; «,anismos de certifica.. SuspcnsiÓCI!emporal o revoca- SARH 
ción que elpidan certifieados z.oo- ciÓCI. (An. 56, 11) 
.. nitariOl ; que 1M) lIilllla I la 
SARH en talOS deemer¡eodl z.oo-
J.IfIitlril. (Ans. )7, 4) Y 56, 11). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Feder.d de Sani- A los organi.unos de c:elti fica· Su¡pen¡ión lemponl o rtvOC¡¡- SA RH 
dad Animal. ción que upidan ceni fic.ados zoo. dOn. (An . 56, 11) 

sanitarios: que no cumplan con las 
demib obligaci0ne5 previstas en la 
Ley Federal de Sanidad Animal. 
(Aftli. 31, 4) 'J S6. II ). 

A ]lIS unidades de verificación Suspensión Ic: mponl o revocil- SARH 
que verifiquen a petición de parte ción. (Art. 56, 11 ) 
el cumplimiento de las oorma$ ofi-
ciales que u.pida la SARH que no 
desarrollen las actividades para las 
cuales!ioe les facultó confonne a las 
DOrnlIli oficiales c.lpedidas sobre el 
p;uticular. (Ans. 37. 4) '1 56, 11). 

A b.l unidades de verificación Suspensión Icmponll o revoca- SARH 
que verifiquen a petición de parte ción. (An. 56, 11) 
el cumplimienlo de las normas ofi· 
ciales que e.o.pida la SARH, que no 
avisen a aa dependencia !;\lIndo 

lenglo conocimiento de una enfer-
mecbd o plaga de animales que sea 
de notificación obligacona. (Ans. 
37. 43 'J S6, 11). 

A las unidades de verificación Suspensión !emparal o revoca- SARH 
que verirlqUCn I petición de panc eón. (Art. 56, 11) 
el cumplimienlo de las normas oo· 
ciaks quee,;pida laSARH,queno 
proporcionen a esa dependencia las 
relaciones de los certificados que 
ellos e,;pidan. (AN. 31, 4) Y 56, 
11). 

A las unidades de verificación Suspensión !emparal o revoca- SARH 
que vttifiquen a petición de pane el ti6n. (An. 56, 11) 
cumplimiento de las normas oficia-
les que exPda la SARH, que no 
... opcwc ....... " a esa dependencia la 
información sobre Jos servicios 1.00-

sanitarios que pres!t:n. (Ans. )7, 4) 
y 56, lI). 

A las unidadcl de verificación Suspensión !emponl o revoca- SARH 
que verifiquen a peóci6n de ¡Me el ción. (An. 56, 11) 
cumpimiento de lIIi normas o6oa-
les que u.pida la SARH, que no 
&Sisan a esa dependcnciaen casos de 
emergencia zoosanitaria. (Ans. )7, 
4) Y 56, lI). 
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DISPOSICION OBLlGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

uy Feder.al de Sani- A lóL'i unidade<l de verificación SuSpensiÓfllempor.il l o revoca· SARH 

WdAnirTlOll. que ...erif.quen a petición de pane el ciÓll. (An . 56. 11) 
cumptimictMo de la,.¡ nomIi\S oficia-
b que (:J.pida b SARH; que no 
cumpbn con Iz¡ demh oblipciones 
¡n:vi)iUl.~ en b Ley Federal de Sani-
dad Arima!. (Art. ... 37,4] Y 56. 11 ) 

A los laboroltorios de: pruebols Suspensión Iempor~ 1 o rev(lCil- SARH 
en m¡¡ leria l.oosanitaria que elabo- ción. (An . 56, 11) 
reo di~nóstiC05 y prueba.~ de bbo-
roltario: que no desarroUen Ia.~ aajv;. 
dado; pon las cualc:$ 5C la racultó 
conr(ll'Tt'le 11 l:tIl'IOf1T'a'IO of~ 0.-

pedKI;r¡ ~ el porticubr. (Am. 37. 
4) Y 56. 11). 

A Io:i laborolloriO!i de prueb;u; Suspensión Iempor,l l oreyClC.l- SARH 

en materi:. zoosanitaria que elabo- ción. (A n . 56, 11) 
reo diagnósticos y prueb<ls de ¡abo-
rollorio: que no avisen a la SARH 
cuando tengan conocimiento de 
una cnfmnc:dad o plaga de anima· 
les que sea de nOli ficación obliga-
toria . (Arb . 37. 4) Y 56, 11). 

A los bbor.llorios de pruebas Suspensión Iempor.1I o I'C: voca· SA RH 
en rw&erill zOC)liaI1 ilaria que elabQo. eón. (An. 56. 11) 

reo diagn6Wcos y pruebas de !abo-
r.llorio; que no proporcionen a la 
SARH las relaciones de los certifi-
cados que ello¡¡ expidan. (Arts. 37. 
4) Y 56, 11). 

A los laboratorios de pruebas Suspensión Itmpor.ll o re vOCil- SA RH 
en INIeri:. zoosaniuuia que dabo- ción. (An_ .56. 11) 
ren di:.Cnc»tir;o,. y pruebas de labo-
rollorio: que no proporcionen a la 
SARH I:.inform;ación sobn: los!ief-
viciO!l z()O!I:Inilanos que presten. 
(A" .s, 37. 43 Y .56, 11), 

A los laborlllorios de pnleb;¡s Suspensión Itmporal o revoca- SARH 
en maltria zoosaniwia que dubo- ción, (An_ S6, 11) 

ren diaCnóslicO!l y pnlebas de labo-
r~lorio; que no L'iÍstan a la SARH 
en cailOli de emer¡:encia zoosanita-
ri :. . (Am. 37, 43 Y .56. 11), 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Feder¡¡1 de SoIni· A. los 11Iboratorios de pruebas Suspensión IemporJI o revocil- SA RH 
d¡¡dAnimal. en m¡¡tcria zoo:l.ilnitana que elabo- dÓll. CAn. 56. 11 ) 

ren dia;n6sticos y prueba5 de la-
boratorio; que no cumplan con ¡liS 

demb obliGaciones previstas en 
la Ley feder.¡J de Sanidad Animal. 
IM,_ 37, 4) 'J 56. ti). 

A los reillCidenles de las in- Mulla hasta por el doble de lus SA RH 
rrolCcione.~ 11 la Ley Federal de Sa· cant idades sel'ialadu para cadu 
nidad Animal. (An, 57). caso en el articulo 54 de la Ley 

Federal de Sanidad Animal. (A n. 
,7) 

A 10., reincidenlts que contn· Clausura ICmpor41 o perm¡¡. SARH 
ycnGan lo dispuesto en las norm;u nenlC delesublecimicnto. (An. 57) 

ofichdes que par. e.o;e ereclo seb -
Jan los anJ'culos 18. 19 'J lO, cuya 
~nci6n se eMablecc en el articulo 
SS de la Ley Federal de Sanidad 
Animal. (An. 57). 

Ley Federal de CaUl. A los que tjernn la caz¡¡ sin el Multa de 0.10 a 10.00 nucvo.' SARH 
permiso correspondiente. (An . 33, pesos y la confiscación de los pro-

1). duetos y equipos, si n perjuicio de 
que respecto de las arma~. h Uls 
sean recogidas por la autoridad ad-
ministrativa, devolvil!ndose Ilnica-
mente cuando se usen con permiso 
expedido por la autoridad compe-
~nte. prcvio pago de la SlInción 
pecuniaria licilalada. (An s. 32 y 34) 

SARH 

A los quc se apropicn de ani- Mult.a de 0 .10 a 10.00 nucvos 

m;¡ lcs ~V*I sin penniso. (An . pesos y la confiscación de los pro-

]3, 11). ductos y equipos. sin perjuicio de 
q,¡e respecto de 111 armaJ, I!sw 
sean reooaidu por la autoridad act-
mi nisuati va, devolvil!ndose única-
mente cuando se usen con penniso 
expedido por la au toridad compe-
ten~, previo paco de la unción 
pecuniaria seilalada. (ARI . 32 Y 34) 
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DISPOSICION OBLlGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Federoll de Caz.¡¡. Al que transite en despoblado Mulla de O.IO a 10.00 nuevos SARH 
con <limas de caza, trampas u otros pesos y la confi5C.IciÓfl de Jos Pfo-
medios de caplUrol. sin la licencia duelOS y equipos. si n perjuicio de 
respectiva. (An. 33. 111). que respecto de las armas. ~stas 

sean m:ogidas por la autoridad ad· 
ministraciva. devolmndosc única-
menle cuando 5e usen con permiso 
expedido por ]a autoridad compe-
ICnlC, previo pago de la sanción 
pecuniaria seftaladil , (Ans. 32 y 34) 

Al que capture animales precia. Mulla de 0.10 a 10.00 nuc:vos SARH 

lores con trolmpu no autorizadas. pesos Y la confiiCación de 105 pro-
(An . 33. IV). duelOS y equipos. sin perjuicio de 

que respecto de las armas. tstas 
sean recogidas por la autoridad ad-
ministrativa, devolvi.!ndosc Ilnica-
mente cuando loe usen con permiso 
upedido por la autoridad compe-
tente. previo pago de la Wld6n 
pecuniarilscftalada. (Ans. 32 y 34) 

Al que ejerza la caza de espc· Multa de O.IO a 10.00 nuevos SARH 

del! en veda temporal . (An. 33, V). pesos Y la confi.scaeiOn de los pro-
duetos y equipos, si n perjuicio de 
que respecto de las IfTnU, t sas 
sean recogidas por la autoridad ad-
ministrati va, devolvitndose ~niCl-

mente cuando se usen con permiso 
expedido por 1a autoridad compe-
tente, previo pago de l. sanción 
pecuniaria sei\.alada. (Ans_ll y 34) 

Al que ejerza 111 caza COfI l. 
Multa de 0.10 . 10.00 nuevos SARH 

lI)'udlI de luz artificial , de venenos 
pesos y l. confiscación de 105 pro-

o rechllfl05. (An. 33, VI). duetos y equipos, sin petjuicio de 
que rupeclO de Iu IfTnU, tsw 
sean recocidas por la aueoridad lid-
miniwativa, devolvitndose Ilnica-
mente cuando se usen con permi50 
e l pedido por 1a autoridad compe-
tente, previo pago de 1a sanción 
pecuniaria sellalada. (Ans. ll y 34) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Al que venda. comercie o MultadcO.IOa IO.OOnuc:vos SARH 
Ley Feder.!! de (;11 ... . anuncie carnes. productos o dcsJlO'" pesos y la confiscación de 105 pro-

jos de animales de caza. (An. )], duelos 'J equipos, sin perjuicio de 
VII). que respecto de las armas. éstas 

sean recogidas por la autoridad ad-
ministrativa. devolvitodose única-
mente cuando se usen con permiso 
e~pedido por la aUloridad compe-
tente. previo pago de la sanción 
pccuniariascñalada. (Ans. 32 y 34) 

Al que cace o capture T1Ú5 ani- Multa de 0 .10 a 10.00 nuevos SARH 
males de tos auloriudos en el per- pesos y la confiscación de los pro-
miso. (An. ] 3. VIII) duelOS y equipos, si n perjuicio de 

que respecto de las armas. fsw 
sean recogidas por la autoridad ad· 
ministrativa, devolvifndose única-
mente cuando se usen con permiso 
expedido por la aUlOridad compe-
tente. previo pago de: la sanción 
pecuniaria señalada. (Aru. 32 y 34) 

Al que transpone animales de Multa de 0.10 a 10.00 nuevos SARH 
ClIZllO produclosdcrivad05 del mis- pesos Y la confiscación de los pro. 
mo. sin la documentación corres- duetos 'J eq.Upo$, sin paJuicio deque 
pondiente_ o en mayor número del respeclO de las armas. &w sean re-
autorizado. (An. 33, IX). cogidas por la autoridad adminisua-

tiva, devolvilndose únicamente 
clW1do se usen con permiso upedi-
do por la autoridad COf"Il)Ctente, ~ 
vio pa¡o de la sanción pecuniaria 
señalada. (Am. 32 'J 34) 

Al que n:mila productos de Multa de 0.10 a 10.00 nuevos SAOH 
caza mezclados o cambie su deno- pesos Y la confiscación de los pro-
minación pan. eludir su vigi lancia. ductos 'J equipos, sin perjuicio de 
(An. 33, X). que respecto de las armas, tStas 

sun recogidas por la autoridad ad-
ministrativa, devolvitndose única-
mente cuando se usen con penniso 
expedido por la autoridad compe-
u:nu:, previo palO de la sanción 
pecuniaria se6alada. (Am. 32 y 34) 
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DISPOSICION OBLlGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JURIDlCA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Feder.¡1 de Ca7':". Al que viole cualquiera de las Multa de 0.10 1 10.00 nuevos SARH 
dcm:i~ di~iciones de la Ley Fe- pesos y la confiscación de los pro-
de.-.. I de Cau o su ReGlamento. duetos y equipos. sin perjuicio de 
(An.:n , XI). que respecto de Ia.~ anna.\ . fsuu 

sean recOGidu por la autoridiid Id-
mini)tr.lliva, dcvolvil!ndosc ~niCl-

IT'Enlt cuando se usen con permiso 
upedido por la autoridad compc-
~nu: , ptellio pago de la sanción 
pecuniariase/lalada. (Ans . 32 y 34) 

A~uerdo por el (jlle .'\C.' Toda violación a lo diSpuCMO La sanción se dcltnninará en SA RH 
e_tablee.: el ca lend .. lIio ci - en el Acuerdo que se .-el\:alll. (An. los ~""illO$ de las Leyu Gene!'" .. 1 
nc:;flico .:orrcspomlicnlC' 52) del Equilibrio Ecológico y la Pro-, l a l crnporada 199 3- lección al AmbienlC. Fcder .. 1 de 
1994 Derechox. ~ral de Cua y dcm4s 

disposiciones aplicables, inde-
pendienl(:mente del decomiso de 
la.~ arm;¡s '1 medios de caza o cap-
tura y de la recuperKi6n de 1m; 
ejempl~s de fauna o SU5 produc-
tos, propiedad de la Nación. (An . 

'" 

A lO!' que cometan una ¡nfm- Multa hlL~tlI de 5,000 dfa.\ de SARH 
ci6n en el C¡¡sode especiCll ~mparu- salario núnimo general vigente en 
c.lus con lO!' permisos tipos I " ~yes el Distrito Federoll , en el momento 
acuátka.~": 11 "paloma.\": lit "()(ra.\ en que se cometll la infrolcción . 
¡¡ye.\" y IV "pcquei\o~ m;¡núferos-. (An. 52, 1) 
(An. 52. 1). 

A lO!' que cometan una ¡nfruc- Multll h:a.~ta de 10.000 día.\ de SARH 
ci6n en ClISOde tlipeciC$a~s salario núnimo genc:ral yigente en 
con perm¡~ tipo V "Iimitados-. e l Distrito fedcr,¡1, en el momento 
(Art. 52. 1I). en que se cometa la inrrucc iÓII . 

(An. 52,1I) 

A los cometan una infracción Mulla hasta de 20,000 df¡\ll de SARH 
en caso de especies amp;ua.~ con u lario núnimo ceneral vigente en 
permi~ lipa VI "c.~~ciales- y de el Distrito Federal, en el momento 
es~cie.\ vedadas o no autoriudas. en que se comet~ I~ infracción . 
(An. 52. 1I 1). (An. 52, 111) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Acuerdo por el que se Cualquier viohlcioo al Acuer- La sanción se detorninaril cn SARH 
establece e l cale ndario do que: se señala. (Art. 34). los Itnninos de la Ley General del 
paro! la cupwrol. Ifansportc: Equilibrio ~lógico y la fro(ec-
y aprovechamiento roldo- ción al Ambiente, la Ley Federal de 
nal de aves canorols y de Derechos y demlb leyes y regla-
ornalO. par ... la temporada 

naIOS apicaijes. ild:p:idu .... ,o* 
1993-1994. dtque rmri..e 1:1 cancelación del per-

miso otorgado y, en su caso. el 
decomiso de lo~ ejemplares. uten· 
silios y equipo empleado en la to-

misión del iIIcilo. (An. 34) 
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El ATMOSFERA 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamenlode la Ley C'Jalquier vioJaciÓfl a lO!' pre- Se llplicillri una o más de las SEDESOL 
Ge ne r~1 del Equilibrio ceplos de l Reglamento sei\aJado. siguienlcs nociones: multa por el 
Ecológico y la Protección (An . 46), equivalente de 2Q,!XIO d{as de sala-
al Ambiente en Materia de rios mfnimo general vigente en el 
PTevención yeonlfOl de la Disuilo Federal en el momento de 
Contaminadón de la AI- imponer la sanción; clausura tem-
m6sfer,a. por.¡l o definitiva, parcial o total ; 

asl como arresto administrativo 
hasta por treinta y seis horas. (An. 
46) 

A los centros de veri ficación Revocación de la autorización SEDESOL 
obligatoria de los vehfculos de l par.! estableoer y oper.ar tales cen-
Ir'.ansporte público feder .. l lem:Slrc tres. (An. 47) 
que no realicen la.~ verificaciones 
conforme a las normas oficiales 
melticana.~ apliclIbles, o en los ~r-

minos de la autoritaci6n ()(orgada. 
(Art . 47, 1). 

A 10lI (".entro~ de veri ficación Revocación de la aUloriución SEDESOL 
obliga to ria de los vehfculos del par", establecer y opelllf tales cen-
transporte público federa l terrestre tro~. (Art. 47) 
que en forlTtl doloSJI o neg ligente 
~lteren los procedimientos de veri-
fic-oIción establecidos por la SE-
DESOL. (Art . 47. 11). 

A los centro.~ de verificación Revocación de l;t autorización SEDESOL 
obl igatori ;t de lo~ vehlculos de l para establecer y operar tales cen-
o-oInspone público federallCfTeSUC tros . (An. 47) 
que alteren las tarifas autorizad~. 

(An. 47. 1II). 

A 105 centros de verificación Revocación de la autorización SEDESOL 
obligatoria de los vehkulos del para establecer y opclllf tales cen-
transpone público federal terrestre tros. (An . 47) 
que dejen de tener la capacidad o 
las condicioneslécnicas necesarias 
para dar la debida prestación de 
e.~le servicio. (An. 47. IV). 
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D1SPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento de 1:1 Ley En caso de subsistir las ¡n(TOIe- Multa por cada día que trans- SEDESOL 
General d, ' Equilibrio ciones de.~pu~s de tr.mscurrido el curra si n obedecer el mandato. sin 
Ecológico y la Protección plazo concedido para subsanarl ..... , que ellotal de la misma uteda de 
al Ambiente en Materia de (Art. 48). 20,000 dfas de salario minimo se-
PrevenciÓll)' ConlTOl de la neral .,.igente en el Disuilo Federal 
Contaminación de la At- en el momento de imponer la san-
mósfer~. ción. (Art. 48) 

Cuando se presente la reinei· Multa hasta por do!¡ veces el SEDESOL 
deneia a las infracciones del Regla- monto originalmente impuesto. sin 
mento sei\alado. (An. 48) exceder del doble del máximo per-

mitido. (Art . 48) 

Reglamento de la Ley Cuando se observe que un ve- Se rctirar4 de l~ circulación el DDF 
General d,' Eq uilibrio hlcuJo contamina ostensiblemenle. vehlculo_ (Art . 35) 
Ecológico y la Protección de~puh de haber sido llevado a un 
al Ambiente p;ar .. la Pre- centro de verificación autorizado 
vención y Control de la par. la comprobacitn de tal cir-
Contami nación Gener.lda cunstancia. (An. 35) 
por los vehlculos Auto-
motores que Circulan por 
el Distrito Feder .. l y lO)¡ 
Municipios de su Zona 
Conurbada. 

A los que conduzcan vehlculos Multa por el equivalente a 20 DDF 
autornot~ que. estando iocluidos dlas de salario mCnimo geneT1l:l vi-
en un prognuna de verificación ve- gente en el Distrito Feder .. 1 al mo-
hicular obligatorio. no tLayan sido mento de imponer la sanción. uf 
pR:!itnlados a verificación dentrO corno el vehiculoserl! retirado de la 
de l plazo establecido. (An. 37. 1). circulación hasta en tanto se subsa-

nen las irregularidades y se obtenga 
la calcomanía o constancia respec· 
tiva. (Ans. 37 y 38) 

A los que conduzcan vehlculo5 Multa por el equivalente a 24 DDF 
automotores cuyas emisiones con· dlas de salario mCnimo ¡:eneT1l:I vi· 
taminantes ucedan de los limites gente en el Distri to Federal en el 
máximos pennisibles de emisión a momento de imponer la sanción. 
la atm6~fo:f1I,. siempre que asf lo uf como el vehfeulo será retil1ldo 
determine un centro de verificaC>.m de la circulación h.1.sta en tanto se 
vehicular autorizado y se compue· subunen las irregularidades y se 
be que no han sido presentados a obtenga lacalcomanfaoconstancia 
!itguOOa veri ficación en el plaz.o respectiva. (AlU. 37 Y 38) 
fijado por el propio Reglamento. 
(An . 37. 1J). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento de la Ley A los conductores de los vehl· Multa por el equivalente a 30 DOF 
General del Equil ibrio culos automotores que ci rculen en deas de salario núnimo general vi-
Ecol,ioo y liI Protección ;¡/ el Disailo Feder:!.l que infrinjan las gente en el Distrito Federal al mo-
Ambienlt p;n. Jo¡ PreV'ell- medidas que diClen las autoridades mento de imponer la sanción. (An . 
dón yCoolTOlddaConUl- compeu:nteli para prevenir y con- ]7, 111) 
minación Gener..w por los Irolar contingencias ambientales o 
Vehlcu lo~ AUlomolorc5 emergencias ecol6gicas derivadas 
que Circulan porcl Distri to de: las emisiones contaminantes de 
Federo! y los Municipios de tlIles vehrculos. (An. 37, 111). 
su Zona COnllfbada. 

Cuando un vehfculo se en· Retiro del vehIculo 1 los dep6- OOF 
cuentre circulando en zonas o vlas Sil05 vc:hiculares respectivos. asl 
limitadas. (Ans. 32 y 39, 1). como el pago de la multa torres-

pondienle. (An. 39, 1) 

Cuando 10.\ conductorelO de ve- Retiro del vehfculo a los <lepó- OOF 
hlculos automotores no respeten ~ilos vehicu lare~ autoriudos, du-
la.~ restricciones ¡;enerJles dictadas rante el tiempo que dure la restnc-
en caso de contin¡;encia ambient.al ción. (Art. 39. 11) 
o emergencia ecol6¡;ica. (Ans. 32 
y 39. 11 ). 

A los conductores de los vehl- Arresto administrati vo hasta OOF 
culo_~ que no acaten las medidas de: po!' trei nta y ~s horas .. ~i n perjui-
oonti n¡;encia ¡¡mbiental o de: emer- cio del retiro y depósito del vehfcu-
¡;enda ecol6¡;ic;a. (Art. 40). lo de que :le ltat¡¡. (Art. 40) 

A los propielOlrios o responsa- Mult¡¡ hasta por el equiv;alente OOF 
bJe~ de un centro de verificación a 100 dfas de: SlI lario mfnlmo ¡;ene· 
obligatoria que no realicen las ve- ra l vi¡;ente en el Distrito Federal en 
rificacione.~ en los tfnninos de: 1;a5 el momentO de imponer la sanción. 
normas ofici~ICli mexicanas ;apli- (A r1 . 42. 1) 
cables. CA r1 . 42, 1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento de lu Le)' A lo!; propietarios o ~sponSl- Multa hast.:l por el equivalenle OOF 
General del Equilibrio ble.~ de un centro de verificación a 500 dfas de salario núnimo gene-
Erológico y la Protección obligatoria que expidan constan- r~ 1 vigente en el Di~ttilo Federal al 
al Ambiente parJ la ?re. ciiL~ que no !'e ajUMen a 1~ verifica- momento de imponer l~ unción. 
vención y ConlJol de la ción reali~ada . (An. 42. 11). (A". 42, 11). 
Contaminación GeoerJda 
por lo~ Vehfculos Auto-
fl1O{orc:s que Circulan por 

Multa h¡¡SlII por el equivalente el Distrito Fedeml y los A los propietariOS o responsa- OOF 
Municipios de su Zona bies de un centrO de verificación iI I.OOOdfas de salario mfnimo ,e· 
Conurbada. obli,~loriaque looperenenconlnl- IlCral vigente: en el Di~trito Feden.1 

vendón a los tfrminos y condicio- al momento de imponerse la .'Ilon-
IICS de la au torización ~Spon- ción. (An. 42. 111 ) 
diente. (An . 42, 111 ). 

A 11),; propietarios 'J respons.a- Suspensión de: la "I,uoriución OOF 
ble~ de: un cr:ntro de: verificación para rea/iur veri ficacione! 'Je.l.pe-
oblig¡uoria que alleren o modifi- <!ir constancias con reconocimien-
quen lo!: Ibminos ocondicioneJ de: 10 oficial, sin peljuicio de: 1" impo-
la aulori:r..ación. (An. 43. 1). ~ción de: las mulu15 previsUl.~en los 

últimos lre, párTafos lTanSCrilos. 
(AlU. 42 'J 43) 

Suspensión de: I~ aulOlÍución OOF 
A los propieUlrios 'J responsa-

ble.~ de: un cenlro de: verificación para realiur verifiCllciones y e.lpe-

obl ig~loria que no proporcionen el dir constancias con reconocimiento 

mandamiento necesario para el oficial. sin perjuicio de: la imposi-
adecuado funcionamienlo de:1 equi- dOn de: las mullas previsUlS en los 

poe im'Ulladón de los cr:RtroS. (A n. últimos pjmtfos trnnscri los. (Ans. 

4:\. 11 ). 42 'J 43) 

Suspensión de b auloriZOKión OOF 
A 11),; propicurios 'J responsa-

bles de un ceRlro de verificación p;n realiur verificacionc:s y e.l.pedir 

obli,"lorb que no preSlen el serví- cOllSW'lCias con reconocirriento ofi -

cio de verificación con la debida cia!. sin perjuicio de 1.a imposición de 

eficiencia 'J prontitud a los pmicu- las mdw previSClS en los últirn05 

lares. (An. 43. 111 ). ~0:5 lr,lIIscrilO5. (AlU. 42 Y 43) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

RegJumento de la Ley A los propietarios y responsa- Suspensión de la autorización DDF 
General del Equilibrio bies de un centro de ve rificación para realiw verificaciones '1 expe-
Ecológico y la Protección obligatoria que no acrediten, a jui- dir constancias con reconocinUento 
al Ambiente para la Pre- cio de la au toridad que otorgó la oficial, sin ptljuicio de la imp05i-
vcnción y Control de la autori:uci6n, contar con personal ciÓn de las multas p!'evisw en los 
Contaminación Gc:nerolda capacitldo para la prestación dd últimos p:inafos lranscritos. (Arts. 
por los Vehículos AuIO- liCl"licio, (Art. 43. IV), 42'J 43) 
molore.\ que Circulan por 
el Distrito Feder.l l y los 
Muni cipios de su Zona 
Conurbolda. A los propielarios y responsa- Suspensión de la autorización DDF 

bIes de un centro de verificación para realiz.ar verificaciones y upe-
obligatoria que por si o por terceras dir constancias oon reconocimiento 
personas obstaculicen la prictica oficial, sin perjuicio de la im~i-
de las .~upervi~iones que realicen ción de las multas previ~1aS en los 
las autoridades competentes. (An. últimos párrafos transcritos. (Ans. 
43. V). 42 Y 4) 

Cuando las verificaciones no Revocación de la autorización, DDF 
se: realicen confonne a las normas sin perjuicio de las sanciones que 
oficiales me.icanas aplicables o en se impongan confonne a lo dis-
los ttrminos de la autoriz.aci6n puesto en el Reglamento señalado. 
otorgada. (An. 44. 1). (An. 44) 

Cuando en forma dolosa o ne- Revocación de la autorización, DDF 
gligente se al teren los procedimien- sin perjuicio de las sanciones que 
tos de veri fiCólci6n . (An. 44. 11). se impongan confonne a lo dis-

puesto en el Reglamento seilalado. 
(An. 44) 

Cuando se: alteren la~ tarifas Revocación de la autorizaci6n. DDF 

autorizadas. (An. 44. 111). si n perju jcio de las sanciones que 
se impongan conforme a lo dis-
puesto en el Reglamento sdlalado. 
(An. 44) 

Cuando transcurrido el pluo Revocaci6n de la autoriuci6n. DDF 
fijado por la autoridad competente sin perjuicio de las sanciones que 
no se hubieren subsanado las cau· se impongan conronne a lo dis-
sas que dieron moti vo a la suspen- puesto en el Reglamento seilalado. 
si6n de la autoriz.aciÓn par<! operar (An. 44) 
un centro de verificación. (AlU. 1.5 
y 44, IV). 



D1SPOSICION 
JURIDICA 

Rc~lamcnlu oc 1<1 Ley 
(;cncr¡¡1 uel Equilibrio 
El"llló:;ico y 1" ]'rotecl'ión 
al Al11hi ~nle !'Ió1r.l la I' re ­
wm:ión y Control de la 
CUIllaminaci6n Generada 
[lOf los V~h ¡l'ultlS AUlo­
motores (.lil e Circulan por 
d Di \ lrilO !'cUeral y los 
Munic ipios de su Zuna 
Cunurh;!! ..... 

OBLIGACION 
ESPECIFICA 

Cuando quien preste lo.~ servi­
dos de verili cación. lIeje de tener 
la capaci tluJ o las condiciones I~C­
nicOls necesarias para la tkbida 
preSlación Oe este servicio. (A " 
44. V). 

Cuando por dos ocólsione.\ se 
hubiere determinado la susp¡:nsi6n 
dc la aLl lorll.Olción corn::spondienll:: . 
(An . 44. VI) . 

A':Ul·nlo pur d ¡¡ue se A losconlluetoresde vehfculos 
c~tablcl:en la .' ,ucllilla s ¡¡ue inlnnjan lo e.stableeido en e l 
parol reslrin:;ir la dn:ula- Acuerdo que se .señala. (Art . Cuar­
,: i 6nUe losvchi.:ulo~au . o- tolo 
n"lOtort:.s ¡¡ue Jlfestand .ser-
\·ido Il'íhlicnde trolnsporte 
<le p;,s;~e ros en sus lTM."H.la-
lill"des Uc taxis .si n ¡tinem-
no f,jo y I:ulcetivos. en el 
Distrito I'cLlcroll 
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SANCION 

Revocación de la autorización. 
sin perjuicio de las sanciones que 
. ..e impon¡:an conforme a lo dis­
puesto en el Re¡;lamenlO !;e i'i alado 
(Art. 44) 

Revocación de la autorización. 
s in perjuicio de las sanciones que 
se impongan confonne a lo dis­
puesto en el Re:;l;unento señalado. 
(Art . 44) 

Multa por e l equivalente a 30 
días de salario mlnimo generoll vi· 
gente. a.\f como se retirolr.i la unidad 
de la circulación y .se remitir.i al 
depósito correspondiente . donde 
pcnnaneo:rá durante veinticuatro 
hords. (Art . Cuarto) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

DDF 

DO' 

DO' 
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F) AGUA Y ECOSISTEMAS ACUA TICOS 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nacio- Cuando el concesionario o asig- Suspensión de la concesión o CONAGUA 
nales. nalario no cubra los pagos que O)n- asignación para el uso o aprovecha-

forme a la Ley debe: efectuar por la miento de aguas nacionales, hasta 
cKplotacioo, U50 o aprovechamiento que regularice la infracción, ¡nde-
de las aguas o por los servici05 de pc:ndientemente de la apli~ci6n de 
suministro de las mismas. (M 26, orras sanciones. (Art . 26) 
1). 

Cuando el concesionario o asíg- Suspensión de la concesión o CONAGUA 
nawio no permita que se efectúe la asignación pan. el uso o aprovecha-
inspección, medición o verificación miento de aguas .nacionales. basta 
sobte Jos rectI"SOS e infracstrucrura que regularice la infracción, ¡!Ide-
hicHulica concesionada o asignada. pendientemcnte de la aplicación de 
(An 26, 11). otras sanciones. (An . 26) 

Cuando el concesionario o Suspensión de la concesión o CONAGUA 
asignatario no cumpla con el tfrulo asignación para el uso o aprovecha-
de concesión o asignación, por cau- miento de aguas nacionales, hasta 
sas comprobadas imputables al que regularice la infracción. inde· 
m;smo, (An . 26, 111). pendiencemence de la aplicaoción de 

ouu sanciones. (An . 26) 

Cuando se disponga del agua Revocación, cuando por la CONAGUA 
en volúmenes mayores que los &u- misma cauu el beneficiario haya 
toriz.ados. (An. 21, 11, a). sido suspendido en su de~o con 

anlerioridad. (An. 21, 11, a) 

Cuando sedeje de pagar las con- Revocación, cuando por la CONAGUA 
lribucionts o aprovedIamientos ~ núuna caouu el beneficiario hay. 

estable:u:a la legislación fiscal por la sido suspendido en su derecho con 

eq,lotaciÓll, uso o ~to iUllerioridad. (An . 21, 11, b) 

de las aguas naciooaks o por los 
servicios de stniniuro de las rOs-
mas. (An. 21, U, b). 

Cuando no se ejecuteD las RevocaciÓll . (An. 21, O) CONAGUA 
obn.s Y tnbajos autorludos pan el 
aprovechamiento de aguas y con-
trol de su calidad, eD los tmninos y 
condiciones que señala la ley men-
cionada y su Reglamento. (An. 21, 
n ,c). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nado- Cuando se transmitan los <Jere- Revocación. (An. 27. 11) CONAGUA 
nalcs. chos del ¡flulo en contravención a 

lo dispucslo en la Ley sei'ialada. 
(An. 27. 11. d). 

Cuando se incumpla lo dis- Revocación, cuando por la CONAGUA 
puesto por la Ley señalada !'eSpeCIO misma causa al infractor se le hu-

de la cllplotaciÓfl. uso oaprovecha- biere aplicado con anterioridad 
miento de aguas nacionales o pre- sanción medianle resolución que 

servación y conlTOl de Su calidad. quede firme . (An. 27, 11. el 

(AI1. 27. II . c) 

Cuando no se cuente con el SuspensiÓn de actividades que CONAGUA 
permiso de descarga de agull.$ resi- den origen a las de~gu de aguas 

duales en los Imninos de la Ley residuales. (An. 92) 

sei\alada. (An. 92. 1). 

Cuando la calidad de las u:s· Suspensión de actividades que CQNAGUA 
cargas no se 5ujCIe a las normas den origen a las descargas de aguas 
oficia les mexicanas correspon- iWduales. (An . 92) 
dientes. a las condiciones particu-
lares de descarga o a lo dispuesto 
en la Ley seftalada y su Reglamen-
to. (An . 92, 11). 

Cuando se deje de pagar el de- Suspensión de acóvidades que CONAGUA 
recho porel uso o aprovechamiento den origen a las descargas de aguas 
de bienes de l dominio píiblico de la residualu. (An. 92) 
Nación como cuerpos receptores 
de las descargas de aguas residua-
les. (An . 92, 111). 

Cuando el responsable de la Suspensión de acóvidades que CONAGUA 
descarga utilice el proceso de dilu- den origen a las descargas de agua~ 
ción de las aguas residuales para residuales. (An . 92) 
tratar de cumpli r con las normas 
oficiales mexicanas respectivas o 
las condiciones particulares de des-
carga. (An. 92. IV). 

Cuando se efechle la descarga Revocación del permiso de CONAGUA 

en un lugar distinto del autorizado cbcarga de aguas residuales. (An. 
por la CONAGUA. (An. 93, 1). 93) 

Cuando lacalidad de \as de$cv- Revocación de l permiso de CONAGUA 

gas no se sujete alas nonna5 oficiai:s descarga de aguas residuales. cuan-
melicanas ~tcs, I las do con anterioridad se hubieren 
condiciones partiwlarts de descarp suspendido las actividades del per-
o a Jodispuestoen la Ley sellalada y misionario por II misma causa. 
su Reglamento. (Ans. 92. D y93, II). (An. 93.m 



302 • Rebeca Castillo Delgadlllo 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nado- Cuando se deje de pagar el de· Revocación del permiso de: CONAGUA 
nalf'-s. recho por el uso o aprovechamiento descarga de aguas reuduaks,cuan-

de bienes del dominio público de la do con anltrioridad se hubieren 
NaciÓn corno cuerpos receptOreS suspendido las actividades del per-
de las descargas de aguas residua- misionario por l. misma ClUSiI . 

les. (An. 92, 111 Y 93, 11). (Art. 93, 1I) 

eLlando no se ejecuten las Revocación de la concesión. CONAGUA 
obras o ItlIbajos objcto de la conce- CAn. IOO,II) 
s.ión en los tfnninos y condicioncs 
que seftale la Ley mencionada y su 
Reglamento. (An. 107. 11. a). 

Cuando se deje de pagar las Revocación de la concesión. CONAGUA 
conuibucioncs o aprovecharmen- (An. I07. U) 
losquce!ltablcu;ala legis lación fi s· 
cal porc:] uso o aprovechamiento de 
la infraestructura y clem" bienes y 
servicios concesionados. (An.. 107. 
11 . b). 

Cuando se nnsmitan los dere- Revocación de la concesión. CONAGUA 
chos del tfrulo o se OI:orgue en ga· (An. l OO, n ) 
randa los bienes concesionados, sin 
contar con la aulOlización de la 
CONAGUA. (An. 107,11, e). 

Cuando se prestt; de forma de· Revocación de la concesión. CONAGUA 
ficiente o im:gular el servicio de la (An. I07,U) 
construcción, operación, conserva· 
ción o manlenimienlo, o su suspen· 
sión definiti va, por causas imputa. 
bies al concesionario, cuando con 
ellos se pueda causu o se causen 
perjuicios o da/io~ graves a 105 
usuarios o. terceros. (An. 107, 11, 
d). 

Descar¡ar en forma pc:rmanen· Multa eqwvalente de sao a CONAGUA 
le, intemUltnte o fortuita aguas~· 10,000 días del nlario mfnimo ,e· 
s¡duales en contravención a lo di5-- nena! vicente en el ~ ¡eogrifica 
puesto en la Le)' seAalada en en el momento en que 5C c:omc:ta la 
cuerpos reccpto~s que sean bienes Infracción ),/0 la dausUfllemp<nl 
nacionales, incluyendo aguas mari · o definitiva. pucia! o total de 105 
nas, asf como cuando se: infiltren en poz.os, de las obras. o tomas para la 
leITeIIOS que sean bienes nacionaJe¡ eJr.trac:ción o aprovr.cl!amiento de 
o en otroIi ~nos cuando puedan aguas nacionales (Ans. 119,1, 120, 
conWTlinar el subsueln o elaculfe· w)'ln) 
ro. (An. 119, 1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nado. Explotar, usar o aprovechar Mulla equivalente de 100 a COHAGUA 
nales. aguas nlcionales residuales sin 1,000 dl'u del WarlO mínimo ge-

cumplir con las nonnas oficiales ne~ vigente en el úea Ceogrifica 
mexicanas en materb de calidad )' en el momento en que se cometa la 
condkiones panicularu estableci· infracción. (11.115. 11 9, 11 Y 120. 11) 
das pan tll efeclO. CAn. 119, 11). 

E.plolar, USlr o aprovechar MulLl equivalente de 100 a CONAGUA 
aguas nacionale$ en volúmenes mi- 1,000 días del salario mfnimo ge-
)'Ola que 105 que COI'Tt$pOOdetII los neraI vigente en el iru &cogrlfica 
usu.ario5 oonformc I los Ifrulos res- en el momento en que se cometa la 
peaiVOl o alas inscripciones realiza. infracción. {Ans. 119, 111 'J 120, 10 
das en el Registro Nblico de ~ 
chos de Agua. (An. 119, IIJ). 

Ocupar VUO$. cauces, canales, Multa equivalente de 100 I 
CONAGUA tonas federales y zonas de prot«- 1 ,000 días del ¡&Iuio mfnimo IC-

ción, sin l. concesión de 11 CONA- nenJ vigente en el ,",1 ccocrifica 
GUA. (An. 119, IV). en el momento en que se cometa la 

infracción ylo la clausura ICmporaJ 
o definitiva, pan;ial o total de los 
pozos, de las obtu, o tomas pan l. 
uu.cci6n o aprovechamiento de 
I&uu nacionales. (Am. 119, rv , 
120, n y 122) 

AltefV, 1I inftKwvCNrto N' Mulll equ.inlentc de SOO I 
CONAGUA cHUticllUtoriudl pan IIu.plOCI. 10,000 dfu del ialario mlnimo ¡e. 

cióa, uso o aprovedwniento del nenJ vi¡enee ca el Ra IcoarifiCl 
ICUI. o su opención, sin penniso en el momenlO ca que se c:ometI la 
de la CONAGUA. (An. 11 9, V). infracción. (Aru. 11 9, V Y 120, 10) 

No ICOIIdicionll' lu obras o Multa ccp.iivalenle de SO I SOO CONAGUA 
instalW0ne5 ca los ItnniI'lOS esta- dfu del AI.no tnfnimo cenenl vi-
blecidos en los Reglamentos o en ¡enDe ca el Vea CeogrifiCl en el 
lu demú nomw o disposicioneJ momento en que se corneII. 1I io-
que diae la aucoridld c:ompettnDe h'Iocióa. (Am. 119, VI Y 120, [) 
para prevcmr dr:ctos neplivos I 
terceros o al desIrrollo hicHulic:o 
de lu fuentes de lbucr.dmiento o 
de 1I cuencL (An. 119, VO. 

No iDIlaIIr 101 dispoIiDYOI __ 
Multa oquivaleDce de 100 • CONAGUA 

cesarios pa el ~&iJIrO o mcdM:i6a 1 ,000 dfu del aaIIrio mfllimo ce-
de la canódId Y calidId de las ... ncnl vi&a* el! el -.. JOOCrifica 
o rnocl6c:.o u.er. lis iDItIIIc:ioDea 

el! el rtIOmaIIIo eo ~ le comca. la 
ylClQllipolpamedir los ~ iafncc:i60. (Arta. 119, VD '1 120, 
de .. uálizadm, liD pcmUo de D) 
CONAGUA. (An.1 19, VD). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nacio- E.lplolar, usar o aprovechar Multa equivalente de SOO • 
"ales. aguas nacionales lÍo el II'Nlo TeS' 10,000 días del s.tIario rnCnimo ¡e- CONAGUA 

pcctivo. cuando as! se requien en ncra! vicente en el irea geoytficI 
los Ifrminos de la Ley señalada, asI t nel momento en que secometll la 
como modificar o desviar los cau- infracción ylo la clau$utlllt:mponl 
Ct S, VISOS oconientes, cuandosean o defirlitiva, parcial o 10la1 de los 
propiedad nacional, sin permiso de potOl, de lu obn,s, o tomas pat'lIIla 
la CONAGUA o cuando se dak o extracción o aprovechamiento de 
destruya una obra hidriulica de aguas nacionales. (Am . 11 9. VID, 
propiedad nacional. (Arl. 119. 12{), IU y ]22) 
VIII ). 

Ejecutar para sf o para un !er. Multa equivalente de SOO • 
cero obras pani alumbrar, elltrxf o 10,000 dfudclsalariomCnimogc. CONAGUA 
disponer de aguas del subsuelo en nenl vigente en el ira geogrifica 
zonas reglamentadas, de veda o re· en el momento en que se comeLl II 
servadas, sin el penniso de la C'(). inrracción ylo la c1ausutlllemponl 
NAGUA. ad C(JfTIO' quien hubienl o definitiva, parcial o t0la1 de los 
ordenado la ejecución de dichas pol:OS, de la¡ obras, o tomas para la 
obns. (Art. 119, IX). utncci6n o aprovechamiento de 

aguas nacionales y se perder.l en 
ravOf de la Nación lu obras de 
alumbramiento y apovechamienlO 
de quu y se relelldrt o conservad 
en dep6lilO o cuRodia la maquina. 
ria y equipo de per(oracióa, basta 
que se cubralllos dai\os ocasiona· 
dos. (Arts. 119, lX, 120, m y 122) 

lmpedir lu visiw, inspecc:io--
Multa eqw'Ialeote de 100 • CONAQUA 

1,000 dfu del salario ml'nimo ge-
nes y reconocimientos que re&Üce neral vi,ente en ellirea geogrtfica 
la CONAQUA en los Ifrminos de 
la Ley seftalada y su Reglamento. 

en el momento en que se oomeu. la 

(Art. 119, X). 
infracción. (Aru. 119, X Y 120, II) 

No enft,_ los dalOll'ClQ'lCri . Multa equinleDte de SO I SOl) CONAGUA 

dos por la CONAGUA pata Yerifi· <Ku del saI';o mfftimo general vi· 

carel cu~¡mienlO de tu di5p05i. p::Dk en el Ra ceocr'fica en el 

ciones co ntenidas ea la Ley momeoto que se comcu la infnc· 

se6alada y en bi dbllos de conce· ci6a. (Aru. 1I 9, XI Y 12(}.1) 

¡¡ón, asi¡nación o pmni50. (Art. 
119, XI). 

Utilizar volúmenes de a,ua Multa equivaleote de SOl) a CONAQUA 
mayara que bi que c- tu 10,000 <Ku del salario mlDimo ce-
descar¡u de quas rai .... pata oeraI vi¡eace ea el Ra geocr6fica 
diluir y ..... trIIaI'de cuqltirOClllIu ea el momeIICO ea que se c:cmeta la 
nomw oC'ldUcs fIIC1icaDu ea ma- iDhcci6a y/o la clausura lCmpCnl 
leria ecol6&ic:a o tu ooodidooa o defilliliva, ~a1 o total de los 
puticulara de descar¡a. CAn.. 119, poZOI, de tu obru, o bDU .... la 
XII). o:lnec.i6a o IIpVVCCbanKDIo de 

lpII oaciocWc:J. (Ana. 119, Xn, 
120,my 122) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de Aguas Nado- Suministrar aguas nacionaka Multa equivalente de 500 I CONAGUA 
nales. pata consumo humano que no cum- 10,000 dfas de l salario mínimo ¡e-

plan con las normas de calidad 00- nera! vigente en el ma geográfica 
rrespondienles. (Art. 119. XIII). en el momento en que se cometa la 

infracción. (Ans. 119. XIII Y 120. 
111) 

Arrojar o depositar, en contra Multa tquiv.knte de SOO • CONAGUA 
de la ley. basura, sustancias tóxicas 10,000 días de l salario mínimo 
peligrosas y lodos provenientes de gCrIenIl vigente en tI itea geogrifi-
los procesOI de lt:alamiento de caen el momento en que se cometa 
aguas residuales, en lios. cauces. la infracc:iÓll. (Am. 11 9. XIV Y 
vasos, aguas marinas y dcm1s de· 120. DI) 
pósitos o corrientes de acua, o in-
filtrar matc:riaSes y susrancias que 
conraminen las aguas del subsuelo. 
(Art. 119. XIV). 

No C\I~ir con las obligacio- Multa equivlknte de SO. SOO CONAGUA 
!'leS consignadas en los II"IlIIos de ~u del salario mfnimo ¡enenl vi-

concesión, asignación o permiso. ¡CDIe en el mi lcogrtflca en el 
(Art. 119, XV). momento en que le cometa la in· 

fracd6n. (AlU. 11 9, XV Y 120. 1) 

No solicitar el concesionario o Multa equivalente de 100 I CONAGUA 
uignatario la insaipciOn en el Re- 1,(0) &&1 del salario rnlnimo gene· 
Ciuro Pliblico de Derechos de raI Yigerlle en el Vea ceopifica en 
AguI en 105 IérmincK preViSt05 en el momento en que se cometa la 
la Ley Ietla1ada Y su Reglamento. infracción. (Am . 119, XVI Y 
(An. 119. XVI). 120. 11 ) 

Desperdiciar el agua OSICnsi· Multa equ,ivalente de 100 • CONAGUA 
blemente. ea contnvcnci6a a 10 1,IXX> crudel sabriomiDimoaene-

dispuesto ea la Ley seftalada Y $U raI vice- ea el m ~ ea 

Regl.ammto. (An . 119, Xvm. el momento en que se cometa 11 
infracción. (Anl. 119, XVII Y 
120, TI) 

Incurrir en cualquier otta vio- Multa . 1 equivalente de 50 I CONAGUA 
1aci6n I 'os pru:eplOI de la Ley 500 dfu de l II.IIrio mfoimo ,eoe· 

se6aIada y $U Reg1uncftfO, que se:: ral vi,ute ea el 6rea geo¡rtiiu 

diaiwllu cspccificadu anlerior· en el momento ea que se cometa 

mente. (An. 119, VID). la iofncc:ión. (Arts. 119. xvm y 
120, 1) 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley de A&ua.~ Nacio- En caso de que vencido el plazo Multa por cada dfa que nos- CONAGUA 
nalcs. concedido por la autoridad par.a 5U~ cul'Tlllli n obedecer e l mandato. ¡jo 

sanar las inf'r'acciones cometidas ts- que ellotal de ella exceda del mono 
tas aún subsistieran. CAn. 121). 10 mhimo pennitido. (An. 111) 

En caso de reincidencia. (1.11. Multa hasta por dos veces del CONAGUA 
121). monto originalmente impuesto. sin 

que exceda del doble del mblmo 
permitido '110 ta clausura temporal 
o definitiva, parcia! o total de los 
pozos. de las obras. o tomas pUl Ja 
c"tracción o aprovechamiento de 
aguas nacionales. (10m. 121 'J 122) 

Cuando tllisa incumplimiento Clausura definitiva o temporal CONAGUA 
de la orden de suspensión de" ldi- de la emprua o eJtablecimíento 
.,.¡dadc,o¡ o suspensión del penniso causantes directos de la descarga . 
de descarga de aguas residuales. (An. 122, 1) 
(An. 122, 1). 

Cuando se uplocc, use o apro- aauJura definidv. o lempo- CONAGUA 
"eche ilcgalmc:nce de tu aguas M- 121. (Art. 122) 
cklnaJcs I n'oÚ de illfne5uucn.n 
hidr:lulica sin COOW" con el pmniso 
que le ~oenelcasode poz.os 
ctandesl:inos o ilegales. (An. 122. m. 

Reglamento para 1 .. A 101 propietarios, encargados Multa de 0.10 15.00 nuevOl SARH 
Preyención y Control de o rcprescnlante5 de euabkcimien- pesos. (Ate. 51) 
la Contmnldón de Aguas. lOS. 5el"Vicios o instalaciones. pl-

blicos o privados. que dcscar¡ueo 
a¡uas residuales. con excepc:iÓIII de 
las poveniCftles de II.SOI purvncale 
dombácos..quc noft:&iscrcnaotela 
SARH laIc:s descqu ca los plazos 
determinados. (Aru. 1 y SI). 

Cuando los rcspoosabk:s de las Mulla de 0.10 a SoOO nuevos SARH 
nueyu dcscar¡u de a¡u.u rai ... pesos. (AIt. SI ) 
les poyca~1IIeS de II.SOI plblicos o 
inli.lscrialcs que vayan a los aJeaD. 
tari llados de las pobIaciODeS, que 
no preseoleft &lile las Scaewfu de 
Salubridad y de Apiaakun y Re-
CUtlOl Hidñulicos un aviso ¡n'lio 
del inido de lales descar&:u. (Aru. 
10 y SI). 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para la Cuando no se registren las des- Multa de 0.10 a 5.00 nuevos SA RH 
Prevención y Control de cargas de aguas residuales en el pesos. (An . 51) 
b Conlan'inacióndcAguas. pl¡:w delenninado. (Arts. 11 y SI). 

Cuando se arroje o deposite Multa de 0.10 a 5.00 nuevos SARH 
basura u Olros desechos humanos. pesos. (An. 51) 
sólidos gruesos. jaleas, lodos in· 
dustriales y similares en rfos, cau-
ces. vasos. esruarios y demis cuer-
pos receptores. (AlU. 29 Y SI). 

Cuando se deposite en las lO- Multa de 0,10 a 5.00 nuevos SARH 
nas inmediatas a los cuerpos recep- pesos. (Art SI) 
lores los desechos o residuos sella-
l ado~ en e l parrafo anterior, 
sU!iCeptiblcs de ser arrastrados p<lf 
las aguas. (Ans. 29 'J SI). 

A los propiew105 o encarga- MutU! de 0.10 • 5,00 nuevos SARH 
de»; de tu obr.Is o instalaciones se- pesos. (Art. SI) 
ñaladas en el Reglamento mene;o. 
nado que: no permitan ala SARH la 
inspección de las mismas. (AlU. 43 
Y SI). 

Cuando los responsables de Multa de 0.50 a SO.OO nuevGIl SARH 
descargas de aguas residuales, que pesos (An . 52) 
requieran obras o instalaciones de 
purificación para cumplir con IGIl 
máximos tolerables, que no presen-
ten en un pluo de diez meses con-
tadGS a panirde la fecha de registro, 
un informe preliminar de ingenie-
ria. (Am. 16 y 52). 

A los propietarios, encargadGS Multa de 0.50 1. so.oo nuevos SARH 
u ocupantes, que se encuentren en pe_o (An. 52) 
el lugar de 11. inspección, que DO 
permitan elacc.cso y no den facili -
dades e informes 1. IGIl inspecll:JleS 
para el desarrollo de su oometiJo. 
(Ans. 46 y 52) 
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DISPOSICION 
JURIDICA 

Re~lumC'nto para la 
Prevención 'J ConIJol de la 
CuntarninaciÓfl de ¡\¡;ua_~ . 

Reg lamcllt (\ pU f a 
Prevenir y Conuotar la 
Contaminación del Mar 
por VenimicnlO de: Dese· 
el\o!l¡ y (kr.l.\ MlItcria.~" 

OBLlGACION 
ESPECIFICA 

A lo.~ rC' .~ponSólbles de \;L~ des­
c:lf&a_~ de aguas re~idu;¡Jes que no 
sean arroj.~ al ah: .... ntarillado de 
la.\ poblaci~. QUe no se ajUMen a 
la labia de máximos toler .. ble~ en 
un plu o de tres aoos a partir de la 
fecha de l rt¡;i.\lro. (A".~. 13 Y 53). 

A los respon.o¡¡¡ ble.~ de las des­
I:arl:a_~ de agua.~ re.~idu a lc.J¡que sean 
arrojaW.~ en elulcant;uillado de las 
poblaciones. que no .'iC. ajuSle1l en 
un plazo de tres años a p¡¡rtir de III 
{echa de registro a In.; múilTlO!> 
tolcrolble .• , (Ans. 14 y 53). 

A los responSOlbleJI de las des­
ClIrga.~ de agua_~ residuaks que sean 
afrojada_~ a los alcantari llados de 
la.' poblaciones. que en un tfrmino 
de: In:s aoos contados a partir de la 
fecha de l registro que no ~senu:n 

un informe ¡nli minar de: ingenicrfa 
t¡u.e conteng ... la fase de tr.ab;¡jol¡ 
internO!'. (Arb. 14 y S3). 

Cuando lo>; responsabla de las 
de:1\t:arg~s de: ~guaN re.., iduales 110 

cumplan con las condiciones pani . 
culMt'.~ en un término fijado por I ~ 
\/\It H (A ns. 26 y S) . 

Cuando lO!' inspectores en el 
ejCn:Jcio de MI~ funciones noobscr· 
\'cn lo dispue-'lo en el Reglamento 
-eñal:.do. (An SS). 

Cuandoel netador. propietario 
o per,;ona.~ que .«C les equiparen del 
barco o aeronave. violen las dispo­
.,icioocN prevbllls en el RegJ:unen. 
10 )¡eft<ll¡¡do. (An. 2S). 

SANCION 

Mull:i de 0.50 a SO.OO lluevOS 
peliOS y clausura. (An . 53) 

Multa de 0.50 a SO.OO nuevos 
pesos y clausur • . (An. 53) 

Mul ..... de 0 . .50 a .50.00 nLM:VOS 
pesos '1 clausura. (An. S3) 

Mul ..... de 0 . .50 a .50.00 nu.evO!' 
pe50S y clausurl. (An. S3) 

Amone.tacJOfl. "1 ~po.·Jo.i"r 

cc..;e. )eguo la ¡;mvedad de: 1.1 f .. lta 
(An. SS) 

El inspector solicitar:i se 
impi. da la sa lida del barco o aero· 
nave. ha.~ta en tanto .'it subsane el 
motivo de la infrat'ci6n. (An. 2S) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

SA RH 

DDF·MUN ICIPIO 

DDF·MUNICIPIO 

SARH 

SA RH 

SEMARINA 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COM PETENTE 

Reglameflto para Cuando se: ~ iena al rTlóI r una Mu lta de: 300.00 a 1.300.00 SEMARINA 
Prevenir y Controlar la substancia comprendida en el ÁIlC- nuevos pesos_ (An. 29. 1) 
COnlaminación de l Mar xo [del Reglamento se i'ialado. (An. 
por Veni miento de De.~e- 29.1). 
chos y Otr.,¡s Materias. 

Cuando se vierta al mar una Multa de 100.00 a 600.00 nue· SE MARINA 
substancia comprendida en e l Ane· vos pcIDS. (An. 29. 11) 
xo 11 dd Reglame nto señalado. 
(An.29, 1I). 

Cu~ndo se vierta al mar una Multa de 100.OOa600.00nue- SEMARINA 
subslancia que no estt comprendí- vos pesos. (Art. 29. 111) 
da en ningullO de: los anexos del 
Res lamento se l'ialado , pero que 
uhta el riesgo de contaminación. 
(An. 29, 111). • 

Cuando se abandone o se hun- Multa de 75.00 a 300.00 nul':- SEMA R1NA 
da deliberadamente en el mar un vos pesos. (An . 29, IV) 
barco o aeronave. plala(onna o es-
tnJClunl que por si mismos cona-
minen el ambiente marino o las 
áreas de recreo como boIlnearios en 
playa.~ marinas. (Artli. I I Y 29. IV). 

Cuando el capilán de un barco El capilán.será responsable de SEMARINA 
o de una aeronave no repone un ,,, perjuicios derivados. además 
vertimiento de emergencia ocasio- con mulla de 75.00 nuevos pesos. 
nado por un accidente no imputable (Art . 29. V) 
ul propietario. {Ans. 22. 11 y 29. V). 
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G)SUELO 

DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Le)' Miner ... Al que c(cclÚe ~I amparo de la Cancelación de la concesión SEMIP 
conc:c~i6n mine~ 111 uplOOlciÓII de minera. (Art. SS) 
miner .. le.s o M1~llIncia\ no sujetO! iI 
111 aplicación de 1~ uy Mine ... , 
(An. SS, 1). 

Al que nocjeculc 'f compruebe Cilncclación de 1 .. concesión SEMIP 
la_~ obra.~ '1 trolbajos de exploración mine .... ( An. SS) 
o de uplO(xión en los Imnil105 'J 
condicioocsque .\ie~alan la Ley Mi-
nero! y su ReGlamento. (Art. SS. 11). 

Al que deje: de !;UMr los de~- C¡anccl.:ión de lit concesión SEMIP 
ellos ~ minerfll. (Art . SS . 111 ). miner,¡o (An. 5S) 

Al que dhponga de lo~ mine- Cancelación de la concesión SEMIP 
rJle.~ rJdiactivos que se descubran mine"", (Art . SS) 
en el de~lIo de las obras '1 tra· 
biljo de: exploración. uplotaciÓfl o 
beneficio. (Art. SS. IV). 

Al que no ~,ue la prima por Cancelación de la concesión SEMIP 

deKubrimicnlo al Consejo de Re: - minera. (An. SS) 
CUf105 Minc:f1Ilcs en kIs lénninos en 
que haya sido propuesta en la ofer-
la. (An . SS, V). 

Al que no se sujete a las obras Cancelación de la concesión SEMIP 
y trabajos de uploración o de u - minera. (Art. 5S) 
plocación en terrenos ~ y 
asi¡:naciones petroleras a las condi-
ciones ~("nicas que fije la SEMIP. 
(Art. 55, VI). 

Al que realice 115 obras Y In- Cancelación de la concesión SEMIP 
NjOS de uploración y uplocación minera. (Art . 55) 
sin liS 1III000uciones que para el 
erecto upida la SEM IP. (Ans. 20 
y 55, VII ). 

Cancelación de II concesión 
SEMIP 

Al que '&Npe concesiones que 
am~n los IoIt:s mineros nocolin- minera. (Art. !i!i) 

danlCJ para creClOl de comprobl-
ción que no consti tuyen llna llnidad 
minera o mi neromculUf¡ic .. , dc5dc 
el punlodc vislIlI:cnico y .&ninis-
tnUvo. (Art. 55, VIII). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Miner.l. Al que pierda ¡¡¡capacidad pata Cancelación de la concesión SEMIP 
ser titular de concesione~ , (An . SS. minera. (Art. SS) 
IX ). 

Al que ulraiga minerajes o Mulla equivalente de 10 a SEMIP 
sustancias sujelosa [a aplicación de 2.000 dCas de salario mínimo gene-
1 ~ Ley Mincrd sin ser tiru tar de la rat vigente en el Disaito Federnl. 
concesión minera o de los derechos Pan este caso y a consideración de 
correspondientes. (Art. 51,1). la SEMIP la multa podn'i ser hasta 

poi" el doble del monto máJ.imo 
sel'ialado. procediendo además la 
recuperación de los minerales y 
sustanciu ilegalmente Clt trafdo~ . 
(Art . 57) 

Al que ;mpid~ sin derecho la Mulla equivalente de 10 a SEMIP 

real itaclón de las obras y trabajos 2,000 dCas de salario mfnimo gene-
previstos por la Ley Minera y su ral vigente en el Distrito Federal. 

Reglamento a persona legalmenle (M. 51) 

aulOrizada para efectuarlos. (Art. 
57. 11). 

Al q ue retire o destruy;t las Mulla equivalenle de 10 a SEMIP 

obras pennanente.~ de forti ficaciÓII , 2,000 dfas de salario núnimo gene· 

los ademes y dem4s instalaciones ra l vigente: en el Disbilo Federal. 

necesaria.~ para la eSlabilidad y se· (Art . 57) 

guridad de las mina.s . (Art. 57. 111). 

Al que impida u oru:laculice las Mulla equi va lente de 10 a SEMIP 

vi~ila.~ de inspecciÓII que practique 2.000 dfa.s de salario núnimo gene· 

d personal comisionado por la SE· r .. 1 vigente: en el Disbito Fderdl. 

MIP. (Art. 57. IV). (An. 57) 

Al que no concurra por si O Mulla equivalenle de lOa SEMIP 

debidamente representado a las vi· 2,000 dfas de salario núnimo gene· 

siw de inspección que practique la ral vigente en el Disbito Federal. 

SEMIP. sin que medie c.aUsajUf-i . (An. 57) 

ti cada. (An . 57, V). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Ley Minr:rol. Al que no comunjquc: a la SE- Multa equivalente de 10 a SEMIP 
MI P la de.\ign;aciÓft de l responsable 2.1XXl dias de. salario ITÚnimo gene-
del cumplimiento de las normas de r~ 1 vigente en el Dimito Feder.ll. 
~guridad en las mina.~ o al que le (An. S7) 
encomiende ;!ClÍvidades que le ¡m-
pidoln el desarrollodc sus fuociones 
propias. (An. 57. VI). 

Al responu ble del cumpti- Mulla equivalente de 10 a SEMIP 

miento de la~ llOI'TTW de 5eguri~ 2.000dl'as de salario mfnimo gene-
en las minas que omita QO(ificar a 1111 v¡¡ente en el Disrrilo Federal. 
la SEMIP w medidu necesarias (An . S1) 
p;lf'~ prevenir :Kcidenta (f.Ie no se 
lIdopIen. cuando pongan en peliVO 
la vid;.¡ o inle¡:ridad física de 105 
tr,¡boIj:adores o de: los miembros de 
la cornLmidad. (An . 57. VII). 

Al que nodt aviso a I;¡ SEM IP MultaequivaJentcde lOa 1.000 SEMIP 

del inicio de opcr.aciOfle.' de llene- dias de salario ITÚnimo genefa! vi-
licio. (An. 57. VIII). ¡;enlecn e! [)jloito Federal. (Art. 57) 

... Ique 5e niegue a beneficiare! Multa equivalente de 10 a SEMIP 

minenll de pequeños y medianos 2.000 dfu de salario n'Únimo gene· 
mine~ y del scelOf social en con· 1'11 vigenle en el Distrilo Fcdcnll. 
diciooci compcti ti VH, si n acredilar (An, 57) 
C:lusa que lo justifique. (An. 57, 
IX). 

Al que modirlqtlC la ubicación Mulla equivalente de 10 a SEMIP 

o doIño II 1:1 mojonera o scñ:il que 2,000 dfas de sal¡¡fio ITÚnimo gene· 
.qrvll par. identifiCilf el punlo de nll vigerlle en el Distrilo Fedcnll. 
piUticb de un Iocc minero. (An. 57, (Art. 57) 
X). 

Al que compruebe euemporti· Mulla equivalenle de 10 a SEMIP 
neamenle 1, ejecución oportUna de 2,000 dfas de saI¡¡fio n'Únimo gene· 
obns y rrabajos de uplolatión por nll vigente en el Distrilo Federal. 
mcdiode la obtención de minenllcs (An. 57) 
o sustancias, a fin de dejar sin efec· 
10 el procedimienlo de caaccladón 
de una concesión miner;¡o (Art. 57, 
XI). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDlCA ESPECIFICA COM PETENTE 

Ley MinerJ. Al que 00 rinda oportuna y ve- Mulla equivaJente dE: lOa 2,CXXl SEMIP 
r.u.mente Jos informes estadfstiC05. días de salario mfnimo ,ener.d vi -
tfcnicos 'J con la bies en los tfnni· genlt; en el 0i5aito Federal. (Art.. 57) 
nos ycondiciones que fije el Regla-
mento de la Ley Minera. (An. 57. 
X II). 

A los reincidentes. (Art. 57). Multa hasta por dos U1ntos de SEMIP 
su impone. (Art. 57) 

A los reincidentes en la ". Multa ha.na por dos u.nlOli de SEM IP 
Ir~cción de minerajes o sunandas su impone. as( como hasta dos llIn· 
sujetos a la aplicación de la Ley lOS de l valor comercial de los mine-
Miner. si n que sean titulares de la rajes y sustancias ilegalmente e,o¡-

concesión minera o de los derechos n ldos'J su recupenciÓl'l . (An. 57) 
com'spoodienlC ~. (An. 57). 
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H) MATERIALES Y RESIDUOS PELIGROSOS 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reclamento de: la Ley La., infracciones a los precep- COI'1'espondeni a una o más de SEDESOL 
General del Equilibrio lOS del Reg lamento que se sel'lala , las siguientes sandones: mil ita de: 
Ecológico y la Protección (An. 58). 20 a 20,000 dCas de salario r1Únimo 
al Ambiente en Materia de general vigenle en el DiStriIO~ 
Rt.~¡duos Peligrosos. ral en el momento de: ¡mIlO r la 

sanción; clausura tempot:ll o defi-
niti va, parcial o total y: arresto ad-
minislrillivo hasta por treinta 'J seis 
horas. (An. 58) 

Cuando conocifndose la pe li - Clausura lempor.11 o definia- SEDESOL 
grosidad de un residuo pel igroso. va. parcial o lotal. (An. 58. 11 ) 
en forma dolosa no se di: a tste el 
manejo previsto porel Reslamenlo 
señalado 'J Ia.~ norma.~ oficialel me-
xicana.~ correspondienles. (An. 58. 
U). 

Cuando la opc::raciÓll de impor- Revocación de la autorización, SEDESOL 
ladón o exportaCión ex.ceda o in- sin peljuicio de la imposición de 
cumpla los ra:¡uisitos fija<k>s en la otra sanción. (An. 56) 
autorización re~va. (An. S6, 11). 

Cuando se delermine que I¡¡ Revocación de I¡¡ autorización. SEDESOL 
solicitud conlenf¡¡ datos {alsos O en- sin pe!juicio de I¡¡ imposición de 
Sañosos. (An. 56. IV). otn sanciÓn. (An. 56) 

Al <¡'Je sin contar con la ¡¡uta- Deberán devolverse los resi- SEDESOL 

ri zación de importación de 1 .. SE- duos peligrosos al pafs de origen, 

DESOL. introduzca en el territorio sin pe1juicio de otras &anciones que 

nacional residuos peligrosos. (An. COJTeSPOndan. (An. 57) 
57). 

Cuando vencido el plazo para Multa por cada día que trans- SEDESOL 

~bs¡¡¡¡ar las infracciones corneó- CUIT1!l sin obcdeo:r el mandilO, sin 

das. fstas aún subsistieren. (An. que el monto lota l uceda de 
60). 20,000 días de Diario núnimo ge-

neral visenle en el Dislrito Federal 
en el momenlode imponerse Jasan-
ción. (An. 60) 
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D1SPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento de la Ley A los reincidentes, (An. 60). Multa hasta por el doble del SEDESOL 
General del Equilibrio morito de la originalmente impues-
Ecológico y 13 Protección la, si n clceder de l doble máximo 
al Ambiente en Materia de permitido. (An. 60) 
Residuos Peligrosos. 

Reglamento para el A los que Ir.I.nsponen materia- Multa hasta por el equivak:nte ser 
Transporte Terrestre de les y residuos peligrosos por las a I,OOOdfas de salario mínimo ge-
Matcrj¡ales y Residuos Pe· .,.Ias generales de comuniC3ci6n te- neral vigente: en el Distrito Federal 
Jigroso~. rrestre sin ti permiso otorgado por en la fecha en que se cometió la 

la SCT. (An. S y 134. 1). infn.tción (An . 134. 1) 

Cuando la identificación de las Multa hasta por el equivalente ser 
substancias peligrosas no se ajuste il J ,000 días de salario mfnimo gc-
a 10 previsto en las normas que nerll.l vigente en el Distrito Federal 
contengan las listas de las subslan- en la (echa en que se cometió la 
das y residuos peligrosos mb infracción. (An. 134. 1) 
us ualmente transporudas. asl 
como a las disposiciones especiales 
a que de:bc:rtn su;ew-se el uulado 
y el rnflodo de: envase y embalaje. 
(An.~. ] 7 Y 134. 1). 

Cuando 105 envases y embala- Multa hasta por el equivalente ser 
;es que contengan substancias peli- a ] ,000 días de: salario mlnimo ge-
¡;rosas no sean clasificadas de confor- neral yigenlC en el Dismto Federal 
midad too 105 grupos establecidos en la fecha en que se cometió la 
en el Reglamento selialado. (Am. infracción. (An. 134, 1) 
20 Y 134, 1). 

Cuando los cnvil$CS o embala- Mu]ta hasta por e] equivalenlC ser 
;es donde se contienen substancia¡ a ] ,000 dlu de: salario mlnimo ge-
o residuos peligrosos no cuenten neral yigenlC en el Distrito Federal 
con etiquew panI idc:ntifiCN a taJes en la fecha en que se cometió ]a 
maleÓales a distancia. (Ans. 31 y infracción. (An. 134,1) 
134,1). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento pan el Cuando los en"a.~ y embala- Multa hasta por el equivalente ser 
Transporte Terrestre de jes destinados a ITlInsponar subs- a I ,000 dfas de ulario mfnimo ge-
Materiaks y Re.~i duos Pe- Ulnci¡u o resi du~ peligrosos. no neral vigente en el Distrito Fedenll 

ligrosos. lleven marcas indelebles, visibles y en la fecha en que se cometió la 
le¡;ibJe.~.las cuales certifiquen que infracción. (Art. 1] 4. 1) 
eSI:!n fabricado.~ conforme a las 
normas respec tivas (A ns. 32 y 
134. 1). 

Cuando la construcción, re- Mul ta hasta por el equivalente ser 
oonsuucci6n y reparación de aUlo- a 1,000 días de salario mlnimo ge-
liInques. unidades de arrastre. reci- OCTal vigente en el Distrito Federal 
picnICS intelTTlcdios para granel y en la fecha en que se cometió la 
contenedores cisterna. no se sujete infracción. (An. 134, l) 
al proceso de certificación y verifi-
cación, de conformidad con las 
normas respectivas. (Ans. 35 y 
134. 1). 

Cu~ndo el conSlrUctor no con- Multa hasta por el equivalente ser 
.~erve por elliempo que cX:lerminc: a 1,000 dfas de salario mlnimo ge-
I~ ser, oen 5U caso, nopropc;M"cio- neral vigenle, en el Distrito Federal 
nc: 3 b t.a o a la SECOFI el informe en la fecha en que se cometió la 
re lativo a las pruebas a que hayan infracción. (Art.1 34, 1) 
.~ i do sometidos Jos autounques, ca-
rros tanque, recipientes interme-
dios para granel y conlenedores ch-
lema. en el que se indiquen los 
resultados obtenidos, asl como los 
materiaks y residuos peligrosos 
para cuyo transporte ha sido apro-
bada la unidad (Ans. 36 y 1:W, 1) 

Cuando los camiones, las uni- Multa hasta por el equivUen/e ser 
dades de arrW;lre, COf\/enedon:s cis- a 1,000 dfas de salario mfnimo , e-
lema y recipiente5 in/e~os para nc:ral yigen/e en el Distrito Federal 
granel destinados al transporte de en la fecha en que se cometió la 
malefiales y residuos peligrosos, infracción. (Art.134, 1) 
no /engan una placa de metal ¡no-
" idable permanen/emcn/e fija en 
un lugar de fió l acceso para la 
inspección, y en el (onn.l1oque de-
terminen las normas correspon-
dien/es. (Ans. 37 y 134, 1). 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando los camiones, las uni- Multa hasta por el equivalente SCT 
Transporte Terrestre de dades de arrastre. (:onten~s el!- a 1.000 dlas de salano mfnimo ge-
Materiales '1 Residuos Pe- tema 'J recipientes intennedios para neral vigente en el Distrito Federal 
Jigrosos granel que no tengan cuatro carte- en la fecha en que se cometiÓ la 

les que identifiqu en el material y infracdÓII. (An. 134,1) 
residuo peligroso que se IflInsporta, 
de acuerdo con 10 establecido por 
las l\OflTIas que para el efecto se 
upidan. (Ans. 38 y 1]4, 1). 

Las unidades de arrastre que Multa hasta por el equivalente ser 
lransponen o contengan remanen- a 1,000 dfas de salario mlnimo ge-
tes de slIbstancias o residuos peli . neral vigente en el Distrito Federal 
grosos que no porten los carteles en la fecha en que se cometiÓ la 
correspondientes y no se manejen infracciÓn. (An . 134 . 1) 
con los requisitos de seguridad es-
tablecidos para las unidades carga-
das. (Arts. 39 y 134, 1). 

Cuando las claves para idenu- Multa hasta por el equivalente ser 
ficar el tipo de recipiente interme- a 1.000 dras de salario mlnimo ge-
dio para granel, asf como los mate- neral vigente en el Distrito Federal 
riales del mismo no se cspeCifiquen en la fecha en que se cometió la 
en los ttTminos de la nonna respec· infracción. (Art. 134, 1) 
uva. (Am. 40 y 134, 1). 

Cuando las unidades que transo Multa hasta por el equivalente ser 
portan materialcs y residuos peli- a 1,000 dlas de salario mfnimo ge· 
grosos. no se sometan a inspeccio- nen.1 vif.ente en el Distrito Feden.1 
nes periódicas tfcni cas y de en la fecha en que se cometió la 
operación que realice la ser o uni- infracción. (Art. 134, 1) 
dades de verificación, aprobadas 
por fsta, para constaw que cum-
plan con las especificaciones y dis-
posiciones de seguridad estableci· 
das en el Reglamento selialado. 
(Arts. 41 y 134, 1). 

Cuando el equipo de arn5lre Multa hu ta por el equivalente SCT 
ferroviario sea proporcionado por a 1,000 dlas de salario mínimo ge-
el usullrio y no se presente el dicta· ne~ vigente en el Distrito Federal 
men de verificación, expedido por en la fecha en que se cometió la 
las unidades de verificación de las infracción. (Art. 134. 1) 
empresas aprobadas por la ser. en 
el que se avalen las condiciones 
fJsicas y mednicas de opmIción 
del equipo, cuya existencia com-
probar' la empresa ferroviaria . 
(An5. 44 y 134, 1). 
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D1SPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando los transportistas no Multa hasta por el equivakntt: STC 
Transporte Terrestre: de proporcionen o lleven un control de a 1,000 días de salario mlnimo ge-
Materiales y Re.~iduos Pe- mantenimiento preventivo y co- ntra! vigente en el DistriJo Federal 

ligrosos. rrectivo a sus unidades. (Arts . 45 y en la fecha en que se cometió la 
134, 1). infracción. (An. 134. 1) 

Cuando la~ unidades que Ir.I.ns- Multa hasta por e l equivalente ser 
porten materiales y residuos peli - a 1,(0) dfas de salario mlnimo ge-
grosos no ts!ln en óptimas t ond! - neral vigente en el Distrito Federal 
ciones de operación, rlsicas y en la fecha en que se cometió la 
mec4nicas. as! como que ellrllns- infracción. (Att. 134.1) 
portista no hay .. verificado lo ante:-
rior previamente a la carga de los 
materiales y residuos peligrosos. 
(Arts. 46 y 134. 1). 

Cuando lascondicionc:s plIfacl Mu lta hasta por el equivalente ser 
tr~n~pone de 105 matenale5 peli- a 1,000 dfas de salario mfnimo ge-

gro~os en cantidade5 limitadas no nera! vigente en el Distrito Federal 

se realicen en los ~rminos estable- en la fecha en que ~ cometió la 

cidoli en la norma ~ndiente. infracción. (Art. 134, 1) 

(Arts. 48 y 134, 1) 

Cuando la~ unidades cargadas Multa hasta por el equivaknte ser 
con materiales y residuO!i peligro- a 1,000 dfas de salario mfnimo ge-
sos de divemu c11.Seli no lleven la neral vigente en el Distrito Federal 
información de emergencia en en la fecha en que se cometió la 
transportación de cada uno de los infracción. (Art.. 134,1). 
materiales, en la que se indique las 
accione.~ a seguir para. cada uno de 
ellos, a.d como el registro de su 
ubicación en la unidad. (Arts. 49 y 
134, 1). 

Cuando el transportista yeleJ.- Multa hasta por el equivalente ser 
pedidor de materiales y residuos a I ,OOO dfu de salario mlnimo ge-
peligrosos no cuenten con 115 111- neral vigente en el Distrito Federal 
tori z.aciones correspondiente5 para en la fecha en que se cometió la 
realizar dicha actividad. (Arts, 50 y infracción , (Art. 134, 1) 
134, 1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando el fabricante de subs- Multa hasta por el equinlenle SCT 
Tran5portt Terrestre de landas o generador de residuos pe- a 1,000 dfu de ü1ario rnlnimo ge-
Materiales y Residuos Pe- ligrosos no proporcione la descrip- neral vigente en el DistrilO Federal 
ligrosos. ción e infonnaciÓfl complementaria en la fecha en que se cometió la 

del producID que se transporte. infracción. (Art. 134, 1) 
(Ans. 51 , 1]4, 1). 

Cuando se trasladen materiales Multa hasu por el equivalente SCT 
y residuos peligrosos. 'J que la unj- a I.OOO dlas de salario mfnimo ge-
dad que los tt'ansporte no cuente neraJ vigellte en el Distrito Federal 
con lo siguiente: documentos de en la fecha en que se cometió la 
embarque del material o residuo infracción. (An. 134. 1) 

peligroso: información de emer-
gencia en transportación; docu-
mento que avale la inspección tle-
nica de la unidad; manifiesto de 
entrega, transporte y recepción, eJ;-

pedido por la SEDESOL: autorin-
ción ¡espectiva para el caso de im-
pon¡tción y ellponación: manifiesto 
par.!' casos de derrame de residuos 
peligrosos por accidente, en el caso 
de que se suscitare. (AlU. 52 Y 134, 
1). 

Cuando se trasladen materiales Multa hasta por el equivalente SCT 
y residuos peligrosos. y que la uni· a 1.000 días de salario mlnimo ge-
dad que los IfaflsporIC 110 cuente neral vigente en el Disuito Federal 
con lo siguiente: licencia federal de en la fecha en que se cometió la 
conducir especifica para el InIns- infracción. (An. 134, 1) 
porte de malCriales peligrosos: bi-
~CCInI de horas de .servicio del con-
du cto. biticora de l operador 
re lativa a la inspección ocular dia· 
ria de la unidad: pólin de seguro 
individual o conjunto del auto-
transportista y del ellpedidor del 
malCrial o ¡esiduo peligroso: asf 
como doculTEnto que aa-edlte 11 
limpien y control de remanentes 
de la unidad. (AlU. 52 Y 134. 1). 

Cuando se InIn5pOl1e un cm- Multa hasta por el equivalente SCT 
buque de materiales o residuos pe- a 1,000 días de lI1ario mlnimo ge-
¡igrosos de una sola clase en trenes nen1 vigente eo el Distrito Federal 
unitarios. directamente de un punto en la recha en que se cometió la 
a otro. y la ~ lnformación de emc. - infntocción. (An. 134, n 
genaa en tra nsportación~ no se 
acompaftc de la re lación completa 
de las iniciales y nlImeros de las 
unidades que remolcan. (Am. 53 y 
134, 1). 
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DISPOSICJON OBLIGACJON 
SANCJON 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando en caso de accidenlt . Multa hUII JlOf el equivalente ser 
Transporte TcrreMre de el operador de la unidad de auto- a 1,000 días de salario mlnimo se-
Materiale ~ '1 Rc~iduos Pe- transporte o tripulación ferroviaria neral vigente en el Distrito Federal 
ligrosos. no aplique las medidas de segun. en la fedla en que se cometió la 

dad detalladas en la "InfonnaciOn infracción. (Art. 134, 1) 
de emergencia y transportación", 
(An s. 57 y 134. 1). 

Cuando alguna unidad que Mu lta hasta por el equivalente ser 
traslade materiales o residuos ¡xli- ii 1,000 dCas de salario mlnimo t e-

¡;rosO!i transporte personas no !tla- nen.! Yigcnle en el Distrito Federal 

donadas con las oper,¡ciones de la en la fecha en que se cometiÓ la 

unidad. (Ans. 58 y 134, 1). infracción. (Art. 134, 1) 

Cuando I~s unidóldesquc nns- Multa hasta por el equivaknlt ser 
ponen maleri~le~ o residuos peli. a 1,000 dras de ulario mfnimo ¡C-
erosos, a CIl\lC'p .. :J6n de las substan- neraJ vigente en el Disltrito Federal 
das de IJ Clitse 1 (radiacóyos), en la fecha en que se comeóó la 
circulen f'lI conyoy. (Am. 61 y 134, infracción. (An. 134, 1) 
1) 

Cuando OC:UlTil un congesóo- Multa hasta por el equiyalente ser 
namiento vehicular o se in terrumpo! a 1,000 dfas de u lllrio mfnimo ge-
la circuladón, y el conductor de la Ileral vigente en el Distrito Federal 
unld~d no solid te al personal res- en la fecha en que se cometió la 
pons¡¡ble de: la yigilanda vial , prio- infracción. (An. 134. 1) 
ridad para cootinuar su viaje. (Ans. 
63y 134, 1) 

Cuando una unid:.d que mans- Multa hasta por el equivalente ser 
pon¡¡ rroteri¡de., r. n:si i~.1, p.:ligro- a 1,000 dfas de $lIarlo m(nimo ge-
)o()S se t ~"",'"'H''' el; la yla pública, y neral vigente en el Distrito Federal 
el g .r .... '., 'OI" no se asegure que: la en la fecha en que se cometió la 
carg f',);", J.:.bidamente protegida. de infracción. (An. 134. 1) 
confom nidad con las indicaciones del 
upeWdor. (Art.~. 65 Y 134, 1). 

Cuando la empiUl ferroviaria Multa ~ por el equivalentt: a ser 
no estableu:;¡ rull.'l troncales para el 1 ,(xx) di"l.'I de salario mfnimo ¡enenal 
trin5ito de trena que transporten vigelMC en el Distrito Federal en la 
materiales y residuos peligrosos. fecha en que: se cometió la infracción. 
(AIb. 69 Y 134. 1). (An. 134. 1) 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento par .. el Cuandoseuocdacl peso mbi· Mulla hasll por el equiyalente a SCT 
Transporte Terrestre de mo permitido por el riel. (Arts. 71 Y I.OOJ días de salario mfnimo gcnml 
Maltrialcs y Re siduo~ Pe- 134 , 1). vigente en el DisDito Federal en b 
ligrosos. fecha en que se cometió la infracción. 

(Art. 134, 1) 

Cuando los trenes que trans- Mul ta hasta por el equivalente SCT 
ponen materiales y residuos peli. a I,OOOdlas de salario mlnimo ge-
grosos no lleven a bordo y en forma neral vigenlc cn el Distrito Federal 
permanente un supervisor de la em- en la fecha en que se cometió la 
P'CS3 ferroviaria que ycrifique el infracción. (A n. 1)4, 1) 
cu mplimienlo de la reglamenUlción 
aplicable. (Ans. 74 y 134. 1). 

Cuando lo~ !renes que nns- Mulla hasta por el equivalente SCT 
poncn maleri al~ o residuos peH. a 1,000 dlas de salario mlnimo gr-
grosos pclTTlanez.ean mayor tiempo nera! vigente en el DiMrilO Federal 
del necesario en estaciones y se en la fecha cn que se cometió la 
di ~¡¡re¡¡ue n de w formación dulU- infracción. (An . 134, 1) 

te ~u retOnido. (AnJ. 75 y 134, 1). 

Cuando los treflC!¡ que transo Multa huta por el equivóllente SCT 
ponen materiólles o residuos peli· ~ I.{)(X) d¡~s de salario mfnimo ge· 
:;rosos no cuenten con equipo de neral vi¡¡ente en el Distrito Federal 
radiocomunicación opemndo. asl en la fe cha en que se cometió la 
como tólmpoco sus tri pula ntes infracción. (An. 134. 1) 
cuenten con equipo portátil de m· 
diocomunicólcioo. (Ans. 78 y 134, 
1). 

CUólndoen condiciones meteO- Multa ha¡;ta IX"" el equIvalente SCT 
rológicólS adversas no se a¡;i¡¡ne an- a I.(XX) días de salm o mlnimo ge· 
te~ de iniciar la marcha al tren que nerol vi¡¡ente en el Di5Uito Federal 
tr.ln~ materiales o residuos pe- en la feclta en que se cometió la 
l¡¡¡rosos un moI:or elplorador que infncción. (An. 134. 1) 
alerte sobre los posibleJ peligros 
que se puedan presentar en el reco-
rrido. (Ans. 80 y 134. 1) 

Cuando óll ólCCfC.ll")t a eSt3~ :o- Mulll h¡¡w:a IX"" el equivalente SCT 
ReS o terminales. los Irtnes que a ¡ ,(XX) dlas de salario mlnimo ge-
trJnsponan materiales o re..~duos Rerul vigente en el Distrito FederJI 
pcl i¡¡roso~ se desplacen a una velo- en l~ fecha en que se cometió la 
cidad mayor ól los 25 km .~r. dentro illfracción. (An. 134. 1) 
del p;.! tio. (A rt.~. 8 1 y 134. 1). 
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DISPOSICION 
J URIDICA 

Reg l~menlo par~ el 
Trallsponc Terrestre de 
Maleriale.~ y Residuos Pe­
li sroso.~ 

OBLIGACION 
ESPECIFICA 

0.13000 los !renes que Ir:ms­
parlan materiales O residuos peli. 
grosos, en las curvaturas mayores 
de 10" en pendientes ascendientes 
mayores de 1.5%. se desplacen a 
una velocidad mayor a la indicada 
en los manuales de locomotoras. 
(Arts. 82yI34, 1). 

Cuando la empresa ferrov iaria 
no identifique mediante placas es­
peciales. los puntos en los que se 
restrinja la velocidad par,¡ el tránsi-
10 de trenes que transporten mate­
ria les o residuos peligrosos a ¡ngre­
.~ar o abandonar lonas de 
influencia de áreas metropotilana.~. 
ciudades o pueblos que se localicen 
a lo largo de Ifnea~ troncales sobre 
las que IIlInsiten. (Ans. 83 y 134, 
1). 

Cuando los Irenes unitarios 
que remolquen unidades cargadas 
con material o re~duo peligroso 
circulen a una velocidad mayor a 
30 kmJhr. al ingrc.~ar a una área 
metropolitana, ciudad O poblado. 
(Ans. 84 y 1]4. 1). 

Cuando los tJCnes que 1T'4ns­
porten materiales o residuos peli­
g roso.~ no uti licen 10lI libramientos 
ferrov¡;uios e ... istentes para evitar 
el Ir~nsi to en zona.~ urbanas. (Ans. 
86 y 134,1). 

Cuando los uenes que uanspor­
ten materiaJe.~ o residuos peligrosos 
no cuenten con el equipo de proteC­

ción de: acco;orios de .'iCguridad ne­
ce.'ilIrios par4 garantizar la seguridad 
en su trálL'iÍtO sobre vras troncales, de 
acuerdo con lo establecido en la 1lOf­

matividad aplicaplc:. (Arls. 88 Y 134. 
1). 

SANCION 

Multa hasUI por el equiv~len tc 

a 1.000 dras de ~Iario mfnimo ge­
neral vigente en el Di suilo Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracción. (An. 134, 1) 

Multa hasta por el equivalente 
a 1,000 dlas de salariomlnimo ge­
neral vigente en el Distri to Federal 
en la fecha en que f.c cometió la 
infracción. (An. 134, 1) 

Mu lta hasta por el equivalente 
a 1,000dlas de salario mfnimoge­
neral vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracción. (An. 134, 1) 

Mul ta hasta por el equivalente 
a 1,000 dras de salario mlnimo ge­
neral vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracci6n. (An. 134,1) 

Multa huta por el equivalc:nte 
a 1,000 dlas de salario mlnimo ge­
ntral vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracción. (An. 134, 1) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

ser 

ser 

ser 

ser 

ser 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento panl el Cuandono seum:nv::n las pre- MilIta hasta porel equivalente a SCT 
Transporte' Terrestre de cauciones a] haocr movimiento con I.cXX)df~ de salariomlnimo general 
Maleriales y Residuos Pe- CllfTOS que contengan materiales y vigente en el Disaito Federal en la 
¡igrosos. residuos peligroso~ . (Aru. 90 y fecha en que se cometió la infracción. 

134. 1). (An. I34,1) 

Cuando los movimientos de Multa hasta porel equivalente a ser 
acoplamiento de 13..\ unidades se 1 ,OOOdCas de saJariomfnimo generJJ 
realicen a una velocidad que tlICC- vigente en el Distrito Federal en la 
el;¡ los 5 kmJhr. ( Art~. 91 Y 134, 1). fecha en que sccometi6 la infracciÓfl. 

(An. ]34,1) 

Cuando los carros !.anque cu- Multa hasta por el equivalente ser 
gados con sases comprimidos. re- a 1,000 dfas de salano mlnimo ge-
friser.tdos. licuados o disueltos a Bel'llll vigente en el Distrito Federal 
presión. Clase 2, que sean COlUdos en la fecha en que se cometió la 
en tránsi to pan ser conectados a infracción. (Art. 134.1) 
(l(r,¡ clase de tipo O bien P;¡nI ser 
cOne<:llIdos direclllmente a carros 
IlInque cugados con malt!riales .~ i -
mi lares. y no sean manejados en 
cortes de no ITIás de dos carros. 
(Arts. 92 y 134. 1). 

Cuando los carros que porten Mullll haslll par el equivalenlt! ser 
carteles indicando la presencia de a 1,000 dlas de salario mínimo ge-
malt!rial o residuo peligroso, y no nenl vigenlt! en el Dhtrito Federal 
coloquen en el uen de acuerdo con en la fecha en que se cometió la 
lo que eSllIblece la tabla de scgre- infracción. (Art. 134, 1) 
gación para la colocación de carros 
conlt!nida en las normas vigentes. 
(Arts. 94 y 134, 1). 

Cuando se requiera realizar Mulla hasta por el equivalente ser 
movimientos en patio con unidades a 1,000 días de salario mfnimo ge-
que conlt!ngan material« o resi- neral vigente en el Distri to Feder.d 
duos peligrosos, y no se utilicen en la fecha en que se cometió la 
dos unidadel que si ..... an de prolt!C- infracción. (Art. 134. 1) 
ción enue la looomOloray la unidad 
o unidades que contengan tales ma-
It!riaJes. (Arts. 95 y 134, 1). 

Cuando las unidades de arTIS- Multa hasta porel cquivalenlt! a SCT 
ue vicias destinadas al transpone 1,000 días de alario mfnimo general 
de materiales y residuos peligrosos vigenIiC en el Distrito Federal en la 
se estacionen en vlas de patio. fechaenquesecometió la infracción. 
(Arts. 96 y 134, 1). (An. 134, 1) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando las maniobras 'J movj. Multa hasla pare! equivalente SCT 
Transporte Terrestre de mientes de unidades en espuelas a 1,000 dlas de salario mfnimo ge-
Materi3les y Residuos Pe- p.1rticulares. no se efectúen prere- neral vigente en el Distrito Federal 
ligrosos. rentemente a la luz de l día, cuando en la fecha en que se cometió la 

se tenga que recibi r o entregar uni- infracción. (Art . 134. 1) 
dades de arrastre que contengan 
materiales o residuos peligrosos. 
(Ans. 97 y 134. 1). 

Cuando el personal de la cm- Multa hasta por el equivalente ser 
presa anteS de iniciar el movimien- a 1,000 dlas de salario mlnimo ge· 
(O de unidades en vras particulares. neral vigentC' en el Disuilo Federal 

no verifique las diferentes medidas en la fecha en que se cometió la 
de seguridad que . ..e tengan estable:- infracción. (An. 134. 1) 

cidas en la planta para el manejo de 
unidades con materiales o residuos 
peligroso.~ . (A r1.~. 99 Y 134. 1). 

Cuando el transporte de resi- Multa hasta parel equivalente a SCT 
duos peligrosos no se efectue con- 1 ,ooodlas de salario mlnimo genel"lll 
forme a la clase de substancia pcli. vigente en el Distrito Federal en la 
grosa de que se trate. (Aru. ]02 y fecha en que se cometió ]a infracción. 

134. ]). (An. ]34. 1) 

Cuando ]as empresas de trans- Multa hoLo¡ta parel equivalente a ser 
pone terrestre que generen cual- l ,ooodlasde salario mlnimo general 
quier remanente peligroso por lava- vigeme en el Distrito Federal en la 
do o de~,ont3m i nación de la ~ fecha en quese cometió la infr.ICCión. 
unidade.s util izadas para el Ir.Ins- (An. 134. 1) 
pone de alguna substancia pel igro-
sa. no se apeguen a las normas que 
expida la SEDESOL. (Ans. 103 y 
134, 1). 

Cuando en la carta porte no se Multa hasta por el equivalente ser 
establezca dardmente el desti no fi - a 1,000 días de :;alano m/nimo ge-
nal de l residuo generudo y no se neral vigente en el Distrito Federal 
notifique a las autoridades COITeS- en la fe, ha en que se cometió la 
pondientes. (Arts. 104 y 134. 1). infracción . (An. 134. 1) 

Cuando el propietario o gene- Multa hasta por el equivalente ser 
radar del residuo peligroso no se a 1,000 dlas de u lario m/nimo ge-
,erciore de que el sistema de tr"d nS- neral vigente en el Distrito Fedenll 
pone y Ia.~ inslltlaciones del desli - en la fecha en que se cometió la 
na!.ario de la carga. e5h!n autori za- infracción. (Art. 134. 1) 

das por la SEDESOL. (Ans. 105 y 
134. 1). 



DISPOSICION 
J URIDICA 

Reg lamento para e l 
Transporte Terrcslre de 
Materiales y Residuos Pe· 
ligrosos. 

OBLIGACION 
ESPECIFICA 

Cuando el seguro que amp~ 
los daños que puedan ocasionarse iI 
terceros en sus bienes y personas. 
ambiente y vías gencQlles de: comu­
nicación , no ampare el tras lado de 
la t arga de~ el momento en que 
salga de las instalaciones del expe­
didor o generado.- ha~t:I que se re­
ci ba en las instalaciones señaladas 
como destino final. (Ans. 11 0 y 
134. 1). 

Cuando el upedidor lranspor+ 
le materiales y residuos pt"ligroso_\ 
y no .<e cerciore que los envases y 
embalajes que los conlf:ngan cum­
plan con las especi fi caciones de fa· 
bricación estipuladas en las fIOfT1las 
correspondiente.~. (A rts. t 14. ] Y 
134. 1). 

Cuando el rll pedidor trolnspor· 
le malerbles y residuos peligrosos. 
.~in identificarlos con las etique· 
tas y carteles correspondientes en 
los envases. emb.llajes y unidades 
de transporte de acuerdo a las nor· 
mas respecti va_~ . (An~ . J 14. 11 Y 
I J4 .1) 

Cuando el Cllpedidor tran.~por­

te m:ueria les y residuos peligro"os. 
sin proporcionar la "Información 
de emertencia en Irolnsportación". 
del material o residuo transportado 
conforme a lo que e_,tipula el Re· 
glamento !;ci'ialado. (Arts. 114. 111 

Y 134, 1) 

Cuando el Cllpedidor Ir.Inspor­
te materiales y re.~i duos pel igroso.~. 

si n indicar al IrJnSporUsta sobre el 
equipo de seguridad necesario con 
que debe COntar en caso de acciden­
te. (Arts . 114. IV Y 134. 1). 
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SANCION 

Multa hasta por el equivalente 
a I ,OCC dfas de salario mínimo ge­
neral visente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infraccLón. (An. 134. 1) 

Multa hasta por el equivalente 
a 1.000 dla.~ de . ..alano mlnimo ge· 
IICroll vigente en el Distrito Federal 
en la fecha r n que !;c cometió la 
infrolcción. (A n . 1]4.1) 

Multa hasta por el equivalente 
a 1.000 días de salario mínimo ge· 
IIC roll vigente en el Distri to Federoll 
en la fecha en que !;c cometió la 
infrolcción. (Art. 1]4 . /) 

Multa hasta por el equivalente 
a J.OOOdlas de salario mlnimo ge· 
nera l vigente en el Distri to Federdl 
en la fecha en que !;c cometió la 
infracción. (Art . 134. 11 

Mul ta hasta por el equivalente 
a 1.000 dlas de ..... Iario mlnimo ge­
nerdl vigente en el Distrito Fedeml 
en la fecha en que !;c cometió la 
infrdcciÓn. (Art . 134. 1) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

ser 

ser 

ser 

ser 

ser 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando el c"'pedidor nnspor- Mul ta hasta por el equivalente ser 
Tran~porle Terrestre de te materiales 'J residuos peligrosos, a 1,000 días de wario mlnimo ge-
Materiales y Residuos Pe- sin proporcionar al tranSportiStl l05 neral vigente en el Distrito Federal 

ligrosos. cancles que dcbcri insl.a lar en las en la fecha en que se cometió la 
unidades, de acuerdo al tipode ma- infracción. (An. 134. 1) 

terial o residuo peligroso que se 
trule. (Ans. 114, V Y lJ4, 1). 

CuaAdo el upedidor t .... n5pOf· Multa hasta por el cquivalenlC ser 
le materiales y residuos peligrosos. a 1,000 dlas de salario mfnimo ge-
efectúe el envloen unidades que no neral vigente en el Distrito Federdl 
cumplan con las especificaciones en la fecha en que se cometió la 
indicadas en el Reglamento seriala- infracción. (An. 134, 1) 
do o en I a.~ r)OmHl.~ conespondien-
les. (An s. 114, VI Y 134, 1) 

Cuando el CIlpedidor Innspor- Multa hasta parel equivalenle a ser 
te materiales y residuos peligrosos, I ,(xx) dCa.<¡ de salario minimo general 
si n contar con las aUloriz.acione~ y vigellle en el Di~trilO Federal en la 
documenlaCión necesarias. (Arts. fecha en que se cometió la infr.acción. 
11 4. VII Y 134, 1) (M 134, 1) 

C uando el upedidor lT"oIn.~por· Multa ha.'Ita por e l equivalence ser 
te materiales y re.~iduos peligrm.os, a I ,(xx) dfa~ de salario mfnimo ge-
sin proporcionar al de.~li nawrio de ner.al vigente en el Disltito Federal 
todos los datos relativos al embar- en la fecha en que se cometió la 
que de los mismos. {A rt.~. 114. VIII infr.lcción. (Art. 1]4. 1) 
y 1]4. 1). 

C uando el upedidor lT"oInspor- Multa huta por el equivalente ser 
te materiales y re.'liduos peligrosos, ~ 1.000 dfas de s;¡ lario mfnimo ge-
si n verificar que las maniobras de neral vigente en e l Di~ltito Federoll 
carga . .¡e re~liccn uclusivamente en la f«h~ en que se cometió la 
por personal capacitado, que cuen- infracción. (Art. 1]4, 1) 
ce con equipo de procección ade-
cuado. (Arts. 114. IX Y 1] 4, 1) 

Cuando el destinatario. de ~· Multa hastl¿ por e l equivalente ser 
pul!.~ de haber sido noti fi cado, no 11 I,(XX) dfas de s;¡lario mlnimo ge-
acuda inmediatamente 11 realiIaT Mr.al vigence en el Distrito Federal 
los tr.imites conespondientes para en la fecha en que se cometió la 
que Ia.~ unidades que le fueron re· infracción. (Art. 134. 1) 

milidas . .¡ean remolcadas hasta sus 
inslalaciones. o bien para recoger y 
trolnsporutr hasliI su.~ bodegas los 
materiales y residuos peligrosos re-
cibidos. {ARS. 116 y 1]4. IJ. 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento par.l e l En el caso de que asl se c:slipu- Multa hasta por el equivalente ser 
Transpone Terrestre de •. 'J los usuarios de unidades per- a J ,000 dlas de salario rnfnimo ge-
Materiales 'J Residuos Pf: - tenecientes a tr'Jnsportistas, nO re· neral vigente en el Distrilo Federal 
li:;ro.~os . torncn ~slas libres de remanentes en la fecha en que se cometió la 

de substancias o re5iduOli peligro- infracción, (An, 134. 1) 
sos. (An s. 11 1 y 134. 1). 

Cuando el upedidor, cllmos- Mulla haSta por el equivalente ser 
ponista o el destinalario al momen- a 1 ,()(K) dfas de salario mlnimo ge-
10 de I,fUc se lr.Jn.~porten materiales neral vigente en el Distrito Fc:deral 
o residuos peligrosos y llOacuerden en la fecha en que se cometió la 
los rnftodos de control por eserilO infracción . (An. 134. 1) 
entre e llos. (An s. 118, I Y 134 , 1). 

Cuando el CJr.pedidor. el trans- Mullll ha¡¡la por el equivaJenlC ser 
ponista o el (\esti naUtrio al momen· a 1.000 dfas de salario mlnimo ge· 
10 de que lit transponen materiales neral vigenle en el Distri lo Federal 
o residuos peligro~ y no efectúen en la fecha en que se cometió la 
la tr.lnsportación oon la documen· infratción. ( .... n . 1]4. 1) 
tación indicada en el Reglamento 
.o;e~alado. ( .... n.~. 118. U y 134. 1). 

Cuando el expedidor. el transo Multa hasta por el cquivalenle ser 
¡xwtisla o el destin~tario al momen· a 1,000 dfas de salario mlnimo ge· 

10 de que lit Ir.ln.o¡porten maleriales nen.! vigenle en el Distrito Federal 

o residuO!' peligrosOli y no delenni- en la fecha en que s.= cometió la 

nen la rula de Ir.lnsporte que pre- infratción. (An. 134. 1) 

sente mej~stondiciones de segu-
ridad. (Arb. 11 8, 1lI Y 1)4, 1). 

Cuando el expedidor, el tnns- Multa hasta por el equivalente ser 
portista oel destinatario al momc:n- a 1,000 dfas de salario mlnimo ge-

to de que 5e transporten maleriales nen.! vigenle en el Distrito Federal 

o residuOll peligrosos y 00 viGilen en la fecha en que se cometió la 

que en CilSO de transvase o trlnsbor- infratción. (An. 134, 1) 

do, ~SIOS se efectúen conforme a lo 
que indicael Reglamentose~alado. 
(An 5. 118, IV Y 1)4, 1). 

Cuando el au tOO"lllsporuru. de Multa hasta por el equivalenle ser 
matCfi ale.~ y residuos peliGrosos a I.ooodlas de salario mlnimo Ge-

que ac:eplt la transportatión de nen.! viGenle en el Distrito Federal 

óKJuellOll envlos que no cumpfan en la fethl en que se tometió la 

con 10lI requi~IOlI de documenta- infrac:ción. (An . 134. 1) 

ción, ~i~tema de identificación y 
dem¡Í.~ di~posidone~ tonlenidas en 
el Reglamento se~alado . (Anl. 
119. 1 y 134, 1). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reb l~menlo para e l Cuando el aulotransportista de Multa hasta por el equivalente SCT 
Transporte Terres tre de materia le~ y residuos pelisrosos a 1,000 días de salario mlnilOO ge-
Materiales y Residuos Pe- cargue tslos en su envase yemba- flC'raJ vigente en el Distrito Federal 
li t rosos. taje o contenedor que presente frac- en la fecha en que se cometió la 

lUras. fu&as o escurrimientos. infracción. (An. 134. 1) 
(Ans. 119, 11 Y 134. ¡). 

Cuando el aulOIr.msportista de Multa hasta por el equi valente SCT 
materiales y residuos peligrosos no a 1,000 dfas de n lario mlnirllO ge-
proteja la carga de cualquier el r- neral vigenlC en el Distrito Fcdeml 
cun_~tancia . (ArK 119. 111 Y 1)4 , 1). en la fecha en que se cometió la 

infracci ón. (An. 134. 1) 

Cuando el autoIJansportiSla de Multa hasta por el equinlenle SCT 
materiales y residuos peligrosos no a 1,00:1 dlas de salario mlnimo ge· 
revi.o;e que la unidad no , uente oon neraJ vigenlr: en el Distrito Federal 
elementO!; punz«ortal1lr:s u ouo que en Ip feclla en que se cometió la 
pur:dJ deterior.u- Iu carga. ( An.~. I 19. infracriÓn. (Art . 134, 1) 
IV Y 134. 1). 

Cuando el autotransportista de Multa hasta por el equivalente SCT 
malrnJles y re siduo~ peligrosos no a J.OOOdIJsdesalariomlnimoge-
cuente ,on un ¡dade~ ade, uadas neral vigente en el Distrito Federal 
p;¡rJ tlles materiales que tran~por' en la fecha en que se cometió la 
ten y cumplan con las caracterfsti- infracdÓn. (Art. 134, 1). 
cas y especifiCOlciones que esuble-
ce el Reglamento señalado. (A n.s. 
11 9. Vy 134. 1). 

Cuando el autotransporústa de Multa hasta por el equivalente SCT 
materiales y residuos peligrosos no a 1,000 dlas de salario mlnimo ge-
coloque en lugar visible la razón neraJ vigente en el Distrito Fede .... 1 
socb l, dirección y teléfono de la en la fecha en que se cometió la 
empresa. asl como los rorrespon- infracción. (Art. 134. 1) 
dien tes al Sistema Nacional de 
Emergencias en Transportación de 
Materiales y Residuos Peligrosos. 
(Arts. 11 9. Vly 134, 1). 

Cuando el aUIOlroUlsporústa de Multa huta por el equivalente SCT 
materiales y residuos peligrosos no a 1,000 dfas de salario mlnimo ge--
vigi le que el manejo de sus vehlcu- ncnl vigenlr: en el Distrilo Fedenl 
los lo real icen oonductorcs aulori- en la fe, ha en que se cometió la 
zados. (A rts. 1 J9, VII Y 134, 1). infncri6n. (Art. 134, 1) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando el aUlotransportisu. de Multa hasta por el equivalente ser 
Transporte Terrestre de materiales y residuos peligrosos no a I ,!xx) dfas de salario mfnimo ge-
Maleriales y Residuos Pe· proporciOne capacitación y actual i- neral vigente en el DiSlrilo Federal 
ligrosos. latión de conocimientos a su per- en la fecha en que se cometió la 

sonal y conductores, en Jos léfmi· infracción . (An . 134, 1) 
nos del Reglamento señalado . 
(Ans. 119. VIII Y 134, 1). 

Cuando el aUlolfanspol'tista de Multa hasla por el equivalente ser 
materiales y residuos peligrosos no a 1,000 días de salario mfnimo ge-
instale en las unidades los canelc:s neral vigente en el Distri to Federal 
proporcionados por el expedidor. en la fecha en que se cometió la 
(Ans. 119. IX y 134, 1). infraccioo. (Art. 134, 1) 

C uando e l autotranSporUSla de Multa hasla por el equivalerlle ser 
materiales 'J residuos peligrosos no a 1,000 días de salario mlnimo ge-
lleve laesladfstica de los accidentes nera! vigente en el Distrito Federal 
e incidentes que tengan sus unida- en la fecha en que se: cometió la 
des'J personal. CAnso 119, X 'J 134 , infracción. (An. 134. 1) 
1). 

Cuando el conduClor que trans- Multa hasla por el equivalente ser 
porte materiales 'J residuos peligro- a 1,000 dlas de salario mínimo ge-
sos no euente con la licencia federal neral vigente en el Distri to Federal 
expedida por la ser que lo autoriza en la fecha en que se: cometió la 
par.! conducir veruculos destinados a infracción. (An. 134,1) 
dicho transporte. CAns. 120, l 'J 134, 
1). 

Cuando el conduelor que trans- Multa hasta porel equivalente a ser 
porte materiales 'J residuos peligro- I ,/XXI días de salario núnimo general 
sos no apuebE: cursos de capacitación vigente en el Distrilo Federal en la 
'J actua!il.ación de conocimientos. fecha enque se: cometió la infracción. 
(Alt,\. 120, 11 'J 134, 1). (An. I34,1) 

Cuando e l co nduelOr que Multa hasia porel equivalente a 
transporte materiales 'J residuos pe- 1 JXX) días de salario núnimo general ser 
ligrosos no efeelÚe la revisión ocu· vigente en el Distrioo Federal en la 
lar diaria del vehlculo. (Ans. 120. fecha en quese: cometió la infTllcciÓn. 
111 'J 134. 1) (An. 134,1) 

Cuando el condUCIor que transo Multa hasta por el equivalente ser 
porte maleriales y residuos peligro- a 1,000 días de Piario mlnimo ge-
sos. en el caso de accidentes, 00 reali· neral vigente en el Distrito Federal 
ce Ial; indicaciones de se:guridad en la fe¡;ha en que se: cometió la 
estipuladas en la infonnación de infracción. (An. 134, 1) 
eMergencia en transportación, y no 
permanezca al cuidado del velúculo 'J 
su carga. (Ans. 120, rv 'J 134.1). 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento pan el Cua ndo el cond uc tor que Multa hasta por el equivalente ser 
Transpone Terrestre de U'allspor1e maleriales y residuos pe- I 1,000 dlas de alano mlrumo le· 
Mueriales y Residuos Pe- ligrosos 1'10 coloque en un lugar ncral vi,ente en el Distrito Federal 

Iiyosos. visible dentro de l. c:adelUo de la en la (echa en que se cometió la 
unidad motril lodo! los dlxumen- infracción. (An.. 134, 1) 
lOS requeridos en el Reglamento 
scllalado. (Am.. 120. Vy 134. 1). 

Cuando las tripulaciones de!rC· Mulla hasta pore] equivalente a ser 
ne~ no se sujeu:n a las disposiciones ¡.<XXI <!las de salario mfnimo general 
conlCniduen la normaóvidad vige,.. vigente en el DismlO FedenI en la 
te. (Am. ] 22. I Y 134. 1). fechaen que 5ecome061a infracción. 

(Art. 134, 1) 

Cuando las tripul.ciollts de Mulla Iwtl pare! equivalente I ser 
trenes no verifIQUen que 10$ carros 1.000 dfas de ulario rrinimo genetaI 
cargados con materiales o residuos vigcnlt: en el Distrito FedcraI en la 
peligro505 cuenten con los carteles fechl en que se cometió la infncci6n. 
reglamentarios. (ATU. 122. 11 'J (Art. 134. 1) 
134. 1). 

Cuando las tripulaciones de Multa hasta por e! equivaJen&e a ser 
!renes no exijan que les sean entre- 1 ,lXX>dlas de salario mlnimo geoeraI 
,adas las cu1u de embarque. (AI1s. vigenw; en el Distrito Federal en la 
122, 111 'J 134, 1). fechaen que sec:ometió lairlracá6n. 

(An. 134, 1) 

Cuando las tripulaciones de Multa hasta por el equiva1ente ser 
lrenes no verifiquen en la docu· 1 1,000 díu de SIlario mlnimo ge-

mentación de embarque, antes de nenJ vigente en el Distri lo Fede.-.I 

abrir las puertas de las unidades, si en la fecha en que se cometió 1, 

en el inleriorde btas seencuenlRn infracción. (Art. 134, 1) 

ci lindros conteniendo gases ticu .. 
dos o cualquitf otro material clasi-
ficado como inflamable Oue 2 
que pudie.-. estane escapando o 
despidiendo vapores, a fin de lOmar 
lIS precauciones indicadlS en el 
Re,lamenlo sei\llado. (Ans. 122, 
IV'J 134, 1). 

Cuudo 111 tripulaciones de Multa hlStl por el equiva1ente ser 
lrenes no presten l'JUda par. rulj . , 1,000 dfu de SIl.no mlnimo Ce-

ur 11 lnspeo::ión periódica 11 esta· nenJ viaeote en el Distrito FedenJ 

do nsic:o 'J I ios dispositivos de en la fecha en que te cometió la 
KCuridtd instalados en las unida· infncd6a. (Att. 134, I) 

del que manejen en tul lmIe$. 

(AlU. 122. Y 'J 134, 1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento par .. e l Cuando las Iripulacio!)Cs de Mulla hasta por el equivalente SCT 
Transporte Terrestre de trenes 00 verifiquen antes de ini- a 1,000 días de salario mínimo ge-
Materiales y Residuos Pe- ciar sus recomdos. que cuentan con nera! vigente en el Distrito Federal 
li grosos. Ja hernmic:nta y materiales regla- en la fcclta en que se cometió la 

mentanos. (Arts. 122. VI Y 134, 1). infracción. (Art. 134. 1) 

Cuando Jas tripulac iones de: Multa haSLi por el equivalente ser 
trenes no lleven el registro de: la a 1,000 dras de salario mínimo ge-
formación del tren, que indique: la nera! vigente en el Distrito Federal 
posición que tienen Jos carros que en la fecha en que :;e cometió lu 
transportan materiales y residuo~ infracción . (Art . 134, 1) 
peligroso.~ . (A" s. 122. VII Y 134. 

". 
Cuando las tripulaciones de Multa hast¡ por el equivalente ser 

lrenes no porten la licencia federal a 1,000 días de salario mlnimo ge-
vigente y el documento que ayale neral vigente en el Distrito Federal 
los edmenes ~cos practicados en la fecha en que se cometió la 
poc la aUloridad compelenle, al ¡ni- infracción. (An. 1)4,1) 
cio del reconido. (Ans. 122. VIII Y 
134, 1). 

Cuando los jefes de patio no Multa hasta poc el equinlente ser 
soliciten la presencia de un oficial a 1,000 dIas de salario mlnimo ge-
de rransportesque superYise las ac- ntra! vigente en el Distrilo Federal 
tiyidades de la IlipulaciÓfl median- en la recha en que se cometió la 
te su recorrido, uf como la presen- infracción. (An. 134, 1) 
cia de un inspeclor de unidades de 
arnlSlre que \letifique las unidades 
que componen el !len antes de su 
salida. (Ans. 123, 1 y 134,1). 

Cuando los jefes de patio no Multa hllSla poc el equiyalente ser 
superYisen que elarraslrede unida- a 1,000 dIas de salario mlnimo ge-
des que tnnsponan materiales o neral yigentc en el DiSlrilo Fedenll 
residuos peligrosos se efectúen de en la fecha en que le cometió la 
preferencia en lrenes unilarios odi- infracción. (An. 134,1) 
recIOS. (Am. 123, 11 Y 134, 1). 

Cuando 1m; jefes de patio no Multa hasta poce! equiyalente ser 
utilicen sistemas de desp1uamien- a 1,000 días de salario mlnimo ge-
10 por gnl\ledad en las Itrminales nenJ yigente en el Dismlo Federal 
donde exislan instalaciones plnl en la fecha en que le cometió la 
clasificación de unidades. (AlU. infracción. (Art. 13-4, 1) 
123. 111 Y 1)4, 1). 
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OISPOSICION OBLlGACION SANCION 
AUTORIDAD 

JU RIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento par.,¡ el Cuando los jefe!! de estación Mulll hasu par el equivalente ser 
Tran~portC' Terrestre de reciban fC'mella.~de armas de fuego, a 1.000 dlas de salario mfnimo ge-
Materi~le.~ y Residuos Pe- municiOflQ, explosivos o (Óliforos TJ(:ral vigenle en el DiSullO Federllll 

ligrosOli. sin el permiso cOm'~pondiC'ntC' . en la fecha en que se cometió la 
(;'"s. 124, 1 'J 134. 1). infracción. (An. 1]4, 1) 

Cuando los jefes de estaciÓn Multa huta por el equiv~lente ser 
no revisen que los carros a utilizar a 1,000 dlas de salario mlnimo ge-
p;ar.l Irolnsportar materiales )' re~j· ner.,¡] vigentC' en el Disuilo Federal 
duos peligrosos se encuentren en en la fecha en que se cometió la 
óptimas condiciones Hsic:u. (Ans. infracción. (An. 134. 1) 
124, 11 Y 134,1) 

Cuando los jefe!; de estación Multa hasla por el equivalente ser 
reciban mercunda clas ificada a 1.000 dfas de salario mfnimo ge· 
como m¡¡ttrial o residuo peligroso nerol vigente en el Distrito Federal 
~in que dispongan de la unidad o en l. fecha en que se cometió la 
unidades nece.~aria.~. almac:enándo- infrocciÓn. (An . 134. 1) 
las en las in_~la1aciones dd felToca-
mI. (Art.~ . 124. 111 Y 134. 1). 

Cuando los jefes de e.sta<:ión Multa hasta por d equivalente ser 
ac:epien la carga si n haber idenlifi- a 1,000 dras de salario mlnimo gc-
cado debid.amente los envases o neral vigente en el Distri to Fe<kr.al 
emb;ala~ ron sus etiquctas y car- en la fecha en que se c:ometió la 
te le.~ (:orre.~pondientes. (Am. 124. infrac:ción. (A rt. 134.1) 
IV Y 1)4, 1). 

Cuando los jefes de estación Multa hasta por el equivalente ser 
permitan la descarga de allT05 que a 1,000 dlas de salario mlnimo ge-
Ir.an_~porten materiOlles y ~duO$ neral vigente en el Distrito Federal 
peligrosos en patios de estaciones. en la fecha en que se rometió la 
vla.~ aUlli liares. escapes o laderos infracción. (An . 134, 1) 
en donde se realicen encuentros o 
p;isos de tren o en c:ualqu)er.¡ que 
00 cuente con la protección adecua-
da. (Art.~ . 124. V Y 134, 1). 

Cuando los jefes de estaciooes Multa hasta por el equivalente ser 
no solici ten un inspeetOl" de unida- a 1,000 dfu de S<llario mlnimo ge-
des de atr.utre que efectúe una mi- neral vicente en el Oismlo Federal 
nuciOlla inspección del equipo neu- en la fecha en que se rometió la 
m1tico y mecánico de 11 unidad. int'rac:ciÓCI. (An. 134, 1) 
CA rts . 124, VI Y 134.1). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para e l C uando los jefes de estaciones Multa haJila por el equivalente ser 
Transpone Terrestre de no verifiquen que el envase yem- a 1.000 tilas de salario mlnimo ge-
Materiales y Residuos Pe- balaje de los materiales y residllO$ neral vigente: en el Distrito Federal 
ligrosos. peligrosos a transportar cumplan en la fecha en que 51: cometió la 

con las disposiciones del Regla- infracción. (A" _ 134 . 1) 
mento señalado. (Ans. 124. VII Y 
134. 1). 

Cuando los jefes de: estaciones Multa hasllI por el equivalente ser 
no asignen personal que se encar- a 1 ,000 dlas de salario mlniffiO ge-
gue e~clusivamen te de I~ vigi lan- ocral vigente en el Distri to Federal 
da de unidades que contenGan ma- en la fecha en que se cometió la 
teria les O residuos peligrosos. infracción. (Art 134, 1) 
(Am, 124. VIII Y 134. 1) 

Cuando los jefes de estaciones Multa hasta por el equivalente ser 
n::ciban cilindros de acero que con- a 1.000 dfas de salario mlnimo ge-
tengan gas licuado. acetileno u ox!· ncral vigente en el Distrito Federal 
geno si sus válvulas no están prole- en la fecha en que se cometió la 
gidas con una tapa de seguridad. infraeción. (An. 134.1) 
(An.~. 124. IX y 134. ! ). 

Cuando losjeres de estaciones Multa hasta por el equivalente ser 
00 informen a los usuarios que lo a 1.000 dfas de salario mfnimo ge-
iIO liciten sobn:: e l tipo de envases y neral vigente en el Distrito Federal 
embalajes adecuados para los ma- en la fecha en que se cometió la 
(e ria les y n:: siduos peligrosos a infneciÓn. (An. 134, 1) 
IraMponar, indicándoles la manera 
en que deben ser identificados y 
etiquetados. (Ans. 124, X Y 134.1) 

Al conSUUC(Of o n::conSUUCtOf Multa hasta por el equivalente ser 
de unidades de lUTastre a utilizat en a 1,000 dlas de salario mlnimo ge-
e l IJ'lInspone de materiales y n::s i- neral vigente en e l Distrito Federal 
duos pelipusos que no entregue al en la fecha en que se cometi6 la 
comprador las espedficaciones de infracción. (An . 134. 1) 
diseño y construcción de la unidad 
adquirida, asl como el certificado 
que garantice que los materiales 
empleados cumplen con las especi-
ficaciones pn::visw en la normati -
vidad correspondiente. (Ans. 125 y 
134, 1). 

La..~ 3lTCndadoras que no pru- Multa hasta por el equivalente ser 
percionen a los usuarios que ~- a 1,000 dlas de salario mlnimo ge-
quienn transportar materiales y n::- nera! vigente en el Distri to Feder.al 
siduos peligrosos. unidades libn::s en la fedla en que se cometi6 la 

- de n::manentes. (Ans. 126 y 134. 1) infracci6n. (An. 134, 1) 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento pu-,¡ el A las arrendadoras que no pro- Multa hasta por el equivllenle ser 
Transporte Tc: rrc:~ lre de porcionen en forma semewal I la • 1,000 dias de salario mínimo Ce-
Maleriales y Residuos Pe- ser. la relación de equipo para nera! viccnlC en el Dimlo Federal 
ligro~~. transporte de materiales y residuos en la fecha en que se cometió la 

peliyosos que se encuentre ope- infracción. (An. 134. 1) 
r .. ndo, incluyendo su registro de 
mantenimiento y caraclerfsticu 
genenles. (Ans. 127 y ] 34, 1). 

Al personal y conductores que Multa hasta por el equiva\enlC ser 
¡n!entengan en el lranspoltC de ma· I 1,000 días de salario mínimo ge-
!eriales y ICsiduos peligrosos que nera! vigeolC en el Distrito FedenJ 
no cucnren con um cap;lcitaciÓJI en la fecha en que se cometió la 
cspeelfica y actualiuciÓll de cono- infracción. (Art. 134, 1) 
cimientos. (Ans. 128 y 134, 1). 

CuilAdo los programas de ca· Multa hasta por el equivalente ser 
pacilllCión no .sean aprobados por I 1,000 dlu de 1I1ario mlnimo ce-
lu Secretarias de Comunicaciones nenl vigenlC en el [)jImio Fedenl 
'1 Tnmsportes 'J del Trabajo 'J Pre· en Ja fecha en que se cometió 1I 
visión Social, así como tampoco infracción. (An. 134, 1). 
e~ltn avalados por el fabricante y 
generador de substancias pelig~ 
sas. (Am. 129 y 134. 1). 

A los autounsponisla5 que no Multa hasta por el equivalente ser 
vigilen que el manejo de sus vehf- 11,000dJu de ulano mfnimo ge· 
culQ5 destiRldos ilJ tnnspont de neral vigente en el Di$lrlto Federal 
materiales y ruiduos peligrosos en la fecha en que se cometió Ja 
quede encomendado sólo a opera- inl'ncción. (An . 134, 1) 
dore~ que posean la licenci. federal 
de conductor espedfica. (Arts. 130 
y 134. 1). 

Cuando la capilciUlción y 1(:- Multa Iwta par el equivaknte ser 
tu.liuaÓn de conocimientos al a 1,000 dfas de .uJario mfnimo ge-
peDOnaJ y conductores que inter- nera! vigen te en el Distrito FedenJ 
ven¡:an en el tra.n.spOItt de mMeria- en la fecha en que se cometió la 
les y residuos peligrosos no se eree- intiv.ción. (An. 134, 1) 
túe mediante la impartidÓn de 
programas y capacitación autoril.l-
do~. (Ans. 131 y 134. 1). 

A la emprua ferroviaria que Multa hasta parel equivalente ser 
no se asegure que el personal de las al ,OOOdJl5de5alario mfnimo&e-
tripulaciones uignadas al servK:io neta! vi,aue el! el Disoilo FedenJ 
de los trenes cuenlC n con los ~ en la fecha en que se cometió la 
cimientOl indispeftHbks pIJ1I el ¡nfrlcción. (An. 134, 1) 
manejo seguro de los ma1aiaJes y 
residuOl peligrosos rransporudos. 
(AlU. 132 Y 134, 1). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

A la empre.u ferroviaria que Multa hasta pclf el equivalente 
ReGlamento para el no edite 'J :lClualice pennancnle- a 1.000dfu de salario m/nimo ge- ser 

Transpone Terres tre de mente publicaciones, glllas y ma- neral vigente en el Di5trito Fcdc:ral 
Materiales y Re.~¡duos Pe· nuales que contenGan información en la fecha en que se cometió la 
ligrosos. concerniente al manejo de subslIn-

cias y residuos peligrosos. (Ans. 
infrlcción . (An. 134. 1) 

133 y \34,1). 

Cuando el upcdidor de la Multa hasta por el equiyalente 
substancia o residuo peligroso no a 2.000 dfas de salario mlnimo gr- ser 
inspeccione el envase y embalaje neral vigente en el Distrito Federal 
anles de ser llenado y entregado en la fecha en que le cometió la 
para su ~nspotte . cerciortndose infnrocción. (An. 1)4. 11) 
de que no presenta ninguna anorna-
Ifa. (Ans. 21 y 1)4, JI). 

Cuando los cnv3.'íe$ y embala- Multa hasta por el equivalente ser 
,;el no cslto debidamente cerrados .2.000 dru de ylario mlnimo ge· 
para su uansportaCión. (AlU. 22 Y neral vigente en el Oisuilo Federal 
134, 11) en la fecha en que K cometió la 

infracción. (An. 134, JI) 

Cuando K adicione al exterior Multa huta por el equivalenle ser 
de 105 enVaKS o embalajes, alguna a 2.000 dru de salario m!nimo ge-
,ubscancia incompatible con la que nera! vigente en el OistrilO Federal 
se encuentre contenida en el inte· en la fecha en que se comelió la 
rior de bte. (Ans. 2) )' 1 )4. 11). infracción. (An. 1 )4, (1 ) 

Cuando lu panes de 105 enva· Multa hasca por el equivalente ser 
ses y embalajes que estfn en con- a 2,000 dfu de salario m!nimo ge-
lactO directo con la subslilncia o nera! vigente en el OisuilO Federal 
residuo peligroso Kan afectadas en la fecha en que se cometió la 
por alguna acción qufmic. o de otra infracción. (An. 134, (1 ) 
II4Il\Iraleu. (Aru. 24 y 134, U). 

Cuando 101 envl5eS y embala- Multa huta por el equivalente ser 
jes interiores no esttn colocados en a 2.000 dril de salario mlnimo le-
un envase y embalaje CIterior. neral viceote ca el Distrito FedenJ 
(Arts. 25 y 134,11). en la fecha en que le cometió 11 

iofracción. (An. 134, m 
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OISPOSICION 
.I URIDI CA 

kq; I.lIlIcmo p~l:I el 
I nn_pur lt rene\ut lIc 
M~~lIalc\ y Hc\nluo \ 1'1:: 

11¡: .. " n\ 

OIlLlGACION 
ESPECIFICA 

Cu~ndo 10\ Cl1vaM!\ '1 cmb;¡la­
JC\ InlCnOfU que contengan )tlblr.· 
tlnd., o 1(\lOOm pchgrOloO' dlfe: ­
IcnlC.' qu.e pucdln rC IOOon., entre 
_./, IoCMII c ... IOCldm en el miMnOcn· 
YII.\C')' cmbialllj( Cltcrior IArh '1(. 

y 1 '14. 11) 

CIIW\OO I~." .• ub!.taOOIl.\ y ~M­
d~ pchUrnTh no ¡,cóln contenidot. 
cnCnVI'IC\ ,/cnlbillólpquc Il:n,an la 
1'C\I.\lCncill MlflClenle pan.aporw la 
11«:\'00 rlllCffii6 que pudIen ck~ 
U:ar...: en rondictOneJ OOITT'UIb '1 el, · 
cunMllncl~' e.\{IC'CIIIk> di: wn.1flOt't 
IAII .• 27 '1114, 11 ) 

Cuwwlo un envll>;C ~ embalaje 
que prc~nte indlc\m de h:dxr .\\1m· 
do Cllmbto en ~u UlniClUrlI. en mm­
IJólrlIC'ón con lo e,\pcci fic.ldo en !.aL\ 
I'l0l1,\11\ rupcct.VIl.' . .w:1I uti1.JnadQ o 
en .\U u so. no sc!! rcaconc:belonado 
ckbldiln'ClIIC fAru 29 ~ 1l4. 11) 

CLlando In upee,ficacionCJ 
adlc,onll ln pllc . lo~ enVUCJ ~ cm· 
Nt I LlJe~ dc~tin lldol , 1 tun)porte de 
111 C I II~e l . e lpI O!iivo~. ~ ludivi~lo­
I~. j 2. perólioo, org'n lco •. ~ 6.2. 
aRen'e ~ InfecciOfoOl. no !lean CJla· 
bleddu dc llCUerdo con I1 norml 
rnpcebYl ~ • l. cluifieación ro­
rrc~pondIente fAn~ JO ~ 1]4. 11). 

CUlndo unl Unidad motril que 
!oC. ulJh'.adI pln el traslado dc IT\I . 

teri . lu y rc~iduOJ peligroroJ no 
cumpll con lu u pedficacione. 
~cionaiell eJ\.IbleddaJ en 115 Il0l'' 

tmlJ COfl'C~pondienlU. (Ans. JJ '1 
134, 11) 

SANCION 

Multa ha.\I:' por el equivalente 
M 2.000 di" de )alarlo mlnimo le­
IICral Ylgenle en el Dumlo Fedc:r:IIl 
en " fecha en que ,;e cometió " 
,nfrlCCión IAn 1] 4 , 11) 

Mulll hUIII por el e(jllinlcntc 
• 2.000dl._. de .\111";0 mlnimo le­
ncl~1 vigente en el Distnto Federal 
en II fechl en que ~ comcuó la 
infrlCClón fAn 1] 4. 11 ) 

Multl ha~ la por el equiv. lente 
• 2.000 dlu de: u lario mlnimo ge· 
neral v'gente en el Di .~tri to Ftderlll 
en la feeh!! en que ~ COfl'letió la 
infracción (An JJ4. 1I) 

Multa huta por el equivalente 
• 2.000 dlu de n lario mlnlmo ge· 
ner. 1 vigente en el Obtrilo Federll 
en II fecha en que ~ cometió l. 
infrla:i6n. (An. JJ4. 1I ) 

Mul ta huta por el cquiVlknle 
• 1,000 dlu de salario mlnimo ¡e­
nenl viaente en el Di5tnto Federal 
en 1, fecha en que k cometiÓ l. 
inrncc.ión. (Art. 1).4, 11 ) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

SCT 

SCT 

SCT 

SCT 

SCT 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCJON 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Cuando los putoomques. unida- Multa hasta pare! equivalente ser 
Transporte Terrestre de des de: arrasIre, recipientes i ntt:~ a 2.(x)o dfas de u1ario mfnimo ge-
Matt;nales y Re.~iduos Pe- dios para granel Y contenedores cis- neral vigente en el Distrito Federal 
t¡grosos. ttrna no sean con'Stru ido5 o en la fecha en que se cometió la 

reconstruidos de conrormidad con infracción. (Art. 134 , 11) 
las normas respectiya.~. (Am. 34 Y 
134. 11). 

Cuando las inspecciones no se Multa ha51a por el equivalente ser 
realicen en los periodos establed - a 2.000 dfas de !alano rnfnimo ge-
dos porla SCT.(Arts .42 y 134, 11). neral vigente en el Distrito Federal 

en la fecha en que se cometió la 
infracción. (Art. 134. 11) 

Cuando por las tanlCterfslicas Multa hasta por el equivalente ser 
propias del Trullerial o residuo peli- a 2,000 días de $aJario mfnimo ge-
groso oopueda realizarse la inspee- nenll vigente en el Distrito Fedel1l.1 
ción en el lugar de su origen, y el en la fecha en que se cometió la 
transportiSla no lleve la un idad a su infracción. (An. 134, 11) 
destino final. en donde se pudiera 
descargar y proceder a la inspec-
ción cotTespondiente. (Arts. 43 y 
134, 11). 

Cuando en ellnlnspone de ma- Mulla haslll por el equivalen te ser 
lerial o residuo peligroso. « te no a 2,000 días de salario mlnimo ge-
sea cargado. di stribuido y sujeto en /loCral vigente en el Distrito Federal 
las unidades de lIu totransporte y en la fecha en que se cometió la 
arraslTC ferroviario de acuerdo con infracción. (An. 134, 11) 
las nonnas corTCspondientes. (AlU. 
47y 134, 11). 

A los operadores de vehlculos Mulla hasla por el equivalcnle ser 
que realiccn par;¡c!as no justifica- a 2,000 días de salario mlnimo ge-
das, que no cstfn contempladas en /loCral vigente en el Distrito Federal 
la operación del servicio. o que cir- en la fecha en que se cometió la 
culen por áreas ccntrales de ciuda- infracción. (An. 134, II) 
des Y poblados. (Ans. 60y 134, 11). 

Al operador y a la empresa Mulla hasta par el equivalenle SCT 
transportisla que no substituya la a 2,000 días de salario mínimo ge-
unidad moIriz a la brevedad, cuan- DCI'lIII vigente en el Distrito Federal 
do tsta sufra una descompostura en la fecha en que se cometió la 
mayor. (Ans. 64 y 134, 11). infracción. (An. 134, 11) 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para el Al fabricante de la substancia Multa hasta por el C(juivalente ser 
Transporte Terrestre de peligrosa o al genenKlor del residuo a 2,000 dfu de wano mfnimo ge-
Materiales y Residuos Pe- peligroso que en caso de descom- neraJ vigente en el Distrito Fede~1 
¡¡grosos. posrura no cuide que Ja maniobra en la lecha en que se comeDó Ja 

de transvase o transbordo se realice infracción . (An_ 134. JI) 
bajo estrictas condiciones de segu-
ridad y con el personal capacitado 
y debidamente equipado. CAnso 64 
y 134 , 11). 

Al conductor de l vehleulo que Multa hasta por el equivalente ser 
transporte material o residuo pelj- a 2,000 dlas de salario mfnimo se-
groso, que en caso de condiciones neraJ vigente en el Distrito Federal 
mcteorológicas adversas, no esta- en la fecha en que se cometió la 
done el veMeulo. (AlU. 67 Y 134. infracción. (Art. 134, R) 
11) 

Cuando por cualquier ci rcuns- Multa hasta por el equivalente ser 
tanda se requiera estacionamiento a 2,000 días de salario rnfnimo ge-
nocturno en canetera del vehfculo neral vigente en el Disttito Fedenol 
que U'anspone material o residuo en la fecha en que se cometió la 
peligroso. y no se coloquen ttiin- infracción. (Art. 134, 11) 
gulas de seguridad adelante y atris 
del mismo. (Ans. 68 y 134, IJ) 

Cuando una unidad ferroviaria Multa hasta por el equivalente ser 
que presente algún despeñecto que a 2,000 días de salario mlnimo ge-
le imposibilite continuar su movi- neral vigente en el Disttito Federal 
miento con seguridad que no sea en la fecha en que se cometió la 
cortada del servicio y estacionada infracción. (An. 134, R) 
en el ladtto mU próximo. (Ans. 72 
y 134, 11). 

CtIando una unidad ferroviaria Multa hasta por el equivalente ser 
stlI cortada del servicio por algI1n a 2.000 dfas de salario rnfnimo ge-
defecto y se requiera ttansvasar o neral vigente en el Disttilo FcdelaI 
tnnsbordar el malerial peligroso en la fecha en q.¡e se cometió la 
ttansponado y no se observen las infrKci6n. (Art. 134, D) 
medidas occesariu pan garantiur 
la seguridad de la operación. CAns. 
73 y 134, 11). 

A los trenes q..e tr:ansporten Multa bUla por el equivalente ser 
materiales o ruiclJos pelipusol .2,000 dfu de salario rnfmmo ge-
que no transiten con su useema de nen.J vicente en el Diltrilo Federal 
aire, fmIodemlDO Y hemjes de freno en la feclla en que se cometió la 
en conciciota óptimas. (Ans. &5 Y infracci6n. (M 13-4. U) 
134. D}. 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
J URIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Re;lamcnlo para el Cuando el manejo de unidades Mu lta hUIa por el cquiYllenlt ser 
Transporte Terrestre de ferroviarias que contengan mate- a 2.000 días de salario mlnimo ge-
Maltriales y Residuos Pe· "¡¡les y residuos peligrosos. cuyo neral vigente en el Distrito Federal 
¡igrosos. estacionamiento, embarque o dcsem- en la fecha en que se cometió la 

barquc se rea1ior: dentro de áreas po- ¡nfracciÓfl. (An. 134. 11) 
bladas. (Ans. 93 '1 1) 4 , 11). 

Cuando se rea licen mov í· Multa hUI/I por el equiva lente ser 
mientos en In vlas particulares de a 2,OOOdlas de 5llario mlnimo ,c-
industrias. y no se revisen y ase- neral vigente en el Distrito Federal 
guren que las unidades por mover en la fecha en que se cometió la 
CiIJO completamente descQDecla- infracción. (An. 134, 11 
dll5 de los disposili yos de carga y 
desearga que se cncucnU'an fijos 

'" las inualKiones de las mis-
mas. (Ans. 98 y 134,11). 

Cuando la empresa fenuviuia Multa huta por el equivllcnle ser 
no verifique que las condiciones .2.000 días de A1ario m(nimo ce-
rrsicas de las vfu paniculues pres- neral v¡genlc en el DiurilO Federal 
ten 5Cluridad para la realización de en l. fecha en que 5e cometió 1, 
lTWIiotns Y movimientos con uni- infracción. (An . I ~ . II) 
daeSes de UTISU'e que contengan 
II1lIlerialQ 'J ruiduos pelig.roso5. 
(AIU. looy 134. 11). 

l..iI5 unidades fClTOviarias que Mulla hasta por el equivalenlc ser 
~ enuegadas en espuelas parti- a 2.000 días de u lario mlnimo ¡e-
culares que no sean aseguradas con ocral vigente en el Distrilo FedeI1lI 
freno de mano a cada una de ellas en la fecha en que se cometió la 
r cuando exista. que no se coloque infracción. (An. 134, 11) 
el descarrilador sobre la vi • . (Ans. 
10] y 134, 11) . 

Cuando se truladen !eSiduos Multalwu. por el equivalente ser 
peligrosos y la unidad I utilizar no 12.000 días de A1arlo mlnimo ce-
cumpla ron las especificaciones de ncral vicente en el Distrito Federal 
construcción determinadas, de en b fecha en que se cometió la 
acuerdo con la norma COfTespoll- infracción. (An. 134, 11) 
diente. (AlU. 106 Y 134, 11) 

A los destinawios de los en- Multa bUla por el equivalente ser 
vlos de nweriaJes 'J TUiduOl pcli . I 2.000 dfu de salario mfnimo IC' 
gl'(W)$ que kIs de.5c;arlucn cn lup- ncral vilcnac cn cl Dimilo Federal 
res quc no cstfn dcsIi nidos para cn la recha cn que se cometió la 
cIJo. (Ans. II S)' 134,11). infTaa:iÓll. (Art. 1}4, 11) 
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D1SPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Re¡;lamento para e l A las empresas ferroviarias Mulla hasLa porel equivalente SCT 
Tran.~ porte Terrc:s lrc de que no gur.anticen la sesuridad de a 2,000 dfas de salario mfnimo ge-
Materiales y Re.,iduos Pe- los trenes que circulen por rutas IlC'I1II vigente en el Distrito Federal 

lig.roso.\ troncales seleccionadas para el en la fecha en que se cometió la 
transpone de materiales y residuos infracción. (An . \34, 11) 
peligrosos, (Ans. 121. I Y 134, 11). 

A las empresas ferroviarias Multa hasta por el equivalente SCT 
que no m:mtcngan en óptimas con- a 2,000 dIas de salario mfnimo ge-
diciones de opel1\Ción las locomo- neral vigente: en el Dinrilo Federal 
torJS asignadas para servicio de tre- en la fecha en que: se cometió la 
nes un itarios y directos. {Ans. 121, infracción. (Art. 134. 11) 
11 Y 134. 11). 

A las empresas ferroviarias Multa hasta por el equivalente SCT 
que no vigilen que las uipulationes a 2.000 días de salario mínimo ge-
asignadas a la oper;¡ción de trenes neral vigente en el Distrito Federal 
observen jornadas de tr.Ibajo que en la fecha en que se cometió la 
00 ucedan de un mbimo de 1I infracción. (Art. 134.11) 
hor:lS y que tengan un per/odo m/-
nimo de 12 horas de des¡;anso antes 
de su llamada a servicio. (Arts. 121. 
III Y 134. 11). 

A las empresas ferroviari as Multa hasta por el equivalente SCT 
que no muevan con rapidellos tre- a 2,OOOdfas de salario mínimo ge-
nes unitarios y di~elos. estable- neral vigente: en el Distrito Federal 
tiendo sus corridas con de:~cho en la fecha en que se cometió la 
prefe~ncial sobre cualquier otra infracción. (Art . 134, 11) 
clase de trenes. excepto los de: pa-
sajeros. (Ans. 121.IVy 134, 11). 

A las empresas fe rroviarias Multa hasta por el equivalente SCT 
que no establezcan los procedi- a 2,000 dfas de salario mínimo ge-
mienlOs que coordinen sus activi - neral vigente en el Distrito Federal 
dudes con upc:didores y destinata- en la fecha en que se cometió la 
ríos . (Ans. 121. V Y 114, 11). infracción. (An. 134, 11) 

A lo~ empres.lIS ferroviarias Multa hasta por el equivalente 
SCT 

que no tomen las medidas neccsa- a 2,000 dfas de salario mínimo ge-
rias para que los envases, embala- neral vigenle en el Distrito Federal 
jes. conlenedores y unidades de en la fecha en que se cometió la 
arrastre no sufran daño durante el infracción. (An . 134.11) 
transporte a causa de movimientos 
o enganches bruSl;:oS de los trenes. 
(Ans. 121. VI Y 134.11). 



DISPOSICION 
JURIDICA 

Reglamento parJ el 
Transpon e Terrestre de 
Materiales 'J Residuos Pe­
ligrosos. 

OBLlGACION 
ESPECIFICA 

A las empresas ferroviarias 
que no proporcionen las tripulacio­
nes necesarias en 13.il conecciones 
interdivisionales 'J no aseguren que 
se encuentran liSIas para tomar el 
control de los trenes. inmediala· 
mente desputs de que lleguen a los 
pu ntos de conección. (Ans. 121. 
VII Y 134. 11). 

A las empresas ferroviarias 
que no instalen en las unidades los 
car1f:les proporcionados por el ,.>;­
pedidor. (Arh. 12 1. VIII Y 134. 11) 

A las empresas ferroviarias que 
no suminiMren todas la~ p;Ws y 
componenles necesarios pan la con­
liefVaciónde la~ unidades. {Art.~. 121 , 
IX Y 134. 11 ). 

A las empresas re rrov iari ~s 
que no CIlijan que todas las tripul ,­
ciones '/ oficiales obtengan la lict' ,)­
cia federal ferroviaria . a,1 como ,,0 
vigi len que dicho documento se en­
cuentre vigenle. (AlU. 121. :< y 
134, 11). 

A las empresas fe rroviarias 
que 110 eltijan que las nipulaciones 
suslenten al inicio de sus reoorrido.~ 
los edrnenes ~dicos requeridos. 
(Arts. 121. XI '/ 134, 11). 

A las empresas ferroviaria s 
quc no proporcionen en forma se­
mestral a la SCT la relación del 
equipo propio y de inlercambio 00-
litado para el Iflmspone de mate 
rialcs y residuos peligrosos que se 
encuentre operando sobre su red. 
(Ans_ 12 1. XII Y 134. 11). 
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SANCION 

Multa hasta pare! equivalente 
a 2.000 días de salario mínimo ge­
riera! vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracdÓn. (An. J 34, 11) 

Mullil hasta por d equivalente 
a 2.000 dfas de salario mínimo ge­
neral vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometiÓ la 
infracción, (A rt . 134.11) 

Multa !lasta porel equivalcnle a 
HIOO días de salario mínimo general 
vigenle en el Disni to Federal en la 
fecha en que se COfTEtió la infracción. 
(Art. 1.\4. 11) 

Mult~ h~sta por el equivalente 
a 1 000 dlas de salario mínimo ge­
ncla l vigenle en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
mt'racción. (An.134, 11) 

Multa hasta por el equivalenle 
a 2,000 días de JIIlario mlnimo ge­
neral vigente en el Distrito Federal 
en la fecha en que se cometió la 
infracción. (An. 134. 11) 

¡.,tulta hasta por el equivalente 
a 2.000 dlas de salario mlnimo ge­
neral vigenle en el Distrito Federal 
en la fech.a en que se cometió la 
infracción . (An. 134, 11) 

AUTORIDAD 
COMPETENTE 

ser 

ser 

ser 

ser 

ser 

ser 
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D1SPOSICION OBLlGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

ReGl~mcnlo para ti A lIS empresas ferroviarias Mulla huta por el equivalente ser 
Transporte Terrestre de que no verifIqUen que las unidades .. 2.000 dlu de MIaño mfnimo ,e-
Materiale.~ y Re"iduos Pe· ajenas 1 l. misma cumplan con la nera! vigente en el Disuilo Federal 
li&roso~. normatividad establecida para el en la fecha en que se cometió la 

tn.nsportt de materiales y residuos infracción. (Art 134,11) 
peligrosos. (Aru. 121. XIII Y 1)4, 

, 
11). 

A las empresas ferroviarias Mulla hasta por el equivalente ser 
que no proporcionen capaciladón 12,000 dlu de IIlario mfnimo Be-
y actualización al personal q,ac in- nera! vigente en el Dislriu> Federal 
W:rvcnga en l. operación de lrenes en la fecha en que se cometi6 la 
conforme alocwbltcido en el Re- infracción. (An. 134, 11) 
glamento ulialado. (Aru. 121 , 
XIV y l34. II ). 

Cuando ~ U'lInsponeen unida- Mulla hasu. por el equivalente ser 
de~ que hayan ~¡do autorizadas para :1 5,000 dlu de 511lario m(nimo ge-
Ir.lnsponllr materiales y residuol neral vigente en el [)jImIo Federal 
peligrosos, perlonas o animales; en la fecha en que se cometió la 
productos alimenticios de consumo infracción. (An . 134, 111) 
humano o animal. o artIculos de 
uso pel'SOllal; ad como residuos s6-
lidol municipiles. (Ans. 6 'J 134. 
111). 

Cuando por ruanes econ6mi- Multa huta por el equivalente ser 
c;u el transportista. tenga que trans- a 5,000 dlu de plano mfnimo ge-
portar otro tipo de bienes en unida- neral vi¡cnte en el Distrito Federal 
des donde se han transponado en la fecha en que se cometió la 
materiales o residuos peligrosos 'J infracción. (An. 134. 111) 
no se ajuste a la lIOflIla(jUC al efecto 
5C upida. (Ans. 6 'J 134. 111 ). 

Cuando el envase 'J embalaje Multa huta por el equivalente ser 
de wblrancias 'J residuos peligro- a 5,000 dlas de plano mfDimo le· 
SOl no cumpla con la clasificación, neral vilenlC en el OisuilO Federal 
tipos ydisposicionesdelunonnu en la fecha en que se cometió la 
ton'CSpOndientes. (Ans. 19 'J 134. infracción. (Art. 134. lH) 
111). 

Cuando se aln aJ¡ün envase 'J Multa huta porel equivalenlC ser 
embalaje. recipiente intermedio a 5.000 días de salario mINmo ge· 
pan! ganel, conICoedor, conICnc- nera! vilenlC en el DisuilO Federal 
dar cisterna. autotanquC o unidad en la lecha en que se cometió la 
de arn.stre entre 105 puntos de ari· infncción. (An. 134. ID) 
gen y deuioo, lin que se preMlm& 

un riesgo. (Ans. 59 'J 134. IU). 
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DISPOSICION OBLIGACION AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA SANCION 

COMPETENTE 

Reglarrn:nto para e l Cuando se purgue al piso o des- Multa hasta por el equivalente ser 
Transporte Terrestre de cargue en el camino, calles o insta- a 5,000 dras de salario mínimo ge-
Materiales y Residuos Pe- laciones no dise~adas para tal efee- neral vigente en el Distrito Federal 
ligrosos. 10. material o residuo peligroso. en la fecha en que se: cometió la 

(AI1$, 62 Y 134, 111). infracción . (An. ]34, III ) 

Cuando las unidades que nos- Multa hasta por el equivalente ser 
ponen materiales o residuos peli · a 5.000 días de salario mfoimo ge-
grosos se estacionen cerca de fuego nera! vigente en el DiMrilo Federal 
abierto o de incendio. (AI15. 66 'J en la fecha en que se cometió la 
134. 111). infracción. (An. 134, 111) 

Cuando se tnnsporte por fe- Multa hasta por e l equivalenlC ser 
rrocanil nitroglicerina o fu lminan- a S,OOO deiS de salario rofrumo ge-
tcs o substancias Ckplosivas de una nera! vigente en el Distrito Federal 
reactividad ta l que puedan reaccio- en la fecha en que se cometió la 
nu espontineilflltnle. (Ans. 70 y infTatciOn. (An. 134, 111) 
134. 111). 

Cuando se adicione al convoy Multa hasta por el equivaknle ser 
tarTas con maleriales o res.iduos pe- a l,ooo dfas de salario mfnimo ge-
¡¡grosos incompatibles a los trans- neral vigenle en el Distrito Federal 
portados. (Ans. 76 y 134, DI). en la fecha en que se cometió la 

infraccioo. (An. 134, 111) 

Cuando se transpone o remolo Multa hasta por el equivalenle ser 
que unidades que transponen ma- l l ,OOO dlu de salario mínimo ge-
leriales o residuos peligrosos en nera.! vigenle en el Distrito Federal 
lrenes asignados para .servicio de en la (echa en que se cometió la 
pasajeros o serv icio 0011.10. (Ans. infracción. (An. 134. 111) 
n y 134. In). 

Cuando se abra algún envase y Multa hasta por el equivalenle ser 
embalaje, unidad de arraslrf: o carro a l,ooo dlas de salario mínimo ge-
lanque que transporte materiales o nera! vigenle en el Diurito Federal 
residuos peligrosos entre Jos pun- en la fecha en que se cometió la 
lOS de origen y destino, s.in que se infracción. (An. 134, ID) 
presuma un riesgo. (Ans. 79 y 134, 
111). 

Cuando se tTanSponen male- Multa hasta por el equivalenle ser 
riales y residuos en lrenes distintos a 5,000 dlu de salario mfnimo ge-
a los de fieles. (Ans. 87 y 134, IU). nera! vigenle en el Distrilo Federal 

en la fecha en que se cometió la 
infracción . (An. 134, 111) 
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DISPOSICJON OBLIGACION 
SANCJON 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reg lamento para el Cuando se transporten resi - Multa hasta por el equivalente SCT 
Transpone Terrestre de duo~ peligrosos que no sean com- a 5,000 dfas de salario mfnimo gc-
Materiales y Residuos Pe- patibles entre sr. (Arts. 108 y 134, neral vigente en el Distrito Federal 
Hgrosos. 111). en la fecha en que se cometió la 

infracción. (An. 134, 111) 

Cuando los transponistas. CJ:- Multa hasta por e l equivalente SCT 
pedidores o generadores de los ma- 1 5,000 dfas de salario mfnimo ge-
!eriales o residuos peligrosos. no otra! vigente en el Disbilo Federal 
contraten un seguro que ampare los en la fecha en que se cometió la 
daños que puedan ocasionarse a ¡nlfacción. (An. 134. 111) 
terceros en sus bienes y personas, 
al ambiente, vfas generales de ca-
municad6n y cualquier otro que 
pudiera generarse en caso de acci· 
dente . (Ans. 109 y 134, 111). 

En el caso de que se violen los Multa hasta por el equivalente SCT 
Ifmites de velocidad establecidos a 100 dlas de ulario mínimo gene-
en el Reglamento señalado y en los ral vigente en el Distrito Federal en 
ordenamientos de la materil . (Art. la rechaenque secometió ll infrac-
1)4, IV). ciÓll . (Art \34, IV) 

A los rein<:identes. (Art. 1 )4). Multa hasta por el doble de lIS SCT 
cllltidldeS que le oom:spondan. 
(Art. I34) 
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1) RUIDO 

OISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para la A los fabricanle5 que no colo- Multa de 0.20 a LOO nuevo SEOESOL 
Protección del Ambiente quen en un lugar visible unacliquc- peso. (An. 73) 
contra la Contaminación la o senal que indique que un ¡¡n-
Originada por la Emisión 1'3[0 emite ru ido que cause dai\o a 

del Ruido. la salud. (Ans. 10 y 73) 

Cuandocn los sitiosde reunión Multa de 0.20 • 1.00 nuevo SEDESOL 
donde se considere que el ruido que peso. (An. 73) 
ahf se emite puede causar daño a la 
salud, y el responsable de tal litio 
00 coloque un letrero en un lugar 
visible. donde se indique la peligro-
sidad del lugar. (ARS. 10 y 13) 

Cuando se uti licen aparatol Multa de 0 .20 I 1.00 nuevo SEDESOL 
ampli ficadores de SOfIido Y otros peso. (An. 73) 
diSpositivos simi lares que produz-
can ruido en la vf. píbUca o en el 
medio ambiente de la comunidad, 
sin el permiso otorgado por autori · 
dad compelCnte. (Ans. 22 y 73). 

Cuando los operadores de fe- Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
rrocarriles. de las veintidó5 a las peso, (Art. 73) 
seis horas del día. y sin haber emer-
gencia alguna, usen silbatos. boci-
nas. l.irenas u orros adiwnenlOS si· 
milares dentro de ,,, zonas 
urbanas. (Am. 27 y 73). 

Cuando los automóviles, ca- Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
mione5, autobuses. IJ1IClocanUoneS peso. (Art . 73) 
y similares. asf como biciclew y 
triciclos motorizados no respelCn 
los niveles mb.imos pennisibles 
patlll la emisión de roido. (AtU. 29 
y 73). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reglamento para I~ Cuando no sea posible ob(ener Multa 0.20 a 1.00 nuevo peso. SEDESOL 
Pfo(ecdón del Ambiente los valores de emisión de ruido (Art.73) 
contra la Contaminación emitidos por los vehfculos seftala-
Originada por la Emisión dos en el párrafo anterior, el faOO -
del Ruido. cante o responsable del mismo que 

no presenlC ante la autoridad com-
petente el estudio tfcnico de: la emi· 
sión de ruido del vehfculo en los 
quince días siguientes al inicio de 
las opcnacioncs o de su uso. (ARS. 
30'1 73) 

Cuando en lireas habitaciona- Mu:ta de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
les circulen vehfculos con escape peso. (An. 73) 
abieno o que produzcan ruido por 
el atTaStre de piezas metálicas o por 
la clIf1:ll que tl1lnsportan. (ArU. 35 
y 73). 

A los responsables de las ope- Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
raciones de carga o descarga de peso. (An. 73) 
mercandas u objetos, que se reali-
cen en la vfa pública. y que rebasen 
los niveles máximos pennisiblesde 
emisión de roido, (Arts. 36 y 73). 

Cuando se emitan roídos que Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
produzcan en las zonas urbanas,los peso. (An .73) 
dispositivos sonoros, tales como 
campanas, bocinas, timbres , silba-
tos o sirenas, instalados en cual-
quier vetlfculo, sin que exista un 
casodeemergeocia. (An s. 37 y73). 

Cuando se usen cometas o Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
trompetas instaladas en cualquier peso. (An . 73) 
vehlculo, que requieran pan su 
funcionamiento compresor de aire 
y que produzcan melodías o soni-
dos musicales. (Arts , 37 Y 73). 

Cuando se operen carrillooes, Multa de 0.20 a 1.00 nuevo SEDESOL 
campanas y demb dispositivos $Í- peso. (An. 73) 
mi lam que emitan ruido l la vía 
pliblica y se usen en un horario 
distinto al de las seis y veintidós 
horas. (AlU. 40 Y 73). 



Las responsabilidades... • 347 

DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reslamento para la A los responubles de fuentes Multa de 0.50 I 10.00 nuevos SEDESOL 
Pro!:ección del Ambiente emisoras de ruido que no propor_ pesos. (An. 74) 
conlra I¡¡ Contaminación cionen las autoridades competentes 
Originada por la Emisión la información que se les requiera 

de l Ruido. respecto I la emisión de ruido con-
tami nante. (Ar15. 8 Y 74). 

Cuando el conductor o fespon- I)ctenciÓn del vehlculo para SEDESOL 
sable de un vehículo que emita ru j· que el propiewio lo repare de in-
do superior a los niveles mbi lTlO5 mediato. o en Sil caso.se reti re de la 
permisibles, 'J que no presenle el circulación. asl como mulU1 deO.SO 
vehlculo pan su repar7oci6n. (Ans. a 10.00 nuevos pesos. (An. 74) 
49 Y 74). 

A los propietarios, encargados Multa de O.SO I 10.00 nuevos SEDESOL 
u ocupantes del establedmiento pesos. (An. 74) 
objeto de la visita, 'J de los predios 
colindantes. que no permitan clac-
ceso y no propoo;:iOflCfllas facilida-
des le infOflT1C5 al personal compc-
lente ~ el desarrollo de su labor. 
(Am. 56 y 74). 

Cuando las fuentes fijas exce- Mula de 1.00 a SO.OO nuev05 SEDESOL 
dan de los niveles mUimos permi- pesos. (Art. 7.5) 
.~ i bles par. 1", emisión de: ruido. 
(Alu . 11 y 7.5). 

Cuando por ~I\eli de fndole Multa de 1.00 a SO.OO nuevo,,¡ SEDESOL 
~cnicl o socioeconómicl debida· pesos. (Art. 7.5) 

mente \X)fTIprobada.s, el responsa-
ble de: un. fuente fija no pueda 
cumplir con 105 niveles mb.imos 
permisibles para la emisión de ru i· 
do, pero que no cuente con la lUlO-
riudón respectiva que le permita 
operar con un nivel especifi co. 
(Ans. 12 y 7.5). 

Cuando el respoosable de una Multa de 1.00 • .50.00 nuevos SEDESOL 
fuente emisora que no CU~I con pesos. (Art. 7.5) 

el nivel mb.imo permitido de e .... 
sión de: ruido especificado por b. 
l ulOridad compell:nteen ellbmino 
que se le otorgÓ paraello. (Ans. 1) 

y 7.5). 
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DISPOSICION OBLIGACION 
SANCION 

AUTORIDAD 
JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Re¡;l~mento par~ la Cuando los establecimientos Multa de 1,00 a SO.OO nuevos SEDESOL 
Protección del Ambiente industriales. comerciales, de serví· pesos. (An. 15) 
contra la Contaminación cio 'J en general toda edificación 
Originada por la Emisión que no se consuuya de tal forma 
de l Ruido. que permita un aislamiento acústi· 

co que no rebase los niveles permi-
lidos, (An s. 15 'J 75). 

Cuando el responsable de la Multa de 1.00 a s.o.OO nuevos SEDESOL 
construcción de una obra no pro- pe505. (Art . 75) 
porcione a la SEDESOL en un !fr-
minodc quince días antesdeJ inicio 
de I~ misma los datos que esa de-
pendencia le 5Olicile. (Ans. 16 y 
75). 

Cuando los circos. ferias, jue- Multa de 1.00 a 50.00 nuevos SEDESOL 
gos mecánicm que: se instalen en la pesos. (Art . 75) 
cercanla de los centros hospitala-
rios. guarderlas. escuelas. asilos. 
lugares de dcsc¡¡nso y OIIOS sitios 
donde el ruido entorpezca cual-
quier actividad. y no respeten el 
ni vel miximo pam ellos penniti. 
dos. (ArlII. 19 Y 75). 

Cuando se IiObrevuelen acro- Multa de 1.00. SO.OO nuevos SEDESOL 
naves de ~Iice. una alrura infcrior pesos. (Art. 75) 
JI trescientos metros, y de rumin. a 
una alrura inferior i quinientos me-
tros sobre el nivel de l sudo en te-
nas habitaciones, sin que sean ope-
raciones de despegue, estudio, 
investigación. búsqueda, reliCatc o 
siruación de emergencia. (Am. 24 
y 75). 

Cuando se fabriquen, ensam- Multa de 1.00. SO.OO nuevos SEDESOL 
bien, imponen o distribuyan vehfcu- pesos. (Art. 7S) 
\os ilUtomoerices que rdtascn los ni-
ve les mbimo5 permisibles de 
emisión de ruido Y ~ cstfn prohi-
bidos por la .utoridad respectiva.. 
(AN. J I y 7S). 
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DISPOSICION OBLlGACION 
SANCION AUTORIDAD 

JURIDICA ESPECIFICA COMPETENTE 

Reg lamento para la Cuando se: rulicen compe~n- Mu lla de 1,00 a SO.OO nuevo.~ SEDESOL 
Protección del Ambiente cias deportivas y sus en~namienlOS pesos. (An . 75) 
contra la Contami nación con vehículos aUIOffiO(ores de trans-
Originada por la Emisión pomción IerrestJe o acuática. sin el 
del Ruido. permisocOfTespondiente. (Alu. 33 Y 

75) 

Cuando se: realicen compelen- Multa de 1.00 a 50.00 nuevos SEDESOL 
das deportivas y sus entrenamien- pesos. (Art. 75) 
lOS con vehfculos automotores de 
transportación terrestre o acuática, 
en calles o pmlios sin protección 
acústica adecuada y en lugares don-
de pueda causarse un da~oecológ¡ -

CO. (AlU. 33 Y 75). 

A los que circulen vehfculos de Multa de: 1.00 a SO.OO nuevos 
SEDESOL 

Cl\ITeraselllOnas urbanas. (Ans. 33 pcsos. (An. 75) 
y 75). 

Cuando se infrinjan disposi- Multa hasla de 15.00 nuevos SEDESOL 
cion« del Reglamento sei'ialado y pesos. (An . 16) 
que no sean de las especificadas 
anleriormenlC. (An. 76) 
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CONCLUSIONES 

Como se ha podido observar, efectivamente el sistema jurídico mexicano ha tratado 
de proteger cualquier vida que exista sobre la tierra, creando diversas obligaciones 
para que el hábitat de la misma no sea afectado y con ello se detrimente esa vida, es 
por ello que entre otras cosas ha establecido las responsabilidades civil y administra­
tiva. 

Respecto de la primera. podemos concluir que es la vía más factible para proteger 
el entorno ecológico, toda vez que ésta surgirá siempre que haya un daño ambiental 
existiendo entonces la obligación de reparlo, lo cual implica. si es preciso. dejar las 
cosas en el estado en que se encontraba anterionnente a la afectación . 

Asimismo, las previsiones del Derecho Civil permiten reparar los daños ambienta­
les aún cuando éstos son generados por conductas lícitas, a diferencia de lo que preven 
las responsabilidades penal y administrativa, que es necesaria la conducta contraria a 
la ley para que existan . 

Tal situación amplfa aún más la factibilidad de que los daños al ambiente sean 
reparados, en virtud de que no es necesario la existencia de una conducta ilfcita para 
que nazca la obligación, permitiendo que los responsables de cualquier actividad que 
por su sola naturaleza represente un riesgo para el equilibrio ecológico, estén en un 
momento dado obligados a resarcir el daño que pudiera generarse con tales actividades 
por el sólo hecho de que las mismas son un riesgo. 

Sin embargo, a pesar de que este tipo de responsabilidad es el medio más viable 
para responsabilizar a alguien de los daños que con sus actos pueda generar, en la 
práctica presenta graves obstáculos que en materia ambiental resultan difíciles de 
probar, como es el caso del nexo causal entre el hecho y el daño, cuya existencia es 
requisito indispensable para que surja la responsabilidad. 

En efecto, este requisito del Código Civil impide que los daños ambientales puedan 
ser reparados, toda vez que la mayoría de ellos son producidos por la intervención de 
varias acciones, y la ley exige que sea consecuencia inmediata de detenninada 
conducta, por lo tanto, no es posible que nazca la responsabilidad. 

Aunado a lo anterior, es necesario considerar que el Código Civil regula las 
relaciones entre particulares, por lo que no persigue un interés público como es el caso 
de la protección al ambiente, lo que implica que sujetar la reparación de estos daños a 
principios de derecho eminentemente privado. afectaría enonnemente el interés públi­
co que persigue esta materia. 

Otro aspecto que es inconveniente para el caso de los daños ambientales. es la 
prescripción prevista en el Código Civil, toda vez que ésta es de dos años, ténnino en 
el cual en muchas ocasiones aún ni siquiera el daño se ha podido detenninar, ya que 
como se mencionó no siempre es inmediato sino que se concretiza mucho tiempo 
después de realizada la conducta. 

En virtud de ello, se considera que aun cuando la responsabilidad civil es la vía más 
factible para proteger el ambiente, pretender reparar los daños ocasionados a éste desde 
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los principios jurídicos previstos en el Código Civil impide obtener los mejores 
resultados, ya que este ordenamiento legal no considera la importancia del valor 
dañado, ello obviamente se debe a que en el momento de que el legislador estableció 
este tipo de responsabilidad no contempló la posibilidad de que se aplicaría a los daños 
ambientales, aunado a que en esa época no se le daba a esta materia la importancia que 
actualmente tiene. 

En este sentido, se considera ineficaz que la reparac ión de daños ambientales esté 
prevista desde el Código Civil, por lo que se considera conveniente su regulación en 
un ordenamiento especial o en un apartado particular de la propia Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. en donde se establezca, entre otros 
aspectos, cuándo una afectación al ambiente puede ser considerada como daño; se 
flexibilice el nexo causal; se permita la responsabilidad colectiva; así como se amplie 
e l término para la prescripción, es decir, que con esas Jisposiciones se persiga el mismo 
interés social que prevé toda la legislación ambiental y se esté en posibi lidad de poder 
efectivamente exigi r la reparación de los daños ambientales, sin que para ello sea 
menester el cumplimiento de diversos requisitos por parte de la vfctima, sino que 
únicamente se considere la existencia del daño y la importancia del mismo para la vida 
en general. 

Por lo que respecta a la responsabilidad administrativa, se considera que las 
sanciones por ella previstas son adecuadas, sin embargo. podrían aún ser más estrictas 
e incluir medidas que de una u otra forma hicieran más viable la protección al ambiente. 
pudiendo en todo caso exigir al sujeto infractor limpiar los sitios contaminados ; es 
posible que ello pudiera considerarse como una forma de resarcir un daño, pero 
permitiría que las propias autor idades administrativas sancionaran los ilícitos con 
medidas más severas, además de que ello no impediría la imposición de alguna ot ra 
sanción en el caso de proceder. 
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INTRODUCCION 

El derecho penal es uno de los medios en los que se basa el Estado para garantizar O 

proteger detenninados intereses colectivos; el derecho a un ambiente sano, a la salud 
y a un crecimiento económicamente sustentable son algunos de los modernamente 
tutelados. 

El presente capítulo tiene como objetivo realizar un breve estudio de los delitos 
ambientales previstos en diferentes ordenamientos jurídicos, realizando un mayor 
análisis respecto de los contenidos en los artíc"los 183, 184, 185 , 186 Y 187 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, profundizando en el 
estudio de las peculiaridades que en los mismos se observan, para finalmente deter­
minar la posibilidad de responsabilizar eticazmente a los sujetos activos de los delitos 
especiales en materia ambiental. 
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l. LA RESPONSABILIDAD PENAL 

Para comenzar y antes de entrar directamente en materia, es necesario precisar la 
noción legal de la responsabilidad y en concreto la responsabilidad penal. 

La palabra "responsabilidad" tiene diversos significados en el ámbito de la vida 
cotidiana, así tenemos que es empleado con frecuencia en discursos morales o 
religiosos por ejemplo; etimológicamente proviene de "respondere" que significa, 
prometer. merecer, pagar; en el mundo jurídico constituye una noción fu ndamental . 
Eljurista Hans Kelsen conceptúa a la responsabilidad dentro de su doctrina positivista, 
señalando que un indi viduo es responsable cuando de acuerdo con el orden jurídico 
es susceptible de ser sancionado 1. En este entendido la responsabilidad determinada 
requiere como presupuesto necesario para su existencia una obligación de hacer o de 
no hacer; el consecuente de la responsabilidad se encuentra en relación directa con 
quien debe pagar o responder del cumplimiento o incumplimiento de la obligación. 

El esquema normativo señala que cuando a una determinada conducta le es 
imputada una consecuencia, el antecedente es una conducta prohibida por el ordena­
miento jurídico como ilícita y la consecuencia será siempre una sanción. El ilícito es 
un género, sin embargo, no todo ilícito es delito; cada área o materia que forman el 
ordenamiento jurídico persigue fines específicos que regula o sanciona, cuando existe 
una om isión de lo que está ordenado o se realizan actos prohibidos por el mismo, existe 
una conducta ilícita. 

La responsabilidad puede aplicarse bajo dos sistemáticas diferentes: en primer lugar 
la conocida como responsabilidad en base a la culpa, la cual como su nombre lo indica, 
supone culpa por parte del autor del hecho ilícito, es decir, las consecuencias de sanción 
se aplican al responsable sólo cuando el autor del hecho ilícito tuvo la intención de 
cometerlo, o bien habiéndolo previsto no lo impidió. La responsabilidad objetiva, 
como otra de las formas de aplicar la responsabilidad, no toma como punto de partida 
la culpa del autor, resultando suficiente que el hecho ilícito se realice para que sea 
sancionado el individuo considerado responsable. 

Este último sistema se relaciona íntimamente con la teoria del riesgo creado que 
surgió a fines del siglo XIX y que postula, que el individuo que utilice mecanismos, 
sustancias u objetos que por si mismos son peligrosos, es responsable en base al riesgo 
que el mismo creó; el ri esgo creado se convierte entonces en el origen de la responsa­
bilidad, sin necesidad de analizar elemento subjetivo alguno. 

En el derecho penal moderno es aplicable el primer sistema, para que surja la 
responsabilidad penal es menester que el hecho típico y antijurídico haya sido 
cometido con dolo o culpa y que su autor pueda ser tenido por culpable, la responsa­
bilidad nace exclusivamente para quien ha cometido el delito, entendiendo por tal a 

I Kelsen Hans. Teoría Pura del Derecho. 2a. Ed. M éx ico, UNAM, 1983. PP. 133-134. 
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quien ha caído en alguna forma de intervención prevista por la ley, no trascendiendo 
más allá del infractor. 

En e l marco jurídico mexicano la afec tac ión de la persona en su esfera jurídica 
requiere de la plena convicción de la probable responsabilidad del sujeto. El artículo 
16 constituc ional contiene, como una garantía de seguridad j uríd ica, los elementos que 
han de conjuntarse para aprehender a un individuo, como lo son la ex.istencia de una 
denuncia o querella de un hecho señalado como delito, que éste sea sancionado cuando 
menos con pena privativa de libertad y sobre todo, que existan datos que ac rediten los 
elementos del tipo penal y la probable responsabilidad del indiciado. 

Por su parte el artículo 19 constitucional preceptúa que para dictar un auto de formal 
prisión en contra de persona alguna. es menester que de las actuac iones de la causa 
penal, aparezcan datos suficientes que ac rediten los elementos del tipo penal de l delito 
que se impute al detenido y hagan probable su responsabilidad. 

En la comisión de un ilícito penal pueden intervenir una, dos o más personas. cada 
una de las cuales es responsable del mismo en la medida de su propia culpa, al respecto, 
el artículo 13 del Código Penal para el Distrito Federal en materia del Fuero Común 
y para toda la República en materia del Fuero Federal. enlistaa los sujetos responsables 
del delito; refiriéndose a los siguientes: 

a) Los que acuerden o preparen su realización. 
b) Los que lo realicen por sí. 
c) Los que lo realicen conjuntamente. 
d) Los que lo lleven a cabo si rviéndose de otro. 
e) Los que determinen dolosomante a otro a cometerlo. 
f) Los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para su comisión. 
g) Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al delincuente en cumplimien­

to de una promesa anterior al delito, y 
h) Los que si n acuerdo previo. intervengan con otros en su comisión, cuando no se 

pueda precisar el resultado que cada quien produjo. 

El artículo 168 del Código Federal de Procedimientos Penales ordena al Ministerio 
Público probar los elementos del tipo penal y la probable. responsabi lidad del sujeto 
inculpado, asimismo este artículo determina que la autoridad judicial deberá examinar 
que ambos requisitos se encuentren acreditados en autos y que al resolver sobre la 
probable responsabi lidad del inculpado. la autoridad deberá constatar si no existe 
acreditada en su favor alguna causa de- licitud y que obren datos suficientes para 
acreditar su probable culpabilidad. 

Respecto a las causas de licitud que impiden responsabilizar a un sujeto penalmente. 
las mismas se encuentran contenidas en el artículo 15 del Código Penal, conocidas 
anteriormente como excluyentes de responsabilidad, ahora son llamadas excluyentes 
del delito y se establecen específicamente en las fracciones IV, V, VI, VII , VIlI y IX 
del artículo citado. 
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Es pertinenle señalar que lanlo los artícu los 13 y 15 del Código Penal para el Distrilo 
Federal en materia del Fuero Común y para toda la República en materia del Fuero 
Federal; como el artículo 168 de l Código Federal de Procedimientos Penales fueron 
modificados entre otros preceptos de dichos ordenamientos, mediante decreto publi­
cado el día J O de enero de 1994 en el Diario Oficial de la Federación. 

Los anteriores artículos constitucionales. sustantivos y adjetivos son en el marco 
jurídico mex icano, los directamente vinculados con el concepto de responsabilidad y 
tute lan la seguridad jurídica de los individuos, desde la averiguación previa ante el 
Ministerio Público. hasta la instauración y conclusión de la causa penal. 

2. LA RESPONSAB ILI DAD PENA L Y SUS DIFERENCIAS CON LA RESPONSABILIDAD 

ADM INISTRATIVA 

En el ordenamiento jurídico existen diferentes tipos de hechos y actos que pueden ser 
ilícitos, pero como se ha precisado todo delito es un ilícito, pero no todo ilícito constituye 
un delito; en materia administrativa los ilícitos son conocidos como infracciones y en 
materia penal como delitos; la responsabilidad penal deriva de la comisión de un delito 
mientras que la responsabilidad administrativa acaece por una infracción. Ambas figuras 
se han creado conforme al criterio del Poder Legislativo para reprimir violaciones a normas 
administrativas, originando la existencia de un Derecho Penal disperso en la legislación 
administrativa, como se analizará más adelante. 

La infracc ión alude a la violación de la ley administrativa que se origi na por un 
hecho o una abstención declarado ilegal por una ley y que por ende amerita una sanción 
administrativa, es decir, que aplica la misma autoridad administrativa, la cual va desde 
la nulidad de los actos, la suspensión, la amonestación, el cese, la clausura, la 
revocación de concesiones, la multa, hasta llegar a la privación de libertad sin que ésta 
pueda exceder de 36 horas o, en su caso, la sanción será pecuniaria. pero en el caso 
que ésta no se pague, se permutará por arresto. 

El delito de acuerdo a su concepción legal, es el acto u omisión que sancionan las 
leyes penales, según lo defi ne el artícu lo 7° del Código Penal; sanción que va desde 
la amonestación, hasta la prisión y cuya imposición es propia y exclusiva del Poder 
Judicial , ya sea local o federal; concepto acerca del cual se profundizará más adelante. 

Ambas responsabilidades pueden concurrir ante una detenninada conducta de hacer o 
de no hacer que constituya un ilícito sancionado penal y administrativamente, sin ser 
excluyentes una de la otra; la diferencia sustancial entre ambas responsabilidades radica 
en la autoridad que le compete imponer la sanción o pena. En tratándose de responsabil idad 
administrativa compete aplicar la sanción por infracciones a una autoridad administrativa, 
es decir al Poder Ejecutivo, mientras que respecto a la sanción que corresponde ante la 
comisión de un delito, ello es competencia del Poder Judicial. 
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3. Los DELITOS EN MATERIA AMBIENTAL 

El término "delito" ti ene diversas acepciones, que van desde la legal. hasta la postulada 
por jurisconsuhos mexicanos y extranjeros de diversas corrientes o escuelas doct rina­
rias. El notable penalista Carrancá y Trujillo define al delito como un conjunto de aclOS 
u om isiones de una acc ión de una conducta humana que está sancionada por las leyes 
penales2

. Algunos abogados especializados en materia penal señalan que la definición 
legal es la más adecuada; en este sentido el artículo 70. del Código Penal de 193 1 
expresa que delito "es el acto u omisión que sancionan las leyes penales". Pero el 
concepto no queda integrado únicamente con estas palabras, de ser así, resultaría 
innecesario el elemento de la culpabi lidad, pues el mismo no se menciona en dicho 
artículo; sin embargo, en la definición del art ículo 70. se encuentra inserto dicho 
elemento, por ser uno de los conceptuales del delito. Idénticamente acontece en orden 
a la antijuricidad del acto u omisión que sancionan las leyes penales. El carácter 
antijuríd ico de dicho acto u omisión, está también ins ito en la fónnula sintética de la 
ley por ser igualmente un elemento conceptual de la infracción. Cuando la acc ión u 
omis ión enjuiciada no seaen el caso concreto antijuríd ica, bien por disposición expresa 
de la ley . bien por especiales consideraciones que impiden que el acto pueda ser 
valorado de contrario al derecho, no es posible hablar de la ex istencia de un delito, 
pues falta uno de los elementos integradores de su contenido conceptual. Es necesario 
puntualizar que las fonnas de expresión de la ley no agotan la idea conceptual del 
delito. fuera de la ley. por perfecta que sea su redacción, quedan pensamientos y 
esencias rectores que norman el concepto del de li to; pensamientos y esencias que han 
de jugar papel importantísimo a través de la func ión creadora de la interpretación. 

Así tenemos que para Garófalo,j urista pensador de la Escuela Positiva, el delito es 
concebido como un fenómeno natural y social producido por el hombre, es decir, 
sostiene la existencia de un llamado delito natural, al cual define como "la violación 
de los sentimientos altruistas fundamentales de benevolencia o piedad y probidad o 
justicia en la medida media en que se encuentran en la sociedad civil , por medio de acciones 
nocivas para la colectividad"]. 

Es ta definici ón de l de li to necesari ame nte vincu la a la nat uraleza , e nte ndida 
és ta como "el conjunto de las obras de la creación _por oposición a las del 
hombre"4 ; definitivamente dentro de este contexto se ubica no sólo la vida humana, 
sino la vida animal y vegetal. Esto se explic.a interpretando el térmi no "nocivas para 
la colectividad" • en el mundo diario es clara la relación de interdependencia que existe 
entre la colectividad de seres humanos con la flora y fauna, dada desde la producción 

2 Carrancá y Trujillo Raul. Derecho Penal Mexicano. México. POITÚa, 199 1. pág. 69. 

3 GarÓfal o. La Criminología, Estado sobre la Naturaleza. del Crimen y Teorfa de la Penalidad. Trad. 
Pedro Bonapi . Daniel Jono. Madrid, España. 19 12, p. 37. 

4 Garcia Pe layo Ramón y otro. Pequeño Larousse i1uSlfado. Francia, Larousse. 1976. p. 7 14. 
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de oxígeno que realizan las plantas, en el proceso de la fotosíntesis, la fuente 
alimenticia que constituyen en sí mismos, hasta el crecimiento económico de un país; 
es decir tanto la flora como la fauna son esenciales para la existencia del individuo 
base de toda colectividad, con el consecuente crecimiento y desarrollo económico de 
un país. 

Toda vez que para la subsistencia y desarrollo de la vida humana es necesaria la 
conservación de la flora y la fauna, la vida moderna, dado el proceso de indus­
trialización, requiere de un crecimiento económico sustentable, es decir, que permita 
aprovechar los recursos naturales sin afectar la supervivencia y desarrollo de genera­
ciones futuras, en este entendido el Estado es a quien corresponde la satisfacción de 
este tipo de necesidades, creando tanto infracciones como figuras delictivas para 
preservar estos elementos naturales. 

Los delitos ambientales llamados así, en el entendido que el objeto material del 
delito es la cosa que sufre directamente un daño. deterioro o menoscabo derivado de 
la comisión del hecho ilícito, es precisamente alguno o varios de los elementos que 
integran el ambiente, flora, fauna, aire, agua, etc. 

El bien jurídico tutelado por estas figuras delictivas entendido éste como "el 
concreto interés tutelado en un tipo legaI5", en el caso que nos ocupa no puede ser otro 
que el derecho a la salud, a un ambiente sano así como a un desarrollo económico 
sustentable. 

Como veremos más adelante los tipos penales se encuentran dispersos en diferentes 
codificaciones de carácter administrativo, constituyendo los conocidos delitos espe­
ciales, sin embargo en el Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero 
Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal se hayan algunos tipos 
cuyo objeto material del delito es algún elemento del ecosistema. 

4. Los OELlTOS AMBIENTALES PREVISTOS EN EL CÓDIGO PENAL 

El Código Penal en sus Títulos Décimo tercero, Décimo cuarto y Vigésimo segundo 
prevé tres artículos que regulan delitos en materia ecológica, el artículo 245 bis, el 254 
Y el 397. 

El artículo 245 bis dispone: 

"Artículo 245 Bis.- Quienes de manera intencional capturen, dañen grave­
mente o priven de la vida a mamíferos o quelonios marinos, o recolecten o 
comercialicen en cualquier forma sus productos sin autorización, en su caso, 
de la autoridad competente. se les impondrá pena de 6 meses a 3 años de prisión. 

5 Gonzá]ez Mruiscal de Oiga Islas. Análisis lógico de los delitos contra la vida.. México. Trillas. 1991 . 
p. 32 
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Se impondrá la misma pena señalada en el párrafo anterior a quienes capturen 
intencionalmente especies acuáticas declaradas en veda, sin autori zación, en 
su caso, de la autoridad competente. 
Lo anterior se aplicará sin perjuicio de las sanc iones administrativas corres­
pondientes. " 

El presente tipo penal es de comisión por acción. El sujeto activo en este tipo puede 
ser cualquier sujeto capaz de concretar las conductas descritas en el tipo, que consisten 
en capturar, dañar gravemente o privar de la vida a mamíferos o quelonios marinos; 
recolectar o comercializar sus productos, s in la autorización; capturar especies acuá­
ticas declaradas en veda, sin el permiso respectivo; la pena que se impone es de 6 meses 
a 3 años de prisión. Es de señalarse que el presente tipo no acepta su comisión por 
culpa, sino unicamente dolosa, tal y como se desprende de los ténninos: "Quienes de 
manera intencional.. ." Los objetos materiales del delito en este tipo son varios: la vida 
de los mamíferos, de los quelonios marinos y las especies acuáticas declaradas en veda. 

Para los efectos del artículo anterior será necesario, aunque no lo especifique el 
Código Penal , atender a las disposiciones de la Ley Federal de Caza que es la aplicable 
para los casos descritos en este precepto, específicamente al calendario cinegét ico. 
Para efectos de su mejor comprensión por lo que hace a las disposiciones del calendario 
cinegético y a dicha ley, es de señalarse que ambos serán analizados en el apartado 6.6 
de este .:apítu)o, al abordarse el tópico de los delitos ambientales previstos en la Ley 
Federal de Caza. 

Otro lipo penal que podemos clas ificar como ambiental se encuentra en el artículo 
254 que refiere: 

Artfculo 254.- Se aplicarán igualmente las sanciones del artículo 253: 

L- Por destrucción indebida de materias primas, árboles, productos agrícolas 
o industriales o medios de producción, que se haga con perjuicio de la riqueza 
o del consumo nacionales. 
ll .- Cuando se ocasione la difusión de una enfennedad de las plantas o de los 
animales, con peligro de la economía rural o forestal , o de la riqueza zoológica 
del país. 
III .- ... 
IV.- .. 
V.- Al que dolosamente adquier~, posea, trafique con semillas, fertili zantes, 
plaguicidas, implementos y otros materiales destinados a la producción 
agropecuaria que se hayan entregado a los productores por alguna entidad o 
dependencia pública a precio subsid iado ... 
VI.- ... 
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La sanción es de dos a nueve años de prisión y multa de diez mil a doscientos cincuenta 
mil pesos; el sujeto acti vo no requiere calidad ni cantidad específica, esto es, puede 
ser cualquier sujelO quien concrete la conducta descrita por el precepto legal. 

Por lo que hace al objeto material del delito en la fracci ón 1 del artículo que se 
comenta. tienen este carácter las materias primas, árboles, productos agrícolas o 
industriales o medios de producci6n. la conducta sancionable es la destrucción de los 
bienes mencionados cuando se haga con perjuicio de la riqueza o del consumo 
nacionales, de lo que se desprende que pennite tanto el dolo corno la culpa. Para 
entender mejor este precepto tenemos que "materia prima" son los materiales no 
elaborados producidos por el subsuelo o la agricultura y empleados por la industria 
para su conversión en artículos de consumo,6" productos agrícolas" son los obtenidos 
de la agricu ltura 7 , los "medios de producción" deben entenderse como los instrumentos 
necesarios para conseguir la obtención de productos agrícolas e industriales8. Lo 
importante aquí es comprender que la conducta reprobable es la destrucción indebida 
de estos bienes, la cual será por lo tan to destruir, arruinar o deshacer dichos bienes sin 
tener derecho a ello. El elemento consecuente de dicha conducta es "el que se haga 
con perjuic io de la riqueza o consumo nacionales", el cual es el resultado material que 
exige el tipo. De tal manera que debe existir un nexo causal entre Ja destrucción 
indebida de las cosas señaladas y el perjuicio causado a la riqueza o consumo nacional. 

La fracción 11 no necesita mayor análisis, puesto que de la interpretación gramatical se 
desprende que el objeto material también lo son los vegetales y animales, los cuales se 
vean afectados con la difusión de una enfennedad, requiriendo el tipo como resultado 
material que se cause perjuicio a la economía rural o forestal o la riqueza animal del país, 
debiendo acreditarse la causalidad adecuada generadora de dicho perjuicio. 

Las fraccio nes III y IV del artículo que se comenta no tienen relación directa 
con lo que es la protección ecológica; en cambio la fracción V indirectamente 
regula bienes relac ionados con el objeto de nuestro estudi o, al referirse a los 
materiales destinados a la producción agropecuaria, plaguicidas, semillas, etc. , 
pero finalmente lo que sanciona es la adquisición, posesión o tráfico doloso de los 
mi smos cuando hayan sido entregados por una entidad o dependencia pública a 
preci o subsid iado con la consecuente excl usión de una comisión culposa del delito. 
La fracción VI hace alusión a las sanciones ap licables a los funcionarios públicos 
relacionados con lo ilícitos señalados en las líneas anteriores, sin injerencia directa 
en materia ambi ental. 

Otro precepto penal que de alguna manera protege al ambiente o a la ecología, es 
el artículo 397 que en su fracción V señala: 

6 Garcia Pelayo Ramón y otro, op. cit, p. 666. 

7 ¡bid .. p. 33 y 840. 8 

8 ¡bid .. p. 670. 
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"Artículo 397.- Se impondrán de cinco a diez años de prisión y multa de cien a 
cinco mil pesos. a los que causen incendio. inundación o explosión con daño o 
peligro de: 
"V.- Montes, bosque, selvas. pastos, mieses o cultivos de cualquier género." 

En el presente tipo la conducta delictiva ecológica estriba en dañar o deteriorar montes, 
bosques, selvas, pastos. mieses o cultivos , mediante incendio, inundación O explosión, 
e n el entendido que el objeto material del delito refiere a la flora únicamente. 

Cabe destacar que para que se subsuma la conducta en el tipo se requiere que se 
cause deterioro o daño al objeto material del delito, o simplemente que la fl ora de un 
ecosistema se encuentre en alguna situación de riesgo inminente por la conducta 
desplegada del sujeto activo, es decir, el tipo requiere el ac reditamiento de la les ión al 
objelO material , o en su defecto, del peligro al que fue expuesto. 

Los delitos referidos en este apartado constituyen los únicos tipos ambientales que 
se encuentran e n un código, sin embargo ex isten otros delitos contenidos en diferentes 
leyes especiales como veremos a continuación. 

5. Los DELITOS ESPECIALES 

Los delitos especiales son aquellas conductas const itutivas de delitos que se contem­
plan en diferentes ordenamientos no penales. La existencia de esta clase de deli tos es 
aceptada por el artículo 60. del propio Código Penal , el cual también determina que 
cuando una materia aparezca regulada por diversas disposiciones, la especial prevale­
cerá sobre la general. 

Existe una gran variedad de leyes especiales que regulan diversos delitos que están 
fuera del contenido del Código Penal, es decir descooificados. "La descodificación es un 
fenómeno relativamente reciente, voces autori zadas de la doctrina afmnan que los códigos 
están en un proceso de decadencia, que tanto los estudiosos del derecho como los 
legisladores y hasta en un momento dado, el pueblo en general comprenden que los códigos 
resultan insuficientes para regular la convivencia social y que esto se debe a que las leyes 
especiales han adquirido un lugar preponderante en el ámbito del derecho, existe una 
tendencia hacia la especial ización de leyes, cuestión que se manifiesta en casi todas las 
ramas del Derecho, tanto a nivel nac ional , como internacional'09 

El Máximo Tribunal de la Federación al respecto de los delitos espec iales 
considera: 

"No 'es exacto que la Ley Penal está constituida exclusivamente por el Código 
de la Materia, s ino que al lado del mismo se hallan muchas disposiciones 

9 Acosta Romero Miguel y otro. Delitos Especiales . Mtxico, PofTÚa. 1990. p. 8. 
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dispersas en diversos ordenamientos y no por ello estas normas pierden su 
carácter de penales, pues basta con que se establezcan delitos e impongan 
penas para que juntamente con el Código Penal del Distrito y territorios 
Federales de 1931 , que es la Ley sustantiva penal federaJ , integren en su 
totalidad la Ley Penal ". 

En otro criterio similar la Suprema Corte de Justicia refiere: 

"Las Leyes penales, no se circunscriben al contenido del Código de la 
materia, sino que hay muchas disposiciones de carác ter específico. dis­
persas en la Codificación General que por su naturaleza o por la calidad 
de los infractores o por objeto, no pueden ser incluidas en una Ley 
General, sino en disposiciones especiales, debiendo agregarse que así lo 
reconoce el artículo sexto del Código Penal Federal, en el cual expresa 
que cuando se comete un delito no previsto en dicho Código pero si en una 
Ley Especial, se aplicará ésta, observando las disposiciones conducentes del 
mencionado Código Penal". 

A este conjunto de leyes de naturaleza eminentemente administrativa, que contiene un 
apartado o capítulo en el que preven delitos, algunos tratadistas lo denominan "Dere­
cho Penal Administrativo" definiéndolo el maestro Andrés Serra Rojas como "la rama 
del derecho que se propone un estudio especializado sobre las categorías delictivas y 
las sanciones que tiene a su disposición el Estado para el aseguramiento del orden 
público y para lograr el eficaz funcionamiento de los servicios públicos y demás 
actividades que regulen el interés generallo".Este derecho penal administrativo consi­
derado por algunos juristas como indebidamente nombrado, tiene su origen en la 
protección de intereses colectivos a través del criterio del legislador que ha creado 
infracciones y figuras delictivas para reprimir violaciones a leyes administrativas, es 
decir a través de la responsabilidad en dos de sus dos vertientes, la administrativa y la 
penal respectivamente. 

Goma se verá más adelante algunos de los delitos ambientales no cuentan con un 
tipo penal plenamente establecido en la propia ley de que se trate, de tal manera que 
el precepto de la norma penal se configura mediante la interpretación, recurriendo en 
algunos casos a actos generales, abstractos e impersonales que emanan de una 
autoridad distinta al legislativo. 

Este tópico ha sido diversamente abordado,el jurisconsulto Carlos Binding al 
referirse a lo que él llamó leyes penales en blanco (Blankett Strafgesetze), recalcó que 
su peculiaridad es la imperfección, que no se bastan por sí mismas p~a cumplir con 

lO Serra Roja.~. Andrés, Derecho Administr.l.tivo, T. 11, México, Pomía, 1981 , p. 464. 
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su función tipificadora, pues en su texto hacen referenci a a otras normas, leyes o 
reglamentos con el objetivo de perfeccionar su contenido normativo. 

Es decir leyes penales en blanco son aquellas que aunque contienen los e lementos 
de la norma penal, precepto y sanción, complementan el precepto mediante la descrip­
ción del hecho o la conducta contenida en otra norma distin ta que siempre debe te ner 
su origen en la ley~ este caso de leyes en blanco constituye una aparente excepción al 
principio "nullum crimen, nulla poena sine tege"; contenido en el artículo 14 consti­
tucional en su tercer párrafo. resultando el elemento importante. la existencia de un 
precepto imperfecto y en segundo término el que en algunos casos sea factible su 
interpretación o integración, sea con la propia ley o que ésta la remita a otra norm a, la 
cual únicamente complementará el precepto (acción u omisión). 

La doctrina reconoce otras leyes penales en blanco en sentido impropio O también 
conocidas como leyes penales incompletas, y son aquellas leyes penales que única­
mente señalan la pena pero no describen la infracción, es decir carecen totalmente del 
precepto corno elemento de la norma, remitiéndose a otra disposición. 

Judicialmente la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha abordado este tópico, 
sustentándose la jurisprudencia siguiente: 

"SALUD, DELITO CONTRA LA ; PSICOTROPICOS BENZODlAZE­
PINA .- El artículo 197, fracción 1, del Códi go Penal Federal establece la 
conducta que se califica de delictiva en términos abstrac tos, pero requiere 
de un complemento para quedar plenamente integrada, como lo es una norma 
de naturaleza administrativa que precise el carácter de psicotrópico del objeto 
material que se posea o con el que se trafique. En casos como el presente 
pudiera hablarse, en senlido impropio, de una norma penal en blanco ya que 
se requiere la declaratoria de una ley para tener como ilícita a la conducta 
reglada en el dispositi vo citado. Ordinariamente la disposición complemen­
taria se e ncontraba comprendida dentro de las normas que integran el hoy 
derogado Código Sanitario o sus leyes conexas, pero que de cualquier manera 
tuvieron que ser dictadas por el Congreso de la Unión, con apoyo en las 
facultades expresamente concedidas a dicho cuerpo Legislativo por la frac­
ción XVI del artículo 73 constitucional. La función legislativa en materia 
penal ha sido reservada constitucionalmente al Poder Legislati vo, integrado 
por las Cámaras. es decir, al Congreso de la Unión, correspondiendo al 
Ejecutivo la promulgación de la leyes y su ejecución. Se plantea el problema 
de determinar si el Poder Ejecutivo puede por delegación dictar leyes penales, 
es obvio que la aludida facultad ha sido señalada exclusivamente al Poder 
Legislativo, teniendo carácter privatista, salvo el caso de facultades extraor­
dinatias conforme a lo dispuesto en el artículo 29 constitucional, y fuera de 
ello no puede ser vál idamente delegada en el Poder Ejecuti vo, pues de darse 
tal delegación estará invalidada de inconstitucionalidad. Cuestión diversa es 
la facultad reglamentaria derivada de la ejecución de la ley, ya que ésta debe 
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entenderse concedida sin rebasar su propia finalidad, ya que el reglamento 
debe operar dentro de la ley y no fuera o contra la ley. Ahora bien, si por leyes 
en blanco se conocen aquellas que señalan únicamente la pena pero no 
describen la infracción, la cual posteriormente es configurada por otro texto 
legal , surge la cuestión de considerar si el acto legislativo complementario 
que habrá de definir el hecho sancionado debe ser realizado por el Poder 
Legislativo en fonna exclusiva o si puede verificarlo el Poder Ejecutivo. de 
acuerdo con el criterio expuesto anteriormente sobre la ilegítima delegación 
cuando se trata de facultades reservadas al Congreso, habrá de sostener igual 
punto de vista respecto al acto legislativo complementario de las leyes penales 
en blanco. En este orden de ideas, debe considerarse que conforme a lo 
establecido por el artículo 14 constitucional, para la coexistencia de un delito 
es menester que esté previsto en la Ley y no en una publicación oficial que no 
reune los requisitos precisados por la propia constitución, por lo cual se llega a 
la conclusión en puridad jurídica que el delito de posesión y tráfico de 
psicofármacos que contienen como principio activo el derivado de las ben­
zodiazepinas no se configura, toda vez que el Congreso de la Unión único 
órgano que consti tucionalmente está facultado para legislar en materia de 
delitos federales, no elevó al rango de la ley las disposiciones contenidas en 
las publicaciones en el Diario Oficial de la Federación de 30 de noviembre de 
1976 y 1 de diciembre de 1980, respecto a que la benzodiazepina pasara a ser 
considerada como psicotrópico." 
Amparo directo 1394185. Daniel Lemus Huerta. 7 de octubre de 1985. Unani­
midad de 4 Votos. Ponente: Santiago Rodríguez Roldán. Séptima Epoca: Volu­
menes 193-198, segunda parte, pág. 38 Informe de 1986, Primera Sala, Pág. 28 
A.D. 2 145/83. Manuel López Loera y coagraviados. 5 de diciembre de 1983. 5 
votos. Ponente: Fernando Castellanos Tena. A.D. 9888/85. José Luis Fernández 
Rubio. 17 de enero de 1985.5 votos. Ponente: Luis Fernández Doblado. A.D. 
9801/84. Jorge Rocha Tirado y otro. 3 de mayo de 1985. Ponente: Fernando 
Caste llano Tena. A.D. 2404186. Jesús Gilberto Espinoza Grijalva. 29 deseptiem­
bre de 1986. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Raúl Cuevas Mantecón. 

Como puede apreciarse la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
conocedora de la materia penal, estima que para salvaguardar la "garantía individual 
contenida en el artículo 14 Constitucional, nulla poena si ne lege, conocida también 
como garantía del delito o crimen, principio de estricta legalidad, de reserva, de 
positividad o de concentración legislativa I J", es menester que el delito esté previsto 
en una ley y no en un acuerdo. 

1I Porte Petit Candaudap. Celestino. Apuntamientos de la Parte General de Derecho Penal . México. 
PorTÚa. 1993. p. 98 . 
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No obstan te que de conformidad con el artículo 192 de la Ley de Amparo la 
jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno 6 en 
Salas es obligatoria para los Juzgados de Distrito y Tri bunales Unitarios de C ircuito, 
quienes son competentes para conocer de delitos federales en primera y segunda instancia 
respectivamente; la jurisprudencia transcrita es muy específica atento a las siguientes 
consideraciones de hecho y de derecho. 

El art ículo 14 constitucional refiere: 

"Artículo 14.- A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de 
persona alguna. 
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades. posesiones o 
derechos, s ino mediante j uicio seguido ante los tribunales previamente esta­
blecidos. en el que se cumplan las fonnalidades esenciales del procedim iento 
y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 
En los j uicios de l orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
En los juic ios de orden civil , la sentencia definitiva deberá ser confonne a la 
letra, o a la interpretación j uríd ica de la ley. y a falta de ésta se fundará en los 
principios generales del derecho." 

El principio de reserva de la ley o mejor conocido penalmente como "nullurn crimen 
nulla poena sine lege", se encuentra inmerso en el segundo párrafo del artículo 
invocado, relacionado con el artículo 7 del Código Penal que estab lece que delito es 
el acto u omisión que sanciona las leyes penales; de tal manera que es fáci l concluir 
que no puede considerarse más delito que lo que la ley expresamente determina como 
tal, y que específicamente la pena o sanción debe constar en una ley exactamente 
aplicable al del ito de que se trata. 

El criterio j urisprudencial es ilustrante, s in embargo la hi pótes is que prevé es de 
una naturaleza especial ; el art ículo 197 del Código Penal dispone en su fracc ión 1 que 
se impondrá prisión de 10 a 25 años y de 100 a 500 días de multa al que, fuera de los 
casos comprendidos en sus art ículos anteriores, siembre, culti ve, coseche, produzca, 
manufacture, fabrique, elabore, prepare, acondicione, transporte, venda. adquiera, 
enajene o trafique, comercie, suministre aun gratuitamente o prescriba algunos de los 
vegetales o substancias señalados en el artículo 193, sin la autorización correspond ien­
te a que se refiere la Ley General de Salud. En este caso la propia Ley General de Salud 
limita e l qué debemos entender por los vegetales o substancias de alguna manera 
consideradas ilícitas, es decir, de manera totalmente cerrada se establece que en el artículo 
193 del Código Penal se indican los vegetales osubstanciasque materialmenteconstituyen 
el delito precepto que a su vez remite a la Ley General de Salud; en este sentido resulta 
acertado el criterio jurisprudencial emitido ya que el propio tipo cierra su integración 
de manera auténtica al remitirse a un precepto del mismo ordenamiento en forma 
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limitativa. Esto es, el propio tipo remite a otro artículo del mismo ordenamiento en el 
cua1 existe una relación de elementos complementadores de aquél; de tal manera que 
lo no previsto en el artícu lo complementador, no es sancionable penalmente. 

Caso diferente sería que el mismo artículo 197 del Código Penal, en vez de remitir 
al propio ordenamiento legal hiciera referencia a uno de naturaleza diferente en cuya 
hipótesis estaríamos en presencia de un tipo en blanco o imperfecto, el cual no conculca 
lo prescrito por el artículo 14 constitucional, yaque la norma penal (precepto y sanción) 
se encuentra en una ley. perfeccionándose el precepto con otras normas. más no 
creándose en otra norma. El concepto de nOfma penal. debe entenderse como una 
disposición O regla jurídica que determina el delito y la sanción respectiva. Al efecto 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que conforme a la teoría 
general del d~lito, toda norma jurídica y especialmente la penal se compone del 
precepto y la sanción , y el precepto consiste en la descripción del hecho exigido o 
prohibido. 

Es importante precisar el conten ido del precepto. el cual contiene la figuradelictiva, 
en virtud de que manda, ordena o contiene una prohibición; en este entendido aunque 
el precepto de un delito determinado resultare no desarrollado en forma exhaustiva, se 
considera que los juzgadores deben tener en cuenta la teoría de los tipos de formulación 
libre. Los tipos de formulación libre son conocidos como aquellos delitos que pueden 
ser realizados con cualquier actividad que produzca un determinado resultado; es decir 
el elemento a considerar para establecer si realmente una acción o una om isión son 
subsumibles a una figura típica, lo es el resultado material que el tipo penal exija. La 
actividad productora del resultado si bien puede no estar descrita y determinada 
totalmente en un precepto penal y es susceptible de comprender en su noción infinitas 
variedades, éstas no son de ninguna manera totalmente ilimitadas. sino que únicamente 
deben est imarse aquellas integraciones que en una relación o nexo de causalidad se 
vinculen con el resultado material que el delito contenga. 

En este o rden de ideas. consideramos que los tipos en blanco en sentido propio 
cumplen con el requisito consagrado en el artículo 14 constitucional. al contener o 
prever una acción o una omisión que constituya la conducta delictiva (aunque de 
manera imperfecta) y la pena correspondiente; requiriéndose que la propia ley penal 
permita complementar o integrar el precepto del tipo ya sea con la ley misma o con 
otra norma de diferente naturaleza. En consecuencia, podemos felizmente complemen­
tar el precepto penal con un acto administrativo siempre y cuando lo preceptuado en 
este último no se desapegue a los lineamientos o parámetros que la propia ley 
considere; de tal manera que el propio legislador sea quien siente las bases para 
complementar a la ley misma, y así los actos complementarios no serán toad Iibitum", 
evaluándose además la posibilidad de concretar el resultado material de) tipo con lo 
indicado por un a norma distinta de la ley penal. 

De esta manera es evidente que volviendo a lo tocante al criterio jurisprudencial 
transcrito que nos ocupa. el mismo tuvo su razón de ser en virtud de que en ese supuesto 
no existe un tipo legal plenamente definido y en consecuencia ante la ausencia de tipo. 
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no hay delito alguno, ya que "en los casos no descritos, no tipificados como del iros 
debe suponerse que la ley no ha querido sancionarlosI 2". 

Los delitos ecológicos o ambientales se encuentran descodificados y sus tipos no 
se encuentran exhaustivamente desarrollados, al respecto se analizarán aquellos delitos 
previstos en la Ley Federal de Caza, Ley Forestal y en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente . 

6. Los DELITOS PREV1STOS EN LA LEY FEDERAL DE CAZA 

La Ley Federal de Caza es unade las leyes especiales que contienen delitos ambientales 
en su Capitu lo XI, encontrándose la nonna penal , entendida ésta como el precepto y 
la sanción, inmersa en dos de sus artículos, 30 y 3 1 respectivamente. 
El artículo 30 dispone: 

"Artículo 30.- Son delitos de caza: 
1.- El ejercicio de la caza y de especies en veda pennanentes. 
11.- El uso de annas prohibidas para el ejercicio de la caza. 
111.- La caza de hembras y crfas de mamfferos no considerados dañ inos. 
cuando sea posible distinguir con claridad el sexo de los animales; 
IV.- La apropiación o destrucción de nidos y huevos de las aves silvestres, y 
V.- La caza por el sistema de uso de armadas o por otros medios no 
autorizados. " 

A su vez el artículo 31 señala: 

"Artículo 31.- A los responsables de los delitos tipificados en el capítulo 
anterior se les impondrá pena hasta de tres años de prisión. o multa de cien 
pesos a diez mil pesos y en ambos casos, la inhabilitación para obtener 
pennisos de caza por un ténnino de cinco años. Se duplicarán las sanciones 
para los reincidentes ." 

La mecánica a seguir en el presente análisis. será la de interpretar el tipo penal. 
complementar el precepto si es factible en caso de que existan lagunas. para posterior­
mente determinar la posibilidad de la aplicación eficaz de la ley misma. La integración 
se realizará en el caso de que se trate de tipos imperfectos en cuanto a la conducta 
descriptiva del precepto, buscando realizarlo de manera auténtica, si es que el propio 
tipo no remite a otra clase de ordenamiento. 

12 Pavón Vasconcelos. Francisco. Manual de Derecho Penal Mexicano. México, POtTÚa, 1985. p. 102 
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La fracción I del artículo 30 de la Ley Federal de Caza a la letra considera delito 
de caza, "el ejercicio de la caza y de especies en veda permanentes" . Si recurrimos 
inicialmente a la interpretación gramatical del precepto obligadamente tenemos que 
discernir el significado de las palabras ejercicio, caza, especies, veda y permanente. 
Así tenemos que ejercicio es la "acción de practicar", por su parte caza es entendida 
como la "acción de cazar o capturar", mientras que el término especie significa la 
"subdivisión de un género"; veda es sinónimo de "prohibido" y permanentemente 
quiere decir "s in modificación I3". 

En base a estos conceptos podemos decir que en materia de caza, "la acción de 
practicar la caza o captura de especírnenes determinados correspondientes a una sola 
especie del reino animal o vegetal , respecto la cual existe una prohibición indetermi­
nada en temporalidad, constituye delito. 

Obligadamente surge la pregunta quién determina qué especies están definitiva­
mente prohibido cazar?, cuestionamiento que tiene respuesta en los artículos 28 
fracción I1 , 32 fracciones 1, XXIII, XXV, XXVII, Y 35 fracción XXXVII de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 3 al 7,9, 15 al 20, 22, 31 al 40 de 
la Ley Federal de Caza; I fracción , V, 2 fracciones 1, II Y I1I, 5 fracciones 1, II y XII , 
8 fracciones 1, II y VIII, 20 fracción 1, inciso e), 36, 64, 70 fracción I1I , 79 fracciones 
1, 11, III Y IV, 80 fracciones I y 11, 81 , 82, 83 , 84, 86, 87,160, 171 , 172,173 Y 182 de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección a! Ambiente; 1.,2, 10, 19 Y 
20de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; 47 inciso g), de la Ley Orgánica 
del Servicio Exterior Mexicano; 3. quinto párrafo, 6,174-A , 238 Y 238-A de Ley 
Federal de Derechos, 5, 27 y 30 del Reglamento 1, V, VII, VIII , XVII y XVIII y 28 
inciso A) fracciones VI y XXVIII, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Agricultura y Recursos Hidráulicos, de los que se desprende la figura del calendario 
cinegético o calendario de caza. El calendario cinegético es un acuerdo intersecretarial 
emitido por la Secretaría de Desarrollo Social cuya vigencia es de 9 meses (agosto a 
abril), dependencia que es competente de conformidad con el artículo 32 fracción 
XXVIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federa! para normar el 
aprovechamiento racional de la flora y la fauna silvestres, marítimas, fluviales y 
lacustres , con participación de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos 
y de Pesca; dicho calendario regula la caza deportiva, aprovechamiento de aves 
canoras y de ornato, animales de circos, zoológicos, viveros y jardines botánicos. Cabe 
señalar que el calendario actualmente vigente fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el día 3 de agosto de 1993. 

Es necesario considerar que para el ejercicio de la caza se requiere contar con 
permiso otorgado por la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (arts. 15, 
16, 18, 19 Y 20 de la misma ley) y cumplir con ciertos requi.sitos en cuanto al 
procedimiento utilizado para la misma; contar con el permiso es importante sin 

13 García Pelayo. Ramón y otro, op. cit., pp. 214. 380, 791 Y 1052. 
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embargo, ello no basta, ya que al obtenerlo es necesario cumplir con las condiciones 
que se señalan en el mismo tales como la época, entidad federativa y región cinegética 
donde se podrá practicar la caza y sobre todo el tipo de ejemplares para los cuales fue 
otorgado el permiso. limitando por lo tanto el alcance del mismo. 

Cabe señalar que en la Ley Federal de Caza no se específica parámetro alguno para la 
elaboración del calendario cinegético, pues únicamente en el artículo 9 se señala que el 
Ejecutivo de la Unión establecerá las zonas de reservas nacionales y detenninará las vedas 
temporales o indefinidas para obtener la repoblación, propagación, aclimatación o refugio 
de los animales silvestres, principalmente de especies en peligro de extinción. 

Como es de apreciarse de alguna manera esta norma penal cuenta con un preceplO 
y una sanción, por su parte el precepto se integra o complementa con un acto 
formalmente administrativo y materialmente legislativo, problemática señalada en el 
apartado 6.5 del presente capítulo; esto es, el artículo 30 en su fracción 1 contiene o 
señala la acción que es sancionable, "el ejercicio de la caza", sin embargo ni el propio 
artículo ni la ley misma precisan los casos en que este ejercicio es sancionable 
penalmente, sino que se remite a un acuerdo emitido por una autoridad administrativa, 
el calendario cinegético, de tal manera que esta conducta delictiva es un delito 
impropio pero susceptible de concretarse en sus extremos. 

La fracción 11 del artículo en comento se refiere al "uso de armas prohibidas para 
el ejercicio de la caza", de la cual se observa que se encuentra en igualdad de 
imperfección el precepto del tipo penal de la fracción 11 del artículo que se comenta. 
Este tipo prevé corno precepto, el uso de armas prohibidas, pero igualmente es un 
precepto imperfecto, dado que para determinar el alcance de la palabra "prohibidas", 
es necesario integrar o complementar el precepto de la norma penal. El significado 
gramatical de la palabra arma es el de "instrumento destinado a atacar o defenderse l4 " 

aunque en un sentido más amplio se entiende por arma, los medios para conseguir una 
cosa. Una vez precisado el alcance de la palabra "anna" se integrará auténticamente 
qué debemos entender por armas prohibidas. 

En el capítulo VIII de la Ley Federal de Caza, los artículos 22 y 23 prohiben para 
e l ejercicio de la caza el uso de venenos, el sistema de armadas y redes para captura 
de aves acuáticas y de ribera y el uso de cañones; remitiendo en algunos casos al 
reglamento de esta ley. Cabe aclarar que este ordenamiento secundario no ha sido 
expedido no obstante que la Ley Federal de Caza fue publicada desde el 5 de enero de 
1952 en el Diario Oficial de la Federación. 

Por otra parte, los artículos 18, 19, 22, 23,24 Y 25 del Capítulo Tercero del calendario 
cinegético ya referido, con base en lo dispuesto en la Ley de Armas de Fuego y Explosivos 
prohibe el uso de perros de presa, de madriguera y de rastro, vehículos de motor para 
perseguir, acosar y cazar animales silvestres, utilización de trampas, annadas, redes 

14 Garcíj Pelayo. Ramón y otro. op. cit .• p. 91 . 1952 en el Diario Oficial de la Federación. 
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reclamos electrónicos, venenos, camadas, annas automáticas de ráfaga, pistolas de 
todos los calibres, fusiles o rifles calibre 22, rifles de aire y gas, de municiones o diábolos. 

El criterio rector en la elaboración del calendario cinegético se encuentra contenido 
en el artículo 9 de la Ley Federal de Caza, por lo que hace a las especies en veda, de 
tal manera que el calendario cinegético en su contenido debe ajustarse a la propia Ley 
Federal de Caza y no debe arbitrariamente vedar especies. 

Por su parte la fracción III del delito especial que se expone sanciona la caza de 
hembras y crías de mamíferos no considerados dañinos, cuando sea posible distinguir 
con claridad el sexo de los animales; en este caso como en los anteriores el objeto 
material del delito son los animales. se busca la preservación de las especies de 
mamíferos no dañinos; reiterando que el posible sujeto activo será el que se dedica a 
la caza sin perder de vista las observaciones hechas en el análisis de la fracción 1; el 
bien jurídico tutelado es también el derecho a un ambiente sano, buscando mantener 
el equilibrio ecológico en base a la preservación de hembras y crias de determinadas 
especies. Se considera una excluyente de responsabilidad el que no sea posible 
identificar el sexo, de tal manera que si en la causa penal que al efecto se instaure, el 
presunto responsable acredita que no era posible determinar el sexo del objeto material , 
operaría en su favor la excluyente de delito prevista en el artículo 15 fracción VIII del 
Código Penal. Asimismo esta fracción se relaciona con la IV toda vez que de igual 
manera, esta última tiende a la protección y preservación de la vida animal pero 
específicamente la de las aves. 

Como puede observarse en la Ley Federal de Caza, existen delitos ambientales que 
cumplen con la garantía del artículo 14 constitucional, en virtud que todas y cada una 
de las hipótes is alternativas que plasma el tipo contienen el precepto penal, mientras 
que la sanc ión se encuentra en el artículo 31 de la misma ley. 

Si bien las fracciones 1, II Y V del artículo 30 de la Ley Federal de Caza sí contienen 
un precepto aunque imperfecto. es decir, que para cerrar o complementar su contenido 
normativo es necesario remitirse a otros ordenamientos, tales como Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos o al calendario cinegético (acto formalmente adminis­
trativo y materialmente legislativo), ello no conculca la garantía de seguridad jurídica 
prevista en el numeral constitucional invocado. 

7. Los DELITOS AMBIENTALES PREVISTOS EN LA LEY FORESTAL 

En esta legislación federal se prevé también un delito en materia ambiental, contenido en 
el artículo 58 de la misma en el Capítulo Tercero del Título Cuarto que a la letra dice: 

"Artículo 58.- A quien transporte, comercie o transforme madera en rollo 
procedente de aprovechamientos para los cuales no se haya autorizado un 
programa de manejo, se impondrá pena de tres meses a cinco años de prisión 
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y multa, por el equivalente de cien a diez mil días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal al momento en que se cometa el delito." 

Continuando con la forma de trabajo que hemos empleado a lo largo del presente 
documento, antes de desglosar los elementos que integran el referido tipo penal , es 
menester interpretar el precepto legal en comento con el objeto de entenderlo en toda 
su amplitud. 

Las conductas del presente tipo consisten en transportar, comerciar o transformar. 
Es tableciendo el significado del vocablo "madera" tenemos que "es una substancia 
dura y compacta de los árboles", en este entendido no cualquier derivado o extraído 
de los árboles es madera. sino que se requiere que su consistencia sea dura y compacta. 
Por su parte "transporte" es entendido como la acción de llevar de un lugar a otro, 
"transformar" es cambiar de forma y "aprovechamiento" es un bien susceptible de usarl5. 

En este sentido comenzaríamos a diluc idar el sentido del precepto de la norma 
penal, encontrándonos con la limitante de ¿qué debemos entender por programa de 
manejo?, ¿quién lo emite o autori za? Conforme al artículo 4 fracción IV de la propia 
Ley Forestal , compete a la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos autori zar 
el aprovechamiento de los recursos forestales maderables y autorizar los programas 
de manejo forestal y supervisar su cumplimiento. 

Por otra parte son claros los requisitos que la propia ley señala para la autori zación 
de un J::rograma de manejo, los cuales se encuentran en el artículo 12 de la Ley Forestal, 
es de indicarse que una vez obtenida la autorización correspondiente de conformidad 
con el artículo 17 del ordenamiento legal invocado, los programas de manejo o sus 
modificaciones deberán inscribirse en un Registro Forestal Nacional. 

Resulta entonces totalmente comprensible el artículo penal en análisis, dado que 
para que se configure el delito es requisito sine-qua-non que no exista un programa de 
manejo autorizado por la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, no 
pudiendo configurarse en el caso de que exista un programa de manejo autorizado, no 
obstante, que no se inscriba en el Registro Forestal Nacional, dado que esto último no 
es requerido por el tipo penal. 

Una vez interpretado e integrado el tipo legal, veremos que se trata de los llamados 
tipos alternativamente formados es decir, las conductas O hechos que contiene están 
previstos alternativamente para que la tipicidad exista, basta que se realice uno de los 
casos, a menudo formulado con un verbo cada uno, para que la subsunción tenga lugar . 
El objeto material del presente tipo son los árboles en el entendido que objeto material 
es la persona o cosa dañada que sufre el peligro derivado de la conducta delictiva. 

Es totalmente factible que se concretice el presente delito y en consecuencia que 
una conducta presumiblemente constitutiva se subsuma en la hipótesis normativa, toda 
vez, que su estructura de ninguna manera conculca la garantía de reserva de la ley 

15 García Pelayo Ramón y QIrO, op. cit, pp. 84,644 Y 1018 
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prevista en el multicitado artículo 14 constitucional, ya que la interpretación o 
integración del artículo 58 de la Ley Forestal se realizó mediante una interpretación 
auténtica o legislativa, encontrándose el delito previsto y sancionado en una ley emitida 
por el Congreso de la Unión. 

8. Los DELITOS AMBIENTALES PREVI STOS EN LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 

ECOLóGICO Y LA PROTECCiÓN AL AMBIENTE 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente que entró en 
vigor el día I de marzo de 1988, es una ley de carácter federal reglamentaria de las 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se 
refieren a la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la protección 
al ambiente. 

En cumplimiento de este objetivo la propia ley establece en su Título Sexto, 
Capítu lo VI , denominado "Delitos del orden Federal", los artículos que preven delitos, 
mi smos que se encuentran contenidos en los numerales 183. 184, 185 , 186 Y 187; 
tipos que procedemos a exponer a continuación : 

"Artículo 183.- Se impondrá pena de tres meses a seis años de prisión y multa 
por el equivalente de 100 a 10,000 días de salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal , al que, sin contar con las autorizaciones respectivas o 
violando las normas de seguridad y operación ap licables a que ser refiere el 
artículo 147 de esta Ley. realice, autorice u ordene la realización de act ivida­
des que conforme a este mismo ordenamiento se consideren como riesgosas, 
que ocasionen graves daños a la salud pública, la flora o la fauna o los 
ecosistemas. Cuando las actividades consideradas como riesgosas, a que se 
refiere el párrafo anterior, se lleven a cabo en un centro de población, se podrá 
elevar la pena hasta tres años más de prisión y la multa hasta 20,000 días de 
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. " 

Este artículo supone dos conductas, es decir es un tipo alternativo, ya que se puede 
concretizar el tipo si se carece de las autorizaciones respectivas o se violan las normas 
de seguridad y operación ap licables. Debido a las modalidades que exige el tipo legal, 
para su estudio es necesario segregarlo en dos hipótesis, siendo las siguientes: 

a).- Al que sin contar con las autori zaciones respectivas realice, autorice u ordene 
la realización de las actividades que conforme a este mismo ordenamiento se consi.de­
ren como riesgosas, que ocasionen graves daños a la salud pública, la flora o la fauna 
o los ecosistemas ... 

b).- Al que violando las normas de seguridad y operación aplicables que se refiere 
al artículo 147 de esta Ley. realice, autorice u ordene la realización de actividades que 
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conforme a este mismo ordenamienw se consideren como riesgosas, que ocasionen 
daños a la salud pública, la fl ora o la fauna o los ecosistemas ... 

Es apreciable que también el resultado material que exige el ti po es alternat ivo en 
tres hipótesis. de tal manera que podrán existir seis subhipótesis respecto de las 
abstracciones referidas. 

El tipo penal que nos ocupa cuenta además con una agravante de la penalidad, el 
que las acti vidades se realicen en un centro de población siendo fac tible en este caso 
que e l juzgador e leve la pena hasta en tres años de pri sión y multa hasta 20,000 días 
de salario mínimo general vigente. 

La primera de las vertientes que puede tomar el de lito ambiental previsto en el 
artículo 183 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, 
requiere de la interpretac ión e integración de di versos vocablos. 

AUTO RIZACIONES RES PECTI VAS 

Comenzando a analizar la primera de las hipótesis en que se ha planteado el estudio 
del artículo en comento, el primer elemento a desentrañar es el de "contar con 
autorizaciones respec ti vas." Al efecto es de señalarse que lo tocante a las autorizacio­
nes con las cuales debe can lar una persona fís ica o moral cuya actividad pueda de 
manera alguna repercutir en el medio ambiente fue abordado exhaustivamente en el 
Capítulo IV, tema: "Marco legal de los residuos peligrosos" de l presente libro al cual 
me remito en lo conducente. 

R EALICE. AUTORICE U ORDENE 

Estos verbos contenidos en el ti po ambiental, convierten al mismo en un tipo de 
pluricidad de conductas o alternativo, lo cual tiene relación direc ta con la teoría de la 
autoría contenida en el art ículo 13 del Código Penal, verbos cuya semántica no requiere 
de más tipo de interpretación que la gramatical. 

ACT IVIDADES RIESGOSAS 

El precepto del tipo penal en concreto es omisu respecto al sign ificado de las palabras 
"actividades riesgosas", sin embargo si precisa que para in terpretareslOs vocablos debe 
ser conforme al propio ordenamiento. 

La Ley General del Equi librio Ecológico y la Protección al Ambiente. en el Título 
Cuarto, Capítulo V, aborda el tema de las activ idades que se consideran riesgosas. El 
artículo 145 de esta ley, señala que las industrias, comercios o servicios serán 
considerados riesgosos atendiendo a la gravedad de los efectos que puedan generar en 
los ecosistemas o el ambiente, es decir , para determinar el carácter riesgoso de una 
actividad debe de tomarse en cuenta los impactos que tendría un posible evento 
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extraordinario de la industria, comercio o servicio de que se trate, sobre los centros de 
poblac ión y sobre los recursos naturales. 

Por su parte el artículo 146 de la ley en comento indica que compete a la extinta 
Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (hoy Secretaría de Desarrollo Social), previa 
opinión de otras dependencias, determinar y publicar en el Diario Oficial de la Federación 
los listados de las actividades que dehan considerarse altamente riesgosas, para efecto de 
lo establecido en la ley. En puridad gramatical interpretati va el término de actividades 
altamente riesgosas y por tanto aquellas que sean li stadas en el Diario OficiaJ de la 
Federac ión, no guardan relación con el término que rr.quiere el tipo penal, el cual no 
requiere de actividades riesgosas en término máximo ("altamente"), sino simple y llana­
mente de actividades riesgosas. Sin embargo considerando que se trata del mismo 
elemento, estaríamos nuevamente en la problemática de integrar un tipo penal a través de 
un acto formalmente administrativo. Actualmente existen dos listados de actividades 
altamente riesgosas , publicados en e l Diario Oficial de la Federación los días 28 de 
marzo de 1990 y 4 de mayo de 1992. 

Es necesario reiterar el deber del j uzgador, en base al principio indubio pro reo, de 
analizar detalladamente si la activ idad que realiza la empresa, aún con independencia 
de si se encuentra o no en el listado previsto en el art ículo 146, puede considerarse 
riesgosa atendiendo al parámetro dado por el propio Congreso de la Unión y conte nido 
e n e l artículo 145 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente y e n consecuencia puede ocasionar el resultado material que el ti po exige 
como veremos en seguida. 

QUE OCASIONEN GRAVES DAÑOS A LA SA LUD PUBLICA LA FLORA O LA FAUNA O LOS 

ECOS ISTEM AS 

El resultado material que exige el ti po penal am biental es que la actividad riesgosa 
ocasione graves daños , ya sea a la salud pública, la fl ora, la fauna o a los ecosistemas; 
resultado que de alguna manera reitera el parámetro que, para determinar a una 
activ idad como riesgosa, prevé el art ículo 145 de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y 13 Protección al Ambiente. 

En es t.! e ntendido si existe el resultado material. necesariamente estamos en 
presencia de una act ividad riesgosa y a la in versa, pero e llo es claro dado que para 
que un hecho sea subsumi ble, es menester la tipicidad o relación unívoca de los 
e leme ntos del hecho con el del de lito. Técnicamente la determinación del impac to 
ambiental de un evento extraord inario posiblemente constituti vo de l ilícito en la 
hipótesis que se anali za, es un elemento fundamental para la configuración del 
de li to , cabe señalar que en los deli tos previstos en los art ículos 183 , 184 , 185 , 186 . 
Y 187 de la Ley General del Equ ili brio Ecológico y la Protección al Ambiente el 
resultado material que ex ige en todos y cada uno de e llos es el mismo, ante lo c ual 
resultaría ocioso el es tudiarlo nue"ttllll!nte al anali zar los demás tipos, con la sola 
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variante que el exigido por los artículos 185, 186 Y 187 inclusive no requiere una 
consumación en los daños causados. 

La segunda hipótesis susceptible de configurar señala que "al que violando las 
normas de seguridad y operación apl icables a que se refiere al artfculo 147 de esta 
Ley, realice, autorice u ordene la realización de actividades que conforme a este 
mismo ordenamiento se consideren riesgosas, que ocasionen graves daños a la salud 
pública, la flora, la fauna o los ecosistemas", Esta hipótesis presupone la ex istencia 
de las autorizaciones necesarias, ya que de no ser así, se estaría en la hipótesis 
anteriormente expuesta. 

Los elementos imperfectos del precepto de la norma penal son los siguientes: 

VIOLANDO NORMAS DE SEGURIDAD Y OPERACION APLICABLES 

¿Cuáles son las normas de seguridad y operación aplicables?, el propio precepto nos 
remite al artículo 147 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente que determina que las actividades industriales, comerciales o de servicios 
altamente riesgosas se llevarán a cabo "con apego a la dispuesto por esta Ley, las 
disposiciones reglamentarias que de ella emanen y las normas técnicas de seguridad 
y operación que expidan, en forma coordinada la Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Ecología (hoy Secretaría de Desarrollo Social) conjuntamente con otras dependencias, 
debien~o i:lcorporarse los equipos e instalaciones que correspondan con arreglo a las 
nonnas técnicas que se expidan." 

Este precepto legal vincula necesariamente a los actos formalmente admi nistrativos 
y materialmente legislativos. toda vez que la conjunción "y", relaciona tanto a la ley 
como a las Normas Técnicas, presentándose nuevamente el problema de la integración 
del precepto de un tipo penal con un acto general, abstracto e impersonal que 
formalmente no tiene el carácter de ley. 

Esta hipótesis cuenta con otro elemento que vincula a un acuerdo publicado en el 
Diario Oficial de la Federación, este es "actividades riesgosas"; de tal manera que 
resulta difícil que el juzgador pueda subsumir una conducta en esta hipótesis del tipo 
si no se tiene pleno conocimiento de la materia, específicamente de la existencia de 
los listados. 

Por lo que hacea la interpretación e integración del ténnino "actividades riesgosas", 
este tópico fue analizado líneas atrás, resultando innecesario una nueva exposición, en 
virtud de que el sentido del término es exactamente el mismo. A su vez por lo que 
respecta al resultado material que exige e .... ta hipótesis, éste fue desglosado y analizado 
con la oportu nidad y el cuidado que el presente asunto amerita. 

Otro tipo ambiental es el contenido en el artículo 184 que a su letra dice: 

"Artículo 184.- Se impondrá pena de tres meses a seis años de prisión y multa 
por un equivalente de 1 ,(x)() a 20,000, días de salario mínimo general vigente 
en e l Distrito Federal, al que sin autorización de la Secretaría o contraviniendo 
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los términos en que ésta haya sido concedida, fabrique. elabore. transporte, 
distribuya, comercie, almacene. posea, use, reuse, recicle, recolecte, trate , 
deseche, descargue, disponga o en general realice actos con materiales o 
residuos peligrosos que ocasionen o puedan ocasionar graves daños a la salud 
pública, a los ecosistemas o sus elementos. Igual pena se impondrá a quien 
contraviniendo los términos de la autorización que para el efecto hubiere 
otorgado la Secretaría, importe o exporte materiales o residuos peligrosos. 
En los casos en que las conductas ilícitas a que se refiere el presente artículo, 
se relacionen con las sustancias tóxicas o peligrosas a que alude el artículo 
456 de la Ley General de Salud, con inminenle riesgo a la salud de las 
personas, se estará a lo dispuesto en dicha Ley." 

En este tipo penal ambiental existen algunos elementos que es menester interpretar a 
efecto de continuar con la mecánica de trabajo del presente capítulo. 

SIN AUTORIZACJON. O CONTRA VINIENDO SUS TERMINOS 

Respecto de este elemento, el cual puede tomar dos vertientes, dependiendo si se cuenta 
con autorización alguna o no, para determinar a qué autorizaciones se hace alusión, es 
necesario remitirse al tema: "Marco legal de los residuos peligrosos" de este libro, en 
el cual se ha desarrollado exhaustivamente la clase de autorizaciones y requisitos para 
obtenerlas por parte de aquellas personas físicas o morales cuyas actividades puedan 
de manera alguna relacionarse con residuos peligrosos y repercutir en el medio 
ambiente. 

Es obvio que en el caso de contar con autorización, solamente se configuraría el 
tipo en el caso de que las actividades se extralimitaran a lo que les fue autorizado, de 
lo contrario se estará en la primera de las hipótesis del tipo penal. 

FABRIQUE. ELABORE. TRANSPORTE. DISTRIBUYA 

En el tipo penal en comento las acciones que contiene el precepto, hacen que el tipo 
sea de pluricidad de conductas, íntimamente relacionado con las autorías previstas en 
el artículo 13 del Código Penal, dejando el precepto abierto al señalar "o en general 
realice actos con materiales o residuos peligrosos", de lo que podríamos concluir que 
se trata de una serie de actividades en forma enunciativas, mas no limitativas, lo cual 
se considera un tipo de formulación libre. 

MATERIALES O RESIDUOS PELIGROSOS 

El propio precepto del tipo penal es omiso respecto del significado de las palabras 
materiales o residuos peligrosos, ante lo cual deberá integrarse el mismo. En primer 
término se encuentra la integración auténtica o legislativa, en base a ella se observa 
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que la propia Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en su 
Título Cuarto, Capítulo V, trata lo referente a estos términos. 

El artículo 150 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente determina que a diversas dependencias de la Adm inistración Pública 
Federal, les corresponde opinar respecto de l listado que la ex tinta Secretaria de 
Desarrollo Urbano y Ecología (hoy Secretaría de Desarrollo Social) emitiera para 
indicar qué se debe entender por materiales y residuos peligrosos para efecto de lo 
establecido en la ley . En este entendido se emi tió la norma técnica ecológica NTE­
CRP-OOl /88 que se refiere a la detenninación de residuos peligrosos. De nueva cuenta 
existe la problemática de la integrac ión de una norma penal con un acto formalmente 
admini strativo. El listado que emita la autoridad correspondiente, en el cual determ ine 
e l alcance de las palabras "materiales y residuos pe ligrosos", es de elaborarse bajo 
parámetros totalmente técnicos, no previstos en la ley de la materia, resu ltando 
imposible una in terpretación auténtica de los mismos. 

Sin embargo consideramos que eljuzgador debe de tener muy presente que de pensarse 
que se está en presencia de un tipo de fonnulación libre, la peligrosidad de un material o 
sustancia se da en relación directa con el resultado material que el tipo contiene. En este 
entendido aunque no existiera el listado contenido en la nonna técnica ecológica mencio­
nada, sería posible detenninar si una sustancia o material es peligroso o no, dado que de 
no serlo no traen a como consecuencia el resultado material del propio tipo, caso contrario 
sí podría concretarse el deliro ambiental previsto en este numeral. 

GRA VES DA ÑOS A LA SA LUD PUBLICA. A LOS ECOSISTEMAS O SUS ELEMENTOS 

Estos elementos que consisten en el resultado material del tipo penal ya fue abordado 
con oportunidad al analizar la figura delictiva prevista en el artículo 183 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al cual me remito en 
obvio de repeticiones innecesarias. 

Los artículos 185, 186 Y 187 contienen sendos tipos penales ambientales como se 
verá en seguida; estos artículos señalan: 

"Artículo 185.- Se impondrá pena de un mes a cinco años de prisión y multa 
por el equi va lente de 100 a IO,()(X) días de salario mínimo general vigente en 
e l Distrito Federal, al que con violación a lo establecido en las disposiciones 
legales, reglamentarias y normas técnicas aplicables, despida, descargue en 
la atmósfera, o lo autorice o lo ordene, gases, humos y polvos que ocasionen 
O puedan ocasionar daños graves a la salud pública, la flora o la fauna o los 
ecosistemas. " 
"Artículo 186.- Se impondrá pena de tres a meses a cinco años de prisión y 
multa por el equi valente de 100 a 10,000 días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal , al que sin autorización de la autoridad compe­
tente yen contravención a las disposic iones legales. reglamentarias y normas 
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técnicas aplicables. descargue, deposite o infiltre o lo autorice u ordene, aguas 
residuales, desechos o contaminantes en suelos, aguas marinas, ríos , cuencas. 
vasos o demás depósitos o corrientes de agua de jurisdicción federal que 
ocasionen o puedan ocasionar graves daños a la salud pública, la flora o la 
fauna o los ecosistemas." 
"Artículo 187.- Se impondrá pena de un mes a cinco años de prisión y multa 
por el equivalente de 100 a 10,000 días de salario mínimo general vigente en 
el Distrito Federal, a quien en contravención a las disposiciones legales 
aplicables y rebasando los límites fijados en las nonnas técnicas, genere 
emisiones de ruido. vibraciones, energía o lumínica, en zonas de jurisdicción 
federal, que ocasionen graves daños a la salud pública, la flora o la fauna o 
los ecosistemas." 

El análisis de estos artículos es factible de realizar de manera global en virtud de que 
todos y cada uno de ellos contienen como precepto el contravenir o violar disposiciones 
legales, reglamentarias y normas técnicas; la conjunción "y" enlaza obligadamente lo 
ordenado en la ley y lo dispuesto en normas técnicas. 

Efectivamente los delitos contenidos en los artículos 185, 186 Y 187 de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente directamente remiten a una norma 
de carácter eminentemente técnico, integrándose o perfeccionándose el precepto de la 
nonna penal" con esta gama de nonnas que son emitidas por el (XKIer Ejecutivo Federal; 
así tenemos que el artículo 185 guarda relación con 18 normas técnicas ecológicas, así 
como con el acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de noviembre 
de 1988, que indican cuales son los niveles máximos de emisión de contaminantes a la 
atmósfera pennisibles; por su parte el tipo previsto en el artículo 186 remite a 33 nonnas 
técnicas, un criterio ecológico y al reglamento de la Ley de Aguas, referentes a la calidad 
del agua; por último el imperfecto precepto de la norma penal contenido en el artículo 187 
remite o relaciona lo dispuesto por el Reglamento para la Protección al Ambiente contra 
la Contaminación originada por Ruido. Estos tipos requieren para su integración el que se 
contravenga tanto disposiciones legales, reglamentarias y nonnas técnicas; ello implicando 
el integrar los tipos penales con actos administrativos. Lo que hace al resultado material 
de las conductas ilícitas previstas en estos tipos ya fue debidamente abordado, resultando 
coincidente lo que aquí podría sostenerse. 

Como se puede observar los delitos ambientales de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente contiene el precepto y la sanción, es decir, 
estamos en presencia de una norma penal. Cuentan con un precepto, en virtud de que 
señalan la acción u omisión punible, no obstante que el mismo precepto acaece de 
imperfección, es decir. se encuentra incompleto. El tipo penal obligadamente vincul~ 
a la ley penal con actos del Poder Ejecutivo, ya sea que la misma redacción del artículo 
que prevé el delito lo relacione, u otro texto del ordenamiento legal lo remita, 
complementando el precepto. 
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Todos los tipos previstos en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, exigen resultado material en diversas hipótesis. elemento que servi rá al 
Juzgador en el análisis de la conducta posiblemente delictiva, toda vez que permite 
claramente analizar si existe o no nexo de causalidad entre la acción u omisión y el 
resultado material que la conducta originó. 

El resultado material de estos delitos ambientales debe ser evaluado y detenninado 
pericialmente dado que de faltar este elemento existiría atipicidad en la conducta y no 
sería factible responsabilizar penal mente al sujeto activo. 

9. CONCLUStONES 

De la lectura de los tópicos expuestos en el presente capÍlulo podemos resumir 
concluyendo lo siguiente: 

• Los delitos especiales obedecen al fenómeno de descodificación de las leyes, que 
pennite por una parte responsabilizar penal y administrativamente a aquellos 
individuos que transgreden su contenido nonnativo y por otro lado hacen posible 
un mayor análisis e integración de los delitos que se prevean al cántemplarlos en 
la ley en su conjunto y no como capítulo aislado en algún Código. lo que permite 
aprec iar eficazmente la voluntad del legislador. 

• Los delitos ambientales reflejan la preocupación del Estado de proteger y preservar 
el medio ambiente y sus elementos, buscando el que, en la época moderna. el 
crecim iento económico del país se realice sustentablemente al proteger jurídica­
mente estos bienes. para beneficio de generaciones fUluras. 

• El Código Penal, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente. la Ley Forestal y la Ley Federal de Caza, constituyen los ordenamientos 
jurídicos que tutelan el ambienfe, tanto penal como administrativamente (en el caso 
de los tres últimos) protegiendo la flora, la fauna, el agua. el aire. el suelo y al 
hombre mismo. 

• En su mayoría los delitos tuteladores del medio ambiente, son tipos penales cuyo 
precepto es imperfecto, en virtud de que para la integración de la conductadelictiva. 
remiten o se complementan con la propia ley. sus reglamentos o nonnas técnicas. 
es decir en algunos casos con actos formalmente administrativos y materialmente 
legislati vos emitidos por el Poder Ejecutivo Federal. 

• Sin embargo los delitos previstos tanto en el Código Penal, Ley Federal de Caza, 
Ley Forestal y en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, no conculcan la garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 
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14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por las razones 
siguientes: 

a) .- El artículo 14 Constitucional en relación con el artículo 7 del Código Penal 
consigna el dogma "nullum crimen, nulla poena sine lege" . La ley o nanna penal se 
conforma con el preceplO y la pena, el precepto es la acción u omisión sancionable. 

b).- Los delitos ambientales previstos en las leyes anteriormente citadas contienen 
o describen aunque imperfectamente la acción u omisión punible, integrándose o 
complementándose el precepto legis lativamente. o con otros ordenamientos emitidos 
por los Poderes Legislativo y Ejecutivo. 

• Es recomendable que al momento de resolver una causa penal incoada por la posible 
comisión de los delitos ambientales, el Juez del conocimiento tenga presente las 
siguientes consideraciones: 

a).- Que los delitos ambientales sí contienen descrita la conducta típica, aunque no 
de manera exhaustiva. encontrándose claramente plasmada la voluntad del legislador 
de castigar penal mente esas conductas. debiendo recurrir necesariamente a la interpre­
tación e integración . 

b).- Analizar el nexo de causalidad entre la conducta desplegada y el resultado 
delictivo, con independencia si se encuentra regulada en un ordenamiento complemen­
tario del tipo original ; de tal manera que el Poder Ejecutivo no pueda cambiar la 
intención del Poder Legislativo complementando el tipo "ad Iibitum" . Lo anterior 
implicaría una plena determinación y convicción por los medios de prueba pertinentes. 
que el resultado material exigido en el tipo se ha concretado. 

• El crear tipos ambientales cerrados o perfectos. codificados o no, implicaría dejar 
de regular o proteger elementos del ecosistema que la vida misma obliga a ello para 
su preservación, ante lo cual no sería recomendable incorporar el ordenamiento 
complementario a la ley especial, en virtud de que ello implicaría tantas reformas 
como acuerdos o listados sean emitidos. lo que en la realidad sería obsoleto. 

• La descodificación y por tanto la existencia del llamado Derecho Penal Adminis­
trativo, permite el análisis completo de los tipos y la comprensión del sentir del 
legislador. pero obligadamente requiere de profesionales del Derecho especializa­
dos; en virtud de la dispersión de delitos en di versos ordenamientos jurídicos no 
punitivos. 
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MATERIA AMBIENTAL EN OTRAS LEYES.- 3.1. Ley de Aguas Nacionales.- 3.2. 
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VIGILANCIA.-

INTRODUCCION: 

La reciente creación de diversos órganos de autoridad con atribuciones para 
verificar el cumplimiento de la normati vidad ambiental, hace necesario el estable­
cimiento de una serie de criterios en relación a los actos administrativos que en la 
materia real iza la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente como órgano de autoridad 
tiene facultades de decisión y de ejecución y sus actos afectan la esfera jurídica de 
las personas físicas o morales, privadas o públicas, imponiendo a éstas sus deter­
minaciones. De la ejecución de estos actos de autoridad nos ocuparemos en el 
presente capítulo. 

1. LA INSPECCIÓN Y VIGILANCIA EN MATERIA AMBIENTAL 

De conformidad con el artículo 32 fracción XXVII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal corresponde a la Secretaría de Desarrollo Social: 

"Vigilar en coordinación con las autoridades federales, estatales y municipa­
les, cuando no corresponda a otra dependencia, el cumplimiento de las 
nonnas y programas para la protección, defensa y restauración del ambiente, 
a través de los órganos competentes y establecer mecanismos, instancias y 
procedimientos administrativos que procuren el cumplimiento de tales fines , 
en los ténninos de las leyes aplicables." 

El ejercicio de esta atribución, entre otras, la realiza la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente cuya naturaleza jurídica es la de un órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Desarrollo Social y que como lo prescribe el artículo 38 del 
Reglamento Interior de la misma en sus fracciones 1, X y XI tiene, entre otras, las 
siguientes atribuciones: 
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"Artículo 38.- La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. como 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Social , tendrá las 
siguientes atribuciones: 

1.- Vigilar, cuando no corresponda a otra dependencia de la Administración 
Pública Federal o a las autoridades locales, el cumplimiento de la legislación, 
normas, criterios y programas para la protección, defensa y restauración del 
ambiente así como establecer mecanismos, instancias y procedimientos ad­
ministrativos que procuren el cumplimiento de tales fines, en los términos de 
las disposiciones jurídicas aplicables; 

(. .. ) 

X.- Inspeccionar, en coordinación con las autoridades federales, estatales y 
municipales competentes, el cumpl imiento y aplicación de la nonnatividad 
en materia de protección y defensa del ambiente; 

XI.- Aplicar medidas de seguridad e imponer las sanciones que sean de su 
competencia en términos de las disposiciones jurídicas aplicables.". 

Así, est:::.s atribuciones le dan el rango de autoridad a la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente. Algunos autores definen el concepto de autoridad, por 
ejemplo, Rafael de Pina dice que la autoridad es la: 

"Potestad legalmente conferida y recibida para ejercer una función pública, 
para dictar al efecto resoluciones cuya obediencia es indeclinable bajo la 
amenaza de una sanción y la posibilidad legal de su ejecución forzosa en caso 
necesario. Se denomina también autoridad a la persona u organismo que 
ejerce dicha potestad. 1" 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, como autoridad, tutela los intereses 
de la colectividad en materia de protección al ambiente siendo su actividad preponderante 
la de vigilar, cuando no corresponda a otra dependencia de la Administración Pública 
Federal, el cumplimiento de la legislación, normas, criterios y programas para la protec­
ción, defensa y restauración del ambiente; así como establecer mecanismos, instancias y 
procedimientos administrativos que procuren el cumplimiento de tales fines. 

En este orden de ideas, vigilar es el fin, inspeccionar es el medio para hacerlo. Así 
se desprende de la exposición de motivos de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente cuando señala: 

1 Ver. De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. oo. Pomía, 1981 , págs. 109-110. 
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"Es ( ... ) preocupación del proyecto de Ley la infmmación y vigilancia sobre 
la evolución del equilibrio ecológico y la protección al ambiente en todo el 
país y en cada una de sus localidades. Para lo primero, se establece que 
periódicamente se elabore un infonne sobre el estado del medio ambiente a 
nivel nacional; para lo segundo, se prevé un sistema de visitas de inspección, 
que pennitirán detectar oportunamente los desequilibrios ecológicos que 
deben prevenirse o corregirse sin dilaciones.". 

Por ello, aún cuando la Ley intitula al capítulo II del Título Sexto como "inspección 
y vigilancia", en estricto sentido. este debería denominarse como vigilancia. 

La inspección y vigilancia en materia ambiental es un mecanismo eminentemente 
correctivo. indispensable para tutelar de manera apropiada el equilibrio ecológico y la 
protección al ambiente. Por ello, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente prevé las sanciones administrativas que deberán aplicarse en 
los casos de contravención a los mandatos en ella contenidos, ordenando las medidas 
técnicas tendientes a reparar el daño ocasionado al medio ambiente e imponiendo las 
sanción económica que se derive de confonnidad con el grado de incumplimiento. Sin 
embargo, la inspección y vigilancia, también tiene naturaleza preventiva en la medida 
de que inhibe conductas sancionadas por la legislación. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece en 
el Título Sexto el procedimiento aque deben sujetarse los actos de autoridad en materia 
de inspección. vigilancia. ejecución de medidas de seguridad e imposición de sancio­
nes.-cuando se trate de asuntos de jurisdicción federal. 

1.1. Competencia federal en materia ambiental 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece en sus 
artículos 40. y 50. los asuntos que son competencia de la autoridad federal en materia 
ambiental. 

En efecto, tales preceptos establecen a la letra: 

"Artículo 40.- Las atribuciones que en materia de preservación y restau­
ración del equilibrio ecológico y protección al ambiente tiene el Estado y 
que son objeto de esta Ley, serán ejercidas de manera concurrente por la 
Federación, las entidades federativas y los municipios, con sujeción a las 
siguientes bases: 

1.- Son asuntos de competencia federal los de alcance general en la nación o 
de interés de la Federación; y 
11.- Competen a los estados y municipios. los asuntos no comprendidos en la 
fracción anterior, conforme a las facultades que ésta y otras leyes les otorgan, 
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para ejercerlas en forma exclusiva o participar en su ejercicio con la Federa­
ción, en sus respectivas circunscripciones. 

Artículo 50.- Son asuntos de alcance general en la nación o de interés de la 
Federación: 

1.- La formulación y conducción de la política general de ecología; 
11.- La fonnulación de los criterios ecológicos generales que deberán obser­
varse en la aplicación de los instrumentos de la política ecológica, para la 
protección de las áreas naturales y de la flora y fauna silvestres y acuáticas, 
para el aprovechamiento de los recursos naturales. para el ordenamiento 
ecológico del territorio y para la prevención y control de la contaminación del 
aire, agua y suelo; 
IIT.- Los que por su naturaleza y complejidad requieran de la participación 
de la Federación; 
IV,- Las acciones para la preservación y restauración del equilibrio ecológico 
y la protección al ambiente, que se realicen en bienes y zonas de jurisdicción 
federal ; 
V.- Los originados en otros paises, que afecten al equilibrio ecológico dentro 
del territorio nacional o las zonas sobre las que la nación ejerce derechos de 
soberanía y jurisdicción ; 
VI.- Los originados dentro del territorio nacional o las zonas sobre las que la 
nación ejerce derechos de soberanía y jurisdicción que afecten el equilibrio 
ecológico de otros paises; 
VIl.- Los que afecten al equilibrio ecológico de dos o más entidades federativas; 
VIII.- La expedición de las nonnas técnicas en las materias objeto de esta 
Ley; 
IX.- La prevención y el control de emergencias y contingencias ambientaJes, 
cuando la magnitud o gravedad de los desequilibrios a los ecosistemas o de 
los daños reaJes o potenciaJes a la población o al ambiente lo hagan necesario; 
X.- La regulación de las actividades que deban considerarse altamente 
riesgosas, según esta y otras leyes y sus disposiciones reglamentarias, por la 
magnitud o gravedad de los efectos que puedan generar en el equilibrio ecológico 
o el ambiente; 
XI.- La creación y administración de las áreas naturaJes protegidas de interés 
de la Federación, con la participación de las autoridades locales, en los casos 
que ésta y otras leyes lo prevean; 
XII.- La protección de la flora y fauna silvestres para conservarlas y desarro­
llarlas, en los ténninos de esta Ley y de la Ley Federal de Caza. 
XIIl.- La protección de la llora y fauna acuáticas, en aguas de propiedad 
nacional o sobre las que la nación ejerce derechos de soberanía y jurisdicción; 
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XIV.- La protección de la atmósfera en zonas o en casos de fuentes emisoras de 
jurisdicción federal; 
)('1.- El aprovechamiento racional y la prevención y el control de la conta­
minación de aguas de jurisdicción federal, conforme a esta Ley, la Ley 
Federal de Aguas, las disposiciones vigentes del derecho internacional y las 
nannas que de dichas disposiciones se deriven; 
XVI.- El ordenamiento ecológico general del territorio del país; 
XVIl- El aprovechamiento racional de los recursos forestal es. de acuerdo 
con las disposiciones de la Ley Forestal, así como el aprovechamiento 
racional del suelo en actividades productivas. de acuerdo con su vocación; y 
la prevención y control de la contaminación y degradación de los suelos; 
XVIII.- La regulación de las actividades relacionadas con la exploración y 
explotación de los recursos del subsuelo que el artículo 27 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos reserva a la nación, en cuanto 
puedan originar desequilibrios ecológicos o daños al ambiente; 
XIX.- La regulación de las actividades relacionadas con materiales o residuos 
peligrosos; 
XX.- La prevención y el control de la emisión de contaminantes, en zonas o 
en casos de fuentes emisoras de jurisdicción federal, que rebasen los niveles 
máximos permisibles por ruido, vibraciones, energía térmica, lumínica y 
olores perjudiciales al equilibrio ecológico O al ambiente; y 
XXI.- Los demás que ésta y otras leyes reserven a la Federación.". 

Como se desprende de lo anterior, la competencia en materia ambiental corresponde 
no solamente a la federación , sino a los gobiernos locales. En el ámbito federal, la 
vigilancia de la normatividad ambiental corresponde a la Secretaría de Desarrollo 
Social a través de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, cuando no 
competa a otra dependencia de la Administración Pública Federal . 

Así por ejemplo, las disposiciones ecológicas en materia forestal y de caza serán 
ejercidas por la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos; las de Pesca por la 
Secretaría de Pesca; las que versen sobre contaminación del mar por la Secretaría de 
Marina y, las de aguas nacionales por la Comisión Nacional del Agua, entre otros. 

Baste decir aquí que el procedimiento de inspección y vigilancia del que nos 
ocuparemos es el establecido en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec­
ción al Ambiente, el cual es, en nuestra opinión el procedimiento rector en materia 
ambiental. 

1.2. Bases constitucionales de la inspección y vigilancia 

El artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que: 



El ejercicio de los actos de autoridad... • 389 

..... Nadie podrá ser privado de la vida. de la libertad o de sus propiedades. 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previa­
mente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y confonne a las leyes expedidas con anterioridad al hecho". 

De igual manera el artículo 16 Constitucional prescribe que: 

"Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio. papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competen­
te, que funde y motive la causa legal del procedimiento" . 

.... . En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, y que 
será escrita, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse. la persona o personas 
que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe 
limitarse la diligencia, levantándose, al concluirla, un acta circunstanciada, en 
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o. en su 
ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia." 

"La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de 
policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 
comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose. en estos 
casos, a las leyes respectivas y a las fonnalidades prescritas para los cateas." 

La inspección y vigilancia en materia ambiental como acto de autoridad debe satisfacer 
de manera estricta los requisitos establecidos en los preceptos constitucionales antes 
transcritos, por ello. para respetarlos se deben reunir en él los siguientes: 

a).- Ser emanado de una autoridad competente, es decir, con facultad lega) para ello. 
b).- Adoptar la fonna escrita, en la cual se consignen las características del acto y 

sus límites, así como la fundamentación y motivación, debiéndo suscribirlo el funcio­
nario competente. 

c). Establecer la fundamentación legal, es decir que la autoridad cite e invoque los 
preceptos legales confonne a los cuales el orden jurfdico le pennite realizar el acto 
dirigido a la persona física o moral , privada o pública que corresponda. 

d). Estar motivado, es decir, la autorid~d debe señalar cuales son las circunstancias 
de hecho y de derecho, inmediatas anteriores al acto administrativo, que dieron origen 

al mismo. 

En materia ambiental estos requisitos deben observarse en todas las etapas del 
procedimiento de inspección y vigilancia que se efectúe para verificar el cumplimiento 
de la nonnatividad ambiental. 
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1.3. Elemenlos de la inspección y vigilancia 

La inspección y vigilancia es un acto administrativo, en este sentido podemos citar a 
Miguel Acosta Romero quien define al acto administrativo como: 

" ... una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una 
decisión de la autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad 
pública. Esta decisión crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue 
derechos u obligaciones. es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el 
interés generaI2

". 

Asimismo, Rafael de Pina señala que acto administrativo es la: 

"Declaración de voluntad de un órgano de la administración pública, de 
naturaleza reglada o discrecional , susceptible de crear, con eficacia panicular 
o general, obligaciones, facultades o situaciones jurídicas de naturaleza 
administrativa.3" 

Dentro del acto administrativo de inspección y vigilancia encontramos los siguientes 
elementos: 

a). Sujeto. Los sujetos de la inspección y vigilancia son: 

• La autoridad administrativa. (sujeto activo). 

• La persona física o moral, privada o pública aquien va dirigido el acto. (sujeto pasivo). 

b). Manifestación externa de voluntad. Es la detenninación de la autoridad para 
infringir el acto de molestia al sujeto pasivo y esta contenida en la orden de inspección 
u oficio de comisión. 

c). Objeto. Lo es el ejercicio de la potestad pública que la autoridad tiene encomen­
dada como atribución, es decir, vigilar el cumplimiento de la legislación ambiental. 

d). Forma. Debe ser escrita. 

En la inspección y vigilancia intervienen la autoridad administrativa o sujeto activo; 
la persona física o moral, privada o pública a quien va dirigido el acto de molestia de 
la autoridad o sujeto pasivo y los testigos de asistencia. 

2 Acosta Romero, Miguel, Teoría General del Derecho Administrativo, ed. POCTÚa, 1981 ,págs. 35&.357. 

3 De Pina, Rafael, Op. dt. pág. 50. 
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Así, en la diligencia de inspección encontramos tres actores y un s610 objetivo: el 
sujeto activo, el sujeto pasivo y los testigos, agentes que intervienen para verificar el 
cumplimiento de la normatividad ambiental y en su caso, registrar las irregularidades 
que se presenten en los establecimientos inspeccionados. 

2. LA INSPECCIÓN Y VIGILANCIA EN LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 

ECOLóGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

2.1. Finalidad de la inspección y vigilancia 

La visita de inspección es el medio mediante el cual la autoridad vigila el cumplimiento 
de la legislación ambiental, se inicia con la emisión del oficio de comisión y concluye 
con el levantamiento del acta respectiva. 

La finalidad de la inspección y vigilancia es verificar el cumplimiento de las 
diversas disposiciones legales en materia de Equilibrio Ecológico y de Protección al 
Ambiente, por parte de los diferentes sectores productivos de nuestra sociedad a efecto 
de que la autoridad evalúe y determine las medidas correctivas y las sanciones con el 
propósito de revertir las conductas antiecológicas que atentan contra los ecosistemas 
y la salud humana. 

Lite:almente, la finalidad es vigilar el cumplimiento de la normatividad ambiental, 
el medio para lograrlo es la inspección. 

El procedimiento administrativo de inspección y vigilancia en la Ley Gen!ral del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente se contempla dentro del Título Sexto 
denominado "Medidas de control y de seguridad y sanciones", y su naturaleza como 
ya dijimos, es eminentemente correctiva. 

En dicho procedimiento se establece la facultad de la Federación para realizar actos 
de inspección y vigilancia cuyo propósito sea la verificación del cumplimiento de dicha 
Ley en los asuntos del orden federal precisados en los artículos 40. y 50. de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

En los siguientes apartados haremos un análisis de los puntos que integran el 
procedimiento de inspección y vigilancia. 

2.2. Requisitos de la orden para efectuar la visita de inspección u oficio de comisión 

En el oficio de comisión se materializa el acto de autoridad con que da inicio el 
procedimiento administrativo y como ya precisamos en el apartado anterior, debe 
reunir los requisitos jurídicos contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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2.2.1. Fundamentaci6n 

La orden para efectuar la visita de inspección u oficio de comisión, en estricto apego 
a los artículos 14 y 16 constitucionales, debe estar debidamente f4ndada y motivada. 

Dentro del oficio de comisión, se señalarán los preceptos jurfdicos de las leyes que 
en el caso concreto sean aplicables y que se refieran a la competencia de la autoridad 
ordenadora, de la autoridad ejecutora en las hipótesis de aplicación de medidas de 
seguridad y en I ~s preceptos que genéricamente se refieran a los aspectos a inspeccio­
nar en el interior de una empresa o establecimiento y expresa la declaración de voluntad 
de la autoridad para realizar el acto de molestia. 

En consecuencia, el oficio de comisión se fundamentará en los artículos 14 y 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 32 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; los aplicables de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y sus Reglamentos; de las 
Normas Oficiales Mexicanas en la materia; del Reglamento Interior de la Secreta­
ría del Desarrollo Soc ial y. del Acuerdo que regula la organización y funciona­
miento interno del Instituto Nacional de Ecología y de la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente. 

2.2.2. Motivación 

Los requisitos para la motivación de un acto de autoridad se cumplen cuando se 
expresan los hechos que hacen que el caso concreto se adecúe a la hipótesis nonnativa, 
bastando que quede claro el razonamiento sustancial al respecto. 

El oficio de comisión quedará debidamente motivado cuando se señale de manera clara 
y limitada el objeto de la inspección mencionando el lugar que deba de inspeccionarse. 

2.2.3. Competencia 

La autoridad que emite el oficio de comisión en donde se contiene la orden de visita 
debe ser competente, para dar cumplimiento a 10 que establecen los artículos 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 162 de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

En materia ecológica. el oficio de comisión podrá ser emitido por la Unidad de 
Verificación, con fundamento en el artículo 27 fracciones 1, n, 111, V, VI Y VUI; y por 
las Delegaciones en las 31 Entidades Federativas con fundamento en los artículos 31 
fracción V y 32 fracciones X y XII del Acuerdo que regula la organización y fun­
cionamiento interno del Instituto Nacional de Ecología y de la Procuraduría Federal 
de Protección al Ambiente, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de 
julio de 1992. 

La Unidad de Verificación emitirá los oficios de comisión en los asuntos de alcance 
general en la Nación o de interés de la Federación que establecen los artículos 40., y 
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50. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, incluyendo 
el Distrito Federal. 

Por ~u parte, las Delegaciones de la Procuraduría en la 31 entidades federalivas 
emitirán los oficios de comisión en los términos anteriores, dentro de la circunscripción 
territorial correspondiente, sin perjuicio de que, en atención a la urgencia e importancia 
de un asunto en particular, la Unidad de Verificación emita los oficios de comisión 
para realizar inspecciones en cualquier entidad federativa del país. 

2.3. Objeto de la visita de inspección 

El objeto de la visita de inspección es verificar el cumplimiento de la normatividad en 
materia ambiental y deberá estar contenido en el oficio de comisión. 

Cabe señalar que el objeto de la visita debe estar claramente precisado dentro del 
oficio de comisión, de conformidad con el criterio sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicado en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, número 36, de diciembre de 1990, página 53, 
aplicable en fonna análoga a la materia ambiental y que a la letra señala: 

"ORDENES DE VISITA.- DEBEN PRECISAR CLARAMENTE SU 
OBJETO.- Lo establecido por la fracción III del citado artículo 38 del 
Código Fiscal de la Federación en el sentido de expresar en la orden de 
visita e l objeto o propósito de la misma, constituye un requisito esencial 
que no puede ser soslayado por la autoridad que la emite; pues el mismo 
tiene como objeto, en primer término que la persona visitada conozca en 
forma precisa las obli gaciones a su cargo que se van a inspeccionar, y en 
segundo lugar que los visitadores se ajusten estrictamente a la verificación 
de los renglones establecidos en la visita, pues sólo de esa manera se 
cumple debidamente con el requisito establecido en e l artículo 16 consti­
tucional en el sentido de que las visitas pract icadas por las autoridades 
administrativas se deben sujetar a las formalidades previstas para los 
cateos, ya que entre las formalidades que dicho precepto fundamental 
establece para los cateos se encuentra precisamente, que en la orden se 
deben señalar los objetos que se buscan. Por lo cual , en las ordenes de 
visita a que se refiere el artfculo 38 del Código Fiscal de la Federación se 
deben precisar de manera clara y por su nombre los impuestos de cuyo 
cumplimiento, las autoridades fiscales pretenden cerciorarse y, la utiliza­
ción de formas imprecisas e indeterminadas como de que el objeto de la 
visita lo es el que se "verifiquen el cumplimiento de las obligaciones 
fiscales, principales, formales y/o accesorias por impuestos y derechos 
federales de los cuales deba (n) usted (es) responder en forma directa, 
solidaria u objet iva", no es sino una generalización de las facultades 
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revisoras de las autoridades fiscales que no satisface a plenitud la garantíade 
legalidad que consagra en artículo 16Constitucional". 

2.4. Desarrollo de la visita y levantamiento del acta de inspección 

Una vez emitida la orden de inspección u oficio de comisión por la autoridad 
competente, los inspectores se constituirán en el establecimiento a inspeccionar. 
procediendo a levantar el acta respectiva. 

2.4. J. Identificaci6n del visitado 

Los inspectores que realicen la visita deberán cerciorarse que el domicilio en el que se 
constituyen y la persona o el establecimiento al que se dirige la orden para efectuar la visita 
concuerde fielmente con el señalado en el oficio de comisión. Así lo establece la Tesis 
publicada en la Revista del Tribunal Fiscal de la Federación correspendiente al Año N, 
número 51 del mes de marzo de 1984, página 802, misma que a la letra dice: 

"ORDEN DE VISITA DE INSPECCION.- DEBE CONSIGNARSE EXPRE­
SAMENTE EL LUGAR EN QUE SE EFECTUE.- De conformidad con lo 
dispuesto per el artículo 16 Constitucional, toda orden de visita deberá expresar 
entre otras cosas el lugar que ha de inspeccionarse y la persona a quien va dirigida 
la acción. Por tanto, si la autoridad administrativa al emitir la orden respectiva 
omite señalar el lugar donde se llevará a cabo la visita y la persona visitada, 
incumple las formalidades preceptuadas per el aludido numeral". 

Revisión No.: 1826/81.- Resuelta en Sesión de 27 de marzo de 1984 per 
mayoría de 7 votos y l en contra.- Magistrado Ponente: Edmundo Plascencia 
Gutiérrez.- Secretario: Lic. Marcos García José. 

2.4.2. Lugar y fecha en que se levante el acta 

Una vez que los inspectores hayan entregado el oficio de comisión a la empresa a 
inspeccionar, se debe iniciar el levantamiento del acta, anotando el lugar y fecha en 
que se instrumenta, con el fin de precisar su comienzo y conclusión, pudiendo ser el 
mismo día o con fecha posterior. 

Cabe señalar que cuando la conclusión se dé con fecha posterior, se deberá 
suspender el acta, estableciendo claramente esta situación en el cuerpo de la misma y 
precisando el día y hora que se señalen para su continuación, ya que de no realizarse 
en estos ténninos, el acta de inspección carecerá de validez en virtud de que el Código 
Federal de Procedimientos Civiles de Aplicación Supletoria a los Procedimientos 
Administrativos establece en su articulo 281 que únicamente se consideran horas 
hábiles las comprendidas entre las ocho y las diecinueve. 
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No obstante lo anterior el artículo 282 del ordenamiento citado señala que si una 
diligencia se inició en día y hora hábiles, puede llevarse hasta su fin , sin interrupción, 
sin necesidad de habilitación expresa. 

2.4.3. Requerimiento del representante legal o de la persona encargada del 
establecimiento 

Los inspectores harán el requerimiento a la persona que en primer lugar los atienda, 
de la presencia del dueño de la empresa o de su representante legal, Si éste se encontrase 
en el establecimiento, los inspectores deberán cerciorarse de que efectivamente tiene 
ese carácter pidiéndole un documento identificatorio con fotografía y testimonio 
notarial que lo ac redite como taJ , prosiguiéndose con el desarrollo de la visita y 
entregándosele una copia con firma autógrafa del oficio de comisión. 

Cabe señalar que si el dueño o representante legal de la empresa designa a alguna 
persona en especial para que, por sus conocimientos, atienda el desarrollo de la 
inspección, esta circunstancia se deberá asentar en el acta respectiva, pero siempre, 
haciendo constar que se encuentra presente dicho representante legal . 

En caso de que no se encuentre el dueño del establecimiento o su representante 
legal , la diligencia se desarrollará con quien se encuentre en el establecimiento. Así lo 
establece el artículo 163 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambien,e al señalar que los inspectores deberán identificarse con " .. .Ia persona con 
quien se entienda la diligencia ... ", en congruencia con la Jurisprudencia publ icada en 
la Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, Año VI, Número 64, correspondiente 
al mes de abril de 1985, página 830, que a la letra prescribe: 

"ACTAS DE INSPECCION.- PARA SU LEGALIDAD NO ES NECESA­
RIO QUE LA DILIGENCIA SE ENTIENDA CON EL VISITADO O SU 
REPRESENTANTE LEGAL.- El artículo 16 Constitucional no exige que las 
visitas de inspección practicadas para comprobar el cumpl imiento de dispo­
siciones administrativas se entiendan directamente con el visitado o su 
representante legal, por lo que si al presentarse los inspectores para el 
desahogo de la diligencia no está presente aquél , puede llevarse a cabo con 
quien se encuentre en el domicilio." (403). 

Revisión No.: 624/84. Resuelta en sesión de 19 de abril de 1985. Unanimidad 
de 7 votos. Magistrado Ponente: Alfonso Conina Gutiérrez. Secretaria: Lic .. 
María del Carmen Arroyo Moreno. 
Precedentes: 
Revisión No.: 607/82. Resuelta en sesión de 28 de marzo de 1984. Unanimi­
dad de 6 votos. Magistrado P.(mente: Alfonso Conina Gutiérrez. Secretaria: 
Lic. María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 
Revisión No.: 1403n9. Resuelta en sesión de 12 abri l de 1985 . Unanimidad 
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de 7 votos. Magistrado Ponente: Armando Díaz Olivares. Secretaria: Lic. 
Aurea López Castillo. 

De igual manera, existe ejecutoria dictada por el Primer Tribunal Colegiado del Primer 
Circuito en Materia Administrativa, en el Amparo Directo No. 21n8, promovido por Los 
Vascos, S.A., el5 de abril de 1978, resuelto por unanimidad de votos y siendo ponente el 
magistrado Guillenno Guzmán Orozco. en la que se establece que en materia de contami­
nación ambiental existe un interés público directo y por ello la autoridad podrá prescindir 

'de entender la diligencia con el representante legal, misma que a la letra señala: 

"VISITAS ADMINISTRA TIV AS.- SE PUEDE ENTENDER CON EL EN­
CARGADO DEL LUGAR.- INTERES PUBLICO DIRECTO.- Tratándose 
de visitas administrativas tendientes a controlar precios o a controlar la 
contaminación ambiental o alguna cosa semejante, o que se está actuando 
con miras al interés público directo de un grupo o clase social, no es menester 
que las visitas se entiendan directamente con el representante legal de la 
empresa, ni que se le deje citatorio para fecha y hora detenninadas, sino que, 
para que las visitas puedan ser eficaces para su finalidad, deben poder ser aún 
sorpresivas, y el interés directo colectivo que hay en esto pesa más que el 
interés individual del visitado, al contrario de otros casos en que sólo va de 
por medio en la visita, un interés directo de las autoridades (que sólo 
indirectamente puede traducirse al interés de un grupo O clase social). A más 
de que en estas visitas. el artículo 16 Constitucional no dice que se tenga que 
entender con el directamente afectado con la visita, ni con su representante 
legal , sino con el ocupante del lugar. Luego, si la visita se entiende con quien 
se ostentó corno encargado del lugar donde se efectuó, ello es bastante, a 
menos que se alegue y demuestre que es falso que ese alguien se ostentó así, 
o que ese alguien resulta totalmente ajeno a la negociación. etcétera, pero sin 
que baste la afirmación ambigua de que en el acta no aparezca demostrado 
que era representante legal o encargado." 

2.4.4. Identificación de los inspectores 

Al inicio de la visita de inspección, los inspectores deberán identificarse con la persona 
con quien se entiende la diligencia, con el documento que los acredite como tales. 

El anterior requisito se establece en el artfculo 163 segundo párrafo de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente el cu~l prescribe la 
obligación a cargo de los inspectores para identificarse en el momento de iniciar la 
visita de inspección. 

En virtud de que el acta que se levanta debt; estar debidamente circunstanciada, es 
importante que los inspectores señalen en la misma el documento, la fecha, la vigencia 
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y la autoridad que firma la identificación que los acredite como tales para realizar la 
visita de inspección. 

Lo anterior de conformidad con la jurisprudencia establecida tanto por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como por el Tribunal Fiscal de la Federación, aplicable 
por analogía y que a la letra establece: 

"ACTAS DE INSPECCION.- DEBEN CONTENER MENCION EXPRE· 
SA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE IDENTIFI­
CACION DEL INSPECTOR Y EXHIBICION DEL OFICIO DE COMI­
SION RESPECTIVO.- En los términos del artículo 80 de la Ley General de 
Protección al Consumidor, las visitas de inspección practicadas por persona] 
autorizado por las autoridades competentes deben realizarse previa identifi­
cación de ese personal y exhibición del oficio de comisión correspondiente. 
Por lo tanto, en el acta que se levanta para hacer constar esa inspección es 
necesario que figure la mención expresa de que el inspector haya cumplido 
con ambos requisitos, es decir, que se haya identificado y que, además haya 
exhibido el citado oficio, sin que baste el señalamiento que se haga en el acta 
en el sentido de que el inspector se identificó, ya que, como se ha visto, se 
trata de requisitos diferentes , por lo que debe ser consignado el cumplimiento 
de ambos en el acta respectiva." 

Revisión No. 15 10/83.- Resuelta en sesión de 14 de febrero de 1985.­
Mayoría de 7 votos y l más con los resolutivos.- Magistrado Ponente: José 
Antonio Quintero Becerra.- Secretario: Lic. Roberto Caletti Treviño. 

Los datos mínimos que se asentarán en el acta y que corresponden al documento 
identificatorio, serán: 

a).· Nombre del funcionario que lo expide, firma, fundamento legal que ledé facultades 
para emitirlo y cargo que desempeña en la Unidad Administrativa de que se trate. 

b ).- Nombre, firma, puesto o cargo, fotografía y demás datos que pennitan la plena 
identificación del inspector comisionado. 

c).- La fecha de expedición del documento y su vigencia cuando éste sea por tiempo 
determrnado. 

2.4.5. Notificación de la orden de inspección u oficio de comisión 

El Oficio de comisión deberá entregarse a la persona encargada del establecimiento 
visitado, es decir, con quien se entienda la diligencia, estableciéndose esta circunstancia 
en el cuerpo del acta de inspección, en la que también se señalará el nombre de la persona 
que la reciba, el puesto o función que desempeña en la empresa y su identi ficación. 
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2.4.6. Requerimiento de designación de testigos 

Una vez que esté presente la persona con quien se entenderá la diligencia. se le 
requerirá para que designe dos testigos. apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo 
o ante la negativa de los designados a aceptar el cargo, la autoridad los podrá nombrar 
en su lugar y esta circunstancia se asentará en el acta administrativa que se levante. 

2.4.7. Descripci6n de los hechos u omisiones 

En el acta de inspección que se levante en el momento de la visita. se deberán asentar 
los hechos u omisiones observados en el establecimiento visitado que se presuman 
infractores de las distintas materias que contempla la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, sus Reglamentos, Normas Oficiales Mexicanas 
en materia ecológica y demás disposiciones legales que resulten aplicables y que sean 
competencia de la Secretarfa de Desarrollo Social a través de la Procuradurfa Federal 
de Protección al Ambiente en cuanto a su vigilancia. 

Las materias que contempla la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente fueron ya motivo de un amplio análisis en el capitulo primero del presente 
volumen y son las siguientes: 

a).- Prevención y Control de la Contaminación de la Annósfera. 
b).- Prevención y Control de la Contaminación del Suelo. 
c).- Impacto Ambiental. 
d).- Actividades consideradas como riesgosas. 
e).- Materiales y Residuos Peligrosos. 
1).- Energía Nuelear. 
g).- Ruido, vibraciones, energía ténnica y lumínica, olores y contaminación visual. 
h).- Contaminación del mar por vertimiento de desechos y otras materias. 

2.4.8. Calificaci6n previa del acta sobre infracciones en general 

Una vez asentados en el acta de inspección los hechos u omisiones que se hayan 
constatado en el establecimiento visitado, los inspectores podrán realizar lo que 
podríamos denominar calificación previa del acta; es decir valorarán los hechos en 
presuntas infracciones que se hubieren cometido. Los inspectores únicamente se 
limitarán a poner en conocimiento del inspeccionado, de manera anticipada, los hechos 
y omisiones que se presumen son contrarios a la Ley y sus Reglamentos, con el 
propósito de que esté en posibilidad de opinar al respecto, en términos del artfculo 164 
de la Ley de la Materia. De ameritarlo el caso, los inspectores podrán decretar la 
elausura como medida de seguridad, en términos del artículo I 70 de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y 33 del Acuerdo que regula la 
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organización y funcionamiento interno del Instituto Nacional de Ecología y de la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. 

2.4.9. Las medidas de seguridad contenidas en las hipótesis del articulo /70 de la 
ley general del equilibrio ecológico y la protección al ambiente 

El artículo 170 de la Ley de la Materia contiene dos hipótesis para la aplicación de 
medidas de seguridad: 

a) . Riesgo inminente de desequilibrio ecológico. 
b). Casos de contaminación con repercusiones peligrosas para los ecosistemas, sus 

componentes y la salud pública. 

2.4.9.1. Riesgo inminente de desequilibrio ecológico 

De conformidad con el precepto citado. bajo este supuesto se podrá aplicar una medida 
de seguridad al establecimiento visitado, debiendo asentarse en el acta en forma precisa 
y detallada los hechos observados y el razonamiento que demuestre que las actividades 
realizadas por la empresa visitada, constituyen un riesgo inminente de desequilibrio 
ecológico, es decir, que se están alterando las relaciones de interdependencia entre los 
elementos naturales que conforman el ambiente, afectando negativamente la existen· 
cia, transfonnación y desarrollo del hombre y demás seres vivos, precisando clara­
mente los hechos u omisiones que provocan la alteración del equilibrio ecológico 
estableciendo el riesgo inminente. Solo en este supuesto procederá la aplicación de las 
medidas de seguridad que podrán ser el decomiso o la clausura temporal, parcial o 
total de las fuentes contaminantes. 

2.4.9.2. Casos de contaminación con repercusiones peligrosas para los 
ecosistemas, sus componentes y la salud pública 

• Los ecosistemas. Si el inspector observa que la empresa o establecimiento visitado 
por sus actividades se encuentra bajo esta hipótesis nonnativa, podrá aplicar la medida 
de seguridad que corresponda, como en el caso anterior, deberá asentar en el acta de 
inspecGión el razonamiento detallado que demuestre que las fuentes contaminantes 
tienen repercusiones peligrosas para los ecosistemas, es decir, acreditar que la unidad 
básica de interacción de los organismos vivos entre sí y de éstos con el ambiente, se 
ve afectada en fonna peligrosa con la elItisión de contaminantes generados por las 
fuentes de jurisdicción federal . 

• Sus componentes. Como en el caso anterior, se deberá anotar en el acta de 
inspección los ponnenores que se observen en relación a los casos de contaminación 
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con repercusiones peligrosas para los organismos vivos entre sí y su relación de 
interacción con el ambiente. 

• La salud pública. En este rubro como en los dos anteriores. se deberá indicar en 
el acta de inspección el motivo por el cual las emisiones de las fuentes contaminantes 
del establecimiento visitado repercuten en forma peligrosa a la salud pública para 
poder así apl icar la medida de seguridad que corresponda. 

2.4.9.3. Aplicación de las medidas de seguridad 

Previo al análisis del procedimiento para la apl icación de una medida de seguridaa, 
es necesario expresar que la motivación de la misma deberá estar respaldada debidamente 
por los razonamientos técnicos que comprueben la necesidad de ejecutarla. acreditando 
debidamente los extremos y las hipótesis que exige la Ley para su aplicación. 

2.4.9.4. El decomiso 

Esta medida de seguridad se aplicará en los casos de riesgo inminente de desequilibrio 
ecológico o casos de contaminación con repercusiones peligrosas para los ecosistemas, 
sus componentes o la salud pública; cabe señalar que con respecto al decomiso de 
materiales o sustancias contaminantes, deberá hacerse un inventario de los bienes 
decomisados, tomando de inmediato las medidas adecuadas para su debida transpor­
tación y confi namiento a los lugares establecidos para ello. 

2.4.9.5. La clausura 

La clausura también deberá aplicarse en el sentido de que previo al cierre parcial o 
total de manera temporal de las fuentes contaminantes, se deberán tener los soportes 
técnicos necesarios que acrediten la necesidad de ejecutar la medida, salvo que el riesgo 
sea inminente o la contaminación ostentosa y evidente. 

Lo anterior en virtud de que la medida de seguridad es de carácter cautelar y 
preventiva, a efecto de detener el desequilibrio ecológico o la contaminación grave de 
manera inmediata; en este orden de ideas, la ejecución de una medida de seguridad no 
implica poner término al procedimiento de inspección y vigilancia, toda vez que éste 
sigue su cause hasta que se emite la resolución administrativa que prescribe la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Por consiguiente, con posterioridad a la ejecución de una medida de seguridad, 
deberá continuarse con el procedimiento hasta emitir la resolución que confirme o 
levante la clausura (en este supuesto no se confirmaría la clausura como medida de 
seguridad, sino como sanción en términos del artículo 17 1 de la Ley de la Materia); y 
señalar o adicionar las medidas que deben llevarse a cabo para corregir las deficiencias 
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o irregularidades observadas, el plazo otorgado al infractor para sati sfacerlas, la multa 
y demás sanciones a que se hubiera hecho acreedor el establecimiento inspeccionado. 

2.4.9.6. Las medidas de seguridad y la garantía de audiencia 

En la actualidad existen en términos de la práctica forense, dos criterios respecto a la 
naturaleza jurídica de las medidas de seguridad en materia ambiental. 

Por un lado se dice que dichas medidas son de origen anticonstitucionales, en virtud 
de que los efectos de las mismas privan del derecho a ejercer detenninada actividad 
productiva, sin que se haya seguido un procedimiento previo en el que se puedan 
ofrecer y desahogar pruebas en favor de la empresa inspeccionada. 

El segundo criterio establece que si bien es cierto, no existe garantía de audiencia 
con anterioridad a la ejecución de la medida de seguridad, no lo es menos que dicha 
medida tiende a tutelar la salud pública y la protección al equilibrio ecológico, por lo 
que, por razones de interés colectivo y ante la necesidad de actuar con rapidez, se 
decreta la medida sin otorgar posibilidad de defensa a los inspeccionados, asimismo, 
este segundo criterio se perfecciona al establecer la propia constitución en su artículo 
27 la previsión de que el legislador federal dictará las medidas necesarias para, entre 
otras, preservar y restaurar el equilibrio ecológico por lo que, al ser la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente reglamentaria de este precepto 
constitucional en materia ecológica, las medidas de seguridad contenidas en el articulo 
170 de la Ley. resultan ser aquellas medidas necesarias a que hace mención la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en el mencionado artículo 27, por consiguiente 
las medidas en comento tienden a dar eficacia a una garantía social que prevalece sobre el 
interés particular, sacrificando la garantía de audiencia de los sujetos que sufren la medida. 

En efecto, las medidas de seguridad en c.uestión son una excepción a la garantía de 
audiencia en aras de tutelar y defender la salud pública y el ecosistema. que son 
cuestiones de interés colectivo. 

Lo anterior no impide que la medida de seguridad deba motivarse y fundarse pues 
en cuanto a la garantía de legalidad, ésta debe ser estrictamente respetada al momento 
de ejecutar dicha medida. 

El segundo criterio aquí expuesto, es ratificado por la siguiente ejecutoria emitida 
por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que textualmente señala: 

"CLAUSURA TEMPORAL.- NO VIOLA EL ARTICULO 14 CONSTITU­
CIONAL.- La clausura temporal. parcial o total prevista en el artículo 55 de 
la Ley Federal de Protección al Ambiente, (artículo 170 de la Ley vigente), 
no constituye un acto de privación definitiva, presupuesto indispensable para 
que rija la garantía de audiencia, sino únicamente una medida preventiva para 
casos de peligro inminente para la salud pública y el medio ambiente que. 
por su carácter temporal y precautorio, no implica una privación definitiva 
de propiedades. posesiones o derechos, sino un acto de aseguramiento 
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condicionado a la resolución final que se dicte al concluir el trámite corres­
pondiente. Pero. aún en el caso de que la clausura deba adquirir el carácter 
de definitiva tampoco resulta inconstitucional la disposición de mérito. 
Ciertamente, el precepto establece que al decretarla temporalmente se fijará 
un término al afectado para que corrija las deficiencias o irregularidades. a 
satisfacción de la dependencia y que para el caso de que no lo haga en el plazo 
concedido, la Secretaría, previo el dictamen correspondiente, decretará la 
clausura definitiva. Lo anterior aún cuando no otorga al gobernado la opor­
tunidad de ofrecer pruebas y de alegar en su defensa, no resulta violatorio de 
la garantía de audiencia, pues se está ante un caso especialísimo consistente 
en que exista peligro inminente para la salud pública o el medio ambiente, 
situación que no puede quedar sujeta aque previamente a la medida definitiva 
se otorgue al afectado la garantía de audiencia, sino que basta que en ténninos 
del artículo 64 (hoy 176 de la Ley vigente), de la Ley de la Materia tenga a 
su alcance el recurso de inconfonnidad que, en su caso, puede hacer valer 
contra la clausura definitiva, para estimar que se satisface dicha garantía, que 
en este caso no puede ser previa pues sobre ese derecho está el interés de la 
sociedad en preservar la vida de los habitantes y el medio que los rodea frente 
a casos que no permiten, por su inminencia, procedimientos administrativos 
de audiencia. 
En consecuencia, el artículo 55 de la Ley Federal de Protección al Ambiente, 
no es violatorio de la garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 de la 
Constitución Federal." 

Amparo en revisión No. 3063/85. Herramientas Truper, S.A. de C.V. 7 de 
julio de 1987. Mayoría de 11 votos y 7 en contra. 

No obstante lo anterior y para el caso de que se aplique la medida de seguridad, 
dentro del cuerpo del acta de inspección se podrá dar el uso de la palabra al inspeccio­
nado, para que manifieste lo que a su derecho convenga en ténninos del artículo 164 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Sujetándose a lo anterior, se verifica el cumplimiento de la garantía de audiencia 
en términos fácticos, sin perjuicio de que al continuar con el procedimiento 
administrativo, el afectado por la medida, de conformidad con el artículo 167 de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, ofrezca 
pruebas y alegue en su beneficio, surtiendo efectos en su total plenitud la garantía 
de audiencia establecida por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 



El ejercicio de los actos de autoridad... • 403 

2.4.10. Uso de la palabra al inspeccionado para que manifieste lo que a su derecho 
convenga 

Una vez que se hayan asentado en el acta de inspección los hechos y omisiones, se le 
dará el uso de la palabra a la persona con quien se haya entendido la diligencia para 
que manifieste lo que a su derecho convenga en relación con dichos hechos u 
omisiones, con el fi n de respetarle al visitado la garantía de audiencia a que tiene 
derecho, para dar cumplimiento a lo que prescriben los artículos 164 de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

2.4.11. Cierre del acta 

El acta de inspección se cerrará previo a realizar las correcciones que en la misma 
tengan lugar. señalando todas las aclaraciones que procedan . Una vez hecho lo 
anterior, se concluirá recabando las firmas de todas las personas que intervinieron 
durante la visita de inspección, es decir, los inspectores acreditados para realizarla, 
el encargado de la empresa con quien se haya entendido la diligencia y los testigos 
designados. 

Si alguna de las personas que deben firmar el acta no sabe hacerlo, pondrá su huella 
digital)' otra persona firmará a su ruego, anotando los datos que sean necesarios para 
su plena identificación. 

En caso de negativa por parte de alguna de las personas a firmar el acta, el inspector 
anotará esta circunstancia en la misma, asf como los datos necesarios para su plena 
identificación posterior. Esta negativa no invalida el acta administrativa. 

2.5. Emplazamiento para ofrecer pruebas y alegatos 

De conformidad con el artículo 167, la autoridad ordenadora emplazará al sujeto 
inspeccionado para que dentro del término de diez días hábiles a partir de que surta 
efectos dicha notificación, manifieste por escrito lo que a su derecho convenga en 
relación con el acta de inspección y ofrezca pruebas en relación con los hechos y 
omisiones que en la misma se asienten. No obstante de que legalmente es factible 
practicar dicha notificación por correo certificado, ello no es recomendable dado que 
por criterio jurisprudencial, este tipo de notificaciones acredita que el documento se 
entregó, pero no así el que se haya her.ho a la persona correcta; por lo tanto la 
notificación deberá llevarse a cabo de manera personal y de conformidad con lo 
establecido por los artículos 310. 31 1. 312, 313 Y 317 del Código Federal de Procedi­
mientos Civiles, de aplicación supletoria a los procedimientos administrativos. 
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2.5./. Presellfación del escrito de ofrecimiento de pruebas, manifestación de 
alegatos y acreditación de la personalidad del promovente 

Una vez que la persona emplazada presenta su escrito de defensa, corresponde a la 
autoridad ordenadora admitirlo o desecharlo; para ello se debe atender a dos criterios 
básicamente: que el escrito se encuentre presentado en tiempo y que se acredite la 
personalidad del promovente. si éste no la tiene ya reconocida en el expediente 
administrativo. 

La autoridad administrariva correspondiente, es decir. la Unidad de Verificación y 
las Delegaciones de la Procuraduría en las 31 Entidades Federativas, debe determinar 
si la presentación de las manifestaciones escritas y la exhibición de pruebas se realizó 
dentro del plazo de diez días sigu ientes al en que surtiera efectos la notificación; si no 
es Josí y para el caso de que se hayan hecho manifestaciones fuera del término, se 
tendrán por no presentadas y consecuentemente, no se tornarán en cuenta en el 
momento de emitir la resolución correspondiente, debiendo manifestar en la misma 
tal circunstancia o asentar, en su caso, que la empresa no compareció a hacer ninguna 
manifestación . 

Cuando el interesado haga uso del derecho que le confiere el artículo 167 de la 
Ley General del Eq uilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, debe acredita r 
su personalidad, pudiéndolo hacer por medio del testimonio notarial que contenga 
el Poder Geneml para Pleitos y Cobranzas o en el caso de las personas morales, el 
testimonio de l Acta Constitutiva de la sociedad o el documento que lo acredite 
como tal , en términos de lo dispuesto por los artículos 2546 y 2554 del Cód igo 
Civi l pJora el Distrito Federal en Materia Común y parJo toda la República en 
Materia Federal. 

Cuando el prom oven te sea el interesado directamente, es decir, cuando comparezca 
por su propio derecho. acreditará su personalidad con el documento que le dé el 
carácter con el que se ostenta. 

En caso de no haber acreditado el promovente su personalidad en los términos 
señalados anteriormente, la autoridad podrá prevenir al interesado para que en el 
término de tres días exhiba el documento que acredite la personalidad con que se 
ostenta. apercibiéndolo de que en caso de que no la acredite. el escrito de defensa se 
tendrá por no interpuesto, de conformidad con los artículos 288 y 297 fracción 1, del 
Cód igo Federal de Procedimien(Os Civiles de aplicación supletoria a los Procedimien· 
lOS Administrativos, de no ser así se emitirá la resolución que corresponda sin (Ornarse 
en cuenta las manifestaciones y probanzas que haya ofrecido a nombre propio o a 
representación de la empresa inspeccionada. 

2.5.2. Valoración de las pruebas 

Por lo que se refiere a las pruebas, el interesado podrá ofrecer cualquier medio de 
prueba que considere oportuno con el fin de desvirtuar las infracciones que se le 
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imputan, puesto que en ténninos del artículo 79 del Código Federal de ProcedimienlOs 
Civiles. de aplicación supletoria a los Procedimientos Administrativos, para conocer 
la verdad en relación con los hechos controvertidos, no existe limitación en cuanto a 
su ofrecimiento o prohibición alguna; máxime que en términos del artículo 8 t del 
mismo Código, el actor debe probar los hechos consti tutivos de su acción y el 
demandado sus excepciones; en este sentido, puede ofrecer cualquier medio de prueba 
que se encuentre previsto en el artículo 93 de dicho ordenamiento legal, pudiendo ser 
las siguientes: 

a) . Los documentos públicos 
b). Los documentos privados 
e). Los dictámenes periciales 
d). El reconocimiento o inspección judicial 
e). Los testigos 
f) . Las fotografías. escritos y notas taquigráficas y, en general, todos aquellos 

e lementos aportados por los descubrim ientos de la ciencia. 
g). Las presunciones. 

Es importante resaltar que las pruebas que ofrezca el interesado deberán ser siempre 
conforme a derecho, de lo contrario éstas se desecharán. A manera de ejemplo, si el 
interes"do ofrece la prueba testimonial o la inspección ocular. si n anexar los in terro­
gatorios y los extremos que pretende probar, respectivamente. dichas pruebas podran 
ser desechadas. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 178 fracción VII de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, el promovente no puede ofrecer 
como prueba la confesional de la autoridad y para el caso de que esto suceda, dicha 
prueba no debe ser admitida. 

En caso de que se admita alguna prueba que amerite practicar su desahogo, se 
ordenará y practicará el mismo, siendo hasta el momento en que ya no exista prueba 
alguna que desahogar cuando el expediente administrativo se debe turnar para dictar 
la resolución administrativa correspondiente. 

Siguiendo las reglas de valoración de pruebas que se contienen en el Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a los Procedimientos Adm inistra­
tivos, la autoridad ordenadora tiene la más amplia libertad para analizar las pruebas 
que se ofrezcan y determinar el valor probatorio de las mismas, esto es, fijar las reglas 
específicas para su valoración, tooo ello dp.conformidad con el artículo 197 del Código 
mencionado. 

Ahora bien. el art ículo 202 del Código Federal de Procedimientos Civi les establece 
que el valor probatorio del documento público es pleno, pero solo en cuanto a los 
hechos que en él afirma la autoridad; en relación a particulares estos documentos sólo 
hacen prueba plena de que se hicieron declaraciones y manifestaciones ante la 
autoridad, y no así que las mismas sean verdaderas. 
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El valor probatorio del documento privado es pleno sólo en cuanto a los hechos 
consignados en él, a menos que sea contrario a los intereses de su autor, entendiéndose 
como autor a la persona que suscribe el documento. Asimismo. hace fe si contiene una 
declaración de verdad, de acuerdo con los artículos 203, 204 Y 210 del Código ya 
mencionado. 

En relación al valor probatorio de la prueba pericial, este queda al prudente arbitrio 
de la autoridad ordenadora, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 211 del Código 
ya citado. 

La prueba de inspección judicial o reconocimiento, hace prueba plena en los puntos 
que no requieran conocimientos técnicos especiales. 

Por lo que hace al valor de la prueba testimonial, también queda al prudente arbitrio 
de la autoridad que resuelve. 

Cabe señalar que si las pruebas documentales se exhiben en copias fotostáticas. su valor 
probatorio estará sujeto al criterio de la autoridad, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a los 
Procedimientos Administrativos y con el criterio sustentado por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la Tesis Jurisprudencial que a la letra establece: 

"COPIAS FOTOSTATICAS SIMPLES.- VALOR PROBATORIO DE 
LAS.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 217 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en materia de amparo, el 
valor probatorio de las copias fotostáticas simples queda al prudente arbitrio 
del juzgador. Por tanto, este Tribunal en Pleno, en el ejercicio de dicho 
arbitrio, considera que las copias de esa naturaleza, que se presentan en el 
juicio de amparo, carecen, por sí mismas, de valor probatorio pleno y sólo 
generan simple presunción de la existencia de los documentos que reprodu­
cen, pero sin que sean bastantes, cuando no se encuentran adminiculadas con 
otros elementos probatorios distintos para justificar el hecho o derecho que 
se pretende demostrar. La anterior apreciación se sustenta en la circunstancia 
de que como las copias fotostáticas son simples reproducciones fotográficas 
de documentos que la parte interesada en su obtención coloca en la máquina 
respectiva, existe la posibilidad, dada la naturaleza de la reproducción y los 
avances de la ciencia, que no corresponda a un documento realmente exis­
tente, sino a uno prefabricado, que, para efecto de su fotocopiado, permita 
reflejar la existencia, irreal, del documento que se pretende hacer aparecer. 

Amparo en Revisión No. 1246/84. Concepción Mira de González y o('os. 19 
de marzo de 1985. Mayoría de 14 votos. Ponente: Alfonso López Aparicio. 
Precedentes: 
Amparo en Revisión No. 3014n9. Industrias Químicas de México, S.A. 28 
de septiembre de 1982. Unanimidad de 16 votos. Ponente: Raúl Cuevas 
Mantecón. Séptima Epoca. Vols. 163-16, Primera Parte, Pág. 35 . 
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Amparo en Revisión No. 996n9. Alberto Gui lbot Serros y otros. 16 de junio 
de 1981. Mayoría de 16 votos. Ponente: Francisco H. Pavón Vasconcelos. 
Séptima Epoca. Vals. 145-150, Primera Parte, Pág. 37 . 
Véase: 
Apéndice de Jurisprudencia 19 17-1985, Octava Parte, Tesis 115, Pág. 177. 

2.6. La resolución administrativa 

Todo procedimiento tiende a un resultado detenninado. específicamente el resultado 
derivado del procedimiento de inspección y vigilancia previsto en el Título Sexto de 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, consiste en 
determinar si se observa o no el cumplimiento de la Ley. sus Reglamentos, Normas 
Oficiales Mexicanas en materia ecológica y demás disposiciones legales aplicables, 
mediante la emisión de la resolución administrativa, que es el acto de autoridad que 
determina la existencia o inexistencia de infracciones administrativas y las sanciones 
correspondientes, en su caso. 

Dentro del procedimiento administrativo, la resolución administrativa es aquélla 
por medio de la cual el referido procedimiento concluye. En ella se hace una relación 
de todos los antecedentes de hecho (resultandos), los aspectos de derecho (conside­
randos) y las detenninaciones correspondientes (resolutivos). 

2.6.1. Autoridad competente para resolver 

En materia ambiental es autoridad competente para resolver el Procurador Federal de 
Protección al Ambiente, de confonnidad con lo que establecen los artículos 38 fracción 
V del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social, publicado el4 de junio 
de 1992 en el Diario Oficial de la Federación. 

Asimismo, son competentes para resolver en esta materia, la Unidad de Verifica­
ción y las Delegaciones de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, de 
conformidad con los artículos 27, 3 1 y 32 respectivamente, del Acuerdo que regula 
la organización y funcionamiento interno del Instituto Nacional de Ecología y de la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, publicado el 17 de julio de 1992, en 
el Diario Oficial de la Federación. 

2.6.2. Calificación del acta de inspección 

Una vez realizada la inspección, la autoridad ordenadora, ya sea la Unidad de 
Verificación o las-Delegaciones Estatales, deberán llevar a cabo la calificación previa 
del acta, dictando las medidas de urgente aplicación, mismas que se harán del 
conocimiento inmediato del inspeccionado. 

En la resolución que se emita. se calificará de manera definitiva el acta consi­
derando y valorando el escrito de defensa presentado por la persona inspeccionada. 
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2.6.3. Elementos de la resolución administrativa 

Las resoluciones administrativas que se dicten en Materia Ambiental deben con­
tener los siguientes elementos: Preámbulo, Resultandos, Considerandos y Resolu­
tivos. 

Preámbulo.- Es la parte inicial de la resolución en la que se debe mencionar la 
Unidad Administrativa que la emite, la fecha de emisión, el número de expediente en 
que se dicta y algún otro dato que se considere pertinente para efectos de control o 
estadística, tal como número de resolución. 

Resultandos.- En esta parte de la resolución se deben mencionar todos y cada uno 
de los antecedentes que originan la emisión de la resolución, datos tales como fecha y 
nombre de la autoridad que giró la orden de inspección, la fecha de la visita de 
inspección y el personal que se constituyó para llevar a cabo la diligencia, entre otros. 

Considerandos.- Es en donde se deben mencionar los fundamentos legales que le 
dan competencia a la autoridad para imponer las sanciones que correspondan y los 
antecedentes de hecho, esto es, todas y cada una de las infracciones, los motivos y 
fundamentos que toma en cuenta la autoridad sancionadora para concluir que existió 
infracción a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, sus 
Reglamentos, Normas Oficiales Mexicanas en materia ambiental y demás disposicio­
nes legales aplicables. 

Resolutivos.- En esta parte de la resolución la autoridad administrativa debe asentar 
la conclusión a la que llegó tras haber analizado el expediente, precisando la sanción 
impuesta por la misma, como consecuencia del incumplimiento de una hipótesis de 
conducta prevista en una nonna jurídica de carácter ambiental. Dicha sanción puede 
ser multa y/o clausura, temporal o definitiva, total o parcial o arresto. 

2.6.4. Emisión de la resolución administrativa 

La resolución administrativa debe ser emitida con la debida oportunidad. De confor­
midad con lo establecido por el artículo 168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente, la autoridad ordenadora cuenta con un plazo de treinta 
días hábiles para emitir su resolución, mismos que se contarán a partir de: 

a). El día siguiente al de la fecha en que se haya vencido el término de diez 
días con los que cuenta el interesado para hacer sus manifestaciones por 
escrito y ofrecer las pruebas correspondientes siempre y cuando no haya 
hecho uso de ese derecho, es decir, no haya presentado ni ofrecido sus 
manifestaciones y probanzas, o bien, que lo hubiere hecho fuera del ténnino 
que marca la Ley. 
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b). El día siguiente al en que la autoridad ordenadora haya desahogado la 
totalidad de las pruebas que hubiere presentado el interesado en caso de 
haberlas ofrecido. 

e). El día siguiente al en que venza el término de diez días, en el supuesto de 
que el infrac tor no haya ofrecido pruebas. pero sí haya manifestado por escrito 
lo que a su derecho conviniere. 

2.6.5. Sanciones 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece en su 
artículo 171, las sanciones administrativas a que se hace merecedor el sujcw pas ivo 
que incumpla las disposic iones legales de dicha Ley . Asimismo, dispone que será la 
Secretaría de Desarrollo Social la autoridad facultada para sancionar administrativa­
mente, siempre y cuando se trate de asuntos competencia de la Federación conforme 
a los artículos 40. y 50., del mismo ordenamiento y que no se trate de asuntos 
reservados de manera expresa a otra Dependencia o a las Entidades Federativas y a los 
Municipios. 

Las sanciones previstas para el caso de incumplimiento son: 

a) . Multa por el equivalente de 20 a 20 mil días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal en el momento de imponer la sanción. 

b). C lausura temporal o definitiva, parcial o total y, 

c) . Arresto administrativo hasta por 36 horas. 

Otra sanción aunque de carácter indirecto y contemplada por el artíc ulo 172 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. lo consti tuye la facultad 
que tiene la Secretaría de Desarrollo Social para solici tar ante la autoridad competente 
la suspensión, revocación o cancelación de la concesión, permiso, licencia y en general 
de toda autori zación otorgada para la realización de actividades comerciales, indus­
triales o de servicios. o para el aprovechamiento de recursos naturales, que haya dado 
lugar a la ínfracción. 

La Secretaría de Desarrollo Social se enc uentra igualmente fac ultada para 
promover an te las autoridades competentes la limitación o suspensión de la 
instalac ión o funcionamiento de industrias. comercios, servicios. desarrollos urba­
nos O cualquier actividad que afecte o pueda afectar el ambiente o causar desequi­
libri o ecológico, con fundamento en el artículo 175 de la Ley General del Equili· 
brio Ecológico y la Protección al Ambiente. facultad que no implica un med io 
coactivo para el cumplimiento de la Ley en estricto sentido. ya que la facu ltad en 
comento es de tipo directo. 
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2.6.5.1. Multa 

La multa es la sanción pecuniaria consistente en pago al Estado de una cantidad de 
dinero por el incumplimiento de una Ley. 

Conforme al artículo 171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente la multa es una de las sanciones administrativas que puede ser impuesta 
por la Secretaría de Desarrollo Social, a través de la Procuraduría Federal de Protección 
al Ambiente en asuntos de competencia de la Federación, esta multa puede ser 
impuesta en un rango que tiene como mínimo el equivalente a 20 días de salario 
mínimo, mientras que el límite máximo corresponde al equivalente a 20.()(X) días de 
salario mínimo general que se encuentre vigente en el Distrito Federal en el momento 
de imponer la sanción. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 173 de la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para la imposición de las sanciones 
por infracciones a la Ley en comento como lo es la multa, se considerarán las siguientes 
circunstancias: 

a).- La gravedad de la infracción. 

La gravedad de la infracción se establece considerando principalmente el criterio de 
impacto en la salud pública y la generación de desequilibrios ecológicos, entendiendo 
a estos últimos como la alteración de las relaciones de interdependencia entre los 
elementos naturales que conforman el ambiente, que afectan negativamente la exis­
tencia, transformación y desarrollo del hombre y demás seres vivos. 

Las circunstancias a determinar en este apartado consisten en relacionar los hechos y 
omisiones detectados en el establecimiento visitado y asentados en el acta de inspección, 
estableciendo el impacto a la salud pública y la generación de desequilibrios ecológicos 
que se presenten, previo el señalamiento de]a nonnatividad infringida. 

b).- Las condiciones económicas del infractor. 

Para poder determinar las condiciones económicas del infractor, se puede solicitar la 
exhibición del último estado financiero, siendo además conveniente que en el acta de 
inspección se anoten algunos aspectos que permitan determinar la capacidad econó­
mica del sujeto inspeccionado tales como el capital social, la cantidad y calidad de su 
mobiliario y equipo; calidad del bien inmueble que ocupa la empresa; número de 
empleados al servicio de la misma; número de establecimientos o sucursales; giro y 
competitividad en el mercado del ramo. 
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c).- La reincidencia, si la hubiera. 

El artículo 60 del Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en Materia de Residuos Peligrosos es el único ordenamiento 
que, secundariamente define el concepto de reincidencia, como la acción de incurrir 
dos veces en un mismo año, en alguna de las infracciones a los preceptos de dicho 
ordenamiento. 

2.6.5.2. CLAUSURA 

La clausura, en el caso que nos ocupa, es la sanción administrativa en virtud de la cual 
se cierra el funcionamiento de una empresa, establecimiento o cualquier fuente fija 
que se encuentre en su interior pudiéndose encontrar en un mismo establecimiento 
diversas fuentes fijas de contaminación. Cabe ac larar que corno fuente fija se entiende 
toda instalación establecida en un solo lugar que tenga como finalidad desarrollar 
operaciones o procesos industriales, comerciales o de servicios que generen o puedan 
generar emisiones contaminantes. 

La clausura, atendiendo a las fuentes de contaminación a sancionar, puede ser total 
o parcial. Asimismo, esta clausura podrá tener la característica de ser temporal o 
definitiva; en todo caso la temporalidad se determina en relación al ti empo que sea 
necesar;o paras subsanar las irregularidades observadas en la empresa. 

Cabe señalar que dichas sanciones podrán imponerse en forma conjunta, es decir, 
clausura y multa. 

Tratándose de multa, se precisará el monto de ésta, así como su equivalente en días 
de salario mínimo vigente en el Distrito Federal a la fecha de la imposición. 

En el caso de clausura , se especificará la modalidad de ésta, pudiendo ser 
temporal o defi ni tiva, parc ial o total. Asimismo, de ser necesario, se señalarán las 
medidas de urgente aplicac ión, así como los plazos a que deberá sujetarse su 
cumplimiento. 

2.6.6. Notificación de la resolución administrativa 

La notificación de la resolución deberá hacerse de manera personal de conformidad 
con lo estáb lecido por los artículos 3 lO. 3 11 . 312. 3 \3 Y 3 17 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a los Procedimientos Adminis­
trativos. 

2.7. Cobro de multas 

En los casos en que al emitirse la resolución administrativa correspondiente se resuelva 
imponer multa, corresponderá a la Tesorería de la Federación cobrarla; también lo 
podrán hacer las administraciones locales de recaudación y las secretarias de finanzas 



412 • Soledad Gasga González 

de los gobiernos de los estados. de confonnidad con los Acuerdos de coordinación 
fiscal. 

3. LA INSPECCiÓN Y VIGILANCIA EN MATERIA AMBIENTAL EN OTRAS LEYES 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece las 
características generales para proteger y preservar el equilibrio ecológico, no obstante 
ello la competencia federal en otras materias no contempladas dentro de la Ley en 
comento, está encomendada a otras dependencias de la Administración Pública 
Federal en el texto de otras leyes, mismas que contienen una serie de procedimientos 
de inspección y vigilancia aún cuando la denominación de dichos procedimientos no 
sea bajo ese rubro. 

3.1. Ley de aguas nacionales 

La Ley de Aguas Nacionales se publicó ello. de diciembre de 1992 en el Diario Oficial 
de la Federación y tiene por objeto regular la explotación, uso o aprovechamiento de 
dichas aguas, su distribución y control así como la preservación de su cantidad y 
calidad para lograr su desarrollo integral sustentable. 

Por lo anterior, esta Ley menciona en su Título Séptimo el procedimiento para la 
prevención y control de la contaminación de las aguas, en el cual se señala que la 
Comisión Nacional del Agua tiene facultades para establecer y vigilar el cumplimiento 
de las condiciones particulares de descarga que deben satisfacer las aguas residuales 
que se generen en bienes y zonas de jurisdicción federal, de aguas residuales vertidas 
directamente en aguas y bienes nacionales o en cualquier terreno cuando dichas 
descargas puedan contaminar el subsuelo o los acuíferos y " ... en los demás casos 
previstos en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente", 
realizando la inspección o fiscalización de las descargas de aguas residuales con el 
objeto de verificar el cumplimiento de esta Ley. De igual manera precisa que los 
resultados de dicha inspección o fiscalización se harán constar en un acta debidamente 
circunstanciada. Este documento servirá de base para que la Comisión y demás 
dependencias de la Administración Pública Federal que sean competentes puedan 
aplicar las sanciones previstas en dicho ordenamiento. 

Comparativamente con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente y en contraposición a la misma, esta Ley no señala el ténnino que tiene el 
inspeccionado para manifestar lo que a su derecho convenga en relación con la 
inspección y ofrecer pruebas, en su caso. 

Asimismo, en contra de las resoluciones definitivas dictadas por la Comisión 
que causen agravio a los particulares. éstos podrán interponer el recurso de revisión 
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la fecha de su notificación. 
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3.2. Ley forestal 

La Ley Forestal fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre 
de 1992 y tiene por objeto regular el aprovechamiento de los recursos forestales del 
país y fomentar su conservación, producción, protección y restauración. 

Por lo que hace a la Ley Forestal, ésta contempla dentro de su Título IV denominado 
de las visitas de inspección, auditorías técnicas, infracciones y delitos, que las visitas 
de inspección deberán realizarse por personal autorizado o a través de auditorías 
técnicas en donde se contemple la identificación vigente de los inspectores, la orden 
escrita de la autoridad, el lugar, el objeto y el fundamento de la visita. En ténninos 
comparativos con el procedimiento establecido en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico, la Ley Forestal no hace referencia de que el acta que se levante como 
consecuencia de una orden de inspección, deba estar circunstanciada ni tampoco 
establece el término de 10 días para que el inspeccionado interponga escrito de defensa 
ofreciendo pruebas y manifestando lo que a su derecho convenga. 

De igual manera dicho ordenamiento señala que contra la imposición de una multa 
o la suspensión y revocación de una autorización de aprovechamiento de recursos 
forestales, maderables, de forestación o reforestación, los interesados podrán interpo­
ner el recurso de revocación con el objeto de que se revoque, modifique o confirme la 
resolución reclamada. 

3.3. Ley de pesca 

El 25 de junio de 1992 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de Pesca, 
misma que tiene por objeto garantizar la conservación, la preservación y el aprove­
chamiento racional de los recursos pesqueros y establecer las bases para su adecuado 
fomento y administración. 

Esta Ley en su Capítulo IV, establece los requisitos a seguir para la realización de 
inspecciones. infracciones y sanciones mismos que deberán sujetarse a la existencia 
de una orden de inspección fundada y motivada y cuya ejecución deberá llevarse a 
cabo por el personal debidamente autorizado, mismo que deberá estar provisto del 
documento oficial que lo acredite. Asimismo, el acta que se levante al efecto deberá 
contener el nombramiento de testigos, la retención de bienes O productos susceptibles 
de decomiso, en su caso y el nombramiento del depositario de dichos productos. 

Para el caso de flagrancia, deberá levantarse el acta respectiva en el lugar de los 
hechos y ésta deberá estar circunstanciada. 

Comparativamente con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente dentro del procedimiento establecido en la Ley de Pesca no se contempla la 
posibilidad para que el interesado interponga escrito de defensa manifestando lo que 
a su derecho convenga y ofrezca pruebas en su caso. De igual manera no existe 
ordenamiento que disponga una calificación del acta de inspección de manera previa 
a la resolución que en su caso se dicte. 
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Esta Ley contempla como medio de impugnación en contra de las resoluciones 
dictadas por la Secretaría de Pesca, al recurso de revisión, mismo que deberá hacerse 
valer por el interesado dentro del ténnino de 15 días hábiles siguientes a la fecha de 
notificación, teniendo como objeto la revocación, modificación o confirmación de la 
resolución que se reclama. 

3.4. Ley federal sobre metrología y normalización 

La Ley Federal sobre Metrología y Normalización. publicada ello. de julio de 1992, 
tiene por objeto: 

En Materia de Metrología: 
a).- Establecer el sistema general de unidades de medida; 
b).- Precisar los conceptos fundamentales sobre Metrología; 
c).- Establecer los requisitos para la fabricación, importación, reparación, venta, 

verificación y uso de los instrumentos para medir y los patrones de medida; 
d).- Establecer la obligatoriedad de la medición en transacciones comerciales y de 

indicar el contenido nelO de los productos envasados; 
e).- Instituir el sistema nacional de calibración; 
t).- Crear el centro nacional de Metrología, como organismo de alto nivel técnico 

en la materia y, 
g).- Regular, en lo general, las demás materias relativas a la Metrología; 

En Materia de Normalización y Certificación, Acreditamiento y Verificación: 
a).- Fomentar la transparencia y eficiencia en la elaboración y observancia de 

normas oficiales mexicanas y normas mexicanas; 
b).- Instituir la Comisión Nacional de Normalización para que coadyuve en las 

actividades que sobre Normalización corresponde realizar a las distintas dependencias 
de la administración pública federal; 

c).- Establecer un procedimiento uniforme para la elaboración de Normas oficiales 
mexicanas por las dependencias de la administración pública federal; 

d) .- Promover la concurrencia de los sectores público, privado, científico y de 
consumidores en la elaboración y observancia de normas oficiales mexicanas y normas 
mexicanas; 

e).- Coordinar las actividades de normalización, certificación, verificación y labo­
ratorios de prueba de las dependencias de la Administración Pública Federal; 

f).- Establecer el sistema nacional de acreditamiento de organismos de normaliza­
ción y de certificación, unidades de verificación y de laboratorios de prueba y de 
calibración; y, 

g).- En general, divulgar las acciones de normalización y demás actividades 
relacionadas con la materia. 
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Esta Ley contempla en su Título Quinto el procedimiento de verificación que deben 
realizar las dependencias competentes y que consiste en que de manera periódica, 
aleatoria o cuando 10 estimen necesario, se realicen muestreos en los lugares donde se 
producen. fabrican, almacenan, expenden o prestan productos y servicios sujetos a 
normas oficiales mexicanas, con el objeto de verificar el cumplimiento de las especi· 
ficaciones aplicables, utilizando los métodos de muestreo estadístico establecidos en 
las propias normas oficiales mexicanas. 

La Ley en comento establece en su artículo 94 qué deberá entenderse por visita de 
verificación : 

1.- Laque se practique en los lugares en que se realice el proceso. alguna fase 
del mismo, de produclOs, instrumentos para medir o servicios, con objelO de 
constatar ocularmente que se cumple lo dispuesto en la Ley y demás dispo­
siciones derivadas de ella, así como comprobar lo concerniente a la utiliza­
ción de los instrumentos para medir y, 

2.- La que se efectúe con objeto de comprobar el cumplimiento de las 
normas oficiales mexicanas, el contenido neto y, en su caso, la masa 
drenada; determinar los ingredientes que constituyen o integren los pro­
ductos, si existe obligación de indicar su composición así como la vera­
cidad de la información comercial o la Ley de los Metales Preciosos. 
Dicha verificación se efectuará, tratándose de lotes de productos, sobre el 
número de unidades representativas conforme a las normas oficiales 
mexicanas y en los laboratorios del fabricante si cuenta con el equipo que 
se requiere, o en los acreditados por la Secretaría. 

Es importante destacar que por primera vez una Ley establece los datos que se harán 
constar en las actas de inspección, como se desprende del articulo 98 de esta Ley mismo 
que establece: 

"Artículo 98.- En las actas se harán constar: 
1.- Nombre, denominación o razón social del establecimiento; 
11.- Hora, día, mes y año en que inicie y en que concluya la diligencia; 
III.- Calle, número, población o colonia, municipio o delegación, código 
postal y entidad federativa en que se encuentre ubicado el lugar en que se 
practique la visita; 
IV.- Número y fecha del oficio de comisión que lo motivó; 
V.- Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia; 
VI.- Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos; 
VII.- Datos relativos a la actuación; 
VIII.- Declaración del visitado, si quisiera hacerla; y 
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IX.- Nombre y firma de quiénes intervinieron en la diligencia. incluyendo los 
de quien la llevó a cabo." 

La verificación deberá efectuarse únicamente en laboratorios acreditados para ello con 
la salvedad de que si en éstos no existe alguno que realice la prueba específica. ésta 
podrá realizarse en otros siempre con cargo al productor, fabricante, importador, 
comercializador o prestador de servicios a quien se efectúe la visita. Asimismo las 
dependencias competentes presumirán el cumplimiento de las nannas oficiales mexi­
canas en aquellos casos en que el interesado cuente con certificado expedido por 
organismo nacional de certificación. 

De cada visita de verificación que se efectúe se expedirá un acta detallada, 
independientemente del resultado, misma que será firmada por el representante de las 
dependencias o unidades y en su caso, por el del laboratorio en que se hubiera realizado 
y el fabricante o prestador del servicio si hubiere intervenido. 

Si el producto o el servicio no cumplen satisfactoriamente las especificaciones, la 
Secretaría de Comercio y Fomento Industrial o la dependencia competente, a petición 
del interesado podrá autorizar la realización de otra verificación en los términos de la 
Ley. Si esta segunda verificación demostrara que el producto o el servicio cumple 
satisfactoriamente las especificaciones, se tendrá por desvirtuado el primer resultado. 
Si no las cumple, se tendrá por confirmado. 

Las visitas de verificación deberán practicarse por personal autorizado con identi­
ficación vigente y la exhibición del oficio comisión respectivo. Cabe señalar, que la 
autoridad podrá autorizar la práctica de visitas de verificación en días y horas inhábiles 
a fin de evitar la comisión de infracciones, en cuyo caso, el oficio de comisión 
expresará tal autori zación. De toda visita de verificación se levantará acta circunstan­
ciada en presencia de dos testigos. 

Los visitados a quiénes se haya levantado acta de verificación podrán formular 
observaciones y ofrecer pruebas o por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del 
término de 5 días hábiles siguientes a la fecha en que ésta se haya levantado. Si el 
infractor no intervino en la diligencia se la dará vista del acta por el término de 10 días 
hábi les. transcurrido el cual, si no desvi rtúa la infracción, se le impondrá la sanción 
correspondiente. 

Las resoluciones dictadas con fundamento en la Ley que nos ocupa podrán ser 
recurridas administrativamente por los afectados mediante escrito y dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

3.5. Ley reglamentaria del artículo 27 constitucional en materia nuclear 

La Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia Nuclear se publicó 
en el Diario Oficial de la Federación el 4 de febrero de 1985 Y tiene por objeto la 
regulación de la exploración, la explotación y el beneficio de minerales radiactivos, 
así como el aprovechamiento de los combustibles nucleares, los usos de la energía 
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nuclear, la investigación de la ciencia y técnicas nucleares, la industria nuclear y todo 
lo relacionado con la misma. 

El ejercicio de las atribuciones de inspección y vigilancia corresponde a la Comi­
sión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias que depende de la Secretaría de 
Energía. Minas e Industria Paraestatal . 

La Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias tiene corno atribu­
ciones, entre otras, las siguientes: 

"1.- Vigilar la aplicación de las nonnas de seguridad nuclear radiológica, 
física y las salvaguardias para que el funcionamiento de las instalaciones 
nucleares y radioactivas se lleven a cabo con la máxima seguridad para los 
habitantes del país. 
11.- Vig ilar que en el territorio de los Estados Unidos Mexicanos se cumpla 
con las disposiciones legales y los tratados internacionales de los que México 
sea signatario, en materia de seguridad nuclear, radiol6gica, física y de 
salvaguard ia. 
( ... ) 
XIL- Ordenar y practicar auditorías, inspecciones, verificaciones y recono­
cimientos para comprobar el cumplimiento y observancia de las disposicio­
nes legales en materia de seguridad nuclear, radiol6gica, física y de salva­
guardias, así como imponer las medidas de apremio y sancio nes 
adm inistrativas que proceden de acuerdo a las disposiciones de esta ley y 
sus reglamentos. 
XVIL- Pedir el auxilio de la fuerza pública cuando fuere necesario para hacer 
cumplir sus determinaciones, en los términos de Ley." 

El procedimiento de inspección y vigilancia en materia nuclear establece que con base 
en el resultado de las inspecciones, la Comisión emitirá un dictamen señalando las 
deficiencias y anomalías encontradas y los plazos para subsanarlas . De igual manera 
señala que se podrá ordenar y ejecutar como medida preventiva la clausura temporal , 
parcial o total de las instalaciones nucleares y radiactivas; en caso de incumplirse las 
medidas correctivas en los plazos señalados, se procederá a la clausura definitiva con 
apoyo en el dictamen. 

Las suspensiones y cancelaciones de las autorizaciones otorgadas, así como las 
multas y las medidas de seguridad serán impuestas por la Secretaría de Energía, Minas 
e Industria Paraestatal a través de la Comisión con base en el resultado de las 
inspecciones, auditorías, verificaciones o reconocimientos que se efectúen y tomando 
en cuenta las pruebas y alegatos de los interesados. Las resoluciones que se emitan 
deberán estar fundadas y motivadas en las disposiciones de la Ley, sus Reglamentos 
y demás ordenamientos aplicables. 

Las resoluciones podrán ser recurridas dentro del término de 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de su notificaci6n. El recurso será dirigido y presentado ante el 
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titular de la Secretada de Energía, Minas e Industria Paraestatal, se ofrecerán y 
desahogarán pruebas y agotadas las diligencias ordenadas se dictará la resolución que 
corresponda dentro del término de los 30 días hábiles siguientes. 

En términos comparativos con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, tenemos que en la Ley que secamenta la inspección y vigilancia solo la puede 
realizar la Comisión Nacional de Seguridad Nuclear y Salvaguardias. 

3.6. Ley minera 

La Ley Minera fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 26 de junio de 
1992 y su objeto es regular la exploraci6n. ex.plotación y beneficio de los minerales o 
sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos constituyan depósitos cuya 
naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos. Esta Ley dentro del Capítulo 
VII denominado "de las inspecciones. sanciones y recursos" , establece que el proce· 
dimiento para verificar el cumplimiento de las disposiciones de la misma estará a cargo 
de la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal, para lo cual practicará visitas 
de inspección. Dicho procedimiento se establece en el artículo 53 de la Ley, mismo 
que prescribe que: 

"Artículo 53.- La Secretaría, en ejercicio de las facultades de verificación que 
le confiere esta Ley, podrá practicar visitas de inspección con arreglo a las 
disposiciones siguientes: 
1.- Designará uno o más inspectores, a los que comunicará su nombramiento 
y la orden de visita. 
11.- Notificará a la persona a quien deba practicarse la inspección: el nombre 
del inspector; el objeto de la misma; los elementos, datos o documentos que 
deberá proporcionar; así como el lugar, fecha y hora de su verificación para 
que concurra por sí o debidamente representada. 
IU.- El inspector, una vez que se identifique, practicará la visita en el lugar y 
fecha señalados, ante la persona notificada o su representante debidamente 
acreditado. Si el lugar o domicilio no corresponden al visitado o éste se niega 
a proporcionar los elementos, datos o documentos que se le requieran, el 
inspector levantará acta donde hará constar lo anterior, firmada por dos 
testigos. En este último caso, se presumirá que el visitado incurrió en el 
incumplimiento de la obligación por verificar, salvo prueba en contrario. 
IV.- Desahogada la inspección, el inspector levantará acta pormenorizada que 
deberá contener relación de los hechos y las manifestaciones del visitado, y 
será firmada por los asistentes al acto; si alguno se niega a firmarla se hará 
constar en ella, sin que tal circunstancia afecte el valor probatorio del 
documento. De dicha acta se entregará copia a quiénes la suscriban. 
V.- El inspector deberá rendir a la Secretaría un informe sobre el resultado 
de la inspección, dentro de un plazo máximo de 15 días naturales siguientes 
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a su desahogo. Si los elementos de juicio que aporte el informe son ¡nsufí· 
cientes, la Secretaría ordenará que se practique nueva inspección . 
VI .- La Secretaría. con base en el informe y las pruebas documentales que se 
ofrezcan, fundamentará, motivará y dictará la resolución.", 

De igual manera, esta Ley establece como sanciones la cancelación de la concesión 
y multa. 

Las resoluciones que dicte la Secretaría con motivo de la aplicación de esta Ley y 
su Reglamento, excepto aquellas que declaren la nulidad o cancelación de concesiones 
y asignaciones mineras o la suspensión o insubsistencia de los derechos que de ellas 
deriven, podrán ser recurridas para su revis ión, de confonnidad con el procedimiento 
que se prevenga en su Reglamento. 

Esta Ley establece que los inspectores tienen hasta 15 días para infonnar a la ordena­
dora, después de la visita. La ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente no precisa el ténnino que tienen los inspectores para infonnar a la ordena­
dora de los resultados de la visita. No obstante ello, es practica generali zada el que se 
haga dentro de las 24 horas siguientes a su realización. 

Finalmente la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
prescribe que la autoridad ordenadora tiene 30 días hábiles para emitir la resolución, 
una vez que se hayan desahogado las pruebas o que haya vencido el término para 
presentr.r el escrito de defensa; la Ley Minera no señala ningún ténnino para dictar la 
resolución respectiva. 

3.7. Ley de vías generales de comunicación 

La Ley de Vías Generales de Comunicación fue publicada en el Diario Oficial el 19 de 
febrero de 1940 y tiene por objeto establecer cuales son las vías generales de comunicación 
y los medios de transporte que operen en ellas. Esta Ley contiene en su capítulo X un 
procedimiento de inspección, mismo que señala que compete exclusivamente a la Secre­
taría de Comunicaciones la inspección tanto técnica como administrativa, sobre las vías 
generales de comunicación y medios de transporte. Las sanciones que contempla consisten 
en que las personas interesadas perderán, en beneficio de la nación las obras ejecutadas, 
las instalaciones y todos los bienes muebles e inmuebles dedicados a la explotación cuando 
éstas sean ejecütadas sin concesión ni penniso y con ellas se construyan o exploten vías 
generales de comunicación. También contempla como sanción a la multa. 

3.8. Ley general de salud 

La Ley General de Salud se publicó en el Diario Oficial de la Federación el7 de febrero 
de 1984 y tiene por objeto reglamentar el derecho a la protección de la salud que tiene 
toda persona en los ténninos del artículo 40. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establteer las bases y modalidades para el acceso a los servicios 
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de salud y la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 
salubridad general. 

La Ley General de Salud establece que corresponde a la Secretaría de Salud y a los 
Gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias 
la vigilancia de su cumplimiento. 

De igual manera señala que las demás dependencias y entidades públicas coadyu­
varán a la vigilancia del cumplimiento de las normas sanitarias y si encontraren 
irregularidades que a su juicio constituyan violaciones a las mismas, lo harán del 
conocimiento de las autoridades sanitarias competentes. 

Los actos y omisiones contrarios a esta Ley. podrán ser objeto de orientación y 
educación sin perjuicio de que se apliquen las medidas de seguridad y las sanciones que 
correspondan. 

De conformidad con el artículo 396 de la Ley, la vigilancia sanitaria se llevará a 
cabo a través de las siguientes diligencias: 

" Visitas de verificación a cargo del personal expresamente autorizado por la 
autoridad sanitaria competente para llevar a cabo la verificación física del 
cumplimiento de la ley y demás disposiciones aplicables." 

Cuando se trate de publicidad de las actividades, productos y servicios a que se refiere 
esta Ley, la vigilancia se hará a través de las visitas de verificación o de infonnes de 
verificación que reúnan lo siguientes requisitos: 

a). El lugar, fecha y hora de la verificación. 
b). El medio de comunicación social que se haya verificado. 
c). El texto de la publicidad anómala de ser material escrito o bien su 
descripción, en cualquier otro caso. 
d). Las irregularidades sanitarias detectadas y las violaciones a esta Ley y demás 
disposiciones generales aplicables en materia de salud, en que se hubiere 
incurrido. 

El artículo 397 de la Ley señala que las autoridades sanitarias podrán encomendar a 
su verificadores, además, actividades de orientación, educación y aplicación, en su 
caso, de las medidas de seguridad a que se refieren las fracciones VII y X del artículo 
404 de la propia Ley, mismas que consisten en la suspensión de los trabajos o servicios 
y el aseguramiento y destrucción de objetos, productos o sustancias. 

En materia de vigilancia sanitaria las verificaciones podrán ser ordinarias :J extraor­
dinarias. Las primeras se efectuarán en días y horas hábiles y las segundas en cualquier 
tiempo. Para los efectos de esta Ley, tratándose de establecimientos industriales, comer­
ciales o de servicios, se considerarán horas hábiles las de su funcionamiento habitual. Lo 
anterior, de confonnidad con el artículo 398 de la Ley. 
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Asimismo, el artículo 399 menciona que los verificadores, para practicar visitas, 
deberán estar provistos de ordenes escritas, con firma autógrafa expedidas por las 
autoridades sanitarias competentes, en las que se deberá precisar el lugar o zona que 
ha de verificarse, el objeto de la visita, el alcance que debe tener y las disposi­
ciones legales que la fundamenten. 

De igual manera, el artículo 400 establece que los verificadores en el ejerc icio 
de sus funciones tendrán libre acceso a los edificios, establecimientos comerciales, 
industriales . de servicio y, en general todos los lugares a que hace referencia 
esta Ley. 

El artículo 401 prescribe que en la diligencia de verificación sanitaria se deberán 
observar las siguientes reglas: 

a). Al iniciar la visita el verificador deberá exhibir la credencial vigente, 
expedida por la autoridad sanitaria competente, que lo acredite legalmente 
para desempeñar dicha funci ón, así como la orden expresa a que se refiere el 
artículo 399 de esta Ley, de la que deberá dejar copia al propietario, respon­
sable encargado u ocupante del establecimiento. Esta circunstancia se deberá 
anotar en el acta correspondiente. 
b). Al inicio de la visita, deberá requerir al propietario, responsable, encar­
gado u ocupante del establecimiento, o conductor del transporte, que propon­
ga a dos testigos que deberán permanecer durante el desarrollo de la visita. 
Ante la negativa o ausencia del visitado, los designará la autoridad que 
practique la verificación. Estas circunstancias, el nombre, domicilio y firma 
de los testigos, se hará constar en el acta. 
c). En el acta que se levante con motivo de la verificación, se harán constar 
las circunstancias de la diligencia, las deficiencias o anomalías sanitarias 
observadas, el número y tipo de muestras tomadas o en su caso las medidas 
de seguridad que se ejecuten, y 
d). Al concluir la verificación, se dará oportunidad al propietario, responsa­
ble, encargado u ocupante del establecimiento o conductor del transporte, de 
manifestar lo que a su derecho convenga, asentando su dicho en el acta 
respectiva y recabando su firma en el propio documento, del que se le 
entregará una copia. La negativa a firmar el acta o a recibir copia de la misma 
o de'la orden de visita, se deberá hacer constar en el referido documento y no 
afectará su validez, ni la de la diligencia practicada. 

Independientemente del procedimiento de verificación, la Ley General de Salud 
contempla un procedimiento de muestreo, cuyas características se señalan en el 
artículo 401 Bis, mismo que a la letra establece: 

"Art. 401 Bis.- La recolección de muestras se efectuará con sujeción a las 
siguientes reglas: 
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l.. Se observarán las formalidades y requisitos exigidos para las visitas de 
verificación; 
11.- La toma de muestras podrá realizarse en cualquiera de las etapas del 
proceso. pero deberán tomarse del mismo lote, producción o recipiente. 
procediéndose a identificar las muestras en envases que puedan ser cerrados 
y sellados; 
IIJ.- Se obtendrán tres muestras del producto. Una de ellas se dejará en poder de 
la persona con quien se entienda la diligencia para su análisis particular; otra 
muestra podrá quedar en poder de la misma persona a disposición de la Secretaría 
y tendrá el carácter de muestra testigo; la última será enviada por la Secretaría a 
laboratorio autorizado y habilitado por ésta, para su análisis oficia]; 
IV.- El resultado del análisis oficial se notificará en forma personal o por 
correo certificado con acuse de recibo al interesado o titular de la autorización 
sanitaria de que se trate, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha 
de la toma de las muestras; 
Y.- En caso de desacuerdo con el resultado que se haya notificado, el 
interesado lo podrá impugnar dentro de un plazo de quince días hábiles a 
partir de la norificación del análisis oficial. Transcurrido este plazo sin que 
se haya impugnado el resultado del análisis oficial, éste quedará firme y la 
autoridad sanitaria procederá confonne a la fracción VII de este artículo, 
según corresponda; 
VI.- Con la impugnación a que se refiere la fracción anterior, el interesado 
deberá acompañar el original del análisis particular que se hubiere practicado 
a la muestra que haya sido dejada en poder de la persona con quien seentendió 
la diligencia de muestreo, así como, en su caso, la muestra testigo. Sin el 
cumplimiento de este requisito no se dará trámite a la impugnación y el resultado 
del análisis oficial quedará firme; 
VII.- La impugnación presentada en términos de las fracciones anteriores 
dará lugar a que la Secretaría analice la muestra testigo en un laboratorio que 
la misma señale en presencia de las partes interesadas; en el caso de insumos 
médicos el análisis se deberá realizar en un laboratorio autorizado como 
laboratorio de control analítico auxiliar de la regularización sanitaria. El 
resultado del análisis de la muestra testigo será el que en definitiva acredite 
si el producto en cuestión reúne o no los requisitos y especificaciones 
sanitarios exigidos, y 
VIII.- El resultado del análisis de la muestra testigo se notificará en forma 
personal o por correo certificado con acuse de recibo al interesado o titular 
de la autorización sanitaria de que se trate, y en caso de que el producto reúna 
los requisitos y especificaciones requeridos, la autoridad sanitaria procederá 
a otorgar la autorización que se haya solicitado, o a ordenar ellévantamiento 
de la medida de seguridad que se hubiera ejecutado, ~egún corresponda. 
Si el resultado a que se refiere la fracción anterior comprueba que el producto no 
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satisface los requisitos y especificaciones sanitarios, la autoridad sanitaria 
procederá a dictar y ejecutar las medidas de seguridad sanitarias que procedan o 
a confirmar las que hubieren ejecutado, a imponer las sanciones que correspon· 
dan y a negar o revocar, en su caso, la autorización de que se trate. 
Si la diligencia se practica en un establecimiento que no sea titular del registro 
del producto objeto de la muestra. cuando proceda, se correrá traslado al titular, 
mediante notificación personal o por correo certificado con acuse de recibo, de 
una copia del acta de verificación que consigne el muestreo realizado, así como 
del resultado del análisis oficial, a efecto de que éste tenga oportunidad de 
impugnar el resultado, dentro de los quince días hábiles siguientes. 
En este caso, el tilUlar podrá inconfonnarse, so licitando sea reali zado el 
análisis de la muestra testigo. 
El depositario de la muestra testigo será responsable solidario con el titular, 
s ino conserva la muestra citada. 
El procedimiento de muestreo no impide que la Secretaría dicte y ejecute las 
medidas de seguridad sanitarias que procedan, en cuyo caso se asentará en el acta 
de verificación las que se hubieren ejecutado y los productos que comprenda". 

El artículo 404 de la Ley determina las siguientes medidas de seguridad san itaria: 

a) El aislamiento. 
b) La cuarentena. 
c) La observación personal. 
d) La vacunación de personas. 
e) La vacunación de animales. 
f) La destrucción o control de insectos u otra forma transmisora y nociva. 
g) La suspensión de trabajos o servicios. 
h) La suspensión de mensajes publicitarios en materia de salud. 
i) La emisión de mensajes publicitarios que advierta peligros de daños a la salud. 
j) El aseguramiento y destrucción de objetos, productos o sustancias. 
k) La desocupación o desalojo de casas, edificios, establecimientos y, en 

general, de cualquier predio. 
1) La prohibición de ac tos de uso, y 
m) Las demás de índole sanitaria que detenninen las autoridades sanitarias 

competentes, que puedan evitar que se causen o confmnen causando riesgos 
o daños a la salud. 

Finalmente, la Ley General de Salud comparativamente con la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, no señala ni para el procedimiento de verificación 
ni para el de muestreo ningún término para que los inspeccionados comparezcan a los 
mismos ofreciendo pruebas y manifestando lo que a su derecho convenga con relación 
a los hechos u omisiones asentados en las respectivas actas de inspección . 
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3.9. Ley de caza 

La Ley de Caza fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de enero de 
1952 y tiene por objeto orientar y garantizar la conservación, restauración y 
fomento de la fauna silvestre que subsiste libremente en el territorio nacional , 
regulando su aprovechamiento. La fauna silvestre está constituída por los animales 
que viven libremente y fuera del control del hombre. También se consideran silvestres, 
para los efectos de esta ley. los domésticos que por abandono se tornen salvajes y por 
ello sean susceptibles de captura y apropiación por los medios autorizados en este 
ordenamiento y su reglamento. 

Esta ley no contiene ningún procedimiento de inspección y vigilancia. solo establece 
prohibiciones y cuando éstas son violadas se pueden imponer multas que van de N$O.I O 
a N$ 10.00 Y la confiscación de los productos y equipos, señalando como autoridad 
sancionadora a los Delegados Forestales y de Caza en cada entidad federativa y siendo 
susceptibles de revisión por la Secretaria de Agricultura. 

Tratándose de delitos, los Delegados o la Secretaría, harán la consignación al Ministerio 
Público Federal de la jurisdicción territorial que corresponda. 

4. MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN CONTRA DELA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE 

CONCLUYE EL PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA 

Los inspeccionados podrán recurrir las resoluciones administrativas que dicte la 
Procuraduría Fed~ral de Protección al Ambiente a través de la interposición del 
Recurso de Inconformidad, del Juicio de Nulidad y del Juicio de Amparo, como se 
verá en el artículo siguiente del presente volumen. 
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INTRODUCCiÓN 

El Constituyente de Querétaro perfiló un modelo de economía mixta que reconoce la 
coexistencia en la gestión económica de los particulares y del Estado. A partir de este 
proyecto la rectoría del Estado mexicano se ha venido fortaleciendo en diversos 
campos del acontecer económico y sociaJ , siempre con el propósito de proteger los 
intereses colectivos en un marco de respeto a las libertades fundamentales de los gober­
nados. 

En la Carta fundament al se confiere al Estado la atribución de imponer en todo 
momento a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, por 
lo que el Constituyente concibió a la propiedad como función social y no como un 
derecho absoluto. Sin embargo, la actividad estatal no puede ser arbitraria, si no 
que la propia Constitución la c ircunscribe a ciertos límites. Esto es, en e l texto 
constitucional se incorporan normas que tienen como fin proteger la esfera indivi­
dual de los particul ares frente a la actuación del Estado; reconociéndose un 
conj unto de derechos fund amentales de los particulares que se traducen en dere­
chos públ icos subjetivos que se complementan con un sistema de garantías para 
hacer efecti va su defensa. 

En esta coexistencia del Estado y de los gobernados. el ordenamiento j urídico 
confiere al primero competencias y a los segundos derechos y garantías. La 
ac tuación del Es tado siempre debe de estar sustentada en una norma; ante esa 
ac tuación los derechos públicos subjetivos confieren a los particulares la facultad 
de ex igencia al Estado de un hacer, un no hacer. Estos derechos de los particulares 
están protegidos por un sistema de defensas que pueden ser administrativas o 
jurisdiccionales; al análisis de éstas nos avocaremos, delimitándolas al campo 
ambiental. 
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l . EL GOBERNADO FRENTE A LA ACTUACiÓN DE LAS AUTORIDADES AMBIENTALES 

La actuación de los órganos públicos se encuentra subordinada a la ley. La función 
pública se rige por el principio genera) que reza "Las autoridades s610 pueden hacer 
lo que la ley les permite"'. 

Lo anterior se traduce en un derecho de los particulares para que los actos de la 
autoridad se sujeten a la ley y cumplan con los requisitos y formalidades que el 
ordenamiento jurídico establece. Por ello, el principio de legalidad es la base del Estado 
de derecho, que da seguridad jurídica a los particulares y certidumbre en la actuación 
pública. 

La garant ía de legalidad conjuntamente con la de audiencia, consagradas en los 
artículos 16 y 14 constitucionales. respectivamente, representan los instrumentos por 
excelencia con que cuenta el particular para la protección de sus derechos públicos 
subjetivos tutelados por el ordenamiento jurídico. 

1.1. La inspección ambiental y el artículo 16 constitucional: competencia, 
fundamentación y motivación 

El art ículo 16 Const itucional consagra la obligación de toda autoridad de ajustar sus 
actuaciones a las disposiciones legales aplicables: en panicular, dispone los principios 
a los que se debe sujetar la autoridad en toda visita domiciliaria. 

El artículo 16 Constitucional en la parte que nos interesa expresa: 

"Nadie puede ser molestado en su persona. fami lia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en vi rtud de mandamiento escrito de la autoridad competen­
te , que fu nde y motive la causa legal del procedimiento. 
En toda orden de cateo, que s6lo la autoridad j udicial podrá expedir, y que 
será escrita, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse. la persona o 
personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que 
únicamente debe lim itarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta 
ci rcunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del 
lugar cateado o, en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la 
diligencia. 
La autOridad administrati va podrá practicar visi tas domiciliarias únicamente 
para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de 
policfa; y ex igir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 
comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose, en estos 
casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescri tas para los cateos." 

I Jurisprudencia ; Ápendice 1975. 8a. Parte, Pleno y Salas. Tesis 46. p 80 
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Este precepto constitucional es el que imparte mayor protección a cualquier persona 
visitada por la autoridad respecto de cualquier acto de molestia; en él, los bienes 
jurídicos tutelados son: la persona, la familia, el domicilio y las posesiones o derechos, 
en los cuales nadie puede ser molestado en su disfrute y goce sino mediante los 
requisitos que el propio precepto establece. 

También dispone que todo acto de molestia debe ser emitido por la autoridad 
competente y estar fundado y motivado. Por competencia entendemos la órbita de 
atribuciones que una autoridad tiene otorgadas por la ley. de tal manera que si no hay 
norma expresa que faculte a la autoridad a realizar un acto de molestia éste no podrá 
efectuarse. La competencia implica la legitimación de la autoridad en la emisión del 
acto de molestia. Esto ha sido interpretado así por la jurisprudencia: 

·'COMPE1ENCIA. FUNDAMENT ACION DE LA.- El artfculo 16 Constitu­
cional establece, en su primera parte, lo siguiente: .... Nadie puede ser molestado 
en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de un 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento' .. •. El artículo 14 de la propia Constitución preceptúa, en 
el segundo párrafo. que: ""nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de 
sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 
Tribunales previamente establecidos. en que se cumplan las formalidades esen­
ciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho"". Ahora bien, haciendo una interpretación conjunta y armónica de las 
garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los 
preceptos transcritos, en lo conducente, se advierte que los actos de molestia y 
privación requieren, para ser legales, entre otros requisitos, e imprescindiblemen­
te, que sean emitidos por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades 
esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad 
necesariamente debe emitirse por quien para ello esté legitimado, expresándose, 
como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que la autoridad 
respectiva 10 suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal 
legitimación, pues de lo contrario se dejaría al afectado en estado de indefensión, 
ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el 
carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de 
examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito compenten­
cial respectivo. y si éste es o no conforme a la ley, para que en su caso, esté en 
aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde 
la autoridad para emitirlo en el carácter con que lo haga, pues bien puede 
acontecer que con su actuación no se adecue exactamente en la norma, acuerdo 
o decreto que invoque, o que éstos se hayen en contradicción con la ley secundaria o 

con la ley fundamental." 



Medios de defensa de los particulares... • 431 

Informe de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Año de 1982. Segunda 
Parte. Segunda Sala, Pág. 94. 

Como se puede observar, para que un acto de autoridad tenga eficacia jurídica se 
requiere que sea emitido por autoridad competente, es decir, por la autoridad a quien 
el ordenamiento jurídico leg it ime para realizar un determinado acto de molestia y en 
todo caso, ese acto debe de observar las formalidades esenciales del procedimiento 
señalando y precisando el carácter con que la autoridad ac túa. 

Por su parte. la fundamentación significa que los actos que originen la molestia, 
deben sustentarse en una disposición normativa general y abstracta, es decir, en una 
norma que prevea situac iones futuras inciertas que puedan actuali zarse en un acto de 
autoridad. A l actualizarse el ac to de autoridad debe precisarse la nonnajurídica en la 
cual se sustenta y se justi fica dicho acto. Además, la autoridad debe señalar la ley, el 
decreto o acuerdo en que se apoya. No basta que exista una norma que faculte a la 
autoridad para realizar un acto de molestia, sino que para cumplir con el mandato 
constitucional de fundamentación, se requiere que la autoridad cite con precisión la 
nonna o normas en que sustenta su actuación. 

La obligación de fu ndamentación tiene por objeto dar oportun idad a quien sufre el 
acto de molestia de alegar lo que a su derecho convenga y atacar los actos que no se 
adecuen a las normas que la propia autoridad cita al emitir su acto. 

Al rp.specto. la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado las sigu ientes 
tesis de jurisprudencia: 

"FUNDAMENTACION DE ACTOS DE AUTORIDAD.- Cuando el artícu­
lo 16 de nuestra Ley Suprema previene que nadie puede ser molestado en su 
persona. sino en virtud de mandamiento escri to de la autoridad competente 
que funde y motive la causa legal de) procedimiento. está exigiendo a las 
autoridades, no que simplemente se apeguen, según su cri terio personal 
íntimo, a una ley, sin que se conozca de que ley se trata y los preceptos de 
ella que sirven de apoyo al mandamiento relativo de las propias autoridades, 
pues esto ni remotamente constituiría garantía para el particular; por el 
contrario, lo que dicho artículo les está exigiendo es que citen la ley y los 
preceptos de ella en que se apoyen, ya que se trata de que j ustifiquen 
legalmente sus proveídos haciendo ver que no son arbitrarios. Forma de 
justificación tanto más necesaria cuanto que, dentro de nuestro régimen 
constitucional, las autoridades no tienen más facultades que las que expresa­
mente la ley les atribuye." 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 
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Vol. XXVI, Pág. 13, A.R. 1259/59. OClavio Ramos E. y Coags. Unanimidad 
de 4 votos. Séptima Epoca, Tercera Parte, Vol. 80, Pág. 35, R.F. 45n4. 
Inmobi liaria Sonorense, S.A. y otro. 5 votos. 

"FUNDAMENTACION y MOTIV ACION.- De acuerdo con el artículo I § 
de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y 
suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha 
de ex.presarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y por el 
segundo, que también debe señalarse, con precisión. las circunstancias espe­
ciales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 
consideraci6n para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables. es decir que 
en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas." 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 

Vol. CXXXIl, Pág. 49, A.R. 8280/67. Augusto Vallejo Olivo. 5 votos. 
Séptima Epoca, Tercera Parte: 
Vol. 14, Pág. 37, A.R. 3713/69. Elías Chahín. 5 votos. Vol. 28, Pág. 111. 
A.R. 4115/68. Emeterio Rodríguez Romero y Coags. 5 votos. 
Vols. 97- 102, Pág. 61 , A.R. 2478n5. Ma. del Socorro Castrejón C. y otros. 
(acumulado). Unanimidad de4 votos. Vols. 97- 102, Pág. 6 1, A.R. 5724n6. 
Ramiro Tarango R. y otros. 5 votos. 

Por su parte, la motivación implica que, existiendo una norma jurídica, los casos o 
situaciones concretas del acto de molestia, deben encuadrarse en la disposición legal 
en que se funda; el concepto de motivación empleado en el artículo 16 Constitucional 
indica que las circunstancias y modalidades del caso particular se subsuman en la norma 
general correspondiente establecida por la ley. Por consiguiente, motivar legalmente un 
acto implica la necesaria adecuación que debe hacer la autoridad entre el precepto general 
y abstracto en que se funda el acto de molestia y el caso específico de hecho, en el que 
dicho acto va a operar o surtir sus efectos. En otras palabras, la motivación significa 
que la actuación de la autoridad debe circunscribirse a un silogismo jurídico en el que 
se tienen como premisa mayor a la norma abstracta y como premisa menor a los hechos 
o conductas concretas y. una conclusión jurídica que determina una infracción y una 
sanción. En relación a esto. la jurisprudencia ha sustentado que la motivación exige a 
la autoridad adecuar los casos concretos a la hipótesis legal abstracta. La autoridad 
tiene la obligación de precisar las circunstancias especiales. las razones particulares o 
causas inmediatas que haya considerado para emitir un determinado acto de molestia. 

La jurisprudencia. también ha señalado lo siguiente: 
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"MOTIV ACION, CONCEPTO DE.- La motivación exigida por el artículo 
16 Constitucional consiste en el razonamiento, contenido en el texto mismo 
del acto autoritario de molestia, según el cual quien lo emite llega a la conclusión 
de que el acto concreto al cual se dirige se ajusta exactamente a las prevenciones 
de detenninados preceptos legales. Es decir, motivar un acto es externar las 
consideraciones relativas a las circunstancias de hecho que se fonnula la autori­
dad para establecer la adecuación del caso concreto a la hipótesis legaL" 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 
Vol. LXXVI, Pág. 44, A.R. 4862/59. Pfizer de México, S.A. 5 votos. 

Séptima Epoca, Tercera Parte : 
Vols. 127-132, pág. 59. A.R. 766n9. Comisariado Ejidal del poblado Emi­
liana Zapata, Municipio de la Huerta, Jalisco. Unanimidad de 4 votos. 
Vols. 133- 138, Pág. 73. A.R. 3459n8. Lorenzo Ponce de León Sotomayor y 
otros (acumulados). Unanimidad de 4 votos. 
Vols. 151 -156, Pág. 133. R.F. 6181. Armando's Beach Club. S.A . Unanimi­
dad de 4 votos. 
Vols. 151-156, Pág. 133, AD. 1278/80. Constructora Hza, S.A. Unanimidad 
de 4 votos. 

En este orden de ideas, la mención de los motivos debe fonnularse precisamente en un 
mandamiento escrito a que alude el artículo 16 constitucional, con el objeto de que el 
afectado pueda conocerlos, pues de no ser así se violaría en su perjuicio la garantía de 
legalidad y seguridad jurídica que señala el citado precepto de nuestra ley fundamental. 

Por lo anterionnente expuesto, podemos resumir que tratándose de las visitas 
domiciliarias de inspección y vigilancia en materia ecológica, las autoridades deberán 
cumplir con los requis itos de competencia, fundamentación y motivación, tomando 
en cuenta que estas visitas representan un caso de excepción al principio de la 
inviolabilidad del domicilio y tienen por objeto vigilar el cumplimiento de la nonna­
tividad ambiental. 

Por otra parte, el artículo 16 Constitucional dispone que las visitas deben sujetarse 
a las leyes resper;tivas, en el caso que nos ocupa, será principalmente la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

1.2. Requisitos de la inspección ambier.tal contemplados en el artículo 16 
constitucional 

Además de los requisitos de competencia. fundamentación y motivación que debe de 
observar todo acto de autoridad, el artículo 16 constitucional establece otras fonnali­
dades que la autoridad debe cumplir en la realización de toda visita domiciliaria. Estos 
requisitos son: 
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a). Form ular orden de inspección por escrito. En materia ambiental, este escrito se 
denomina oficio u orden comisión. 

La orden de inspección ambiental expresará como mínimo: 

i . El lugar que ha de inspeccionarse. Los espacios domiciliarios ha inspeccio­
nar deberán quedar delimitados en la orden de inspección, es decir, señalar 
el local , instalación industrial o área que comprenderá la visita o las fuentes 
contaminantes que se verificarán, evitando con ello dejar al libre arbitrio de 
los visitadores el alcance de la inspección. 
ii. El nombre de la persona que haya de inspeccionarse. Esta persona puede 
ser física o moral , de derecho privado o público. 
¡ii. El objeto de la inspección. Debe señalarse el fin que se persigue con la 
visita, precisándose los rubros que han de verificarse, ya sea en materia de 
emisiones atmosféricas, ruidos, residuos peligrosos, etc. 

b). Limitar la diligencia a lo indicado en la orden de inspección ambiental. Con ello 
se evita que se realicen actos de molestia injustificadamente o arbitrarios. 
c). Levantar acta circunstanciada. Esta acta es el documento que consigna todas las 
actuaciones de la visita, en especial, los hechos y omisiones observados a lo largo de 
la diligencia de inspección que se presumen violatorios a la normatividad ambiental. 
d). Designar dos testigos. Estos testigos tienen la finalidad de dar transparencia a la 
diligencia; en principio son propuestos por la persona visitada y ante su ausencia o 
negativa a designarlos, la autoridad tiene facultad de hacerlo. 
e). Sujetar su actuación a las formalidades previstas por la ley , es decir, las contem­
pladas en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Corrobora lo anteriormente manifestado, la siguiente tesis de jurisprudencia: 

"VISITA DOMICILIARIA, ORDEN DE. REQUISITOS QUE DEBEN 
SATISFACER.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 Consti­
tucionalla orden de visita domiciliaria expedida por autoridad administrativa 
debe satisfacer los siguientes requ isitos.- l . Constar en mandamiento escrito; 
2. Ser emitida por autoridad competente; 3. Expresar el nombre de la persona 
respecto de la cual se ordena la visita y el lugar que debe inspeccionarse; 4. 
El objeto que persiga la visita; y 5 . Llenar los demás requisitos que fijan las 
leyes de la materia. No es óbice a lo anterior, lo manifestado en el sentido de 
que las formalidades que el precepto constitucional de mérito establece se 
refieren únicamente a las órdenes de visita expedidas para verificar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscaJes pero no para las emitidas por la 
autoridad administrativa, ya que en la parte final del párrafo segundo de dicho 
artículo se establece en plural, "" ... sujetándose en estos casos a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos"" y evidentemente 
se está refiriendo tanto a las órdenes de visitas administrativas en lo general, 
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y no sólo a las específicamente fiscales, pues, de no ser así, la expresión se 
habría producido en singular." 

Séptima Epoca, Tercera Parte: 
Vols. 193-188, R.F. 37/84. Regalos Encanto, S.A. Unanimidad de 4 votos. 
Vols. 193- 198, R.F. 76/84. Juan Ley Zazueta. Unanimidad de 4 votos. Vols. 
193-198, R.F. 65/83. Leopoldo González Orejas. Unanimidad de 4 votos. 
Vols. 193-198, R.F. 29/84. Pedro Espina Cruz. 5 votos. Vols. 193-198, R.F. 
18/84. K. Jorge Matuk Rady. Unanimidad de 4 votos. 

Cabe señalar que los requisitos antes mencionados se exiguen en principio para las 
órdenes de cateo en materia penal. Sin embargo, el mismo artículo 16 constitucional 
dispone que en las visitas domiciliarias que realicen las autoridades administrativas 
deben observarse las formalidades que el propio precepto establece para los cateos; 
luego entonces todo lo que se refiere al mandamiento por escrito, a la expresión del 
lugar a inspeccionarse, a la indicación de la persona que haya de aprehenderse, a la 
precisión de los objetos que se buscan, al alcance de la diligencia, al levantamiento de 
acta circunstanciada ya la designación de testigos que la Constitución exige para que 
la autoridad pueda realizar cateos, también son requisitos que toda autoridad adminis­
trativa debe de observar cuando efectúe visitas domiciliarias. 

Por otra parte, parecería ser que en el artículo 16 constitucional sólo se faculta para 
realizar visitas domiciliarias a las autoridades administrativas que tengan competencia 
para aplicar los reglamentos sanitarios y de policía o bien sólo a las autoridades fiscales 
para verificar que se cumplan con las obligaciones fiscales, sin embargo, ello no es 
así. En efecto, la última de las jurisprudencias transcritas expresa que las formalidades 
que establece el artículo 16 constitucional son aplicables a todas las visitas domicilia­
rias que realice cualquier autoridad administrativa, las cuales deberán de observar, 
además, las formalidades que dispongan las leyes respectivas, tal es el caso de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

1.3. La inspección ambiental y el artículo 14 constitucional 

Por lo que se refiere a la garantía de audiencia, la Constitución en su artículo 14 exige 
que para poder privar a una persona de sus derechos, sean éstos personales o patrimo­
niales , deberá seguirse en su contra un juicio o procedimiento determinado, en donde 
tenga la posibilidad de defenderse respecto de los actos de molestia que en su contra 
se enderecen. Entendemos a la defensa como la facultad que tiene una persona de alegar 
en su favor, así como ofrecer o rendir pruebas que comprueben sus argumentos2. 

2 Ver Burgoa.lgnacio. Las KartultílL~ individualt!.f. Ed. Porrúa, I 989.p. 498-578 Y 583-628. 
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La jurisprudencia ha establecido que para que se tenga por satisfecha la garantía de 
audiencia debe darse a los gobernados la oportunidad de ser o ído en su defensa antes 
de que se emita la resolución que lo afecte. 

"AUDIENCIA. GARANTIA DE. RE,QUISITOS QUE DEBEN CONTE­
NER LAS LEYES PROCESALES EN RESPETO A LA .- De acuerdo con 
el espíritu que anima el artícu lo 14 Constitucional, a fin de que la ley que 
establece un procedimiento administrativo. satisfaga la garantía de aud iencia, 
debe darse oportunidad a los afectados para que sean oídos e n defensa. antes 
de ser privados de sus propiedades. posesiones o derechos, con la única 
condición de que se respeten las formalid ades esenciales de todo procedi ­
miento. Este debe contener ''' 'etapas procesales"", las que pueden reducirse 
a cuatro: una etapa primaria, en la cual se entere al afectado sobre la materia 
que verse el propio procedimiento, que se traduce siempre en un acto de 
notificación. que tiene por finalidad que conozca de la existencia del proce­
dimiento mismo y dejarlo en aptitud de preparar su defensa; una segunda, 
que es la relati va a la dilación probator ia, en que pueda aportar los medios 
convicti vos que estime pertinentes; la subsecuente es la relativa a los alegatos 
en que se dé la oportunidad de exponer las razones y consideraciones legales 
correspondientes. y por último, debe dictarse resolución que decida sobre el 
asunto," 

Vols. 11 5- 120. Pág. 15 . A.R. 849n8. Osear Fernández Garza. unanimidad 
de 18 votos, 
Visib le en la Primera Parte, Séptima Epoca, 

En el procedimiento de inspección en materia ambiental y con el objeto de respetar la 
garantía de audiencia del sujeto pasivo, la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente. establece en su artículo 164 que al término de la inspección 
se dará oportunidad a la persona con la que se entendió la diligencia para manifestar 
lo que a su derecho convenga. en relac ión con los hechos asentados en el acta. 

La autoridad ambiental está obl igada a conferir el uso de la palabra a la persona 
inspeccionada al concluir la d iligencia y antes del cierre del ac ta ci rcunstanciada; 
también está obl igada a asentar en el acta correspondiente lo expresado por el 
inspecc ionado siempre que sea con relac ión a los hechos u omisiones quese le imputan 
y que se mencionan en la propia acta; si el inspeccionado no desea hacer uso de la 
palabra, dicha circunstancia deberá mencionarse en el acta. En este precepto, el 
legislador hizo un intento por dar al inspeccionado la oportunidad de manifestar lo que 
a su derecho conviniese. Sin embargo, la garant ía de audiencia en ese momento 
procedimental está limitada en tanto que el particular no puede ofrecer todo tipo de 
pruebas, ni la autoridad está en condiciones de desahogar las que se ofreciesen, en 
vi rtud de que la diligencia tiene que concluir y cerrarse el acta, 
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En mayor plenitud de la garantía de audiencia, en el artículo 167 de la ley antes 
citada se establece que: 

"ART. 167.- Recibida el acta de inspección por la autoridad ordenadora. 
requerirá al interesado, mediante notificación personal o por correo certifi­
cado con acuse de recibo, para que adopte de inmediato las medidas correc­
tivas de urgente aplicación, fundando y motivando el requerimiento y para 
que. dentro del término de diez días hábiles a partir de que surta efectos dicha 
notificación. manifieste por escrito lo que a su derecho convenga, en relación 
con el acta de inspección, y ofrezca pruebas en relación con los hechos u 
omisiones que en la misma se asienten." 

Con este precepto se tutela el derecho de las personas que son objeto de una vis ita 
ambiental para ser oídas y vencidas en el procedimiento administrativo correspondiente. 

El procedimiento de inspección y vigilancia en materia ambiental debe ajustarse a 
las fonnalidades señaladas. De no ser así las personas que son lesionadas disponen de 
distintos medios de defensa para atacar e impugnar los actos viciados, medios que 
tienen por objeto restablecer el orden jurídico violado, siempre que el interesado 
demuestre que se le ha afectado ilegalmente. Cabe señalar que los actos de la autoridad 
gozan de la presunción de legalidad, por lo que los inspeccionados que se consideren 
lesiona10s como consecuencia de una visita de inspección deben probar la ilegalidad 
de la misma. Esta afirmación se desprende de una aplicación por analogía de los 
criterios del Tribunal Fiscal de la Federación. 

"PRESUNCION DE VALIDEZ DE LOS ACTOS Y RESOLUCION DE LA 
AUTORIDAD FISCAL.- En los términos de lo dispuesto por los artículos 
89 y 220 del Código Fiscal de la Federación se presumen válidos los actos y 
resoluciones de las autoridades fiscales no impugnados de manera expresa 
en la demanda, o aquellos respecto de los cuales, aunque impugnados. no se 
allegaren de elementos de pruebas bastantes para acreditar su ilegalidad." 

Revisión No. 375n8. Resuelta en Sesión del 22 de abril de 1981 , R.T.F.F. 
AñoIV,Nms.16- 17,enero-mayode 1981. 

"PRESUNCION DE VALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO.- ... Está 
fundado en las consideraciones de orden general de que las autoridades adminis­
trativas dictan ordinariamente sus resoluciones imparcialmente y después de 
haber instruido su expediente en el que se allegan las pruebas necesarias. En 
consecuencia, tal presunción sólo existe cuando aparece que la aUlOridad ha 
emitido su resolución, teniendo indicios suficientes para fundarla ." 
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Tribunal Fiscal de la Federación, Año IV, Nms. 37-48, enero-diciembre de 
1940, Pág. 80. 

Entonces, si la persona inspeccionada no impugna los actos de la autoridad ambiental 
se entienden como consentidos y legales o aunque los impugne, si no demuestra que 
son ilegales, se presumen válidos. 

En materia ambiental, las personas inspeccionadas disponen de los siguientes 
medios de defensa para impugnar los actos de autoridad que afectan su esfera jurídica: 

• Recurso de inconformidad. 

• Juicio de nulidad 

• Juicio de amparo. 

El primero de estos medios de defensa se interpone ante la propia autoridad que 
em ite el aelO, mientras que los dos últimos se interponen ante un tercero imparcial, 
aunque en el juicio de nulidad ese tercero pertenece a la estructura administrativa del 
propio Ejecutivo Federal. A estos medios haremos referencia a continuación. 

2. EL RECURSO DE INCONFORM IDAD EN LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 

ECOLóGICO Y LA PROTECCiÓN AL AMBIENTE 

Los recursos administrativos tienen por objeto permitir al poder público revisar y 
modificar sus propios actos a petición de los particulares que se ven agraviados con 
una resolución administrativa ilegítima. Por regla general la autoridad está facultada 
para modificar sus propios actos, salvo cuando se confieren derechos a las personas, 
caso en el cual, serán los tribunales quienes declaren nulos esos actos a petición de la 
autoridad que los emitió. Sustenta lo manifestado la tesis de jurisprudencia No. 182 
emitida por el Tribunal Fiscal de la Federación, misma que establece: 

"RESOLUCIONES FAVORABLES. SI SE PRETENDE SU ILEGALI­
DAD, DEBE DEMANDARSE SU NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL 
FISCAL.- La revocación de los actos administrativos no puede hacerse 
cuando se ha creado un derecho en favor de algún particular, ya que en este 
caso, aún cuando el acto adolezca de algún vicio en su formulación, será 
necesario promover juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación para 
demandar la nulificación que se pretenda. No basta para revocar una resolu­
ción favorable que la autoridad lo haga en un procedimiento en el que dé 
ingerencia al interesado, pues el artículo 94 del Código Fiscal de la Federa­
ción de 1967, establecía expresamente que en esos casos debía promoverse 
juicio ante el Tribunal Fiscal." 
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Podemos definir de manera genérica al recurso administrativo como un medio de 
defensa "que tiene el particular afectado para impugnar un acto administrativo an te la 
propia autoridad que la dictó, el superior jerárquico u otro órgano administrativo, para 
que lo revoque, anule o refonne una vez comprobada la ilegalidad o inoportunidad del 
aClo") . También podemos definirlo como" ... todo medio de defensa al alcance de los 
particulares para impugnar ante la Administración Pública, los actos y resoluciones 
por ella dictados en perjuicio de los propios particulares. por violación al ordenamiento 
aplicado o falta de aplicación de las disposiciones debidas'" 

De 10 anterior se deduce que los recursos administrativos los resuelve una 
autoridad administrativa. ya sea la misma que emite el acto que se impugna u otra 
que pertenece a la misma estructura administrativa de la que emite el acto. De 
comprobarse la ilegalidad del acto recurrido, el efecto será su anulación revocación o 
modificación . 

Por ello. a estos medios de defensa se les identifica como recursos dado que 
se plantean en relación a decisiones de órganos públicos y administrativos. 
porque se resuelven ante un órgano de naturaleza admini strativa. En consecuen· 
cia, las resoluciones que se emiten al resolverse son también de naturaleza adminis· 
trativa, a diferencia de los recursos procesales que tienen naturaleza de sentencias. 

En síntesis. mediante los recursos administrativos se contempla la posibilidad de 
que la autoridad revise sus propios actos y en caso de irregularidades, ella misma las 
corrija. Por regla general se requiere agotar este medio de defensa para que se pueda 
acudir a otros, como se verá más adelante. 

Cabe señalar que los recursos administrativos comunmente están destinados a los 
particulares. sin embargo, en algunos casos también se confieren a los órganos 
públicos, en virtud de que también pueden verse afectados en la actuación de otros 
órganos, también de naturaleza pública. Es el caso de las entidades paraestatales, las 
cuales gozan de personalidad y patrimonio propios. 

En la materia que nos ocupa, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en el capítulo V del Título Sexto, establece en seis artículos 
(del 176 al 181) las reglas referentes al recurso de inconformidad, tutelando el derecho 
de las personas inspeccionadas para hacer valer ante la propia autoridad los vicios o 
irregularidades que se hayan cometido durante el procedimiento o al momento de 
dictar la resolución que imputa infracciones, y las sanciona. 

Con la interposición de este recurso la autoridad ambiental tiene la oportunidad de 
revisar sus propias resoluciones y en su caso, reconsiderarlas, revocándolas o modifi­
cándolas. Si bien es cierto. la autoridad en este recurso asume un papel de juez y parte, 
su actuación no debe ser arbitraria, ya que las personas afectadas, disponen de otros 

J Serra Rojas. Andrés. Derecho Adminioftratim. Ed. POrTÚ;l. México. 1979. T.l1. pág. 493. 

4 Calderón Hemández Annienla. Tratado Te(írico Práctico de 10$ Recur.w.f Admillistrarim.f. Ed. 

PorrUn. México 1992. p. 55. 
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medios de defensa, en los que interviene un tercero imparcial que puede revisar a 
petición del interesado lo actuado por la autoridad que resolvió el recurso de incon­
form idad y de comprobarse vicios, el efecto será nulificar los actos de la autoridad que 
resolvió el recurso. 

A continuac ión analizaremos el recurso de inconformidad que regula la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, por considerar que este 
recurso es un medio de defensa administrativo rector en materia ambiental, que 
establece las or ientac iones generales para someter a consideración de las autoridades 
ambientales sus propias resoluciones, y a partir de él otros ordenamientos sectoriales 
establecen nonnas específicas en la regulación de recursos para impugnar resoluciones 
que emitan las autoridades en los distintos campos de la protección ambiental, como 
es el caso de la Ley de Aguas, Ley Forestal , Ley de Pesca, etc. 

2.1. Procedencia del recurso 

Lo primero que debemos plantearnos es lo referente a qué tipo de resoluciones pueden 
ser impugnadas mediante el recurso de inconformidad. El artículo 176 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, dispone que son 
recurribles las resoluciones que se dicten con motivo de la aplicación de dicha ley, sus 
reglamentos y demás disposiciones que de ella emanan. 

Por resoluciones recurribles podríamos entender a aquéllas que ponen fin al procedi­
miento de inspección y vigi lancia, por lo que todos los actos que conllevan a esas 
resoluciones, como por ejemplo la orden de visita (oficio comisión o el acta administrativa), 
son actos preparatorios que en caso de adolecer de alguna irregularidad, el inspeccionado 
la puede hacer valer en el momento procesal que señala el artículo 167 de la misma ley, 
por lo que la autoridad analizará y valorará dicha circunstancia al momento de emitir la 
resolución administrati va que concluye el procedimiento de inspección, inde­
pendientemente de que esos vicios también se pueden hacer valer en el recurso de 
inconformidad que se interponga en contra de esta resolución. 

En relación a lo anterior, cabe señalar lo establecido en el párrafo segundo de la 
fracción II del artículo 114 de la Ley de Amparo, en el sentido de que cuando un acto 
emana de autoridades administrativas y es consecuencia de un "procedimiento seguido 
en forma de juicio, el amparo solo podrá promoverse contra la resolución definitiva 
por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por 
virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los 
derechos que la ley de la materia le concede ... ". Es decir. en un procedimiento 
administrativo el amparo sólo procede contra la resolución definitiva y no contra los 
actos preparatorios que se emiten durante dicho procedimiento. 

Por ello, podemos sustentar que las resoluciones que se pueden impugnar mediante 
el recurso de inconformidad son aquellas que menoscaban la esfera de derechos, de la 
persona física o moral en forma definitiva. 
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Esta interpretación es acorde con el principio de expedités que debe regir en la 
impartición de justicia. Aceptar la procedencia del recurso contra cualquier acto que 
se emita durante el procedimiento implicaría aceptar la proli fe rac ión de este medio de 
defensa y el entorpecimiento para la conclusión de dicho procedim iento. En el recurso 
que se interponga en contra de la resolución administrati va defin itiva la persona 
inspeccionada puede hacer valer todos los vicios que la autoridad hayan cometido 
durante el procedimiento (vicios del oficio comisión o del acta administrati va, por 
ejemplo) y los cometidos al momento de emitir la propia resolución. 

Por lo anterior, los recursos de inconformidad que se interpongan contra actos 
distintos de las resoluciones que concluyan el procedimiento de veri ficación ambiental 
corren e l riesgo de que la autoridad los deseche por no ser resoluciones o actos 
recurribles. Aunque, por otra parte, podría correrse el riesgo de que la autoridad 
considere como consentidos los actos emitidos durante el procedimiento que no se 
hayan recurrido en el término de los 15 días que señala la ley que se analiza. 

Sin embargo. el artículo 176 antes señalado no establece con claridad que tipo de 
resoluciones son recurribles, por lo que también sería posible recurnr no sólo la que 
concluya el procedimiento sino cualquier otra que se emita durante dicho procedimiento. 
Esta interpretación se refuerza si entendemos por resolución cualquier fal lo de la autoridad 
que afecte la esfera juríd ica del inspeccionado y si consideramos lo preceptuado por la 
fracción ID del artículo 178 del mismo ordenamiento que se analiza, en tanto que en dicha 
fracc ión se hace referencia no sólo a la resolución sino a cualquier acto que se recurra. 

Por lo anterior, es recomendable recurrir cualquier acto que se emita dentro del 
procedimiento; pero como la Ley no dispone que estos recursos sean de previo y 
especial pronunciamiento, entonces la autoridad puede concl uír el procedimiento de 
inspección emitiendo resolución definitiva sin que haya resuelto dichos recursos, caso 
en el cual se estaría ante un cambio de situación jurídica. en virtud de que esos recursos 
ya no podrían resolverse porque afectarían la resolución definiti va. 

2.2. Término para interponer el recurso 

El térmi no para la interposición del recurso es de 15 días hábiles siguientes a la fecha 
de notificación de la resolución que se recurre. (ar1.1 76 LGEEPA). Entendemos que 
el cómputo de este térm ino debe de iniciarse precisamente al día hábil siguiente de 
aquel en que surta efectos dicha notificación. Esto es, como la Ley especial que se 
analiza no dice cuando SUl1e efectos la notificación, entonces debe aplicarse la 
supletor iedad de los art ículos 32 \ y 284 del Código Federal de Procedimientos 
C ivi les, en el sent ido de que el térm ino empezará a transcurri r al día siguiente del en 
que surta efectos la notificac ión5 . 

• 5 En los procedimientos administrativos rige la aplicación supletoria del Código Federal de Procedi­
miemos Civiles, según lo establece la tesis jurisprudencial visible en la Pri mera Parte de la Sexta Epoca. 
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Por otra parte, para determinar si un día es o no hábil debemos recurrir a lo que 
disponen los artículos 28 l Y 286 del C6digo Federal de Procedimientos Civiles, toda 
vez que la ley de la materia no contempla disposición expresa al respecto. De estos 
preceptos aplicables por supletoriedad en el recurso de inconformidad se desprende 
que son días hábiles todos los días del año, menos los sábados y domingos, así como 
aquellos que la ley declare festivos o los días en que de hecho no se labore en la 
dependencia que conoce del recurso. 

Si el recurso se interpone fuera del término señalado, procederá el desechamiento 
por extemporáneo, por lo que la resolución se entenderá consentida y quedará firme. 

2,3, Obligatoriedad para interponer el recurso 

El artículo 176 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
dispone que las personas interesadas "podrán" recurrir las resoluciones que se dicten 
con motivo de la aplicación de la normatividad ambiental. 

En principio parecería ser que el verbo "podrán" significa que la interposición del 
recurso es opcional para las personas interesadas, sin embargo. habría que determinar 
si es obligación o no agotarlo antes de acudir al juicio de anulación o al juicio de 
amparo. De conformidad con el Código Fiscal de la Federación (art. 202, VI), las 
personas inspeccionadas deben agotar los recursos de inconformidad antes de acudir 
al juicio de nulidad, salvo cuando la interposición de esos recursos es opcional según 
la ley que regula el acto impugnado. En este sentido, la Ley General de Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente al establecer que las resoluciones ambientales 
"podrán" recurrirse, en una primera interpretación entendemos que quiere decir que 
el interesado puede o no recurrirlas bajo su propio riesgo, de tal manera que si no las 
recurre ya no podrá impugnarlas posteriormente mediante el juicio de nulidad. Enton­
ces, como la ley no estable de manera expresa esa opcionalidad, podríamos deducir 
que la interposición del recurso de inconformidad si es obligatoria antes de acudir el 
juicio de nulidad. 

Corrobora lo antes señalado la siguiente jurisprudencia: 

"RECURSO DE REVOCACION PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS.- OPCIO­
NALIDAD DE SU INTERPOSICION.- De conformidad con lo dispuesto 

Vals. LXVIII, pág. 17. A.R. 1509/59. que alalelra dice "SUPLETQRIEDAD DE LAS LEYES PROCE­
SA LES. PRINCIPIOS QUE LAS RIGEN .- La aplicación de las leyes suplelOria .. sólo tienen lugar en 
aquellas cuestiones procesales que. comprendidas en la ley que suplen. se encuentran carentes de reglamen­
tación o deficientemente reglamentadas" . Es decir. en el procedimiento que implica la sustanciación del 
recurso de inconformidad en materia ambiental. si la ley especial es omisa en algunos a .. pectos de dicho 
procedimiento. como por ejemplo, términos. notificaciones. pruebas. etc .• entonces se aplicará en lo 
conducente lo establecido por el citado Código adjetivo. 
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por los artículos 70 y 7 l de la Ley en cita, las resoluciones emitidas por el 
superior jerárquico del servidor público que im pongan sanciones administra­
tivas. podrán ser impugnadas por éste, mediante recurso de revocación ante 
la propia autoridad o a través del juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de 
la Federación, ya que la connotación de la palabra "podrán" utilizada en el 
mencionado artículo 7 1, debe ser considerada como la facultad o poder o 
posibilidad del sujeto para hacer o dejar de hacer alguna cosa, es decir, dicha 
acepción lleva implícita la noción de opcionalidad; en consecuencia no 
procede decretar el sobreseimiento del juicio por no haberse agotado el 
recurso de referencia, en virtud de no actualizarse el supuesto jurídico de 
improcedencia prev isto en el artículo 202. fracci ón VI, del Código Fiscal de 
la Federación. 

Contradicción de precedentes No. 6190.· Juicio 6696/89 y 72 14/88.- Resuelta 
en sesión de 25 de septiembre de 1990. 
R.T.F.F. tercera Epoca, Año llI , No. 33, Septiembre 1990." 

250.' PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. NECESIDAD DE AGOTAR EL 
RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN LA LEY FEDERAL 
DE LA REFORMA AGRARIA, PREVIAMENTE A LA INTERPOSICION 
DEL JUICIO DE AMPARO, EN TRATANDOSE DE LAS RESOLUCIO­
NES DE LA COM ISION AGRARIA MIXTA , DICTADA EN PROCEDI­
MIENTOS DE PRIVACION DE DERECHOS INDIVIDUALES A UN 
ElIDA TARIO O DE NUEVAS ADJUDlCACIONES .- En efecto, el artículo 
432 de la Ley Federal de la Reforma Agraria, señala que las resoluciones de 
la Comisión Agraria Mixta, son recurribles mediante el recurso de inconfor­
midad, al establecer dicho numeral, que en el caso, con la resolución de la 
propia Comisión, la parte directamente interesada podrá en un término de 
treinta días. computados a partir de su publicación, recurrida por el escrito 
ante el Cuerpo Consulti vo Agrario, lo que en principio pudiera dar idea de 
que es potestativo interponer el recurso de inconformidad o el j uicio de 
amparo, sin embargo se estima de una sana interpretación del artículo en 
comento. que si bien es cierto en su primer párrafo dice: "podrá" interponer 
el recurso de inconformidad en un término de treinta días también lo es que 
si no lo hace en dicho término quedará firme la resolución de la Comisión 
Agraria Mixta, y el hecho de qUf': diga "podrá", ello no establece que cuando 
exista una inconformidad , la quejosa no está obligada a agotar el recurso, sino 
por el contrario debe cumplir con el principio de definitividad. 

Amparo en revisión 456186, Lázara Ayala Al varado. 13 de agosto de 1987. 
Unanimidad de votos ponente Fernando A . Y . Valdes, Secretario: Marco 
Antonio Arredondo Elías. 
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Sin embargo, el artículo 202 en su fracción VI del Código Fiscal de la Federación no 
menciona que la opcionalidad del recurso deba establecerse de manera expresa, como 
si exigía el Código Fiscal derogado, por lo que también podría interpretarse que se 
puede acudir directamente al juicio de nulidad sin que sea necesario agotar el recurso 
de inconformidad, toda vez que el "podrá" que dispone el artículo 176 de la LGEEPA 

implica opcionalidad. , 
Cabe señalar que las Salas del Tribunal Fiscal de la Federación han estado resolviendo 
en los dos sentidos mencionados. Esto es, en algunos casos admiten la demanda no 
obstante que el actor no agota el recurso de inconformidad. en otros casos, la declaran 
improcedente, precisamente porque no se agota el principio de definitividad. Quienes 
definirán esta cuestión serán los Tribunales Colegiados. sin embargo, entre estos 
Tribunales también puede haber interpretaciónes contradictorias. por lo que es reco~ 

mendable agotar el recurso de inconformidad antes de acudir al juico de nulidad. 
Por otra parte, para que pueda acudirse al juicio de amparo, de acuerdo con el artículo 

73, XV de la Ley de Amparo también es obligatorio agotar el recurso de inconformidad 
y el juicio de nulidad, salvo que se trate de amparo contra leyes o de violaciones directas 
a la Constitución o cuando el acto impugnado carezca de fundamentación, como se 
verá posterionnente. 

2.4. Autoridad competente para resolver el recurso 

El recurso de inconfonn idad se interpone ante el titular de la unidad administrativa 
que haya dictado la resolución recurrida, ya sea personalmente o por correo certificado 
con acuse de recibo, en este último caso se tendrá comó fecha de presentación la del 
día en que el escr ito correspondiente se haya depositado en el servicio postal mexicano. 
(art . l77 LGEEPA). 

Por lo anterior, primero debemos de identificar cuales son las autoridades que 
emiten las resoluciones recurribles, para detenninar ante quien se interpone el recurso, 
y después ubicar cual es la autoridad competente para resolverlo. La Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública Federal, el Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de junio de 1992 y el Acuerdo que 
regula la organización y funcionamiento interno del Instituto NacionaJ de Ecología y de 
la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de julio de 1992, nos ayudan a dilucidar estas cuestiones. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente dispone que 
corresponde a la Secretaría de Desarrollo Social aplicar, en la esfera de su competencia, 
dicha ley, sus reglamentos y las nonnas técnicas que la propia Secretaría expida y 
vigi lar su observancia (art. 80. fracción 11). Por su parte la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal dispone como facultad de la Secretarfa de Desarrollo 
Social vigilar en coordinación con las autoridades federales, estatales y municipales, 
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cuando no corresponda a otra dependencia, el incumplimiento de las normas para la 
protección, defensa y restauración del ambiente (art . 32, fracc. XXVII) . 

De lo anterior se deduce que por regla general , en el ámbito federal , corresponde a 
la Secretaría de Desarrollo Social inspeccionar el cumplimiento de la legislación 
ambiental y emitir las sanciones admin istrativas que correspondan, siempre que esa 
fac ultad no es té conferid a de manera ex presa a ot ra dependencia. La propia 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. asr como la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal y las leyes sectoriales en materia 
ambiental (Ley de Aguas Nacionales. Ley Forestal , Ley de Pesca, etc.) establecen en 
que casos o materias la inspección y vigilancia es competencia de otras dependencias. 

Al interior de la Secretaría de Desarrollo Social corresponde a la Procuraduría 
Federal de Protección al Ambiente inspeccionar e imponer las sanciones competencia 
de la propia Secretaría (art. 38, fracc . X y XI R.1. de SEDESOL). 

Entonces, la autoridad que puede emitir la resolución ambiental recurrible al interior 
de la SEDESOL es el Procurador Federal de Protección al Ambiente (arl. 38 fracciones 
X y XI del Reglamento Interno de la SEDESOL); y al interior de la Procuraduría, 
quienes emiten estas resoluciones son el Jefe de la Unidad de Verificación (art. 27 
fracción III del Acuerdo citado) y los Delegados de la propia PROFEPA en cada una 
de las entidades federativas (arts. 3 1 fracción V y 32 fracc ión XII del Acuerdo). En 
consecuencia, es ante estas autoridades ante quienes debe de presentarse el rC\.~urso de 
inconfo:midad dependiendo de quien haya emitido la resolución que se recurre. 

Por otra parte. la au toridad competente para resolver el recurso de inconformidad 
puede ser la misma unidad administrativa que emite la resolución recurrible u otra al 
interior de la propia Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. Esto es, los 
Delegados de la PROFEPA en las entidades federativas tienen competencia para 
conocer los recursos de inconformidad que se interpongan en contra de las resoluciones 
que ellos mismos emiten (art. 31 , fracción vn del Acuerdo); el Subprocurador de 
Verificación Normativa de la citada Procuradurra puede conocer de los recursos que 
se interpongan en contra de las resoluciones que emita la Unidad de Verificación la 
cual está bajo su adscripción (arts. 17 y 19 fracci ón XV del Acuerdo); y el Jefe de la 
Unidad Jurídica, también de la Procuraduría, puede conocer de los recursos de 
inconformidad que se interpongan contra las resoluciones emitidas tanto por los 
Delegados como por el Jefe de la Unidad de Verificación (arl. 28. fracciones 1 y XIII 
del Acuerdo referido). 

De lo anterior se deduce que el recurso administrativo en materia ambiental se 
interpone y lo resuelve la propia autoridad que emite la resolución recurrible, ya que 
los responsables de las unidades administrativas que emiten las resoluciones adminis­
trativas recurribles y los que intervienen en el conocimiento del recurso actúan en 
nombre y representación del Procurador. Sin embargo, como ya se mencionó, al 
interior de la Procuraduría, el recurso de inconformidad lo puede resolver otra autoridad 
administrativa distinta de la que lo emitió de igual o superior jerarquía, por lo que ello 
puede ser un elemento que contribuya a una mayor imparcialidad en la resolución al 
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recurso, de tal manera que si efectivamente se demuestran violaciones. la resolución 
recurrible existe la posibilidad de que se revoque o se modifique con imparcialidad. 

2.5. Recepción del recurso 

La autoridad del conocimiento, al recibir el recurso verificará que éste haya sido 
interpuesto en tiempo, admitiéndolo a trámite o desechándolo. 

En relación a lo anterior, la autoridad en un primer momento s610 podrá desechar 
un recurso cuando éste ha sido interpuesto en forma extemporánea, es decir, cuando 
se interpone fuera de los J 5 días a que se refiere el artículo 176 de la Ley . En cualquier 
otra circunstancia, la autoridad debe de prevenir al recurrente para que en un término 
de tres días aclare, corrija O complete el recurso y sólo cuando no se desahogue esa 
prevención, la autor idad podrá desechar el recurso, todo esto de conformidad con los 
ans. 325 y 297, fracción 11 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

En caso de que se admita el recurso se decretará la suspensión si se reúnen las 
condiciones que establece el artículo 180 de la ley de la materia y se desahogarán las 
pruebas que se ofrescan y admitan. Cabe señalar que las documentales se desahogan 
por su propia y especial naturaleza, en tanto que las periciales, las inspecciones y las 
testimoniales requieren de actos y acuerdos posteriores para desahogarlas, por lo que 
a partir de la recepción del recurso se abre un período de desahogo de pruebas, para 
después emitir la resolución que en derecho proceda. 

2.6. Fonnalidades del recurso 

El recurso de inconformidad debe de presentarse por escrito, en el que se expresará 
(arl. 178 LGEEPA): 

"1. El nombre y domicilio del recurrente y, en su caso, el de la persona que 
promueva en su nombre y representación, acreditando debidamente la perso­
nalidad con que comparece si ésta no se tenía justificada ante la autoridad 
que conozca del asunto; 
11. La fecha en que, bajo protesta de decir verdad, manifieste el recurrente 
que tuvo conocimiento de la resolución recurrida; 
111. El acto o resolución que se impugna; 
IV. Los agravios que, a juicio del recurrente, le cause la resolución o el acto 
impugnado; 
V. La mención de la autoridad que haya dictado la resolución u ordenado o 
ejecutado el acto; 
VI. Los documentos que el recurrente ofrezca como prueba, que tengan 
relación inmediata o directo con la resolución o acto impugnado y que por 
causas supervenientes no hubiere estado en posibilidad de ofrecer al oponer 
sus defensas en el escrito a que se refiere el artículo 164 de esta Ley. Dichos 
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documentos deberán acompañarse al escrito a que se refiere el presente 
artículo; 
VII. Las pruebas que el recurrente ofrezca en relación con el acto o la 
resolución impugnado. acompañando los documentos que se relacionen con 
éste; no podrá ofrecerse como prueba la confesión de la autoridad, y 
VID. La solicitud de suspensión del acto o resolución impugnado previa la 
comprobación de haber garantizado. en su caso, debidamente el interés 
fiscal." 

De estos requisitos cabe destacar lo referente a la identificación del recurrente, la 
precisión de los agravios, los medios probatorios y la suspensión de la resolución 
recurrida. aspectos a los que haremos referencia a continuación . 

2.6. J. Identificaci6n del recurrente 

Cuando no se promueva en nombre propio, la personalidad se acreditará debidamente; 
si se actúa a nombre de personas morales, la personalidad se deberá acreditar con poder 
notarial o con el acta constitutiva. 

No se requiere acreditar la personalidad cuando ya se tiene justificada ante la 
autoridad que conoce del recurso; pero para que surta efecto ese reconocimiento se 
requiere que el mismo obre en el expediente correspondiente. 

De no acreditarse debidamente la personalidad 13 autoridad que conozca del recurso 
deberá prevenir al recurrente y conferirle un término para desahogar la prevención, 
después del cual, se justifica plenamente el desechamiento por no acreditarse la 
pers<,nalidad. Esto de conformidad en los arts . 297. 325 Y 335 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

La personalidad debe acreditarse con documento idóneo no bastando una afi rma­
Clt1n notarial ni canas poder. 

Al respecto, las ejecutorias siguientes, emitidas por la Suprema Corte de Justicia 
Je la Nación. establecen: 

"PODERES OTORGADOS POR UNA SOCIEDAD. REQUlSITOS.- La 
sola afinnación del Notario Público en el sentido de que una persona es~1. 
facultada para otorgar poderes de una so~;eJad, es insuficiente para acreditar 
dicho supuesto, ya que para ello es netf s:~ ja h transcripción relativa, a fin 
de que el Juez de la causa pueda r~sol ver soore tales aspectos y detenninar si 
los poderes fueron otorgados por quien está legalmente facultado para ello, 
pues si bien es cierto que el Notario Público, tiene fé pública, su función no 
puede abarcar la de reconocer, para todos los efectos legales, la personalidad 
de quien se ostenta como representante de otra persona, máxime si al hacerlo 
no transcribe, en lo conducente, los documentos que ase lo demuestren ." 
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Séptima Epoca, Primera Parte: 

Vols. 2 17-228, pág. 50. A. R. 4340/83. Vidrio Plano de México, S.A . 19 de 
mayo de 1987. Unanimidad de 2 1 votos. Ponente: Ernesto Díaz Infante. 

"MARCAS, NULIDAD DE. CARTA PODER QUE ACREDITA PERSO­
NALIDAD PARA REGISTRO DE MARCAS. NO ES SUFICIENTE PARA 
JUSTIFICARLAS EN EL JUICIO ADMINISTRA TIVO.- Dentro del Capí­
tulo" "Solicitud y registro de las marcas'''', e l artículo 115 de la Ley de la 
Propiedad Industrial establece: ""EI carácter de apoderado se podrá compro­
bar por medio de una simple carta poder, suscrita por dos testigos. En este 
caso y para este solo efecto, no se requerirá legalización alguna, cuando el 
documento haya s ido otorgado en el extranjero. El carácter de Gerente O 

Representante de una sociedad, colectividad o persona moral cualquiera, 
debe acreditarse por los medios que establece la leg islación civi l'''', Lo 
anterior significa, tomando en cuenta, tanto que el preceplO se haya dentro 
del Capítulo de ""Solicitud de las marcas"", como queen él se especifica que 
""en este caso y para este solo efecto. no se requerirá legalización alguna''' ', 
que la carta poder. con la que se acreditó una personalidad al registrar una 
marca, no es suficiente para justificar la personalidad en el juicio administra~ 

(i vode nulidad de la marca, sostener lo contrario equi valdría no solo a admitir 
que e n una simple carta poder no legalizada, se otorgarán poderes generales, 
lo que resulta inadmisible." 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 

Vol. CXXXVII, pág. 4 1, A.R . 367 1/67. El Norteño, S.A. 5 votos. 

2.6.2. Precisión de agravios que causa la resolución impugnada 

En el caso que nos ocupa vamos a entender por ag ravio la afectación de un derecho 
tutelado por la legislación, cometida por la autoridad ambiental en virtud de la 
inaplicación de una norma o por su aplicac ión indebida. 

La Corte ha sustentado que los agravios deben de estar en relación directa con los 
fundamen tos y consideraciones de la resolución, o bien prec isar los argumentos 
tendientes a demostrar la ilegalidad de la misma, por lo que no deben considerarse 
como agravios las simples mani festaciones u opiniones del recurrente sobre la incon­
formidad con el sentido de la resolución recurrida. De no señalarse con precisión los 
agravios, la resolución que se recurre corre el riesgo de que la autoridad la c.onfirme 
por inexistencia de los mismos, o por insuficientes o inoperantes. 

Sustentan lo anterior, la jurisprudencia y tes is siguientes: 
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"AGRA VIOS EN LA REVISION,· Se entiende por agrav io la lesión de un 
derecho cometida en una resolución judicial por haberse aplicado indebida­
mente la ley, o por haberse dejado de aplicar la que rige el caso; por 
consiguiente, al expresarse cada agravio debe el recu rrente precisar cual es 
la parte de la sentencia que lo causa, citar el precepto legal violado y explicar 
el concepto por el cual fue infringido, no siendo apto para ser tomado en 
conside ración, en consecuencia, el agravio que carezca de estos requisitos." 

Quinta Epoca: 

Tomo LXIX. pág. 3 140, Romero Feliciano. 
Tomo LXX. pág , 572, Compañía Azucarera del Mante, S,A, 
Tomo LXXI , pág.2749. Wells Fargo and Co, Express, S, A, 
Tomo LXXII, pág. 4995. Gómez Vi uda de Llaguno María. 
Tomo LXXIII , pág. 847, Pérez Martínez José, 

"AGRAVIOS INSUFICIENTES. SON AQUELLOS QUE NO ATACAN 
TODOS LOS ARGUMENTOS DE LA SENTENCIA.- Si en el criterio de 
revisión únicamente se hacen valer agravios referentes a una causal de an ulación 
en laque se apoyó la Sala A qua, y ésta se apoyó además, en otra para nulificar 
la resolución impugnada, dichos agravios deberán considerarse como insufi­
cientes para revocar el fallo recurrido y también como inoperantes en cuanto 
a que no atacan en su tota lidad la sentencia de la Sala A quo," 

Revis ión No. 19 18/87,- Resuelto en Sesión del 27 de junio de 1990. por 
mayoría de 6 votos y I en contra. Magistrado Ponente: José Antonio Quintero 
Becerra. Secretario: Lic. Mario Bernal Ladrón de Guevara. 

"AGRA VIOS INOPERANTES, LO SON AQUELLOS QUE REPITEN LO 
EXPRESADO EN LA CONTESTACION SIN REBATIR LOS ARGUMEN­
TOS POR LOS QUE ESTA SE DESESTIMO.- Cuando la autoridad en su recu"o 
de revisión mani fi esta como único agravio que los argumentos que hizo valer en la 
contestación de la demanda no fueron estudiados por la A quo, como lo establece 
el artículo 229 del Código Fiscal de la Federación, pero del fallo respectivo se 
aprecia lo contrario de tal afirmación, debe considerarse dicho agravio. ya que no 
combate las razones en que se fundó la sentencia recurrida para desesti mar los 
argumentos de la contestación, y por lo mismo, aquella debe confinnarse," 

Revis ión No, 1001/79.- Resuelta en Sesión del 29 de agosto de 198 1, por 
unanimidad de 6 votos, 
Rev isión No. 571184,- Resuelta en Sesión del 13 de jun io de 1986. por 
unanim idad de 6 votos. 
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Revisión No. 2334/85.- Resuelta en Sesión del 12 de agosto de 1987, por 
unanimidad de 7 votos. 
Referencia: R.T.F.F. agosto 1987, pág. 186. 

2.6.3. Medios probatorios en el recurso 

Las pruebas que ofrece el recurrente deben tener relación inmediata O directa con la 
resolución o acto impugnado, de lo contrario la autoridad podrá desecharlos. En cuanto 
a las documentales sólo se podrán ofrecer las supervenientes, es decir, aquellas que el 
recurrente no hubiese estado en posibilidad de ofrecer en el procedimiento de inspec­
c ión del cual derivó la resoluc ión que impugna; específicamente, al momento de ser 
emplazado para que ofrezca pruebas y alegue lo que a su derecho convenga, conforme 
a lo establecido en el artículo 167 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente; de no ser supervenientes las documentales pueden ser no 
consideradas por la autoridad. 

Las pruebas que el recurrente puede ofrecer, en virtud de que la ley de la materia 
no señala normas al respecto, resulta aplicable supletoriamente lo establecido por 
el Código Federal de Procedimientos Civiles. En este sentido no existen limitacio­
nes para ofrecer pruebas, salvo que las mismas estén reconocidas por la ley y tengan 
relación inmediata con los hechos controvertidos (art. 79 C.F.P.C.). Los medios 
de prueba reconocidos son aq uellos que determina el artículo 93 del mismo 
ordenamiento. Esto es, el recurrente podrá ofrecer como pruebas la documental 
pública y privada, la pericial, la inspección, la testimonial , la presuncional , las 
fotografías y todos aquellos elementos aportados por la ciencia. 

Para el desahogo y valoración de las pruebas en el recurso administrativo se 
aplicarán en lo conducente las reglas preceptuadas en el Título Cuarto del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, toda vez que la ley de la materia es omisa al 
respecto. 

2.7. Suspensión de la ejecución de la resolución recurrida 

La suspensión de la ejecución de la resolución recurrida implica que esta ejecución se 
paraliza hasta en tanto se resuelva el recurso interpuesto, pero para que proceda dicha 
suspensión es menester que se reunan los requisitos y condiciones que la propia ley 
establece, por la que no siempre procederá. 

Por lo anterior, cabe hacer referencia a los requisitos para la procedencia de la 
suspensión de la resolución recurrida, la procedencia o no de la suspensión y la 
autoridad competente para ordenar y ejecutar dicha suspensión. 
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2.7./. Requisitos para la procedencia de la suspensión 

Para que proceda la suspensión de la resolución impugnada se requiere que se reúnan 
los siguientes requisitos (art.l80 LGEEPA): 

l. Que lo solicite así el interesado.- Es decir, que la persona que interpone el recurso 
de manera expresa manifieste su interés porque en tanto no se resuelva el recurso, no 
se ejecuta la resolución que impugna. 

11. Que no se pueda seguir perjuicio al interés general. 
111. Que no se trate de infracciones reincidentes. 
IV. Que de ejecutarse la resolución, pueda causar daños de difícil reparac ión para 

el recurrente. 
V. Que se garantice el interés fiscal. 

De lo anterior se desprende que la suspensión de la resolución impugnada no 
procederá en ningún caso cuando se sigue perjuicio al interés generala cuando el 
recurrente es reincidente, independientemente de que se reúnan los otros requisitos del 
numeral citado. Respecto a lo primero la Corte ha establecido que se sigue perjuicio 
al interés general cuando con la suspensión se priva a la colectividad de un beneficio 
que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra manera no resentiría. 

"SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO. CONCEPTO DE ORDEN 
PUBLICO PARA LOS EFECTOS DE LA.' De los tres requisi tos del artículo 
124 de la Ley de Amparo establece para que proceda conceder la suspensión 
definitiva del acto reclamado, descuella el que se consigna en segundo 
ténnino y que consiste en que con ella no se siga perjuicio al interés social ni 
se contravengan disposiciones de orden público. Ahora bien, no se ha 
establecido un criterio que defina concluyentemente, lo que debe entenderse 
por interés social y por disposiciones de orden público, cuestión respecto la 
cual la tesis No. 131 que aparece en la página 238 del Apéndice 19 17·1965 
(Jurisprudencia Común al Pleno y a las Salas), sostiene que si bien la 
estimación del orden público en principio corresponde al legislador al dictar 
una ley, no es ajeno a la función de los juzgadores apreciar su existencia en 
los casos concretos que se le sometan para su fallo; sin embargo, el examen 
de la ejemplificación que contiene el precepto aludido para indicar cuando, 
entre olros casos, se sigue ese perjuicio, o realizan esas contravenciones, así 
como los que a su vez señala esa Suprema Corte en su Jurisprudencia, revelan 
que se puede razonablemente colegir, en ténninos generales, que se producen 
esas si tuaciones cuando con la suspensión se priva a la colectividad de un 
beneficio que le otorgan las leyes o se le infiere un daño que de otra manera 
no resentiría." 
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Séptima Epoca, Tercera Parte: 

Vol. 47. pág. 58, Denuncia de contradicción de tesis, varios 47317 1. Tribu­
nales Colegiados Primero y Segundo Administrativos del Primer Circuito. 
Unani midad de 4 votos. 

En cuanto a la reinc idencia la ley de la materia no define que se entiende como tal. Sin 
embargo, la Ley Federal sobre Metrología y Normalización (D.O.F. l o. de j ulio 1992) 
puede ayudar a determinar esta cuestión; en su artículo 113, párrafo segundo se 
establece que se entiende como reincidencia "cada una de las subsecuentes infraccio­
nes a un mismo precepto, cometidas dentro de los dos años siguientes a la fecha de l 
acta en que se hizo constar la infracc ión precedente , siempre que ésta no hubiese sido 
desvirtuada", Este cr iterio se ap licará sin lugar a dudas cuando la resolución recurrida 
lenga como fundamento una Norma Oficial en materia ecológica. En cuanto a residuos 
pel igrosos , el Reg lamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente en materia de Residuos Pel igrosos (D.O.F. 25/11/88) en su artículo 60, 
úhimo párrafo. define como reincidencia "la acción de reincidir dos veces en un mismo 
año. en alguna de las infracciones a los preceptos del reglamento" criterio que se 
ap licará también cuando la resolución recurrida se sustente en este Reglamento. En 
este mismo sentido la Ley Federal de Protección al Ambiente, hoy derogada, conside­
raba como rei nc idenc ia "a cada una de las subsecuentes infracciones a una misma 
disposición legal o reg lamentaria , cometida dentro de los tres años siguientes a la fec ha 
de la resolución ... " 

De lo expresado se desprende que para definir a la reincidencia se consideran dos 
elementos: las violaciones subsecuentes a un mismo precepto y el ti empo en que se 
generan esas violac iones. El primero de estos elementos se puede determinar clara­
mente. no así el segundo, por lo que la autoridad tendrá que recurrir a las normas que 
definen la reincidencia cuando aplique el ordenamiento jurídico correspondiente y 
cuando no se defina, tendrá que recurr irse a la interpretación. En todo caso, en la 
medida en que se expidan las normas oficiales mexicanas en todas las áreas ambien­
tales. se aplicará el criterio que establece la Ley Federal sobre Metrología y Nonnali­
zación. 

2.7.2. Improcedencia de la suspensi6n en relaci6n a la clausura y medidas técnicas 

Cuando no se siga perjuicio al interés general ni se trate de reincidentes, la suspensión 
de la ejecución es procedente, siempre que se garan tice el interés fi scaL 

En una resolución administrativa en materia ecológica, puede ser que para una parte 
de dicha resolución no proceda la suspensión y para otra sí. Esto es, como en una 
resoluc ión la autoridad puede imponer como sanción la clausura, la realización de 
medidas técnicas y la multa, la suspensión no procederá respecto de los dos primeras, 
pero si respecto de la úhima. En relación a las medidas técnicas no procedería porque 
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de concederse se seguiría perjuicio al interés general , en virtud de que dichas sanciones 
se imponen para evitar que las fuentes sigan contaminando o bien para mitigar los 
desequilibrios ecológicos que una empresa está generando. 

Cabe señalar que cuando se imponga como sanción la c lausura y ésta se ejecuta, la 
suspensión ya no procedería, además, por tratarse de un acto consumado. 

2.7.3. Procedencia de la suspensión en relación a la multa 

Respecto a la multa que se impone en una resolución administrativa ambiental sí 
procede la suspensión de la ejecución, siempre que el recurrente no sea reincidente y 
garantice el interés fiscal. 

La naturaleza de las mullas que se imponen por violaciones a la normatividad 
ambiental se asemeja a los créditos fiscales, de conformidad con los artículos 30. y 40. 
del Código Fiscal de la Federación. Por ello, las autoridades fi scales son las compe­
tentes para realizar su cobro y el Tribunal Fiscal de la Federación es el competente 
para conocer de las controversias que se deriven de ell as. 

Por lo anterior, la autor idad ambiental cuando sanciona con mulla, turna la reso lu ~ 

c ión correspondiente a la autoridad fiscal para que inicie el procedimiento de ejecución 
y obtenga su cobro. La autoridad fiscal competente es la Tesorería de la Federac ión, 
aunque también pueden realizar el cobro las administraciones fiscales locales de 
conformidad con los convenios de coordinación fisca l. En este último caso, el ingreso 
que se obtenga se distribuirá entre los gobiernos locales y el federal de acuerdo a las 
reglas que se establezcan en dichos convenios. 

De lo expresado se deduce que la garantía del interés fiscal deberá presentarse por 
el recurrente ante la autoridad ejecutora, es decir ante la Tesorería de la Federación o 
ante las ofic inas recaudadoras de rentas locales. dependiendo a quien se haya turnado 
la resolución para su cobro. El recurrente deberá acreditar ante la autoridad fiscal la 
garantía del interés fi scal y será ésta la que ordenará la suspensión para el único efecto 
de que no se haga efectiva la multa hasta en tanto se resuelve el recurso que conoce la 
autoridad ambiental . 

Las personas sancionadas con multa tienen un plazo de cuarenta y cinco días, a 
partir de la notificación de la resolución correspondiente, para pagar la multa ante las 
autoridades fiscales o bien para garantizar el interés fi scal ante ellas mismas, cuando 
se interpone un medio de defensa, de lo conL·ario pasado ese término, dichas autori~ 
dades procederán a obtener el cobro de la multa de manera coactiva, todo esto de 
conformidad con los arts. 65 Y 145 del Código Fiscal de la Federación. 

En virtud de lo comentado en los párrafos precedentes se puede establecer como 
criterio, que tratándose de la imposición de multas, la ejecución de éstas se podrá 
suspender, en vi rtud de que con dicha suspensión no se sigue perjuicio al interés 
general, pero siempre y cuando se reúnan los requisitos señalados en las fracciones 
1, n, III Y. V del artículo 180 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, no así en e l caso de clausuras y medidas técnicas, ya que 
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el no parar las fuentes contaminantes cuando la autoridad ha decretado las clausuras 
o cuando no se realizan las medidas técnicas anticontaminantes genera un perjuicio 
al interés general. Una vez clausuradas las empresas y si éstas interponen otros 
medios de defensas, las clausuras pueden permanecer hasta en tanto se resuelva el 
recurso y dichos medios de defensa, o bien, hasta en tanto las empresas cumplan 
con las medidas técnicas impuestas por la autoridad. Los Tribunales están impedi­
dos para conceder la suspensión respecto de una clausura cuando ésta ya ha s ido 
consumada. 

2.8. Resolución al recurso de inconformidad 

Una vez que la autoridad ambiental recibe y admite el recurso de inconfonnidad deberá 
emitir la resolución correspondiente de confonnidad con el artículo ISI de la Ley de 
la Materia. 

La ley no exige requisi tos formales en relación a la resolución, sin embargo, es 
lógico que independientemente de la fonna de ésta, toda resolución debe cumplir con 
los requisitos de fundamentación y motivación que exige el artículo 16 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2.8.1. Término para resolver el recurso 

La Ley no establece con precisión el ténnino en el que la autoridad ambiental debe emitir 
la resolución que concluya el recurso de inconformidad. El artículo 179 de la Ley que nos 
ocupa señala un ténnino que no exceda de 15 días hábiles para el desahogo de pruebas, 
contados a partir de que se admita el recurso. Por su parte, el artículo 180 del mismo 
ordenamiento establece que transcurrido ese término la autoridad dictará la resolución que 
proceda. Esto significa que a partir de que concluya el desahogo de pruebas la autoridad 
deberá emitir su resolución, sin embargo no se establece límite máximo. 

Por lo anterior, entendemos que el término que la autoridad ambiental tiene para 
emitir resolución está relacionado con el ténnino que tiene toda autoridad para dar 
respuesta al derecho de petición. 

Al respecto, la Corte ha definido que las autoridades deben de dar respuesta a las 
peticiones que se les hagan en breve ténnino, dependiendo de la complejidad del asunto. 
Por breve ténnino la Corte ha entendido, JXlr lo general, un período de cuatro meses. 

En relación a lo manifestado anterionnente se transcribe la jurisprudencia No. 
1320-17 que aparece publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 
Sexta Epoca, Tercera Parte, Vol. XII, pág. 60 que a la letra dice: 

" PETICION, DERECHO DE.- Si pasan más de cuatro meses desde que una 
persona presenta un ocurso y en ningún acuerdo recae el mismo, se viola la 
garantía que consagra el articulo 80. Constitucional". 
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Asimismo, resulta aplicable la lesis No. 1316-1 suslenlada por la Suprema Corle de 
Justicia visible en la página 60, Vol. XII, Sexla Epoca, Tercera Parte: Amparo en 
Revisión 1171 /58. Ceferina Ortega Alvarado. Unanimidad de 4 VOlos. 

" PETICION, DERECHO DE. AUTORIDAD RESPONSABLE. DEBE DE­
MOSTRAR QUE LA CONTESTACION SE DIO A CONOCER AL PETI­
CIONARIO.· El hecho de contestar por escrito una solicitud no significa 
forzosamente que el solicitante haya recibido la contestación; y como el 
art ículo 8 Constitucional ordena, no sólo que toda petición que llene los 
requisitos ha que se refiere este precepto sea acordada, sino que el acuerdo 
se haga saber en breve término al peticionario, la autoridad responsable debe 
demostrar el cumplimiento de esta última obligación." 

De lo anterior se deduce que ante el silencio administrativo. el inspeccionado puede 
acudi r al juicio de garantías para obligar a la autoridad a que conteste. Sin embargo. 
e l efecto del amparo en este caso es tan solo para que la autoridad de una respuesta a 
la petición planteada por el quejoso o bien para que la autoridad em ita una resolución 
en un procedimiento, pero ello no implica que la autoridad tenga que contestar o 
resolver favorablemente para el quejoso. 

El recurrente ante el silencio administrativo, también tiene la opción de acudi r al 
j uicio de nulidad en caso de configurarse la " negat iva ficta". 

En efecto, resulta aplicable al caso que nos ocupa el artículo 37 de l Código Fiscal 
de la Federac ión el cual establece la figura que se ha identi ficado como "negativa ficta". 
Al respecto, este precepto dispone que las instancias o peticiones que se fonnulen a 
las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de t'l latro meses, de tal manera 
que si transcurre dicho plazo sin que se notifique la resolución, el interesado podrá 
considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de defensa 
en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte reso lución, o bien 
esperar a que ésta se dicte. 

Entonces, si la autoridad ambiental una vez desahogadas las pruebas, transcurren 
cuatro meses (días hábiles) y no emite la resolución que concluya el recurso de 
inconfonnidad, el inspeccionado puede considerar como confirmada la resolución 
recurrida e iniciar e l juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación. En este 
juicio la autoridad ambienta l al contestar la uemanda podrá expresar los argumentos 
que considere pert inentes para defender la confinnación de la resolución que el 
inspeccionado impugna. 

2.8.2. EfeclOs de la resoluci6n al recurso 

La interposición del recurso de inconfonnidad interrumpe el plazo para que la 
resolución impugnada adquiera carácter ejecutorio. Este carácter se adquirirá hasta que 
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se confirme el recurso y transcurran los términos para interponer otros medios de 
defensa sin que éstos se interpongan o habiéndose interpuesto. hasta que concluyan. 

La resolución que concluye el recurso de inconformidad puede ser en el sentido de 
que la autoridad confirme, modifique o revoque la resolución recurrida (artículo ISI 
LGEEPA). 

La autoridad confirma cuando considera que los agravios esgrimidos por el recu· 
rrente son infundados O insuficientes para modificar o revocar la resolución recurrida, 
por lo que la resolución que se impugna quedará en los mismos términos. reiterándose 
la validez de la misma. 

La autoridad modifica cuando considera fundados o parcialmente fundados los 
agravios planteados por el recurrente. La modificación generalmente se dará para 
reduci r la multa impuesta o para reconsiderar las medidas técnicas ecológicas y los 
plazos para cumplirlas. Esta modificación se hará en lo que beneficie al recurrente y 
no en lo que lo perjudique, ya que como se mencionó anteriormente, la autoridad no 
puede modificar sus propios actos cuando éstos benefician al particular. 

La autoridad revoca cuando considera fundados los agravios planteados por el 
recurrente. Esta revocación puede ser lisa y llana cuando hay vic ios de fondo o para 
el efecto de que se emita una nueva cuando hay vicios de procedimiento o formales, 
ordenándose subsanar éstos. La revocación no limi ta la facu ltad de la autoridad para 
ordenar una nueva inspección y emitir otra resolución. 

Cabe mencionar que los efectos de una sentencia en el juicio de nulidad están 
expresamente preceptuados en el artículo 239 del Código Fiscal de la Federación. En 
cambio, en el caso de los efectos en que puede dictarse una resolución en el recurso 
de inconformidad la Ley de la materia nada dice en relación a la revocación lisa y llana 
o para determinados efectos; por su parte el Código Federal de Procedimientos Civiles 
tampoco resue lve esta cuestión. Por todo esto, habrá que esperar la interpretación de 
los tribunales. 

2.8.3. Notificación de la resolución que recae al recurso 

Una vez que se ha emitido la resolución, ésta se notificará al recurrente según lo 
establece el artículo 181 de la Ley General del Equi librio Ecológico y la Protección al 
Ambiente. ya sea en forma personal o por correo certificado. La notificación personal 
se realizará conforme a lo que establece el Código Federal de Procedimientos Civi les 
en sus artículos 310, 3 11 ,3 12,3 13 y 317, en virtud de que no hay disposición expresa 
en la Ley citada. En términos generales estos preceptos señalan que de no encontrarse 
el representante legal, se dejará citatorio, apercibiéndose que al día siguiente la 
diligencia se reali zará con la persona que se encuentre; en el caso de que el interesado 
o la persona con quien se entienda la notificación se niegue a recibir dicha notificación 
el notificador asentará dicha circunstancia y notificará por instructivo. 

Por último, es de señalarse que las notificaciones deben ir firmadas por la persona 
que las lleve a cabo y por aquella a quien se realiza. En el caso de que la persona a 
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quien se notifica no sepa firmar o no quiera hacerlo, el notificador hará constar en el 
acta tal circunstancia, dejándole una copia de la resolución que se notifica. 

2.8.4. Medios de impugnación en contra de la resolución que concluye 
el recurso de inconformidad 

La resolución que recae al recurso de inconformidad adquiere el carácter de defi nitiva 
desde e l punto de vista administrativo. Esta resolución se puede impugnar a través del 
juicio de nulidad, el cual se sustancia anle el Tribunal Fiscal de la Federación o 
mediante el juicio de amparo ind irecto el cual se sustancia ante los Juzgados de 
Distrito. 

E n virtud de que e l contenido de la resolución sobre la c ual ve rsa el recurso de 
inconformidad puede cons istir en la imposición de c lausura , medidas técn icas 
ecológicas o mullas, el medio de defensa que deba interponerse es dis tinto, 
depend iendo del acto que se impugne. Esto es, si se ataca la resol uc ión que recae 
e n el recurso de inconformidad en lo referente a la clausura y las medidas técnicas, 
entendemos que la impugnación debe hacerse a través de l juicio de amparo 
indirecto a nte los Juzgados de Distrito, toda vez que el Tribunal Fiscal de la 
Federac ión carece de competencia para conocer de di chas c ues tiones . Por ot ra 
parte, si lo que se ataca es lo re ferente a la multa , entonces la impugn ac ión se hará 
mediar.te el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación, el cual tiene 
competencia para conocer de multas impuestas por infracc iones a las leyes fede­
rales , confo rme con e l art ículo 23 de la Ley Orgánica de es te Tribunal, en este 
último caso e l afec tado puede obviar el juicio de nulidad sólo cuando existan 
vio lac iones di rectas a la constitución, o bien cuando la multa carece de fu ndamen­
tac ión o se ataca la inconstitucionalidad de una ley. Tambi én se puede interponer 
directame nte e l juicio de amparo cuando se plantea como acto reclamado, además 
de la multa, las medidas técnicas o las clausuras. En este caso el Juez de Di strito 
es tará obligado a resolver todos los conceptos de vio lac ión, s in que ~x ij a agotar el 
princ ipi o de definiti vidad en relación a la multa, s ituac ión que se fundamenta e n 
e l artículo 79 de la Ley de Amparo. en tanto que establece la obligación para e l 
Juez de Distrito de examinar e n su conjun to los conceptos de vio lación y los 
ag ravios, así como los demás razonamientos de las partes. Existen otras hipótes is 
de excepción al princ ipio de definitividad que mencionaremos más ade lante. 

3 . EL JUtCIO DE NULIDAD EN RELACIÓN CON LAS 

MULTAS IMPUESTAS POR LAS AUTOR IDADES AMBtEi'lTALES 

El contenc ioso administrati vo es un medio de defensa que suele seguirse ya sea ante 
tribunales j udiciales o tribunales administrativos autónomos, en él los particulares 
plantean pretensiones fundadas en normas de derecho administrativo, atacando actos 
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ilegales de la administración pública que lesionan sus intereses; por lo que lo podemos 
entender como el litigio suscitado entre un particular y la administración a consecuen­
cia de un derecho violado. 

Los tribunales competentes en el contencioso administrativo cumplen una misión 
de control jurisdiccional de la actividad de los órganos públicos y tienen por objeto 
resolver las controversias entre la administración y los particulares que surjan con 
motivo de la aplicación de una ley administrativa. 

El contencioso administrativo puede adoptar la forma de plena jurisdicción o de 
anulación. En el primero, la jurisdicción administrativa tiene como finalidad reconocer 
o reparar el derecho subjetivo afectado por el acto administrativo; en tanto que el de 
anulación s610 declara que la afectación de un derecho se realizó en forma ilegítima, 
en virtud de que no puede pronunciar más que la anulación de los actos, sin poder 
modificarlos. 

En México el contencioso administrativo adopta la forma de un contencioso de 
anulación cuya competencia se refiere por lo general a cuestiones fiscales, sin embargo, 
hay tendencias para transformarlo en una instancia de plena jurisdicción y de compe­
tencia administrativa en general . 

Entre las cuestiones que se pueden dirimir mediante el juicio contencioso adminis­
trativo, se contemplan las relacionadas con las multas que imponen las autoridades 
ambientales por tener éstas multas una naturaleza semejante a la de los créditos fi scales. 

3.1. Bases constitucionales del juicio de nulidad 

En el artículo 73, fracción XXIX inciso H) de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se faculta al Congreso de la Unión para expedir leyes que 
instituyan tribunales de lo contencioso que tengan a su cargo dirimir las controversias 
que se susci ten entre la administración pública federal o del Distrito Federal y los 
part iculares, estableciendo las normas para su organización, su funci onamiento, el 
procedimiento y los recursos contra sus resoluciones. 

En relación al precepto citado, el artículo 104, inciso I-B , de la Carta Fundamental 
preceptúa que corresponde a los tribunales de la federación conocer de los recursos de 
revis ión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los tribunales de lo 
contencioso administrativo; función que se asigna a los Tribunales Colegiados de 
Circuito, los cuales se sujetarán a los trámites que laLey de Amparo fija para la revis ión 
en amparo indirecto; en contra de lo que se resuelva en la revisión no procede juicio 
o recurso alguno. 

A partir de estos preceptos se ha instituido y reglamentado el Tribunal Fiscal de la 
Federación. 
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3.2. Naturaleza juridica del Tribunal Fiscal de la Federación 

La Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación (D.O.F .• 2 de febrero de 1978) 
establece que éste es un Tribunal administrativo, dotado de plena autonomía para dictar 
sus fa llos (art. lo.). Es deci r, formalmente este Tribunal es una institución administra­
tiva y materialmente realiza una función jurisdiccional ; está colocado en el marco del 
Poder Ejecuti vo y actúa por delegación de éste . 

Al Tribunal Fiscal de la Federación como se mencionó anteriormente, corresponde 
al contencioso de anulación, su función se limita a reconocer la legalidad o declarar la 
nulidad de actos o procedi.mientos, es decir, no puede modificar estos actos o proce­
dimientos. El efecto de sus resoluciones es declarativo y no constitutivo. Sin embargo. 
existe la tendencia a transformarlo en un Tribunal de plena jurisdicción en virtud de 
las sentencias para determinados efectos que puede emitir como veremos más adelante. 

3.3. Competencia del Tribunal Fiscal de la Federación en materia ambienÚll 

La Competencia del Tribunal Fiscal de la Federación se encuentra definida en el 
artículo 23 de la Ley Orgánica de este Tribunal ; en el caso que nos ocupa, en la fracción 
1lI de dicho precepto se establece que las Salas Regionales del Tribunal conocerán de 
los j uicios que se inicien contra las resoluciones definitivas "que impongan multas por 
infracción a las normas administrativas federales"; es decir, el Tribunal Fiscal de la 
Federación tiene competencia para conocer las resoluciones administrativas emitidas 
por autoridades ambientales en lo que se refiere a las multas que se imponen por 
violaciones a la normatividad ambiental. 

E n este sentido, cuando las reso luciones que emitan las autoridades ambientales, 
no sólo impongan multas, si no también medidas técnicas, clausuras o decomisos, 
el Tribunal Fisca) de la Federación sólo tendrá competencia para conocer los vicios 
rel ac ionados con la imposición de la multa, por lo que los demás actos deben ser 
impugnados e n juicio de amparo ante los Juzgados de Distrito. La cuestión que 
cabría plantear es si procede o no el amparo contra aspectos diversos de las multas 
una vez que el Tribunal Fiscal de la Federación resuelve lo referente a las mismas. 
en e l caso de que se hubiera in tentado el amparo de manera paralela al juic io de 
nul idad , ya que se podrían cons iderar ac tos consent idos por no impugnarse en 
tiempo. Para resolver este problema, se pueden impugnar directamente mediante 
el amparo señalado como actos reclamados principales los actos di versos de las 
multas y de manera derivada a éstas; de esa forma, los Juzgados de Distrito estarían 
obligados a anal izar lodos los conceptos de violación s in que pudieran exigir agotar 
el principio de definit ividad en relación a las multas, como ~e mencionó anterior­
mente y de conformidad con e l arto 79 de la Ley de Amparo. o hi~n i:l1entar ambos 
vías al mismo tie mpo. impugnando en el juicio de nn lid :d · ti i{J la multa y en el 
amparo las demas cues tiones (medidas técnicas y clausuras. en su caso;. 
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Por otra parte, el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación por regla 
general procede, sólo contra resoluciones definitivas y que sean dictadas por las 
aUlOridades administrativas. Al respecto. el artículo 202, fracción VI del Código Fiscal 
de la Federación establece la improcedencia del juicio de nulidad cuando se ataquen 
resoluciones que "puedan impugnarse por medio de algún recurso o medio de defensa, 
con excepción de aquellos cuya interposición sea optativa". En virtud de esta norma 
y toda vez que en el artículo 176 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente no se establece de manera expresa que la interposición del 
recurso de inconfoIlTlidad es optativa, parece ser que los inspeccionados tienen la obligación 
de agotar el recurso administrativo en materia ambiental antes de iniciar el juicio de nulidad. 
(ver lo tratado en el punto 2.3 de este artículo) . 

Conviene hacer el señalamiento de que no sólo el particular puede intentar la acción 
sino también las autoridades administrativas, quedando sujeta dicha procedencia al hecho 
de que pida la modificación o nulidad de un acto administrativo favorable al particular 
como se advierte de lo establecido en el artículo 207 párrafo tercero del Código Fiscal 
de la Federación. Cuando un acto administrativo no favorece al particular, la propia 
autoridad que lo emite puede modificarlo o revocarlo en cualquier momento, si en esa 
situac ión existiera pendiente de resolverse algún medio de defensa, éste quedaría sin 
materia por cese de los efectos del aC(Q reclamado. 

3.4. Partes en el juicio de nulidad 

Conforme a lo previsto en el artículo 198 del Código Fiscal de la Federación son partes 
en el juicio de anulación las siguientes: 

i).- El demandante.- El demandante puede ser particular, cuando exista una resolu­
c ión definiti va que le cause agravio, o la autoridad administrativa, cuando demande la 
nulidad de una resolución favorable al particular. 

ii) .- El demandado.- También puede serlo un particular O la autoridad administra­
tiva; el particular, cuando la resolución administrativa le sea favorable y, la autoridad 
administrati va, cuando la resolución administrativa le cause un agravio al particular. 
En este último caso, pueden ser autoridades demandadas en materia ambiental , el Jefe 
de la Unidad de Verificación, el Jefe de la Unidad Jurídica o los Delegados de la 
Procuraduría en las entidades federat ivas, como se mencionó anteriormente. (ver lo 
tratado e n el punto 2.4 de este artículo) 

iii ).- El titular de la Secretaría de Estado u organismo descentralizado del que 
dependa la autoridad que dictó la resolución impugnada. En materia ambiental la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público será parte en virtud de que en los juicios de 
nulidad se controvierta el interés fi scal de la federaci ón. Esta Secretaría será parte en 
cuanto a la ejecución de la resolución, por lo que se refiere al cobro de la multa. 
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iiii).- El tercerQ.- Este lo constituye aquél que tenga un derecho incompatible 
con la prete nsión de l demandante. En mate ria ambie ntal el tercero no tie ne 
ac tualización. 

3.5. Término para inte rponer el juicio de nulidad 

El artículo 207 del Código Fiscal de la Federación establece que el térm ino para 
demandar la nulidad de una resolución es de 45 días hábi les siguientes a aquél en que 
haya surtido efectos la noti ficación de la resolución, demanda que deberá ser presen­
tada por escr ito d irectamente ante la Sala Regional competente . 

La demanda también podrá presentarse por correo certificado con acuse de recibo. 
si el prom oven te ti ene su domicil io fuera de la población donde está la sede de la Sala. 

As imismo. estab lece que cuando la demanda sea promovida por las autoridades 
admi nistrativas éstas podrán presentar la demanda dentro de los 5 años siguientes a la 
fec ha en que sea emitida la resolución. de la que se pida su modificación o anulación . 
sa lvo que haya producido efectos de tracto sucesivo. en cuyo caso se podrá demandar 
la nulidad dentro de dicho término a partir del úhimo efecto. 

3.6. Sustanciación del juicio de nulidad 

En la sustanc iación de l j uicio de nulidad vamos a analizar lo referente a la demanda, 
los incidentes. las pruebas. la sentencia y los recursos con que cuentan las partes para 
impugnar los actos que les causan agravios dentro del j uicio. 

3.6.1. La demallda 

Los requ isitos que debe contener la demanda son de tal natu ra leza que si no los reune. 
pueden dar lugar aque se deseche. Estos requis itos formales son los siguientes (artículo 
208 del Código Fiscal de la Federac ión): 

l .- Nombre. dom ici lio fiscal y en su caso. clave en el registro federa l de contribu­
yentes y domici lio para recibi r notificaciones del demandante. 

2.- La resolución que se impugna. 
3.- La autoridad o autoridades demandadas o nombre del part icu lar demandado 

cuando el juicio sea promovido por la autoridad administrativa. 
4. - Los hechos que den motivo a la rlemanda. 
5.- Las pruebas que se ofrezcan. En caso de que el promovente ofrezca la prueba 

pericia l o testimonial se precisarán los hechos sobre los que versará y se señalarán los 
nombres y domici lios de los peritos o de los testigos: sin estos req uisi tos se tendrán 

por no ofrecidas. 
6 .- La expresión de los agrav ios que le causa la resolución que impugna. 
7,- El nombre y dom icilio de l tercero interesado cuando lo haya. 
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La omisión de los requisitos formales que se indican en los puntos 1,2,3 Y 6 dará 
lugar a que el magistrado instructor deseche por improcedente la demanda interpuesta. 

La satisfacc ión del requisito del nombre y domicilio del demandante permiten 
precisar si el promovente se encuentra legitimado (ad procesam) activamente para 
promover la demanda de nulidad, puesto que tiene como finalidad que las actuaciones 
dentro del procedimiento contencioso se le hagan personalmente. Las notificaciones 
personales se realizarán en todos aquellos casos en que el Magistrado así lo ordene y 
en los casos enumerados en los numerales 253 y el artículo 239 bis del Código Fiscal 
de la Federación. 

El segundo de los requisitos formales tiene una relevancia mayor en virtud de que 
con la resolución que se impugna se establece el objeto de la controversia. por lo 
que habría imposibilidad de resolver el negocio sin ella, a menos de que se trate de 
una resolución negativa ficta. caso en el que la Sala conocerá los motivos y fundamen­
tos y de la legitimación activa hasta que se conteste la demanda de nulidad. 

En relación con el tercer requisito. tiene una importancia sustancial, toda vez 
que se reconocerá quien se encuentra legitimado pasivamente para comparecer al 
juicio a defender el acto o resolución que se impugna. No obstante el desechamien­
to que establece el arto 208 antes citado por la omisión de este requisito. el artículo 
212 segundo párrafo del mismo ordenamiento, establece que la omisión en el 
señalamiento de la autoridad demandada que deba ser parte en el juicio y que no fue 
señalada por el actor, dará IUr. :lf a que de oficio el Magistrado Instructor corra traslado 
de la demanda. 

Respecto del cuarto requisi:.) formal se refiere a los hechos quedan origen a la demanda 
que pueden ser ai1tccedente~ LId acto o resolución impugnada y que sirvieron de base para 
la emisión de esa resolución o pueden narrar aquellos que se dieron fuera de dicho 
procedimiento pero ue alguna manera tienen relación con algún punto controvertido; sin 
embargo, la omisión de este requisito no produce consecuencias legaJes. 

El quinto requisito formal de ofrecer prueba'i tiene gran relevancia, puesto que con 
los medios de prueba que ofrezca y exhiba se podrán acreditar los hechos constitutivos 
de la acción. Existen limitan tes de las pruebas que se pueden ofrecer, pues sólo lo serán 
las que están reconocidas por la ley. Las pruebas reconocidas por la ley están 
contempladas en el artículo 93 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria al procedimiento, por disposición expresa del artículo 197 del 
Código Fiscal de la Federación. Al respecto, el artículo 230 primer párrafo del CFF 
establece que son admisihles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional a 
cargo de las autoridades demandadas mediante la absolución de posiciones. 

Cabe señalar que durante la sustanciación del procedimiento se pueden ofrecer 
pruebas. las cuales deberán ser supervenientes, que se podrán presentar siempre que 
no se haya dictado sentencia. 

El sexto requisi to formal que consiste en que se expresen en la demanda los 
agravios, con éste se conoce cual o cuales son las causas por las que considera el 
accionante que le causa perjuicio la resolución administrativa, puesto que el agravio 
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consistirá en la lesión inmediata que le causa la misma; por ser de tal importancia se 
deben expresar las razones y motivos de impugnación de la resolución, esto es la 
realización de razonamientos que expliquen el precepto legal que se considere fue 
aplicado o interpretado en forma indebida en perjuicio del actor, y cual es la norma 
que se violó, ya que de no ser así no se demostraría la ilegalidad del acto y, en 
consecuencia, los agravios serán insuficientes o inoperantes de acuerdo con las 
jurisprudencias que se trascribieron en la parte relativa del recurso de inconformidad. 
(ver 2.6.2 de este documento) 

Cabe señalar que el Tribunal Fiscal de la Federación no debe analizar los agravios 
no esgrimidos por el demandante ante la autoridad demandada, en el caso que nos 
ocupa, ante la autoridad que conoce del recurso de inconfonnidad, situación que se 
desprende de la resolución de contradicción de tesis siguiente. 

Jurisprudencia establecida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación al resolver la denuncia de contradicción de tesis varios 23/92, entre las 
sustentadas por el Primer y Segundo Tribunales Colegiados en materia administrativa 
del Tercer Circuito, a fojas 68 y 69 que a la letra dice: 

"Recapitulando aunque el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación 
manda que se examinen" "todos y cada uno de los puntos controvertidos del 
acto impugnado" "y no haya disposición alguna que literalmente disponga el 
rechazo de las cuestiones no aducidas en el recurso administrativo, sin 
embargo tales circunstancias no pueden llevar al extremo de determinar que 
en el juicio de nulidad el Tribunal Fiscal pueda y deba ocuparse en su 
resolución hasta de planteamientos no propuestos en aquel recurso. Es decir, 
no porque a la letra diga ese precepto que se examinarán todos los puntos de 
la controversia, es posible entender que en el juicio de nulidad se dé una litis 
abierta y desvinculada de cuestiones que fueron materia del recurso adminis­
tratívo, sino que simplemente la nonna contiene el principio de congruencia 
que rige el dictado de fallos por cuya virtud el órgano resolutor está obligado 
a decidir todos los puntos sujetos oportunamente a debate. Apreciarlo de otra 
manera, desarman izaría esa disposición con las previstas con los artículos 
(32, 125,202, fracciones V y VI, Y el artículo 215 del Código Fiscal de la 
Federación en los cuales se involucran los principios de preclusión, definiti­
vidad, litis cerrada y pariedad proce~al." 

El último requisito fonnal, es decir el señalamiento del domicilio del tercero interesa­
do, se exige con el fin de que se esté en posibilidad de emplazarlo para que comparezca 
a juicio a hacer valer sus derechos, sin embargo, en la materia ambiental parecería que 
el tercero interesado es la sociedad, puesto que la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente, establece en su artículo lo. que su interés es social, 
entonces quién lo representaría?, la respuesta es mas bien en el sentido de que dicho 
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tercero no exista en materia ambiental si nos adentramos a descifrar que se entiende 
por tercero. 

Además de los requis ilOs formales antes mencionados que preve el artículo 208, 
también se encuentran contemplados en los artículos 197 , 198 Y 199 del Código Fiscal 
de la Federación , requisitos que se deberán contemplar en el escrito de demanda. En 
el primero de los preceptos mencionados, cuando se afecte el interés jurídico de dos o 
más personas que promuevan juicio. se obliga a señalar en el escrito de demanda 
inicial , al representante común en la inteligencia que de no hacerlo. el Magistrado 
Instructor lo hará al emiti r el auto que admita la demanda. 

Por lo que respecta al artículo 198 establece que s610 en cada escrito de demanda 
podrá aparecer un demandante, excepto cuando se trate de la impugnación de resolu­
ciones conexas que afecten los intereses de dos o más personas. y de no cumplirse tal 
requisito se tendrá por no interpuesta la demanda. 

El artículo 199 del Código mencionado, señala que la demanda deberá ser firmada 
por quien la formu le, ya que sin este requisito, se tendrá por no presentada, salvo que 
el prom avente no sepa o no pueda firmar, para lo cual imprimirá su huella digital y 
firmará otra persona a su favor o que la firma no corresponda al puño y letra de éste, 
caso en e l que se considera que existe gestión de negocios, precepto legal que guarda 
relac ión con el interés jurídico del promovente. 

Por otra parte, el artícu lo 209 del Código Fiscal de la Federación señala cuales son 
los documentos que deben acompañarse al escrito de demanda, los cuales necesaria­
mente deben exhibirse, teniendo como objetivo este dispositivo legal que el acto de 
exhibición ac redite la procedencia de su acción y también de sus pretensiones, puesto 
que los documentos a que se refieren las fracciones JI a la VI, constituyen pruebas a 
cargo del demandante. 

Efectivamente, con las documentales que se precisan en las fracciones lI , III Y IV 
del artículo 209 del Código Fiscal de la Federación, el actor demostrará su acción, en 
virtud de que de no acompañarse a la demanda, ésta se tendrá por no presentada, ya 
que no se demostraría la legitimación ac ti va del promovente, ni el acto que impugna, 
así como tampoco se demostraría que la acción se intentó en tiempo para demandar la 
nulidad de la resolución. 

Los documentos a que se refiere en las fracciones V y VII e incluso la III, son de 
suma importancia, puesto que ellos se encaminan a acreditar las pretensiones y de no 
realizarse no se lograría que se dictara resolución favorable, a menos que llegaran a 
alegarse sólo cuestiones de derecho. 

En cuanto a la fracción 11, el promovente no sólo debe acreditar su personalidad 
sino el interés jurídico en el negocio de su representado. En relación a esto el artículo 
200 del Código Fiscal de la Federación, prohibe expresamente la gestión de negocios 
ante el Tribunal Fiscal de la Federación, la personalidad o representación se debe 
acreditar a más tardar en la fecha de presentación de la demanda o de la contestación. 
El artículo 209 fracción 1I del Código citado establece la excepción a la exhibición del 
documento de la personalidad y será cuando esa personalidad ya ha sido reconocida 
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por la autoridad demandada, siempre que así conste en el documento o resolución que 
se impugna. 

La representación de las personas físicas puede darse incluso con cana poder o 
escritura pública, bastando que la carta poder esté firmada por dos test igos ante notario 
público o ante los Secretarios del Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por lo que respecta a las personas morales , sólo pueden comparecer las personas 
que cuentan con el mandato, por disposición de la Ley o conforme a las disposiciones 
de sus escrituras y de sus estatutos. Cabe señalar que el otorgante de l poder debe ser 
cuidadoso al otorgarlo, puesto que debe contener todas las inserciones que permita 
demostrar que está legitimado para hacerlo y así sucesivamente hasta llegar a la 
constitución de la persona moral. 

Fundamenta lo anteriormente manifestado, los siguientes criterios de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los cuales a la letra dicen: 

"PODERES OTORGADOS POR UNA SOCIEDAD. REQUISITOS. La 
sola afirmación del notario público en el sent ido de que una persona está 
facultada para otorgar poderes de una sociedad, es insuficiente para 
acreditar dicho supuesto, ya que para e ll o es necesaria la transcripción 
relativa, a fin de que e l juez de la causa pueda reso lver sobre tales aspectos 
y determinar s i los poderes fueron otorgados por quien está legalmente 
fac ultado para ello, pues s i bien es cierto que el Notario Público tiene fe 
pública, su función no puede abarcar la de reconocer, para todos los 
efectos legales, la personalidad de quien se ostenta como representante de 
otra persona, máxime si al hacerlo no transc ribe, en lo conducente, los 
documentos que así lo demuestra." 

Infonne 1988, Segunda Parte, pág. 54 Primera Sala S.CJ.N. 

"PODERES NOTARIALES, REQUISITOS PARA ACREDITAR LA PER­
SONALIDAD EN LOS. No basta que un Notario Público asiente en la 
escritura pública respectiva que con las relaciones o inserciones del caso se 
acreditaran la existencia y capacidad legal de la sociedad mandante y el 
carácter y facultades de su otorgamiento, toda vez que en toda escritura de 
mandato deben insertarse los documentos respectivos que demuestren el 
carácter de los que en ella intervinieron, a efecto de saber cual es el alcance 
y validez de la obligación, ya Que nadie puede otorgar una representación de 
que carezca, ni constituir poder a nombre ajeno, sin facultad legal, sin que 
tenga valor alguno los que sin cumplir esos requisitos se otorgan para 
representar jurídicamente al supuesto mandante." 

Infonne 1989, Segunda Parte, Vol. 1, págs. 38 y 39, Segunda Sala. 
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Por último, cuando el promovente no adjunte a su demanda los documentos a que se 
refieren las fracciones 1 a IV del artículo 209 se tendrá por no presentada la demanda. 

3.6.2. Contestación de la demanda 

Una vez que se ha admitido la demanda, confonne al artículo 212 del Código Fiscal 
de la Federación se correrá traslado de ella, emplazando al demandado para que dentro 
del término de los 45 días hábiles siguientes a aquel en el que surta efecto la 
notificación del acuerdo que admita la demanda produzca su contestación, si no 
produce la contestación en tiempo o no se refiere a todos los hechos la autoridad éstos 
se tendrán como c iertos. 

Este emplazamiento constituye el primer acto procesal por medio del cual se hace 
saber a una persona que ha sido demandada, y que, por lo tanto , debe hacer valer sus 
derechos. 

El emplazamiento esta sujeto a reglas confonne a lo previsto en los artículos 252 
y 258 del Código Fiscal de la Federación, debiendo ser notificadas las autoridades 
demandadas siempre por oficio. Por otro lado, en virtud de que el Código Fiscal de la 
Federación no contiene los requisitos que deben observarse para los casos de notifi­
caciones personales, deben acatarse las reglas contenidas en los artículos 310. 311. 
3 12,3 13,3 15 Y 3 17 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria como vimos en líneas anteriores. 

En cuanto a los efectos que produce el emplazamiento. el artículo 328 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria establece los siguientes: 

1.- Prevenir el juicio a favor del Tribunal que lo hace. 
2.- Sujetar al emplazado a seguir el juicio ante el Tribunal. 
3.- Obligar al demandante a contestar ante el Tribunal que lo emplazó. salvo el 

derecho de promover la incompetencia. 
4.- Producir todas las consecuencias de la interpretación judicial. 

Esta constituye una aptitud que puede adoptar el demandado a través del cual no 
sólo se opone a la pretensión del actor. sino que también asume una posición de 
contrademanda. por lo que además de demandado es actor, teniendo como finalidad 
que dos litigios distintos se resuelvan en una misma sentencia evitando que se lleguen 
a pronunciar sentencias contradictorias en procesos que son conexos. 

3.6.3. ÚJ contestación a la ampliación de demanda 

Conforme al artículo 210 del Código Piscal de la Federación se podrá ampliar la 
demanda dentro de los 45 días siguientes al en que surta efectos la notificación del 
acuerdo que admitió la contestación de la demanda. 
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Conviene señalar que la ampliación de la demanda es una actitud que puede adoptar 
el demandante, con base en tres supuestos de procedencia de la misma, que son a saber: 
que se impugne una negativa fíeta; contra el acto principal del que derive el acto 
impugnado en la demanda, así como contra la notificación del acto principal cuando 
se de a conocer en la contestación de la demanda y; en los casos previstos en el artículo 
209 bis del Código Fiscal de la Federación. 

El primer supuesto antes mencionado se configura cuando la autoridad deja de 
resolver una instancia o petición en el plazo de cuatro meses, según el artículo 37 del 
mismo ordenamiento legal ; el segundo, por ejemplo, en los casos de determinación de 
impuestos que es el acto principal del que puede derivar la orden de efectuar el reparto 
adicional de utilidades, situación que en materia ambiental no se actualiza. 

En el último supuesto del artículo 210 del Código mencionado y en cuanto a los casos 
previstos en el artículo 209 bis del Código Fiscal de la Federación, acontece cuando el acto 
administrativo impugnado no fue notificado o se notificó ilegalmente, quedando sujeta la 
impugnación a que se trate de los impugnables en juicio contencioso administrativo. 

Asimismo, el artículo 209 bis en comentario contiene las reglas que se deben de 
observar en los supuestos antes mencionados. 

3.6.4. Acrirudes del demandado 

Las ?ctitudes que asume el demandado, particular o autoridades al ser emplazados, 
pueden ser las siguientes: 

Allanamiento.- Constituye una actitud activa del demandado que se somete a la 
pretensión de su contraparte, este allanamiento puede producirse al momento mismo 
de contestar la demanda o hasta antes del cierre de instrucción, como se desprende de 
la lectura del artículo 215 del Código Fiscal de la Federación . 

Además, dado que constituye un acto en la afectación de los derechos del sujeto 
emplazado, s610 debe ejercitarse la acción por el titular de esos derechos. Luego 
entonces, el allanamiento es una renuncia de los derechos a defenderse. 

Excepciones.- El Código Fiscal de la Federación establece las excepciones que se 
pueden interponer al contestar la demanda, como los incidentes de previo y especial 
pronunciamiento. 

El artículo 217 del Código Fiscal de la Federación contempla cinco causas que 
impiden se resuelva el negocio hasta que se haya dilucidado el incidente de previo y 
especial pronunciamiento, siendo los siguientes. 

aJ. Incompetencia por razón del territorio. El Código Fiscal de la Federación, en 
la fracción 1 del artículo 217, contempla el incidente de previo y especial pronuncia~ 
miento de incompetencia por razón de territorio cuando el actor presenta su demanda 
ante una Sala incompetente. En este caso no será desechada la demanda si ésta se 
presentó en tiempo. el Magistrado instructor de oficio deberá excusarse y remitir la 
demanda ante la Sala que en su concepto deba ventilar el negocio. 
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El Código Fiscal de la Federación en el artfculo 218 establece dos instancias que se 
pueden hacer valer para solicitar la incompetencia por razón de territorio; la primera, que 
la parte demandada la haga valer al contestar la demanda ante la Sala que lo emplazó, 
misma que una vez recibida la promoción y, en caso de ser fundado el incidente. deberá 
declararse incompetente y remitir los autos a la que considere competente. 

El segundo supuesto consiste en que cualquiera de la partes lo puede hacer valer 
ante la Sala Superior, debiendo exhibirle copia certificada de la demanda y de las 
constancias que estime pertinentes para demostrar la incompetencia que se planteó, 
debiendo la Sala resolver dicho incidente y ordenar la remisión de los autos a la Sala 
que corresponda. 

b). La acumulación de autos.- Este estriba en reunir en un solo juicio dos o más 
asuntos en los que se controviertan cuestiones conexas, con el propósito de que se dicte 
una sola sentencia. El Código Fiscal de la Federación, en los artículos 219, 221 Y 222 
señalan los casos en que procede la acumulación de autos y la forma de sustanciarse 
el inc idente de previo y especial pronunciamiento; procediendo en los supuestos 
siguientes: que exista ident idad de partes e invocación de agravios; siendo diferentes 
las partes e in vocándose distintos agravios, el acto impugnado sea uno mismo o se 
impugnen varias partes del mismo acto; e independientemente de que las partes y los 
agravios sean diversos, impugnen actos que sean antecedentes o consecuencia de otros. 

La acumulac ión de autos se tram itará de oficio o a petición de parte, en el plazo de 
10 días hábiles la Sala del conocimiento deberá dictar la resolución que proceda. Una 
vez que se decrete la acumulación de autos, la Sala que conozca del juicio más reciente 
deberá enviar los autos a la que conoció del primer juicio dentro de un plazo que 
no deberá exceder de 6 días hábiles. 

ej. La Nulidad de Notifieaeiofles.- Este incidente procede cuando las notificaciones 
no fueron hechas conforme a lo dispuesto por el Capítulo X del Título VI del Código 
Fi scal de la Federación. En este sentido. la parte que resulte afectada con una 
notificación ilegalmente realizada podrá pedir que se declare la nulidad de la misma 
dentro de los 5 días hábiles siguientes a aquel en que se conoció el hecho, debiendo 
ofrecer las pruebas pertinentes en el escrito inc idental. En caso de que no se impugne 
dentro del plazo que la Ley concede se le tendrá por conforme. de acuerdo con lo 
previsto en el artícu lo 257 del Código mencionado. 

dj. La IIllerrupci6n por causá de muerte o disoluei6n.- Este incidente de previo y 
especial pronunciamiento está contenido en el artículo 224 del Código Fiscal de la 
Federación, el cual debe resolverse conforme a las reglas establecidas en el artícu lo 369 
del Código Federal de Procedimientos Civiles de apl icación supletoria a1 procedimiento. 

Son dos las causas que dan lugar al incidente que se comenta y son: Que se extinga 
alguna de las partes o, cuando muera el representante legal de alguna de las partes antes 
de que concl uya el negocio. 

En caso de la exti nción de una de las autoridades el procedimiento puede continuar 
por otra hasta concluirlo, por lo que en este caso el incidente que se comenta sería 
improcedente. 
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e). La recusación por causa de impedimento.- Este incidente se substanc ia confor­
me a las reglas contempladas en el artículo 225, 226 Y 227 de l Código Fiscal de la 
Federación, resaltando el caso de que s610 podrá recusarse a los Magistrados y a los 
peritos del Tribunal cuando se encuentren en alguna de las causales de impedimento 
que contempla el artículo 204 del Código en comentar io. 

La recusación de los Magistrados debe promoverse ante la Sala Superior hasta antes 
del c ierre de la instrucción del juicio, mediante escrito que se presente ante la Sala que 
conozca del negocio y acompañando las pruebas que en el caso se requiera para 
resolverse el incidente. La recusación de los peritos del Tribunal se hará ante el 
Magistrado Instructor dentro de los 6 días siguientes a la fecha en que surta efectos la 
notificación del auto en que se designe al perito tercero en el negocio, rec ibiendo el 
escrito de recusación se requerirá al perito recusado para que rinda un informe dentro 
de los 3 días siguientes, la falta del informe presume cierto el impedimento. 

[j. La suspensión de la ejecución.- El incidente que se comenta en este punto no 
está contemplado en el artícu lo 2 17 del Código Fiscal de la Federación. sin embargo. 
el leg islador lo contempló en el artícu lo 227 del mismo ordenamiento legal. Este 
incidente podrá promoverse cuando la autoridad ejecutora niegue la suspensión, 
rechace la garant ía ofrecida o reinicie la ejecución, se int.erpone ante el Magistrado 
Instructor que conozca del asunto acompañando los documentos que lo justifican. En 
materia ambiental, la suspensión de la ejecución de la multa debe pedirse ante la 
autor:dad ejecutora, es decir, ante las autoridades fi scales; mi smas que acordarán 
la suspensión una vez que se ha garantizado el interés fi scal. 

El incidente que se comema se substancia conforme al artículo 228 del Código 
Fiscal de la Federación. 

g). La fa lsedad de documento. - Este incidente también se considera de previo y 
especial pronunciamiento, y procede cuando cualquiera de las partes que ofrezca o 
aporte un documento en el procedimiento y éste se tache de fal so, incluyendo las 
promociones y actuaciones. Este incidente está contenido en los artículos 141 y 142 
del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Con excepción de los incidentes de suspensión de ejecución de la reso lución y 
fal sedad de documentos, se suspende el juicio en lo principal hasta que se resuelva el 
incidente y se podrán promover en cualquier momento del juicio hasta que quede 
cerrada la instrucción. 

3.6.5. Las pruebas 

Como ya quedó mencionado en líneas anteriores, tanto el actor como el demandado 
al efectuar sus respectivas promociones deben ofrecer las pruebas que consideren 
pertinentes a fin de acreditar los extremos constitutivos de su acción o de su excepción , 
teniendo entonces como fin la prueba el que se otorgue la razón, motivo o argumento 
que desea probarse en el proceso, por lo cual las pruebas deben de ser idóneas de tal 
forma que logren formar convicción en el juzgador. 
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De la eficacia de los medios de prueba dependerá el acreditamiento de las afmnaciones 
y. en consecuencia,lajustificación de la pretensión que se haga valer, por lo que si la prueba 
no es eficaz o no forma convicción en el juzgador difíc!lmente podrá obtenerse una 
sentencia favorable. pues para acreditar la ex.istencia de un derecho o la lesión en el mismo, 
es necesario que los medios probatorios con que se cuente así )0 demuestren. 

Procedimiento probatorio. - Este consiste en las diferentes fases y formalidades 
establecidas por la ley para la formación de los medios probatorios. procedimiento que 
inicia con el ofrecimiento y exhibición de las pruebas en el momento de presentarse 
la promoción. Este procedimiento tiene diversas fases. como lo son: 

aJ. Ofrecimiento de pruebas.· Este ofrecimiento puede darse al presentar la deman­
da o la contestación de la misma, en la ampliación y su contestación. así como, en 
cualquier momento cuando las pruebas que se ofrezcan sean supervenientes. 

El aníeulo 324 del Código Federal de Procedimientos Civiles señala que la prueba 
superveniente es aquella de la cual no se tiene conocimiento de su existencia, sea 
porque su elaboración es de fecha posterior a la fecha de presentación de la demanda 
o contestación de la misma o, en caso de que sea de fecha anterior si manifiesta bajo 
protesta de decir verdad que no se tenía conocimiento de ella. 

Asimismo, en caso de que la oferente de las pruebas no las tenga o no hubiera podido 
obtenerlas a pesar de tratarse de documentos que se encuentran legalmente a su 
disposición se obliga a señalar el archivo o lugar en el que se encuentren para que a 
su costa se mande expedir copia de ellos o se requiera su remisión. En este último caso 
no procede la remisión de la prueba que se ofrezca consistente en el expediente 
administrativo que obre en poder de las autoridades puesto que existe prohibición 
expresa del aníeulo 209 segundo párrafo. última pane. 

En caso de que no puedan obtenerse las pruebas deberá de identificarse con 
precisión los documentos para que la Sala solicite su remisión y tratándose de los que 
pueda tener a su disposición. bastará con que se acompañe copia de la solicitud 
debidamente presentada. Se entiende que el demandante tiene a su disposición los 
documentos cuando legalmente puede obtener copia autorizada de los originales o de 
las constancias. 

El aníeulo 233 del Código Fiscal de la Federación obliga a las autoridades 
demandadas y funcionarios a expedir las copias que se hayan solicitado con toda 
oportunidad y en caso de que se nieguen a expedirlas se presumirán ciertos los hechos 
que se pretenden probar. 

b). Admisión de pruebas.- De acuerdo con el aníeulo 230 del Código Fiscal de la 
Federación como ya se mencionó anteriormente son admisibles toda clase de pruebas, 
con excepción de la confesional a cargo de las autoridades demandadas mediante la 
absolución de posiciones. 

La admisión de toda clase de pruebas está en función del objeto de la prueba. siendo 
éste una relación inmediata y directa con los hechos controvertidos, pues el juzgador 
sólo debe admitir las que sean pertinentes, idóneas y congruentes con los hechos que 
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se pretenden probar, pues de lo contrario se ocasionaría que el procedimiento se hiciera 
interminable. 

La admisión de las pruebas en la práctica la realiza el Magistrado Instructor en el 
auto que admite la demanda o la contestación de la misma, aún cuando no existe regla 
específica sobre el momento en que deben de admitirse. 

Asimismo, el artículo mencionado en su último párrafo faculta al magistrado 
instructor para que acuerde la exhibición de cualquier documento que tenga relación 
con los hechos controvertidos o para ordenar la práctica de cualquier diligencia que 
tenga relación con tales hechos, siendo estas diligencias aquellas actuaciones que 
realiza de oficio el órgano jurisdiccional con el propósito de formar convicción sobre 
los hechos controvertidos. 

Luego entonces, con tales diligencias se busca que el Tribunal resuelva con la 
verdad material y no sólo con la verdad fonnal , puesto que esta última implica sólo 
resolver de acuerdo a lo alegado y probado; en cambio la verdad material , implica que 
el órgano jurisdiccional realice una serie de actividades a fin de lograr el esclareci­
miento de los hechos controvertidos, sin embargo, en el procedimiento contencioso 
administrativo esta verdad sólo se constriñe a la prueba y no a la introducción de nuevos 
hechos que no han sido discutidos por las partes. 

e). Desahogo de las pruebas.- Esta eS la última fase del procedimiento probatorio, 
la cual consiste en el perfecc ionamiento, desarrollo o descargo de las pruebas. Así, 
tene:nos que tratándose de las pruebas documentales su desahogo se efectúa por su 
propia y especial naturaleza, en virtud de obrar agregadas a los autos del juicio, por lo 
tanto, no hay que realizar algún trámite. 

En cuanto a las pruebas confesional, testimonial , pericial e inspección, su desahogo si 
requiere un procedimiento que detennina la manera, fonna, tiempo y lugar en que habrán 
de efectuarse, todo lo cual se encuentra contemplado en el Título Cuarto del Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al procedimiento contencioso. 

d). Valoraci6n de las pruebas.- La valoración de las pruebas será de acuerdo a lo 
previsto por el artículo 234 del Código Fiscal de la Federación, cuyo sistema es mixto, 
puesto que en la fracción 1 del numeral en comentario se establece un valor determi­
nado a las presunciones legales, a los hechos legalmente afirmados por la autoridad 
en documentos públicos, y los actos de comprobación, los cuales gozan de una 
presunción de legalidad. Esta prueba ha sido reconocida en la doctrina como una 
prueba tasada, pues es la ley la que determina su grado de eficacia. 

En cuanto a la valoración de las pruebas periciaJ y testimonial, la fracción II de dicho 
artículo precisa que ésta queda a la prudente apreciación de la Sala del conocimiento. 

Esta valoración también es conocida como la sana crítica o prueba razonada, ya que 
el juzgador tiene la más amplia libertad para calificarla o para valorarla quedando 
solamente sujeta a las reglas de la lógica ya la fundamentación y motivación que sobre 
las mismas vierta el juzgador al emitir su fallo. 
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3.7. Cierre de instrucción 

El cierre de instrucción ocurre una vez que ha concluido la sustanciac ión del j uicio y 
no ex ista alguna cuestión pendiente que impida su resolución. 

Con viene seña lar que antes de que el Magistrado Instructor dec rete cerrada la 
instrucción del j uic io debe notificar por lista a las partes. quienes gozan de un ténn ina 
de ci nco días para formular los alegatos por escrito. alegalOs q ue deben ser conside­
rados al dictar sentencia. 

Estos alegatos deben referirse innegablemente a los hechos constitutivos de la 
acción y de las excepciones. por lo que cuando alguna de las partes in troduzca 
argumentos que no se plantearon en la demanda o en la contestac ión de la demanda 
no deben ser .considerados al dictarse la sentencia, ya que se iría más allá de las 
pretens iones planteadas. 

Una vez q ue ha conclu ido el término para la formulación de los alegatos, el 
Magistrado Instructor después de diez días, con o s in ellos declarará cerrada la 
instrucción, sin necesidad de hacerlo en fonna expresa. 

3.8. Sentencia 

La sentencia constituye la fase fi nal de l procedimiento contencioso admi nistrativo a 
través de la cual se concluye el litigio . 

Existen dos tipos de sentencia que ponen fi n al proceso, las que resuelven el fondo 
y las que resuelven cuestiones formales. 

Las sentencias que resue lven el fondo del negocio lo son aquellas que d ilucidan los 
hechos cOnlrovertidos y. en consecuencia, dec iden cual de las partes litigantes acreditó 
su pretensión. 

Las otras sentencias no resuelven las pretensiones objeto del proceso, sino que 
deri van de la ex istencia de causas que impiden al tribunal conocer el negocio. 

En el Código Fiscal de la Federación, en sus artículos 236 y 248 se contempla a 
ambas sentencias. En estos preceptos se establece que sólo constituyen sentencia las 
que resuel ven el fondo del asu nto, a las demás las denominan resoluciones. 

Requisiros de la sente"cia.- En el Código Fiscal de la Federación no se contempla 
una d isposición que establezca cuales son los requisi tos que deba contener la sentencia, 
luego entonces, es aplicable el artícu lo 222 del Código Federal de Procedimientos 
C ivi les, el q ue señala que las sentencias que se dicten contendrán, además de los 
requis itos comunes a toda resolución j ud iciaJ . una relación sucinta de las cuestio~es 

p l anleada~ y las pruebas rendidas, así como las considerac iones j urídicas aplicables, 
tanto legales como doctrinarias y terminarán resolviendo con precis ión los puntos 
sujetos a consideración del Tribunal y fijando, en su caso, el plazo dentro del cual 
deben cumplirse. 
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Los requisitos sustanciales que debe contener toda sentencia son los de congruencia, 
motivación y exhaustividad, que son principios que el juzgador debe observar al dictar 
una resolución que pone fin al negocio. 

La congruencia, implica la relación que debe existir entre lo aducido por las partes 
y lo resuelto por el j uzgador. Tanto a nivel doctrinal como jurisprudencial se ha 
sostenido que la congruencia es de dos tipos: interna y externa. La primera consiste en 
que la sentencia no contenga resoluciones ni afirmaciones que se contrad igan entre sí. 
La externa consiste en que la sentencia se ocupe s610 de los puntos controvertidos. 

Se viola el principio de congruencia en la sentencia cuando ésta: 

a) Contenga resoluciones contrarias entre sí. 
b) Conceda al actor más de lo que pide. 
e) No resuelve todos los puntos controvertidos o resuelve puntos no debatidos. 
d) No decide sobre las excepciones y defensas hechas va ler. 
e) Comprenda a personas que no han fi gurado en el proceso porsí mismas o a través 

de sus legítimos representantes. 

El artículo 237 del Código Fiscal de la Federación contempla el principio de 
congruencia al establecer la obligación de l Tribunal Fiscal de la Federación, para 
exam in ar todos y cada uno de los puntos controvert idos del ac to im pugnado; de 
estudiar todos los conceptos de nulidad hechos valer por omisión de fonnalidades o 

• violación de procedimientos aú n cuando se considere fundado alguno de ellos; de 
examinar en su conjunto los agravios y las causales de ilegalidad. así corno los demás ra· 
zonamientos de las partes y no anular o modificar los actos de autoridad no impugnados 
de manera expresa en la demanda. 

El segundo de los requisitos que deben contener las sentencias const ituye una 
de las garan tías a fa vor del gobernado, consagrada en el artícu lo 16 Constitucional , 
el cual obliga a toda·auto ridad. incl uyendo las j urisdicc ionales a fund ar y mot ivar 
sus actos, principio que también se encuentra consagrado en el artículo 237 ya 
menc ionado. 

El principio de exhausti vidad en la mayoría de los casos se omite con el argumento 
de la economía procesal, en el sentido de que de encontrarse fundada alguna causal de 
anulac ión u otros argumentos de impugnación en nada variaría el sentido del fa llo. 

Efectos de las sen/ellcias.· El artículo 238 del Código Fiscal de la Federación 
establece las causales por las cuales una resolución administrativa puede ser anulada 
y, el artículo 239 establece el sentido en el que puede darse esa anulación. 

De las causales de anulación que contempla el art ículo 238 del Código Fiscal de la 
Federación se encuentra la de la incompetencia contenida en la fracción I. siendo esta 
incompetencia por invasión de funciones, funcionarios de hecho, o por carecer de 
facultades. Al respecto la jurisprudencia señala lo siguiente: 
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"INCOMPETENCIA DE ORIGEN. La corte ha sostenido el criterio de que 
la autoridad judicial no debe intervenir para resolver cuestiones políticas, que 
incumben constitucionalmente a otros poderes; en el amparo no debe juzgarse 
sobre la ilegalidad de la autoridad, sino simplemente sobre su competencia; 
pues si se declara que una autoridad señalada como responsable, propiamente 
no era autoridad, el amparo resultaría notoriamente improcedente. Sostener 
que el artículo 16 de la Constitución prejuzga la cuestión de legitimidad de 
las autoridades, llevaría a atacar la soberanía de los Estados, sin fundamento 
constitucional y por medio de decisiones de un poder que como el Judicial 
carece de facultades para ello. convirtiéndose en árbitro de la existencia de 
poderes que deben ser independientes de él." 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia No. 111 del 
Apéndice 1917-1975, Octava Parte, jurisprudencia Común al Pleno y Salas, 
pág. 199. 

"COMPETENCIA, CITA DEL FUNDAMENTO DE LA . No constituye 
violación al artículo 16 constitucional, el hecho de que la autoridad que emita 
un acto, omita citar el precepto o preceptos que le atribuyen competencia para 
hacerlo, en virtud de que, a lo que obliga el artículo constitucional citado, es 
a fundar y motivar la causa legal del procedimiento. y aun cuando también 
previene que el acto de molestia debe provenir de autoridad competente, basta . 
que esa competencia se encuentre prevista en disposiciones legales o regla­
mentarias aplicables. aunque no se invoquen expresamente." 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en la Tesis visible en el Infonne Rendido a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación por su Presidente, al tenninarel año de 1980, Tercera Parte, pág. 87. 

"COMPETENCIA. ES NECESARIO FUNDARLA Y PROBARLA 
CUANDO SE DERIVA DE UN ACUERDO PUBLICADO EN EL "DIA­
RIO OFICIAL". -Es necesario fundarla en el texto mismo del acto de 
molestia. La garantía del artículo 16 Constitucional consiste en que todo 
mandamiento de autoridad se emita por autoridad competent~. cumpliéndose 
las formalidades esenciales que les den eficaciajurfdica, lo que significa que 
todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien está legitima­
do para ello, expresándose en el texto del mismo. el dispositivo, acuerdo o 
decreto que le otorgue tal legitimación pues en caso contrario, se dejaría al 
afectado en estado de indefensión para examinar si la actuación de la 
autoridad se encuentra dentro del ámbito competencia) respectivo, esto es, si 
tiene facultad o no para emitirlo. 
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La omisión de los requisitos formales que exige el artículo 38 del Código Fiscal de la 
Federación dará lugar a que se actualice la fracción 11 del numeral 238 citado, 
¡-ncluyendo en esta fracción la falta de fundamentac ión y motivación del acto de 
molestia, por lo que será necesario que tal omisión afecte las defensas del particular y 
trasc ienda al sentido del fallo. 

Dentro de las causales de anulación que se establecen en el artículo 238 mencionado 
resalta la prevista en la fracción 111 de dicho numeraJ , puesto que las violaciones al 
procedimiento que afectan las defensas del particular y trascienden al sentido de la 
resolución, constituyen aspectos que forman parte del procedimiento administrativo 
que llevan a cabo las autoridades, y por lo tanto resultan ser requisitos anteriores o 
previos a la emisión del acto administrativo, que en caso de haber sido transgredidos 
ocasionan el vicio. 

Los vicios de procedimiento a que alude la fracción en comentario tendrán lugar 
cuando no se cumplen los requisitos establecidos por la ley en la preparación de la 
vo luntad administrativa. 

La fracción III del numeral referido señala como causa de anulación cuando los 
hechos que motivaron la resolución no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron 
en forma equivocada, o bien se dictó en contravención a las disposiciones aplicables 
o dejó de aplicar las debidas. 

Finalmente, en la fracción V del artículo 238 citado dispone como causal de anulación 
cuando la resolución es dictada en ejercicio de facultades discrecionales y no corresponde 
a los fi nes para los cuales la ley confiere dichas facultades. 

El artículo 239 del Código Fiscal de la Federación señala los efectos de la sentencia 
definitiva que resuelva el negocio, la cual puede ser para: 

1.- Reconocer la validez de la resolución impugnada. 
1I.- Declarar la nulidad de la resolución impugnada. 
IlI .- Declarar la nulidad de la resolución impugnada para determinados efectos, 
para lo cual la sentencia deberá precisar con claridad la forma y términos en que 
la autoridad debe cumplirla, salvo en el caso de facultades discrecionales. 

También dicho precepto establece en los párrafos segundo y tercero que en caso de 
que se interponga un recurso se suspenderá el efecto de una sentencia hasta que se 
dicte una resolución que ponga fin a la controversia y sólo proceden los efectos de 
emisión de una nueva resolución en los casos de omisión de requisitos formales, vicios 
de procedimientos y cuando la autoridad la haya dictado en el ejercicio de las facultades 
discrecionales. 

3.9. Recursos procesales 

El Código Fiscal de la Federación contiene los medios impugnativos que pueden 
promover las partes en contra de la resoluciones que dicten las Salas del Tribunal Fiscal 
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de la Federación. Estos recursos están contemplados en los artículos 242. 248, 239 Y 
228 Bis último párrafo de dicho ordenamiento. El primero de los mencionados 
cont iene el recurso de reclamación, el que se interpondrá dentro del término de los 
quince días hábiles siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del auto que 
deseche la demanda, la contestación o la prueba que se haya ofrecido. Una vez recibido 
y admitido el recurso se correrá traslado a la contraparte para que exprese lo que a su 
derecho convenga por el término de 15 días hábi les. 

El segundo de los numerales señalados regula el recurso de revisión, el cual s6lo 
lo puede hacer valer la autoridad demandada, dentro de los 15 días hábiles siguientes 
a la fec ha de notificación de la sentencia que decretó el sobreseimiento o puso fin a la 
controvers ia ante la Sala. Este recurso procede contra las sentencias que decreten o 
nieguen el sobreseimiento y las sentencias definitivas. El artículo 248 del Código 
Fiscal de la Federación señala la procedencia a saber: 

a).- Por violaciones en el procedimiento cometidas durante el juicio, siempre que 
afecten las defensas del recurrente y trasciendan el sentido del fallo. 

b).- Por violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias. 
c).- Que la cuantía del negocio exceda de 3,500 veces el salario mínimo general diario 

del área geográfica correspondiente al Distrito Federal. 

En caso de que la cuantía del negocio no llegue a tal cantidad o sea indeterminada, 
el recurso sólo procede cuando se acrediten los elementos de importancia y trascen­
dencia, lo cual debe quedar debidamente demostrado. Estos elementos de importancia 
y trascendencia podrán constituirse en el sentido de que si prevalece el criterio que se 
sustenta en el fallo recurrido ocasionaría graves perjuicios a la colectividad. Corres­
ponde a los Tribunales Colegiados de Circuito conocer el recurso de revisión fiscal, 
los cuales se sujetarán para su trámite a los requisitos que la Ley de Amparo establece para 
la revisión del amparo indirecto. 

El artícu lo 239del Código Fiscal de la Federación se refiere al recurso de queja, el cual 
procede: 

a) Por la indebida repetición de un acto o resolución anulada. 
b) Cuando en los casos de cumplimentación de una sentencia se incurra en exceso o 

defecto en su cumplimienlO. 
La queja procede por una sola vez ante la Sala Regional y se interpondrá por escrito 

ante el Magistrado Instructor que conoció del negocio, dentro de los 15 días siguientes a 
aquél en que surta efectos la notificación del acto o resolución que la provoca. En el artículo 
228 Bis último párrafo del Código Fiscal de la Federación se regula el recurso de objeci6n 
en contra de los autos que admitan una demanda, la contestación o alguna prueba, el cual 
se interpondrá en el ténnino de los 15 días hábiles siguientes al que se notifique el auto 
que admita la demanda, la contestación de la demanda o alguna prueba. 
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4 . EL JUICIO DE AM PARO EN MATERIA AMB IENTAL 

El Juicio de Amparo es el medio de defensa por excelencia que tiene el gobernado para 
combatir las resoluciones definitivas que considera inconst itucionales y que hayan 
sido emitidas por una autoridad. Este juicio, liene su sustento en los art ículos 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al juicio de garantías lo podemos conceptualizar como: 

"Un s istema de defensa de la Constitución y de las garantías individuales, de 
ti po jurisdiccional, por vía de acción, que se tramita en forma de ju icio ante 
el Poder JudiciaJ Federal y que tiene como mareria las leyes o actos de autoridad 
que violen las garantías individuales, o impliquen una invasión de la soberanía 
de la federación en la de los Estados o viceversa y que tiene como efecto 
la nulidad del acto reclamado y la reposición del quejoso en el goce de la 
garant ía violada, con efectos retroactivos al momento de la violaci6n'.6. 

En el caso que nos ocupa, a través del juicio de amparo las perso.nas inspeccionadas 
en materia ambiental podrán impugnar los actos o leyes que consideren violatorios de 
sus garant ías individuales. 

4.1. Principios rectores del juicio de amparo 

Los principios de l j uicio de amparo, son los siguientes: 
a).· El ju icio de amparo es una garant ía, es decir, su efecto es la reparación o 

anulación de un acto de autoridad cuando éste es contrario a la Constitución. 
b).· El amparo se ventila dentro de la jurisdicción constitucional . lo que implica 

que no es un .proceso de carácter secundar io sino que emana directamente de los 
métodos reparadores que prevé la Constitución en sus artículos 103 Y 107. 

c).· El amparo implica un proceso judicial , pues es resuelto por un tercero que da 
solución a un conflicto entre la autoridad y el ag raviado, a través de diferentes etapas 
en donde se ofrecen y desahogan pruebas, aplicando una norma jurídica al caso 
concreto para dar témlino a la controversia. 

d) .- El amparo es un juicio extraordinario, en virtud de que para su procedencia se 
requiere haber agotado otras vías de carácter ~ecundari o. es decir, procede con tra actos 
que no pueden ser modificados o anulados por otro medio de defensa (principio de 
defi nit ividad). 

e).· El amparo se promueve a iniciativa de parte agraviada, lo que se traduce en que 
para su inicio se requiere de la intervención del sujeto o entidad cuyos derechos fueron 
afectados, por lo que no es un juicio de carácter oficioso. 

6 Ver. Noriega. Alfonso. Lecciones de amparo. ed. Poma 1980. p. 56. 
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f).- Respecto a sus beneficios. el amparo favorece exclusivamente al agraviado. en 
virtud del principio de relatividad de la sentencia. Esto es, se protege s610 a la persona 
que obtiene una sentencia favorable, sin que se haga una declaración general respecto 
de la ley u acto que lo motiva. 

g).- El amparo es un juicio de estricto derecho. es decir, en él el juzgador s610 analiza 
los conceptos de violación que hace valer el quejoso, salvo en los casos específicos en 
que se permite la suplencia de la deficiencia de la queja, situación que no acontece en 
materia ambiental. 

h) .- El amparo tutela derechos públicos fundamentales, así como la observancia de 
la legislación, por lo que también se le considera como un juicio revisor de la legalidad 
de los tribunales jurisdiccionales. 

4.2. Procedencia del amparo en materia ambiental 

El juicio de amparo se resuelve en forma extraordinaria, ya que para su procedencia 
se requiere agotar los medios de defensa que las leyes ordinarias pongan a disposición 
del sujeto pasivo. En la materia que nos ocupa, el quejoso debe, por regla general, 
agotar el recurso de inconformidad que registra la Ley General del Equilibrio Ecoló­
gico y la Protección al Ambiente y el juicio de nulidad antes de acudir al amparo y 
protección de la justicia federal. 

Es aplicable a lo manifestado en el párrafo anterior los siguientes criterios: 

"RECURSOS , SOBRESEIMIENTO POR NO AGOTARSE PREVIA­
MENTE AL AMPARO.- El amparo es improcedente si e l acto que se 
reclama pudo tener un remedio ante las autoridades del orden común ." 

Tesis de jurisprudencia No. 157, Octava Pane del Pleno y Salas, Apéndice 
1975, pág. 275. 

"PROTECCION AL AMBIENTE, LEY FEDERAL, DEL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD, AUTO QUE DESECHA EL, DEBE SER COMBA­
TIDO A TRA VES DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
ANTES DE ACUDIR AL AMPARO .- La resolución que decreta el 
desecham iento por extemporáneo del recurso de inconformidad previsto 
por la Ley Federal de Protección al Ambiente, debe ser combatida, 
previamente al juicio de garant ías, a través del juicio contencioso admi­
nistrativo contemplado en el Título VI del Código Fiscal de la Federación, 
por lo que si el quejoso no lo hace así, es evidente que el j uicio constitu­
cional resulta improcedente en términos de la fracción XV del artículo 73 
de la Ley de Amparo y, por ende, debe sobreseerse en él, con fundamento 
en el diverso 74 fracción III del propio ordenamiento legal, Tercer Tribu­
nal Colegiado del Sexto Circuito." 
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Amparo en Revisión No. 200/88. Trinidad Cuatli Durán. 8 de junio de 1988. 
Unan imidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroqu ín Zalela. Secretario: 
José de Jesús Echegaray Cabrera. 

Existen tres casos de excepción al Principio de Definitividad, a saber: 

¡).-Cuando se trate de amparo contra leyes. el quejoso tiene la opción de hacer valer 
los medios de defensa ordinarios o impugnar la ley acudiendo directamente al j uicio 
de amparo. (artículo 73. fracción XI! Ley de Amparo). 

Al respecto resulta apl ¡cable las tesis de jurisprudencia siguiente: 

.. LEYES . RECURSOS QUE DEBEN AGOTARSE PREVIAMENTE AL 
AMPARO CONTRA. CUANDO OPERA EL PRINCIPIO DE DEFINI­
T1VIDAD DE AMPARO.- De acuerdo con el criterio flex ible y equitati vo 
del tercer párrafo de la fracc ión XI! del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
ad icionado por el Decreto de tres de enero de mil novecientos sesenta y 
ocho. publicado en e l Diario Oficial de 30de abril de l mismo año. en vigor 
a los c ientos ochenta días s iguientes al de su publ icación (28 de octubre 
de 1968), sí contra el primer acto de aplicación de la ley combatida procede 
algún recurso o medio de defensa legal. por vi rtud del cual pueda ser 
modificado. revocado o nulificado. será optativo para el interesado hacer­
lo valer o impugnar, desde luego. la ley a través del juicio de amparo. Sin 
embargo. si el interesado opta por el recurso o medio de defensa legal, y 
si ese recurso o medio de defensa legal, procedente, opera el principio de 
definitividad que rige en el juicio de amparo, quedando obligado el 
interesado a recorrer, previamente a la interposición de la acción consti ­
tucional , todas las jurisdicciones y competencia a virtud del ejercicio de 
los recursos ordinarios tendientes a revocar o moditicar el acto lesivo a 
sus intereses. 

Tesis de jurisprudencia del Tribunal Pleno que aparece publicada en el 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 19 17- 1988. Primera Parte. 
Vol. l . pág. 239. 

ii ). Cuando el acto reclamado carece de fundamentación (artículo 73, fracción XV 
Ley de Amparo). 

Los criterios siguientes corroboran lo expresado: 

"Cuando la autoridad responsable no acredita haber iniciado algún procedi­
miento administrativo en contra del quejoso, es evidente que el mismo no 
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está obligado a agotar los recursos ordinarios concedidos por la ley del acto, 
si no que está en posibilidad de acudir, directamente al juicio de amparo, ya 
que carece de elementos para preparar su defensa ante la potestad común, 
toda vez que, por hipótesis, no se le han dado a conocer, con la necesaria 
amplitud, ni los datos de hecho ni los fundamentos jurídicos en que se apoya 
el acto que lesiona sus intereses." 

Toca en Revisión No. 3992/46. Emilio Saun Peniche. Tomo LXXXVI, Pág. 206ó. 

"Los recursos adm inistrativos consignados por la ley del acto, no pueden ser 
agotados cuando el propio acto no fue fundado en la ley o cuando no se dio 
al interesado la audiencia requerida por la misma ley." 

Tomo XXI. Segunda Sala, págs. 74 y 75 de la Sexta Epoca. 

¡ii), Cuando existen violaciones directas a la Constitución (Jurisprudencia 362. 
Boletín . Año 111. Junio, 1976, No. 30 Tribunales Colegiados de Circuito, pág. 60). 

En relac ión con lo anterior, los Tribunales Colegiados de Cin;uito han establecido 
la siguiente jurisprudencia, la cual menciona: 

"RECURSOS ORDlNARIOS.- NO ES INDISPENSABLE AGOTARLOS 
CUANDO SE RECLAMAN VIOLACIONES [))RECTAS A LA CONSTI­
TUCION.- Cuando en el juicio de amparo se alega sustanc ialmente la 
violación di recta de una garantía constitucional y nl) la mera violación de las 
leyes secundarias que afecte sólo mediatamente la g:!rantía de legalidad 
contenida en los artículos 14 y 16 Constitucionales. el afectado puede optar 
por recurrir directamente al juicio de amparo para bus¡;ar remedio legal a la 
s ituación que lo afecta, pues es este juicio el destinado especifica y directa­
mente a la protección de las garantías constitucionales, las que no pueden ser 
defendidas con plena eficacia en recursos o medios de dd'ensa ante Tribuna­
les o autoridades administrativos. Cerrar al quejoso en esWs casos la acción 
de amparo, entorpecería a los ciudadanos la defensa de sus más altos derechos 
haciendo su defensa más complicada, más tardía y por lo mismo menos 
eficiente. Así pues, las causales de improcedencia señaladas en las fracciones 
XIII y XIV del artículo 73 de la Ley de Amparo. deben entenderse referidas 
a los casos en que por la amplitud del campo del juicio de amparo, el quejoso 
alega única o básicamente violaci0nes directas a la ley secundaria o indirectas 
a la Constitución Federal, al través de la llamada garantía de legalidad. Por 
lo demás, las lim itaciones al abuso del juicio de amparo, no pueden ser sino 
las que el propio legislador h(l establecido en los artículos 2 11 y demás 
relativos de la Ley de Amparo." 
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Amparo en revisión R.A. 1043nO.- Servicios Aduanales Unidos, S.e. 16 de 
agosto de 1971 .' Unanimidad de votos.- Ponente: Guillenno Guzmán Oroz­
co.- Informe de 1971 .- Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer C ircuito. 

Informe de 197 1.- Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 

"GARANTIAS INDIVIDUALES, VIOLACION DE. NO HA Y QUE AGO­
TAR RECURSOS ADMINISTRATIVOS PREVIAMENTE AL AMPA­
RO.- Si la impugnación substancialmente hecha en la demanda de amparo se 
funda, no en la violación a leyes secundarias, sino en la violación directa a 
preceptos constitucionales que consagran las garantías indi viduales, y como 
el juicio de amparo es el que el legislador constituyente destinó precisamente 
a la defensa de tales garantías, no puede decirse que en condiciones como las 
apuntadas a proteger. en todo caso, la legalidad de los actos de la administra­
ción, o sea, la exacta aplicación de leyes secundarias. Luego por este motivo 
no resulta aplicable la causal de improcedencia prevista en la fracc ión XV 
del artículo 73 de la Ley de Amparo." 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

Séptima Epoca, Sexta Parte: 

Vol. 27, pág. 48. A.R. 1273nO.- Carlos Gómez Campos.- Unanimidad de votos. 
Vol. 36, pág. 11 2. A.R. 1395/69.- Compañía de Luz y Fuerza del Suroeste 
de Méx ico, S.A., hoy Compañía de Luz y Fuerza del Centro, S.A.- Unanimi­
dad de votos. 
Vol. 39, pág. 39. A.R. 2964n l.- Compañía Vinícola Saldañay Anexas, S.A.­
Unanimidad de votos. 
Vol. 39, pág. 39. A.R. 299n l .- Francisco de León Arellano.- Albacea de la 
sucesión a bienes de la señora Sara Sandoval de Martínez.- Unanimidad de 
votos. 
Vol. 41 , pág. 53.- A.R. 157n2.- Ricardo Garrido Crespo.- Unanimidad de 
votos. 

Fuera de las hipótes is señaladas se tendrá que agotar el recurso de inconformidad y el 
juicio de nulidad antes de acudir al juicio de amparo, sopena de sobreseimiento 
conforme al artículo 74, fracción III en relación con el artículo 73, fracción XV de la 
Ley de Amparo. 
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4.3. Tipos de amparo en materia ambiental 

Como sabemos, el amparo puede ser directo o indirecto. El directo se resuelve en única 
in stancia, contra sentencias, resoluciones o laudos que pongan fin a un juicio (art. 158 
L.A .); el indireclO, se resuelve en dos instancias y es procedente en cualquier hipótesis 
diferente a las señaladas en el precepto citado, incluyendo la expedición o primer acto 
de aplicación de una ley . (artículo 114 L.A.). 

En el caso de las resoluciones administrativas en las visitas de inspección y 
vigilancia en materia ambiental son procedentes los dos tipos de amparos. 

El amparo indirecto, es procedente conforme a la fracción II del artículo 114 de la 
Ley de Amparo. En esta fracción se establece que este amparo procede contra actos 
que no provengan de tribunales judiciales. administrativos o del trabajo. es decir, 
contra ac tos de autoridades administrativas. El párrafo segundo de esta fracción 
dispone que cuando el acto reclamado emitido por una autoridad administrativa emane 
de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse 
contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o 
durante el procedimiento. si por vinud de estas últimas, hubiere quedado sin defensa 
el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le concede. 

De 10 anterior se deduce que en el procedimiento de inspección y vigilancia en 
materia ambiental, el amparo indirecto sólo procede en contra de la resolución que 
concluye dicho procedimiento, es decir. contra aquella que se emite en términos del 
artículo 168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
y no contra actos preparatorios o intermedios, como por ejemplo el oficio comisión o 
el acta administrativa. 

Sustenta lo manifestado con anterioridad. el siguiente criterio de jurisprudencia 
emitido por la Suprema Cone de Justicia de la Nación, aplicable por analogía en 
materia ambiental. 

" IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA ACTOS 
EFECTUADOS DENTRO DEL PROCEDIMIENTO AGRARIO, MIEN­
TRAS NO SE DICTE LA CORRESPONDIENTE RESOLUCION PRESI­
DENCIAL.- Según lo previene el artículo 114, fracción 11, párrafo segu ndo 
de la Ley de Amparo, no habiendo pronunciado el Presidente de la República 
la resolución con que ha de culminar el procedimiento agrario que se sigue. 
los actos realizados o las abstenciones habidas dentro del propio procedi­
miento carecen de definitividad para la procedencia de la acción constitucio­
nal; por ello, si el quejoso estima que dichos actos y abstenciones son 
violatorias de garantías. solamente cabe su impugnación en amparo cuando 
se haya pronunciado la resolución presidencial definitiva correspondiente." 

Séptima Epoca, Tercera Parte: 
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Vol. 1. pág. 82. A.R. 1724/68. Abraham Trejo Uribe. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. lO, pág. 22. A.R. 7431/69. Mercedes Vilet de Arredondo y acumulados. 
5 votos. 
Vol. 10, pág. 22. A.R. 306 1/69. Pedro Castañeda León y otros. 5 VOIOS. 

Vol. 20. pág. 19. A.R. 1978170. Poblado Acaponetilla, Municipio de Santiago 
Ixcuintla, Nay. Unanimidad de 4 vOlOs. 

Para la procedencia del amparo indireclO en materia ambiental. además de la definiti­
vidad, se debe considerar el tipo de acto que se impugne. Como se menc ionó 
anteriormente. la resolución administrativa en materia ambiental puede imponer 
clausuras, decomisos, medidas técnicas y multas (ver 2.7 de este artículo). Si se 
impugnan los tres primeros de los actos citados, el amparo indirecto será procedente. 
siempre que previamente se haya agotado el recurso de inconformidad que preve la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. salvo que se esté 
ante los casos de excepción a este principio. En cambio, si lo que se impugna es la 
multa, e ntonces el amparo indirecto será improcedente. porque el afectado además del 
recurso de inconfonnidad, tiene que acudi r al juicio de nulidad, salvo que también se 
esté ante los casos de excepción al principio de definitividad. Contra la resolución que 
emita el Tribunal Fiscal de la Federación, el afectado puede interponer el amparo 
directo, por tratarse de una sentencia emitida por un tribunal administrativo, de 
conformidad con el artículo 158 de la Ley de Amparo; la autoridad ambiental, puede 
interponer solo la revisión fiscal cuando la sentencia del TFF le es desfavorable, pero 
únicamente cuando se esté en las hipótesis que señala el artículo 248 del Código Fiscal 
de la Federación. 

4.4. Las partes en el juicio de amparo 

Las partes que intervienen en el Juicio de Amparo, en ténninos de la ley reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 de la Constitución, son los siguientes: 

• El agraviado o agraviados. 
• La autoridad o autoridades responsables. 
• El tercero o terceros perjudicados. 
• El Ministerio Público Federal. 

El agraviado o agraviados.- Es aquélla persona que en fonna particular y concreta 
resulta afectada en sus derechos por un acto de la autoridad. En el caso que nos ocupa, 
los agraviados son las personas físicas o morales inspeccionadas. 

La autoridad responsable.- Es aquélla que dicta y ordena, ejecuta o trata de ejecutar 
la ley o acto reclamado. El juicio de amparo distingue dos tipos de autoridades, la 
ordenadora y la ejecutora. Entendiendo a las primeras, cornry aquellas autoridades que 
dictan las Ordenes de molestia; por las segundas, entenderemos aquellas autoridades 
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que cumplimentan en forma concreta y material las órdenes o mandatos. En un juicio 
de garantías que verse sobre las resoluciones administrativas en materia ambiental, las 
autoridades ordenadoras podrán ser el Procurador Federal de Protección al Ambiente, 
el jefe de la Unidad de Verificación y los Delegados de la Procuraduría en los Estados; 
y las ejecutoras. los inspectores en la medida en que ellos ejecutarán las clausuras que 
se decreten y la Tesorería de la Federación o las oficinas de recaudación de rentas 
locales. en cuanto al cobro de multa se refiere. En el caso de las medidas de seguridad 
a que se reifere el artículo 170 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, los inspectores. además de autoridades ejecutoras, también 
pueden ser ordenadoras. 

El tercero o terceros perjudicados.- Se considera como tal, la persona a quien beneficia 
el acto de la autoridad responsable. situación que no se presenta en el caso que nos ocupa. 

El Ministerio Público Federal.- Este se considera como el representante de la 
sociedad que se encarga de velar por el cumplimiento del ordenamiento jurídico y 
ejercitar acciones penales cuando exista la presunción de conductas ilícitas. Por ello. 
en los juicios de amparo el juzgador siempre le da vista de las actuaciones. 

4.5. Suspensión del acto reclamado 

La suspensión del acto reclamado tiene como efecto mantener ese acto en el estado 
que guarde al momento en que se interponga el amparo. con el fin de mantener viva 
la materia objeto del amparo y evitar daños de imposible reparación a los quejosos. 

En materia ambiental , cuando el particular impugna resoluciones que impongan 
multas o clausuras en amparo puede solicitar la suspensión de la ejecución de los actos 
reclamados, a través del correspondiente "incidente de suspensión" (arts. 122 a 144 y 
173, 175 Y 176, L.A .); el cual se tramita por duplicado en el expediente incidental 
y por separado del expediente principal. En la admisión de la demanda el juez puede 
otorgar la suspensión provisional hasta en tanto se resuelve sobre la suspensión 
definitiva, siempre que lo solicite el quejoso y éste garantice el interés fiscal. 

En el incidente de suspensión, el Juez solicita a la autoridad responsable el informe 
previo respectivo (art. 131 , L. A.) Y señala fecha para la celebración de la audiencia 
incidental; una vez analizados los diversos argumentos de las partes, el Juez concede 
o niega la suspensión definitiva del acto reclamado. 

En materia ambiental, las sanciones que fueron impuestas por la autoridad respon­
sable por las diversas irregularidades en que se incurre, el Juez deberá valorar las 
circunstancias para determinar si con el otorgamiento de la medida cautelar no se 
contravienen disposiciones de orden público e interés social en términos del artículo 
124 de la Ley de Amparo y el artículo lo. de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente. Cuando se impugnen multas por esta vía, la suspensión 
provisional y definitiva del acto reclamado procederá sólo para el efecto de que no se 
haga efectivo el cobro de las mismas, siempre y cuando como se indicó se garantice 
el interés fiscal. Entendemos que esta garantía debe de hacerse conforme el artículo 
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135 de la Ley de Amparo y no confonne al 125 del mismo ordenamiento. Esto es. las 
multas al igual que las contribuciones son créditos fiscales que tiene derecho a percibir 
el Estado, por lo que el monto de la garantía que los juzgados deben exigir será por el 
equi valente de la multa impuesta al quejoso. En cambio. e l arto J 25 citado se refiere 
no a la garantía del interés fiscal, sino a la garantía de los daños y perjuicios que se 
puedan ocasionar a terceros ; en el caso que nos ocupa, la Tesorería de la Federación 
no es tercero, sino parte, además, como el juzgador tiene libre discrecionalidad para 
estimar esos daños y en consecuencia el monto de la garantía, el interés fi scal corre el 
ri esgo de no quedar adecuadamente garantizado. Por otra parte, el tercero perjudicado 
con la suspensión en materia ambiental sería la sociedad, entonces surge la duda de 
quien la representa en el juicio en cuanto a los daños se refiere. Por ello el precepto 
que debe aplicarse es el arto 135 y no el 124. 

Cuando el quejoso ya haya garantizado el interés fiscal ante la autoridad exactora 
con motivo del recurso de inconformidad, el juzgador ya no pedirá garantía para 
conceder la suspensión. 

Cuando se impugnen actos como las clausuras y las medidas técnicas que se 
imponen para paralizar las fuentes contaminantes o bien corregir los efectos causados 
en los ecosistemas, entendemos que no procede la suspensión definitiva puesto que 
con ella se seguiría perjuicio al interés general, es decir, no se reune el requisito 
contemplado en la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo, lo cual tiene 
relación con el artícu lo 10 de la LGEEPA que dispone que ella es de orden público e 
interes social. 

Por otra parte, cuando se impugnan a través del amparo las clausuras, si éstas ya se 
ejecutaron el juzgador negará la medida cautelar por tratarse de actos consumados. 

Sustenta lo anterior, la tesis de jurisprudencia No. 9 visible en la página 21, del 
Apéndice 1975, Octava Parte del Pleno y Salas, misma que a la letra dice: 

"ACTOS CONSUMADOS .- Contra los actos consumados es improce­
dente conceder la suspensión, pues equivaldría a darle efectos restituto­
rios. los cuales son propios de la sentencia definitiva que en el amparo se 
pronuncie." 

4.6. Sobreseimiento del juicio de amparo 

El sobreseimiento es el acto procesal proveniente de la potestad jurisdiccional que 
concluye una instancia judicial en el amparo, sin decidir sobre la constitucionalidad o 
inconstitucional idad del acto reclamado, sino que atiende a circunstancias o hechos 
diversos de ella. Esto es, con el sobreseimiento el juez no resuelve el fondo de la 
cuestión planteada, por lo que el efecto de este sobreseimiento es dar por concluida 
la instancia sin que se decida el fondo del amparo. 
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Las causales de sobreseimiento están previstas en el artículo 74 de la Ley de Amparo 
y algunas de ellas tienen su origen en alguna causa notoria de improcedencia que esté 
dentro de las hipótes is contenidas en las 18 fracciones del artículo 73 de la misma ley. 

El juzgador tiene la obligación de exam inar las causales de sobreseimiento inde­
pendientemente de que los aleguen o no las partes. Corrobora esta afirmación la 
s iguiente jurisprudencia: 

"IMPROCEDENCIA.- Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse 
previamente la procedencia del j uicio de amparo, por ser esta cuestión de 
orden público en el j uicio de garantías." (Arts. 73, 77 Y 145) 

Juri sprudencia : Apéndice 1975 , 8a. Parte, Pleno y Salas , Tesis 109, p. 
196. 

4.6./. Causa/es de sobreseimiento en amparos promovidos contra actos de 
las autoridades ambientales 

Los juicios de amparo in te rpuestos contra algún acto de autoridad relacionado con 
la maleria ecológ ica, suelen ser sobreseidos por falta de interés jurídico del quejoso 
para promover el juicio constitucional , ya sea porque se carece de licencia de 
funci onamiento o por que no se acred ita la personalidad cuando no se promueve a 
nombre propio (art. 73 fracc . V, L. A.) ; por no agotar e l principio de definitividad, 
toda vez que e l quejoso antes de promover el juicio de garantías debe agotar el 
recurso de inconformidad y el ju icio de nulidad (art . 73, fracc . XV, L. A.) ; por 
haber cesado los efectos del acto reclamado (art. 73, fracc . XVI, L. A.), como 
cuando se señala como acto reclamado una clausura y és ta se levanta, por ejemplo; 
porque se trate de actos consent idos tácitamente por el quejoso, es el caso de cu· 
ando transcurre en exceso el término concedido por el artículo 2 1 de la Ley de 
Amparo para que el promovente interponga su demanda de amparo (art. 73, fracc . 
XII , L. A.) o en cuando transcurran los términos para interponer el recurso de 
inconformidad O el juicio de nulidad contenidos en los artículos 176 LGEEPA y 
207 CFF, respectivamente; por cambio de si tuación j uríd ica, que se haya originado 
con motivo de una nueva resolución que haya recaído al acto reclamado (art. 73, 
fracc . X, L. A.), por ejemplo, cuando se resue lve e l recurso de inconformidad, 
cesan los efectos de la resolución que concluye el procedimiento de inspección a 
que se refiere el artículo 168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente; o bien, porque no exista de plano el acto que ha sido 
rec lamado de la autoridad señalada como responsable (art. 74, fracc . IV , L. A.). 
A continuación se transcriben algunas jurisprudencias y criterios referentes a algunas 
de las causales de sobreseimiento señaladas: 
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"CLAUSURA DE GIROS MERCANTILES REGLAMENTADOS. LA LI­
CENCIA CORRESPONDIENTE ES REQUISITO NECESARIO PARA EL 
INTERES JURIDICO EN EL AMPARO.- Ante la ralta de licencia, la orden 
de clausura y su ejecución, de un negocio comercial que se encuentra 
reglamentado y requiere de licencia que autorice su funcionamiento, no son 
actos que afecten intereses jurídicos del reclamante, aún cuando demuestre 
su propiedad y sobre el mismo establecimiento, ya que la clausura no debe 
considerarse como un acto conculcatorio del derecho de propiedad, sino del 
de mantener abierto al público en franco funcionamiento del giro. facultad 
que s610 se tiene con licencia correspondiente, que es la que engendra la 
titularidad de ese derecho, y , por ende, un interés j uríd ico legalmente 
protegido." 

Sexta Epoca, Tercera Parte: 
Vol. XXXIV, pág. 23. A. R. 7326/59. Manuel López Avila. 5 votos. 
Vol. LXXIX, pág. 21. A. R. 621 1/63. María de Jess R. de Pastrana. Unani­
midad de 4 votos. 
Vol. CXXI, pág. 17. A. R. 1297/67 . Jess Quintana Fernández. Unan imidad 
de 4 votos. 
Vol. CXXV, pág. 22. A. R. 5479/67 . Erasmo Hernández Sánchez. 5 votos. 
Vol. CXXV, pág. 22. A. R. 3399/67. Isidro Mondragón Sámano. 5 votos. 

"ACTO RECLAMADO, CESACION DE SUS EFECTOS.- Debe estimarse 
que cesan los efectos del acto reclamado, cuando contra la resolución impug­
nada en el juicio de garantías, se interpu so el recurso al cual recayó nueva 
resolución, que vino a sustituir procesalmente a la anterior, por lo que debe 
sobreseerse en el amparo, con fundamento en lo dispuesto por la fracción 
XVI del artículo 73 de la Ley que lo reglamenta." 

Tesis. pág. 88 de l Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1988, 
Segunda Parte . . 

"S ITUACION JURIDICA, CAMBIO DE, EN PROCEDIMIENTOS AD­
MINISTRATIVOS , ACARREA IMPROCEDENCIA DE AMPARO.- De 
advertirse en el j uicio de garantías que ha habido un cambio de situación 
jurídica que origina que no pueda decidirse en éste, sobre la inconstitu­
cionalidad de los actos reclamados si n afectar la nueva situación, procede 
revocar, en la materia del recurso el fallo del a-quo, y sobreseer el juicio 
de garantías por la causa de improcedencia que señala el artículo 73 fracción 
X de la Ley de Amparo, aplicable por analogía, ya que en el procedimiento 
administrativo existen las mismas razones jurCdicas que en el judicial a que 
se refiere la susodicha fracción X , cuando en uno o en otro de esos 
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procedimientos la declaración de fondo afecta, necesariamente, no obstante 
que no se encuentra a debate la nueva situación jurídica." 

Tesis de Jurisprudencia publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación 1917-1988, Segunda Parte del Pleno y Salas, Tesis Comunes, 
visibles a fojas 2519 y 2520. 

Cabe señalar, que a diferencia del infoone previo. en el justificado la autoridad 
responsable suele hacer valer causales de sobreseimiento que más se ajusten al caso 
concreto, toda vez que al momento de emitir la sentencia el Juez de Distrito las podrá 
tomar en cuenta, independientemente de que las causales citadas sean revisadas de 
oficio por el j!Jzgador en cada situación. 

4.6.2. Efectos del sobreseimiento 

Los principales efectos de) sobreseimiento son los siguientes: 

i),- El sobreseimiento no prejuzga sobre la responsabilidad penal u oficial en que 
incurra la autoridad responsable al ordenar o ejecutar el acto reclamado. 

ii ).- Deja subsistentes los actos reclamados. 
iii).- Si el sobreseimiento se decreta contra los actos ordenadores reclamados, debe 

hacerse extensivo contra los actos ejecutivos, salvo que éstos se hubiesen impugnado 
por vicios propios independientes de los que se hubiesen imputado a los actos 
ordenadores. 

El sobreseimiento es decretado por el juzgador antes de celebrarse la audiencia 
constitucional, o en la propia audiencia, dependiendo del motivo específico que pueda 
originar el mismo. En los amparos promovidos contra actos administrativos que deriven 
de la aplicación de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
y sus Reglamentos, el sobreseimiento se decreta de manera genera! a! momento de 
celebrarse la audiencia constitucional, sa1vo que haya desestimiento del quejoso. 

Asimismo. el juzgador tiene la obligación de analizar c3:da uno de los elementos 
aportados en el juicio, con el objeto de verificar de oficio, si existe alguna causal de 
improcedencia que esté en algunas de las hipótesis contenidas en el artículo 73 de la 
Ley de Amparo. que pudiera dar motivo al sobreseimiento del juicio, si no lo hace, 
la autoridad ambiental agraviada podrá recurrir la sentencia de amparo mediante la 
revisión, con fundamento en el artículo 83, 85, 73 Y 74 de la Ley de Amparo. 

4.7. Sustanciación del juicio de amparo indirecto 

En la primera instancia en el amparo indirecto podemos observar tres etapas: 
i).- La presentación de la demanda.- Una vez presentada la demanda ante el Juzgado 

de Distrito correspondiente. el Juez efectuará un análisis exhaustivo de ella, con el 
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objeto de establecer si existe algún impedimento legal para conocer de la misma o si es o 
no competente para conocer del Juicio. En esta etapa se procederá a admitir o desechar la 
demanda, ya sea por notoriamente improcedente o en su caso, prevenir al quejoso para que 
en un término de 3 días corrija las irregularidades que pudieran observarse en el escrito de 
demanda y de no corregir las mismas, se tendrá por no presentada. 

ii ).- El Emplazamiento de las partes.- Si la demanda es procedente y por consi­
guiente se admite, por reunirse los requisitos exigidos por el artículo 11 6 de la Ley de 
Amparo, el Juez de Distrito fijará la fecha para la celebración de la audiencia 
constitucional (Art. 147, L. A.); emplazará a los terceros perjudicados en casodeexistir 
éstos y solicitará a las autoridades responsables los informes previos (Art. 132, L. A.) 
Y justifioados (Art . 149 L. A. ) correspondientes; informes que se asimilan a una 
contestación de demanda. 

En los informes previos, las autoridades responsables se limitarán a afirmar o negar 
el acto que de ellas se reclama y podrán manifestarse sobre la procedencia o no de la 
suspensión definitiva de dicho acto; en el informe justificado, expresarán las razones 
y fundamentos que sostengan la improcedencia del juicio o la constitucionalidad de l 
acto reclamado. 

iii ).- La audiencia de pruebas, alegatos y sentencia.- En esta audiencia, las partes 
podrán ofrecer toda clase de pruebas, excepto la confesional y aquellas que atenten 
contra la moral y las buenas costumbres (Arts. 150 a 155, L. A.). 

l.as pruebas idóneas en materia ambiental , son las documentales, las periciales y 
las inspecciones judiciales. 

Finalmente, las partes formularán los alegatos que estimen pertinentes en forma 
escrita o verbal para despues, generalmente en la misma audiencia, se emita la 
sentencia definitiva correspondiente. 

Las sentencias recaídas en el juicio de amparo indirecto pueden emitirse en tres 
sentidos: 

l.-Sentencias que decretan el sobreseimiento del juicio. 
2.- Sentencias que nieguen el amparo. 
3.- Sentencias que amparen al quejoso. 

Es importante señalar que contra las sentencias emitidas por el Juez de Distrito, 
procederá el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito competente, 
o ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando se impugne la 
¡nconstitucionalidad de una ley. 

4.8. Recurso de revisión 

El recurso de revisión tiene por objeto analizar ciertos autos y resoluciones emitidos 
por los Juzgados de Distrito y los Tribunales de Colegiados en términos del artículo 
83 de la Ley de Amparo. En la materia que nos ocupa, procederá la revisión por 
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ejemplo. contra las resoluciones de los Jueces de Distrito que desechen o tengan 
por no interpuesta la demanda de amparo; contra las resoluciones que concedan o 
nieguen la suspensión definitiva; contra los autos de sobreseimiento; y contra las 
sentencias dictadas en la audiencia constitucional. 

El recurso puede ser interpuesto por quien no obtuvo una resolución favorable en 
el juicio. En é l el prom avente expresará de manera detallada los agravios que le causa 
la resolución 6 acto impugnado. 

El término para interponer el recurso de revisión es de diez días a partir del día 
s iguiente en que surta sus efectos la notificación de la resolución o acto recurrido y se 
interpondrá por conducto del Juez de Distrito que conozc~ del juicio de amparo 
indirecto o del Tribunal Colegiado de Circuito tratándose de amparo direct~ 

En el amparo indirecto, son competentes para conocer de dicho recurso los 
Tribunales Colegiados de Circuito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
primeros cuando se trata de cuest iones de legalidad y la segunda cuando estamos ante 
cuestiones de constitucionalidad. según lo disponen los artículos 84 y 85 de la Ley de 
Amparo. 

Así también es necesario mencionar, que contra la resolución que recae al recurso 
de revisión no existe ningún otro medio de impugnación, por lo que los efectos y 
consecuencias de la misma, tienen el carácter de cosa juzgada. 

4.8. J. El recurso de revisión adhesiva 

El recurso aludido, ti ene su fundamento legal en el último párrafo del artículo 83 de 
la Ley de Amparo y puede interponerse por la parte que obtuvo resolución favorable 
a sus intereses en adhesión con la revisión interpuesta por el agraviado, a quien no 
favoreció tal resolución y el mismo debe de ser interpuesto por el adherente dentro del 
término de cinco días. contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del 
recurso de revisión que haga valer el afectado con la sentencia de amparo. La revisión 
adhesiva procede siempre que la resolución en cuestión, no obstante que favorezca al 
adherente, cause también agravios a éste. 

4.9. Sustanciación del juicio de amparo diredo 

El amparo directo o también conocido como amparo uniinstancial, precisamente 
porque el órgano jurisdiccional que conoce de él, lo hace en una sota instancia, procep.e 
contra las sentencias defi nitivas o laudos y las resoluciones que pongan fin a un juicio 
dictadas por tribunales judiciales, administrat ivos o del trabajo, cuando tengan el 
carácter de definitivos (arl. 158, L.A.) 

En materia ambiental como ya se dijo en párrafos anteriores, el amparo directo sólo 
es procedente en contra de la sentencia definitiva que emita el Tribunal Fiscal de la 
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Federación, con motivo de la impugnación de una multa que haya sido impuesta por 
la autoridad administrativa ambiental . 

El procedimiento del amparo directo, inicia con la presentación por escrito de la 
demanda de amparo ante la misma autoridad responsable (es decir, ante el Tribunal 
Fiscal de la Federación, en el caso que nos ocupa) y para que el órgano judicial admita 
ésta, deberá contener los requisitos establecidos en el artículo l66de la Ley de Amparo. 

Una vez presentada la demanda, la autoridad responsable la remi tirá al Tribunal 
Colegiado de CircuilO competente o ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, (cuando ésta última ejerza la facultad de atracción o cuando se trate de 
amparo contra leyes); así como también dicho acuerdo contendrá la declaración de los 
mandamientos relati vos al emplazamiento de los terceros perjudicados y se emplazará 
a la autoridad responsable para que rinda el informe justificado relativo. (art . 169, 
L.A.). El tercero perjudicado en este amparo lo será la autoridad ambiental. 

En el informe j ustificado, la autoridad responsable tratará de desvirtuar jurídica· 
mente las violaciones procesales y de fondo aducidas por el quejoso, sosteniendo que 
su actuar en todo momento estuvo apegado a derecho. 

Una vez recibido el informe justificado de referencia, el Tribunal O la Corte 
procederá a admitir la demanda, previniendo en su caso al quejoso para que aclare ésta. 
o a desecharla. 

En el supuesto que la demanda de amparo sea admitida por el Tribunal Colegiado 
o la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el caso, se ordenará notificar a las 
partes del acuerdo admisorio correspondiente (art. 179, L. A.), haciéndose extensiva 
la notificación al Ministerio Público para el efecto de que formule su dictamen sobre 
la materia que se controvierte. 

En el caso de los Tribunales Colegiados de Circuito, en un término de 15 días 
s iguientes a la elaboración del proyecto de resolución, será pronunciada la sentencia 
definitiva respectiva. 

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, una vez que los terceros 
perjudicados hayan formulado sus alegatos y que el Ministerio Público haya rendido 
el informe correspondiente. turnará el expediente para el proyecto de sentencia y una 
vez formu lado éste se citará para audiencia de resolución en términos de los dispuesto 
por e l artículo 185 de la Ley de Amparo. 

Un aspecto importante del amparo directo, es que en éste no existe la posibilidad 
de ofrecer o rendir pruebas, pues se supone que las mismas ya han sido valoradas por 
el Tribunal que emitió la sentencia recurrida. Por ello, a este amparo se le identifica 
como amparo casación en alusión al recurso de casación que le sirvió de antecedente. 

En relac ión a lo anterior la siguiente tesis de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación menciona: 

"AMPARO DIRECTO, PRUEBAS EN EL.· De acuerdo con lo quedisponen 
los art ículos I 17 Y I 18 de la Ley de Amparo. tratándose del juicio constitu­
c ional seguido di rec tamente ante la Suprema Corte, la sentencia no debe 
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comprender más cuestiones que las legales que la demanda de amparo 
proponga, y en la misma sólo debe apreciarse el acto reclamado, tal como 
aparezca probado ante la autoridad responsable. sin tomar en consideración 
las pruebas que no se rindieron ante dicha autoridad para comprobar los 
hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada en el 
amparo, excepción hecha de las que se refieren a la procedencia o improce­
dencia del juicio constitucional, mismo que es una cuestión de derecho 
público, debe tomarse en cuenta, de oficio. 

Quinta Epoca: 

Tomo XXXIV, pág. 1917. Solares y Femández Cejudo María Rosalía y Coags. 

Por otro lado, las sentencias emitidas en este juicio de amparo son inatacables, razón 
por la cual contra ellas no procede ningún recurso; excepción hecha de aquellos en las 
cuales se impugne la inconstitucionalidad de una Ley o cuando se establezca la 
interpretación directa de un precepto de la Constitución, en cuyos casos procederá el 
Recurso de Revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación . 

4.10. Efectos del amparo 

El efecto de la sentencia de amparo es restituir al agraviado en el goce de sus garantías 
violadas, anulando los actos contrarios a la Constitución, u obligando a la autoridad a actuar 
cuando éstos son de abstención. En el caso de un amparo contra una clausura o una multa 
en materia ambiental , ello trae como consecuencia dejar sin efecto dichas sanciones. 

Los quejosos pueden obtener el amparo y protección de la justicia federal cuando 
demuestran violaciones formales o de fondo que afecten sus garantías individuales. 
Por ejemplo, cuando al iniciar la visita domiciliaria el personal comisionado para 
verificar el cumplimiento de la nonnatividad ambiental no circunstancía en el acta 
correspondiente los ponnenores de su identificación, el amparo se le concederá 
dejándose sin efectos la resolución administrativa en la que se le detenninen infrac­
ciones a la legislación . Es decir, en este caso el amparo se otorga sin que se analice el 
fondo del asunto y sin que se califique por el juzgador si el quejoso está o no violando 
las nonnas ambientales. 

Lo anterior se atenúa si consideramos que el otorgamiento del amparo a una persona 
no limita la facultad de la autoridad para realizar una nueva inspección y emitir una 
nueva resolución administrativa, en la cual la autoridad indudablemente cuidará no 
cometer los vic ios por los que se concedió el amparo al quejoso, so pena de incurrir 
en la repetición del acto reclamado y hacerse acreedora a las sanciones que señala la 
Ley de Amparo. 
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Cuando los tribunales amparan a los quejosos. la Ley de Amparo establece medidas 
rigurosas para lograr que las autoridades responsables den cumplimiento a las ejecu­
torias de amparo, con el propósito de que se les restituya lo más pronto posible en el 
goce de sus garantías violadas. 

En efecto, se confiere a las autoridades responsables un ténnina de vein ticuatro 
horas siguientes a la notificación de las ejecutorias de amparo para que den cumpli­
miento a dichas ejecutorias; de no ser así, los tribunales federales requerirán al superior 
inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la 
senrencia; s i tampoco esto resultare y si existiera otro superior jerárquico, los tribunales 
requerirán a éste para que se cumplimente la sentencia. (art. 105 L.A.). 

Como medida ex trema, la Ley de Amparo dispone que el expediente de amparo 
podrá ser remitido a la Corte para que se proceda a separar de su encargo a la autoridad 
responsable que se niega a dar cumplimiento a la sentencia de amparo, además de 
iniciar la acción penal que corresponda. 

De igual manera la Ley de Amparo contempla la posibilidad de que los jueces de 
Distrito se constituyan en el lugar en que deba darse cumplimiento a la sentencia de amparo 
por ejecutarla por sí mismos (art. III LA) 

Cabe señalar que el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo regula la 
posibilidad de sustituir la ejecutac ión de la sentencia por el pago de los daños y 
perjuic ios que el acto reclamado haya causado. Esta situación será a petición del 
quejoso y se sustanciará incidentalmente, de proceder el incidente, el Juez detenninará 
la fonna y cuantía de la restitución. 

Entendemos que el incidente de daños y perjuicios como sustituto del cumplimiento 
de las sentencias de amparo procede únicamente cuando los quejosos han agotado todos 
los medios que señala la Ley de Amparo para lograr el cumplimiento de las ejecutorias o 
cuando existe imposibilidad jurídica o material para restituirlos. Entender esta procedencia 
de otra manera, iría en contra de la finalidad del juicio de amparo que busca precisamente, 
restituir al agrav iado en el goce de sus garantías violadas. Entonces, este incidente debe 
de proceder por excepción, cuando ya no exista la posibilidad de cumplimentar la sentencia 
por parte de las autoridades responsables. 

Por otra parte, una vez que se declare la procedencia del incidente que se comenta, 
serán materia del mismo s610 los daños y perjuicios directamente ocasionados con el 
acto reclamado que se consideró inconstitucional y sólo los causados como consecuen­
c ia del incumplimiento de la sentencia. Esto es, debemos de partir del hecho de que si 
se cumpliera la sentencia, si se dejara sin efectos el acto reclamado y se restableciera 
el orden constitucional, el incidente de daños y perjuicios en ejecución sustituta no 
procedería. Los daños y perjuicios indirectos que ocasione el acto reclamado, en todo 
caso. podrán ser materia de un juicio ordinario civil.' 

7 Ver tesis 1. 30. A. 122 K de l Seminario Judicial de la Federación. 8a . Epoca. Tomo XI -junio pág. 259. 
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Finalmente, debemos mencionar que el juicio de amparo concluye con el cumpli­
miento de la sentencia por parte de las autoridades responsables; si la ejecución de los 
actos reclamados ocasiona daños y perjuicios a l quejoso, será la vía ordinaria civ il 
mediante la cual los pueda reclamar. Al respecto, el artículo 1927 del Código Civi l 
para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, 
establece la responsabi lidad solidaria y subsidiaria del Estado en el pago de daños y 
perjuicios causados por sus servidores públicos con motivo del ejercicio de sus 
funciones. Esa responsabilidad será solidaria cuando el servidor público actúa de 
manera dolosa y será subsidiaria en los demás casos.8 

La responsabilidad solidaria del Estado, significa que el afectado podrá exigir 
directamente esa responsabilidad al propio Estado, a diferencia de la responsabilidad 
subsidiaria, en la cual el afectado deberá primero enderezar su acción en contra del 
funcionario que ordenó o ejecutó el acto y solo en caso de insolvencia de éste, podrá 
demandar el pago al Estado. 

En caso de que el Estado pague los daños y perjuicios en forma sol idaria o 
subsidiaria. podrá a su vez repetir contra el funcionario que los haya causado para 
obtener la restitución de lo que haya pagado. (art. 1928 CC) 

5 . REFLEXIÓN FINAL 

La legislación ambiental tiene por objeto proteger, preservar y conservar los ecosiste­
mas y la salud pública. Las actividades económicas y la modernización del país deben 
de realizarse de una manera racional , si n que se comprometa el habitat y la sobrevi­
vencia de las generaciones futuras . 

Es de importancia nacional la protección del derecho que tiene la sociedad a un 
ambiente sano. Esta tarea es de responsabilidad prioritaria de las autoridades ambien­
tales. 

Las autoridades tiene la fuerza que les confiere la Ley y la representación de los 
intereses colectivos, pero su actuación debe circunscribirse a los marcos establecidos 
por el Estado de derecho que prevalece en la sociedad mexicana; el respeto irrestricto 
de los derechos fundamentales de los gobernados, también debe ser propósito de las 
instituciones y de las autoridades. 

En la vigi lancia del cumplimiento de la nonnatividad ambiental, la autoridad deberá 
ser cuidadosa de observar las fonnalidades consagradas en la Constitución y en las 
normas reglamentarias. evitando con ello afectar injustificadamente la esfera indivi­
dual de los gobernados. 

8 Ver reforma.~ al Código Civil. pubticada.~ en el Diario Oficial de la Federación el JOde enero de 1994 . 
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Ante el desvío de poder y para impugnar los actos de autoridad que se apartan de 
la legalidad, el legislador ha conferido a los particulares distintos medios de defensa, 
tanto administrativos como jurisdiccionales, que tienen por objeto dejar sin efectos los 
actos viciados y rest ituir a los agraviados en el goce de sus derechos. 

Las irregularidades en la actuación de la autoridad y la anulación de sus aclOS 

desvían el cumplimiento de los propósitos de la nonna e implican para la sociedad, 
consumo innecesario de recursos humanos y financieros. La autoridad debe tomar 
conciencia de ello, pero también los particulares deben asumir la corresponsabi lidad 
que tienen en la protección y preservación de) medio ambiente cumpliendo con los 
mandatos que la sociedad les ha impuesto a través del ordenamiento jurídico en la 
materia. 
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nació n atm os férica .- 4 .6. Sector forestal.- 4 .7. Co ntaminac ión generada 
por la emisión de ruid o. Co nclu s ion es. 

INTRODUCCION 

El régimen fiscal en juego. en relación con el cumplimiento de las obligaciones en 
materia ambiental, no se encuentra determinado en un s610 ordenamiento jurídico-tri­
butario, sino en el conjunto de disposiciones aplicables en materia fiscal. En esencia, 
se debe suponer que dichas disposiciones, al igual que aquéllas que regulan los 
aspectos relacionados con la problemática ecológica; pretenden disminuir los índices 
de contaminación del aire en las grandes ciudades. mejorar los sistemas de recolección 
y manejo de los residuos sólidos, fortalecer el sistema de reservas naturales y proteger 
los ecosistemas terrestres, marinos y acuáticos del país, así como instrumentar "las bases 
de la política ecológica nacional y de ... instrumentos no sólo diseñados específicamente 
para su ejecución, sino también como instrumentos más generales del desarrollo"l 

Las bases de la política ecológica nacional incluyen, el ordenamiento ecológico, la 
evaluación del impacto ambiental y las Normas Oficiales Mexicanas, mientras que los 
instrumentos para su ejecución se establecen a través de la planeación, la regulación 
de las activ idades productivas y de servicios, los estímulos fi scales y los financiamien­
tos. 

Por lo anterior, uno de los principales problemas que se le presenta principalmente 
a los diversos sectores productivos, es la determinación de las disposiciones que en 
materia tributaria se aplicarán a las actividades que llevan a cabo y que se relacionan 
con aspectos ambientales. 

El presente capítulo, tiene por objeto señalar en términos generales cuáles son las 
disposiciones fiscales de carácter federal que inciden en los sectores productivos en 
materia ambiental; para ello se divide en tres apartados que analizan respectivamente, 
el régimen fi scal general , disposiciones aplicables a la materia ambiental y las bases 
para el otorgamiento de estímulos fiscales en dicha materia. 

Para ubicar esas disposiciones en un contexto teórico general , conviene recordar 
que el deterioro del ambiente natural por la actividad productiva, representa costos 
sociales externos de las unidades productivas. Por eso, conforme a la neutralidad fiscal 
deseable, para la eficacia económica, un objetivo válido de la tributación sería 
" internali zar" esos costos externos, por la vía de gravámenes equivalentes para 
compensarlos. Ante la dificultad técnica para cuantificar esos costos sociales externos, 
paralela a la dificultad similar para cuantificar los beneficios sociales que traen las 
actividades productivas, la opción que resta es, acudir a la regulación con el apoyo de 

I Toma.do de : Exposición de motivos de la. Ley GeneraJ del Equilibrio Ecológico y la. Protección al 
Ambiente. en: De la Madrid Hurtado. Miguel. EL MARCO LEGISLATIVO PARA EL CAMBIO. México. 
Presidencia de la República. Tomo 35. 1988. p.16. 
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las medidas tributarias. La regulación establece sanciones pecuniarias punitivas. entre 
otras. para propiciar su observacia; a la vez acude al apoyo tributario para faci litar e 
incenti var, por vía de reducciones en los gravámenes generales, también la observancia 
de la regulación. Estas reducciones son incentivos fiscales que, mediante un mecanis­
mo opuesto al de sanciones pecuniarias punitivas, coadyuvan con estos últ imos en el 
mismo sent ido: propic iar la observancia de la regulac ión. 

2. R EGIMEN FISCAL GENERAL 

En primer lugar. la Ley de Ingresos de la Federación es el instrumento jurídico que 
legi tima los ingresos que el Estado va a percibir anualmente para sufragar el gasto 
público, y determina a su vez el ámbito temporal de validez anual de las leyes 
específicas que rigen a cada uno de los impuestos aplicables a las fuentes tri butables. 

Sin embargo, la vigencia anual de la Ley de Ingresos detennina que las leyes que 
regul an a cada impuesto, de hecho pueden ser de vigencia indefinida; ya que desde el 
punto de vista constitucional fenecen cada año con la Ley de Ingresos que expira y 
renacen al día s iguiente con la nueva Ley de Ingresos que reitera el impuesto. Es decir, 
si se omitiera la inclusión de un impuesto anterior en la Ley de Ingresos siguiente, 
quedaría inaplicable la ley regulatoria del impuesto desaparec ido (consecuencia de la 
anualidad) . En suma, las leyes tributarias especiales deben entenderse incorporadas a 
la Ley de Ingresos de la Federación . 

Correlativamente a la facultad que la Constitución otorga en su artículo 73 fracc ión 
VII al Congreso de la Unión para imponer las contribuciones necesarias para cubrir el 
Presupuesto de Egresos, está la obligación de los mexicanos para contribuir a los gastos 
públicos, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, confonne lo 
establece el artículo 3 1 fracción IV de la Constitución. Sin embargo, aunque pareciera 
que esta última fracción excluye a los extranjeros, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha hecho extensivo este precepto a los ex tranjeros por razón del concepto de 
residencia a que se refiere la nonna constitucional, de tal fonna que la obligación de con­
tribuir concierne por igual a los extranjeros y a los mexicanos radicados en México. 

Asimismo, es práctica internacional gravar a los no residentes cuando las fuentes 
de riqueza de que se benefician están ubicadas en el país , o cuando ahí se presenten 
las situac iones o actos gravables, así como l;uando en el país se encuentren los bienes. 
Esta práctica se encuentra consagrada en numerosos tratados bilaterales y multilatera­
les, por lo que puede considerarse también pane del derecho internacional general. 

Los ingresos propios del Estado se originan normalmente por los impuestos que 
decreta, los derechos, los productos y aprovechamentos que obriene. 

Al respecto, el Código Fiscal de la Federación en su artículo 2° fracción l. define a 
los impuestos utili zando un procedimiento que podría llamarse residual , ya que 
establece que "son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas 
físicas y morales que se encuentren en la situación jurídica o de hecho prevista por la 
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misma y que sean distintas ..... 2 de las aportaciones de seguridad social las contribucio­
nes de mejoras y los derechos. 

El artrculo 22 constitucional otorga al legislador un gran margen para el establecimiento 
de los impuestos, ya que aun cuando prohibe la confiscación de bienes, establece que no 
se considera con ese carácter la aplicación total o parcial de los bienes de una persona para 
el pago de impuestos. Asimismo confonne al articulo 28 de la Constitución, no se 
establecerán monopolios ni estancos de ninguna clase, ni exención de impuestos. ni 
prohibiciones a título de protección a la industria; sin embargo. esta protección no se refiere 
a los casos en que se exeptúa a una clase detenninada de individuos o de actividades del 
pago de impuestos, como podría ser el caso de un estimulo fiscal. 

Los impuestos se pueden clasificar como directos o indirectos, ya sea que incidan 
sobre el contribuyente es decir, que estén dirigidos a la renta o al patrimonio, o bien 
sean trasladables o sean dirigidos a los consumos o enajenaciones de la propiedad. En 
relación con lo anterior, el Impuesto Sobre la Renta y el Impuesto al Activo son típicos 
impuestos directos, mientras que el Impuesto al Valor Agregado y el Impuesto 
Especial Sobre Producción y Servicios, son típicos impuestos indirectos. 

2.1. Impuesto sobre la renla. Este impuesto tiene por objeto gravar los ingresos 
netos de los contribuyentes 

2. l . l. Elementos del impuesto 

2.1.1.1. Base y tarifa del impuesto 

La base gravabJe para las personas morales es el resultado fiscal, el cual se obtiene 
disminuyendo de los ingresos acumulables las deducciones autorizadas por la Ley 
·utilidad fiscal- y en su caso, las pérdidas pendientes de aplicar de los 5 ejercicios 
anteriores. La tasa aplicable es del 35%.' 

2 ••... l. Impuestos son I~ conbibuciones establecidas en ley que deben p;1góll" las personas físicas y 
morales que se encuentren en 13 situaciónjuridicao de hecho prevista por la misma, y que sean distintAs de 
las rrncciones 11, 111 Y IV de este articulo. 
11. Aportaciones de seguriebd social son 135 contribuciones establecidas en ley a ~go de personas que son 
sustituidas porel Estado en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en mat:eriade seguridad social 
o 3 las personas que se beneficien en rorma especial por servicios de seguridad social proporcionados por 
el mismo Estado. 
111 . Contribuciones de mejoros son 135 establecidas en Ley a cargo de 135 personas físicas y morales que se 
beneficien de manera directa por obras públicas. 
IV. Derechos son 135 contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del 

dominio público de 13 N3ción, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho 
público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en 
este último caso, se lr.ltc. de conlr.lprcstaciones que no seencuentren previstas en la Ley Federol de Derechos. 
T31T1bién son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos descentralizados por prestar 
servicios exclusivos del Estado ... " 

J Vé3se: .:utfculo 10 de 13 Ley del Impuesto Sobre 13 Renta 
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Impuesto anual a pagar = Resultado fiscal x tasa del 35% 

Resultado Fiscal = Utilidad Fiscal - Pérdidas fiscales actualizadas pendientes de 
aplicar de otros ejercicios. 

Utilidad fiscal = Ingresos Acumulables - Deducciones Autorizadas 

2.1 .1.2. Sujetos del impuesto 

Los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta, según el artículo lo. de la 
ley son : 

"Las personas físicas y las morales están obligadas al pago del impuesto ... en 
los siguientes casos: ... 1. Los residentes en México respecto de todos sus 
ingresos cualquiera que sea la ubicación de la fuente de riqueza ... 11. Los 
residentes en el extranjero que tengan un establecimiento permanente o una 
base fija en el país respecto de los ingresos atribuibles ... III . Los residentes 
en el extranjero. respecto de los ingresos procedentes de fuentes de riqueza 
situadas en territorio nacional, cuando no tengan un establecimiento penna­
nente o una base fija en el país, o cuando teniéndolos, dichos ingresos no sean 
atribuibles a éstos." 

Para efectos del artículo anterior, se consideran establecimientos permanentes cual­
quier lugar de negocios en el que se desarrollen, parcial o totalmente, actividades 
empresariales, las sucursales, las fábricas, los talleres, las instalaciones, minas, las 
canteras o cualquier lugar de explotación o extracción de los recursos naturales, etc. 

2. 1.1.2.1. Personas morales 

2. 1.1.2.1.1. Exenciones al pago del impuesto 

La ley establece exención al pago del impuesto a las personas morales dedicadas a 
actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras, siempre y cuando no sobre­
pasen de 20 veces el salario mínimo general anual. Asimismo se señalan otros ingresos 
excentos como los obtenidos por ejidos, uniones, asociaciones rurales, etc. 

2. 1.1.2. 1.2. Pagos provisionales 

Se efectuarán pagos provisionales antes del día 17 del mes inmediato posterior al que 
se causen, y se harán dos ajustes: uno en el primer mes de la segunda mitad del ejercicio 
y el otro en el último mes del mismo; se considera que los pagos provisionales son a 
cuenta del pago del ejercicio. 
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Determi nac ión de pagos provis ionales: 4 

Utilidad fiscal + deducciones (art. 5 I I 
Ing resos nominales del ejercicio = 

Coeficiente de uti lidad 
del último ejercic io de 
12 meses. 

Utilidad Fiscal para el 
pago prov isional 

== Ingreso nominales del 
período 

X Coeficiente de utilidad 
del último ejercicio de 
12 meses. 

Ut ilidad Fiscal base para 
e l pago provisjonal 

Utilidad fiscal para 
el pago provisional 

Pérdidas fiscales 
pendientes de amorti zar 

Impuesto del período = Uti lidad fiscal base para el 
pago prov isional 

X Tasa del impuesto 

Impuesto del 
pago provis ional 
del mes 

= Impuesto del 
período 

Pagos 
prov isionales 
enterados 
anteri onnente en 
el ejercic io 

ISR retenido por 
intereses 

Los ingresos nominales "corresponden a los ing resos acumulables. con excepción de 
la ganancia inflac ionari a, considerando los ingresos por intereses y la ganancia 
cambiaria. sin restarl es el componente inflac ionario:'5 

2. I .1.2. I .3. Ingresos acumulables 

Según los artículos 15 y 17 de la Ley, se consideran ingresos acumulables: " todos los 
ingresos que obtengan las personas morales en efectivo, en bienes, en servicio, en 
créd ito O de cualquier otro tipo ... inclusive los provenientes de sus establecimientos en 
e l ex tranjero ... "; así como también, la detenninación presuntiva que haga la Secretaría 
de Hac ienda y Crédito Público, las acc iones o mejoras en propiedad ajena, la ganancia 
derivada en la enajenac ión de activos fijos y terrenos, títulos valor, acc iones, recupe­
rac iones de créditos incobrables y de pérdidas, los intereses y la ganancia inflac ionaria. 
considerada esta últ ima como ingresos por la disminución real de sus deudas. 

4 VéaS\!: mt. 12 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 

.~ Calvo L<mgarica, César. PROBLEMAS DEL ESTUDIO CONTABLE DE LOS IMPUESTOS. 
México, Pac, S.A. (k C.V., 1993,p. I.'i . 
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Los ingresos se obtienen en la fecha de enajenación o prestación de servicios, es 
decir, cuando se celebre el contrato o a falta de éste, cuando: 

• Se expida el comprobante 
• Se envíe o entregue el bien o preste el servicio 
• Se cobre o sea exigible total o parcialmente el precio o la contraprestación pactada, 

aun cuando provenga de anticipos 
• Se reciban títulos de créditos en pago o en garantía 

2. 1.1.2. 1.4. Ingresos no acumulables 

Los ingresos no acumulables son considerados aquéllos que provengan de la revalua­
c ión del activo fijo y del capital o de otros conceptos que reflejan el efecto de la 
inflación en los estados financieros, así como los que se obtengan por aumento de 
capital, por pago de la pérdida de sus acciones o por valuar sus acciones mediante el 
método de participación, y los dividendos o utilidades cobrados. 

La ganancia por enajenación de acciones se determina de la siguiente forma: 6 

Costo promedio 
por acción 

= 
Monto original ajustado de las acciones 
No. de acciones del contribuyente 

El Monto original ajustado por acc ión se determina: 

Costo comprobado de adquisición actualizado o costo promedio anterior 
+ Uti lidades fiscales actualizadas. 

Pérdidas fiscales actualizadas. 
+ Dividendos actualizados percibidos por la sociedad emisora. 
= Monto original ajustado de las acciones. 

2. 1.1.2.1.5. Deducciones. 

Las deducciones autorizadas por la Ley, se encuentran consagradas en el artículo 22 
que a la letra dice: 

" Los contribuyentes podrán efectuar las deducciones siguientes: 
1. Las devoluciones que se reciban, los descuentos o bonificaciones que se 
hagan, aun cuando se efectúen en ejercicios posteriores. 
JI . Las adquis iciones de mercancías, así como de materias primas, productos 

6 Veá..~e artículos 19 y 19-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
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semiterminados que utilicen para prestar servicios. para fabricar bienes o para 
enajenarlos, disminuidas con las devoluciones, descuentos y bonificaciones 
sobre las mismas, efectuadas inclusive en ejercicios posteriores ... 
IIJ. Los gastos. 
IV . Las inversiones. 
V. La diferencia entre los "inventarios final e inicial de un ejercicio.o.tratán­
dose de contribuyentes dedicados a la ganadería. 
VI. Los créditos incobrables y las pérdidas por caso fonuito, fuerza mayor.. . 
VI. Las aportaciones para fondos destinados a la investigación y desarrollo 
de tecnología ... 
VII. La creación o incremento de reservas para fondos de pensiones o 
jubilaciones del personal... 
X. Los intereses y la pérdida inflacionaria ... 
XI. Los anticipos y los rendimientos que paguen las sociedades cooperativas 
de producción, así como los anticipos que entreguen las sociedades y asocia­
ciones civiles a sus miembros ..... 

Las personas morales residentes en el extranjero con establecimiento pennanente 
en el país, podrán hacer según el artículo 23 de la Ley las deducciones relativas al 
establecimiento, siempre y cuando cumplan con los requisitos señalados en el artículo 
24.' 

Se consideran gastos no deducibles8: 

• Impuesto Sobre la Renta a cargo del propio contribuyente o de terceros, cuotas al 
Instituto Mexicano del Seguro Social e Impuesto al Activo 

• Gastos relacionados con inversiones no deducibles 
• Las cantidades que tengan el carácter de participación de utilidades 
• Obsequios, atenciones y otros análogos 
• Gastos de representación 
• Viáticos y gastos de viaje 
• Sanciones o indemnizaciones y penas convencionales, salvo que respeclo a 

indemnizaciones por daños y perjuicios y penas convencionales, la Ley establezca 
que podrán deducirse cuando se imponga la obligación de pagarlas por provenir 
de riesgos creados, responsabilidad objetiva, fuerza mayor o por actos de 

7 Dentro de los requisitos que señ:1.l3 el :lrtÍculo 24 de 13 Ley del Impuesto sobre 13 Renta. y que se 
deberán cumplir JXlr.lllev~ 3 ca.bo lólS deducciones 3utoriZlldas, destllCan: 
- Que sean eslrict3mente indispensa.bles JXlr.llos fines de 13 3ctividad del contribuyente 
- TTóltá.ndose de deducción inmedi3ta se cumpl3 con 13 oblig3ción de registro específico 
- En los ca. .. os de deducción de inversiones; se proceda en los ténninos de 13 Sección 111 del Capítulo 2. 
- C umplir con la. .. oblig3ciones rel3tivólS 3 retenciones y enteros de impuc. .. lOS 3 crugo de terceros, etc. 

S Véa.se rutículo 25 de 13 Ley del Impuesto sobre 13 Renta. 
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terceros, y siempre y cuando no se hayan originado por culpa imputable al 
contribuyente 

• Intereses por préstamos de personas físicas no lucrativas 
• Provisiones para reserva de activo o de pasivo 
• Reservas para indemnizaciones y antigüedad 
• Primas por reembolso de capital 
• Pérdidas por caso fortuito o por enajenación de bienes 
• Crédito comercial 
• Los pagos por el uso o goce de casas, aviones. embarcaciones y uso temporal de 

automóviles salvo tratándose de automóviles utilitarios 
• Pérdidas por enajenación o caso fortuito de inversiones no deducibles 
• Los pagos por concepto de Impuesto al Valor Agregado e Impuesto Especial 

Sobre Produccion y Servicios 
• Pérdidas por fusión, reducción o liquidación de capital 
• Pérdidas por enajenación de acciones u otros títulos valor 
• Gastos a prorrata en el extranjero 
• El precio pagado por operación de cobertura cambiaria 
• Consumos en restaurantes y bares, gastos en comedores 
• Servicios aduaneros, salvo honorarios de agentes aduanales y gastos incurridos 

por éstos 

Las inversiones según lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley del Impuesto Sobre 
la Renta, son: 

"Los activos fijos, los gastos y cargos diferidos y las erogaciones realizadas 
en períodos preoperativos ... 

Activo fijo es e l conjunto de bienes tangibles que utilicen los contribuyentes 
para la realización de sus actividades y que se demeriten por el uso en el 
servicio del contribuyente y por el transcurso del tiempo ... 

Gastos diferidos son los activos intangibles representados por bienes o de­
rechos que pennitan reducir costos de operación o mejorar la calidad o 
aceptación de un producto, por un período limitado inferior a la duración de 
la actividad de la persona moral. 

Cargos diferidos son aquéllos que reúnan los requisitos señalados en el 
párrafo anterior, pero cuyo benefic~o sea por un período ilimitado que 
dependerá de la duración de la actividad de la persona moral. 

Erogaciofles en períodos preoperativos son aquéllas que tienen por objeto la 
investigación y desarrollo relacionados con el diseño, elaboración, ... presta-
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ción de un servicio; siempre que las erogaciones se efectúen antes de que el 
contribuyente enajene sus productos o preste sus servicios en fanna constante." 

Las inversiones se podrán deducir aplicando las tasas de depreciación y amortiza­
ción establecidas en los artículos 43, 44 Y 45 de la Ley, al monto original de la 
inversión. el cual "comprende además del precio del bien, los impuestos efectivamente 
pagados con mot ivo de la adquisición o importación del mismo a excepción del 
impuesto al valor agregado, así como las erogaciones por concepto de derechos. fletes, 
transportes, acarreos, seguros contra riesgos en la transportación, manejo de comisio­
nes sobre compras y honorarios a agentes aduanales.'>9 

Determinación de inversiones deducibles: 

Depreciación anual = Monto original de la 
inversión 

Depreciación anual = Depreciación mensual 
12 

Depreciación 
de ejercicio = 

Depreciación 
mensual 

x 

x 

Tasa (%) de depreciación 
de la inversión 

No. de meses completos 
que se utili zó el bien e n el 
ejercicio. 

Indice Nacional de Precios al Consumidor del último 
mes de la primera mitad del perrada en el que el bien 
haya sido utilizado en el ejercicio por el que se efectúe 
la deducción 

Factor de actualización = 

Indice Nacional de Precios al Consumidor del mes en 
que se adquirió el bien 

Depreciación del; Depreciación del x Factor de actualización 
ejercicio actualizada ejercicio 

9 Véase : Ley de Impuesto Sobre In Renta, artículo 41. párrafo segundo 
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Tratándose de inversiones relacionadas con contratos de arrendamiento financiero, 
se considerará como monto original de la inversión la cantidad que se hubiere pactado 
como valor del bien. 

Sin embargo. según el artícu lo 50 de la Ley, si en el contrato se establecen opciones 
para deducción. y se hace uso de alguna de ellas, se tendrá que tomar en cuenta que: 

"1. Si se opta por transferir la propiedad del bien ... mediante el pago de una cantidad 
determinada, o por prorrogar el contrato por un cierto plazo. el importe de la opción 
se considerará complemento del monto original de la inversión, deduciéndose en el 
porciento que resulte de dividir el importe de la opción entre el número de años que 
falten para terminar de deducir el monto original de la inversión. 
ll. Si se obtiene participación por la enajenación de los bienes a terceros. deberá 
considerarse como deducible la diferencia entre los pagos efectuados y las cantidades 
ya deducidas, menos el ingreso obtenido por la participación en la enajenación a 
terceros." 

2.1.1.2. 1.5 .1. Deducción inmediata 

En el artícu lo 5 1 de la Ley, se incluye la opción para deducir en una sola vez un 
porcentaje de los "bienes nuevos" IO, en lugar de las tasas de depreciación anual ya 
comentadas. 

Deducción = Monto original de 
inmediata la inversión 

x % de deducción 
(art.51) 

Sin embargo, la parte del monto original de la inversión que exceda de la cantidad 
que resulte de aplicar el porciento autorizado. no será deducible. 

Se excluyen de esta opción el mobiliario y equipo de oficina, los automóviles, 
autobuses. camiones de carga, tractocamiones, remolques o aviones. 

Reglas para efectuar la deducción inmediata de inversiones: 

a) Que las inversiones se realicen en bienes que se utilicen permanen/emeflte fuera de 
las áreas me/ropo/ilanas del Distrilo Federul, Monterrey y Guadalajara. 
b) Actualizar el monto original de la inversión. 
c) En el caso de que los bienes se enajenen, se pierdan o dejen de ser útiles se podrá 
hacer una deducción, además de la señalada en el artículo 51, que consistirá en aplicar 
al monto original de la inversión actualizada los porcientos que fija la Ley en el anículo 

10 La. Ley dd Impuesto Sobre la. Renta en su a.rtículo 51 penúllimo párrafo señala que : ··se consideran 
bienes nuevos los que se utilizan por primera. vez en México." 
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51-A en función del número de años transcurridos desde que se efectúo la deducción 
inmediata y el porciento de deducción inmediata aplicado al bien en cuestión. 

2.1 .1.2. 1.6. Pérdidas fiscales 

Las pérdidas fiscales derivadas de un ejercicio podrán disminuirse de la utilidad fiscal 
obtenida en los cinco ejercicios siguientes a aquél en el que se causaron, sin embargo, 
si no se disminuyen contra los ejercicio en los que hubo utilidad se perderá el derecho 
para hacerlo. Ahora bien, si la pérdida no se agota en el plazo señalado y si en el 
ejercicio que se está disminuyendo hubo pérdida se tendrá de plazo otros cinco 
ejercicios para disminuirla, pero s610 en la medida de que se trate de pérdida contable 
y no solamente fiscal. 

Las pérdidas para que puedan ser amortizadas deberán actualizarse conforme al 
factor inflacionario del índice nacional de precios al consumidor. 

En el caso de escisión, las pérdidas se podrán dividir proporcionalmente a la 
división del capital contable entre la empresa escidente y la escindida. 

En el caso de fusión , las pérdidas sólo se podrán amortizar contra la utilidad fiscal 
correspondiente a la explotación de los mismos giros en que se produjo la pérdida. 

2. 1.1.2.1.7 . Facultades de las autoridades fiscales 

En el capítulo VI de la Ley, se establece la facultad de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público para determinar presuntivamente precios de compra o venta y/o 
estimaciones por operaciones realizadas por los contribuyentes que no cuenten con la 
documentación necesaria. 

Los coeficientes para la determinación presuntiva de la utilidad fiscal de acuerdo 
al giro de laempresason: 3%, 5%,10%,20%,25% Y 30%, de los ingresos acumulables. 

2. 1.1.2. 1.8. Empresas controladoras 

En cuanto a la aplicación del régimen a que deben sujetarse las empresas controladoras 
así como sus controladas, es necesario definir que se consideran empresas controlado· 
ras aquéllas sociedades mercantiles que posean más del 50% de las acciones de otras 
empresas en forma directa o indirecta, o bien, que tengan control efectivo sobre ellas. 
Las empresas controladoras deberán determinar en una sola base su resultado fiscal 
consolidado, sobre la cual se aplicará la tasa del 35%. 

Tanto la Sociedad Controladora como las Controladas, quedan obligadas apresen· 
tar dictamen fiscal firmado por contador público registrado. 

El artículo 57·J de la Ley establece las empresas que no se consideran "Controla· 
doras" o "Controladas", dentro de las cuales se encuentran: 

• Empresas que no sean Sociedades Mercantiles 
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• Instituciones de Crédito, Organizaciones de Crédito, Sociedades de Inversión, 
Casas de Bolsa y de Cambio 

• Residentes extranjeros 
• Las que se encuentren en liquidación 
• Sociedades y Asociaciones Civiles 

El resultado fi scal podrá consolidarse durante cinco años como mínimo y hasta que 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público autorice para dejar de hacerlo. 

La fecha de c ierre de las empresas controladas, deberá ser igual que el de la 
controladora. 

Las empresas controladoras no podrán tener régimen especial de tributación . 
Además de las obligaciones ya señaladas. se deberá cumplir con las siguientes 

disposiciones : 

• Llevar contabilidad, expedir comprobantes, registro especial de inversiones en los casos 
de deducción inmediata, registro de utilidades generadas, conservar documentación, 
presentar declaraciones del ejercicio así como dec1ientes y proveedores, formular baJance 
y levantar inventario, etc. 

• Los residentes en el país que tengan establecimientos extranjeros, deberán cumplir 
con las obligaciones relativas a llevar contabilidad y conservar libros y documen­
tos. 

• Llevar un registro específico para controlar la deducción inmediata de activos 
fijos nuevos y un registro de las operaciones que efectúen con títulos valor 
emitidos en serie. 

2. 1.1.2. 1.9. Régimen simplificado de las personas morales 

Este régimen se establece para aquellas personas que se dediquen exclusivamente 
a las siguientes actividades: 

• Agrícolas 
• Ganaderas 
• Pesqueras 
• Silvfcolas 
• Autotransporte terrestre de carga 
• Autotransporte terrestre de pasajeros 

Sin embargo, se establece excepción al régimen simplificado para aquellas personas 
morales consideradas como controladora y controladas. 

La determinación del pago del impuesto consiste en aplicar al resultado fi scal la 
tasa del 35%, es decir: 



512 • Juan Manuel Terán, Silvia González R 

Impuesto a pagar = Resultado Fiscal x 35% 

Resultado Fiscal = Total de entradas Salidas autorizadas 

Las personas morales que de acuerdo al artículo 70 y 73 de la Ley no se consideran 
contribuyentes, quedan obligadas a: 

• Llevar registros contables 
• Expedir comprobantes 
• Presentar declaración 
• Proporcinar constancia de remanente distribuible 

• Retener y enterar I.S.R. y obtener comprobantes 

2. 1.1.2.2. Personas físicas 

2. 1.1.2.2.1. Régimen general a las actividades empresariales 

El artículo 107 de la Ley establece que" se considerarán ingresos por actividades 
empresariales los provenientes de la realización de actividades comerciales, indus­
triales. agrícolas, ganaderas, de pesca o s il vícolas ." 

Determinación del impuesto anual: 

Impuesto 

Resultado 
fiscal = 

= Resultado fiscal 

Ingresos - Deducciones 
autorizadas 

x 

2. 1. 1.2.2.2. Deducciones 

Tasa del 35% 

Pérdidas pendientes de 
amortizar actualizadas 

Según lo establecido en el artículo 108 de la Ley, las personas físicas con actividades 
empresariales podrán efectuar las siguientes deducciones: 

• Devoluciones o descuentos 
• Adquisiciones de mercancías, materias primas, productos semitenninados o ter-

minados que se utilicen para prestar el servicio, fabricar bienes o para enajenarlos 

• Gastos 
• Inversiones 
• La diferencia entre los inventarios, tratándose de contribuyentes dedicados a la 

ganadería 
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• Los intereses 
• La pérdida inflacionaria 

Requisitos para deducciones. El artículo 136 de la Ley establece que las deducc io­
nes deberán ser: estrictamente indispensables. se deduzcan una sola vez aun cuando 
se relacionen con diversos ingresos, se encuentren registradas en la contabilidad. 
tratándonse de inversiones no se establezca revaluación, comprobar expresamente el 
impuesto al valor agregado y el impuesto especial sobre producción y servicios. 

No se considerarán deducibles: 

• Impuesto sobre la renta , los pagos del impuesto al activo y aportaciones al Instituto 
Mexicano del Seguro Social del propio contribuyente; con excepción de las cuotas 
obrero patronales pagadas por los patrones 

• In versiones en casas, comedores, aviones y embarcaciones 
• Las inversiones o pagos por el uso o goce temporal de automóvi les comprendidos 

dentro de las categorías "S" y "e" del artículo 50. de la Ley del Impuesto Sobre 
Tenencia o Uso de Vehículos 

• Obsequios, atenciones y otros análogos 
• Donativos y gastos de representación 
• Sanciones, indemnizaciones por daños y penas convencionales: salvo que éstas 

'10 sean originadas por culpa imputable al co fltribuyeflte 
• Salarios, comisiones y honorarios pagados por arrendadores de inmuebles 
• Intereses sobre bienes no productivos 
• Viáticos 
• Participación de utilidades 
• Pérdidas y gastos relacionados con inversiones no deducibles 
• Servicios aduaneros distintinos de los honorarios de agen tes aduanales, etc. 

Las tasas para deducción de inversiones son iguales a las establecidas para las 
personas morales. (Artículos 108 Y 138 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta) 

También las reglas sobre amortización de pérdidas son sustancialmente iguales a 
las ap licables a las personas morales. (Artículo liD de la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta) 

Se efectuarán mensualmente pagos provisionales a cuenta del impuesto del ejerci­
cio a más tardar los días 17 del mes inmediato posterior al que se causaron; así como 
dos ajustes en el año, los cuales se llevarán a cabo durante los meses de julio y 
diciembre. 

La declaración anual se presentará dentro de los cuatro meses siguientes al cierre 
del ejercicio y se considerará como pago definirivo. 

Además de efectuar el pago del impuesto, se deberá cumplir con las siguientes 
obligaciones: 
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• Inscribirse en el Registro Feder:.lJ de Contribuyentes 

• Llevar contab ilidad 
• Expedir comprobantes de ventas 
• Llevar un registro específico de in ve rs iones cuando se opte por deducción 

inmediata 
• Conservar registros y comprobantes 
• Formular balance y levantar inventario 
• Presentar declaración de clientes y proveedores; así como información de reten­

ciones, etc. 

2. l . I .2.2.3. Exenciones del impuesto 

En el artículo 77 de la Ley. se establecen exenciones a personas físicas para el pago 
del impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos: 

• Prestaciones complementarias al salario mínimo, así como las horas extras 
• Indemnizaciones 
• Jubilaciones 
• Gastos médicos y de funeral 
• Prestaciones de Seguridad Social 
• Gratificaciones 
• Gastos de representación 
• Rent<ls congeladas 
• Impuestos trasladados, etc. 

2.2. Impuesto al valor agregado 

2.2. J. Elementos del impuesto 

2. 2.1.1. Sujetos del impuesto 

Los sujetos obligados al pag~) dd impuesto al \-alm agregado según el artículo lo. dI? 
la Ley son: 

. las personas físicas y las morales que, en territorio nacional , realicen los 
actos o act ividades siguientes: 
1. Enajenen bienes 
11. Presten servic ios independientes 
111. Otorguen el uso o goce temporal de bienes 
IV.lmporten bienes o servicios" 
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2.2.1.2. Base y tarifa del impuesto 

El impuesto se calculará aplicando al valor del bien la tasa del 10%; tomándose en 
cuenta que en ningún caso se considerará que el impuesto forma parte del va lor del 
bien. 

Pago del impuesto = Valor del bien x Tasa del 10% 

El impuesto al valor agregado tiene por objeto tras ladar hasta el último consumidor 
el pago del impuesto; en virtud de lo cual se puede considerar que al ser trasladado y 
acreditado se recupera el importe pagado y por tanto desde el primer momento de 
producción hasta el último se está de hecho liberado de la carga del mismo. 

Determinación del impuesto a pagar: 

Pago de) Impuesto ;;;; Impuesto a cargo 
(trasladado a terceros) 

Impuesto trasladado o pagado en 
la importación de bienes o 
servicios que sean acreditables. 

El artículo lo. de la Ley define que se entenderá por "traslado del impuesto el cobro 
o cargo que el contribuyente debe hacer ... de un monto equivalente al impuesto ... " . 
Asimismo en el artículo 40. se señala que el "impuesto acreditable" es el monto 
equivalente al del impuesto al valor agregado que le hubiesen trasladado o el impuesto 
pagado con motivo de la importación. 

La Federación , el Distrito Federal, Estados, Municipios, organismos descentraliza~ 

dos, instituciones y asociaciones de beneficiencia privada, sociedades cooperativas, 
etc. que no causen impuestos federales o estén excentos de ellos, están obligados a 
aceptar la traslación del impuesto, en su caso, pagar el IV A Y trasladarlo. 

La Ley establece que no sólo se aplicará la tasa del 10%, sino también aquéllas que 
la Ley señala de manera específica para detenninadas actividades. 

En relación con lo anterior, las actividades o actos que se lleven a cabo en la 
enajenación de productos animales y vegetales que no estén industrializados (salvo el 
hule), maquinaria para accionar implementos agrícolas, fertilizantes y plaguicidas 
destinados a la agricultura, ganadería o prestación de servicios destinados a las 
actividades agropecuarias, la exportación J e bienes y servicios de empresas residentes 
en el país, etc . se aplicará la tasa del 0%. 

Asimismo, en los casos de importación o enajenación de productos destinados a la 
alimentación y medicamentos de patente, el artículo 20 ~B establece que la tasa 
aplicable es del 6%, a excepción de las bebidas distintas de la leche, jarabes o 
concentrados para preparar refrescos y aquéllos a los que se les aplica la tasa del 0%, 
etc. 

El impuesto se calculará por ejercicios fiscales, mediante declaración que deberá 
presentarse ante las oficinas autorizadas, dentro de los tres meses siguientes al cierre 
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del ejercicio; salvo en los casos en los que se enajene un bien o se preste un servicio 
en forma accidental y por los que se deba pagar el IV A, el pago se realizará ante las 
oficinas autorizadas dentro de los 15 días hábiles a aquél en el que se obtenga el servicio 
o la contraprestación. 

2.2.1.3. Pagos provisionales 

Se realizarán pagos provisionales en las fechas señaladas para efecto del pago del 
Impuesto Sobre la Renta. 

Pagos provisionales = Impuesto correspondiente 
al total de actividades 
realizadas en el período 

Cantidades por las que 
procede el acreditamiento 
(ar!. 50 Ley del IV A) 

En los supuestos en los que en la declaración del pago provisional haya saldo a 
favor, éste se podrá acreditar contra el impuesto que corresponda en los meses 
siguientes hasta agotarlo, o bien solicitar la devolución del total del saldo a favor. 

2.2. 1.4. Exenciones al pago del impuesto 

a) Están excentas las personas físicas con activ idades empresariales que s610 presten 
servicios o enajenen bienes al público en general , siempre y cuando en el año anterior 
se hayan obtenido ingresos por esas actividades y los activos utilizados no excedan de 
77 y 15 veces el salario mínimo general, respectivamente. 

b) La enajenación de los siguientes bienes: 

• Suelo, construcciones accesorias destinadas para la casa habitación 
• Oro. así como joyería que contenga como mínimo el 80% de dicho material 
• Enajenaciones no efectuadas, sobre las cuales se tendrá el derecho a la devolución 

del impuesto 
• Bienes muebles usados, a excepción de los enajenados por empresas, etc. 
• Libros y revistas así como el derecho para usar o explot~ una obra que realice su 

autor 
• Billetes y demás comprobantes que permitan participar en loterías, rifas, sorteos 

o juegos con apuestas y concursos de toda clase, así como los premios respectivos 
a que se refiere la Ley del Impuesto sobre la Renta 

• Moneda nacional y moneda extranjera, así como las piezas de oro o de plata que 
hubieran tenido tal carácter y las piezas denominadas "onza troy" 

• Partes sociales, documentos pendientes de cobro y títulos de crédito excepto 
certificados de depósito de bienes cuando por la enajenación de éstos se esté 
obligado a pagar el mismo 
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e) La presentación de los siguientes servicios: 

• Los prestados en forma gratuita, salvo que los beneficiarios sean los miembros, 
socios o asociados de la persona moral que preste el servicio 

• Los de enseñanza, que presten los organismos descentralizados y los estableci­
mientos de particulares que tengan autorización o reconocimiento de validez 
oficial de estudios en los términos de la Ley Federal de Educación 

• El transporte público terrestre, excepto por ferrocarril 
• Servicios profesionales de medicina 
• Los espectáculos públicos, por el boleto de entrada 
• Los proporcionados a sus miembros como contraprestación normal de cuotas, 

tratándose de partidos, sindicatos, cámaras de comercio e industria, asociaciones. 
etc. 

d) Los sujetos que lleven a cabo las importaciones siguientes: 

• Las que en términos de la Ley Aduanera no se consuman, las temporales, aquéllas 
que sean objeto de tránsito de transbordo y las que tengan carácter de retorno de 
bienes exportados temporalmente 

• Las de bienes que no den lugar al pago del impuesto en el país 
• Las de equipajes y menajes de casa a que se refiere la legislación ambiental 
• Las de bienes donados por residentes en el extranjero a la Federación, entidades 

federativas, municipios o cualquier otra persona autorizada por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público 

• Las obras de artes para exhibición pública en forma permanente 
• Obras de arte creadas en el extranjero por mexicanos o residentes en territorio 

nacional, s iempre que sea realizada por su autor 

Para efectos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado el artículo 24 de la misma, 
señala que se consideran importaciones de bienes o servicios: 

"1. La introducción al país de bienes. 
11. La adquisición por ... residentes en el país de bienes intangibles enajenados 
por ... no residentes en él. 
111. El uso o goce temporal , en territorio nacional, de bienes tangibles 
proporcionados por ... no r~sidentes ... 
IV. El uso O goce temporal,en territorio nacional , de bienes tangibles cuya 
entrega ... se hubiera efectuado en el extranjero. 
V. El aprovechamiento en territorio nacional de los servicios ... , cuando se 
presten por residentes en el país ... " 
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Asimismo en el artículo 29 de la citada Ley se establece que se considera exporta­
ción de bienes o servicios: 

"1. La que tenga el carácter de definitiva. en los términos de la legislación 
aduanera. 
ll. La enajenación de bienes intangibles .. . 
III. El uso o goce temporal, en el extranjero, de bienes intangibles proporcio­
nados por personas residentes en el país. 
IV . El aprovechamiento en el extranjero de servicios prestados por residentes 
en el país por concepto de: 
a) Asistencia técnica, servicios técnicos relacionados con ésta e informacio­
nes relativas a experiencias industriales, comerciales o científicas. 
b) Operaciones de maquila para exportación en los términos de la legislación 
aduanera. 
e) Seguros y reaseguros, así como afianzamiento y reafianzamientos. 
f) Operaciones de financimiento ... ·, 

En los supuestos de importaciones para acreditar el impuesto. se deberá cumplir 
con los siguientes requisitos: 

a) Que se trate de bienes o servicios estrictamente indispensables, es decir, que las 
erogaciones realizadas sean deducibles para efectos del Impuesto Sobre la Renta, aun 
en los casos en que no se esté obligado al pago de este último; asimismo en el caso de 
deducciones parciales el acreditamiento s610 será por la proporción deducible. 

Por otra parte. si las inversiones se realizan en períodos preoperativos, se podrá 
hacer la estimación y acreditar el impuesto que corresponda a las actividades por las 
que se vaya ha estar obligado al pago del mismo. 

b) Que el impuesto se haya trasladado expresamente al contribuyente, y contar con 
la documentación que lo acredite. 

Tratándose de exportación de bienes tangibles, la devolución procederá hasta el 
momento en que se consume la exportación de acuerdo a lo dispuesto por la legislación 
aduanera. 

En las enajenaciones a plazos el IV A podrá diferirse del precio pactado, excluyendo 
los intereses, confonne se vayan realizando los pagos; respecto a los intereses éstos 
podrán diferirse en el mes en que sean exigibles. Sin embargo, tratándose de arrenda­
miento financiero el diferimiento podrá realizarce de acuerdo al monto de los pagos 
por concepto de intereses. 

En relación a los pagos anticipados, el impuesto se pagará de acuerdo al monto del 
anticipo y en el momento en que éste se efectúe. 
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Por otra parte, los sujetos obligados al pago del impuesto al valor agregado, además 
de las obligaciones antes mencionadas deberán cumplir con las disposiciones señala­
das en el artículo 32 de la Ley, dentro de las cuales se encuentran: 

• Llevar contabilidad 
• Expedir comprobantes, que deberán incluir en el precio del bien el impuesto a 

pagar; en el caso de que se esté obligado a trasladar el impuesto, se tendrá que 
presentar solicitud por escrito además de los comprobantes expedidos 

• Presentar declaraciones, etc. 

Cabe mencionar, que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en términos de 
lo dispuesto por el artícu lo 41 de la Ley, podrá celebrar convenios con los Estados que 
so liciten adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. a efecto de determinar 
la no imposición de impuestos locales o municipales de los siguientes actos o 
activ idades: 

"1 por los que deba pagarse el impuesto al valor agregado o sobre las 
prestaciones o contraprestaciones que deriven de los mismos, ni sobre la produc­
ción de bienes cuando por su enajenación deba pagarse dicho impuesto. 
11. La enajenación de bienes o prestación de servicios cuando una u otra se exponen ... 
111. Los bienes que integren el activo sobre la utilidad o el capital de las 
empresas. 
V. Intereses, los títulos de crédito y los productos o rendimientos derivados 
de su propiedad o enajenación .. " 

2.3. Impuesto al activo 

2.3. / . Elementos del impueslO 

2.3. 1.1. Sujetos de l impuesto 

En ténninos del anículo lo. de la Ley del Impuesto al Activo, se considera que están 
obligadas al pago del impuesto por el activo que tengan cualquiera que sea su ubicación: 

• Las personas físicas que realicen actividades empresariales 
• Las personas morales, residentes en México 
• Los residentes en el extranjero que tengan un establecimiento en el país, por el 

act ivo atribuible a dicho establecimiento 
• Los res identes en el extranjero, por los inventarios que mantengan en el territorio 

nacional para ser transformados oque hayan sido transformados por un contribuyente 
del impuesto 
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2. 3.1.2. Base y tarifa 

Al valor del activo correspondiente al ejercicio fiscal, se le aplicará la tasa del 2%. 
El valor del activo consistirá en sumar los promedios de activos financieros, activos fijos, 
gastos y cargos diferidos, terrenos e inventarios. 

Según el artículo 40. de la Ley se consideran activos financieros : 

" ... n. Las inversiones en títulos de crédito, a excepción de las acciones 
emitidas por personas morales residentes en México. Las acciones emitidas 
por sociedades de inversión de renta fija se considerarán activos financieros . 
I1I.Las cuentas y documentos por cobrar. No se consideran cuentas por 
cobrqr las que sean a cargo de socios o accionistas residentes en el extrll1)jero ... 
los pagos provisionales, los saldos afavor de contribuciones, ni los estimulos 
fiscales por aplicar. 
IV . Los intereses devengados a favor, no cobrados ... " 

Determinación de activos financieros: 

Promedios mensuales financieros del ejercicio. 

Activos financieros = 

Promedio mensual = 

No. de meses 

Activo al 
inicio del 
mes 

+ 

Tratándose de acciones, el promedio se calculará: 

Promedio Costo comprobado 
de acciones = de adquisición 

2 

x 

Activo al final 
del mes 

Factor de 
actualización 

Dentro de los promedios de activos financieros, se exceptúan aquéllos que se traten 
de operaciones contratadas con el sistema financiero o con su intennediación, ya que 
éstos se calcularán de acuerdo a lo establecido en la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Los activos fijos, gastos y cargos diferidos para efectos de esta Ley, se consideran 
similares a los establecidos en la Ley del Impuesto Sobre la Renta y se determinan de 
la siguiente forma: 



Promedio de 
cada bien = 

Saldo actualizado 
pendiente de deducir 
en el Impuesto sobre 
la Renta al inicio 
del ejercicio 
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Deducción 
de inversiones y 
pérdidas en el ejercicio 

2 

o bien, en el caso de bienes adquiridos en el mismo ejercicio y de aquéllos no 
deducibles para los efectos del Impuesto sobre la Renta, en lugar del sa ldo pendiente 
de deducir, se tomará en cuenta el monto original de la in versión. 

Tratándose de activos fijos por los que se opte por una deducción inmediata, se 
considerará como saldo pendiente por deducir el correspondiente sino se hubiera 
optado por este tipo de deducción, y al que se le aplicarán los porcientos máx imos de 
deducción establecidos en los artículos 43, 44 Y 45 de la Ley de Impuesto Sobre la 
Renta, es decir: 

Promedio = 

Promedio de 
activos fijos 

Deducción normal de 
acuerdo con el bien de 
que se trate 

Monto original de la inversión 
actualizado 

tratándose ___ -:::-______ X 

de terrenos;::;: 12 

Deducción de inversiones 
y pérdidas en el ejercicio 

2 

No. de meses del ejercicio 
en el que el terreno 
se considere propiedad 
del contribuyente 

Promedio de in ventarios ;::;: 
Suma de inventarios valuados al inicio 
y al cierre del ejercico 

2 

2. 3.1.3. Deducciones. 

Se podrán deducir del valor del activo en el ejercicio las siguientes opciones: 

• Las deudas no negociables contratadas con empresas residentes en el país o con 
establecimientos permantentes ... de residentes en el extranjero 

• Las deudas negociables mientras no se notifique la cesión del crédito a empresas 
de factoraje financiero, o bien que se hayan notificado pero el pago se haga a 
personas no obligadas a contribuir con el impuesto al activo 
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• Las personas físicas podrán deducir, además del valor del activo en el ejercicio, 
un monto de 15 veces el salario mínimo general vigente. sin embargo, si este 
monto es mayor al valor del activo del ejercicio s610 se podrá hacer una deducción 
por un a cantidad similar a dicho monto. 

En el eje rcicio se deducirá el valor promedio de las deudas en base a lo siguiente: 

Valor promedio ;;: 

Promedio mensual ;;: 

Suma de promedios mensuales de pasivos 
No. de meses del ejercicio 

Saldo al 
inicio del + 

mes 

Saldo al 
fi nal del mes 

2 

Sin embargo. no son deducibles las deudas contratadas con el sistema financiero. 
o con su inlermediación. 

2. 3.1.4. Exenc iones 

Según lo dispuesto por el artículo 60. de la Ley, están exceptuados al pago del impuesto 
las siguientes personas: 

• Personas no sujetas al pago del Impuesto sobre la Renta 
• Personas físicas que hayan optado por pagar el impuesto sobre la renta y lleven a 

cabo actividades empresariales al menudeo en puestos fijos y semifijos en la vía 
pública 

• Las personas que otorguen el uso o goce temporal de bienes que estén sujetos a 
rentas congeladas 

• Las personas físicas residentes en México que no realicen actividades empresa­
riales y otorguen el uso O goce temporal de bienes a personas no contribuyentes 
del impuesto sobre la renta o bien que fonnen parte del sistema financiero 

• Las personas que utilicen bienes destinados sólo a actividades deportivas sin fi{les 
de lucro. o aquéllos destinados a la enseñanza y cuenten con la autorización que 
establece la Ley Federal de Educación 

• Empresas que confonnan el sistema financiero 
• Los bienes destinados a actividades deportivas sin fines de lucro, o aquéllos 

destinados a la enseñanza 
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• En el período preoperativo, en los primeros dos períodos de actividades y en el 
de liquidación, salvo que la liquidación exceda de dos años. 

2.3.1.5. Pagos provisionales 

Se efectuarán pagos provisionales a cuenta del ejercicio los días 17 del mes siguiente 
al que corresponda el pago, sin embargo, si respecto al impuesto sobre la renta se opta 
por realizar pagos provisionales trimestrales, se podrá llevar a cabo el pago provisional 
del impuesto al activo en el mismo período y fecha. 

Pago provisional ;;;; 
Impuesto del ejercicio 
anterior acuatizado 

12 

No. de meses desde el 
inicio del ejercicio hasta el 

X mes de que se trate. 

En los casos en que con anterioridad se hayan realizado pagos provisionales 
respecto al mes de que se trate, éstos podrán acreditarse contra el impuesto a pagar. 

2. 3.1.6. Disminución del impuesto 

El impuesto podrá disminuirse cuando a juicio del contribuyente se estime justifi­
cadamente que el impuesto del ejercicio es menor al 10% del impuesto inmediato 
anterior actuali zado, supuesto en el que se podrán disminuir los pagos provisionales 
correspondientes, previa autorización que otorgue la autoridad administrativa a más 
tardar el día 15 del primer mes del período por el que se solicite la disminución . 

La declaración anual del ejercicio deberá presentarse conjuntamente con la del 
impuesto sobre la renta, dentro de los tres meses siguientes al cierre del ejercicio ante 
las oficinas autorizadas. Tratándose de personas físicas, la declaración deberá presen­
tarse durante los meses de febrero y abril posteriores al cierre del ejercicio. I I 

2.3. 1.7. Régimen simplificado. 

El pago del impuesto en el ejercicio se determinará sumando los promedios de 
activos. 

II Véase artículo 18 del Reglamenlo de la Ley del Impuesto al AClivo. 
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Saldo promedio 
de activos financieros = 

Promedio de 

Saldos de activos financieros al 
último día de cada mes del ejercicio 

12 

3ctivos fijos, gastos. 
terrenos y cargos diferidos = 

Monto original de 
la inversión X 

Suma del fac tor de la 
tabla de cada bien que 
dé a conocer la 

Promedio de 
Inventarios = 

Inventario valuado 
al inicio + 

2 

SHCP. 

Inventario va luado 
al final 

Las personas físicas que obtengan ingresos s610 por la realización de activ idades 
agríco las. ganaderas o silvfcolas. tomarán en cuenta para calcular el valor del activo 
en el ejercicio. el va lor catastral de sus terrenos sin incluir maquinaria y equipo. 

2. 3.1.8. Sociedades controladoras. 

Para efectos del impuesto al activo de las sociedades controladoras. se deberá de tomar 
en consideración el va lor de los act ivos de la controladora y de cada una de las 
controladas, en la proporción accionaria en la que participe la controladora en e l capital 
socia l, así como la fecha en que se adquirieron por primera vez las sociedas que se 
consoliden. Del valor del ac ti vo se podrán deducir las deudas autorizadas. 

Los pagos provisionales serán efectuados po r la sociedad controladora conside­
rando el impuesto consolidado que corresponda al ejerc icio inmediato anterior, sin 
embargo si se trata del primer ejercicio en el que la contro ladora deba efectuar pagos 
provisionales se deberá de tomar en cons ideración el impuesto que correspondería si 
se hubiese consol idado en el ejercicio an terior. 

Las sociedades cont roladas podrán efec tuar pagos provisionales por la parte que no 
se haya incluido en el pago efectuado por la controladora, o bien en su caso, presentar 
la declaración complementaria correspondiente. 

La declaración an ual de l eje rcicio se presentará dentro de los cuatro meses siguien­
tes al c ierre del ejercicio. en ésta se determinará e l impuesto consolidado. 

2.3.1.9. Escisión de sociedades 

Tanto las sociedades escidentes como las escindidas. determinarán el monto de los 
pagos provisionales que les correspondan en el eje rc icio de la escisión. considerando 
el período comprendido desde el último mes del penúltimo ejercicio hasta el último 



Régimen fiscal... • 525 

mes del ejercicio inmediato anterior, en la proporción que participen con el valor de 
sus activos y sobre los que podrán deducir las deudas autorizadas. 

Sin embargo, en los casos que se hayan efectuado pagos provisionales con anterio­
ridad a la escisión, éstos podrán acreditarse en la proporción señalada anteriormente. 

3. REGIMEN FISCAL GENERAL APLICABLE EN MATER IA AMBIENTAL 

Las disposic iones contenidas en la Ley del Impuesto Sobre la Renta que inciden 
directamente en la materia ambienta l, son las relativas a la tasa del 35% de depreciación 
del equipo ant icontam inante y al régimen de depreciación inmediata para las inversio­
nes realizadas fuera de las zonas metropolitanas de México, Guadalajara y Monterrey. 

Se establece la deducción anual hasta del 35% del monto original de las invers iones 
en "equipo destinado a prevenir y controlar la contaminación ambiental en cumpli ­
miento de las disposiciones legales respectivas", así como en "equipo destinado para 
la convers ión de combustóleo y gas natural en sociedades que realicen actividades 
industria les" (art. 44, fracción VIII , inciso b); o bien, una deducción inmediata del 
9 1 % del monto original de la in versión "tratándose de dados, troqueles, moldes , 
matrices y herramental, equipo destinado a prevenir y controlar la contaminación 
ambiemal en cumplimiento de las disposiciones legales respectivas, equipo destinado 
directamente a la investigación de nuevos productos o desarrollo de tecnología en el 
país , así como equipo destinado para la conversi6n o consumo de combustóleo y gas 
natura! en las sociedades que realicen actividades industriales", cuando se realice 
fuera de las "áreas metropolitanas y de influencia del Distrito Federal , Guadalajara y 
Monterrey", esta última podrá llevarse a cabo en el ejercicio en que se realice la 
inversión, en el que se inicie su utili zación o en el ejercicio siguiente. 

Además, en general, para todas las inversiones la opción de la deducción inmediata 
sólo está permitida fuera de las referidas zonas de congestionamiento urbano. 

Haciendo una comparación de las tasas máximas de depreciación normal, la relativa 
a la instalac ión de equipo anlicontaminante es una de las más favorables con las que 
cuentan los inversionistas, como puede verse en el cuadro No. 1, sólo es superior la 
tasa de depreciación para semovientes, vegetales y máquinas registradoras de compro­
bación fiscal (100%). 
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CUADRO No. I 
DEPRECIACION NORMAL 

DEDUCCIONES (ART. 44 Y 45 LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA) 

Con .~ trucciones di stinta.~ de monumentos arqueológicos o históricos. maquinaria y 
equipo para 1:1 mollend:! de granos. y equipo para la InInsportllción marítima y nuvial 

Ferrocarriles y CólITOS de ferrocarril. maquinaria y equipo par.lla producciÓn de metal. 
de tabaco y panl el primer procesamiento del carbón mineral. 

Maquinari a y equipo par.!. la producción de papel, de pcu61eo y sus derivados. 

Maquinariól y equipo para la fabri cación de vehlculos de molores y sus panes. 
maquinaria y equipo científico 'J panlla producción de alimentos y bebidas. 

Maquinaria y equipo paro la producción de caucho. de productos qufmicos 'J farma-
cfuUcos. productos editoriales y anfculos de piel . 

Inmuebles dec1ar.ldos monumentos arqueológicos, históricos o pattimoniales. mobi-
liario y equipo de ofici na; aviones no dedicados a la aerofumigación agricola. 

Maquinari~ y equipo par .. la producción de te las y vestidos 

Equipo de cómputo perif~ri co. maquinaria '1 equipo para la construcción de aeronaves 
y parol la operolción de empresas de trdllSporte de carga '1 de pasajeros. 

AUlOmóviles. autobu,'ies, camiones de carga. tractocamiones y remolques. 

Equipo de cómputo ¡AIra proce.~amiento , maquinara '1 equipo ¡AIra las actividades de 
agriculturd. silviculturol y pesca. 

Equipo destinado a prevenir y controlar la contaminación ambiental en cumpll-
miento de las disposiciones legales respec:ÜVIl!l y equipo destinado para la conver -
sión a consumo de c:ombustók!o y gas natural en las sociedades que realit:en 
actividades industriales. 

Semovientes, vegetaJe ,~ y máquinas registr.ldor,c; de comprobación fiscal. 

% MAXIMO DE 
DEDUCCION 
ANUAL 

". 
, .. 
, .. 
, .. 

"" 
10% 

11 % 

,,% 

'0% 

" .. 
" .. 

100% 

Las tasas de depreciación inmediata son en general bastante más favorables que las 
de depreciación normal, como puede verse en el cuadro No. 2. La tasa más baja 
es de 62% contra la de 5% de la depreciac ió n normal. También en esa opción 
la tasa de depreciación inmediata para el equipo anticontaminante (91 %) sólo esta 
superada por la de los semovientes. vegetales y las máquinas registradoras de com­
probación fiscal (95% en este caso). 

En la medida en que la vida útil del equipo anticontaminante teóricamente pudiera 
tener una duración promedio de 5 años. le correspondería una tasa de depreciación de 
20% anual. 
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CUADRO No. 2 
DEPRECIACION NORMAL 

DEDUCCIONES (ART. 44 Y 45 LEY DEL IMPUESTO % MAXIMO DE 
SOBRE LA RENTA) D E D UCC IO N 

ANUAL 
B i~ncs Inmuebles. 62% 

Ferrocarri les. canos de ferrocarril 'J emoorcaciones. 66% 

Fabricación de pulpa de papel 'J productos si milares. instalaciones pam la prod Ll cci6n 7 1% 
de petróleo y ga.~ natural. 

Maquinaria 'J equipo paro la fabri cación de vehículos de fTIO(Of, para la indusma 72% 
editorial y maquinaria y equipo cienlffi co 

Maquinaria y equipo para d curtido de piel. par.¡ la fabricación de productos 76% 
fannao!:ulicos y para la industria editorial 

Maquinaria y tquipo pana la producción de energía e~ctrica equipo de Innsporte 77% 
tlectri co. Inmuebles catalogados monu me ntos arqueológicos, históricos o 
patrimoniales. 

Maquinaria y equipo parJ la producción de aeronaves y equipo de cómputo periUrico. 79% 

Com~añfas de Inan_o¡portc aéreo. de radio '1 rek vi!iÓfl. 85% 

Maquinaria y equipo paro! la illdustr1a de la construcción, equipo de cómputo para el 87% 
procesamiento de d:J los. 

Dados, troqueles, moldes y matrices; equipo destinado a prevenir y controla r la 91 % 
contamin acl6n ambiental en cumplimiento con las dispos iciones legales 
respectivas. equipo destinado al desarrollo de nuevas tecnologlas; equipo 
destinado a la conve rsl6n a consumo de combust6ieo y gas natural en sodedades 
que realicen actividades Industriales. 

Semovientes. veget:JJe.~ y rmquinas registrador.lS de comprobación fi scal. 95'1> 

Bajo esas condiciones, los 15 puntos adicionales de la depreciación nonnal impli· 
carían un ahorro fi scal máximo del 5.25% (o sea 15 X 0.35 quees la tasa marginal más 
alta del impuesto sobre la renta) del monto original de la in versión. Este es el ni vel 
máximo del incentivo fiscal implicado en la mayor tasa de depreciación, bajo el 
supuesto indicado en cuanto al promedio de vida útil del equipo anticontaminante. Si 
la vida útil es de menor duración a 5 Jños, el incentivo es correlativamente menor y 
viceversa. 

La fónn ula para detenninar el valor del incentivo fiscal (como porcentaje de la 
inversión) implicado en la tasa de depreciación aplicable para fines del impuesto sobre 
la renta, puede expresarse como sigue: 
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Valor del 
estímulo fi scal ;;;; [ Tasa de 

depreciación 
aplicable 

Tasa de 
-depreciación vida 

útil ] Tasa marginal 
aplicable del ¡SR. 

El valor del estímulo fiscal , como puede observarse en la fórmula, está en relación 
direCla con la lasa de depreciación aplicable (35% en el caso) y la lasa marginal 
aplicable del I.S .R. (35% también en el caso), y en relación inversa a la laSa de 
depreciación según la vida útil de la inversión (20% en el supuesto te6rico indicado). 

Conviene ac larar que para considerar como "incentivo fiscal" la tasa de deprecia­
ción normal en el nivel de 35%, debe suponerse que en ningún caso la vida útil del 
equipo anticontaminante puede ser inferior a tres años en números redondos, porque 
en este último caso en lugar de ahorro fiscal , el contribuyente pagaría un I.S.R. superior 
al correspondienle a su ingreso nelo real. Sólo podría deducir anualmenle 35%, no 
obstante que la vida útil del activo fuese de dos años, por ejemplo. en cuyo caso para 
reflejar su ingreso neto real se debería deducir anualmente el 50%, y no sólo el 35% 
de la inversión. 

Tratándose de la opción de deducción inmediata del monto original de la inversión 
en equipo anticontaminante, cuando se invierte fuera de las tres zonas metropolitanas 
más congestionadas del país, la lasa del 91 % implica una vida útil prácticamenle de 
un año. Bajo el supuesto teórico de vida útil promedio de 5 años para el equipo 
anticontaminante. si aplicamos la fónnula arriba consignada, el valor máximo del 
incentivo fiscal implicado para las inversiones en dicho equipo, en las zonas no 
congestionadas, equivale al 24.85% del monto de la inversión original: 

0.2485= (0.91 - 0.20) 0.35 

Donde 0.9 l es la lasa de depreciación inmediala que prevé la Ley, 0.20 es la lasa 
de depreciación según la vida útil de la inversión y 0.35 es la tasa marginal máxima 
deII.S.R. 

Comparando el ahorro fiscal de 5.25% con la depreciación nonnal para inversiones 
en equipo anticontaminante en las zonas metropolitanas más congestionadas. frente al 
24.85% con la depreciación inmediata para inversiones en equipo anticontaminante 
en el reslo del país, resulta paradójico que el ahorro fiscal (digamos el incentivo) sea 
casi cinco veces mayor para las inversiones en equipo anticontaminante en las zonas 
menos congestioruuJas. En rigor, lo lógico sería lo contrario. Ocurre, aparentemente, que 
a las inversiones en equipo anticontaminante se les ha aplicado la misma lógica que a las 
demás inversiones. El tratamiento favorable en el resto (no tan congestionado) 
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delpaís para las inversiones en general corresponde a la idea de propiciar el descon­
gestionamiento, y de limitar el congestionamiento en las tres zonas superurbanas. Pero 
parecería que, sin perjuicio de favorecer las inversiones en equipo anticontaminante 
en el resto no congestionado del país, a manera de prevenir su futura contaminación , 
para fines de controlar la grave contaminación en las tres zonas superurbanas las tasas 
de depreciación normal para el equipo anticontaminante debería ser mayor a la actual. 
A menos que la paradoja indicada, con sus muy aparentes contradicciones, tenga 
alguna explicación plausible fuera de la exclusivamente recaudatoria. 

3.1. Prevención y control de la contaminación atmosférica 

La emisión de gases que generan los vehículos automotores que usan gasolina, gas 
licuado de petróleo, gas natural y otros combustibles alternos deterioran la calidad del, 
aire, por lo que se establece su control a través de la Nonna Oficial Mexicana 
NOM-PA-CCAT-024/93 (NE). publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 
de mayo de 1993 y en la que se detenninan los niveles máximos pennisibles de 
hidrocarburos y monóxido de carbono que generan los vehículos automotores en 
circulación con convertidor catalítico, señalando que: 

"Convertidor catalítico: Es el dispositivo reductor de hidrocarburos, monóxido de 
carbono y oxidos de nitrógeno, compuesto por un núcleo serámico con un baño de alúmina 
impregnado con metales activos como platino, paJadio y rodio y que se albergan en un 
recipiente de acero inoxidable del cual se aisla ténnicamente." 

El programa de instalación del convertidor cataHtico se puede considerar a partir de 
dos elementos: 

a) El primero tiene que ver directamente con la instalación de dichos convertidores 
en vehículos automotores, para efectos del Impuesto Sobre la Renta, el convertidor 
catalítico fonna parte de los vehículos nuevos, y por lo tanto se deduce como parte del 
monto original de la inversión en 5 años. En la medida en que la vida útil del convertidor 
corresponde a la del vehículo, su depreciación nonna! no conlleva ningún incentivo fiscal. 
Estas inversiones están excluídas también de la opción de deducción inmediata en las 
zonas no congestionadas. 

En el caso de la instalación del convertidor catalítico en vehículos usados de 
modelos anteriores a 1991, la Ley no establece si la adición de este equipo al vehículo 
usado debe tratarse como una inversión deducible en 5 años, o es un gasto deducible 
en un sólo ejercicio. Al respecto, la Subsecretaría de Ingresos de la SHCP ha 
establecido, que las adquisiciones de dichos convertidores sean considerados como un 
gasto para efectos del Impuesto Sobre la Renta, y por lo tanto sean totalmente 
deducibles en un sólo año. 
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Conforme a la fórmula antes indicada, el régimen de gasto deducible para los 
convertidores catalíticos y su instalación implica un incentivo fiscal máximo equiva­
le nte al 28% de la inversión. 

b) El segundo se refiere al establecimiento de centros de instalación del convertidor 
catalítico; al respecto s610 existe una propuesta para la construcción y operación de 
una planta de catalizadores en el Edo. de San Luis Potosí, la cual gozaría de la 
deducción inmediata del impuesto sobre la renta por tratarse de una inversión de planta 
productiva realizada fuera de las zonas metropolitanas del Distrito Federal, Guadala­
jara y Monterrey . 

3.1.1. Pago de derechos 

En materia de prevención y control de la contaminación de la atmósfera, la Ley Federal 
de Derechos. establece los supuestos de actividades en las cuales se está obligado al 
pago de derechos; dentro de los cuales se encuentran: 

Pago de derechos de prevención y control de la contaminación almosférica (art. Impone 

174-K, 174-M, 174-N, 174-0\ 
1. Otorgamiento de la licencia de funcionamiento a fuentes fijas que emitan olores, gases o 
partfculas só l ¡da.~ o liquidas a la atmósfera. 

l. Por la recepción y evaluación de solicitud de licencia. NS713.00 

11. Actualización de licencia de funcionamiento por ampliación o modificación de procesos. NS342.00 

01. Por la veri ficación de cumplimiento de las condiciones derivadas de la licencia de NS570.00 
funcionamiento 

2. Por los servicios de verificación de cenificación de equipos de medición de contami nantes NS71.50 
de vehfculos automotores en circulación en centros autorizados ... 

J. Pore! servicio de certificación de emisiones contaminantes de vehfculos automotores nuevos, NS2,3S2.00 
a trdV~.~ de la prueba de laOOrdtorio de emisiones vehfculares, por m!todo CVS 75, por cada 
prueba ... 

4. Por el servicio de evaluaciÓn y la verificación de aplicación de m!todos, procedimientos, NS24.00 
partes, componentes y equipos que reduzcan las emisiones de contaminantes a la atmósfera 
generddos por vehku los aUlomOI()("eS, a travts de la prueba esttitica de emisiones vehfculares; 

I Por cada ~eba ... se [lafari el derecho de contaminación. 

El pago de estos derechos constituye un gasto normal deducible para fines del 
impuesto sobre la renta. 

La Ley de Hacienda del Departamento de Distrito Federal señala entre uno de sus 
objetivos para beneficiar la ecología, establecer a través del "Programa Hoy No 
Circula" una disminución en la circulación de los vehículos automotores a fin de 
combatir la contaminación atmosférica. 
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En la medida en que el referido programa puede originar mayores inversiones y gastos 
para los contribuyentes. por ejemplo. para ampl iar su floti lla de vehículos para 
substitu ir el "hoy no circula" , rentar o pagar medios a1ternativos de transporte. etc .• tal 
parece que las inversiones y gastos son plenamente deducibles para determinar el 
impuesto sobre la renta. 

3.2. Prevención y control de la contamianción de aguas 

Las med idas fi scales apl icables en materia de prevención y control de la contaminación 
de aguas. tiene por objelO generar la descentralización industri al; así como facilitar a 
las industrias la fabricación. la adquisición e instalación de equipos y aditamentos que 
tiendan a evi tar. controlar o prevenir la contaminación del agua. Para tal efecto, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de Comercio y Fomento 
Industrial rea lizarán estudios orientados a faci litar la fabricación de equipos o la 
importación de los que no se produzcan en el país; así como la exención o reducción 
de impuestos, autorización para depreciar aceleradamente con fi nes fi scales los equi­
pos sustitu idos o de nueva adquisición y otras franquicias. 

3.2. 1. Pago de derechos 

Las empresas que realicen descargas de aguas residuales, están obligadas al pago de 
los siguientes derechos: 

Pago de derechos nnr descarpas de apuas residuales (an. 278 v 279) Impone 

l . Por la expedición del permiso paro! descargas de ilgu~ N$4.096.00 

2. Por el análisis supervisión 'J .'ieguimiento de los proyectos conslructios o la ejecución de I a.~ N$3.000.00 
obms de centról de calidad de descargas de aguas rtsidualc:s 

3. Por uso o aprovechamiento de bienes del dominio público de la Nación como cuerpos 
receptores de I a.~ descargas de liguas residullles que descarguen en forma pennanenleinmincnte 
o fortuit¡¡ aguas res idua le.~ en rfos. cuencas. C<lUce.~. 'lasos. agua.~ maritfmas y demis depósitos 
o corrienles de aguil. l4.~f como los que descarguen aguas residuales en los suelos o las infiltren 
en te~nos que sean bienes nacionales que puedan contaminar el subsuelo o los acufreros. 
independienlemente del cumplimiento o de lo dispuesto poc la Ley General del Equi librio 
Ecológico y la Protección al Ambiente M: pagaré el derecho poc cada metro cUbico de descarg. 
que se dectlle. según la zona de disponibi lidad. una vez. realizada la medición de k» conwni· 
mlntes del agua descargad;!. y la deducción de las concentraciones permisibles se aplicarán las 
siguienleli cuotas: 

l. Por metro cúbico de dbc4Irgll de agua residual 

•• Zona de disponibilidad 1 NSO.42 
•• Zona de disponibilidad 2 N$O.IO 

•• Zona de disponibi lidad 3 N$O.04 
•• Zona de disponibi lidad 4 NSO.02 

11 . Por contaminante en el al!ua descarl!ada 
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Pa¡w de derechos DOr descanl.<lS de atluas residuales (art. 278 y 279) Impo<1e 

a) por kilogramo de demanda qufmica de odgcno en la descarga 

··Zona de disponibilidad I NSQ.27 
--Zona de disponibil idad 2 NSO.07 
--Zona de disponibi lidad 3 NSO.02 
--Zona de disponibi lidad 4 NSO.OI 

b) Por kilogramo de sólidos suspendidos totales en las descargas: 

-Zona de disponibilidad J NSO.48 
--Zona de disponibilidad 2 NSO.12 
--Zona de disponibilidad 3 NSQ.05 
--Zona de disponibilidad 4 NSO.02 

4 . Por acti vidades productivas, en e l caso de que la suma de las descargas de aguas residuales 
sea igual o inrerior a 3.000 metros cúbicos en un mes calendario: 

--Zona de disponibilidad I NSl.30 
--Zona de disponibilidad 2 NSQ.31 
--Zona de disponibi lidad 3 NSQ.13 
--Zona de disponibi lidad 4 NSO,Q1 

En los artículos 282 y 282-A se establecen excepciones al pago de derechos por 
descargas de aguas residuales, dentro de las cuales se encuentran las siguientes: 

a) Quienes cumplan con los parámetros establecidos en las condiciones particulares 
de descargas, o a falta de éstas, en las Normas Oficiales Mexicanas. 

b) Quienes tengan en proceso de realización el programa constructivo de ejecución 
de las obras de control de calidad de sus descargas de acuerdo a lo dispuesto por la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. hasta la conclusión 
de la obra, la cual no podrá exceder de dos años a partir de la fecha en que la Comisión 
Nacional de Agua autorice el Programa. 

3_3_ Sector forestal 

Para llevar a cabo el aprovechamiento de recursos forestales maderables, forestación 
y reforestación, se deberá solicitar autorización a la Secretaría de Agricultura y 
Recursos Hidráulicos, conforme a las disposiciones establecidas en la ley de la materia. 
En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en dicha autorización, se 
podrá solicitar la ampliación del plazo, sin embargo una vez concluído sin haber dado 
cumplimiento a las obligaciones adquiridas, la Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidraúlicos podrá llevar a cabo los trabajos respectivos con cargo al obligado adqui­
riendo el carácter de crédito fiscal. 
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3.3.1. Pago de derechos 

Los titulares de aprovechamientos forestales, además de las obligaciones que les 
correspondan conforme al régimen fiscal general a que estén sujetos, deberán cubrir 
el pago de derechos anuales por los siguientes conceptos: 

Pago de derechos por aprovechamientos forcstales(art . 174-F, 174-0, 174-H, 174-I , 174-J, 197 
'J 197·A) 

1.- Por la recepción , evaluación y diclamen del aviso de acción preliminar o del programa de 
manejo forestal . par .. obtener autori zación de aprovechamiento forestal de especies maderables 
de clima templado y frio. por volumen solicitado para su aprovechamiento. se pagará el derecho 
de impacto ambiental: 

l . Hasta 500 metros cúbicos 

11. De más de 500 melroS cúbicos ha.~ta 1,000 metros cúbicos 

111. De más de 1,000 metros cúbicos hasta 5.000 metros cúbicos. 

IV. De más de 5.000 metros cúbicos en adelante 

2. Por la recepción, evaluación y dictamen del aviso de acción preliminar para aprovechamiento 
forestal de especies maderables de clima árido y semiárido por metro cúbico solicitado para su 
aprovechamiento, se pagar.!. el derecho de impacto ambiental : 

1. Hasta 500 metros cúbicos 

11. De más de 500 metros cúbicos hasta 1,500 metros cúbicos 

111. De más de 1,500 metros cúbicos hasta 3,000 metros cllbicos 

IV. De más de 3,000 metros cúbicos en adelante 

3. Por la recepción, evaluación y dictamen de avisosde acción preliminar, paraaprovechamiento 
forestal de especies no maderables y por peso solicitado para su aprovechamiento, se pagará el 
derecho de impacto ambiental: 

1. Hasta 2 toneladas 

11. De más de 2 toneladas hasta 10 toneladas 

111. De más de 10 toneladas hasta 20 toneladas 

IV. De más de 20 toneladas hasta 40 toneladas 

V. De más de 40 

4 . Por la recepción, evaluación y dictamen de aviso de acción preliminar para camibio de uso 
de suelo forestal y por superficie solici tada se pagarn el derecho de impacto ambieotalsiguiente : 

1m"""" 

Eku nto 

N$ I50.00 

NS225 .00 

NS400.00 

NS350 .00 

Ekcento 

NS l OO.OO 

NS I50.00 

N$200.00 

Ekcento 

NS I50.00 

NS250.00 

NS350.00 

N$400 
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p¡¡SO de derechos por aprovechamientos foresla les (¡m. 174-F. 174-0, 174-H. 174-1, 
174-J, 197 Y t97·A) 

l. H a.~la I hectárea 

JI . De más de I hectárea hasta 10 hectáreas 

111. De má.~ de 10 hectáreas hasta SO hectáreas 

IV . De má.~ de SO hectilrea.\ hasta 200 hectáreas 

V. De más de 200 hectáre¡¡s hasta 300 hectáreas 

V l. De m,h de 300 heclárea.~ en adclanle 

5. Por la recepción. eVll luación y dictamen de m¡¡nifestaciones de impacto ounbienlal 
para aprovechamientos forestales de bosques 'J selvas tropicales 'J espccie.~ de dificil 
regeneración, lI sl como aqu4!ltos que c!elermine la Secretaria de Desarrollo Social con 
ba!;t en lo que establece la Ley Generoll del Equilibrio Ec6logico y la ProleCción al 
Ambiente '1 su Reglamento en Malen .. de Impacto Ambiental: 

l. ManifieslaCión de impacto ambiental modalidad genen.1 

11. Manifestación de impacto ambiental modalidad intermedia 

111 . Manifestación de imPilclo ambiental modalidlld e~pedfica. 

6 . Por el aprovechamiento de bosques nacionales en terrenos del Gobierno Federal : 

l. Por el aprovechamiento de la vegetación arbórea: 

a) mader.ls, por metro cúbico rollo fustal sin corteza autorizado de caoba, cedro rojo, 
primaver ... fre sno. nogal. guayllclin y otr .. s especies ~i milares 

b) Madcra.~. por metro cúbico rollo fUSl.il.1 sin corteza lIutorizado de: canshan, barf, jobo 
chaCltguanllslle . cciba. bajón, ccdrillo y e~pecies simill6te5 

e) Chicle, por tonelllda autorizada 

Por la explotl6Ción de 111 vegetación arbórea en los CltUCCS y zona federal de los rfos, 5C 
pagan!. por metro cúbico de rollo de :1rbo11 autorizado. el derecho por aprovechamiento 
forestal, el cual se realiz.ar.i previo al aprovechamiento. 

3.4. Residuos peligrosos 

Impone 

Exccnto 

NS200.00 

NS300.00 

NS400.0 

NSSOO.OO 

N.$600.00 

NSSOO.OO 

NSI.OOO.OO 

NSI.500.00 

NS323.00 

N$6I .00 

N$839.00 

NSI7.SO 

El artículo 45 del Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en materia de Residuos Peligrosos, establece los requisitos 
para obtener la autorización de importación y ex.portación de residuos peligrosos. 
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3.4. / . Pago de derechos 

Las empresas que generen residuos peligrosos están obligadas además del pago de 
impuestos. al pago de los siguientes derechos: 

P-.tI!.O de derechos de empresas generadoras de res.iduos peligrosos (an, 174-P. 174-0) 1m"""" 
1. Por el registro de empresas generadol1ls de residuos peligrosos, se pagará el derecho de N$143.00 
prevención y control de la contaminaciÓn 

2. Por el ()(orgamiento de la autorizaciÓn para instalar y opcrar sistemas de recolección, N$2. I 39.00 
almacenamiento. tnnspone, alojamiento. reuso. tratamiento. reciclaje. incineración y dispoci-
sión ti nal de residuos peligrosos, asl como para prestar servicios de dichas operaciones se pagani 
el derecho de prevención y control de la contaminación. 

NS2SO.00 
3. Por permisos par" el transporte de materiales peligrosos y sus residuos. 

4 . ESTIMULOS FISCALES EN MATERIA AMBIENTAL 

Con el objeto de generar un mayor cumplimiento de las actividades relacionadas con 
la preservación del medio ambiente, el Ejecutivo Federal con fundamento en el artículo 
39, fracción III del Código Fiscal de la Federación, podrá a través de resoluciones de 
carácter general, conceder estímulos fiscales, o bien, inducir a las empresas para su 
reubicación, hac ia zonas donde no se ponga en riesgo la salud humana y los recursos 
naturales. 

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente señala en su 
anículo 22 que dentro de las áreas prioritarias se considerán las actividades orientadas 
a la prevención y restauración del equilibrio ecológico, para lo cual se promoverá el 
otorgamiento de estímulos fiscales con cargo a la Ley de Ingresos de la Federación y 
el financiamiento a las actividades productivas, con el objeto de que se lleven a cabo 
en zonas que no causen desequilibrio ecológico o bien. en su caso, propiciar su 
reubicación. 

El estímulo fiscal es considerado como: 

"l. Beneficio de carácter económico concedido por la ley fiscal al sujeto pasivo 
de un impuesto con el objeto de obtener de él ciertos fines de carácter parafiscal . 
11. Se requiere de los siguientes elementos: a) la existencia de un tributo o 
contribución a cargo del beneficiario del estímulo ...• b) una situación especial 
del contribuyente, establecida en abstracto por la disposición legal que otorga 
el estímulo y que. al concretarse, da origen al derecho del contribuyente para 
exigir el otorgamiento de dicho estímulo en su favor, c) un objetivo de 
carácter parafiscal , éste es un elemento que consta de un objetivo directo y 
un indirecto, el objetivo directo consiste comunmente en obtener una actua-
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ció" específica del contribuyente y, el objetivo indirecto radica en lograr. 
efectos que trasciendan de la esfera personal al ámbito social.. . 
IlI. El mecanismo para hacer efectivo el estímulo fiscal es el siguiente: al el 
contribuyente deberá situarse con su actividad en la hipótesis establecida por 
la ley o decreto que crea el estúnulo, en cuyo caso, el interesado deberá acreditar 
ante la autoridad fiscal tal circunstancia ...• b) .. .Ia autoridad fiscal le expe­
dirá un certificado de promoción fiscal (Ceprofil , e n el cual consta el 
es tímulo, con ese certificado podrá acreditar su importe contra cualquier 
impuesto a su cargo. exceptuándose en algunos casos los impuestos destinados 
a un fin especffico. 
IV. Clasificación. Los estímulos fiscales pueden ser: generales o específicos. 
Los primeros son aquéllos que se otorgan para hacerse efectivos contra 
cualquier impuesto a cargo del contribuyente. Los segundos son los que sólo 
pueden hacerse efectivos respecto a un tributo específico. 
También se pueden clasificar en federnles y locales, según que el ámbito de com­
petencia sea federal o local ..... " 

El Instituto Nacional de Ecología a través de la Unidad de Planeación Ecológica, con 
fundamento en el artículo 11 , fracción X del Acuerdo que regula la Organización y 
Funcionamiento Interno del Instituto Nacional de Ecología y de la Procuraduría 
Federal de Protección al Ambiente, podrá promover con la participación de otras 
Direcciones del mismo, los estímulos fiscales. tarifarios y crediticios en actividades 
de prevención y control de la contami nación ambiental y de conservación y aprove­
chamiento de los recursos naturales; así como proponer ante las Secretarías de Comerio 
y Fomento Industrial y de Hacienda y Crédito Público, la expedición de regulaciones 
arancelarias y fi scales, aplicables en la materia. 

Por otra parte, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente a través de la 
Subprocuraduría de Auditoria AmbienraI y con fundamento en el artículo 24 del Acuerdo 
citado en el párrafo anterior, emitirá los dictáJ¡lenes técnicos sobre la procedencia de las 
solicitudes para la obtención de estímulos fiscales, en actividades de prevención y control 
de la contaminación ambiental . 

4.1. Procedimiento para el otorgamiento de estímulos fiscales 

a. Presentar solicitud por escrito para el otorgamiento de dictamen en materia de preven­
ción y control ete la contaminación ambiental ante la Dirección General de Normatividad 
Ambiental del Instituto Nacional de Etología. 

12 Diccionario Jurrdico Mex icano. Institulo de Investigaciones Jurídicas. Ed. POTTÚa, S.A .• p. 1359 
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b. En caso de obtener dictamen favorable por parte del Instituto, presentar ante la Se­
cretaría de Hacienda y Crédito Público solicitud para el otorgamiento de estímulos 
fiscales, anexando el dictamen otorgado. 
c. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público expedirá, en caso de aprobar la solicitud, 
el "certificado de promoción fiscal"13 correspondiente. 

4.2. Pago de derechos por otorgamiento de estímulos fiscales 

El artículo 27 de la Ley Federal de Derechos establece que los beneficiarios de 
estímulos fiscales están obligados al pago de derechos por los siguientes conceptos: 

a) De vigilancia: correspondiente a14% sobre el monto del beneficio del estímulo 
otorgado, excepto cuando en las disposiciones que otorgan dichos estímulos se 
establezca una tasa diferente; sin embargo el monto no podrá ser mayor al citado 
anteriormente. 

Cabe mencionar, que no se considerarán estímulos fiscales las devoluciones de 
impuestos indirectos (IV A), ni tampoco se considerará dentro de la base para el cálculo 
de estos derechos. el importe de los estímulos que se concedan de acuerdo a lo 
establecido en la Ley del Impuesto Sobre la Renta, de igual forma cuando en la 
disposición que otorga el estímulo se establezca expresamente que se exime del pago 
respectivo. 

b) Por el otorgamiento del dictamen técnico para la obtención de estímulos fi scales, 
en las actividades relacionadas con la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente, se pagará el derecho de prevención y control de 
la contaminación, por cada dictamen N$285.00. 

4.3. Acreditamiento de estímulos fiscales 

El Código Fiscal de la Federación en su artículo 25, señala que se podrá acreditar el 
importe de estímulos fiscales . contra las cantidades que están obligados a pagar 
siempre que se de aviso ante las autoridades competentes en materia de estímulos 
fi scales y, en su caso, cumplan con los requisitos formales establecidos en las 
disposiciones que otorguen los estímulos, inclusive, el de presentar certificados de 
promoción fiscal o de devolución de impuestos. 

El plazo para acreditar el importe de los estímulos, es a más tardar en 5 años con­
tados a partir del último día en que venza el plazo para presentar la declaración del 
ejercicio en que nació el derecho a obtener el estímulo; si el contribuyente no tiene 
obligación de presentar declaración cid ejercicio el plazo contará a partir del día 
siguiente a aquél en que nazca el derecho a obtener el estímulo. 

13 Son los documentos expedidos por la SHCP, en los que se hace constar e l derecho de su titular para 
acreditar su importe contra cualquier impuesto federal a su cargo, exceptuándose los impuestos desti nados 
a un fin especffico. 
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En los casos en que las disposiciones que otorguen los estímulos establezcan la 
obligación de cumplir con requisitos fannales adicionales a la presentación de la declara­
ción, se entenderá que nace el derecho para obtener el estímulo, a partir del día en que 
se obtenga la autorización o el documento respectivo. 

4.4. Recargos por acreditamiento de estímulos improcedentes 

Cuando se acrediten cantidades por concepto de estímulos fiscales a los que no tuvieren 
derecho, se causarán recargos confonne a los términos establecidos en el anículo 21 
del Código Fiscal de la Federación, sobre las cantidades acreditadas indebidamente y 
apartir de la fecha del acreditamiento. 

4.5. Prevención y control de la contaminación atmosférica 

El Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
en Materia de Prevención y Control de la Contaminación de la Atmósfera, establece 
que se otorgarán estímulos fiscales a quienes: 

a) Adquieran, instalen y operen equipos para el control de emisiones de contami­
nantes a la atmósfera; 

b) Fabriquen, instalen o proporcionen mantenimiento a equipos de filtrado, com­
bustión, control y en general de tratamiento de emisiones que contaminen la atmósfera. 

c) Realicen investigaciones de tecnología cuya aplicación disminuya la generación 
de emisiones contaminantes a la atmósfera; y 

d) Ubiquen y relocalicen sus instalaciones para evitar emisiones contaminantes a 
la atmósfera en zonas urbanas. 

4.6. Sector forestal 

En materia forestal, la Ley de Ingresos de la Federación de 1993, establece que se 
podrán otorgar estímulos fiscales al sector forestal , queasf lo solicite, siempre y cuando 
se tome en consideración los criterios ecológicos que tiendan al fomento y desarrollo 
del sector, al establecimiento y ampliación de plantaciones forestales y a obras para la 
protección de suelos forestales . El estímulo consistirá en permitir el acreditamiento de 
la inversión realizada contra una cantidad equivalente al impuesto al activo detenni­
nado en el mismo ejercicio, el cual, podrá acreditarse en ejercicios posteriores hasta 
agotarse. 

4.7. Contaminación generada por emision de ruido 

El Reglamento para la Protección del Ambiente contra la Contaminación originada 
por la Emisión de Ruido. prevé el establecimiento de medidas fiscales para fomentar 
la descentralización industrial así como facilitar a las industrias la adquisición e 
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instalación de equipos que tengan por objeto medir, controlar o disminuir dicha 
contaminación. 

Por último, aun cuando actualmente no ex isten estímulos fiscales en materia 
ambiental. cabe mencionar que el 27 de julio de 1987 la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público expidió un Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
3 1 de agosto del mismo año. el cual ha sido abrogado y. por medio del que se 
establecieron estím ulos fiscales para el fomento de las actividades de prevención y 
control de la contamin ac ión ambien taJ . destacando las siguientes consideraciones: 

A). Objetivo. Estimular las actividades de prevención de la contaminación ambien­
tal, fomentando la utili zación de sistemas y equipo anticontaminante, la realización de 
obras necesarias para su instalación y la de obras civiles que incidan directamente en 
la prevención y mejoramiento del ambiente. 

8 ). Sujetos. Las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana res identes 
en el país que cuenten con los siguientes establecimientos: 

a) De extracción y beneficio de minerales. 
b) De la industria de transformación. 
c) Talleres que cuenten con equipo de medición y diagnóstico de la contami nación 

ambiental. 
d) Panificadoras, lavanderías, hospitales, centros recreativos, baños públicos, ho· 

teles y otros s imilares. 
e) Plantas móviles de emergencia generadoras de energía eléctrica, plantas móviles 

elaboradoras de concreto, vehículos automotores de combustión interna cuando formen 
parte de floti llas de servic io público concesionado de carga, de pasajeros, o de otros 
servicios cuando se destinen exclusivamente a ellos. aviones fumigadores y barcos. 

C). Acreditamiento del estímulo 

El artículo 5° del citado Decreto establece que las personas fís icas o morales de na· 
cionalidad mexicana, residentes en el país, que adquieran e instalen sistemas o equipos 
de prevención y control de la contaminación ambientaJ, o que reaJicen obras civi les 
destinadas al mismo fin, tendrán derecho a un crédito contra impuestos federales no 
destinados a un fin específico, equivalente a: 

1. 25% sobre el valor de la factura comercial del sistema o equipo nuevo, de 
fabricación nacional y directamente relacionado con la naturaleza de la actividad 
que desarrolle el solicitante, quien deberá ser el usuario final de dicho sistema o 
equipo. 
Podrá otorgarse el estímulo respecto del sistema o equipo nuevo, de fabrica· 
ción extranjera. cuando éste no se produzca en el país en la cantidad y con 
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las condiciones técnicas requeridas conforme a la naturaleza de las activida­
des productivas que se desarrollen. 
11. 25% del monto de las inversiones efectuadas en los términos del concepto 
señalado en la fracción 11 del Artículo 3° del Decreto. 
111. 25% del monto de las inversiones efectuadas en aquellas obras civiles 
que, a juicio de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, incidan 
directamente en la preservación y mejoramiento del ambiente. 

D), Procedimiento 

Los estímulos se otorgarán a través de Certificados de Promoción Fiscal expedidos 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público acreditables contra impuestos federa­
les, previo dictamen técnico de la Dirección General de Prevención y Control de la 
Contaminación de la extinta Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. 

Los beneficiarios de los estímulos deberán infonnar anualmente a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Plúblico, los montos acreditados por concepto de estímulos y el 
impuesto federal contra el cual se llevaron a cabo los acreditarnientos. Asimismo por 
concepto de derechos de vigi lancia, deberán pagar e14% sobre el monto del beneficio 
concedido, conforme a la Ley Federal de Derechos; la cuota deberá cubrirse en una 
sola exhibición dentro de un plazo que no excederá de 6 meses contados a partir de la 
fecha de expedición del Certificado, ante el Banco de México, debiendo informar a la 
citada Secretaría la realización del pago. 

CONCLUSIONES 

Se puede observar que tanto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, como en varios de sus Reglamentos, se prevé el recurso a los 
estímulos fi scales para promover los objetivos de dicha Ley. 

Sin embargo, en la práctica no se han establecido aun estímulos fiscales que 
coadyuven a propiciar el cumplimiento de las obligaciones en materia ambiental. La 
técnica de motivación principal sigue siendo la de las sanciones por incumplimiento. 

Sin desconocer los problemas recaudatorios que puede acarrear acudir en fonna intensa 
a los estímulos fiscales para motivar el mejor cumplimiento con las obligaciones en materia 
ambiental, quizá sea ya oportuno poner en acción dichos estímulos con un mayor 
d inamismo para reforzar las urgentes acciones necesarias en esta materia. 
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